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			PREÁMBULO

			Este libro se escribió a lo largo del primer año de la pandemia de coronavirus, pues la redacción del manuscrito se inició en marzo de 2020, a la par que el gran confinamiento decretado por el estado de alarma contra la covid, y concluyó en el verano de 2021. No obstante, como es de imaginar, su gestación se había iniciado bastantes años antes, desde que el 1 de octubre de 1996 me hice cargo de la docencia de la asignatura «Análisis comparado de las democracias», común a las licenciaturas de Sociología y Ciencias Políticas que se impartía en el quinto curso del Plan de Estudios de 1993 en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid (UCM). Y a lo largo de diecisiete años, hasta el curso 2012-2013 en el que la asignatura desapareció con dichas Licenciaturas, por la entrada en vigor de los nuevos Grados previstos en el europeo Plan de Bolonia que pretendía revolucionar la universidad, tuve la ocasión de aprender e interiorizar casi todos los contenidos publicados sobre la materia, mientras preparaba las clases de esa asignatura imaginando los mejores diseños didácticos para poder explicárselas al alumnado con la debida combinación de claridad y complejidad. He dicho «casi» todos, y no todos los contenidos publicados, porque no había tiempo material para devorar y deglutir la ingente literatura acumulada; tanto más cuanto yo debía simultanear dicha asignatura con las demás que impartía en licenciatura y doctorado, hasta cubrir a la larga más de una docena cumplida en total. Pero lo cierto es que «Análisis comparado…» fue siempre mi preferida de lejos sobre las demás, y por eso le dediqué mucho mayor interés, compromiso y pasión escénica que a las demás asignaturas que competían con ella por recabar mi atención. Lo que sin duda hubieron de notar todas las cohortes de estudiantes que se sucedieron escuchándome y cuestionándome durante todos esos años, según me consta porque aquéllas fueron sin duda las mejores clases que he impartido a lo largo de mi carrera, y me considero sin falsa modestia un buen profesor. Por eso quiero dedicarles el libro a mis estudiantes de aquellos años, pues sin duda lo mejor de estas páginas se debe a mi fructífera interacción con todos ellos.

			Respecto al contenido del libro, debo hacer algunas acotaciones previas para perfilar los contornos de lo que ya se indica mejor en la «Introducción» subsiguiente. Las democracias que se comparan en sus capítulos no son todas las que hay, pues el análisis se concentra en las occidentales de mayor tamaño exclusivamente, sin poder atender siquiera a las latinoamericanas, y mucho menos a las asiáticas y africanas. Este sesgo etnocéntrico se debe por supuesto a una imprescindible economía de medios, pues no había tiempo ni espacio para poder abarcar al conjunto: así fue como enfoqué mi asignatura desde un principio, para no sobrecargar al alumnado, y así he mantenido la misma selección al redactar el libro, buscando su más coherente unidad interna. Al fin y al cabo, las democracias occidentales siguen constituyendo la élite poscolonial del poder planetario, lo que no permite compararlas equitativamente con las demás democracias subordinadas, como a veces se tiende a hacer con cierta demagogia, porque no sería justo para ellas.

			Además de esta acotación de la muestra de países a comparar, hay otra más que hacer, y es que se prescinde de la infraestructura económica en los términos de la comparación. Así, lo que se compara en las democracias occidentales son sus instituciones políticas y sus culturas públicas, pero no su estructura social ni sus instituciones económicas, que quedan fuera de lugar por las evidentes limitaciones de tiempo y espacio, pero también debido igualmente al nicho académico que ocupaba la asignatura originaria para no solaparse con las demás. Ello contradice el determinismo infraestructural que comparten liberales y marxistas, pero satisface plenamente la «autonomía de la política» que preconiza el método weberiano. Finalmente, además de la acotación espacial limitada a los países occidentales, hay otra acotación temporal impuesta por la pandemia, pues los análisis e interpretaciones que aparecen en el texto se detienen justo antes de que se produjera su impacto, ya que todavía carecemos de perspectiva histórica suficiente para poder estimarlo. Y lo mismo cabe decir de la invasión de Ucrania por Rusia, que se produce mientras concluyo estas líneas. Unos hechos que alterarán las relaciones entre las democracias de un modo que no podemos todavía imaginar.

			Añadiré que, pese al origen docente de su contenido, este libro no es un manual académico al uso, aunque también pueda ser manejado de tal modo, ya que contiene toda la información empírica y metodológica necesaria para ello, si bien expuesta con un estilo expositivo más literario que erudito. Sin embargo, además de que pueda ser usado como un manual, está también pensado como un ensayo con cierta vocación teórica, ya que trata de analizar en cada tema las diversas interpretaciones disponibles optando entre ellas por las que parecen más convincentes que las demás. Eso incluye en ciertos casos una toma de partido que a veces llega a ofrecer a título tentativo una propuesta original, lo que hace de este libro una especie de híbrido entre manual académico y ensayo teórico. Aunque será el lector quien haya de juzgar sobre lo trivial o atrevido de semejante intento.

			Madrid, primavera de 2022.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			INTRODUCCIÓN:
EL JARDÍN EUROPEO

			Si Grecia creó la democracia directa, aunque patriarcal y elitista, Europa inventó la actual democracia representativa. Pero Europa es una y muchas a la vez, todas diferentes entre sí. Y también las democracias son plurales y diversas. Algunos autores reducen su multiplicidad a meras variantes locales de un mismo modelo genérico, otros las clasifican en dos, tres o cuatro grandes familias, y aún hay quienes postulan tantos tipos como países democráticos. Provisionalmente, aquí partiré del supuesto tentativo de que la democracia occidental es una y trina a la vez, como la teología católica: liberal o anglosajona, protectora o renana (ya sea conservadora o socialdemócrata) y plebiscitaria o latina. Y para visualizar esta tríada la ilustraré con la metáfora del jardín.

			1. LA METÁFORA POLÍTICA DEL JARDÍN

			En efecto, cabe imaginar que todo jardín es representativo del estatus o la identidad de la persona o la institución que lo patrocina. Pues bien, la historia de la jardinería occidental también culmina con la sucesión en la era moderna de tres modelos canónicos: el jardín italiano o renacentista, surgido en el siglo xvi; el jardín francés o geométrico, creado en el siglo xvii; y el jardín inglés o paisajista, nacido en el siglo xviii (Páez de la Cadena, 1998). Veamos esquemáticamente sus principales características.

			El jardín renacentista es contemporáneo de la explosión cultural creativa de las ciudades-estado italianas del quattrocento, como Florencia, que también redescubrieron la democracia directa de la antigüedad clásica ateniense y romana, dando lugar al republicanismo cívico teorizado por Maquiavelo al servicio de la razón de Estado. Y junto a la arquitectura, la pintura y la escultura, también la jardinería se erigió en arte suntuaria representativa de la magnificencia a la que aspiraba la élite del patriciado urbano. Para ello empezaron por sacar los jardines al exterior de los palacios, en cuyo patio se habían enclaustrado durante la Edad Media, para abrirlos a su pública contemplación escenográfica inspirándose como modelos en los jardines de las villas de la Roma clásica. Entre los ejemplos más famosos destacan los jardines de Villa Castelo y de Boboli, promovidos por los Medici en Florencia; y en Roma Villa Madama, la villa del Cardenal Farnesio en Caparola, Villa Lante en Bagnaia y Villa Orsini en Bomarzo, estos tres últimos del jardinero Vignola; y Villa d’Este, quizás el más célebre jardín renacentista, del jardinero Ligorio (Páez, 1998, pp. 135-142).

			Tres son las características distintivas del jardín italiano: «la unificación de los elementos arquitectónicos con los jardineros siendo éstos parte activa en el desarrollo de los espacios abiertos, la utilización de perspectivas mediante la dosificación de las pendientes y el aterrazamiento del terreno, y la linealidad del ajardinamiento concentrado alrededor de un eje básico que prolongaba el de la edificación principal» (ibidem, p. 131). Todo ello desarrollando una gran inventiva ornamental en flores, setos, arbustos, grutas, laberintos, estatuaria y arboladura, a fin de crear un sorprendente espectáculo vegetal lleno de fantasía capaz de encantar y seducir al fascinado espectador. Así se restablecía una clara continuidad histórica con el panem et circenses del imperio romano, que para el poeta Juvenal y el crítico Cicerón constituía el método de dominar a los ciudadanos mediante subvenciones y espectáculos, jardineros en este caso. Como harán siglos después el cesarismo plebiscitario y el populismo clientelar, típicos de las democracias latinas, predispuestas a cautivar la soberanía popular con panem et circenses.

			Por su parte, el jardín francés del barroco significa una evolución del modelo italiano renacentista al que añadió dos elementos nuevos, de significado mucho más político que meramente formal. Ante todo, el de «recrear el emplazamiento en función del jardín que se quería obtener, y no al revés»; y, además, «desarrollarlo de forma simétrica partiendo de un punto central, de manera que la vista pueda abarcarlo todo como si fuera un discurso lógico y bien ordenado» (Páez, 1998, p. 221). Y esto exige la reconstrucción ex novo de la naturaleza, allanando el suelo del paraje, arrancando de raíz su vegetación y edificando en su lugar toda una arquitectura ornamental de flores y plantas geométricamente alineadas para formar un tablero ortogonal capaz de representar simbólicamente el dominio público de su patrocinador. Lo que implica imponer sobre el terreno un proyecto prediseñado de antemano en torno a un doble eje de coordenadas cartesianas desde cuyo centro se visualiza toda la extensión del dominio a una escala proporcional a la magnitud o la majestad de la autoridad simbolizada. Por lo que bien puede decirse que el centro del jardín simboliza el ojo y la voluntad de poder de su titular como en el «panóptico» de Jeremy Bentham (Foucault, 1976).

			Su paradigma es por supuesto Versalles, el majestuoso jardín creado en 1662 por Luis XIV, el Rey Sol, como nueva sede de su corte. Pero tenía un modelo previo a menor escala, construido en el castillo de Vaux-le-Vicomte por el arquitecto Louis Le Vaux y el jardinero André Le Nôtre por encargo de Nicolas Fouquet, Superintendente de Finanzas y mano derecha del primer ministro, cardenal Mazarino. Éste gobernaba Francia durante la minoría de edad del joven rey, venciendo internamente a la nobleza sublevada en la Fronda, tras la guerra civil de 1648 a 1652, y externamente a la corona española de Felipe IV y su valido Olivares, a quienes expropió la hegemonía europea tras derrotarles en la Guerra de los Treinta Años imponiéndoles la Paz de los Pirineos (1659). Pero Mazarino muere en 1661 y el joven rey Luis, con tan sólo 23 años y teniendo el reino pacificado sin ningún desafío interior ni exterior, decide a partir de entonces gobernar por sí mismo sin ninguna clase de valido ni primer ministro, empezando por destituir y encarcelar a Fouquet acusándolo de corrupción. Y como gesto simbólico de su voluntad de ejercer un poder absoluto, encarga a esos mismos creadores de Vaux-le-Vicomte, Le Vaux y Le Nôtre, que le construyan un palacio y un jardín en Versalles a escala muy superior como nueva sede de la corte francesa. Un jardín edificado en nombre del dios Apolo con quien se identifica el Rey Sol, a fin de que represente la soberana majestad de un poder absoluto capaz de imponer su dominio material y moral tanto sobre la naturaleza y el territorio como sobre la corte, la nobleza y la sociedad de Francia entera.

			Por eso cabría decir, figuradamente, que la creación de Versalles simboliza el punto de arranque de la construcción del Estado francés. Y desde entonces, todos los poderes europeos aspiraron a simbolizar su propia autoridad pública mediante la edificación de jardines geométricos a la francesa, erigidos mediante hileras cartesianas de parterres delineados con broderies y recortados con ars topiaria a modo de escuadrones vegetales capaces de emular un desfile triunfal o gran parada militar, a imagen y semejanza del gran Versalles. Todo ello como representación simbólica del sistema absolutista de gobierno que bajo la influencia hegemónica francesa se extendió y generalizó por toda Europa continental, con excepción de las Islas Británicas como veremos. Un modelo que pasaba por recortar los poderes de la alta nobleza territorial para congregarla en la corte real reducida al papel de amanerada camarilla cortesana, que se veía obligada a reír las gracias del monarca como árbitro discrecional tanto de los rituales festivos como de los poderes públicos (Elias, 1982). Pues si la potestad real podía ordenar a sus jardineros que podasen las formas vegetales a su arbitrio para someterlas a sus diseños geométricos, también podía amenazar con cortar las cabezas de las casas señoriales o de la población común, como forma de someterles al imperio de la Razón de Estado.

			Ésta es la metáfora del jardinero que Zygmunt Bauman propuso en su célebre libro Modernidad y Holocausto para caracterizar la ingeniería social que aplicaron en una u otra medida los sucesivos regímenes de los Estados modernos, herederos del absolutismo barroco, para administrar y cultivar las haciendas, las poblaciones y los territorios sobre los que detentaban jurisdicción. «La cultura moderna es una cultura del jardín. Es la visión del jardinero proyectada sobre un escenario del tamaño del mundo [que] construye su propia identidad a partir de la desconfianza en la espontaneidad de la naturaleza y su deseo vehemente de un orden mejor y necesariamente artificial. Además del diseño, el orden artificial del jardín necesita defensas contra el peligro que supone el desorden. Algunos jardineros odian las malas hierbas que estropean su diseño: esa fealdad en medio de la belleza, esa basura en medio del orden sereno. A otros les deja impasibles: se trata sólo de un problema que hay que resolver, un trabajo más que acometer. Estas actitudes no cambian la suerte de las malas hierbas, ya que ambos jardineros las eliminan. El genocidio moderno, lo mismo que la cultura moderna en general, es el trabajo de un jardinero» (Bauman, 1997, pp. 126-127). Una metáfora, la del jardinero, que expresa muy bien la «biopolítica» de Foucault (2008), como forma tecnocrática de dominación.

			Pero la metáfora del jardín que aquí se plantea es mucho más amplia y compleja que la reduccionista metáfora del jardinero que propuso Bauman. Es verdad que el cartesiano y geométrico jardín francés del Barroco, que aplica e impone la razón del Estado sobre la naturaleza arrasada del territorio, resulta perfectamente asimilable al jardinero que poda el desorden de las malas hierbas espontáneas para trasplantar sus propios diseños burocráticos y tecnocráticos. Pero ése no es el único modelo posible de jardín, pues hay otros, y en particular existe otro modelo inmediatamente posterior que es estrictamente contrapuesto a ése. Me refiero al jardín paisajista inglés, neoclásico y prerromántico, que en lugar de arrasar el territorio arrancando de cuajo su vegetación silvestre para plantar formaciones lineales diseñadas de antemano desde arriba, por el contrario decide respetar fielmente la naturaleza del lugar para reconstruir sobre su base un jardín que desarrolle las potencialidades intrínsecas de su originalidad singular. Traduciendo esta contraposición a los términos de la metáfora del jardinero propuesta por Bauman, vale decir que si el jardinero francés practica la destrucción creadora, eliminando las irregularidades naturales del terreno para dejar el suelo como una página en blanco sobre la que plantar un orden geométrico artificial, el jardinero inglés practica por el contrario una reconstrucción conservadora, que aprovecha las irregularidades del terreno (como colinas, vaguadas, estanques, arroyos, arenales o rocas) para integrarlas con armoniosa coherencia en un todo unitario, embelleciendo así el marco distintivo de su propia naturaleza original. La intervención del jardinero francés es radical, revolucionaria y maximalista porque arranca de cuajo el desorden anterior para crear ex nihilo un nuevo orden racional, mientras que el jardinero inglés es tolerante, reformador y minimalista porque toma a la naturaleza espontánea como un diamante en bruto que debe ser tallado y esculpido para potenciar y desarrollar todas sus capacidades intrínsecas.

			Esta antítesis entre ambos métodos se debe por supuesto al distinto contexto en que aparecieron y al muy diferente sujeto histórico responsable de su invención. Como hemos visto, el jardín francés fue creado por el monarca absolutista para servir de escenario al nuevo régimen de sujeción de la nobleza cortesana, una vez vencida definitivamente la sublevación de la Fronda. En cambio, en la Gran Bretaña, el equivalente a la Fronda francesa (1648-1952) que fue la Guerra Civil inglesa de 1642 a 1648 terminó con un resultado diametralmente opuesto al simétrico conflicto francés. Si el Cardenal Mazarino venció y desarmó por completo a la nobleza señorial alzada en armas, sentando así las bases para que Luis XIV iniciase la construcción del naciente Estado absolutista, su equivalente inglés, Carlos I Estuardo, que también tenía el mismo proyecto de dominación absolutista, fue desafiado sin embargo por el rebelde Parlamento Largo, siendo vencido por el ejército puritano de Oliver Cromwell, sentenciado por la Cámara de los Comunes y ejecutado en 1649. El absolutismo había fracasado en suelo británico, lo que fue confirmado poco tiempo después por la Revolución Gloriosa de 1688 que instauró para siempre un régimen representativo de monarquía parlamentaria. Así se inició la era del liberalismo inglés, como alternativa al común absolutismo monárquico que dominó el resto de Europa continental (a excepción de las Provincias Unidas neerlandesas). Y fueron precisamente los descendientes del bloque social que derrotó a Carlos I, la gentry formada por la pequeña nobleza terrateniente independiente de la corona, quienes habrían de crear y desarrollar, ya en el siglo xviii, la revolución industrial, la ciencia moderna, el parlamentarismo predemocrático, la ilustración anglo-escocesa, el deporte moderno (sport)… y la jardinería paisajista, desarrollada a partir de 1730.

			El primer jardinero paisajista fue también el poeta, escritor e intelectual que más hizo por criticar y satirizar los ridículos excesos a que había llegado la moda del jardín geométrico francés: Sir Alexander Pope, el miembro más conocido de los célebres «augustos», los poetas y novelistas neoclásicos que protagonizaron la revolución de la lectura que tuvo lugar en la Inglaterra georgiana, así llamados porque se proponían recrear una nueva edad dorada como la de César Augusto, cuando Virgilio, Horacio y Ovidio llevaron a la cumbre las letras latinas. Pues bien, bajo ese aire de los tiempos destacó no sólo el boom de la novela, con la Pamela (1740) de Samuel Richardson como primer best seller de la historia, sino también el boom del jardín paisajista, que se puso de moda como bien de primera necesidad en todo gentleman que se respetase. Y su primer propagandista fue Pope, que diseñó por sí mismo su propio jardín en su mansión de Twickenham junto al Támesis en 1731, año en que también apareció su Epístola a Lord Burlington (a su vez promotor del jardín de Chiswick diseñado por Kent), en la que escribe: «Construir, plantar, sea cual sea la intención, la Naturaleza nunca debe ser olvidada. Consultemos en todo al Genio del Lugar, que ordena que las aguas asciendan o caigan, que ayuda a las ambiciosas colinas a escalar los cielos, o escalona los valles en anfiteatros circulares, que convoca al paisaje, atrae los claros que se abren, une los bosques serviciales y hace variar las sombras, a veces frustra las intenciones y otras dirige las líneas maestras, que pinta cuando tú plantas, y mientras trabajas, diseña» (Páez, 1998, pp. 247-254). Pues en efecto, el genius loci, cantado por los grandes autores neoclásicos y prerrománticos de la Inglaterra georgiana, como Addison, Walpole, Chambers y el propio Pope (Martín Salván, 2006), es la gran metáfora que inspira la imaginación creadora de los jardineros paisajistas, cuyo imperativo categórico está diametralmente contrapuesto al designio racionalista del jardín francés destructor y torturador de la naturaleza. Pues si como vimos con Bauman el despotismo jardinero aborrece la espontaneidad silvestre de la naturaleza, el jardinero paisajista trata por el contrario de convocar, despertar y potenciar al genio del lugar.

			Así comenzó la fiebre de la jardinería paisajística, cuyas estrellas eran los grandes diseñadores como William Kent, íntimamente relacionado con Pope, cuyas ideas aplicó en dos grandes jardines: Chiswick en 1733, por encargo de Lord Burlington, y Stowe en 1735, que cinco años después sería remodelado por otro gran jardinero, Lancelot Brown, apodado «Capability» Brown porque siempre buscaba desarrollar las «capacidades» intrínsecas de cada lugar (su genius loci), con ejemplos tan famosos como Blenheim en 1760. Y la tercera celebridad de la escuela sería Humphry Repton, que creó y popularizó la etiqueta del Lanscape Gardening (jardinería paisajista), cuya creación más notoria fue la de West Wycomb ya en 1788. Pues en efecto, el prestigio cultural del nuevo modelo de jardín se había hecho tan influyente que muy pronto atravesó todas las fronteras europeas (es el caso del Capricho madrileño de la Duquesa de Osuna en 1787) desplazando en el favor del público al artificioso jardín francés y llegando a conquistar la primacía cultural en la propia Francia del despotismo ilustrado, según el ejemplo paradigmático de Ermenonville, diseñado en 1787 por Jean-Marie Morel para el Marqués de Girardin, quien lo creó en honor del gran filósofo político Jean Jacques Rousseau que habría de pasar el final de sus días allí donde también se edificó su tumba.

			Los contemporáneos pronto advirtieron el contraste entre el nuevo jardín paisajista y el anterior geométrico como una alegoría de la contraposición entre el liberalismo inglés y el absolutismo a la francesa. El paisajismo trata de despertar y liberar el genius loci o espíritu del lugar que habita en cada espacio o territorio singular, mientras que la jardinería absolutista pretende erradicarlo y eliminarlo para disolverlo bajo un nuevo orden impuesto desde arriba como camisa de fuerza. Y en este sentido, los críticos culturales como Pope del delirio formalista del jardín francés no hacían sino anticipar la crítica posterior que el filósofo político Edmund Burke elevaría contra la Revolución Francesa. Para éste, no se puede erradicar las instituciones para hacer de ellas una tabula rasa sobre las que plantar ex novo otras nuevas diseñadas arbitrariamente ex nihilo por la ingeniería política, como pretendía la revolución, pues las instituciones no son productos artificiales fabricados ad hoc, sino que constituyen un orden espontáneo no diseñado por nadie que se ha ido sedimentando históricamente por efecto involuntario de la interacción humana acumulada. Por eso hay que respetar el genius loci no sólo a escala local, como sugería Pope en el campo del gardening, sino también a escala nacional, como reclamaba Burke.

			2. GEOPOLÍTICA DEL GENIO DEL LUGAR

			Sin embargo, este símil del genius loci o espíritu del lugar, que se deriva del tipo de jardín paisajista, puede ser utilizado por elevación en otro sentido mucho más amplio, referente no al suelo del jardín sino al suelo de un país: al espacio público que ocupa cada pueblo. ¿Disponen las democracias de su propio genius loci? De ser así, eso significaría que resultan incomparables, pues cada una es única, singular e irrepetible. Eso cree el excepcionalismo estadounidense, por ejemplo (Lipset, 2000), o el sonderweg alemán (vía especial), al igual que proclama toda ideología nacionalista que se precie. Y en cierto sentido, es verdad que, como veremos en la última parte del libro, cada democracia singular resulta en última instancia incomparable con las demás. Pero no porque posean una especie de identidad propia en forma de «carácter nacional», como afirmaban los ideólogos decimonónicos creyentes en el «espíritu del pueblo» (volkgeist), sino porque las circunstancias espaciales y temporales de cada país son distintas a los demás. Como sostenía Ortega y Gasset, «los pueblos no tienen carácter, sólo tienen historia». Y eso es lo que expresa la metáfora del genius loci. Cada país dispone de su propio suelo distintivo (un territorio propio) y de su propia memoria histórica particular (un pasado propio), de la que se derivan los «hechos diferenciales» que lo distinguen de los demás, entre los que destacan las señas culturales de identidad: etnia, lengua, religión, instituciones, literatura y demás patrimonio material e inmaterial: el genio del lugar.

			Para constatarlo, en este libro me basaré en el marco teórico propuesto por el noruego Stein Rokkan, uno de los autores fundamentales de la sociología histórica que se propuso la ingente tarea de analizar la evolución histórica comparada de todos los países de Europa occidental, desde sus orígenes en el imperio romano hasta el presente proceso de integración europea, que hoy atraviesa serios problemas. Evolución jalonada por seis procesos fundamentales: la desintegración del imperio de Occidente, la transmigración y reasentamiento de los pueblos, la formación de los Estados, la construcción de las naciones, la estructuración social de las masas y la democratización política. Una compleja genealogía que Rokkan analiza a partir de dos dimensiones interrelacionadas, la población y el territorio (Rokkan, 2017, pp. 72-77), que son las dos fuentes de representación bicameral: la cámara baja o Congreso de elección popular y la cámara alta o Senado de representación territorial. O sea, metafóricamente hablando, el genio y el lugar. Veamos la distribución de ambos elementos, comenzando por la identidad de los pueblos, tal como se ilustra en el Cuadro 1.1 que aparece en la página siguiente.

			Esta distribución de las identidades étnicas sobre el suelo europeo está ordenada de acuerdo a un doble criterio espacial: su inclusión o no en los territorios del imperio romano (con tres posibilidades de norte a sur: fuera de los límites del imperio, dentro pero al norte de los Pirineos y los Alpes, o en la costa mediterránea) y su posición en la pendiente continental que vierte sus aguas al Atlántico (con cuatro gradientes: periferia marítima, planicies cercanas a la costa, valles alpinos del Rin y del Po y corazón continental). Cabe entender este cuadro como una representación del genio del lugar, pues a cada identidad étnica (su genus) le corresponde una específica posición geográfica (su locus) en el mapa europeo. Es decir, los pueblos y sus territorios.

			Cuadro 1.1

			Mapa geoétnico de Europa (antes de la Edad Media)
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			Fuente: Adaptado de Rokkan, 2017 [1980], p. 160.

			Pasemos pues de la geoétnica, o distribución de pueblos, a la geopolítica, o yuxtaposición de poderes territoriales. En el cuadro 1.2 aparece el célebre «mapa conceptual de Europa», principal legado de Rokkan a la sociología histórica, que clasifica las diversas entidades políticas por la posición relativa que ocupan, desde la Edad Media hasta hoy, en un sistema espacial ordenado en torno a dos ejes de coordenadas: el de la identidad cultural (genius) y el de la posición geográfica (locus). El eje vertical, correspondiente a la identidad «estatal-cultural» (o cultura específica de cada unidad política considerada), se extiende de Sur a Norte, siendo el Sur la sede del Imperio Romano y su sucesora, la Iglesia Católica, origen del sistema europeo de unidades políticas, y el Norte la sede de los reinos o Estados más distantes religiosa y culturalmente de la Iglesia Católica: como Gran Bretaña o Escandinavia, con sistemas jurídicos cuasi ajenos al derecho romano.

			Así, cuanto más alejada esté de la influencia de Roma, más independiente culturalmente será la unidad política considerada, con religión protestante y fuerte conciencia propia de identidad nacional, como en el caso de Inglaterra, Dinamarca o Suecia. En cambio, cuanto más próxima culturalmente a la Iglesia Católica, supranacional y extraterritorial, más tardía será su unificación política (como en Italia o Alemania, esta última con mezcla religiosa y heredera del Sacro Imperio Romano Germánico) y más débil o dividida su conciencia de identidad nacional (como en España, cuya imperial cruzada contrarreformista la apartó de la construcción estatal facilitando la formación cultural de naciones en su periferia catalana, vasco-navarra y galaico-portuguesa).

			Cuadro 1.2

			Mapa geopolítico de Europa (desde la Edad Media)
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			Fuente: Adaptado de Rokkan, 2017 [1975], p. 165. En negrita los Estados hoy independientes.

			Y el eje horizontal, como en el cuadro 1.1, se refiere a la posición relativa ocupada en el territorio geográfico europeo, variando también desde la costa atlántica en el oeste hasta las llanuras del interior al este. Ambos ejes, por lo tanto, resultan análogos a los paralelos y los meridianos que localizan en los mapas la posición cartográfica, con cinco filas culturales separadas por paralelos o fronteras religiosas, que se alinean de sur a norte desde el extremo mediterráneo más católico hasta el extremo nórdico más protestante, y otras cinco columnas territoriales separadas por meridianos geopolíticos. Pero estos husos cuasi horarios no están ordenados de oeste a este linealmente, como parecería por analogía con la figura geoétnica anterior, que ascendía de nivel desde la costa atlántica hasta el corazón de la plataforma continental, sino que aparecen simétricamente distribuidos en torno a un huso central que actúa a modo de bisagra o eje meridiano de simetría: es el «cinturón central de ciudades-estado» que separa en dos mitades las dos Europas, al oeste la Europa atlántica o costera y al este la interior o continental.

			Por «cinturón central de ciudades-estado» entiende Rokkan la red de grandes centros comerciales, políticamente independientes o semiautónomos durante la Edad Media, que se extendían desde el norte de Italia (Florencia, Milán) y la ribera mediterránea (Barcelona, Génova, Venecia) hasta Flandes (Amberes, Ámsterdam, Rotterdam), pasando por los dos grandes ríos que los unían, el Ródano (Lyon, Ginebra) y el Rin (Estrasburgo, Frankfurt, Colonia), para extenderse luego hacia el Báltico mediante la germana Liga Hanseática (Hamburgo, Lübeck, Danzig) bien conectada con las capitales al norte del continente: Londres, Copenhague, Oslo, Estocolmo. Como inciso, cabe recordar aquí que en el seno actual de la UE se ha formado un bloque de países (Finlandia, Suecia, Dinamarca, Estonia, Letonia, Lituania, Países Bajos, República Checa y Eslovaquia), autobautizado como «Nueva Liga Hanseática» que lidera Holanda, cuyo expreso propósito es boicotear cualquier propuesta política (como la mutualización de la deuda causada por el impacto de la pandemia del coronavirus) favorable a los intereses de los países deudores del sur, latinos especialmente, liderados por Francia o Italia. Algo que se entiende muy bien con la ayuda del mapa conceptual de Rokkan.

			Pero volvamos al «cinturón central de ciudades». Se trataba de un potente canal de intercambio comercial y de comunicaciones que coincidía aproximadamente con el «Camino Español» trazado de Milán a Amberes, por el que discurría la intendencia logística que equipaba con suministros, impedimenta y tropas de refresco a los Tercios de Flandes de la Monarquía Hispánica, embarcada durante casi un siglo en el fallido intento de sofocar la gran rebelión de las Provincias Unidas holandesas, que con la Paz de Westfalia lograron en 1648 su definitiva independencia (Parker, 1986). Y para Rokkan, ese cinturón urbano actuó como espina dorsal del futuro desarrollo europeo, sirviendo de base financiera para la paulatina formación de los grandes Estados nacionales (algunos de ellos fallidos, como Borgoña), cuando no para independizarse como confederaciones libres (Suiza y Países Bajos). Por eso en las filas superiores del cuadro 2.1 aparecen los diferentes niveles de fortaleza y debilidad que tuvieron las ciudades europeas, al actuar ya fuera como capitales políticas de centralización territorial de los nacientes Estados (Londres, Paris) o, alternativamente, como nudos económicos de acumulación de capital (Florencia, Ámsterdam). Y de ahí la completa simetría entre los dos tipos de entidades geopolíticas (periferias o imperios-naciones) situadas a ambos lados, interior o costero, del cinturón urbano central, destacando el caso de los que Rokkan denomina «imperios marítimos» (Portugal, España, Inglaterra) o «imperios interiores» (Suecia, Prusia, Alemania), así como los afines «imperios de cruzada» contra los musulmanes (España) o contra los otomanos (Austria). Por eso el Genio político de un país arranca del Lugar relativo que ocupa respecto al eje de rotación que discurre de Roma hasta la boca del Rin en el Mar del Norte: los dos polos de la bisagra que sirve de centro de gravedad de Europa, atrayendo tanto como repeliendo a sus distantes periferias.

			Pues en efecto, la tensión entre el centro y la periferia es la fuerza motriz que para Rokkan dinamiza la evolución política de Europa, y ello tanto a escala continental como en el territorio de cada Estado nacional. Así ocurre con el centro sistémico marcado por el eje bipolar de Roma al Rin que aspira a unificar el continente en un todo integrado, según el intento hegemónico de reconstruir el antiguo Imperio de Occidente ordenado por el derecho romano. Un proyecto que primero se encarnó en el Imperio de Carlomagno, luego en el Sacro Imperio Romano-Germánico (regido algún tiempo por los Austrias de Madrid o Viena), después en el absolutismo del Rey Sol y finalmente en el cesarismo bonapartista de los dos Napoleón, Bismark y el Führer. Intentos de construcción imperial destinados a fracasar todos ellos por la resistencia opuesta por las diversas periferias nacionales, casi siempre con liderazgo británico, conjuradas por su común voluntad de no dejarse integrar bajo ninguna hegemonía imperial: como ahora, cuando el Brexit y sus secuelas hanseáticas amenazan con desintegrar el «imperio» de la Unión Europea.

			Y esa constante resistencia periférica contra la centralización imperial dio lugar a los dos procesos históricos que han articulado el mapa geopolítico de Europa: la reforma religiosa basada en las lenguas vernáculas, que alejó a los protestantes del orden católico tras cruentas y prolongadas guerras (proceso concluido en 1648 con la Paz de Wesfalia, que dividió y congeló el mapa europeo en las franjas confesionales del cuadro 1.2); y la construcción de los Estados nacionales independientes en aquellas periferias europeas dotadas de un potente centro territorial capaz de oponer resistencia contra la asimilación política y religiosa erigiendo infranqueables fronteras: primero Londres y París, luego Suecia y Prusia, y sólo al final los territorios católicos dependientes del orden romano supranacional y extraterritorial que frenó, retrasó y debilitó o dividió la formación de identidades nacionales integradas en Alemania, Italia y España.

			Hasta aquí el «mapa conceptual» de Europa cartografiado por Rokkan, que dibuja en su conjunto una especie de jardín geométrico francés en forma de tablero de coordenadas cartesianas con eje central de simetría orientado de norte a sur; y en cada celda o casilla del tablero habita, como si fuera un jardín paisajista de tipo inglés, el genio específico de cada lugar. Pero a ese par de coordenadas, la población (los pueblos) y el suelo (los territorios), le faltaría una tercera dimensión: el tiempo, la historia. Significativamente, la línea del pasado no está gráficamente representada en los mapas imaginados por Rokkan, para sugerir que subyace una básica continuidad histórica que a grandes rasgos se mantiene casi intacta a lo largo del tiempo, desde la desintegración del imperio romano, en los siglos iv-v, y la irrupción de los pueblos no latinos, del siglo v al x, hasta la actualidad, sin perjuicio de que en la superficie de los sucesivos acontecimientos puntuales y coyunturas críticas se produzca una enorme variabilidad en términos de lenguas, confesiones, fronteras, ideologías, regímenes y riquezas. ¿Cómo se explica esta aparente contradicción entre el cambio y la continuidad?

			3. HOJA DE RUTA

			En este libro se entenderá esta tercera dimensión del cambio y la continuidad histórica, a título de hipótesis, como la «dependencia del camino» o de la «senda» (path dependency) postulada por la nueva economía institucional (North, 1993) y aplicada a la ciencia política por Pierson (2000 y 2017). Y no me refiero, claro está, al «camino español» de Milán a Flandes que cité antes, sino al sendero histórico recorrido a lo largo del pasado por cada población en su respectivo territorio, un pasado hecho de conflictos, acontecimientos y coyunturas críticas que confirmaban o modificaban la trayectoria institucional seguida hasta entonces ya fuera para reafirmarla o para rectificarla, trazando así un imprevisto hilo conductor carente de destino prefijado pues, como dijo el poeta español, caminante no hay camino, se hace camino al andar. Y ese sendero colectivo seguido por cada pueblo, distinto de cualquier otro, es el auténtico genio de cada lugar.

			En busca de ese genio democrático, aquí se van a desgranar una serie de capítulos cuyo objeto es comparar la diferente naturaleza de las distintas democracias occidentales (es decir, las europeas más las herederas de sus proyecciones coloniales transatlánticas) a la luz de su respectiva trayectoria histórico-institucional. El sentido de la comparación parte de la identificación de las semejanzas (¿en qué se parecen las democracias, cómo agruparlas por género y especie, por familias o linajes?) para acabar por centrarse en las diferencias (¿qué hay de original e incomparable en cada democracia singular?). Y los componentes de las democracias a comparar se analizan por separado distinguiendo, por un lado, la comparación de las instituciones políticas y, por otro, la de las instituciones culturales. Todo ello organizado a modo de relato cuyo hilo conductor obedece a un plan de la obra u hoja de ruta formalmente análogo a los manuales académicos universitarios. Por eso el índice se abre con dos capítulos dedicados al análisis del objeto de estudio (capítulo segundo: la definición de las democracias) y del método de investigación (capítulo tercero: modelos de comparación y mediciones de la calidad democrática).

			A partir de ahí el resto de la obra se divide en tres partes. La primera procede a la comparación en el tiempo (capítulo cuarto) analizando sus precedentes clásicos, los procesos de democratización histórica, las instauraciones democráticas, las transiciones a la democracia y la periodización de las sucesivas etapas evolutivas de la democracia. En cambio, las dos partes restantes proceden a comparar las democracias en el espacio, distinguiendo unas de otras en función de la naturaleza de sus instituciones políticas (capítulo quinto: institucionalización) y de sus culturas públicas específicas (capítulo sexto: incomparabilidad de las democracias y análisis de casos: Reino Unido, Estados Unidos, Francia, Alemania, Italia y España). Todo ello con un tratamiento de la escritura que, sin renunciar a la claridad expositiva de los manuales universitarios, aspira a tener además una cierta ambición ensayística. De ahí que la obra se cierre con un epílogo inconcluso.

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			OBJETO:
LA DEFINICIÓN DE LAS DEMOCRACIAS

			En este libro se entenderá la democracia (representativa) como un régimen político, no como una forma de gobierno en el sentido de Aristóteles. La democracia ateniense, como después la República romana o las repúblicas renacentistas, implicaba el gobierno directo de una minoría de ciudadanos, ya fueran todos los varones libres o sólo los miembros de las clases patricias del patriciado urbano. Mientras que la democracia actual, en la que no gobiernan los ciudadanos sino sus representantes electos, es un régimen político en el preciso sentido que definen autores como Morlino (2009, p. 2): «conjunto de instituciones y reglas que caracterizan un sistema político»; o también Fishman (1990, p. 428, citado en Morlino, 2009, p. 2): «la organización formal e informal del centro del poder político y de sus relaciones con la sociedad».

			Pero conviene añadir que este concepto de régimen, democrático o no, sólo tiene sentido como algo estructuralmente distinto del Estado propiamente dicho: una organización burocrática compleja, integrada por el conjunto de las administraciones públicas que proveen «bienes públicos» (defensa, seguridad, justicia, educación, sanidad, etc.) y dotada con capacidades coercitivas (poderes públicos) sobre la población residente en su jurisdicción territorial. Mientras que el Régimen es el modo en que una parte de esa población (la clase política, élite de poder o coalición dominante) controla los poderes de ese Estado mediante instituciones ad hoc (modo de dominación). Estado y Régimen son pues dos entidades diferentes, como se advierte por el hecho de que los regímenes cambian y se suceden, pasando por ejemplo de ser autoritarios a democráticos o viceversa, mientras que el Estado (es decir, el aparato burocrático formado por militares, policías, jueces, funcionarios y demás autoridades públicas) permanece. Esto explica que, en los cambios de régimen (como las democratizaciones), el Estado se mantenga relativamente inmutable, pues, así como los regímenes se transforman súbitamente, dejando de ser lo que eran de la noche a la mañana (como ocurrió el 14 de abril de 1931 en España), los Estados sólo se van reformando lenta y gradualmente. Con mayor rapidez quizá en sus órganos periféricos, como los ayuntamientos, por ejemplo, pero con mayor parsimonia en su núcleo duro (las fuerzas armadas, la judicatura, el Estado profundo), que apenas cambian por radical que sea el vuelco experimentado por cada régimen.

			Entonces, ¿qué es un régimen, más allá de su definición técnica?: el régimen es el sujeto colectivo que ejerce el poder del Estado desde fuera de éste. Es decir, el poder reside en el Estado, pero lo maneja y lo ejerce el régimen, pues el Estado es siempre instrumento de aquel bloque social o élite de poder que controla y ejerce sus poderes públicos reglamentarios. Pero sin un Estado al que dirigir y cuyo poder ejercer, el régimen no es nada más que una impotente voluntad de poder (ésa es la condición irredenta de las naciones sin Estado). Así que entre régimen y Estado se establece la hegeliana «dialéctica del señor y el esclavo»: aquél ejerce el poder de éste, pero no es nada sin él, del que depende. El régimen es el caballero y Leviatán su cabalgadura. Donde mejor se advierte esta dependencia del Estado que tiene el régimen es en su base social, definida por la población que habita en el territorio sobre el que aquél dispone de jurisdicción. Y si el Estado es «nacional», también el régimen político que lo dirige habrá de serlo. De ahí el «nacionalismo metodológico» que exige el estudio de los regímenes democráticos.

			Esta diferenciación entre sujeto agente (régimen) y recursos de poder (órganos estatales) es decisiva, y no se produjo hasta que no se dio el paso de constituir una Administración pública burocrática y profesionalizada, como entidad independiente de la Casa del Rey y sus distintas dependencias que administraban los intereses de la Corona. Por eso no puede empezar a hablarse de regímenes políticos hasta que no estuvo constituido el Estado moderno (como pronto en el siglo xviii) como algo distinto del patrimonialismo dinástico del (mal llamado) Antiguo Régimen. Y tras completarse la formación de los Estados modernos, ya en pleno siglo xix, entonces es cuando empiezan a poder distinguirse las administraciones públicas de los regímenes políticos que las controlan.

			1. REQUISITOS DEMOCRÁTICOS

			Convencionalmente, los regímenes políticos se clasifican en tres tipos o familias: democráticos, autoritarios y totalitarios, según cual sea el grado de pluralismo de su élite de poder o coalición dominante (Linz, 1975; Morlino, 2009), entendiendo por ésta la red de actores políticos que controlan la gestión de los poderes públicos. Si esta coalición es muy restringida y excluyente (un dictador y su camarilla, o la cúpula dirigente del partido único), se trata de un régimen totalitario; si está abierta a varios grupos de poder conectados a las élites (altos oficiales, iglesias, patronales, terratenientes, banqueros, grandes empresarios, etc.), pero cerrada para la mayoría de la población excluida, es un régimen autoritario; y cuando el acceso a la coalición dominante es máximamente incluyente, por estar abierto a cualquier actor colectivo que lo demande (según el ejemplo español de Podemos como representante del movimiento 15M), entonces nos hallamos ante un régimen democrático en cualquiera de sus múltiples variantes.

			He aquí, pues, una definición aproximada de la democracia (representativa) de entre todas las muchas posibles: régimen político cuyas autoridades públicas son escogidas por votación popular mediante elecciones periódicas decididas por mayoría y abiertas a una pluralidad de candidatos alternativos que rivalizan entre sí en igualdad de condiciones de participación. Luego clasificaremos las distintas variedades de regímenes democráticos, pues la democracia representativa en un género con múltiples especies. Pero antes hay que empezar por definir, en el sentido de delimitar, el género que incluye a todas esas especies democráticas. ¿Cuál es su común denominador? O mejor aún: ¿cuál es el criterio de demarcación (como el que separa a la ciencia de la metafísica según Popper) que permite deslindar qué régimen es democrático y cuál no lo es?

			1.1. Minimalismo y democracia electoral

			Existe un primer requisito universal, pues todos los autores lo señalan como condición sine qua non, que puede ser considerado el principal criterio de demarcación: la existencia de «elecciones libres y limpias» (ya veremos qué significa esto) como único método para seleccionar a los gobernantes que dirigen la rama ejecutiva de los tres poderes básicos del Estado. Una de dos: o hay elecciones libres o no hay democracia, y en este requisito dicotómico hay acuerdo prácticamente universal. Ahora bien, este consenso compartido se rompe en cuanto nos preguntamos si basta con ese criterio único o se precisan algunos otros requisitos adicionales. Dicho de otro modo, si admitimos que la existencia de elecciones libres es condición necesaria para que haya auténtica democracia, ¿también es condición suficiente o hace falta algo más? Pues bien, aquí los tratadistas se dividen en dos grupos asimétricos, el de la minoría que restringe a las elecciones libres el único requisito exigible frente a la mayoría que las considera una condición sólo necesaria pero no suficiente, pues hace falta algo más, o incluso mucho más.

			Al primer grupo de autores, que sólo exigen elecciones limpias y libres como único criterio de demarcación, se les suele denominar «minimalistas» un poco despectivamente, aunque ellos mismos reivindican el minimalismo (Di Palma, 1988) como garantía de precisión y parsimonia (según reclamaba la célebre «navaja de Ockham» de la escolástica medieval). En el caso de Di Palma, su visión minimalista se refiere al único requisito que postula para certificar la consolidación del nuevo régimen tras una transición a la democracia. Frente a muchos analistas que exigen la alternancia en el poder del partido en la oposición, lo que requiere un mínimo de dos elecciones generales, u otros más que añaden la adquisición y difusión mayoritaria de una cultura política democrática, lo que puede requerir varias elecciones generales hasta que una nueva generación acceda al poder, Di Palma sostiene que basta con que se pacte una ley electoral aceptada por todos, y que se aplique con éxito en la celebración de las primeras elecciones libres, para que la nueva democracia se pueda dar por consolidada (ibidem). El electoral es pues el único requisito exigible a una «democracia mínima» o «democracia electoral».

			El minimalismo se resume en la fórmula consagrada por su más respetado defensor, Juan Linz, cuando definió la democracia como aquel régimen en el que las elecciones se convierten en «el único juego en la ciudad» (Linz, 1990; Linz y Stepan, 1996). Es decir, hay democracia cuando la única forma de conquistar y mantener el poder es ganando elecciones, y ya no mediante otros métodos inciviles o predemocráticos como la violencia (terrorismo, golpes de Estado), la corrupción (soborno de los rivales o de las autoridades) o el escándalo (judicialización de la política, destrucción de la reputación del adversario con discursos infamantes). Y su inspiración se remonta a la Segunda Guerra Mundial, cuando el gran economista Joseph Schumpeter, teórico del «elitismo competitivo», redujo la democracia al mejor método de sustitución de los gobernantes sin recurrir a la fuerza mediante la libre elección ciudadana entre candidatos que compiten entre sí por el acceso al poder (Schumpeter, 1984, pp. 343-360), dando lugar al modelo económico de democracia que Anthony Downs popularizaría en los años cincuenta, al analizar las elecciones como un mercado en el que los candidatos a gobernar compiten por el voto de los ciudadanos que los eligen como consumidores soberanos (Downs, 1973).

			La piedra de toque del minimalismo, para resultar creíble como criterio de demarcación de la democracia, es el de cuáles sean las condiciones que deben reunir las elecciones para ser consideradas «libres y limpias». Las más citadas suelen ser la del pluralismo de la competición electoral, que deben de estar abiertas a todas las candidaturas que se presenten sin exclusiones previas; la previa exigencia de libertad de asociación, expresión, reunión y manifestación, así como suficiente financiación de las campañas electorales, para que todos los candidatos puedan dirigirse a los electores con igualdad de oportunidades; la estricta prohibición de las amenazas o sobornos con que los candidatos puedan coaccionar a los votantes impidiendo o comprando su voto; la existencia de una ley electoral aceptada de común acuerdo por todos y dotada de suficiente seguridad jurídica; y el control de una autoridad electoral, independiente e imparcial, que cuente con pleno poder arbitral para vigilar las elecciones en todas sus fases sancionando a los candidatos y candidaturas que infrinjan las reglas.

			Y en este mismo sentido, son particularmente importantes las siete reglas que dictó el gran Robert Dahl, el más célebre teórico político estadounidense, para garantizar la limpieza de la democracia electoral. Son éstas: 1, autoridades electas, para que se elija por voto popular a quienes han de tomar las decisiones relevantes; 2, elecciones libres celebradas con regularidad para renovar dichos cargos electos; 3, sufragio inclusivo, para que puedan votar todos los ciudadanos adultos sin exclusión de sexo, edad, raza, religión, etc.; 4, derecho a ocupar cargos públicos, para que cualquier ciudadano sin exclusiones pueda presentarse a todas las elecciones; 5, libertad de expresión, para que candidatos y ciudadanos puedan manifestar sus ofertas y demandas sin restricciones; 6, variedad de fuentes de información, para que los medios informativos reflejen la pluralidad de opiniones políticas; y 7, autonomía asociativa, que garantiza la capacidad de organización de todas las candidaturas sin exclusiones (Dahl, 1992, p. 267).

			Sin embargo, la mayoría de los analistas se inclina por rechazar este extremo reduccionismo, que concede patente de democracia a cualquier régimen que celebre elecciones más o menos limpias o transparentes. Pues si el único rasgo democrático es la celebración de elecciones (como sucede en tantos regímenes autocráticos que reeligen al presidente por sufragio universal, como el populismo latinoamericano o la Rusia de Putin), pero falla o es defectuoso todo lo demás, entonces no estamos ante una democracia sino ante una «electocracia»: una «democracia iliberal» o una «dictadura electoral» (Zakaria, 2003). Y frente a los minimalistas, sus críticos sostienen que la existencia de elecciones libres y limpias es una condición necesaria (el grado cero de la democracia) pero no suficiente, pues siempre hace falta por lo menos algún otro criterio adicional.

			1.2. Procedimentalismo y «fair play»

			A partir de este elemento común de insatisfacción con la mera electocracia, estos otros autores se distinguen entre sí por la naturaleza de los criterios adicionales que requieren las verdaderas democracias, en una graduación progresiva que va del mero formalismo legalista (grado uno de la democracia) hasta el maximalismo de la «soberanía popular», a través de una escala acumulativa de sucesivos escalones ascendentes. ¿Cuáles son estas condiciones suficientes, que de darse confieren la calidad de «democracia» a la mera «electocracia»? El repertorio de requisitos adicionales, por encima del grado cero electoral, puede descomponerse en dos bloques: condiciones formales, de procedimiento y cumplimiento de reglas, y condiciones sustantivas o de contenido sustancial.

			Por «procedimentalismo» se entiende el cumplimiento efectivo de las reglas de juego, formales e informales, que componen el entramado institucional democrático (proceso electoral, debate público, proceso político, participación ciudadana, etc.). Lo que se refiere no a la racionalidad o eficacia de esas reglas, sino a su grado de cumplimiento por absurdas, arcaicas o injustas que puedan parecer. Sencillamente, las reglas están para ser cumplidas porque el reglamento es sagrado con razón o sin ella, y ello se exige en la política democrática tanto como en el deporte moderno, competiciones ambas que siempre deben estar presididas por reglas de fair play o juego limpio (Elias, 1992). Si no funcionan o favorecen a unos más que a otros, esas reglas se pueden (y se deben) cambiar por procedimientos evidentemente democráticos. Pero mientras no se cambien, resultan formalmente obligatorias para todos. El fin (que en política es ganar en la lucha por el poder) no justifica los medios, pues en democracia sólo son válidos los medios legales, que cumplen la letra y el espíritu de las reglas de juego. Y quien infringe las reglas por eficacia práctica, alegando sotto voce que el fin justifica los medios, no es un demócrata sino un autócrata, por muchas elecciones que pueda ganar.

			Esta exigencia de legalismo procedimental como condición sine qua non de la democracia es conocida como «Estado de Derecho» o «Imperio de la Ley» (Rule of Law), que podemos desglosar a su vez en dos principios lógicamente articulados entre sí: el de legalidad y el de constitucionalidad. Por «principio de legalidad» se entiende la exigencia de que la democracia sea un «gobierno de las leyes», que obligan por igual a gobernados y a gobernantes. Así se garantiza que todos los actos políticos ejecutados u ordenados por los poderes públicos estén amparados y previstos por la legislación vigente, sin margen alguno para la coacción, el abuso de poder o la arbitrariedad discrecional. Y de igual forma, tampoco el poder podrá impedir o limitar los actos de los gobernados, o afectar a sus vidas o haciendas, sin acogerse a una previa disposición jurídica prevista en el ordenamiento vigente. Todo ello con el objetivo de asegurar el cumplimiento de la legalidad por parte de todos los actores civiles y políticos sin excepciones, privilegios ni favoritismos, garantizando así la igualdad ante la ley tanto de las autoridades públicas como de los ciudadanos. Y de ser así, cualquier persona o sector social que se sienta perjudicado en sus intereses o lesionado en sus derechos podrá recurrir ante los tribunales con suficientes garantías de recibir amparo judicial tras el debido proceso legal. Un criterio éste, el de formalismo procedimental, que suele brillar por su ausencia en la mayoría de las electocracias existentes, que se caracterizan por el particularismo, los abusos de poder y la impunidad en su demasiado frecuente vulneración de la legalidad.

			Y adicionalmente, el «principio de constitucionalidad» exige que todo el ordenamiento legal conforme una arquitectura jurídica lógicamente coherente y racionalmente articulada mediante una jerarquía normativa cuya cúspide esté ocupada por la constitución como ley de leyes, de tal forma que no haya espacio para legislaciones paralelas o excepcionales, tipo normas ad hominem o ad hoc. Sólo así se garantiza que el sistema legal sea universalista, transparente, aplicable a todos por igual, dotado de seguridad jurídica y comúnmente respetado por todos sin ilegalidad, impunidad, corrupción ni arbitrariedad o abusos de poder. Para lo que se requiere la existencia de un poder judicial independiente, representado por los jueces ordinarios (como en EE UU) o los Tribunales Constitucionales (en Europa occidental), que se encargue de asumir la revisión de la constitucionalidad de la legislación emanada del parlamento (Kelsen, 2009).

			Este criterio puramente legalista, cuyo máximo representante fue Hayek (1985) ha solido ser infravalorado tachando a su modelo de «democracia formal». Por eso, más allá de estos requisitos puramente legalistas o constitucionales, el siguiente grado de exigencia se refiere a los contenidos sustantivos que deben adornar a todo sistema que se pretenda democrático. Aquí hay dos tradiciones, la liberal y la republicana, que se acogen respectivamente a sendos principios relativamente contradictorios entre sí: el de limitación del poder (tradición liberal) y el de soberanía popular (tradición republicana). Ahora bien, algunos de los requisitos sustantivos que vamos a ver son comunes a ambas tradiciones, por lo que no resulta fácil atribuirlos a una u otra. Y esto es particularmente cierto en materia de libertades y derechos, pues si bien parecería que la reivindicación de las libertades corresponde a la tradición liberal, y la de los derechos a la republicana, en la práctica ambas los reivindican por igual.

			1.3. Liberalismo y separación de poderes

			La tradición liberal (de Locke y Hume a Isaiah Berlin pasando por John Stuart Mill), tan inglesa como el jardín paisajista, y surgida de la rebelión de la gentry puritana en defensa de «las libertades de los ingleses» amenazadas por el absolutismo monárquico, se basa en el temor a los males públicos que se derivan del abuso del poder absoluto, lo que aconseja dividir y separar los poderes públicos para poder controlarlos evitando su extralimitación. Es el «liberalismo del miedo», así llamado por Judith Shklar (2018) cuando sostiene que, para obtener un «régimen relativamente libre» (en el doble sentido de estar «libre del miedo» a la opresión y de «garantizar las condiciones políticas necesarias para el ejercicio de la libertad individual»), se requiere un «gobierno limitado y responsable», que «trace una línea de separación entre las esferas de lo público y lo privado, con estricta prohibición de la invasión de éste por aquél», así como «la dispersión del poder entre una pluralidad de grupos políticamente poderosos» que se opongan y neutralicen entre sí: «en resumen, el pluralismo» (ibidem, pp. 36-55).

			La clave reside por tanto en este principio de separación de poderes, heredado del latino divide et impera (divide y vencerás), que el liberalismo aplica por partida triple. Ante todo, se separa la esfera pública, regida por el poder, de la esfera privada, que se independiza y libera de aquél. Una separación entre lo público y lo privado que cuando se transgrede cruzando sus fronteras infranqueables sobreviene la corrupción. Y a continuación cada una de ambas esferas es sometida a su vez a un proceso de «dispersión», es decir, de división y separación. Por un lado, se divide y separa el poder público en distintas ramas independientes (como en la tríada de Montesquieu: ejecutivo, legislativo y judicial) para contener e impedir su arbitraria extralimitación, dejándolo reducido a la manejable dimensión de un «Estado mínimo». De ahí la adopción de medidas «contramayoritarias» que prevengan y eviten el abuso de poder o «tiranía de la mayoría». Y, por la otra parte, la esfera privada también queda dividida y separada en una pluralidad de minorías políticas y sociales, frecuentemente contradictorias y enfrentadas entre sí: los partidos políticos.

			Ahora bien, esta división de la esfera privada en minorías separadas y contrapuestas no es producto sólo del temor a su posible conflictividad, como sucedía en la sociedad industrial con las llamadas «clases peligrosas», potencialmente revolucionarias, sino al hecho de que, por su propia naturaleza, la sociedad civil está dividida en grupos de estatus con intereses contrapuestos y derechos contradictorios entre sí. Es el «pluralismo» teorizado por Dahl (1990) como base social de la «poliarquía», pero es también el «pluralismo de valores en conflicto» teorizado por Isaiah Berlin (Gray, 1996, pp. 55-191 y 2001, pp. 47-83). Sencillamente, para el liberalismo, dado que los distintos fines o valores entran siempre en conflicto porque son incompatibles entre sí (como sucede con la libertad, en conflicto con la igualdad o con la seguridad) no es posible imponer a todos por la regla de la mayoría un determinado objetivo político como si fuera una verdad universal. Y de ahí la necesidad de proteger y salvaguardar la pluralidad de los valores defendidos por las diversas minorías en el seno de la vida social (Gray, 1992).

			Un pluralismo que define tanto a la esfera pública (partidos, movimientos, grupos de interés) como a la privada (redes de confianza, asociaciones, instituciones). Y al final de ese proceso de división y separación del tejido civil se encuentran los individuos: los átomos indivisibles del pluralismo que generan el individualismo liberal. Un hombre, un voto. Pues el objetivo último que persigue el liberalismo, a cuyo servicio se disponen instrumentos como la separación de poderes o el gobierno responsable, es la salvaguardia de las libertades individuales encaminadas a la prosecución del propio interés personal, lo que materializa la primacía de lo privado sobre lo público, que no puede intervenir en las actividades y las transacciones privadas más que en defensa de la legalidad o las libertades amenazadas: «laissez faire, laissez passer».

			Así se garantiza tanto el pluralismo, fundado en el respeto a las minorías que reclaman su reconocimiento, como el individualismo basado en el ejercicio irrestricto de la libertad personal, debiendo estar ambos expresamente asegurados por el imperio de la ley que caracteriza al Estado de derecho. De ahí que toda constitución liberal disponga simultáneamente dos principios complementarios: la división del poder público en poderes independientes separados entre sí, para limitarlo y evitar su abusiva extralimitación, y el reconocimiento inviolable y protección universal de los derechos y libertades garantizados por igual a todos los ciudadanos. De tal modo que las libertades y los derechos de la ciudadanía deben entenderse como una limitación más del poder público, que no es libre para suspenderlos o vulnerarlos. Lo cual matiza o desmiente en buena medida la «tiranía de la mayoría» atribuida a la democracia liberal, que está obligada por el imperio de la ley a respetar los derechos y libertades tanto de las minorías civiles como de los individuos que las forman (Sartori, 2007, pp. 109-122).

			A efectos prácticos, y para lo que aquí importa, esto se traduce en una serie de requisitos que toda democracia, más allá de su carácter electivo, debe satisfacer para poder ser considerada como tal. El primero, ya se ha dicho, es el control del poder político, que debe estar limitado por cuatro tipos de mecanismos específicos: 1) su división en poderes independientes separados entre sí (ejecutivo, legislativo y judicial) destinados a vigilarse, limitarse, equilibrarse y contrarrestarse mutuamente (como en el esquema estadounidense de checks and balances o frenos y contrapesos); 2) el control parlamentario del gobierno por la oposición, generador de una dialéctica de confrontación que es también la que opone a la mayoría electoral frente a las demás minorías ciudadanas surgidas de las urnas, tensión que imprime su característico dinamismo a la vida política en las democracias a riesgo de caer en un conflictivo antagonismo polarizador; 3) la revisión de constitucionalidad por parte del poder judicial de los decretos ejecutivos y las leyes aprobadas por la mayoría parlamentaria; y 4) la exigencia de responsabilidades a los gobernantes (accountability), que periódicamente deben rendir cuentas de su ejercicio del poder tanto ante ciertas instituciones previstas para ello (autoridades reguladoras independientes, como el Tribunal de Cuentas o el Defensor del Pueblo), en lo que se conoce como accountability «horizontal», como ante los propios ciudadanos llamados a juzgarles retrospectivamente (y eventualmente a sancionarles con su voto de castigo) en las urnas electorales, o accountability «vertical» (O’Donnell, 1997, pp. 305-330); y aún existe una tercera accountability «diagonal», ejercida por la sociedad civil a través de los medios de masas, los movimientos sociales y las instituciones civiles (O’Donnell, 2007).

			Y el segundo requisito liberal de la democracia es el reconocimiento y protección universal de los derechos y libertades inherentes a la ciudadanía como tal. En cuanto a los derechos de ciudadanía, desde las primeras proclamaciones efectuadas en las Cartas de Derechos promulgadas por las Revoluciones inglesa (Bill of Rights, 1689), americana (United States Declaration of Independence, 1776) y francesa (Déclaration des Droits de l’Homme et du Citoyen, 1789), las democracias han venido ampliándolos progresivamente a lo largo del proceso histórico de democratización en tres grandes oleadas (Marshall, 1998). La primera, contemporánea de las primeras instauraciones democráticas, supuso el reconocimiento de los derechos civiles al final del siglo xviii y principios del xix: derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad, a la integridad física, al habeas corpus, a un juicio justo. La segunda, surgida con el proceso de aprobación de las sucesivas leyes electorales, se amplió al reconocimiento de los derechos políticos a lo largo del siglo xix: derecho al sufragio activo (votar) y pasivo (ser votado) y demás derechos afines de información, expresión, reunión, asociación, manifestación, etc. Y la tercera, ya posterior a la Segunda Guerra Mundial, generó los derechos sociales constitutivos del Estado de bienestar (Welfare State) como reconocimiento y compensación al esfuerzo de guerra realizado por la ciudadanía: derechos a la educación (enseñanza obligatoria), a la salud (sanidad pública), a la jubilación y sobrevivencia (pensiones contributivas) y a la protección social (servicios sociales). Posteriormente, tras el advenimiento de las grandes inmigraciones multiculturales, se han venido reclamando, y reconociendo en ciertas democracias anglosajonas como Canadá, una cuarta generación de derechos colectivos a la propia identidad cultural basada en razones de etnia, lengua, confesión religiosa, así como también de orientación sexual (Kymlicka, 1996). El reconocimiento y protección de estos derechos fundamentales es, quizá, el primer factor de atracción que impulsa a masas de desarraigados a emigrar a las democracias occidentales.

			Y en paralelo a este progresivo reconocimiento de los derechos ciudadanos también se iba tolerando y ampliando el ejercicio de las libertades públicas de las distintas y plurales minorías ciudadanas de esta sociedad ya multicultural. De hecho, también las democracias occidentales se caracterizan, a diferencias de las meras electocracias, por este pluralista ejercicio de las libertades civiles cada vez más amplias que tiene lugar en el espacio público de nuestras ciudades, con un creciente grado de tolerancia y permisividad en materia de usos y costumbres, esparcimiento, sexualidad y espectáculos, así como de práctica religiosa, artística, comercial, recreativa, mercantil, deportiva y demás manifestaciones públicas. Amplias libertades ejercidas incluso con «libertinaje» por todas las minorías étnicas, religiosas, culturales y sexuales sin que la famosa «tiranía de la mayoría» (es decir, el legislador) las pudiera seguir prohibiendo ni reprimiendo como hasta entonces se hiciera en el pasado, en un progresivo ejercicio de aplicación del celebérrimo principio del gran liberal John Stuart Mill: «la única finalidad por la cual el poder puede, con pleno derecho, ser ejercido sobre un miembro de una comunidad civilizada contra su voluntad es evitar que perjudique a los demás» (Mill, 1970, p. 80).

			Como ya se ha dicho, éste es precisamente el objetivo último que se plantea el liberalismo como programa político: la salvaguardia de las libertades individuales cuyo ejercicio irrestricto, sólo limitado por la prohibición de perjudicar a los demás respetando las libertades ajenas, es el principal requisito exigido por los liberales para definir una democracia auténtica, requisito al que conducen todos los demás (separación de poderes, gobierno limitado y responsable, reconocimiento y protección de los derechos ciudadanos). Ahora bien, ¿de qué libertades individuales estamos hablando? Se trata, en puridad, de la «libertad negativa», así definida por el gran Isaiah Berlin en su conocido ensayo de 1958 Dos conceptos de libertad, por contraposición a la «libertad positiva» postulada por el republicanismo. Por libertad negativa entiende Berlin (1998) el hecho de «estar libre de» restricciones externas, ya sean ejercidas por el poder público o la coacción social; mientras la libertad positiva implica «ser libre para» (en el sentido de «ser capaz de») dedicarse a ciertas actividades escogidas de autorrealización personal (lo que exige capacidad de autocontrol o dominio de sí, quedando «libre de» las propias pasiones). Y a fuer de liberal, Berlín antepone la primacía de la libertad negativa, por ser la única exigible a un gobierno limitado y responsable, que debe favorecer la igualdad de oportunidades para llegar a ser libre, mientras que la libertad positiva es de responsabilidad exclusivamente individual: una cuestión de libre elección personal. Pero lo problemático es que, llevada por su sola inercia, esa libertad negativa pronto degenera en la prosecución despolitizada del propio interés neoliberal.

			1.4. Republicanismo y soberanía popular

			Hasta hace casi medio siglo, estos requisitos liberales que acaban de verse eran lo más que podía exigirse para deslindar la democracia de los demás regímenes no democráticos, por entonces representados por las dictaduras militares de extrema derecha y las autodesignadas como «democracias populares» del llamado «socialismo real» (es decir, las dictaduras comunistas del Pacto de Varsovia liderado por la URSS y demás regímenes satélites). Pero en el último tercio del siglo xx se produjo la eclosión de la «tercera ola» democratizadora en los países del sur de Europa y América Latina, y después se hundieron los regímenes totalitarios tras la caída del muro de Berlín (a excepción de China, Cuba y Corea del Norte), con lo que sus países transitaron hacia una democracia liberal de naturaleza en ciertos casos muy dudosa. Y adicionalmente, tras el fin de la Guerra Fría que había aconsejado a las potencias occidentales presentarse como paladines del «mundo libre», la imagen de la democracia liberal empezó a sufrir un serio proceso de deterioro y desprestigio, conforme iniciaba en la práctica su deriva hacia una mera «democracia de mercado» regida por «partidos-cártel» que privatizaron la política en beneficio de la financiarización neoliberal (Crouch, 2004; Mair, 2015).

			Como reacción frente a esa degeneración democrática, entre la izquierda desencantada con el marxismo pronto surgió en los años noventa una nueva filosofía política, el republicanismo, que suponía el intento de rearmar un frente teórico contra el liberalismo en una dirección mucho más crítica y comprometida con la democracia radical, fundada en el principio de soberanía o autogobierno popular (Peña, 2008). La etiqueta procede no tanto del rechazo a la monarquía como forma de gobierno (que en su forma parlamentaria surgida tras la caída del Antiguo Régimen resulta compatible con la democracia) como de la referencia a una vieja tradición de la filosofía política occidental, opuesta a las tiranías autocráticas, que surgió en las repúblicas italianas renacentistas cuando trataron de recrear el espíritu de la democracia directa de la antigüedad clásica: la república romana más que la democracia ateniense. Y a su vez, ese republicanismo renacentista dio lugar primero al republicanismo puritano que protagonizó las guerras civiles inglesas del siglo xvii, como antecesor del liberalismo de Locke; y después al republicanismo popular que hizo triunfar la revolución americana bajo la guía intelectual de los padres fundadores de la constitución estadounidense. De modo que los conceptos fundamentales que este neorrepublicanismo vino a proponer están directamente extraídos de esa venerable tradición, sólo que extrapolados a la era neoliberal (Rivero, 2005).

			Pues bien, por confuso y disperso que a veces resulte, el republicanismo aspira a oponer una alternativa en toda regla al liberalismo oficial, añadiendo una serie de nuevos requisitos al principio de demarcación de la democracia que acabamos de considerar. La verdad es que no resulta fácil resumirlo en cuatro trazos pues no existe nada parecido a una teoría unitariamente articulada, ya que sus distintos promotores razonan cada uno a su aire sin que muchas veces se les pueda distinguir de los liberales. Pero quizá su mejor denominador común sea la defensa y reivindicación de la libertad positiva como fuente de virtud cívica, que es la condición de posibilidad tanto de la deliberación como de la participación: los dos desiderata del republicanismo (Ovejero, 2005).

			Con ello regresamos a la distinción de Berlin entre las dos formas de libertad que vimos antes. Estas dos caras se remontan a su vez a la clásica distinción que el primer liberal francés, Benjamin Constant (2019), planteó en su célebre conferencia de 1819 entre la «libertad de los antiguos» y la «libertad de los modernos»: aquélla se refiere a la condición de ciudadano en la antigüedad clásica (democracia ateniense y república romana) que demandaba entregarse a su compromiso cívico con el gobierno público de su ciudad, mientras que ésta (la libertad de los modernos) consiste en el derecho que asiste al ciudadano de la vida contemporánea para apartarse de la cosa pública y dedicarse al cultivo de su privacidad. Como es evidente, la libertad negativa de Berlin corresponde a la libertad de los modernos de Constant, mientras que la libertad positiva de aquél procede de la libertad de los antiguos de éste. Esta última es la libertad postulada por el republicanismo, entendida como deber cívico de participar en los debates de la asamblea y en el gobierno de la ciudad, mientras que aquella otra es la defendida por el liberalismo, consistente en estar libre de todo deber público e interferencia exterior para concentrarse en la dedicación a los intereses privados. Y esta preferencia de los republicanos por la libertad positiva frente a la negativa también explica que conciban los derechos como la otra cara de los deberes que obligan a cada ciudadano a interesarse, implicarse, comprometerse y participar en la vida pública de su comunidad política.

			En su reflexión sobre las libertades, el republicanismo se plantea pues una doble tarea. De un lado, someter a una profunda critica el concepto liberal de libertad negativa. Y del otro, fortalecer su propio concepto de libertad positiva para fundar sobre él su fuerza de choque: las virtudes cívicas ensalzadas en 1517 por Maquiavelo en sus Discorsi sopra prima deca di Tito Livio. La primera tarea parecía más difícil, pues el prestigio y autoridad intelectual de Isaiah Berlin parecía imposible de superar o al menos de sortear. Pero el filósofo político irlandés Philip Pettit lo logró en buena medida gracias a su best seller publicado en 1997 Republicanismo, en el que desvelaba las carencias del concepto liberal de libertad negativa, entendido como «no interferencia» externa, y proponía sustituirlo por otro concepto de libertad republicana definida como «no dominación», intermedio entre la libertad negativa y la positiva de Berlin (Pettit, 1999).

			Un ejemplo ilustrativo permite aclarar muy bien la diferencia entre «no interferencia» y «no dominación». Consideremos el caso de las «trabajadoras sexuales» que, sin sufrir trata, esclavitud ni coerción física, alquilan su cuerpo a los clientes del mercado de la prostitución. En el sentido de Berlin son formalmente libres porque no sufren interferencias externas: nadie las amenaza, las obliga ni les fuerza a hacer lo que han decidido voluntariamente. Luego, desde el punto de vista del liberalismo, eligen libremente comerciar con su cuerpo. Pero ¿son verdaderamente libres o están inducidas a ello por su propia dependencia material y moral (De Miguel, 2015, pp. 149-178)? De Pettit se deduce que las prostituidas «libres de interferencias» sufren sin embargo «dominación», en la medida en que dependen de la buena voluntad «discrecional y arbitraria» de sus clientes para ganarse la vida. Y es que la transacción entre prostituida y cliente no es una relación entre «libres e iguales» sino una relación de poder asimétrica y jerárquica, donde el cliente es la parte dominante y la mujer en alquiler la dominada. En general, trascendiendo este caso del comercio sexual, sólo hay libertad sin dominación cuando las relaciones entre las partes son equilibradas y equitativas. Es decir, la libertad como no dominación depende de la igualdad social: los iguales son libres de relacionarse entre sí, pero los desiguales no. De ahí que la igualdad sea la otra cara, el correlato, de la libertad, entendida al menos en el sentido propuesto por los neorrepublicanos.

			Y si la desigualdad impide realizar el concepto republicano de libertad como no dominación, lo mismo ocurre con el de «virtud cívica» (traducción en clave republicana de la libertad positiva de Berlin), que en condiciones de desigualdad social sólo es practicable por las minorías elitistas u oligárquicas. De hecho, en la Roma republicana las virtudes cívicas estaban monopolizadas por el patriciado de la clase senatorial, a la que pertenecía el Cicerón admirado por los republicanos. Es verdad que en la Atenas democrática, todos los ciudadanos (es decir, los varones autóctonos en posesión de la ciudadanía) podían participar decisoriamente en la asamblea y los tribunales populares, pero la diferencia de clase entre propietarios y asalariados reservaba a aquéllos el protagonismo retórico en la deliberación, mientras éstos eran víctimas de la demagogia de los sofistas. El liberalismo sólo reclama la igualdad (electoral) de voto y la igualdad (jurídica) ante la ley de los ciudadanos, pero rechaza toda intervención en la desigualdad real, tanto material (económica) como moral (virtud cívica). Mientras que el republicanismo sostiene que con la igualdad jurídica y electoral no basta, pues sin equidad social (igualdad relativa) no puede haber acceso igualitario a la vida pública, que es la condición necesaria para la democracia entendida como autogobierno (de Francisco, 2007).

			Ergo, en condiciones de desigualdad social, las virtudes cívicas seguirán estando reservadas de modo excluyente a quienes por su formación o su patrimonio son capaces de ejercerlas y asumirlas como si les pertenecieran por su propia naturaleza. De ahí la reivindicación republicana de la igualdad social como requisito de una democracia universalmente incluyente, entendida como autogobierno popular que exige a toda la ciudadanía la virtud cívica de participar en la cosa pública. De estas virtudes cívicas entendidas como capacidades habilitantes (no estar libre de sino ser libre para deliberar, participar y decidir en común) se derivan los otros tres requisitos exigidos a la democracia por los neo-republicanos: deliberación, participación y autogobierno.

			El imperio de la ley sólo resulta legítimo si los ciudadanos a quienes obliga han participado, de forma directa o indirecta, en la previa deliberación común que hubo de tener lugar en la esfera pública de debate con suficiente antelación a su aprobación en la asamblea legislativa (Habermas, 2010 y 1999). Es la llamada «democracia deliberativa» que por influencia del republicanismo resulta hoy exigible a toda democracia que se precie (Elster, 2000, pp. 13-33; Sunstein, 2003, pp. 33-56). Pero tras la deliberación viene la participación de la sociedad civil (grupos de interés, asociaciones, movimientos sociales, instituciones) en los órganos políticos que han de tomar decisiones ejecutivas (Cohen y Arato, 2000). Esta exigencia se contrapone claramente al dogma liberal de la necesaria separación entre la esfera pública y la privada, pues para el republicanismo no hay que dejar el poder decisorio en manos de los profesionales políticos, tantas veces oligárquicos y cartelizados, sino que hay que abrirla a la sociedad civil para que participe activamente en la toma de decisiones que van a afectarla directa o indirectamente. Es la democracia participativa que hoy se exige como requisito prioritario en las democracias dignas de ese nombre (Pateman, 2014; Barber, 2004).

			Y queda finalmente el autogobierno: la capacidad de los ciudadanos libres para elegir en común su propio destino político. Lo que equivale a perfeccionar la democracia representativa con mecanismos de democracia directa, permitiendo que la ciudadanía no se limite a elegir representantes, sino que también elija por mayoría las políticas públicas a aplicar. Pero en este punto nos enfrentamos a problemas paradójicos tan venerables como el concepto de «volonté générale» de Rousseau. ¿Cómo se conforma ese autogobierno colectivo que supere holísticamente la mera agregación sumatoria de los votos individuales? ¿Se puede construir un «autogobierno popular» que no caiga en la tiranía de la mayoría sobre las minorías? Ésta es la vía seguida por el populismo que busca la hegemonía de las clases populares coaligadas contra la élite oligárquica, lo que se argumenta discursivamente como «democracia radical» (Laclau y Mouffe, 1987; Laclau, 2005). Lo que no deja de ser otra variante más de la vieja democracia plebiscitaria que puede degenerar en autocracia por mediación de un líder cesarista.

			Y la única alternativa posible es el intento de evitarlo mediante la reivindicación del referéndum decisorio como mecanismo de autogobierno colectivo (Sánchez-Cuenca, 2010). Pero por desgracia, la técnica referendaria resulta particularmente peligrosa por su carácter de juicio salomónico que tiende a dividir por la mitad al niño en disputa. Así ocurre en los referendos de autodeterminación, en los que de salir vencedora la opción secesionista se perjudica a la población del resto del territorio desintegrado, con serio menoscabo de sus derechos sociales por ruptura de la caja común de la hacienda tributaria y la seguridad social, lo que viola el citado principio de Mill de que nadie tiene derecho a perjudicar a los demás al ejercer su propia libertad decisoria. De ahí que todas las leyes de propiedad horizontal de las comunidades de propietarios exijan el voto unánime para poder aprobar reformas estructurales que afectan al edificio común.

			Hasta aquí este sucinto repaso a los distintos requisitos o condiciones sine quibus non que se exigen a los regímenes políticos para poder incluirlos como miembros de pleno derecho dentro del género de las democracias representativas. Y para simplificar la cuestión, podemos ilustrarla mediante el cuadro 2.1, que resume los principales requisitos del repertorio enumerado, una vez clasificados a modo de síntesis en los cuatro enfoques teóricos antes citados: minimalismo, procedimentalismo, liberalismo y republicanismo.

			Cuadro 2.1

			Criterios definitorios de las democracias
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			Como es evidente, esta lista de criterios demarcatorios entre la democracia y la no-democracia debe leerse en sentido descendente y acumulativo. Es decir, que los requisitos minimalistas también son exigidos de forma imprescindible por todos los demás enfoques, que los dan por supuestos como condiciones necesarias, aunque no suficientes. Así, el procedimentalismo requiere tanto elecciones libres y limpias (con los siete requisitos de Dahl) como Estado de derecho, imperio de la ley, principio de legalidad y revisión de constitucionalidad. El liberalismo también considera necesarios los requisitos minimalistas y procedimentales, pero además añade los suyos propios: división y separación de poderes, gobierno controlado y responsable, respeto a los derechos y libertades de las minorías. Y por fin, en el cuarto lugar de esta escala de exigencias, el republicanismo también mantiene como requisitos imprescindibles los planteados por el minimalismo procedimental y liberal, pero no se conforma con ellos, sino que además añade otras exigencias maximalistas (por desgracia bastante difíciles de encontrar): equidad social, cultura cívica, deliberación, participación y autogobierno. A partir de aquí, una vez deslindado el concepto de democracia desde su definición más amplia (el minimalismo procedimental) hasta la más restrictiva (el maximalismo republicano), ya podemos proceder a la clasificación taxonómica de las democracias.

			2. CLASIFICACIONES DEMOCRÁTICAS

			Ya hemos visto las distintas definiciones del género que incluye a todos los regímenes democráticos, y ahora queda por describir las diversas especies que lo componen, algunas de ellas identificadas como tales por los autores que plantearon sus requisitos definitorios, de los que se derivan sus respectivas variedades. Así por ejemplo, los liberales tienden a dividir el género democrático en dos grandes especies: las democracias liberales, que cumplen las condiciones requeridas por ellos, frente a las democracias «iliberales», que aunque sean «electocracias» sólo los cumplen a medias cuando no los incumplen flagrantemente, ya sea porque el gobierno abuse de su poder arbitrariamente, porque intervenga la justicia o los medios informativos o porque no respete libertades esenciales, según el ejemplo de la Hungría de Orbán. Algo análogo cabe decir de los republicanos, que han impuesto el uso generalizado de categorías como democracia deliberativa o participativa, en sentido laudatorio, o democracia formal o procedimental en sentido peyorativo. Y esa facilidad rotuladora ha propiciado cierta tolerancia a la hora de bautizar nuevas formas de democracia cada vez más imaginativas, a gusto del observador.

			2.1. Democracias con adjetivos

			Es lo que Collier y Levitsky (1996) han llamado «democracia con adjetivos», para referirse a la creciente proliferación de nuevas variedades aparentes de democracia, cada una dotada con su rótulo diferenciador, que han venido surgiendo tras la gran ampliación del número de países democráticos derivada de lo que Huntington (1994) denominó la «tercera ola democratizadora». Hasta 1974, observan aquéllos, las democracias hasta entonces existentes se clasificaban según los «subtipos clásicos», derivados del específico modelo institucional prefijado por su ordenamiento constitucional. Así, una primera divisoria distinguía entre democracia directa (como la ateniense clásica) y representativa o indirecta (como las actuales); y dentro de ésta, aparecía la bifurcación entre democracia parlamentaria y presidencial; pero cruzada con ésta intervenían otras distinciones entre democracia mayoritaria y proporcional (según el sistema electoral), entre democracia multipartidaria o bipartidista (según el sistema de partidos), entre democracia unitaria, federal o confederal (según la distribución territorial del poder), etc. Disyuntivas que podemos considerar técnicas y que veremos con detalle más adelante.

			Pero además de estos adjetivos clásicos, tras la «tercera oleada» de transiciones a la democracia que se produjeron a partir de 1974 (Huntington, 1994) primero en el sur de Europa (Portugal, Grecia y España), luego en América Latina (Ecuador, Perú, Brasil, Argentina, Chile, etc.) y por fin en Europa del este con la caída del muro de Berlín (Polonia, Checoslovaquia, Hungría...), surgieron o se restablecieron una gran variedad de nuevos regímenes democráticos, con bastante incertidumbre sobre si cumplían o no, y en qué medida, los requisitos clásicos de la democracia liberal. Razón por la cual empezaron a proponerse nuevas etiquetas identificadoras («democracias con adjetivos») capaces de dar cuenta de estas singularidades dudosamente democráticas (Collier y Levitsky, 1996). «Democracias inciertas», las denominaron O’Donnell y Schmitter (1988) para referirse tanto a la incertidumbre de futuro que se abría ante ellas como a la falta de certeza sobre su definitivo carácter democrático, híbrido («democradura») o autoritario.

			El propio Guillermo O’Donnell, gran experto argentino-estadounidense sobre los regímenes burocrático-autoritarios, y coordinador junto con Philippe Schmitter del macroproyecto colectivo sobre las democratizaciones de las dictaduras, propuso algunos de los «adjetivos» calificadores de las democracias que más éxito alcanzaron, aparte del ya citado de democracias inciertas: como el de democracias «delegativas» (contrapuestas a las plenamente «institucionalizadas») para referirse a los populismos plebiscitarios cuyos ciudadanos delegan su responsabilidad cívica en líderes plenipotenciarios elegidos por sufragio universal (O’Donnell, 1996). El término «delegativa» es un ejemplo de aquellos adjetivos descalificadores que se usan para describir democracias sospechosas de incumplir requisitos básicos de la democracia. Pero hay muchos otros adjetivos del mismo tipo descalificador: como democracias problemáticas, defectivas, limitadas, disminuidas, tuteladas, controladas, restrictivas, vigiladas, protegidas, dirigidas, de fachada, de mercado, de partido único, militares, teocráticas, mediáticas, autoritarias, neopatrimoniales y así sucesivamente (Collier y Levitsky, 1996). En cambio, otros adjetivos resultan más calificativos que descalificadores, pues intentan referirse a contenidos técnicos: como democracias electorales, procedimentales, censitarias (de notables), masculinas (sin sufragio femenino), híbridas, mixtas, fronterizas, pluralistas, plebiscitarias, consociativas (Lijphart), teledirigidas o «videodemocracias» (Sartori), etc. Algunas de estas variedades las volveremos a considerar en adelante, pero antes hay que poner orden en este batiburrillo de calificativos laudatorios y descalificaciones peyorativas.

			2.2. La tipología de Weber

			Podrá parecer extraño que, en lo referido hasta ahora, sintetizado en el cuadro 2.1, no haya aparecido todavía el nombre de Weber, padre fundador de la moderna sociología política. Y es que, en realidad, este gran autor nunca propuso una teoría de la democracia, quizá por considerarla un mero régimen político, cuando lo suyo era hacer teoría del Estado, o mejor dicho, teoría de la dominación legítima, tipificada en tres legitimidades: tradicional, racional y carismática. Es cierto que, en un momento determinado, hacia el final de la Gran Guerra, en 1917, habló del «surgimiento paulatino de una cuarta forma de legitimidad…, de aquella dominación que, al menos oficialmente, deriva su propia legitimidad de la voluntad de los dominados», como si quisiera sugerir su intención de postular un tipo adicional de dominación democrática independiente de los otros tres. Pero la verdad es que Weber abandonó esa idea rápidamente, insistiendo en sus publicaciones posteriores (como La política como profesión) que sólo reconocía sus tres tipos clásicos, sin lugar para un cuarto tipo democrático (Breuer, 1996, p. 171).

			Para Weber, el concepto mismo de «dominación democrática» habría sido un oxímoron, una contradicción entre términos. La idea de democracia implicaba para él, desde el punto de vista conceptual, la anti-dominación, es decir, la subversión del concepto mismo de dominación. Por eso, en la sección séptima del capítulo tercero de la edición definitiva de 1920 de Economía y sociedad, tras haberse referido antes a los tres tipos de dominación legal, tradicional y carismática, introduce la «democracia plebiscitaria» dentro de «la transformación antiautoritaria del carisma» (Weber, 1977, p. 215). Pues Weber, que se mostraba escéptico con el concepto teórico de «soberanía popular», sólo concebía la democracia como la antítesis de la dominación: no como el consentimiento voluntario a ser dominados, sino como resistencia que busca liberarse de la dominación. Observa Breuer que, para referirse a la democracia, «Weber invierte la dirección de la mirada», dirigida a la sociología de la dominación «y considera las contramedidas que exigen los dominados para controlar o limitar las instituciones de dominación. Y justo aquí entra en juego la democracia. La legitimidad democrática es introducida expresamente como un principio ajeno a la dominación, como el resultado de una reinterpretación antiautoritaria, revolucionaria, que puede conducir a una minimización de la dominación del ser humano sobre el ser humano» (Breuer, 1996, pp. 172-173). Y a partir de aquí, entresacándola de los diferentes textos de Max Weber, Breuer postula la reconstrucción hipotética de una posible tipología weberiana de formas de democracia, entendida como alternativa antiautoritaria de la dominación. Para ello establece un cuadro de doble entrada, que por un lado distingue siguiendo a Tönnies entre comunidad (Gemenischaft) indiferenciada (sin mediaciones) y sociedad (Gesellschaft) organizada (con partidos o aparatos), y por otro entre personalización (carismática) e institucionalización (normativa) del compromiso político. Así surgen los cuatro tipos ideales del esquema del cuadro 2.2:

			Cuadro 2.2

			Tipología weberiana de legitimidades democráticas
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			Fuente: Adaptado de Breuer, 1996, p. 179.

			Por democracia «inmediata», en el sentido de democracia directa, hay que entender la ausencia de agrupaciones políticas intermedias (como partidos o facciones) entre cada ciudadano y la comunidad a la que pertenece y en cuyo gobierno participa (la ciudad-estado). Y consiste en la unión de libres e iguales que comparten por rotación, elección o sorteo la toma de decisiones y el servicio público a su comunidad de pertenencia. Son célebres las condiciones que Weber apunta para que la democracia directa resultase posible: «Esta forma de gobierno tiene lugar normalmente en comunidades que presentan las siguientes características: 1) limitación local, 2) limitación en el número de participantes, 3) poca diferenciación en la posición social de los participantes; además presupone, 4) tareas relativamente simples y estables y, a pesar de ello, 5) cierta instrucción y práctica en la determinación objetiva de los medios y los fines apropiados» (Weber, 1977, p. 701). Y observa Breuer: «si no se dan esas condiciones, la democracia inmediata fracasa por motivos técnicos», pues según Weber sólo «puede persistir a nivel local, pero a costa del diletantismo, la ineficacia y el cansancio de los miembros de la comunidad, lo que se traduce en el descenso de la participación electoral y en la apropiación de los cargos por facciones y camarillas» (Breuer, 1996, p. 175).

			La democracia de prosélitos alude a las colectividades igualitarias o redes de confianza vinculadas por lazos de fraternidad y compromiso personal, como en las unidades de combate o en los movimientos religiosos o revolucionarios. Pues para Weber, la antigua democracia griega de Atenas estuvo fundada por las falanges de hoplitas en abierta rebeldía contra la oligarquía terrateniente. Por eso cita también a los soviets comunistas que pudo conocer, o las fratrías de guerreros consagrados para la muerte como en el caso actual del ISIS, IRA o ETA (Zulaika, 1990), que constituyen el mejor ejemplo de este tipo ideal en todo comparable al de tantas sectas religiosas que se consagran al sacrificio común de entrega a los demás: «algo similar a lo que sólo pueden ofrecer las comunidades heroicas de la fraternidad», pues «la extra cotidianeidad de la hermandad bélica y de la muerte en combate» es una experiencia de comunión comparable «sólo al carisma santo y a la vivencia de la comunidad con Dios […]. Y es que “la batalla da al guerrero algo que antes sólo la religión fue capaz de dar: la sensación de un sentido y de una consagración para la muerte que sólo es propia de la guerra. La comunidad del ejército que se encuentra en campaña se siente como una comunidad hasta la muerte» (Weber, citado por Breuer, 1996, p. 136). Es el carisma del guerrero, compartido con los camaradas de la lucha armada practicada en común, que habría de animar poco después a las fraternidades violentas conjuradas para el combate político por el fascismo y el nazismo, que para Breuer fueron ejemplo vivo de la democracia de prosélitos (ibidem, p. 176).

			Así llegamos a las dos formas de democracia que Weber reconoce en las sociedades complejas contemporáneas, claramente separadas entre sí de acuerdo al dilema que él mismo reconoce y plantea en un célebre pasaje de su conferencia La política como profesión (1919). «Sólo hay esta alternativa: o democracia de líder con aparato» (maquinaria de partido) «o democracia sin líder, es decir, la dominación de «políticos profesionales» sin vocación, sin las cualidades íntimas y carismáticas que hacen al líder. Y esto significa la dominación de las camarillas» (Weber, 1992, p. 143). La democracia representativa ordinaria es una «democracia de partidos», donde los electores votan no a unos candidatos singulares, seleccionados por sus virtudes personales, sino a unas siglas de partido, escogido en función de sus preferencias políticas. Unas siglas cosificadas tras las que se oculta en el anonimato la cúpula impersonal de políticos profesionales (apparatchiks o burócratas) que dirigen la maquinaria del partido. Y la única alternativa es, pues, la democracia plebiscitaria, donde es el líder electoral quien se sirve del aparato del partido (su cuadro administrativo) en lugar de ser al revés. Pues pese a su exigencia científica de hacer análisis libre de juicios de valor, Weber deja traslucir su preferencia por la democracia plebiscitaria frente a la meramente representativa, que degenera en transacciones entre facciones, mientras que sólo en aquélla resulta posible formar oradores y seleccionar líderes con auténtica vocación y capacidad para dirigir con éxito el gobierno, según el ejemplo clásico ateniense de Alcibiades o su tutor Pericles.

			Adelantándose a reflexiones muy posteriores que veremos más adelante, Weber alertó contra la posible degeneración del partido de masas, típico de la democracia representativa, hacia los actuales partidos-cártel que alienan a un electorado cada vez más desafecto (Mair, 2015). Pero, sin embargo, no fue capaz de intuir la paralela degeneración de la democracia plebiscitaria hacia el populismo nazifascista de la Europa de entreguerras, aparentemente redivivo de forma pacífica en la actualidad. Es verdad que lo vincula con el «cesarismo» bonapartista de Napoleón III, que trasformó la república francesa en imperio autoritario mediante referéndum aprobado por sufragio masculino universal (Breuer, 1996, pp. 196-201). Pero a eso prefiere anteponer los ejemplos más positivos del presidencialismo estadounidense y del parlamentarismo mayoritario del Reino Unido, que es su modelo característico de democracia plebiscitaria, a partir de los casos que ensalza de Gladstone y Disraeli, y que hoy vemos continuar en sucesores plebiscitados como Churchill, Thatcher, Tony Blair y Boris Johnson (o su modelo Donald Trump).

			2.3. La tipología de Manin

			Cien años después, ¿qué queda hoy de la hipotética tipología de formas de democracia que, según Breuer, habría propuesto Weber? El modelo actual de tipos de democracia comparable al weberiano es sin duda el de Bernard Manin (1998), cuyo libro analiza el surgimiento de la moderna democracia representativa frente a las formas clásicas de la democracia directa en Atenas y del gobierno mixto en la república romana y en las ciudades-estado renacentistas. Y como los tipos de democracia representativa que distingue son tres (democracia censitaria, de partidos y «de audiencia»), bien podríamos intentar componer una tabla de cuatro tipos que incluyera a la democracia «clásica» junto a los otros tres, para poder compararla así con la tipología weberiana de la figura 2.2; sobre todo si tenemos en cuenta que los dos últimos tipos de Manin, democracia de partidos y democracia «de audiencia», corresponden aproximadamente a los dos tipos análogos de Weber: la democracia representativa y la plebiscitaria. Pero esto no resulta posible porque, como demuestra exhaustivamente el libro de Manin, la democracia «clásica» en cualquiera de sus formas es incomparable con la representativa. Y ello no tanto por una cuestión de tamaño, escala o complejidad, según vimos con Weber, sino por el muy diferente método procedimental en la distribución del poder.

			El grueso del libro de Manin se centra en relatar el modo en que los métodos clásicos de distribuir el poder entre los ciudadanos, que eran tres, la elección, la rotación y el sorteo, se redujeron en los siglos xvii y xviii, por obra del republicanismo que protagonizó las tres revoluciones democráticas (inglesa, estadounidense y francesa), a uno sólo, la elección, en detrimento de los otros dos, la rotación y el sorteo. Estos dos últimos métodos, comunes tanto en la democrática Atenas como en las repúblicas mixtas de Roma y el Renacimiento, tenían un objetivo esencial, que era distribuir por igual entre todos los ciudadanos el acceso al poder mediante la ocupación de cargos decisorios en los tribunales o en las asambleas. Si los cargos se sortean y se impone la rotación al ocuparlos, entonces se produce verdadera igualdad entre todos los ciudadanos al participar en el ejercicio del poder: así ocurría en Atenas, en la Roma republicana, en Florencia o en Venecia. Es verdad que además existían cargos que se ocupaban por elección popular, como en Atenas los de estratega (gobernante) y administrador público, pero ellos sólo proponían y ejecutaban, pues las decisiones siempre las tomaban colectivamente los miembros de la asamblea designados por rotación y sorteo.

			En cambio, las revoluciones inglesa, americana y francesa erradicaron el sorteo e impusieron la elección como único método democrático para designar a los ocupantes de los cargos tanto en los cuerpos legisladores (representantes) como en los órganos ejecutivos (gobernantes) o incluso judiciales (en EE UU). ¿Por qué? Manin dedica toda una sección de su libro a explicar «el triunfo de la elección: consentir el poder en lugar de ocupar cargos» (Manin, 1998, pp. 103-118). «Había en efecto una idea a cuya luz los respectivos méritos de sorteo y elección resultaban desiguales: el principio de que toda autoridad legítima procede del consentimiento general de aquellos sobre los que se va a ejercer, pues los individuos libres sólo están obligados por lo que han consentido; las tres revoluciones modernas se realizaron en nombre de este principio» (ibidem, p. 108).

			Y concluye Manin: «cuando se creó el gobierno representativo, la preocupación por la igualdad en la distribución de cargos quedó relegada al olvido. Aquí se encuentra la solución a la paradoja de que un método (la elección), que distribuía los cargos de forma menos igualitaria que el sorteo, prevaleciese a la vez que se declaraba la igualdad política entre los ciudadanos. Cuando surgió el gobierno republicano, el tipo de igualdad política que se prefirió fue el de igualdad de derechos a consentir el poder, no la igualdad de oportunidades para obtener un cargo. Lo cual significa que había emergido una nueva concepción de ciudadanía» (distinta de la antigüedad clásica y renacentista): «ahora los ciudadanos se consideraban ante todo como fuente de legitimidad política, más que como personas capaces de ocupar un cargo» (ibidem, p. 118).

			Así se edificó la democracia representativa como una aristocracia electoral, donde, en el acto de votar, los representados prestan su consentimiento expreso a permanecer subordinados a sus representantes electos. Esto equivale a una nueva forma de dominación libremente consentida por los dominados, lo que implica una inversión del argumento weberiano sugerido por Breuer acerca de la democracia como no dominación. Pues reinterpretando a Manin, cabría entender la democracia representativa como otra forma (¿la cuarta?) de dominación legítima, tras las tres clásicas (tradicional, burocrática y carismática) que Weber postuló. Aunque también podría pensarse que, en realidad, la democracia representativa de Manin viene a coincidir con la democracia plebiscitaria de Weber, siendo los representados los seguidores que, con su voto, confirman el carisma atribuido a los líderes o a los partidos que les representan.

			Y a partir del triunfo de la elección popular como única fuente de legitimación de legisladores parlamentarios y gobernantes ejecutivos, Manin pasa a desgranar en el resto del libro los tres tipos ideales de democracia representativa que se fueron sucediendo a lo largo de los dos últimos siglos: la democracia de notables hasta el final del siglo xix, la democracia de partidos en el siglo xx y la democracia de audiencia desde 1975 aproximadamente. Véase al respecto el esquema del cuadro 2.3:

			Cuadro 2.3
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			Fuente: Adaptado de Manin (1998), p. 287.

			El primer tipo es el «parlamentarismo», como él lo denomina, aunque para evitar confusiones también cabría llamarlo «democracia de notables» (porque se elegía como representantes a los ciudadanos más eminentes de cada circunscripción: los notables o caciques) o incluso «democracia censitaria» (dado que el censo electoral estaba restringido a los votantes masculinos propietarios o rentistas), por cuanto el término «parlamentarismo» se aplica mejor a uno de los dos sistemas de gobierno democrático por oposición al «presidencialismo». Y si Manin elige llamarlo así es porque al parlamentarismo caciquil del siglo xix no se le puede llamar «democracia», ni aunque sea censitaria, por cuanto sólo era una oligarquía elegida por una exigua base de votantes. Este tipo se extiende desde la primera instauración democrática hasta finales del siglo xix, cuando emerge la «democracia de partidos», siendo su «edad de oro» el período desde la Primera Ley de Reforma inglesa de 1832 hasta la Segunda de 1867 (ibidem, p. 249).

			Cada circunscripción electoral elegía a sus representantes de entre los ciudadanos más notorios por su prestigio e influencia: los llamados notables o influyentes locales, que Robert Dahl elevó en 1963 a la condición de garantes de la idealizada democracia local en su célebre obra ¿Quién gobierna? (Dahl, 2010). Pero con respecto al parlamentarismo decimonónico, estos notables locales eran los célebres «caciques» acerbamente criticados en 1901 por Joaquín Costa, a la cabeza de la Generación del 98, en su célebre panfleto de denuncia Oligarquía y caciquismo (Costa, 1998). En realidad, en países como España, Francia e Italia, estos caciques decimonónicos, de procedencia inmemorial por descender del clientelismo latino originario del imperio romano (Gellner, 1985), eran los intermediarios entre los intereses locales y el Ministerio del Interior ocupado por el partido de turno (liberal o conservador) que fabricaba las mayorías parlamentarias, amañando así un «turnismo» que remedaba la alternancia bipartidista a imitación del admirado parlamentarismo británico (Robles Egea, 1996).

			Y es verdad que en el parlamentarismo inglés el fraude electoral no era tan descarado, pues por minoritarias que fueran las elecciones se reñían con un relativo fair play, que rechazaba la corrupción a gran escala practicada en la Europa latina. Pero al margen de su grado de limpieza, lo cierto es que los vínculos políticos que se establecían entre los representantes locales y sus electores británicos, con mayor o menor fraude electoral, se basaban en las mismas relaciones de confianza entre patronos y clientes que predominaban en el sur del continente europeo. Pues el patronazgo y el clientelismo se debía tanto más al sistema electoral e institucional del parlamentarismo oligárquico que a la cultura política de tipo anglosajón o latino. Sencillamente, los representados elegían a aquellos representantes en quienes confiaban personalmente, por tener contraídos con ellos relaciones de confianza jerárquica basadas en los intereses compartidos con reciprocidad asimétrica. Eso hacía del parlamentarismo un régimen personalista.

			Por lo demás, los representantes parlamentarios utilizaban como base de apoyo su propio equipo privado (la oficina del candidato) auxiliado en la distancia por un «partido de cuadros» (con fuentes de financiación dependientes del spoil system y el tráfico de influencias practicado cuando sus candidatos ocupaban cargos públicos) de muy escaso desarrollo orgánico, cuya rudimentaria maquinaria sólo se ponía en funcionamiento con ocasión de las periódicas campañas electorales: una situación que aún perdura, en buena medida, en la democracia estadounidense. Finalmente, el debate político sólo tenía lugar entre los representantes electos dentro de la sede del parlamento, fuera de cuyas puertas se quedaban las demandas desatendidas de los nacientes movimientos sociales como el cartismo y el sufragismo, que protestaban respectivamente contra la exclusión de los asalariados y de las mujeres del sufragio electoral. Por eso señala Manin que se abría un divorcio entre la opinión pública extraparlamentaria, aireada por la masiva prensa popular que amplificaba la voz de la calle, y las deliberaciones parlamentarias centradas en los intereses de las clases pudientes que sólo hallaban eco en la elitista prensa política.

			El segundo tipo es la «democracia de partidos», producto de la extensión y universalización del sufragio electoral, también femenino desde 1918 en el Reino Unido, así como de la definitiva estructuración en Europa de la sociedad industrial de clases, lo que modifica radicalmente la relación entre representantes y representados en las democracias parlamentarias. El punto esencial a destacar es que el voto deja de estar personalizado, pues ya no se vota por candidatos conocidos en quienes se confía personalmente, sino que ahora se vota a candidatos desconocidos o anónimos cuya única virtud es estar incluidos en la lista electoral presentada por el partido de masas que mejor defienda y represente los intereses de cada elector. Así, el vínculo de lealtad política ya no se establece entre el elector y «su» representante sino entre el votante y «su» partido político, sea cual fuere la persona designada para ocupar un puesto en la lista. De esta forma, dada la férrea división social marcada por los distintos clivajes que estructuran la sociedad, cada ciudadano está representado por un partido determinado según cual sea su clase, su grupo de estatus, su confesión religiosa, su identidad étnica o su pertenencia territorial (Lipset y Rokkan, 1992). La representación política se convierte así en una representación socio-estructural, que quedaría «congelada» dentro de cada país en un determinado alineamiento electoral homólogo a su correspondiente sistema de partidos hasta el advenimiento en el último tercio del siglo xx de la llamada sociedad post-industrial (Bell, 1976).

			Y si ahora los representados son los miembros del sector social que se identifica con cada partido tanto si están afiliados como si son simples simpatizantes, que mantienen de por vida su lealtad ideológica a sus siglas elección tras elección y generación tras generación, también los representantes cambian respecto al modelo anterior. Lejos de ser «notables» con influencia y personalidad propias, ahora son activistas, militantes de las agrupaciones locales o meros funcionarios del aparato (burócratas o apparatchicki), que obedecen religiosamente la disciplina del partido votando las consignas dictadas por la cúpula que les transmiten los portavoces de su grupo parlamentario. Una cúpula que impone su absoluta dominación sin apenas democracia interna sobre un organigrama que actúa como una auténtica clientela cautiva, haciendo verosímil la ley de hierro de la oligarquía de los partidos que el amigo de Weber, Robert Michels (2008), teorizó tomando como ejemplo el caso del centenario Partido Socialdemócrata Alemán (SPD) al que perteneció Marx, que constituye el mejor paradigma del partido de masas.

			Y en este segundo tipo de democracia representativa el debate desaparece del parlamento, por cuanto ahora los oradores ya no pretenden argumentar, deliberar y potencialmente persuadir a sus adversarios y potenciales aliados de la asamblea sino que se limitan a proclamar consignas antagónicas haciendo oposición con dogmático sectarismo sin ninguna posibilidad de alcanzar acuerdos, mientras que los verdaderos debates se libran en el interior de cada partido donde las distintas facciones pugnan por imponer su propia línea estratégica al programa oficial. Estas contiendas ideológicas argumentadas por los intelectuales orgánicos de cada partido y frecuentemente polarizadas encuentran su cámara de resonancia en la sensacionalista prensa de masas que se hace eco de la confrontación partidaria. Y entretanto, la verdadera deliberación política se negocia fuera del parlamento con los grupos de interés encuadrados en grandes organizaciones afines, como las patronales y los sindicatos, a fin de alcanzar con ellos amplios acuerdos neo corporatistas de concertación social. Esta «partidocracia» todavía perdura en cierta medida, pero ahora los viejos partidos de masas son considerados dinosaurios o muertos vivientes que ya han perdido casi todo su poder de representación popular.

			Así llegamos al tercer tipo: la «democracia de audiencia», que ha venido a suplantar al modelo anterior tras la desestructuración de la vieja sociedad industrial, hoy sustituida por la llamada «modernidad líquida» (Bauman, 2002) que ha desclasado a los representados liberándolos de su anterior sujeción vitalicia a la posición ocupada en la estructura social. Todo ello como consecuencia de la crisis del modelo de acumulación fordista y keynesiano que se produjo en torno a 1975, para verse continuado por el modelo de acumulación monetarista y «financiarizado» que habría de dar lugar a la globalización neoliberal. Y en esta nueva sociedad posindustrial y de servicios terciarios, los ciudadanos precarizados y desiguales ya han perdido su determinación de clase y ahora son electores flotantes y volátiles, sin lealtad de partido ni fidelidad de voto, por cuanto se muestran desafectos a los viejos partidos de masas y dispuestos a elegir a los nuevos partidos «atrápalotodo» (catch-all-party), que ya no representan a un sector cautivo sino que buscan pescar en caladeros interclasistas de votos ajenos (Kirchheimer, 1980), y a los más recientes «partidos-cártel» (Katz y Mair, 2004), que se desinteresan de los representados y concentran su dedicación política a la gobernanza tecnocrática social-liberal.

			Una vez roto el vínculo de confianza indisoluble entre electores y partidos, los ciudadanos desafectos empiezan a explorar nuevas experiencias promiscuas con candidaturas más atrayentes. Así se inicia la era del marketing político, donde los asesores publicitarios empiezan a manufacturar la imagen de candidatos seductores que ya no proceden de las filas burocráticas del partido sino del casting de los escenarios mediáticos. Con ello se retorna a la vieja personalización de la política que ya presidió el parlamentarismo del siglo xix, tratando de recuperar el voto de confianza de los electores frustrados. Pero ahora esa confianza personal en los representantes ya no procede de su proximidad geográfica o ideológica con los representados, como ocurría en los dos modelos anteriores, sino de la buena reputación que logren alcanzar los candidatos por sus intervenciones audiovisuales en los programas de info-entretenimiento como «personajes mediáticos».

			De ahí que buena parte de la confrontación política, sobre todo a partir del caso Watergate en 1974, esté centrada en los intentos de destruir la reputación personal de los adversarios mediante la publicidad negativa y la política del escándalo (Thompson, 2001). Es el triunfo de la «videopolítica» denunciada por autores tan respetados como Bourdieu (1997) o Sartori (1998), que obliga a los líderes políticos a confiar la dirección estratégica de su ejecutoria no ya en los ideólogos o intelectuales de su partido sino en sus directores de comunicación (DirComs), pronto conocidos como spin doctors o gurús electorales. Así es como la deliberación política rehúye los debates en sede parlamentaria para instalarse en las tertulias y debates mediáticos que ocupan el prime time con sus programas de entretenimiento político (infotainment).

			Esto hace que la etiqueta «democracia de audiencia», propuesta por Manin para designar este tercer modelo tipológico, haya sido por lo general interpretada en el sentido de la «audiencia mediática» que buscan alcanzar los responsables políticos con las «representaciones escénicas» (performances) que protagonizan sus candidatos. Al fin y al cabo, obtener audiencias multimillonarias en los programas de televisión (y hoy en las llamadas redes sociales) se fue convirtiendo en el objetivo principal de la política porque suele ser el anuncio de futuras cosechas multimillonarias de votos. Sin embargo, aunque esta interpretación fuera sugerida por el propio Manin, en realidad este autor utiliza el término «audiencia» en otro sentido bastante distinto, pues intenta significar que se ha invertido la dirección de la representación. En la democracia de partidos, los políticos representaban (en el sentido de que reflejaban y reproducían) las demandas, los intereses y las preferencias de sus bases electorales, que estaban prefijados de antemano por la posición que ocupaban en la estructura social. Por lo tanto, la flecha o vector de la representación partía de los representados y terminaba en los representantes, pues éstos «respondían» a las demandas surgidas a iniciativa de aquéllos. Pero tras la desestructuración posindustrial y el consiguiente desclasamiento social, esto ya no es así.

			En la democracia de audiencia, los electores desconocen cuáles son sus demandas, intereses y preferencias, y tienen que ser los representantes quienes tomen la iniciativa y se las revelen, anuncien y propongan a los representados para que éstos las asuman haciéndolas suyas. Es decir, ahora la iniciativa parte del representante y recae sobre el representado. Afirma Manin: «el electorado aparece sobre todo como una audiencia que responde a los términos que se les presentan desde el escenario político. Por eso aquí llamaré a esta forma de gobierno representativo democracia de audiencia» (Manin, 1998, p. 273). Lo cual hace sugerir que la «oferta» de los representantes crea, induce o genera la «demanda» de los representados, con lo que estaríamos ante una política «del lado de la oferta» frente a la democracia de partidos que había sido una política «del lado de la demanda». Pero como esto le tendría que haber llevado a denominar su modelo «democracia de mercado», nuestro autor se resiste a aceptarlo así por temor a ser confundido con la escuela de Rochester liderada por Downs (1973), y en su lugar prefiere hablar de «democracia de audiencia» tras negar que la oferta de mercado pueda crear su propia demanda, lo que no parece demasiado convincente. Sea como fuere, resulta mejor aceptar su etiqueta, pues democracia «de mercado» alude más bien a un modelo neoliberal de democracia mercantilizada, donde los políticos no se deben a sus representados, sino que obedecen a las fuerzas (y a los poderes) del mercado (Wolin, 2008).

			No obstante, al margen de la etiqueta adoptada, de audiencia o de mercado, lo definitorio de este tercer tipo de democracia, en palabras de Manin, es que los líderes representantes son quienes toman la iniciativa de interpelar a la ciudadanía proponiendo su propia agenda política a los ciudadanos representados, e invitándoles a responder a ella asumiéndola como propia. Pues bien, ésta ha sido precisamente la característica específica que ha distinguido a las nuevas plataformas partidarias convencionalmente denominadas «populistas», de naturaleza híbrida entre partidos y movimientos sociales, que han irrumpido en el escenario político desde comienzos de siglo contribuyendo a transformar radicalmente, sobre todo tras la gran crisis de 2008-2012, el sistema tradicional de partidos en casi todos los países europeos. Como es lógico, el libro de Manin no pudo analizar este fenómeno por su temprana fecha de publicación. Pero no hay duda de que el populismo tanto de derechas como de izquierdas corrobora y confirma la interpretación de Manin sobre la naturaleza de la democracia de audiencia, fundada en la capacidad autónoma del liderazgo político para tomar la iniciativa de interpelar a la audiencia ciudadana invitándola a responder afirmativamente sumándose a ella.

			2.4. La genealogía de Held

			Estas dos tipologías, la hipotética de Weber y la ampliamente citada y compartida de Manin, no aluden al contenido programático de cada modelo, sino que se refieren sobre todo a su estructura interna y al contexto socio-político en que cada tipo tiene lugar. Conviene por tanto prestar atención a alguna otra clasificación que atienda a los aspectos no taxonómicos sino normativos de las distintas teorías de democracia. Y en este género, sin duda la más respetada es la propuesta presentada por David Held, que además resulta tan conocida como la de Bernard Manin. Ahora bien, en este caso no se trata de una tipología, como las que acaban de verse, sino de una genealogía, que rastrea las líneas evolutivas seguidas por las escuelas de filosofía política que se han venido proponiendo históricamente en defensa de la democracia como forma de gobierno.

			No obstante, la dilatada influencia que ha ejercido la genealogía de Held, prolongada un cuarto de siglo, ha dado tiempo a que su autor evolucione cambiando sustancialmente su formato. La primera versión de 1987 presentaba nueve modelos denominados así: (I) Democracia Clásica, (II) D. Protectora, (III) D. Desarrollista, (IV) D. Directa, (V) D. Elitista Competitiva, (VI) D. Pluralista, (VII) D. Legal, (VIII) D: Participativa y (IX) Autonomía Democrática. En esta versión (llamémosle) «primitiva», el último modelo era una especie de cajón de sastre donde se incluían los tempranos desarrollos del por entonces recién aparecido «neo-republicanismo», que ya tuvimos ocasión de contemplar entre los criterios maximalistas de demarcación democrática (cuadro 2.1). Pues bien, una generación después, el impacto ya maduro de dicho republicanismo le obligó a variar su genealogía, incluyendo nuevos preámbulos «republicanos» (Held, 2009). He aquí la nueva lista de modelos, agrupados por épocas:

			Cuadro 2.4

			Tipología de Held de modelos democráticos

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Períodos

						
							
							Modelos

						
							
							Autores

						
					

				
				
					
							
							Clásico

						
							
							(I) Democracia Clásica

						
							
							Aristóteles

						
					

					
							
							Neoclásico

						
							
							(IIa) Republicanismo Protector

							(IIb) Republicanismo Desarrollista

						
							
							Montesquieu

							Rousseau

						
					

					
							
							Contemporáneo

						
							
							(IIIa) Democracia Protectora

							(IIIb) Democracia Desarrollista

							(IV) Democracia Directa

						
							
							Madison, Bentham

							John Stuart Mill

							Marx

						
					

					
							
							Reciente

						
							
							(V) Elitismo Competitivo

							(VI) Democracia Pluralista

							(VII) Democracia Legal

							(VIII) Democracia Participativa

							(IX) Democracia Deliberativa

						
							
							Weber, Schumpeter

							Dahl

							Hayek

							Mcpherson, Pateman

							Habermas, Elster

						
					

				
			

			Visto así, este cuadro más parece un listado de «democracias con adjetivos», en el que no se reconocen las distintas corrientes afines ni las líneas de descendencia. Por lo tanto, para poder visualizarlo como un árbol genealógico, lo mejor será reordenarlo tal como hace el propio Held (2009, p. 24) mediante un esquema de Variedades de democracia que se puede simplificar de la forma que aparece en la figura 2.1:

			Figura 2.1

			Genealogía de modelos democráticos (Held)
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			Fuente: Adaptado de Held, 2009, p. 24.

			Aquí vemos cómo el tronco principal arranca de la democracia ateniense, tal como fue analizada por un observador relativamente imparcial, aunque tardío, como Aristóteles. Posteriormente, el republicanismo renacentista representado por Maquiavelo recuperó esa raíz ateniense, pero la combinó con la mayor influencia ejercida por el recuerdo idealizado de la república romana (tal como fue transmitido por republicanos como Cicerón o Tito Livio), que nunca fue una democracia sino una oligarquía de patricios. De ahí que Held considere al republicanismo neoclásico escindido en dos corrientes alternativas: la «protectora», que hace una lectura oligárquica dedicada a proteger los intereses de las clases propietarias, frente a la «desarrollista», que por el contrario la reinterpreta en el sentido más favorable a la participación de las clases populares. Y esta división del republicanismo dieciochesco en dos alas, a derecha (ala «protectora») e izquierda (ala «desarrollista»), se transmitirá después a toda su progenie posterior de modelos de democracia. Así, en la figura 2.1, los modelos de la primera columna por la izquierda son los «protectores» o conservadores (de derechas), que blindan la protección de los intereses de las élites sociales, mientras los situados en la segunda columna central son los modelos «desarrollistas» o progresistas (de izquierdas), que procuran desarrollar el autogobierno y la participación de las clases populares. Por su parte, la tercera columna más a la derecha se refiere a los modelos que reclaman la democracia directa: desde el ateniense al de Marx, y su eco actual en la democracia deliberativa y participativa.

			Por lo demás, Held señala que «los modelos podrían dividirse razonablemente en dos tipos generales: la democracia directa o participativa (un sistema de toma de decisiones para las cuestiones públicas en el que los ciudadanos participan directamente) y la democracia liberal o representativa (un sistema de gobierno que comprende a “funcionarios” electos que asumen la “representación” de los intereses y/o las opiniones de los ciudadanos en el marco del “imperio de la ley”» (Held, 2009, p. 23). Y estas dos almas de la democracia surgen desde el mismo momento de la aparición del liberalismo en los siglos xvii y xviii, que pronto se escinde a derecha e izquierda en dos corrientes contrapuestas pero complementarias: la que busca proteger las libertades negativas amenazadas por el posible abuso de un poder arbitrario, frente a la que pretende desarrollar las libertades positivas (autonomía y virtudes cívicas) favoreciendo la deliberación y la participación de la ciudadanía en la cosa pública. Así logramos cuadrar el círculo integrando en un conjunto armonioso los diversos requisitos yuxtapuestos que se exigía como ya vimos a las democracias para ser tenidas por tales (véase supra, p. 41, cuadro 2.1).

			Como es lógico, aquí no podemos entrar en detalle sobre las diversas características normativas de cada uno de los modelos, pues no es esa la función de un libro como éste. En este capítulo se trataba de familiarizar al lector con las diversas especies o clases de democracias, buscando a ser posibles las relaciones establecidas entre unas y otras, y las tipologías de Weber y Manin, así como la genealogía de Held, nos han servido para ese propósito de manera más que suficiente. Pero las suyas no son las únicas clasificaciones posibles, pues hay otras varias como tendremos ocasión de comprobar. Por ejemplo, las clasificaciones geopolíticas en democracias anglosajonas, germánicas y latinas (Colomer, 2001, pp. 56-79), o las clasificaciones temporales de democracias de la primera ola, de la segunda o de la tercera ola (Huntington, 1994); por citar dos casos muy conocidos que analizaremos más adelante con mayor detenimiento. O también, las clasificaciones en rankings de calidad democrática emitidas anualmente por instituciones como Freedon House o V-Dem Institute, que visitaremos en el próximo capítulo. Entretanto, quedémonos con la idea de que el género de los regímenes democráticos incluye tal variedad de especies alternativas que parecen inconmensurables entre sí, más allá de su único denominador común, que es la regla electoral del voto por mayoría.

		

	
		
			CAPÍTULO 3

			MÉTODO:
LA COMPARACIÓN DE LAS DEMOCRACIAS

			Todas las comparaciones son odiosas, afirma el saber popular, pues no se puede sumar peras con manzanas. Ni perros con gatos, como prefería decir Sartori (2002, pp. 36-40). Pero si bien todas las especies singulares son incomparables entre sí, porque no existen las «manzeras» ni los «perrogatos» (o «perzanas» y «gatoperros»), siempre podemos definir una clase más amplia que incluya a ambas especies por compartir alguna propiedad común: como ser frutas comestibles de postre o animales de compañía como mascotas domésticas. Este recurso permite superar el «dilema de incomparabilidad» distinguiendo entre las unidades o los casos a comparar, que son realidades cualitativamente distintas entre sí (y por lo tanto «incomparables» en última instancia), y las diversas propiedades (las «variables» cuantitativas) que los caracterizan, que pueden ser comunes en los casos semejantes y opuestas en los diferentes. Así, la incomparabilidad cualitativa de los casos se salva mediante la comparabilidad cuantitativa de sus propiedades, que permite clasificarlos en grados de semejanza por el número de sus propiedades comunes o de diferencias si son distintas entre sí (Morlino, 2010, pp. 56-60).

			En consecuencia, a lo largo de los capítulos subsiguientes se comenzará por analizar la comparabilidad de las instituciones democráticas y se acabará por identificar la incomparabilidad de las culturas políticas específicas de cada país. Pero ése no es el único ni el principal problema que plantea la comparación. Y quizás el más importante de todos sea el de la elección de una «vara de medir» las propiedades a comparar. Inevitablemente, tras cualquier comparación surge una jerarquía ordenada por relaciones cuantitativas de mayor a menor (o de más a menos) o cualitativas de mejor a peor. Pero la naturaleza de semejante ordenación depende de la vara de medir utilizada para comparar entre sí las propiedades de cada caso. Una vara de medir como la más bien tosca que se utilizaba en las pañerías de mi infancia para calcular la longitud de tela solicitada, o como la muy precisa barra de platino iridiado depositada en la Oficina de Pesas y Medias de París como patrón de referencia del sistema métrico decimal hasta 1960. Pero aquí utilizo el concepto en su sentido metafórico, pues tras cualquier comparación hay siempre detrás un patrón o modelo etnocéntrico que sirve para juzgar a los demás.

			Así, en todos los análisis comparados de las democracias, ya sean académicos o mediáticos, subyace siempre la primacía inconsciente de los patrones occidentales (antes anglosajones, hoy nórdicos) que se utilizan como vara de medir o término de comparación con respecto al cual poder juzgar a todos los demás casos posibles. De modo que comparar algo equivale a medirlo con ese modelo a imitar al que tienden a parecerse los demás modelos aspirantes a emularlo para equipararse con él, y eso sucede tanto si se trata de modelos latinos o eslavos como asiáticos o africanos. Pues para que sea útil como instrumento de comparación, una unidad de medida ha de ser universal, en el sentido de generalizable a todos los casos posibles. Y en términos de comparación de las democracias, la única unidad de medida con capacidad de alcance universal es el modelo de sus precursores anglosajones que le sirve de precedente jurisprudencial, después perfeccionado por sus seguidores escandinavos. Así lo veremos al final de este mismo capítulo, cuando consideremos las clasificaciones universales de calidad democrática siempre encabezadas, en todas sus variantes, por los modelos nórdicos y anglosajones, que así se erigen en modelo universal a emular o imitar. Es la trampa de la comparabilidad generalizada, de la que sólo cabe evadirse asumiendo el carácter en última instancia incomparable, excepcional en cierto sentido, de cada régimen singular.

			En efecto, si los nórdicos y anglosajones figuran los primeros en los rankings internacionales es porque fueron los primeros en instaurar los primeros regímenes parlamentarios, precursores de las primeras democracias. Por tanto, en comparación con ellos, todos los demás países que iniciaron sus primeras instauraciones democráticas en fechas más tardías han de parecer forzosamente como segundones, rezagados o tardíos. Es verdad que los que inician más tarde el proceso instaurador de la democracia pueden proceder más deprisa quemando etapas si aceptan inspirarse en el modelo de los precursores a los que toman como ejemplo. Pero al hacerlo así, procediendo como epígonos, la democracia que construyan no será auténtica y original, como la de los precursores, sino que parecerá un sucedáneo de imitación. Por lo demás, construir y desarrollar la democracia es también un proceso de aprendizaje y desarrollo, de tal modo que los países recién llegados parecerán más deficientes por inexperiencia e inmadurez, mientras los más antiguos resultarán más eficientes en tanto que expertos consumados. De ahí que en los rankings internacionales los primeros rangos estén siempre ocupados por las democracias más antiguas mientras los últimos puestos quedan para los países recién llegados al club. Lo que produce un efecto de inferioridad derivado del distinto inicio de su ciclo vital.

			Y aún hay otro factor de incomparabilidad radical. No se trata sólo de que cada democracia dependa de la fecha temprana o tardía en que inició su proceso de instauración y democratización. Si sólo fuera por eso, y cada democracia se desarrollase transitando por las mismas secuencias a la misma velocidad, entonces podrían ser perfectamente equiparables sin más que adelantar o retrasar sus respectivos calendarios de desarrollo para sincronizar su comparación. Pero esto no resulta posible porque no hay ningún modelo estándar de desarrollo canónico, pues, aunque tengan ejemplos en los que inspirarse, éstos no son fácilmente imitables ni tampoco se pueden trasplantar directamente, por lo que cada país ha de improvisar su propia senda tortuosa, irregular y entrecortada de desarrollo, arribando a resultados finales imprevistos, contingentes, desiguales e inciertos. Como decía el poeta, caminante no hay camino, se hace camino al andar. Y por eso los caminos emprendidos por cada país con rumbo hacia la democracia son diferentes a todos e incomparables por tanto con los caminos de los demás.

			Esto es lo que descubrió la metodología comparativa que se conoce bajo el rótulo de la «dependencia de la senda» (path dependence), postulada por el premio nobel Douglas North (1993) y aplicada a la ciencia política por Paul Pierson (2000 y 2017; citado por Morlino, 2009, p. 111 y 2010, p. 41). Este principio, también llamado «dependencia de la trayectoria» o «inercia institucional», postula que todo hecho institucional dado en un país debe ser explicado no tanto por comparación con sus equivalentes en otros países como por su dependencia de los antecedentes acaecidos en ese mismo país, que le predisponen a una cierta continuidad histórica. La senda o el camino recorrido en el pasado crea predisposiciones, entendidas como los habitus colectivos de Bourdieu (2003), que constriñen los comportamientos futuros, favoreciendo algunos y obstaculizando otros. Esto hace que la senda recorrida resulte más determinante como guía de acción e interpretación que los factores externos que puedan tomarse como término de comparación. De ahí que pueda identificarse la trayectoria institucional recorrida en el pasado como el auténtico «genio del lugar» privativo de cada país e incomparable con los demás, según el clásico ejemplo del sonderweg o «camino especial» que habría seguido el pueblo alemán. Por eso, la path dependence será la perspectiva metodológica utilizada aquí.

			1. MÉTODOS COMPARATIVOS

			Entonces, si toda comparación puede resultar odiosa, ¿por qué comparar? Por tres razones, al menos: porque es el mejor o más fértil método explicativo, porque sustituye con ventaja al método experimental, de muy difícil aplicación, y porque permite superar (aunque no por completo) el sesgo etnocéntrico que siempre acecha a toda investigación (Mackie y Marsh, 1987). Pues en efecto, como estrategia investigadora en el campo de la ciencia y la sociología políticas, el método comparativo debe competir con otros procedimientos complementarios, pero a veces alternativos, que cabe resumir en tres: el estudio de casos, el método experimental y el método estadístico (Collier, 2002, pp. 54-55). En realidad, el análisis de casos también puede ser incluido como una de las variantes del método comparativo: aquella en que el número de casos a comparar se reduce a uno solo, que se compara con todos los demás. Pero los más puristas, como Giovanni Sartori (2002, p. 45), sostienen que si la investigación se centra en un solo caso no puede hablarse con propiedad de método comparado, que para ser tal precisa de un número mínimo de dos unidades a comparar entre sí. Una disquisición escolástica que aquí no tiene por qué preocuparnos, al no ser éste un texto de metodología, por lo que incluiremos el estudio de casos dentro de la comparación en sentido amplio.

			Tampoco puede separarse fácilmente el método comparado del estadístico, pues las comparaciones empíricas que utilizan datos cuantitativos suelen aspirar a descubrir correlaciones estadísticas entre sus variables, según el ejemplo canónico del más conocido comparativista contemporáneo, el neerlandés Arend Lijphart (2012), cuya obra cumbre se basa en la comparación en 36 democracias de 12 variables observadas desde 1945 hasta 1996. En cambio, sí que puede entenderse que hay una auténtica contraposición entre el método experimental y el método comparativo, pues la mejor justificación de éste resulta ser, precisamente, la posibilidad de obtener resultados parecidos, pero sin caer en los problemas éticos y metodológicos planteados por aquél (Mackie y Marsh, 1987, pp. 181-182). En efecto, dada la gran dificultad material y moral que existe en ciencia política para hacer experimentos cruciales sobre poblaciones humanas con fines investigadores, creando por ejemplo una nueva institución para medir los resultados que surgen, conviene sustituirlos por comparaciones hechas entre poblaciones distintas reguladas o no por esa institución como si fueran «experimentos naturales».

			Pero la de proporcionar un inmejorable sustituto del método experimental, ante la dificultad práctica de llevarlo a cabo, no constituye la única justificación del método comparativo, pues hay otra todavía más significativa. Y es la de reducir al máximo el inevitable sesgo etnocéntrico que suele colarse en la investigación científico-social. En efecto, comparar la propia comunidad política con otras distintas y distantes en el espacio o en el tiempo permite relativizar los dogmas apriorísticos vigentes en la propia cultura, que impone de forma inconsciente sus prejuicios valorativos. Pues mediante la comparación se logra evitar o eludir la doble falacia etnocéntrica del falso particularismo, en el que se cae creyendo que la propia cultura es única, singular y excepcional en tanto que diferente a todas, y del falso universalismo, consistente en pensar que los valores privativos de la propia cultura son generalizables y aplicables a las demás como si fueran un modelo de aplicación universal (Mackie y Marsh, 1997, pp. 182-183).

			1.1. El ámbito de la comparación

			El alcance del método investigador es sumamente ambicioso, como revela el provocativo título elegido por el gran Chuck Tilly (1991) para cubrir tan fructífero campo: Grandes estructuras, procesos amplios, comparaciones enormes. Volveremos sobre este penetrante texto, originalmente publicado en 1984, en el que me centraré después. Pero antes conviene describir las reglas elementales del método comparativo, distinguiendo cómo se compara (los medios, recursos o técnicas de comparación), qué se compara (los fenómenos empíricos a comparar) y para qué se compara (los fines o estrategias de la comparación). Comencemos, pues, por el cómo: las técnicas comparativas. Para ello partiremos del sistema de coordenadas en que se sitúan todas las comparaciones posibles, tal como las expone Leonardo Morlino (2010) en otra síntesis veinte años posterior, cuyo esquema tridimensional se reproduce en la figura siguiente.

			Figura 3.1

			Ámbito de Comparación según Morlino
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			Fuente: Adaptado de Morlino, 2010, p. 66.

			La comparación se despliega tanto en el espacio, definido por el número de casos (unidades) y de propiedades (variables), como en el tiempo, que diferencia las comparaciones sincrónicas, observadas a la vez en un plazo muy corto, de las diacrónicas, que compara las variaciones de los casos observadas a medio o largo plazo. Si comenzamos nuestro repaso del ámbito comparativo por esta dimensión temporal, un ejemplo típico de comparaciones sincrónicas y además extensivas, de muchos casos y pocas variables, son los rankings internacionales de calidad democrática que veremos al final de este capítulo, donde se comparan entre sí todos los regímenes políticos actuales (200 casos, aproximadamente) observados a partir de los valores que presentan de ciertas variables políticas (jerárquicamente agrupadas en unas pocas categorías discriminatorias) registradas en un año determinado (2020 o 2021, pongamos por caso).

			En cambio, las ambiciosas estrategias comparativas que analiza Tilly (1991) en su libro antes citado, son casi siempre investigaciones diacrónicas sobre procesos históricos de amplio alcance que abarcan desde la construcción del Estado nacional (Rokkan) o del mercado mundial (Wallerstein), en el más largo plazo, hasta la democratización histórica (Barrington Moore) o la revolución social (Skocpol), en plazos medios de mayor o menor alcance. Ahora bien, la comparación diacrónica también depende de la estructura temporal planteada por el investigador, pues no es lo mismo optar por una periodización en fases o etapas discontinuas de desarrollo, en procesos o secuencias consecutivas encadenadas por relaciones de causa a efecto, en ciclos alternantes de oscilación pendular o en acontecimientos singulares como las crisis de régimen o las quiebras de la democracia que rompen la continuidad temporal (Morlino, 2010, pp. 74-79).

			Y entre ambos extremos sincrónico y diacrónico de la comparación aparece un heterogéneo abanico de posibilidades según cuál sea el número N de unidades o casos a comparar y el número V de propiedades o variables a observar (Mackie y Marsh, 1997, pp. 184-187). Los estudios de caso constituyen la principal estrategia intensiva, que busca analizar un gran número de variables referidas a un solo caso (N = 1). A pesar de su dudoso y discutible carácter comparado, que ya comentamos antes y fue explícitamente rechazado por Sartori, quien sostuvo «que el estudio de un solo caso no pertenece al método comparativo» (Sartori, 2002, p. 45), lo cierto es que la mayor parte de las investigaciones comparadas lo utilizan sin demasiados complejos. Así, en un estudio citado por Mackie y Marsh se concluye que el 62% de los artículos publicados entre 1968 y 1981 en las dos principales revistas del ramo, Comparative Politics y Comparative Political Studies, eran estudios de caso (op. cit., p. 185). No obstante, el problema que plantean los estudios de caso es que, al no poder contrastarlos con los de otros casos, los resultados son mucho más descriptivos que explicativos.

			Si proseguimos ampliando a dos el número de casos nos encontramos en la disyuntiva de elegir entre estrategias opuestas. O bien optamos por dos casos muy parecidos que difieren en la variable (o grupos de variables) cuyo efecto pretendemos explicar. O bien por el contrario recurrimos a dos casos opuestos o antitéticos excepto en la variable en cuestión, que produce en ambos casos los mismos efectos. La elección de una u otra alternativa depende por supuesto del contexto y sobre todo de la estrategia del investigador, aunque casi siempre se compara el propio país sede de la investigación (EE UU, por lo general) con otro elegido por afinidad o contraste. De cualquier modo, la comparación binaria tiene más poder explicativo que el estudio de un solo caso.

			Así llegamos, extendiendo el alcance de la comparación, al estudio de área, donde N se amplía a un número limitado de casos. Como señala Morlino (2010, p. 72), «las áreas geopolíticas más estudiadas son: los países escandinavos (Suecia, Noruega, Dinamarca y Finlandia, sobre todo en los años sesenta y setenta); el área anglosajona (Gran Bretaña, Canadá, EE UU, Nueva Zelanda y Australia); recientemente, el área mediterránea del sur de Europa (Grecia, Italia, España y Portugal); América Latina (sobre todo Brasil, Argentina, Perú y Chile); Europa Oriental (especialmente Polonia, Hungría, República Checa y Eslovaquia) y Extremo Oriente (Taiwán y Corea del Sur)». Y Morlino observa que se trata de áreas más culturales (institucionales) que geográficas, como revela el área anglosajona, que está dispersa en tres continentes muy distantes entre sí. Volviendo al repertorio de artículos de las dos revistas especializadas comentadas por Mackie y Marsh, el 12% del total en ese mismo período eran estudios de área (ibidem, p. 186). En la última parte de este libro nos centraremos en el estudio de áreas y de casos.

			Avanzando por el eje extensivo, a continuación aparecen los estudios multicaso, donde la comparación se amplía a un número considerable de democracias. Ya vimos el ejemplo antes citado de Lijphart (2012), en el que se comparan cuantitativa y cualitativamente 36 democracias, a partir de diez variables básicas: número de parlamentarios, gabinetes unipartidarios, índice de dominio del ejecutivo, índice de desproporcionalidad, índice de pluralismo, índice de federalismo, índice de bicameralismo, índice de rigidez constitucional, índice de revisión judicial e índice de independencia del banco central. En el capítulo quinto, centrado en la comparación de la ingeniería institucional, tendremos que retomar este decisivo texto de Lijphart. Y también hay que situar aquí las grandes comparaciones culturales, como la del influyente Robert Inglehart (2001), tras cruzar datos de 43 países obtenidos del Estudio Mundial de Valores de 1991.

			Por último, el caso extremo de la comparación extensiva lo proporciona el análisis estadístico global, que apareció a partir de los años sesenta del siglo pasado por impulso de la econometría, en busca de correlaciones entre la democratización y el crecimiento económico que había teorizado el funcionalismo desarrollista, para imponerse más tarde con el auge de la informática que posibilitó el tratamiento de ingentes bases de datos (Mackie y Marsh, 1997, p. 187). No obstante, la dificultad de obtener resultados significativos comparando múltiples indicadores heterogéneos sacados fuera de contexto, más los efectos distorsionadores del sesgo etnocéntrico, hicieron entrar en decadencia este tipo de macroanálisis estadísticos, que con el tiempo fueron sustituidos por los estudios comparados de calidad democrática que veremos al final del capítulo.

			1.2. Las etapas de la comparación

			Y esto nos lleva a preguntarnos por el objeto de la comparación, que no aparece como tal en el esquema de la figura anterior. Ya sabemos cómo se compara, definiendo unidades y variables a comparar en el tiempo y el espacio. Bien, pero, ¿qué se compara, cuáles son los objetos de la comparación? Mackie y Marsh (1997, pp. 190-195) establecen una periodización de los estudios comparados en función de cómo fueron evolucionando los temas predilectos de comparación, distinguiendo tres etapas sucesivas centradas en la comparación de instituciones, de procesos sociales y de políticas públicas. Hasta mediados del siglo pasado, el foco se centraba exclusivamente en las instituciones democráticas como objeto privilegiado de comparación: formas de gobierno (presidencialismo vs. parlamentarismo), sistemas electorales (mayoritarios vs. proporcionales), sistemas de partidos (bipartidismo vs. multipartidismo), distribución territorial del poder (centralismo vs. federalismo), etc. A este respecto puede decirse que la citada obra de Lijphart (2012) también representa la culminación tardía de esta tradición institucional.

			En los años sesenta y setenta del siglo pasado se impuso como foco central de interés la comparación de procesos sociales por la hegemonía teórica del funcionalismo, que postulaba el determinismo de tres procesos encadenados: el desarrollo económico (crecimiento del PIB y la renta per cápita), la modernización social (urbanización, salarización, escolarización y consumo de masas), y el desarrollo político (democratización). Y en ese nuevo campo, que se abrió bajo el rótulo de política comparada aplicable a los países en vías de desarrollo (Blondel, 1981; Carnero, 1992), destaca el proyecto colectivo liderado por Gabriel Almond, como presidente del Comité de Política Comparada (dependiente del estadounidense Consejo de Investigación en Ciencias Sociales), que produjo tres grandes hitos de la investigación comparada. En 1960, su libro con James Coleman sobre La política de las áreas en desarrollo (Almond y Coleman, 1960). En 1963, su libro con Sidney Verba sobre La cultura cívica. Actitudes y democracia en cinco naciones (Almond y Verba, 1970). Y en 1966, su libro con George Bingham Powell sobre Política comparada. Un enfoque desarrollista, en el que se sistematiza el modelo teórico deducido de la macro comparación (Almond y Powell, 1972).

			Dentro de ese magno proyecto también destaca en 1967 el célebre texto de Seymour Lipset y Stein Rokkan (1967 y 1992) que impuso el concepto de clivajes estructurales de los que emergen los sistemas de partidos en representación de las clases sociales y los grupos de estatus. Vinculada a esa misma corriente, en 1968 apareció la investigación comparada del primer Huntington (1990) sobre El orden político en las sociedades en cambio. También hay que incluir en ese mismo período, aunque en otro registro, la influyente obra Los orígenes sociales de la dictadura y la democracia publicada en 1966 por Barrington Moore Jr., fundador de la sociología histórica contemporánea, basada en el uso sistemático del método comparativo. Y muy poco después, aunque ya en los 70, empezarían a publicar sus primeras investigaciones los jóvenes miembros de la nueva generación de sociólogos políticos e históricos, encabezados por Tilly y Skocpol como discípulos predilectos de Moore, sobre los que volveremos en seguida para retomar la comparación de los grandes procesos histórico-sociales.

			Realmente, esta época constituyó la edad dorada de la comparación clásica, de la que surgió el impulso para los macro estudios supercuantitativos que inspiraron los Informes de Desarrollo del Banco Mundial, basados en la optimista hipótesis de que el ascenso material del nivel de vida acarrearía el triunfo de la democracia, ilusión que se mantuvo en pie hasta verse frustrada por el derrumbe en 1975 del keynesianismo, pues la tercera ola democratizadora que se inició entonces (Huntington, 1994) ya no tuvo nada de economicista sino más bien al contrario, pues estuvo relacionada con la emergencia de los nuevos movimientos sociales (pacifistas, ecologistas, feministas) caracterizados por los nuevos valores posmaterialistas (Inglehart, 1977 y 1991).

			Tras la consiguiente decadencia del funcionalismo, en los años 80 se impuso como centro de atención investigadora el estudio comparado de las políticas públicas, y en especial de los distintos aspectos del Estado de bienestar (Ferrera, 2002), conforme el auge del monetarismo neoliberal empezaba a cuestionar su deficitario coste y denunciaba la consiguiente crisis fiscal demandando su desmantelamiento (O’Connor, 1984; Offe, 1990; Mishra, 1992; Muñoz del Bustillo, 1989). Pero una vez superada momentáneamente la crisis económica con el triunfo en los años 90 de la llamada nueva economía de las empresas «punto.com», derivada de la globalización, el debate sobre el futuro de las políticas sociales dio paso al estudio comparado de los distintos tipos de Estado de bienestar (Muñoz del Bustillo, 2000), a partir sobre todo de la publicación en 1990 del célebre libro Los tres mundos del estado de bienestar del sociólogo danés Gösta Esping-Andersen (1993) que ya tendremos ocasión de comentar.

			Es entonces, comentan Mackie y Marsh (1997), cuando la atención de la investigación comparada experimenta otra transformación, en respuesta a los grandes retos del auge de la globalización y su correlato multicultural, producto de las grandes migraciones transcontinentales. Ante todo, decaen los macro estudios estadísticos súper cuantitativos que pasan a ser sospechosos de padecer un claro sesgo neocolonial por hegemonismo occidental, lo que resulta políticamente incorrecto en los nuevos tiempos de relativismo cultural. Y por ello mismo, el foco de atención de los estudios comparativos pasa a desviarse hacia otras direcciones derivadas de los propios efectos de la globalización, como el debilitamiento de las capacidades estatales y el crecimiento de la interdependencia entre los Estados, la proliferación de organizaciones supra nacionales o infra estatales (civiles) del tercer sector (las ONGs), la pérdida de la singularidad de las culturas políticas autóctonas colonizadas por la «macdonalización» del mundo (Ritzer, 1996), la aparición de nuevos clivajes sociales debidos a la emergencia pluralista de nuevas identidades colectivas fundadas en la etnia, el género y la orientación sexual, el trasvase de las políticas públicas de unos sistemas políticos a otros con variados procesos de emulación y aprendizaje, los efectos políticos de las nuevas tecnologías de la comunicación (TICs) que modifican las inter relaciones de ciudadanos y gobernantes (Castells, 1997), etc.

			Finalmente, nos queda una última etapa en la investigación comparada, correspondiente al cambio de siglo, que por su fecha de publicación no podía ser recogida en el texto de Mackie y Marsh anterior a esa fecha. Me refiero a los estudios de calidad democrática (Morlino, 2009, pp. 184-210), que están predominando en el siglo xxi a partir de dos distintos enfoques metodológicos que pueden combinarse entre sí. El primero evalúa el rendimiento de las democracias a partir de la opinión informada de políticos y expertos. Y el segundo enfoque utiliza indicadores cuantitativos del rendimiento democrático para obtener índices homogéneamente comparables con los que construir rankings comparativos. ¿Por qué se produjo este giro de la investigación comparada hacia la calidad democrática? Dos razones lo explican bastante bien.

			La primera es el relativo fracaso con que se detuvo desde 1990, tras la caída del muro de Berlín, la tercera oleada de democratización iniciada en el sur de Europa en 1975 (Huntington, 1994). Se esperaba que la gran ampliación del número de países con régimen democrático, tras la caída de los regímenes autoritarios militares o comunistas, significaría lo que el analista diplomático Francis Fukuyama (1992) denominó El fin de la historia, es decir, el triunfo definitivo del liberalismo económico (mercado libre) y político (democracia liberal) sobre todas las demás alternativas posibles. Pero no fue así, pues con la matanza de la Plaza de Tian An Men en Pekín, China se resistió a democratizarse, manteniendo intacta y pujante su vía autoritaria hacia la modernización que hoy rivaliza de tú a tú con el gigante democrático estadounidense. Y con ello se inició a su vez una tercera ola antidemocrática, que ha desdemocratizado a múltiples democracias electorales de la tercera ola convirtiéndolas en democracias iliberales.

			Y la segunda razón es el evidente deterioro de las democracias occidentales que se ha venido produciendo desde el cambio de siglo al menos. Por doquier se incrementa la desafección política a resultas de la llamada «crisis de representación política» (Porras Nadales, 1996), pues la deriva de los partidos políticos, desde los viejos partidos de masas hasta los partidos «atrápalo-todo» (Catch-all-Party) y los «partidos-cártel», ha roto el vínculo entre representantes y ciudadanos, vaciando de sentido la democracia representativa (Mair, 2015, Gil Calvo, 2014). Es la «posdemocracia» (Crouch, 2004), donde la clase política se encierra en su burbuja tecnocrática o cae víctima de la corrupción, mientras los electores son fácil presa del demagógico radicalismo populista (Gil Calvo, 2016). Así, las viejas democracias se corrompen y degradan mientras las nuevas recién democratizadas caen en la perversión antiliberal, haciendo pensar que cuantas más democracias se fundan o instauran, menos democracia hay. ¿Es la democratización y masificación de la democracia (por cuanto deja de ser un lujo occidental para ponerse al alcance de una creciente mayoría de países en todos los continentes) la causa de su ineluctable deterioro? Razones sobradas para emprender una amplia investigación de calidad democrática comparada, tal como detallaremos en una próxima sección.

			1.3. Los métodos de la comparación

			Tras haber contemplado cómo se compara (técnicas de comparación) y qué se compara (objetivos de la comparación), nos queda por ver para qué se compara (estrategias de comparación), es decir, cuáles son las explicaciones causales que se espera obtener. Y para dilucidarlo recurriremos al esquema propuesto por Charles Tilly que contempla cuatro métodos comparativos típicos, obtenidos al cruzar entre sí dos dimensiones diferentes (análogas a las dos de Morlino, aparte del «tiempo», que hemos visto antes): el número de casos analizados del posible repertorio, de uno a todos, y la diversidad o multiplicidad de sus formas (equivalente al número de variables), de la simplificada a la multiforme (Tilly, 1991, p. 104). Es lo que aparece en el cuadro siguiente.

			Cuadro 3.1

			Tipos de Comparación según Tilly

			[image: ]

			Fuente: Adaptado de Tilly, 1991, p. 105.

			Así surgen cuatro métodos o estrategias típicas de comparación. En la columna de la izquierda, correspondiente a la uniformidad o simplicidad de formas, las opciones varían del estudio de un solo caso, o «comparación individualizadora», al estudio de todos los casos, o «comparación generalizadora» (Tilly escribe «universalizadora»). Y en la columna de la derecha, correspondiente a la multiplicidad de formas, las opciones varían desde la «comparación sistematizadora» (encompassing, escribe Tilly; o «globalizadora», según la traducción al castellano), cuando todas las variantes conforman un solo sistema común, a la «comparación diferenciadora» (variation-finding en Tilly, o «identificadora de la diferencia» para la traducción española), cuando cada caso posible presenta una variedad diferente. Y si leemos las cuatro opciones en horizontal, tenemos en la fila superior el estudio de un caso uniforme (comparación individualizadora) frente al sistema compuesto de múltiples variedades (comparación sistematizadora); y en la fila inferior aparece el conjunto de casos con propiedades comunes (comparación generalizadora) frente al agregado de múltiples casos con distintas variedades (comparación diferenciadora). Veamos ahora cada opción por separado (ibidem, pp. 103-109).

			La «comparación individualizadora» de Tilly (individualizating comparison) procede a «contrastar por separado casos específicos de un fenómeno dado a fin de captar las peculiaridades de cada caso». Por tanto, es el método que busca hallar la singularidad específica de determinado caso (su genius loci o espíritu del lugar, por recurrir a la metáfora usada en la introducción) como si fuera único, irrepetible y excepcional. Y el ejemplo clásico que aduce Tilly (1991, p. 112) es el de Max Weber, cuando identificó el ascetismo intramundano como la ética económica privativa del capitalismo protestante frente a las demás éticas propuestas por el confucianismo, el islam o el catolicismo. Y de entre los «individualizadores» contemporáneos, Tilly cita al weberiano Reinhard Bendix (1978) como el autor que con mayor empeño intentó demostrar que la pionera instauración del parlamentarismo inglés se debió al impulso religioso del puritanismo. En este método se incluye, por tanto, el «estudio de caso» expuesto páginas atrás, que busca encontrar las características propias que distinguen a cada caso singular. Y es el método que utilizaremos en la última parte de este libro cuando tratemos de identificar la cultura política específica de cada país, como el excepcionalismo estadounidense, la vía especial (sonderweg) alemana o el jacobinismo francés.

			La «comparación generalizadora» (universalizing comparison), en cambio, aspira a demostrar que «cada uno de los casos de un fenómeno dado sigue en esencia la misma regla». Éste es el modelo, según Tilly, que aplican casi todas las teorías clásicas de desarrollo económico o de modernización social que cursan según la secuencia esquemática de la «historia natural»: origen, nacimiento, crecimiento, madurez; por ejemplo, las etapas del crecimiento económico de Rostow (1993) o incluso la secuencia de modos de producción de Marx. Y de entre sus contemporáneos, Tilly (ibidem, pp. 129-141) elige como modelo de generalización a su colega Theda Skocpol (1984) con su teoría unificada de las revoluciones sociales, de las que propone un modelo común deducido de los tres casos canónicos (revoluciones francesa, rusa y china). No obstante, aquí habría que incluir además al propio Tilly (1992), quien también utilizó después una explicación universalizadora basada en la guerra inter estatal, como único motor común del proceso histórico de formación de los Estados europeos, como veremos en el próximo capítulo.

			La «comparación sistematizadora» (encompassing comparison), por su parte, «sitúa los diferentes casos en distintas posiciones dentro del mismo sistema, a fin de explicar sus características como una función de sus respectivas relaciones con el sistema como un todo». Aquí la clave reside en que todos los casos examinados son partes componentes de un mismo súper caso común: el sistema que conforman y que actúa como un todo unificador. Y Tilly proporciona dos ejemplos contemporáneos suyos. El primero es el historiador económico Immanuel Wallerstein (1979) con su modelo sistémico de «economía-mundo» capitalista, estructurado en un centro de acumulación y una periferia dependiente. Y el otro es el del gran sociólogo político Stein Rokkan, al que Tilly (1991, pp. 152-167) conocía y admiraba, que propuso entender la evolución histórica europea como impulsada por la dinámica emergente del sistema europeo de Estados, estructurado por la tensión territorial entre un centro imperial intermitente o fallido y unas periferias nacionales aislacionistas y centrífugas (Rokkan, 2017). Así se ha puesto de manifiesto en la Introducción a este libro, y también volveremos a revisar este enfoque en el capítulo próximo, cuando comentemos la democratización histórica europea.

			Y la comparación diferenciadora (variation-finding comparison) «trata de establecer un principio de variación en el carácter o la intensidad de un fenómeno mediante el examen de las diferencias entre los distintos casos». Es decir, si la comparación generalizadora buscaba definir las características comunes a todos los casos semejantes de un determinado género, la diferenciadora intenta hallar la diferencia específica que define a cada especie por contraste con las demás (lo que implica una clasificación jerárquica en géneros y especies). Y el autor que propone Tilly (1991, pp. 146-151) como modelo es su maestro Barrington Moore, un clásico contemporáneo que, en su obra cumbre (Moore, 1975), establece cuatro vías históricas distintas (las especies) de construcción del moderno Estado-nación (el género), siendo el grado de autonomía de la burguesía, en su correlación de fuerzas con la monarquía y el campesinado, la variable clave que actúa de modo diferente en cada uno de los cuatro casos: democrático (Inglaterra, Francia), fascista (Alemania, Japón), socialista (Rusia, China) y seudo democrático (India).

			Este modelo causal o explicativo diferenciador, en combinación con el sistematizador, también será usado en el próximo capítulo de este libro, para aplicarlo a los diferentes procesos de democratización histórica según de dónde proceda la iniciativa originaria de su impulso desencadenante: desde arriba, por iniciativa de las élites sociales (la gentry en UK) o estatales (absolutismo, jacobinismo y bonapartismo francés), desde abajo por la iniciativa resistencial de las clases populares excluidas (el liberalismo decimonónico y el frentepopulismo español) o desde fuera, como consecuencia no querida de la guerra internacional (la democracia de Weimar subproducto de la Gran Guerra o las democratizaciones impuestas por los vencedores en Alemania o Japón).

			1.4. Problemas de la comparación

			Antes de dar paso al análisis comparado de la calidad de las democracias, cerraremos esta sección citando los principales problemas que plantea el método comparativo, que pueden reducirse en lo esencial a tres. El primero, que para Tilly resulta crucial, es el de elegir la unidad de comparación: ¿las sociedades, los Estados, los pueblos, los países, las regiones, las clases sociales, los mercados, las culturas, las religiones...? Para nuestro autor, el concepto de «sociedad» resulta inaceptable como unidad de comparación porque no se lo puede definir de ninguna forma suficientemente clara, fija y precisa (Tilly, 1991, pp. 37-43); e igual sucede con otros conceptos todavía más vagos, difusos o confusos como los de «cultura», «identidad» o «nación», que presentan las mismas dificultades para ser usados como unidades finitas de comparación.

			En consecuencia, resulta preferible utilizar poblaciones asentadas en territorios jurisdiccionales definidos por fronteras precisas (aunque históricamente cambiantes) como son las estatales. Y esto hace del Estado-nación la mejor unidad de comparación, a riesgo de caer en el «nacionalismo metodológico» denunciado por el último Beck (2017). Lo que no impide que se pueda recurrir a otras unidades a comparar, como las clases sociales, los grupos lingüísticos o religiosos, etc., siempre y cuando se definan previamente de forma precisa (Tilly, 1991, p. 104). Sin embargo, pese a lo bien fundado de esta advertencia, muchas veces se pasa a comparar conceptos cualitativos indefinidos, como los de cultura latina, anglosajona o germánica, que aquí se utilizarán a veces como símiles metafóricos: sirva esta cautela metodológica como advertencia previa.

			Otro problema que ha hecho correr ríos de tinta es el de las dificultades que plantea la existencia de «muchas variables y pocos casos» (Collier, 2002, p. 62; Mackie y Marsh, 1997, p. 188), que habría de dar lugar a un largo proceso de diálogo y debate entre múltiples autores, con especial protagonismo de Lijphart, como en su artículo resume Collier con bastante detalle. Se trata de una prolija disquisición con refinados tecnicismos metodológicos en la que no cabe entrar aquí. En cambio, sí resulta muy pertinente para este libro el tercer gran problema del método comparativo que suele citarse: el del sesgo etnocéntrico tanto del sujeto investigador como del objeto investigado.

			Respecto al primer sesgo, derivado tanto de los prejuicios involuntarios del observador como de la deformación sui generis de sus instrumentos de observación, ya me he referido antes a la doble falacia a la vez universalista y particularista del etnocentrismo: el falso universalismo implica generalizar los propios conceptos para aplicarlos a todos haciendo abstracción de los suyos, mientras que el falso particularismo supone imaginar que la propia identidad es única, excepcional y superior. Pero no menos perverso es el etnocentrismo invertido, que se produce al creer que las categorías mentales privativas del sujeto observado son a su vez o bien falsamente universales, si pueden traducirse unas a otras sin pérdida de sentido (nada de lo humano me es extraño), o bien falsamente excepcionales. Este último es el caso del relativismo cultural que implica predicar una suerte de incomparabilidad universal, como si cada una de las culturas políticas fueran ajenas, soberanas e incomunicables entre sí. Sesgos todos ellos que dan cuenta de la trampa de la (in)comparabilidad a la que me referí al comienzo del capítulo.

			2. EVALUACIÓN DEMOCRÁTICA

			Como ha quedado apuntado antes al recorrer las etapas del método comparativo, en la actualidad casi toda la atención se centra en la investigación comparada de la calidad democrática, aunque nada más sea por la creciente preocupación que despierta la actual regresión de muchas democracias occidentales. Como por ejemplo las anglosajonas, sobre todo tras el Brexit y Trump, que hasta no hace tanto tiempo pasaban por ser el espejo en el que mirarse o el modelo a imitar por todos los países en proceso de democratización o reforma institucional. Ahora bien, el concepto de «calidad democrática» resulta relativamente ambiguo y por tanto confuso, pues bajo esa etiqueta se agrupan diferentes clases de investigaciones comparativas, por lo que parece conveniente analizar someramente el concepto mismo, así como sus principales tipos.

			El preguntarse por la calidad de las democracias implica que nos situamos en una perspectiva no minimalista sino sustancial. El minimalismo tiende a ser digital, de cero a uno, de todo o nada: dado un régimen político, o es democrático (si celebra elecciones libres y limpias de acuerdo a las reglas de Dahl) o no lo es. Pero una vez que una democracia se acepta como tal, ya no tiene sentido preguntarse por la cantidad o la calidad de democracia que contiene, igual que una hembra mamífera o está embarazada o no lo está, sin entrar a cuestionar la calidad o el grado de su embarazo. En cambio, para la perspectiva sustancialista o maximalista, el celebrar elecciones regidas por la regla de Dahl no basta, porque eso es como no decir nada, ya que se trata del grado cero mínimamente exigible, y a partir de ahí es cuando hay que interrogarse sobre la naturaleza de esa democracia: ¿cuán democrática es, cuánta democracia contiene, cómo evaluar su grado de calidad democrática, cómo medir o apreciar el valor que atesora en términos de excelencia democrática? ¿Cuál es su magnitud como democracia?

			Si pudiéramos medir o evaluar la magnitud de las democracias, porque fueran conmensurables entre sí, entonces podríamos compararlas estableciendo un ranking de «democraticidad», desde la más democrática a la menos democrática de todas. Es lo que hacen las comparaciones internacionales con ranking incluido de excelencia democrática que veremos después. Pero eso implica reducirlas a todas a una misma magnitud conmensurable, es decir, a un mínimo denominador común, con lo que obtendremos una clasificación cuantitativa unidimensional. Lo cual plantea una pregunta inquietante: ¿todas las democracias son conmensurables entre sí porque presentan en diferentes grados la misma calidad democrática? ¿O hay diversas clases de calidad democrática? En tal caso, la democracia será multidimensional, habrá que medirla con arreglo a diversas dimensiones o calidades de democracia, y tendremos entonces que diferenciar entre la calidad y la cualidad de las democracias. En este apartado nos centraremos en la calidad de las democracias en general, y dejaremos para más adelante la evaluación de las cualidades que atesora cada familia de democracias y cada democracia singular.

			2.1. La calidad de las democracias

			El estímulo para iniciar la discusión del concepto fue la publicación de ciertos artículos ya citados en el capítulo anterior, al comentar las distintas definiciones de la democracia, desde las procedimentales o minimalistas, fundadas en el canon de Dahl (1992, p. 267) hasta las sustantivas o maximalistas. El primero al que me refiero fue el de Collier y Levitsky (1996) sobre la «Democracia con adjetivos», que vino a abrir el debate sobre la calidad de la democracia. Y además otros dos de O’Donnell (1996 y 1997), «¿Democracia de- legativa?» y «Otra institucionalización», en los que alertaba sobre la dudosa calidad de las democracias instauradas o restauradas durante la tercera ola de Huntington (1994). Especialmente las latinas, a las que (des)calificaba como «delegativas» porque, si bien cumplían los siete requisitos de las democracias electorales codificados por Dahl (ibidem), sin embargo no incluían la «accountabilty horizontal» (O’Donnell, 1998), o exigencia de responsabilidades al gobierno por parte del parlamento, los tribunales y demás autoridades independientes ante las que debe rendir cuentas el poder ejecutivo, como sucede en las democracias plenamente institucionalizadas. A lo que poco después O’Donnell añadiría otro tipo de exigencia de responsabilidades a los gobernantes, ejercida también por medios informativos, actores colectivos (grupos de interés, asociaciones civiles, movimientos sociales, ONGs) y demás agentes institucionales de la sociedad civil, expandiendo así el concepto de accountability «horizontal» para que incluya además una cierta accountability «diagonal» (O’Donnell, 2007).

			Pues bien, poco tiempo después de esos artículos se publicó otro de Larry Diamond y Leonardo Morlino (2004) en el que, partiendo de las consideraciones de aquéllos, propusieron una lista de los grandes requisitos que debería satisfacer toda democracia para poder ser considerada de alta calidad, en tanto que plenamente institucionalizada como tal, lo que incluía por supuesto la accountability vertical (la rendición de cuentas de los gobiernos salientes ante sus votantes en comicios electorales regidos por las reglas de Dahl), pero también la horizontal, entendida esta última como control del gobierno por el parlamento, la justicia y demás instituciones reguladoras independientes, llamadas por eso «contra mayoritarias»: como el banco central, el defensor del pueblo o el tribunal de cuentas. Y al hacerlo propusieron entender dichos requisitos como las dimensiones o componentes evaluables de la calidad de una democracia, a los que habría que añadir además otras dimensiones adicionales, mucho más sustantivas, basadas en la capacidad efectiva de las democracias para garantizar a los ciudadanos los contenidos exigibles a toda democracia plena: la libertad, la igualdad y la responsiveness, o respuesta satisfactoria a las preferencias y demandas de la ciudadanía. Se observará que este último requisito (responsiveness) es inversamente opuesto a la «democracia de audiencia» definida por Manin (1998, p. 273), donde eran los ciudadanos quienes estaban invitados a dar respuesta a las propuestas autónomas presentadas por sus representantes.

			De ahí la definición de «calidad democrática» que propone Morlino: «una buena democracia o bien una democracia de calidad, [es aquella] ordenación institucional estable que, a través de instituciones y mecanismos que funcionan correctamente, realiza la libertad y la igualdad de los ciudadanos» (Morlino, 2007). Y a partir de ahí aparecen tres dimensiones de la calidad democrática, a modo de ejes de coordenadas. La primera es procedimental, y presenta cinco componentes: Estado de derecho (rule of law), participación (sufragio universal incluyente), competición (pluralismo electoral incluyente), accountability vertical (electoral) y accountability horizontal (inter-institucional). La segunda es sustantiva con dos componentes: la libertad (derechos políticos y libertades civiles) y la igualdad (legal y política) o equidad/solidaridad. Y la tercera alude a los resultados: la responsiveness ya citada (Diamond y Morlino, 2004). Como puede observarse, esta lista de dimensiones y componentes evaluadores de la calidad democrática reproduce en buena medida la lista de requisitos exigibles que vimos en el capítulo anterior, como criterios que permitían diferenciar la democracia plena de los regímenes no democráticos, las democracias híbridas, las democracias de fachada, las pseudo democracias, las cuasi democracias y las democracias de baja calidad (Morlino, 2009, p. 26).

			Y para integrar en un todo coherente esta lista de rasgos calificadores, poco tiempo después Morlino amplió el concepto de calidad democrática mediante una analogía heurísticamente fructífera, basada en la metáfora de considerar la democracia como si fuera una industria productora de bienes públicos y servicios políticos ofertados a sus clientes, los ciudadanos entendidos como consumidores soberanos. Pues bien, tal como se estila en el mundo del marketing, la calidad de un servicio o bien ofertado se define con arreglo a tres ejes de coordenadas: primero, por el ajuste del producto a los procedimientos previstos para su fabricación; segundo, por las características técnicas y funcionales contenidas en el producto fabricado; y tercero, por la satisfacción producida al consumir los resultados. Es decir, las tres dimensiones de la calidad producida corresponden al procedimiento de fabricación, al contenido del producto y a la satisfacción del consumidor. Lo que traducido a la calidad de la democracia equivale a evaluarla en función de tres dimensiones. 1) El procedimiento seguido en los procesos democráticos, articulado en dos componentes: imperio de la ley (rule of law) y rendición de cuentas (accounta- bility). 2) El contenido del producto ofrecido, cifrado en otros dos componentes: libertades e igualdad. Y 3), la satisfacción de los ciudadanos con los resultados de la democracia en respuesta (responsiveness) a sus demandas (ibidem, pp. 185-187).

			No obstante, estos cinco componentes de Morlino (rule of law, accountability, libertad, igualdad y responsiveness) pueden ampliarse para incluir otros elementos adicionales, a fin de contrarrestar el excesivo procedimentalismo de su modelo. Así, cabe plantear un «hexágono de calidad democrática» que en el eje de los procedimientos establece los mismos dos componentes (legalidad y responsabilidad o accountability), también en el de los contenidos se mantiene la libertad y la igualdad, pero en el de los resultados añade a la «responsividad» un sexto componente: la legitimidad o consentimiento otorgado por la confianza de la ciudadanía (Gil Calvo, 2010 y 2010a). Y en esta misma línea morliniana puede ampliarse a tres el número de componentes en que se desglosa cada eje o dimensión: en el procedimental, legalidad, responsabilidad (accountability) y transparencia (open government: libre acceso público al proceso político); en el de contenidos, libertad, igualdad y solidaridad (capital social); y en el de resultados, responsividad, legitimidad y participación o compromiso (Gil Calvo, 2013, p. 37).

			Se observará que, excepto en el artículo de Diamond y Morlino (2004), entre estos componentes de la calidad democrática no suelen figurar los requisitos electorales mínimamente exigibles (reglas de Dahl), que sirven de criterio de demarcación entre las democracias y las no democracias (regímenes totalitarios, autoritarios o híbridos). Lo cual se debe a que los componentes de Morlino son normas evaluadoras de las democracias electorales, exclusivamente, que por lo tanto no son aplicables a los regímenes no democráticos. Mientras que, en cambio, en los rankings de comparación internacional que veremos en seguida, sí que suelen incluirse ciertos componentes evaluadores de la calidad y limpieza del cumplimiento electoral, puesto que sus métodos han de ser aplicados a la totalidad de los regímenes políticos, sean democráticos o no, a fin de diferenciarlos y medir el grado de «democraticidad» de aquéllos.

			No obstante, estas definiciones de calidad democrática, como las propuestas por Morlino y utilizadas por muchos de sus seguidores, son normativas y relativamente abstractas, en el sentido de que indican cómo debería ser una «buena democracia», de «alta calidad». Pero a efectos de comparación evaluadora con estimaciones de magnitud conmensurable, precisamos definiciones empíricas que nos indiquen cómo son las democracias concretas realmente existentes, de tal modo que permitan obtener evaluaciones operativas y comparables entre sí, lo que sólo puede hacerse mediante indicadores homogéneos cuantitativos. Pero esto último depende de las fuentes de datos con los que construir los indicadores, que la mayoría de las veces sólo son de tipo cualitativo: como las encuestas de opinión dirigidas a ciudadanos o a expertos cualificados, que suelen responder en términos normativos con juicios de valor, lo que les hace resultar difícilmente comparables a escala internacional por su falta de homogeneidad.

			Y este problema de incomparabilidad metodológica suele resolverse de dos modos distintos. Técnicamente, los datos cualitativos de opinión subjetiva pueden traducirse a escalas de indicadores que puedan operacionalizarse cuantitativamente. Y, por otro lado, las investigaciones basadas en encuestas de opinión suelen dedicarse a estudios de caso que investigan la calidad de la democracia en un solo país, con lo que evitan su incomparabilidad internacional. Mientras que si se dispone de fuentes de datos cuantitativos y homogéneos es cuando ya se puede abordar las comparaciones internacionales de múltiples caos, que buscan establecer rankings jerárquicos de calidad conmensurable. No obstante, y pese a ello, en muchas ocasiones los métodos son mixtos, combinando datos de encuestas con indicadores cuantitativos. A partir de aquí veremos un rápido recorrido por los principales ejemplos, comenzando por los análisis de casos.

			2.2. La evaluación en un solo país: España

			Los estudios de calidad democrática aplicados a un determinado régimen proceden de dos enfoques metodológicos distintos (Gómez Fortes y otros, 2010, p. 12). El primero evalúa el rendimiento de una democracia a partir de la opinión informada de políticos y expertos, por lo que puede ser considerado relativamente elitista, y fue iniciado en 1995 por David Bentham desde el Centro de Derechos Humanos de la universidad de Essex con su proyecto Democratic Audit aplicado a la democracia inglesa. También se ha utilizado para evaluar otras democracias anglosajonas como Canadá, Nueva Zelanda o Australia. Éste es el modelo que inspira los Informes sobre la Democracia en España que anualmente realiza la Fundación Alternativas (Escobar y Gómez, 2014). Y el segundo enfoque se debe a Guillermo O’Donnell desde el Instituto Hellen Kellogg de la universidad de Notre Dame (Indiana, EE UU). Se denomina Auditoría ciudadana, se empezó a aplicar en Costa Rica en 1997 siendo después replicado en países como Argentina, Bolivia o Ecuador, y a diferencia del anterior está basado en encuestas participativas de ciudadanos informados y grupos cívicos comprometidos con el desarrollo de la democracia en su país (O’Donnell y otros, 2004).

			Aquí vamos a ver la aplicación a la democracia española de los dos métodos expuestos; primero el de «auditoría democrática» con metodología de expertos, que realiza desde 2008 la Fundación Alternativas bajo la dirección de Modesto Escobar (2011), y después el de «auditoría ciudadana» con metodología participativa que aplicó en 2007 un grupo de investigación ad hoc dirigido por Ramón Vargas Machuca y Manuel Pérez-Yruela, financiado por el Plan Nacional de I+D y realizado con la colaboración del IESA del CSIC, así como del CIS para el trabajo de campo (Gómez Fortes y otros, 2010). Ambos estudios se basan en encuestas de opinión traducidas a indicadores numéricos mediante una escala de 0 a 10. Pero las de la Fundación Alternativas se dirigen a una muestra de expertos en ciencias sociales, sin ninguna participación ciudadana; mientras que la encuesta del proyecto de Pérez-Yruela y Vargas Machuca se suministró tan sólo a una muestra representativa del conjunto de la ciudadanía. Veámoslas mejor.

			El «Índice de Calidad de la democracia en España» que realiza anualmente desde 2008 la Fundación Alternativas, es una adaptación fidedigna de la Auditoria Democrática de la Universidad de Essex (Beetham y Weir, 1999), que reproduce aligerado con cambios menores su mismo cuestionario de opinión dirigido a expertos pero con un interesante giro metodológico: en palabras de Modesto Escobar (2014, p. 18), «nuestra adaptación no es de naturaleza cualitativa sino cuantitativa, ya que en lugar de realizar una auditoría se ha recurrido a la evaluación subjetiva, pero cuantitativamente objetivada, de las opiniones mantenidas por una serie de expertos profesionales». Para ello, el cuestionario original de Essex, que contenía 85 preguntas complejas, se redujo a 57 ítems, pues según el mismo Escobar (ibidem, p. 19) «se diferencian los términos pregunta e ítem porque los primeros son interrogantes mientras los segundos están elaborados con afirmaciones ideales de la democracias sobre las que se pide a los expertos que evalúen su grado de consecución en la sociedad española en una escala comprendida entre las puntuaciones de 0 y 10»: este método es el que permite la «cuantificación objetivada» antes citada.

			En cuanto al listado de expertos invitados a participar, ha variado desde los 314 iniciales de 2008 a los 665 de la última ronda de 2018, obteniendo al comienzo una tasa bruta de respuestas del 40% (113 respuestas completas) que con los años descendió hasta el 25% para recuperarse hasta el 37% actual (270 respuestas en 2018). La composición por género de los participantes está muy masculinizada, aunque ha mejorado bastante, al pasar de una proporción inicial de mujeres del 31% al actual 36%. Y respecto a su distribución profesional, los expertos en su mayoría «proceden del campo de la ciencia política y la sociología, y en menor medida de otras áreas como la economía, el derecho, la historia y el periodismo» (Escobar, 2019, p. 211). Pero vayamos al núcleo del estudio, que es el instrumento de medida de la calidad democrática. Como ya se ha dicho, se trata de una reproducción apenas modificada del modelo de Essex, que se basa en cinco dimensiones (llamadas «esferas») con 12 componentes («áreas»), de acuerdo al siguiente esquema.

			CUADRO 3.2

			Evaluación democrática de la Fundación Alternativas
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							A. Ciudadanía, leyes y derecho
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							C. Gobernabilidad y rendición de cuentas
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							D.2. Participación política

						
					

					
							
							E. Internacional

						
							
							E.1. Área de exteriores

						
					

				
			

			Fuente: Escobar, 2019, p. 193.

			Cada uno de estos «ítems», a su vez, da lugar a la serie de preguntas que figuran en el Cuestionario de la encuesta reproducido al final de cada informe anual. Así, por ejemplo, el área «B.2 Papel democrático de los partidos» da lugar a los cinco ítems siguientes: «B.2.1 Los ciudadanos pueden crear, organizar y mantener partidos políticos sin impedimentos legales o institucionales. B.2.2 El sistema de partidos facilita la formación de Gobiernos estables. B.2.3 Los partidos de la oposición contribuyen a la rendición de cuentas por parte del Gobierno. B.2.4 El sistema de financiación de los partidos asegura su independencia frente a intereses particulares. B.2.5 Los partidos políticos se hacen eco de los problemas e intereses de la gente». Y el área «D.2 Participación política» se despliega en otros cinco ítems: «D.2.1 Las asociaciones voluntarias, las organizaciones ciudadanas y los movimientos sociales son independientes del poder político. D.2.2 Los ciudadanos participan activamente en asociaciones voluntarias y movimientos sociales. D.2.3 La participación de las mujeres en la vida política está extendida en todos los niveles. D.2.4 El acceso de los distintos grupos sociales al poder político es igualitario. D.2.5 Los representantes políticos son accesibles a los ciudadanos». Y así las 12 áreas hasta componer 57 ítems (Escobar, 2011, 212-214), que los encuestados deben responder puntuando de 0 a 10 su acuerdo o desacuerdo con el enunciado.

			Algunos de los componentes de esta matriz pueden parecer innecesarios, debido al carácter relativamente anacrónico del modelo originario de la universidad de Essex. Como el de «Ciudadanía», que fija la atención en las fronteras (sin más interés para España que el caso de Gibraltar), la extranjería (por la segregación de los inmigrantes) y la nacionalidad (efectivamente afectada por la tensión territorial española). O el de «Internacional», que interroga sobre la política exterior: cooperación y desarrollo, integración europea, defensa exterior de los derechos humanos. Por eso el propio director del estudio, quizá consciente de este desequilibrio, ha resumido en «siete dimensiones» el núcleo duro del modelo. «1) Legalidad (Estado de Derecho): Independencia de los jueces y Legislación penal imparcial. 2) Libertades (derechos civiles y políticos): Libertad de expresión y Libertad de asociación. 3) Derechos sociales (Derechos económicos y sociales): Protección de la salud y Garantía de la educación. 4) Elecciones (Elecciones libres y limpias): Libertad de voto y Limpieza de las elecciones. 5) Transparencia (Acción del gobierno): Transparencia de los presupuestos y Rendición de cuentas del gobierno. 6) Integridad (Ausencia de corrupción): Ausencia de corrupción y Persecución de la corrupción. Y 7) Accesibilidad (Participación política): Participación ciudadana y Acceso igualitario al poder» (Escobar, 2014, pp. 23 y 24).

			El que los estudios como éste se incluyan dentro del método comparativo, lo que Sartori rechaza como ya vimos, puede resultar dudoso, ya que la puntuación media obtenida al final, para el conjunto de la muestra (5,8 puntos en el Informe correspondiente a 2018), es un dato difícil de valorar. Pero en realidad no es así, pues siempre puede realizarse una comparación en el tiempo, con lo que vemos que ese indicador promedio pasó de 6,2 puntos en 2008, justo antes del inicio de la Gran Recesión al final del gobierno socialista de Zapatero, a un punto menos en 2013, tras los grandes recortes sociales de la política de austeridad y ajuste fiscal del gobierno de Rajoy, puntuación (de 5,2) en la que se mantuvo durante cuatro años marcados por los grandes escándalos de corrupción (caso Gürtel, papeles de Bárcenas, caso ERE), y sólo comenzó a ascender en 2016 (5,5 puntos), cuando el PP perdió su mayoría absoluta, remontándose después (hasta 5,8) con la moción de censura que devolvió al PSOE al gobierno.

			Como se deduce de esta comparación temporal, los resultados del método elegido están muy afectados por el sesgo de autoselección de los expertos invitados, cuya efectiva participación parece escorada hacia la izquierda del espectro ideológico. Esto no puede sorprender si tenemos en cuenta que la Fundación Alternativas, patrocinadora del estudio, está orgánicamente vinculada al PSOE (partido socialdemócrata español). Y quizá para contrarrestar ese sesgo, los autores de esta evaluación de la democracia española contrastan sus resultados con los que arrojan las periódicas encuestas del CIS sobre la percepción del conjunto de los españoles sobre sus instituciones democráticas, demostrándose así un cierto paralelo (quizá debido a la orientación ideológica de la ciudadanía española hacia el centro izquierda, así como al influjo de los medios) entre la evaluación de los ciudadanos y la de los expertos (Escobar, 2019). Lo cual nos conduce al otro estudio evaluador de la democracia española que vamos a comentar, esta vez centrado exclusivamente en la opinión de los ciudadanos encuestados.

			Cuadro 3.3

			Auditoría de calidad democrática (Pérez Yruela y Vargas-Machuca)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Dimensión

						
							
							Indicadores (seleccionados)
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							I. Democracia y Legitimidad

						
							
							(1)Legitimidad de la democracia
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							(2)Satisfacción con el funcionamiento de la democracia
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							(3)Capacidad redistributiva de la democracia
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							(4)Democracia y cohesión social
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							Nota Media: I. Democracia y Legitimidad
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							II. Estado de Derecho

						
							
							(5)Igualdad ante la ley y discriminaciones económicas
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							(6)Igualdad ante la ley y discriminaciones políticas
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							(10)Accountability horizontal: Defensor del Pueblo
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							(11)Accountability horizontal: Tribunal Constitucional

						
							
							6,21

						
					

					
							
							
							(12)Transparencia de la administración Pública

						
							
							5,58

						
					

					
							
							
							(13)Corrupción de la Administración Pública

						
							
							9,81

						
					

					
							
							
							(16)Corrupción dentro de la clase política

						
							
							2,88

						
					

					
							
							Nota media: II. Estado de Derecho

						
							
							4,73

						
					

					
							
							III. Representación política

						
							
							(23)Clientelismo

						
							
							4,29

						
					

					
							
							
							(24)Pluralismo

						
							
							3,37

						
					

					
							
							
							(28)Receptividad a las demandas ciudadanas

						
							
							3,80

						
					

					
							
							
							(31)Rendición de cuentas de los presidentes del Gobierno

						
							
							3,79

						
					

					
							
							
							(34)Capacidad de la oposición

						
							
							4,74

						
					

					
							
							Nota media: III. Representación política

						
							
							4,42

						
					

					
							
							IV. Capacidad de gobierno

						
							
							(35)Democracia y cohesión territorial

						
							
							7,75

						
					

					
							
							
							(36)Eficacia de la Administración Pública
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							(38)Igualdad ante la Administración Pública
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							(39)Eficacia del Gobierno

						
							
							4,94

						
					

					
							
							
							(42)Confianza en el Gobierno

						
							
							4,81

						
					

					
							
							
							(44)Satisfacción con las políticas públicas
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							Nota media: IV. Capacidad del gobierno
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							V. Sociedad civil

						
							
							(45)Nivel de información política
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							(47)Tolerancia

						
							
							2,35

						
					

					
							
							
							(48)Participación política extraelectoral

						
							
							2,41

						
					

					
							
							
							(49)Densidad asociativa

						
							
							3,28

						
					

					
							
							
							(50)Confianza social

						
							
							3,39

						
					

					
							
							
							(51)Confianza en los medios de comunicación
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							(52)Influencia de los medios de comunicación
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							Nota media: V. Sociedad civil

						
							
							4,17

						
					

					
							
							Nota final: calidad de la democracia en España (2007)
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			Fuente: Adaptado de Gómez Fortes y otros, 2010, pp. 139-141.

			El cuadro 3.3 reproduce las puntuaciones obtenidas por una selección de los 53 indicadores sobre los que se interrogó a una muestra representativa de 3.000 ciudadanos encuestados por el CIS en mayo de 2007, muy poco antes de que comenzara a aplicarse la encuesta periódica de la Fundación Alternativas. El cuestionario se diseñó tratando de combinar equilibradamente los dos modelos antes mencionados, el de Beetham de la universidad de Essex, que inspira el otro estudio español, y el de O’Donnell de la de Notre Dame, aunque en su filosofía inspiradora se muestre más cerca de éste que de aquél. Y la «objetivación cuantificadora» de las opiniones subjetivas sigue el mismo método que la de Escobar, pues «todas las respuestas de los ciudadanos se han medido en una escala de 0-10, donde 0 representa la puntuación más negativa a dicho indicador y 10 la más positiva» (Gómez Fortes y otros, 2010, p. 154). Así, por ejemplo, los 9,81 puntos atribuidos al indicador n.º 13, «Corrupción en la Administración Pública» corresponde a la pregunta «¿Le pidieron algún tipo de comisión?», a la que el 95,9% respondió que NO y el 1,9% que SÍ» (ibidem, p. 56). Mientras que el indicador 16, «Corrupción dentro de la clase política» corresponde a la pregunta «¿Piensa usted que entre los políticos hay más, igual o menos corrupción que en el resto de la sociedad?», a la que el 47,7% respondió que «Igual» y el 43,2% que «Más» (ibidem, p. 59). Finalmente, el indicador 23, «Clientelismo», se concreta en el enunciado «Los ciudadanos que pertenecen al partido en el poder reciben mejor trato por parte de la Administración»; el indicador 24, «Pluralismo», en la fórmula «Todos los partidos hacen propuestas muy parecidas para gobernar» (ibidem, pp. 78-79); y el indicador 47, «Tolerancia», en la pregunta «¿Piensa Vd. que alguno de estos grupos» (islamistas, racistas, ultraderechistas, ultraizquierdistas, etc.) «no debería participar en los debates públicos?» (ibidem, p. 128).

			El conjunto formado por las cinco dimensiones del instrumento de evaluación está bastante bien ponderado, aunque la primera (4 indicadores) resulta demasiado genérica para poder analizar la satisfacción de la ciudadanía española con su democracia. La segunda (12 indicadores) «mide el grado de cumplimiento del Estado de Derecho y la ausencia de corrupción en la dimensión pública, prestando especial atención al funcionamiento de la justicia. La tercera (18 indicadores) examina, de un lado, la calidad de la representación política y de su principal agente, los partidos políticos; y de otro lado, la rendición de cuentas (accountability) y la atención a las demandas (responsiveness), valorando hasta qué punto los políticos pueden ser controlados por los ciudadanos y son sensibles a sus demandas. La cuarta recoge indicadores (10) relacionados con la capacidad efectiva de gobierno, midiendo la eficacia de las administraciones públicas, la satisfacción con las políticas públicas, la confianza en la acción de gobierno y el cumplimiento del principio de igualdad de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración. Y la quinta (9 indicadores) mide la fortaleza de la sociedad civil como ingrediente necesario de una democracia de buena calidad» (ibidem, p. 22).

			Como era de esperar, el resultado de una encuesta de opinión semejante aparece fuertemente sesgado por el subjetivismo y la insuficiente información que revelan los electores que la responden. Y esto se trasluce en las puntuaciones máximas y mínimas que atribuyen al conjunto de los indicadores, componiendo una auditoría de la democracia española no demasiado realista. Así, sus mayores debilidades, a juicio de los encuestados, son, en primer lugar, la elevada «Desigualdad ante la ley» (indicador 2), calificada con 2,28 puntos, seguida de cerca por la escasa «Tolerancia» y la baja «Participación política extra electoral» (indicadores 47 y 48), que son puntuadas con 2,35 y 2,41 puntos. Y en cuanto a sus fortalezas, destaca primero la ausencia de «Corrupción en la Administración» (indicador 13), con 9,81 puntos; segundo, la «Legitimidad» genérica de la democracia en cuanto tal (indicador 1), con 8,63 puntos; tercero, la elevada «Igualdad (de los ciudadanos) ante la Administración» (indicador 35), con 8,52 puntos; cuarto, el declarado alto «Nivel de información política» (indicador 45); y en quinto lugar, la supuesta «Cohesión territorial» (indicador 35), con 7,75 puntos (ibidem, pp. 139-141).

			Cabe destacar lo contradictorio que resulta atribuir tanta «cohesión territorial» a la democracia española en una fecha (2007) en la que acababa de producirse el conflictivo debate sobre el nuevo estatuto catalán de autonomía, que habría de dar lugar sólo tres años después al inicio de la explosiva cismogénesis del secesionismo unilateral. Eso, por no hablar de que el terrorismo radical vasco aún seguía asesinando por entonces, a la vez que afirmaba entablar una negociación de paz con el gobierno socialista. Y para más paradoja, eso lo afirman unos encuestados que se autocalifican con auto indulgencia de estar bien informados políticamente. Pero este sesgo subjetivo, en el fondo esperable por la naturaleza del instrumento, no es la mayor crítica que puede hacerse a una investigación destinada a evaluar la calidad de una democracia, pues mucho más grave resulta la imposibilidad de analizarlo en términos comparados, habiéndose aplicado el cuestionario sólo una vez en España sin posibilidad de replicarlo después.

			El dato anual del Informe de la Fundación Alternativas (6,2 puntos en el año 2008), aunque tampoco pueda medirse con ningún otro país, sí puede comparase al menos con la variación de ese dato en los años siguientes, como hemos podido ver. Pero los 5,12 puntos de la encuesta de Pérez Yruela y Vargas-Machuca en 2007 no pueden valorarse porque no admiten comparación ni en el tiempo ni en el espacio. Es explicable que el precedente de la universidad de Essex, fuente de inspiración de ambos modelos españoles, se autoevalúe sin compararse con los demás, pues a los ingleses, al fin y al cabo inventores de la democracia representativa, siempre les ha satisfecho su espléndido aislamiento. Pero esto no debe hacerlo la academia española, dado nuestro secular complejo de inferioridad; y en materia democrática todavía menos. De ahí que parezca necesario revisar a continuación las más citadas comparaciones internacionales.

			2.3. La evaluación internacional comparada

			Entre las múltiples instancias que publican evaluaciones internacionales de la democracia, destacan por su influencia las tres fuentes más citadas, que aquí se van a comentar a grandes rasgos muy por encima: el Informe Libertad en el Mundo de Freedom House, el Índice Democrático de la Unidad de Análisis de la revista The Economist, y el Índice de Democracia Liberal del Instituto V-Dem (Variedades de Democracia) de las universidades de Gotemburgo (Suecia) y Notre Dame (Indiana, EE UU). Todos los cuales comparten la característica de comparar el conjunto de los regímenes políticos actualmente existentes, clasificándolos con diversas denominaciones y metodologías en democráticos, híbridos y no democráticos.

			El más antiguo de todos los rankings democráticos es el Informe Libertad en el Mundo de la ONG estadounidense Freedom House (FH) que, a pesar de la popularidad inicial que alcanzó tras sus comienzos en 1972, hoy está relativamente desacreditado tanto por la escasa consistencia de sus resultados como por el sesgo ideológico que se le atribuye, dado que la mayor parte de su financiación, a pesar de tratarse de una ONG, procede de un presupuesto estatal tan problemático, polémico y cuestionable como es el estadounidense Departamento de Estado. Pese a lo cual, sus puntuaciones no difieren ni divergen demasiado de las otras fuentes revisadas, como demuestra el hecho de que el rango atribuido a Estados Unidos (con 83 puntos, en el índice de 2021) esté situado por detrás de democracias a veces cuestionadas como la española, la francesa, la italiana (las tres con 90 puntos) o la griega (87 puntos).

			Metodológicamente, el índice de FH se basa en la opinión informada de 125 analistas internos y externos, así como de 40 asesores técnicos procedentes de comunidades académicas, grupos de expertos y ONGs especializadas en derechos humanos, que preparan borradores de informes y puntuaciones provisionales para que después los analistas califiquen a los distintos países bajo la supervisión del personal de Freedom House. Un país recibe de 0 a 4 puntos por cada uno de los 10 indicadores de «derechos políticos» y de los 15 indicadores de «libertades civiles». Las preguntas sobre Derechos Políticos se agrupan en 3 subcategorías: Proceso electoral (3 preguntas), Pluralismo político y participación (4) y Funcionamiento del gobierno (3). Las preguntas sobre Libertades Civiles se agrupan en 4 subcategorías: Libertad de expresión y creencias (4 preguntas), Derechos de asociación y organización (3), Estado de derecho (84) y Autonomía personal y derechos individuales (4). La puntuación más alta que se puede otorgar por los Derechos Políticos es de 40 y por las Libertades Civiles de 60. La puntuación total agregada, hasta un máximo de 100, distribuye a los 195 países en tres grandes categorías: Libres (Democracias Electorales), entre 70 y 100 puntos; Semi Libres (o Parcialmente Libres), entre 70 y 35; y No Libres (Regímenes Autoritarios), con menos de 35.

			En la tabla 3.1, que reproduce los datos de una selección de países (todos los europeos occidentales y casi todos los americanos más algunos asiáticos y africanos), tal como aparecen registrados en el último Informe Libertad en el Mundo 2021 de Freedom House, se advierte una pauta que veremos después confirmada en todos los demás rankings internacionales comparados: los primeros puestos de los países Libres están ocupados por los países nórdicos (Finlandia, Noruega, Suecia), seguidos después por los anglosajones (Nueva Zelanda, Canadá, Australia, Irlanda), los continentales europeos (Países Bajos, Suiza, Bélgica, Alemania), los bálticos (Estonia, Lituania, Letonia), los europeos meridionales (Portugal, España, Italia) y los europeos orientales (Eslovenia, República Checa, Eslovaquia), aunque Hungría y Serbia quedan fuera como países Semi Libres. Japón figura también en la cúspide, y tres países latinoamericanos (Uruguay, Chile y Costa Rica) se igualan en rango a los europeos occidentales superando claramente a Estados Unidos, que por su parte se descuelga por debajo de casi todos los europeos.

			Tabla 3.1

			Ranking democrático de Freedom House, 2021

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Régimen

						
							
							Puntos

						
							
							Derechos

							Políticos

						
							
							Libertades

							Civiles

						
							
							País

						
							
							Régimen

						
							
							Puntos

						
							
							Derechos

							Polítcos

						
							
							Libertades

							Civiles

						
					

				
				
					
							
							Finlandia

						
							
							Libre

						
							
							100

						
							
							40

						
							
							60

						
							
							Perú

						
							
							Semi

						
							
							71

						
							
							29

						
							
							42

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							Libre

						
							
							100

						
							
							40

						
							
							60

						
							
							Senegal

						
							
							Semi

						
							
							71

						
							
							29

						
							
							42

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							Libre

						
							
							100

						
							
							40

						
							
							60

						
							
							Hungría

						
							
							Semi

						
							
							69

						
							
							26

						
							
							43

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							Libre

						
							
							97

						
							
							40

						
							
							59

						
							
							India

						
							
							Semi

						
							
							67

						
							
							34

						
							
							33

						
					

					
							
							P.Bajos

						
							
							Libre

						
							
							99

						
							
							40

						
							
							58

						
							
							Ecuador

						
							
							Semi

						
							
							67

						
							
							27

						
							
							40

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							Libre

						
							
							98

						
							
							40

						
							
							58

						
							
							R.Dominica

						
							
							Semi

						
							
							67

						
							
							26

						
							
							41

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							Libre

						
							
							98

						
							
							40

						
							
							58

						
							
							Albania

						
							
							Semi

						
							
							66

						
							
							27

						
							
							39

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							Libre

						
							
							97

						
							
							40

						
							
							57

						
							
							Bolivia

						
							
							Semi

						
							
							66

						
							
							27

						
							
							39

						
					

					
							
							Australia

						
							
							Libre

						
							
							97

						
							
							40

						
							
							57

						
							
							Colombia

						
							
							Semi

						
							
							65

						
							
							29

						
							
							36

						
					

					
							
							Luxembrg

						
							
							Libre

						
							
							97

						
							
							38

						
							
							59

						
							
							Paraguay

						
							
							Semi

						
							
							65

						
							
							28

						
							
							37

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							Libre

						
							
							97

						
							
							39

						
							
							58

						
							
							Serbia

						
							
							Semi

						
							
							64

						
							
							22

						
							
							42

						
					

					
							
							Japón

						
							
							Libre

						
							
							96

						
							
							40

						
							
							56

						
							
							El Salvador

						
							
							Semi

						
							
							63

						
							
							30

						
							
							33

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							Libre

						
							
							96

						
							
							39

						
							
							57

						
							
							México

						
							
							Semi

						
							
							61

						
							
							27

						
							
							34

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							Libre

						
							
							96

						
							
							39

						
							
							57

						
							
							Ucrania

						
							
							Semi

						
							
							60

						
							
							26

						
							
							34

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							Libre

						
							
							96

						
							
							39

						
							
							57

						
							
							Indonesia

						
							
							Semi

						
							
							59

						
							
							30

						
							
							29

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							Libre

						
							
							95

						
							
							39

						
							
							56

						
							
							Filipinas

						
							
							Semi

						
							
							56

						
							
							25

						
							
							31

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							Libre

						
							
							94

						
							
							39

						
							
							55

						
							
							Bosnia-Her

						
							
							Semi

						
							
							53

						
							
							19

						
							
							34

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							Libre

						
							
							94

						
							
							37

						
							
							57

						
							
							Guatemala

						
							
							Semi

						
							
							52

						
							
							21

						
							
							31

						
					

					
							
							Estonia

						
							
							Libre

						
							
							94

						
							
							38

						
							
							56

						
							
							Kenia

						
							
							Semi

						
							
							48

						
							
							19

						
							
							29

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							Libre

						
							
							93

						
							
							39

						
							
							54

						
							
							Nigeria

						
							
							Semi

						
							
							45

						
							
							21

						
							
							24

						
					

					
							
							Chile

						
							
							Libre

						
							
							93

						
							
							38

						
							
							55

						
							
							Honduras

						
							
							Semi

						
							
							44

						
							
							19

						
							
							25

						
					

					
							
							Austria

						
							
							Libre

						
							
							93

						
							
							37

						
							
							56

						
							
							Líbano

						
							
							Semi

						
							
							43

						
							
							13

						
							
							30

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							Libre

						
							
							91

						
							
							38

						
							
							53

						
							
							Haití

						
							
							Semi

						
							
							37

						
							
							15

						
							
							22

						
					

					
							
							R. Checa

						
							
							Libre

						
							
							91

						
							
							36

						
							
							55

						
							
							Paquistán

						
							
							Semi

						
							
							37

						
							
							15

						
							
							22

						
					

					
							
							Francia

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							38

						
							
							52

						
							
							Marruecos

						
							
							Semi

						
							
							37

						
							
							13

						
							
							24

						
					

					
							
							Lituania

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							38

						
							
							52

						
							
							Jordania

						
							
							No Lib

						
							
							34

						
							
							11

						
							
							23

						
					

					
							
							España

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							37

						
							
							53

						
							
							Argelia

						
							
							No Lib

						
							
							32

						
							
							10

						
							
							22

						
					

					
							
							Eslovakia

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							37

						
							
							53

						
							
							Turquía

						
							
							No Lib

						
							
							32

						
							
							16

						
							
							16

						
					

					
							
							Italia

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							36

						
							
							54

						
							
							Angola

						
							
							No Lib

						
							
							31

						
							
							10

						
							
							21

						
					

					
							
							Malta

						
							
							Libre

						
							
							90

						
							
							35

						
							
							55

						
							
							Nicaragua

						
							
							No Lib

						
							
							30

						
							
							10

						
							
							20

						
					

					
							
							Letonia

						
							
							Libre

						
							
							89

						
							
							37

						
							
							52

						
							
							Tailandia

						
							
							No Lib

						
							
							30

						
							
							5

						
							
							25

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							Libre

						
							
							87

						
							
							37

						
							
							50

						
							
							Irak

						
							
							No Lib

						
							
							29

						
							
							16

						
							
							13

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							Libre

						
							
							85

						
							
							36

						
							
							49

						
							
							Afganistán

						
							
							No Lib

						
							
							27

						
							
							13

						
							
							14

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							Libre

						
							
							84

						
							
							35

						
							
							49

						
							
							Rusia

						
							
							No Lib

						
							
							20

						
							
							5

						
							
							15

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							Libre

						
							
							83

						
							
							35

						
							
							48

						
							
							Egipto

						
							
							No Lib

						
							
							18

						
							
							6

						
							
							12

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							Libre

						
							
							83

						
							
							35

						
							
							48

						
							
							Vietnam

						
							
							No Lib

						
							
							19

						
							
							3

						
							
							16

						
					

					
							
							Corea Sur

						
							
							Libre

						
							
							83

						
							
							33

						
							
							50

						
							
							Irán

						
							
							No Lib

						
							
							16

						
							
							6

						
							
							10

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							Libre

						
							
							83

						
							
							32

						
							
							51

						
							
							Venezuela

						
							
							No Lib

						
							
							14

						
							
							1

						
							
							13

						
					

					
							
							Ghana

						
							
							Libre

						
							
							82

						
							
							35

						
							
							47

						
							
							Cuba

						
							
							No Lib

						
							
							13

						
							
							1

						
							
							12

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							Libre

						
							
							82

						
							
							34

						
							
							48

						
							
							Bielorrusia

						
							
							No Lib

						
							
							11

						
							
							2

						
							
							0

						
					

					
							
							Sudáfrica

						
							
							Libre

						
							
							79

						
							
							33

						
							
							46

						
							
							China

						
							
							No Lib

						
							
							9

						
							
							-2

						
							
							11

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							Libre

						
							
							78

						
							
							33

						
							
							45

						
							
							Somalia

						
							
							No Lib

						
							
							7

						
							
							1

						
							
							6

						
					

					
							
							Israel

						
							
							Libre

						
							
							76

						
							
							33

						
							
							43

						
							
							Arabia Saud

						
							
							No Lib

						
							
							7

						
							
							1

						
							
							6

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							Libre

						
							
							74

						
							
							31

						
							
							43

						
							
							Corea Norte

						
							
							No Lib

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							3

						
					

					
							
							Túnez

						
							
							Libre

						
							
							71

						
							
							32

						
							
							39

						
							
							Siria

						
							
							No Lib

						
							
							1

						
							
							-3

						
							
							4

						
					

				
			

			Fuente: https://freedomhouse.org/report/freedom-world/2021/democracy-under-siege

			El siguiente ranking internacional que vamos a considerar es el que publica la Unidad de Inteligencia de la revista británica The Economist, bajo el título Democracy Index cuya última versión aparecida mientras se escriben estas páginas corresponde a 2020. Por tanto, al estar financiado por un medio de comunicación privado, puede considerarse como independiente del poder político, en tanto que originado en la sociedad civil. Puesto que este estudio apareció por primera vez en 2006, su factura técnica es muy superior a la del ranking de Freedom House, revelando la influencia recibida del modelo de Auditoría Democrática de la universidad de Essex que vimos en la sección anterior. Pero a diferencia de éste, sus resultados no se basan sólo en el análisis de expertos y académicos, sino que además recurre sobre todo a encuestas homogéneas de opinión suministradas a muestras internacionales de ciudadanos, ante todo la Encuesta Mundial de Valores, pero también el Eurobarometer, el Asian Barometer, el Latin American Barometer y el Africanbarometer, así como otras diversas encuestas a escala nacional.

			La comparación abarca 220 países, y analiza 60 indicadores agrupados en cinco categorías: Proceso electoral y pluralismo, Funcionamiento del Gobierno, Participación política, Cultura política y Libertades civiles. Los indicadores pueden ser dicotómicos de Sí o No, y entonces puntúan como 1 o como 0; también pueden admitir una opción intermedia entre el sí y el no, y entonces puntúan como 1, como 0,5 o como 0; y en los demás casos más complejos, se traducen en escalas de 1 a 5 o de 1 a 7. Finalmente se extrae el promedio simple entre 0 y 10 tras sumar las puntuaciones de todos los indicadores. Los resultados agregados componen así un ranking clasificado en cuatro tipos de régimen: Democracias Plenas (Full Democracies), entre 8 y 10 puntos; Democracias Débiles, Defectivas o Fallidas (Flawed Democracies), entre 6 y 8 puntos; Regímenes Híbridos, entre 4 y 6 puntos; y Regímenes Autoritarios, con menos de 4 puntos.

			La tabla 3.2 contiene una selección de los resultados del último Democracy Index de la EIU publicados, en la que se han reproducido tan sólo los datos correspondientes a casi todos los principales países (excluyendo por razones de espacio algunos de menor tamaño) con democracias «plena» o «defectiva» (flawed: «débil» en la tabla). Comparando estos resultados del Economist con los de Freedom House se observa mayor exigencia democrática, puesto que la democracia plena se restringe a tan sólo 20 estados, de entre los 167 analizados. Entre esas democracias plenas se incluyen todas las nórdicas, casi todas las anglosajonas (excepto EE UU, rebajado a democracia fallida por su pobre rendimiento en gobernanza y cultura política), ninguna de las mediterráneas (ni siquiera Francia, que es la primera democracia defectuosa), tampoco las bálticas ni las del este de Europa, pero sí Taiwan, Uruguay, Corea del Sur, Japón y Costa Rica; todo ello con cambios menores de orden, entre los que destaca el ascenso de Irlanda al séptimo puesto del ranking.

			Tabla 3.2

			Democracy Index 2021 (EIU: Economist Intelligence Unit)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Puntos

						
							
							Status

						
							
							Rango

						
							
							Proceso

							Electoral

						
							
							Acción de

							Gobierno

						
							
							Participación

							Política

						
							
							Cultura

							Política

						
							
							Libertades

							Civiles

						
					

				
				
					
							
							Noruega

						
							
							9,75

						
							
							D. Plena

						
							
							1

						
							
							10,0

						
							
							9,6

						
							
							10,0

						
							
							10,0

						
							
							9,1

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							9,37

						
							
							D. Plena

						
							
							2

						
							
							10,0

						
							
							8,9

						
							
							9,4

						
							
							8,8

						
							
							9,7

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							9,27

						
							
							D. Plena

						
							
							3

						
							
							10,0

						
							
							9,3

						
							
							8,9

						
							
							8,8

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							9,26

						
							
							D. Plena

						
							
							4

						
							
							9,6

						
							
							9,3

						
							
							8,3

						
							
							10,0

						
							
							9,1

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							9,18

						
							
							D. Plena

						
							
							5

						
							
							10,0

						
							
							8,2

						
							
							8,9

						
							
							9,4

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							9,09

						
							
							D. Plena

						
							
							6

						
							
							10,0

						
							
							8,9

						
							
							8,3

						
							
							9,4

						
							
							8,8

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							9,00

						
							
							D. Plena

						
							
							7

						
							
							10,0

						
							
							7,9

						
							
							8,3

						
							
							9,4

						
							
							9,8

						
					

					
							
							Taiwán

						
							
							8,99

						
							
							D. Plena

						
							
							8

						
							
							10,0

						
							
							9,6

						
							
							7,8

						
							
							8,1

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Australia

						
							
							8,90

						
							
							D. Plena

						
							
							9

						
							
							10,0

						
							
							8,6

						
							
							7,8

						
							
							8,8

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							8,90

						
							
							D. Plena

						
							
							9

						
							
							9,6

						
							
							8,9

						
							
							7,8

						
							
							9,4

						
							
							8,8

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							8,88

						
							
							D. Plena

						
							
							11

						
							
							9,6

						
							
							8,9

						
							
							8,3

						
							
							8,8

						
							
							8,8

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							8,87

						
							
							D. Plena

						
							
							12

						
							
							10,0

						
							
							8,2

						
							
							8,9

						
							
							8,1

						
							
							9,1

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							8,85

						
							
							D. Plena

						
							
							13

						
							
							10,0

						
							
							8,6

						
							
							7,2

						
							
							8,8

						
							
							9,7

						
					

					
							
							Luxmburg

						
							
							8,68

						
							
							D. Plena

						
							
							14

						
							
							10,0

						
							
							8,6

						
							
							6,7

						
							
							8,8

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							8,67

						
							
							D. Plena

						
							
							15

						
							
							9,6

						
							
							8,2

						
							
							8,3

						
							
							8,1

						
							
							9,1

						
					

					
							
							Corea Sur

						
							
							8,16

						
							
							D. Plena

						
							
							16

						
							
							9,6

						
							
							8,6

						
							
							7,2

						
							
							7,5

						
							
							7,9

						
					

					
							
							Japón

						
							
							8,15

						
							
							D. Plena

						
							
							17

						
							
							9,2

						
							
							8,6

						
							
							6,7

						
							
							8,1

						
							
							8,2

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							8,10

						
							
							D. Plena

						
							
							18

						
							
							9,6

						
							
							7,5

						
							
							8,3

						
							
							6,2

						
							
							8,8

						
					

					
							
							Austria

						
							
							8,07

						
							
							D. Plena

						
							
							19

						
							
							9,6

						
							
							6,8

						
							
							8,9

						
							
							6,9

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							8,07

						
							
							D. Plena

						
							
							20

						
							
							9,6

						
							
							6,4

						
							
							7,8

						
							
							6,9

						
							
							9,7

						
					

					
							
							Francia

						
							
							7,99

						
							
							D. Débil

						
							
							22

						
							
							9,6

						
							
							7,5

						
							
							7,8

						
							
							6,9

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Israel

						
							
							7,97

						
							
							D. Débil

						
							
							23

						
							
							9,6

						
							
							7,5

						
							
							10,0

						
							
							6,9

						
							
							5,9

						
					

					
							
							España

						
							
							7,94

						
							
							D. Débil

						
							
							24

						
							
							9,6

						
							
							7,1

						
							
							7,2

						
							
							7,5

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Chile

						
							
							7,92

						
							
							D. Débil

						
							
							25

						
							
							9,6

						
							
							7,9

						
							
							5,6

						
							
							7,5

						
							
							9,1

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							7,85

						
							
							D. Débil

						
							
							26

						
							
							9,2

						
							
							6,4

						
							
							8,9

						
							
							6,3

						
							
							8,5

						
					

					
							
							Estonia

						
							
							7,84

						
							
							D. Débil

						
							
							27

						
							
							9,6

						
							
							7,9

						
							
							6,7

						
							
							6,9

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							7,82

						
							
							D. Débil

						
							
							28

						
							
							9,6

						
							
							7,1

						
							
							6,7

						
							
							6,9

						
							
							8,8

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							7,74

						
							
							D. Débil

						
							
							29

						
							
							9,6

						
							
							6,4

						
							
							6,7

						
							
							7,5

						
							
							8,5

						
					

					
							
							Italia

						
							
							7,68

						
							
							D. Débil

						
							
							31

						
							
							9,6

						
							
							6,4

						
							
							7,2

						
							
							7,5

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Malta

						
							
							7,57

						
							
							D. Débil

						
							
							33

						
							
							9,2

						
							
							6,8

						
							
							5,6

						
							
							8,1

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							7,56

						
							
							D. Débil

						
							
							34

						
							
							9,6

						
							
							6,1

						
							
							6,1

						
							
							7,5

						
							
							8,5

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							7,54

						
							
							D. Débil

						
							
							35

						
							
							9,6

						
							
							6,4

						
							
							7,2

						
							
							6,3

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							7,51

						
							
							D. Débil

						
							
							36

						
							
							9,6

						
							
							7,9

						
							
							5,0

						
							
							6,9

						
							
							8,2

						
					

					
							
							Letonia

						
							
							7,31

						
							
							D. Débil

						
							
							38

						
							
							9,6

						
							
							6,1

						
							
							6,1

						
							
							6,3

						
							
							8,5

						
					

					
							
							Lituania

						
							
							7,18

						
							
							D. Débil

						
							
							40

						
							
							9,6

						
							
							6,1

						
							
							6,1

						
							
							5,6

						
							
							8,5

						
					

					
							
							Sudáfrica

						
							
							7,05

						
							
							D. Débil

						
							
							44

						
							
							7,4

						
							
							7,1

						
							
							8,3

						
							
							5,0

						
							
							7,4

						
					

					
							
							Eslovaquia

						
							
							7,03

						
							
							D. Débil

						
							
							45

						
							
							9,6

						
							
							6,4

						
							
							5,6

						
							
							5,6

						
							
							7,9

						
					

					
							
							India

						
							
							6,91

						
							
							D. Débil

						
							
							46

						
							
							8,7

						
							
							7,5

						
							
							7,2

						
							
							5,0

						
							
							6,2

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							6,86

						
							
							D. Débil

						
							
							47

						
							
							9,6

						
							
							5,4

						
							
							6,1

						
							
							5,6

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							6,85

						
							
							D. Débil

						
							
							48

						
							
							9,6

						
							
							6,1

						
							
							7,2

						
							
							3,8

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							6,81

						
							
							D. Débil

						
							
							50

						
							
							9,2

						
							
							5,0

						
							
							7,2

						
							
							5,0

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							6,80

						
							
							D. Débil

						
							
							51

						
							
							9,2

						
							
							6,1

						
							
							6,7

						
							
							5,6

						
							
							6,5

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							6,64

						
							
							D. Débil

						
							
							53

						
							
							9,2

						
							
							5,4

						
							
							7,2

						
							
							4,4

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Filipinas

						
							
							6,62

						
							
							D. Débil

						
							
							54

						
							
							9,2

						
							
							5,0

						
							
							7,8

						
							
							4,4

						
							
							6,8

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							6,50

						
							
							D. Débil

						
							
							57

						
							
							9,2

						
							
							6,1

						
							
							6,1

						
							
							4,4

						
							
							6,8

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							6,50

						
							
							D. Débil

						
							
							58

						
							
							8,3

						
							
							6,4

						
							
							5,0

						
							
							6,3

						
							
							6,5

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							6,48

						
							
							D. Débil

						
							
							59

						
							
							9,2

						
							
							5,7

						
							
							6,1

						
							
							3,8

						
							
							7,7

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							6,43

						
							
							D. Débil

						
							
							61

						
							
							9,2

						
							
							6,1

						
							
							6,1

						
							
							3,8

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Serbia

						
							
							6,36

						
							
							D. Débil

						
							
							63

						
							
							8,3

						
							
							6,1

						
							
							6,7

						
							
							3,8

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Albania

						
							
							6,11

						
							
							D. Débil

						
							
							68

						
							
							7,0

						
							
							6,4

						
							
							4,4

						
							
							5,6

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Perú

						
							
							6,09

						
							
							D. Débil

						
							
							71

						
							
							8,8

						
							
							5,4

						
							
							5,6

						
							
							3,8

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							5,86

						
							
							R. Híbrid

						
							
							77

						
							
							8,8

						
							
							5,4

						
							
							5,0

						
							
							3,1

						
							
							7,1

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							5,71

						
							
							R. Híbrid

						
							
							81

						
							
							8,8

						
							
							5,0

						
							
							6,1

						
							
							2,5

						
							
							6,2

						
					

					
							
							México

						
							
							5,57

						
							
							R. Híbrid

						
							
							86

						
							
							6,9

						
							
							5,0

						
							
							7,2

						
							
							3,1

						
							
							5,6

						
					

				
			

			Fuente: Democracy Index 2021, The Economist Intelligence Unit. Disponible en: https://www.eiu.com/n/campaigns/democracy-index-2021/

			Estas diferencias entre los rankings de Freedom House (FH) y The Economist (EIU) se deben a la mayor complejidad y precisión de este instrumento de medida respecto a la de aquél. La EIU investiga no sólo el Pluralismo de los Procesos Electorales y las Libertades civiles, dimensiones que se pueden asimilar a las dos únicas que analiza FH (Derechos políticos y Libertades civiles), correspondientes a las democracias meramente electorales, sino que además cuestiona otras tres más, que son las principales responsables de la menor calificación recibida por las democracias débiles o dudosamente liberales: el Funcionamiento del gobierno, la Participación política y la Cultura Política.

			En la macro dimensión Funcionamiento del gobierno, la EIU incluye categorías tales como la primacía del parlamento sobre el gobierno, la efectividad de los checks & balances que limitan, dividen y equilibran el poder gubernamental, la autonomía del gobierno respecto a los poderes fácticos internos (militares o económicos) y externos, la accountability horizontal, el monopolio territorial de la violencia por parte del gobierno, la transparencia pública de la acción gubernamental, la ausencia de corrupción, la efectividad de la administración pública y la confianza ciudadana en el gobierno y demás autoridades. En la dimensión Participación, además de la participación electoral, se investiga la participación femenina en el parlamento y el gobierno, la participación ciudadana en partidos, sindicatos y demás grupos de interés (asociaciones, movimientos, ONGs), la autonomía y la voz de las minorías diferenciadas (étnicas, religiosas, sexuales), el grado de compromiso político de la ciudadanía y el grado de interés ciudadano por la información política. Y en la dimensión Cultura política, además del apoyo a la democracia, se mide el grado de apoyo/rechazo a un liderazgo fuerte suprapartidario, al poder tecnocrático no electo, a las políticas de seguridad («ley y orden») sin control judicial, al intervencionismo militar, a la subordinación de la democracia al imperio de los mercados y a la influencia del poder o el dogma religiosos sobre los asuntos públicos.

			Esto explica que los Estados Unidos, por ejemplo, que presentan una puntuación elevada en Pluralismo electoral, Participación política y Libertades civiles, sin embargo puntúe muy bajo en Funcionamiento del gobierno (por su presidencialismo plebiscitario) y en Cultura política (dada la primacía de los intereses privados sobre el interés público). Hasta tal punto que, tras el acceso de Trump a la presidencia, EE UU se ha descolgado de las democracias plenas para retroceder al grupo de las democracias débiles, fallidas o defectivas (flawed). Lo que tiene algo que ver con el sesgo favorable al parlamentarismo y penalizador del presidencialismo que presenta el modelo de análisis utilizado por la EIU, pues en efecto, el resto de democracias anglosajonas, como el propio Reino Unido, son regímenes parlamentarios mientras EE UU es presidencialista.

			TABLA 3.3

			Liberal Democracy Index, V – Dem Index 2021

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Régimen

						
							
							IDL: Índice

							Democracia Liberal

						
							
							IDE: Índice

							Democracia Electoral

						
							
							ICL: Índice Componente Liberal

						
							
							ICI: Índice Componente Igualitario

						
							
							ICP: Índice Componente Participativo

						
							
							Icd: Índice Componente Deliberativo

						
					

					
							
							R

						
							
							P

						
							
							R

						
							
							P

						
							
							R

						
							
							P

						
							
							R

						
							
							P

						
							
							R

						
							
							P

						
							
							R

						
							
							P

						
					

				
				
					
							
							Suecia

						
							
							D. Liberal

						
							
							1

						
							
							0,88

						
							
							2

						
							
							0,91

						
							
							2

						
							
							0,98

						
							
							11

						
							
							0,91

						
							
							25

						
							
							0,66

						
							
							15

						
							
							0,93

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							2

						
							
							0,88

						
							
							1

						
							
							0,91

						
							
							1

						
							
							0,98

						
							
							2

						
							
							0,97

						
							
							7

						
							
							0,71

						
							
							5

						
							
							0,97

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							3

						
							
							0,86

						
							
							4

						
							
							0,90

						
							
							4

						
							
							0,96

						
							
							1

						
							
							0,97

						
							
							28

						
							
							0,65

						
							
							1

						
							
							0,99

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							D. Liberal

						
							
							4

						
							
							0,85

						
							
							3

						
							
							0,90

						
							
							9

						
							
							0,95

						
							
							18

						
							
							0,89

						
							
							18

						
							
							0,66

						
							
							7

						
							
							0,96

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							5

						
							
							0,84

						
							
							6

						
							
							0,89

						
							
							10

						
							
							0,95

						
							
							21

						
							
							0,89

						
							
							5

						
							
							0,73

						
							
							38

						
							
							0,84

						
					

					
							
							Estonia

						
							
							D. Liberal

						
							
							6

						
							
							0,84

						
							
							5

						
							
							0,89

						
							
							11

						
							
							0,95

						
							
							20

						
							
							0,89

						
							
							38

						
							
							0,63

						
							
							32

						
							
							0,87

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							D. Liberal

						
							
							7

						
							
							0,84

						
							
							7

						
							
							0,89

						
							
							6

						
							
							0,96

						
							
							5

						
							
							0,94

						
							
							1

						
							
							0,88

						
							
							3

						
							
							0,97

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							D. Liberal

						
							
							8

						
							
							0,83

						
							
							14

						
							
							0,87

						
							
							3

						
							
							0,97

						
							
							13

						
							
							0,91

						
							
							24

						
							
							0,66

						
							
							17

						
							
							0,93

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							D. Liberal

						
							
							9

						
							
							0,82

						
							
							13

						
							
							0,87

						
							
							7

						
							
							0,96

						
							
							4

						
							
							0,94

						
							
							20

						
							
							0,66

						
							
							2

						
							
							0,98

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							D. Liberal

						
							
							10

						
							
							0,82

						
							
							9

						
							
							0,88

						
							
							14

						
							
							0,93

						
							
							16

						
							
							0,89

						
							
							21

						
							
							0,66

						
							
							11

						
							
							0,94

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							D. Liberal

						
							
							11

						
							
							0,82

						
							
							8

						
							
							0,88

						
							
							15

						
							
							0,93

						
							
							7

						
							
							0,93

						
							
							35

						
							
							0,64

						
							
							9

						
							
							0,95

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							D. Elect (+)

						
							
							12

						
							
							0,81

						
							
							10

						
							
							0,88

						
							
							18

						
							
							0,92

						
							
							26

						
							
							0,85

						
							
							39

						
							
							0,63

						
							
							31

						
							
							0,88

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							D. Liberal

						
							
							13

						
							
							0,81

						
							
							16

						
							
							0,86

						
							
							8

						
							
							0,95

						
							
							10

						
							
							0,91

						
							
							48

						
							
							0,61

						
							
							6

						
							
							0,97

						
					

					
							
							Australia

						
							
							D. Liberal

						
							
							14

						
							
							0,81

						
							
							20

						
							
							0,85

						
							
							5

						
							
							0,96

						
							
							27

						
							
							0,85

						
							
							23

						
							
							0,66

						
							
							23

						
							
							0,91

						
					

					
							
							Luxmburg

						
							
							D. Liberal

						
							
							15

						
							
							0,80

						
							
							11

						
							
							0,88

						
							
							25

						
							
							0,91

						
							
							3

						
							
							0,94

						
							
							32

						
							
							0,65

						
							
							4

						
							
							0,97

						
					

					
							
							Francia

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							16

						
							
							0,79

						
							
							12

						
							
							0,87

						
							
							22

						
							
							0,91

						
							
							23

						
							
							0,88

						
							
							37

						
							
							0,64

						
							
							19

						
							
							0,92

						
					

					
							
							Corea Sur

						
							
							D. Liberal ↑

						
							
							17

						
							
							0,79

						
							
							17

						
							
							0,86

						
							
							17

						
							
							0,92

						
							
							29

						
							
							0,85

						
							
							43

						
							
							0,62

						
							
							14

						
							
							0,93

						
					

					
							
							España

						
							
							D. Liberal

						
							
							18

						
							
							0,78

						
							
							19

						
							
							0,86

						
							
							16

						
							
							0,93

						
							
							25

						
							
							0,88

						
							
							27

						
							
							0,65

						
							
							30

						
							
							0,88

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							D. Liberal

						
							
							19

						
							
							0,78

						
							
							15

						
							
							0,86

						
							
							23

						
							
							0,91

						
							
							34

						
							
							0,82

						
							
							12

						
							
							0,68

						
							
							26

						
							
							0,89

						
					

					
							
							Italia

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							20

						
							
							0,77

						
							
							21

						
							
							0,85

						
							
							21

						
							
							0,91

						
							
							6

						
							
							0,93

						
							
							2

						
							
							0,76

						
							
							18

						
							
							0,92

						
					

					
							
							Chile

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							21

						
							
							0,77

						
							
							25

						
							
							0,83

						
							
							12

						
							
							0,95

						
							
							56

						
							
							0,74

						
							
							30

						
							
							0,65

						
							
							10

						
							
							0,95

						
					

					
							
							Eslovaquia

						
							
							D. Elect (+)

						
							
							22

						
							
							0,77

						
							
							22

						
							
							0,85

						
							
							20

						
							
							0,92

						
							
							44

						
							
							0,78

						
							
							16

						
							
							0,67

						
							
							62

						
							
							0,77

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							D. Liber (–)

						
							
							23

						
							
							0,76

						
							
							23

						
							
							0,84

						
							
							24

						
							
							0,91

						
							
							39

						
							
							0,80

						
							
							3

						
							
							0,74

						
							
							37

						
							
							0,84

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							D. Liberal

						
							
							24

						
							
							0,75

						
							
							18

						
							
							0,86

						
							
							32

						
							
							0,88

						
							
							24

						
							
							0,88

						
							
							29

						
							
							0,65

						
							
							36

						
							
							0,85

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							D. Liberal

						
							
							25

						
							
							0,75

						
							
							26

						
							
							0,83

						
							
							27

						
							
							0,90

						
							
							19

						
							
							0,89

						
							
							10

						
							
							0,69

						
							
							28

						
							
							0,89

						
					

					
							
							Austria

						
							
							D. Liberal

						
							
							26

						
							
							0,75

						
							
							28

						
							
							0,83

						
							
							19

						
							
							0,92

						
							
							12

						
							
							0,91

						
							
							22

						
							
							0,66

						
							
							42

						
							
							0,82

						
					

					
							
							Lituania

						
							
							D. Elect (+)

						
							
							27

						
							
							0,74

						
							
							37

						
							
							0,80

						
							
							13

						
							
							0,94

						
							
							22

						
							
							0,88

						
							
							9

						
							
							0,70

						
							
							44

						
							
							0,82

						
					

					
							
							Japón

						
							
							D. Liberal

						
							
							28

						
							
							0,74

						
							
							24

						
							
							0,83

						
							
							31

						
							
							0,88

						
							
							8

						
							
							0,92

						
							
							73

						
							
							0,56

						
							
							20

						
							
							0,92

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							D. Liberal ↓

						
							
							29

						
							
							0,74

						
							
							29

						
							
							0,82

						
							
							26

						
							
							0,90

						
							
							76

						
							
							0,65

						
							
							26

						
							
							0,66

						
							
							61

						
							
							0,78

						
					

					
							
							Letonia

						
							
							D. Liberal

						
							
							30

						
							
							0,73

						
							
							27

						
							
							0,83

						
							
							29

						
							
							0,90

						
							
							28

						
							
							0,85

						
							
							17

						
							
							0,66

						
							
							45

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							D. Elector ↓

						
							
							31

						
							
							0,71

						
							
							34

						
							
							0,80

						
							
							28

						
							
							0,90

						
							
							15

						
							
							0,90

						
							
							49

						
							
							0,61

						
							
							74

						
							
							0,72

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							D. Libe (–) ↓

						
							
							36

						
							
							0,67

						
							
							36

						
							
							0,80

						
							
							49

						
							
							0,83

						
							
							30

						
							
							0,84

						
							
							36

						
							
							0,64

						
							
							29

						
							
							0,88

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							D. Electoral

						
							
							38

						
							
							0,66

						
							
							30

						
							
							0,82

						
							
							60

						
							
							0,77

						
							
							55

						
							
							0,74

						
							
							46

						
							
							0,61

						
							
							46

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Perú

						
							
							D. Electoral

						
							
							40

						
							
							0,65

						
							
							43

						
							
							0,76

						
							
							36

						
							
							0,86

						
							
							101

						
							
							0,57

						
							
							15

						
							
							0,67

						
							
							71

						
							
							0,73

						
					

					
							
							Israel

						
							
							D. Liberal

						
							
							41

						
							
							0,65

						
							
							48

						
							
							0,74

						
							
							30

						
							
							0,90

						
							
							35

						
							
							0,82

						
							
							47

						
							
							0,61

						
							
							66

						
							
							0,74

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							D. Electoral

						
							
							44

						
							
							0,64

						
							
							38

						
							
							0,78

						
							
							64

						
							
							0,76

						
							
							78

						
							
							0,65

						
							
							6

						
							
							0,73

						
							
							88

						
							
							0,67

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							D. Elec (+) ↓

						
							
							46

						
							
							0,63

						
							
							44

						
							
							0,75

						
							
							45

						
							
							0,84

						
							
							48

						
							
							0,75

						
							
							31

						
							
							0,65

						
							
							82

						
							
							0,70

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							D. Electo ↓

						
							
							48

						
							
							0,60

						
							
							52

						
							
							0,70

						
							
							38

						
							
							0,86

						
							
							42

						
							
							0,79

						
							
							11

						
							
							0,68

						
							
							92

						
							
							0,66

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							D. Electoral

						
							
							56

						
							
							0,55

						
							
							60

						
							
							0,66

						
							
							47

						
							
							0,83

						
							
							63

						
							
							0,71

						
							
							8

						
							
							0,70

						
							
							33

						
							
							0,85

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							D. Elector ↓

						
							
							59

						
							
							0,51

						
							
							59

						
							
							0,66

						
							
							67

						
							
							0,75

						
							
							136

						
							
							0,41

						
							
							59

						
							
							0,58

						
							
							117

						
							
							0,55

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							D. Electoral

						
							
							69

						
							
							0,47

						
							
							62

						
							
							0,65

						
							
							86

						
							
							0,70

						
							
							150

						
							
							0,35

						
							
							45

						
							
							0,62

						
							
							105

						
							
							0,60

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							D. Elector ↑

						
							
							70

						
							
							0,47

						
							
							63

						
							
							0,64

						
							
							91

						
							
							0,68

						
							
							100

						
							
							0,57

						
							
							13

						
							
							0,68

						
							
							55

						
							
							0,80

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							D. Elector ↓

						
							
							80

						
							
							0,41

						
							
							78

						
							
							0,59

						
							
							92

						
							
							0,66

						
							
							33

						
							
							0,83

						
							
							74

						
							
							0,56

						
							
							126

						
							
							0,50

						
					

					
							
							México

						
							
							D. Electoral

						
							
							87

						
							
							0,39

						
							
							66

						
							
							0,63

						
							
							114

						
							
							0,53

						
							
							132

						
							
							0,45

						
							
							88

						
							
							0,54

						
							
							115

						
							
							0,56

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							Autocr (+)↓

						
							
							91

						
							
							0,36

						
							
							98

						
							
							0,46

						
							
							74

						
							
							0,73

						
							
							75

						
							
							0,66

						
							
							58

						
							
							0,59

						
							
							138

						
							
							0,38

						
					

					
							
							Ucrania

						
							
							D. Elec (–) ↑

						
							
							99

						
							
							0,32

						
							
							89

						
							
							0,52

						
							
							110

						
							
							0,54

						
							
							73

						
							
							0,67

						
							
							70

						
							
							0,57

						
							
							48

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Serbia

						
							
							Autocraci ↓

						
							
							111

						
							
							0,24

						
							
							122

						
							
							0,34

						
							
							101

						
							
							0,58

						
							
							57

						
							
							0,74

						
							
							97

						
							
							0,53

						
							
							130

						
							
							0,45

						
					

					
							
							Rusia

						
							
							Autocracia

						
							
							151

						
							
							0,10

						
							
							139

						
							
							0,26

						
							
							155

						
							
							0,24

						
							
							110

						
							
							0,54

						
							
							125

						
							
							0,43

						
							
							151

						
							
							0,30

						
					

				
			

			R: Rango. P: Puntos. (+) y (–): Tendencia al ascenso o descenso de nivel. (↑) y (↓): Ascenso o descenso sostenidos de 2011 a 2021. Fuente: https://v-dem.net/media/publications/dr_2022.pdf

			Con esto llegamos al tercer ranking internacional que vamos a considerar: el Índice de Democracia Liberal (IDL) del Instituto V-Dem (Variedades de Democracia). De las dos comparaciones internacionales que acabamos de ver, una (FH) está patrocinada por una agencia del poder político en Washington, y la otra (EIU) por un medio informativo privado con sede en Londres. Pues bien,esta tercera (V-Dem) procede del mundo académico pues está patrocinada por dos universidades: la de Gotemburgo en Suecia, a través de su Departamento de Ciencia Política bajo la dirección de Staffan Lindberg, y la de Notre Dame en Indiana (EE UU), a través del mismo Instituto Hellen Kellogg que como vimos inició la investigación de la calidad democrática bajo la dirección del gran politólogo argentino-estadounidense Guillermo O’Donnell. Este tercer ranking es mucho más reciente, pues empezó a publicarse en 2016, y su instrumento metodológico es bastante más complejo y preciso que los dos anteriores.

			Al igual que la EIU, el Instituto V-Dem clasifica los regímenes políticos en cuatro grupos: Democracias Liberales, Democracias Electorales, Autocracias Electorales y Autocracias Cerradas. Y en su grado de exigencia resultan comparables, pues las 34 Democracias Liberales (o Plenas) están igualmente restringidas a los países nórdicos, anglosajones, continentales europeos (excepto Austria, Chequia, Polonia o Hungría), latino-mediterráneos (excepto Portugal), tres latinoamericanos (Chile, Costa Rica y Uruguay) y dos asiáticos (Corea del Sur y Japón). Aunque con ciertas cautelas, pues algunas Democracias Liberales, identificadas en la tabla con el signo menos (–), presentan cierta incertidumbre en la puntuación que podría hacerles descender de rango; y otras Democracias Electorales en cambio, identificadas con el signo más (+), podrían ascender de categoría. Sorprende el bajo rango de Islandia y el muy elevado de Costa Rica y Corea del Sur. Hungría y Serbia no llegan siquiera a Democracias Electorales, quedando relegadas a Autocracias Electorales como Rusia.

			La base de datos del instituto V-Dem cuenta con 28 millones de entradas (actuales y retrospectivas) de 200 países desde 1789. Los datos proceden de equipos internacionales de 3.000 expertos a cinco por país, con los que se calculan 95 indicadores que posteriormente se agregan en 20 subíndices como componentes de 5 índices complejos. Todo ello calculado con métodos estadísticamente sofisticados, como el modelo de inferencia bayesiana denominado IRT (Item Response Theory), que se aplican a los indicadores obtenidos mediante cinco tipos distintos de escalas (Lindberg y Lührmann, 2020, pp. 28-29).

			Cuadro 3.4

			Índices del Instituto V-Dem (Variedades de Democracia)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Índices

						
							
							Componentes

						
							
							Indicadores

						
					

				
				
					
							
							Índice de

							Democracia

							Liberal (LDI)

						
							
							Índice de

							Democracia

							Electoral (EDI)

						
							
							Universalidad Sufragio

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Índice Autoridades Electas

						
							
							16 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Elecciones Limpias

						
							
							8 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Libertad Asociación

						
							
							6 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Libertad Expresión

						
							
							9 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Componentes

							Liberales (LCI)

						
							
							Índice de Igualdad ante la Ley

							y Libertades Individuales

						
							
							20 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Control Judicial

							al Poder Ejecutivo

						
							
							5 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Control Parlamentario al Poder Ejecutivo

						
							
							4 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Componentes

							Igualitarios (ECI)

						
							
							Índice Protección Igualitaria

						
							
							3 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Acceso Equitativo

						
							
							3 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Redistribución Social

						
							
							4 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Componentes

							Participativos (PCI)

						
							
							Índice Participación

							Sociedad Civil

						
							
							4 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Voto Popular Directo

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Índice Gobierno Local

						
							
							3 Indicadores

						
					

					
							
							Índice Gobierno Regional

						
							
							3 Indicadores

						
					

					
							
							Índice de Componentes

							Deliberativos (DCI)

						
							
							Argumentación Razonada

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Defensa Bienes Comunes

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Respeto Contra Argumentos

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Nivel de Consulta Popular

						
							
							1 Indicador

						
					

					
							
							Compromiso Sociedad Civil

						
							
							1 Indicador

						
					

				
			

			Fuente: Lindberg y Lührmann, 2020, pp. 32-37.

			Se advertirá por el cuadro 3.4 que hay tres índices complejos (el Igualitario, el Participativo y el Deliberativo) que, si bien el Instituto los produce y los hace públicos, sin embargo no forman parte del cálculo del Índice de Democracia Liberal con el que se establece su clasificación internacional. Esto es debido a que sus responsables son bien conscientes de que, hoy por hoy, no hay una única definición de la democracia representativa capaz de obtener consenso entre los teóricos y los especialistas, pues subsiste un amplio abanico de posturas plurales que ofrecen definiciones heterogéneas de la democracia, a veces contradictorias entre sí. Sobre todo, entre los enfoques rivales del liberalismo y el republicanismo, como ya pudimos observar y comentar en el capítulo anterior. Y por eso el Instituto V-Dem ofrece una pluralidad de índices, a elegir por el observador, capaces de dar cuenta de las distintas u opuestas versiones, o «variedades», del concepto de democracia: de ahí el nombre elegido para el Instituto.

			Cuadro 3.5

			Marco conceptual de IDEA Internacional

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							Dimensiones

						
							
							Componentes

						
					

					
							
							Democracia:

							Control Popular e

							Igualdad Política

						
							
							Gobierno Representativo

						
							
							—Elecciones Limpias

							—Sufragio Inclusivo

							—Partidos Políticos Libres

							—Gobiernos Electos

						
					

					
							
							Derechos Fundamentales

						
							
							—Acceso a la Justicia

							—Libertades Civiles

							—Derechos Sociales e Igualdad

						
					

					
							
							Control del Gobierno

						
							
							—Parlamento Eficaz

							—Independencia Judicial

							—Integridad Medios Comunicación

						
					

					
							
							Administración Imparcial

						
							
							—Aplicación Predecible

							—Ausencia de Corrupción

						
					

					
							
							Participación

						
							
							—Democracia Local

							—Democracia Directa

							—Participación Electoral

							—Participación de la Sociedad Civil

						
					

				
			

			Fuente: https://www.idea.int/sites/default/files/publications/el-estado-de-la-democracia-en-el-mundo-y-en-las-americas-2019.pdf

			Este enfoque pluralista se traduce en la oferta pública de su base de datos a todos los analistas que la quieran utilizar recalculando los diversos indicadores con arreglo a sus propios diseños metodológicos. Y así ha ocurrido ya, pues hay al menos dos instituciones internacionales cuyos análisis secundarios se basan en la base de datos de V-Dem. Ante todo, IDEA Internacional (acrónimo del Instituto para la Democracia y el Análisis Electoral), organismo intergubernamental fundado en 1995 a iniciativa sueca por trece democracías (Australia, Bélgica, Chile, Costa Rica, Dinamarca, Finlandia, India, Holanda, Noruega, Portugal, Sudáfrica, España y Suecia) para asesorar técnicamente a los países en procesos de transición democratizadora. Pues bien, desde 2016, Idea Internacional ha emprendido la publicación de sendos Informes Globales sobre El estado de la democracia en el mundo (el tercero apareció en 2020), que analizan comparativamente los regímenes democráticos internacionales con información procede de la base de datos de V-Dem, pero explotada con arreglo a un diseño metodológico propio que consta de cinco dimensiones y 16 componentes, tal como aparece esquematizado en el cuadro anterior (3.5).

			Y así ocurre también con otra comparación análoga, el Informe Open Govern Global 2019 que ha publicado recientemente la Alianza para un Gobierno Abierto (OGP, siglas de Open Government Partnership), organización internacional fundada en 2011 bajo los auspicios de la Administración Obama por ocho gobiernos (Brasil, Indonesia, México, Noruega, Filipinas, Sudáfrica, Reino Unido y EE UU) para fomentar procesos reformistas que potencien la gobernanza pública con transparencia y colaboración bilateral entre gobiernos y organizaciones de la sociedad civil, posteriormente ampliada a 79 estados. Pues bien, en sus Informes como el citado y las demás publicaciones, que ofrecen y promueven tanto análisis como proyectos técnicos y normativos de reforma institucional inspirados en el concepto de accountability oblicua (rendición de cuentas del gobierno ante la sociedad civil) que teorizó Guillermo O’Donnell (2007), siempre utilizan como fuente de información la base de datos del Instituto V-Dem.

			En cualquier caso, todas estas evaluaciones internacionales de la democracia que acaban de citarse, ya sea clásicas como las de Freedom House o vanguardistas como las de V-Dem, siempre presentan un mismo denominador común: el lamento por el actual declive de los regímenes democráticos, cuyos indicadores vienen descendiendo en los últimos años de manera sostenida, hasta el punto de degradarse hacia la desdemocratización, según los recientes ejemplos de Hungría, Polonia, Turquía o India. Las razones que explican que esto suceda así resultan ciertamente complejas, y no podremos explorarlas hasta que no profundicemos en los próximos capítulos sobre los diversos itinerarios históricos y la plural diversidad institucional de las democracias contemporáneas.

		

	
		
			CAPÍTULO 4

			HISTORIA:
LOS SENDEROS DEMOCRATIZADORES

			Tras repasar los preliminares definitorios y metodológicos, llega el momento de empezar a comparar los regímenes democráticos realmente existentes. Pero antes de comenzar con la comparación institucional, que veremos en el capítulo siguiente, hay que proceder a la comparación en el tiempo, como haremos en el presente capítulo. Para ello, distinguiremos dos problemas distintos de comparación temporal. El primero busca investigar las condiciones iniciales de aparición de los regímenes representativos: ¿qué factores antecedentes produjeron las primeras instauraciones democráticas que tuvieron lugar? ¿Cuál fue el caldo de cultivo en el que comenzaron a germinar, y cuál fue la coyuntura crítica o el acontecimiento catalizador que provocó su aparición? Es lo que se abordará en la primera sección, centrada en la que podemos llamar «invención» de la democracia, aparecida de forma germinal en suelo británico como parlamentarismo elitista a comienzos del siglo xviii. A partir de ahí, deberemos considerar, en la sección segunda, cuáles fueron las condiciones contextuales en que se produjo su difusión continental y cuáles las vías (o senderos institucionales) que alumbraron sus diversas modelos de instauración en el resto del continente durante el siglo xix. Y después, una vez instauradas sus formas primigenias, ¿cómo evolucionaron, se difundieron y se diversificaron, cuando la segunda revolución industrial generó en el último tercio del siglo xIx la política de masas? Es lo que veremos en la tercera sección, centrada en las democratizaciones contemporáneas.

			1. LA MATRIZ ORIGINARIA

			En el capítulo 2, al revisar las diferentes definiciones de las democracias, se pudo reconstruir esquemáticamente con ayuda de Held (2009) su árbol genealógico, considerado desde el punto de vista de la filosofía política y la historia de las ideas. Pues bien, en este capítulo se trata de hacer algo parecido, pero desde el punto de vista de la sociología histórica: ¿cómo fue posible que las sociedades europeas evolucionaran en el sentido en que lo hicieron, hasta dar lugar al actual predominio de las diversas formas de democracia representativa? O, dicho de otro modo, en términos de sentido común: ¿cómo se produjo la invención por los europeos de la democracia representativa, y cómo fue después evolucionando hacia sus múltiples variantes actuales?

			Para responder a esta pregunta, la mayor parte de los autores la suelen relacionar con algunas otras análogas: ¿cómo se produjo la invención del Estado, el capitalismo, la ciencia, la revolución industrial o la emancipación femenina, pero también del deporte, la moda, el arte moderno y la cultura de masas? Pues, en efecto, todas estas innovaciones institucionales surgidas sobre suelo europeo se fueron produciendo en paralelo a la que bien podemos llamar la revolución democrática, y de forma estrechamente relacionada con ésta. Tanto es así que para muchos no se trata de una mera coincidencia fortuita, sino que nos hallamos ante una auténtica constelación de novedades históricas vinculadas entre sí, como si formasen un único acontecimiento unitario, por complejo que resulte, al que los más atrevidos han llamado figuradamente el milagro europeo (Jones, 1990).

			1.1. El milagro europeo

			Pues bien, supongamos que esto fuera así. No por supuesto en el significado religioso o taumatúrgico del término «milagro», sino en su sentido metafórico de acontecer improbable y venturoso, destinado a cambiar el curso de las cosas sin posible vuelta atrás. Algo por tanto equivalente al significado moderno del término «revolución», en el sentido de acontecimiento irreversible que detiene el curso de la historia poniendo su marcador a cero para hacerla avanzar en otra dirección hacia un nuevo destino desconocido, pero más prometedor. Esta concepción teleológica del «milagro» como acontecer disruptivo pero providencial se inscribe por supuesto dentro de una filosofía progresista de la historia, inventada con la Ilustración, que le debe mucho al concepto de Civitas Dei propuesto por Agustín de Hipona, como meta final de un sendero de sentido único que conduce a la humanidad hacia su autoperfeccionamiento. Y del mismo modo el milagro sería un catalizador imprevisible que reconduce a la humanidad hacia ese venturoso happy end.

			No es necesario ser un crítico de la filosofía progresista de la historia tan acerbo como John Gray (2006) para rechazar por errónea esta visión naïf del determinismo histórico unilineal, al estilo de Hegel con su teoría del Estado como instrumento del Espíritu Absoluto. Sin embargo, de una forma u otra, aunque fuera de modo inconsciente, casi todos los padres fundadores de las ciencias sociales cayeron en este reduccionismo que permite construir una especie de gran relato de la evolución de la humanidad, con formato de ley general. Así por ejemplo Marx, tras volver del revés a Hegel, imaginó una presunta ley de la necesidad histórica que determinaba el cambio revolucionario de un modo de producción a otro, impulsado por la contradicción entre el desarrollo de las fuerzas productivas y la resistencia de las anteriores relaciones de producción. Y así, la democracia representativa no sería más que una superestructura jurídica destinada a perpetuar la dominación de la burguesía, identificando el milagro europeo con aquella «acumulación primitiva» que propició el triunfo del capitalismo mediante la revolución burguesa.

			Max Weber en cambio, sin prescindir del economicismo de Marx, lo supeditó a una lectura mucho más fiel al espíritu idealista de Hegel, identificando el «milagro» europeo con el éxito del proceso de racionalización, por el que el cálculo racional se fue imponiendo a todos los procesos tanto políticos (formación del Estado, burocratización, democratización) como económicos (capitalismo, revolución industrial, administración empresarial) y sociales (desencantamiento, secularización, autonomía institucional). Un proceso de racionalización heredado de los griegos (con su invención de la lógica aristotélica) y de los romanos (con su invención del derecho), pero que sólo logró imponerse tras el triunfo religioso de la ética protestante con su ascetismo intramundano. Por lo tanto, la democratización sería la racionalización del sistema de selección de los líderes políticos, progresivamente diferenciado del de los funcionarios burocráticos.

			Y Durkheim por su parte concibió el «milagro» europeo, entendido como sustitución de la solidaridad «mecánica» por la «orgánica», como un producto de la progresiva división del trabajo, que fue diferenciando la realidad social en un entramado cada vez más complejo (y anómico) de hechos sociales funcionalmente relacionados. Este planteamiento funcionalista sería heredado a través de Parsons por la sociología estadounidense después de la Segunda Guerra Mundial para dar lugar al célebre proceso de modernización, que fue la expresión consagrada que se impuso para referirse al «milagro europeo»: una creciente y acumulativa «diferenciación funcional» que impulsó los procesos de desarrollo económico (mercantilización, industrialización), desarrollo político (estatalización, democratización), desarrollo social (urbanización, salarización) y desarrollo cultural (alfabetización, escolarización). Y aquí conviene recordar que, para un crítico como Tilly (1991), tratar de explicar los fenómenos sociales como producto de unas fuerzas tan genéricas como la ley del progreso unilineal, que inspiró sus secuelas no menos imaginarias de los procesos de racionalización o modernización, constituye un mayúsculo error.

			Pero queda otra opción, esta vez no económica, cultural ni social sino geopolítica. Y es la de atribuir el llamado «milagro» europeo al fracaso histórico de su unidad imperial, hecha imposible por la persistencia de la fragmentación territorial. Y la mejor forma de comprenderlo es comparativamente. Hacia 1500, el nivel de desarrollo técnico, comercial e institucional de China e India era sensiblemente superior al del subcontinente europeo, pese al puntual florecimiento de regiones como Flandes, el Véneto o la Toscana. Mientras que tres siglos después, cuando se inicia el despegue industrial europeo tras la caída del Ancien Régime, la balanza entre Europa y Asia ya había invertido su signo radicalmente, cayendo víctimas en poco tiempo del imperialismo europeo tanto India primero como China después (sólo Japón mantuvo su independencia gracias a la revolución Meiji).

			¿Cómo pudo desequilibrarse tan radicalmente la correlación de fuerzas entre Oriente y Occidente? ¿Cuál fue el secreto de este milagro europeo? Sencillamente, tanto China como India estaban políticamente unificadas por su respectivo Imperio central, que pacificaba y ordenaba sus territorios manteniendo la estabilidad del sistema. Mientras que en cambio Europa permanecía políticamente dividida en una serie de Estados separados entre sí que mantenían celosamente su independencia defendiendo sus fronteras y salvaguardando su identidad mediante una feroz rivalidad militar, religiosa y comercial. Y esto proporcionó al sistema europeo un extraordinario dinamismo espoleado por un estado de guerra permanente, ya fuera fría o caliente, de todos contra todos, pero siempre con una continua cosecha de innovaciones revolucionarias en materia tanto tecnológica (primero bélica, luego industrial) como científica, económica o cultural (Jones, 1990).

			Ahora bien, en un tiempo anterior, Europa sí estuvo unificada (junto con la ribera sudoriental del Mediterráneo) por el Imperio Romano, creador de una ultraestable civilización supraterritorial, dominada por terratenientes y dirigida por militares, ingenieros y juristas, que impuso la pax romana durante medio milenio (y que prosigue hoy su dominación simbólica a través de su secuela espiritual, la Iglesia Católica). Sin embargo, por una concatenación de factores externos (las llamadas «invasiones bárbaras», origen remoto de la actual xenofobia) e internos (la tan discutida como polémica «decadencia del imperio»), y tras una primera división en dos Imperios de Oriente y Occidente, aquella unidad supraterritorial se resquebrajó y desintegró (aunque la mitad oriental sobrevivió otro milenio como Imperio Bizantino), fragmentándose el subcontinente europeo en una miriada de unidades políticas autosuficientes de todos los tamaños, desde grandes reinos como el de los francos hasta pequeñas baronías o abadías localmente diseminadas.

			Sin embargo, aunque la solidez política del Imperio de Occidente se desvaneció para siempre, su recuerdo perduró en la memoria colectiva de las generaciones posteriores de europeos, que aún hoy tratan de reproducir cuando se puede una sombra institucional de lo que fue. Como es el caso de la actual Unión Europea, esa débil confederación de Estados que a duras pretende mantener su independencia política frente a los grandes imperios externos, especialmente el chino y el estadounidense: aquél más crecido que nunca, éste cada vez menos respetado. Pero si la UE nunca ha pretendido ser un imperio real (como denunciaban los brexiters), lo cierto es que en el último milenio sí que hubo auténticos intentos de reconstruir un auténtico Imperio europeo, desde el primero carolingio hasta el último hitleriano, pasando por el Sacro Imperio Romano Germánico, el Imperio Español, el Imperio de los Habsburgo seguido del Imperio Austro Húngaro, y el Imperio Alemán, que era prusiano en realidad; y eso por no hablar de los imperios menores como el danés y el sueco, de los imperios extraeuropeos, como el portugués, el francés, el holandés o el británico, y de los imperios limítrofes como el ruso.

			No obstante, cada vez que un gobernante europeo empezaba a creerse omnipotente tras lograr imponerse a todos sus enemigos, y emprendía entonces una desmedida aventura en pos de la construcción de un imperio supraterritorial, como sucedió por ejemplo con Felipe II, Luis XIV, Napoleón, Bismark o Hitler, inmediatamente se formaba en su contra una coalición multilateral de grandes y medianas potencias, casi siempre con liderazgo británico, que se conjuraban para resistir el ascenso imperial tratando de impedirlo a cualquier precio. Y así fue como en efecto sucedió, pues todos los intentos de reconstruir el imperio romano a escala europea fracasaron finalmente, estableciéndose en cada fase un equilibrio de poder entre el aspirante al imperio y los demás miembros de la coalición opositora. Pero mientras tanto, la tensión política así creada entre las potencias hegemónicas y las subordinadas que se resistían a su dominio actuaba como un poderoso motor de cambio y desarrollo, generando una creciente cascada de innovaciones al precio de ingentes «destrucciones creadoras». Ése fue el dinámico milagro que permitió a los fragmentados países europeos superar a los estables imperios asiáticos, que por su parte seguían permaneciendo en estado estacionario, lo que les fue debilitando en términos relativos frente a los cada vez más potentes estados europeos.

			1.2. ¿La guerra, motor del cambio?

			En resumen, el argumento del milagro europeo permite plantear la siguiente generalización: la competición política (entre Estados nacionales independientes entre sí) genera conflicto pero también cambio innovador (del que habría de surgir la futura democracia), mientras que el monopolio político (el Imperio supranacional) genera paz, estabilidad y estancamiento secular. Es decir, la competencia es el más potente motor de desarrollo, y el monopolio su freno de contención. Ahora bien, esto ya se sabía desde que la economía política lo descubrió en el siglo xviii, aplicado no al poder político sino a la riqueza de las naciones: el monopolio económico acapara la riqueza, pero sólo la crea la competencia económica. Una máxima que ahora sabemos que también puede y debe aplicarse al poder, y no sólo a la riqueza. Cuanta más competencia, económica y política, mayor innovación y desarrollo (destrucción creadora): tanto competencia internacional como competencia intraestatal (según el ejemplo de la propia democracia). Y cuanto más monopolio, político y económico, más seguridad (pública y privada) pero menos crecimiento. Así, que el poder político estuviese monopolizado en India y China por su imperio respectivo les garantizó gran estabilidad, pero también estancamiento relativo, sin poder impedir ser superados a largo plazo por los competitivos depredadores europeos.

			Pero esta generalización lleva a formular la siguiente cuestión: de ambas competencias, la económica o la política, ¿cuál es la dominante, y capaz de subordinar a la otra? O, dicho de otro modo, ese milagro europeo ¿fue producto prioritario de la competitividad económica, de la competitividad política o de ambas a la par? Afortunadamente, existe una obra maestra que se planteó en otros términos esa misma cuestión. Me refiero al gran libro de Chuck Tilly Coerción, capital, y los estados europeos (1992), donde se propone investigar cuál fue el factor determinante de que Europa pasase de tener unas mil unidades políticas autosuficientes de muy diversos tamaños en 990 a que sólo subsistieran unos 25 Estados nacionales en 1990: ¿el proceso de acumulación de riqueza (Capital), el proceso de acumulación de poder (Coerción) o ambos al mismo tiempo?

			Aunque políticamente Tilly simpatizaba con el marxismo, como científico social no podía aceptar acríticamente el economicismo de Marx, para quien la acumulación de capital era la fuerza histórica predominante y el poder político estaba subordinado a aquél, sino que prefirió adoptar una perspectiva weberiana centrada en la construcción autónoma del Estado como máquina institucional destinada a adquirir y acumular poder coercitivo, tanto militar como tributario y burocrático-administrativo. Este giro estatalista, superador del economicismo común al pensamiento tanto marxista como neoliberal, no suponía ninguna novedad, pues ya la llamada «nueva historia económica» había aceptado ese mismo giro desde la obra seminal de North y Thomas El nacimiento del mundo occidental, donde plantearon que el surgimiento y desarrollo del capitalismo sólo fue posible gracias a la previa institucionalización del Estado moderno, capaz de imponer y hacer respetar el imperio de la ley con plena seguridad jurídica, lo que permitió reconocer y proteger la propiedad privada garantizando el cumplimiento de los contratos (North y Thomas, 1978; el argumento se desarrolla mejor en North, 1984). Pero Tilly llevó mucho más allá este estatalismo weberiano, pues lo provocador de su libro residió en proponer que el nacimiento del mundo moderno (por parafrasear el título de North y Thomas) fue una involuntaria consecuencia no querida de la guerra entre los Estados.

			Elevar la guerra a la categoría de motor del cambio: he ahí la para algunos dudosa hazaña del progresista Tilly, al adoptar el llamado belicismo metodológico de los historiadores militares como Martin Van Creveld (1989), Geoffrey Parker (1990) y sobre todo William McNeill (1988). ¿Y por qué la guerra? Pues en palabras de Tilly (1992, p. 114), porque funciona. «El hecho central y trágico es simple: la coerción funciona; los que aplican la fuerza sobre sus semejantes consiguen acatamiento, y de dicho acatamiento derivan las múltiples ventajas del dinero, los bienes, la deferencia y el acceso a placeres negados a los menos poderosos». Pues, en definitiva, los conquistadores coronados por el éxito siempre se imponen a los pacíficos comerciantes, expropiándoles sus riquezas. Pero aquí surge la gran paradoja del argumento, y es que de una actividad objetivamente letal y destructiva, como es la guerra, se derivaron una serie de consecuencias encadenadas que a largo plazo generaron, como consecuencia no querida, la democracia representativa. Los estadistas belicosos jamás pretendieron ponerse al servicio de sus súbditos, ni menos aún someterse a su libre elección. Pero, sin embargo, al competir bélicamente entre ellos, impulsaron sin querer una imprevista transformación histórica: el proceso de conversión civil del Estado, que de ser en 1500 una máquina de guerra al servicio de las dinastías competidoras entre sí, pasó a transformarse, en el siglo xx, en una burocracia civil proveedora de bienes públicos y protectora de derechos al servicio de los ciudadanos.

			El razonamiento de por qué fue esto así ya estaba contenido en la obra maestra de William McNeill (1988), quien argumentó que los Estados dinásticos del 1500, para poder potenciar y desarrollar su capacidad bélica, se vieron obligados a recurrir al auxilio de la sociedad civil, ya residiera en sus territorios jurisdiccionales o fuera de éstos. Y este creciente recurso a las fuerzas sociales como base imprescindible del esfuerzo de guerra se articuló en cuatro grandes áreas. Ante todo, la tecnología militar, provista por fabricantes privados y distribuida por comerciantes de armas. Mucho se ha insistido en que la innovación tecnológica militar siempre se adelantó a la innovación civil (Van Creveld, 1989), pero lo cierto es que ambas procedían del mismo sector privado y en cualquier caso la demanda era estatal, aunque la producción y comercialización fuera civil.

			En segundo lugar, las propias fuerzas militares, reclutadas, armadas, entrenadas y avitualladas por empresarios privados de la guerra (los condottieri, los mercenarios), contratados como estrategas al servicio de los Estados dinásticos: como el gran Wallenstein, protagonista de la Guerra de los Treinta Años, terror de los luteranos suecos y daneses que asoló Alemania al servicio del Imperio católico de los Habsburgo. Esta privatización de la guerra duraría hasta 1800, cuando la Revolución Francesa nacionalizó el ejército de la República (o del Imperio, ya bajo Napoleón I) mediante la levée en masse: el reclutamiento obligatorio de todos los ciudadanos varones conscriptos para la prestación forzosa del servicio militar a su país. En tercer lugar, el capital a crédito provisto por la banca privada que era necesario para financiar por adelantado tanto a los fabricantes de armas como a los empresarios de la guerra que pagaban la soldada a sus huestes. Incluso el Imperio de la Monarquía Hispánica, que recibía regularmente las remesas de la plata del Potosí suministrada por sus galeones de las Indias, se vio obligado a endeudarse una y otra vez con la banca de Milán o Augsburgo, hasta el punto de que Felipe II suspendió pagos en cuatro ocasiones durante su reinado. Y por último, pero quizá lo más importante, la presión tributaria impuesta a la población civil para poder sufragar el esfuerzo de guerra devolviendo así los abultados créditos con que se financiaban las empresas bélicas.

			Este último punto es el que retoma Tilly como el argumento clave de su proceso de conversión civil, de acuerdo al esquema siguiente. En última instancia, el esfuerzo de guerra sólo puede crecer si también lo hace la masa tributaria extraída a la población. Ahora bien, si se intensifica demasiado la presión tributaria sobre la riqueza de los contribuyentes, éstos empezarán a empobrecerse o al menos no podrán seguir creciendo tanto como podrían. En cuyo caso la masa tributaria extraída del conjunto de la población tampoco podrá crecer. Por lo tanto, el único modo de que los impuestos crezcan es que también lo haga la base imponible de la población civil, pues cuanto mayor crecimiento económico haya, mayor será la base imponible, mayor la masa tributaria extraída y por tanto mayor el esfuerzo de guerra que se puede llegar a financiar. Ésta es la explicación de que para que crezca el poder bélico (la Coerción) también deba crecer la riqueza (el Capital).

			A partir de aquí, Tilly esboza las tres vías evolutivas que siguieron los Estados europeos en abierta competición por el poder continental. Ante todo, la Vía Intensiva en Coerción de aquellos grandes estados periféricos, como España, Prusia o Rusia, que apostaron todas sus cartas a la acumulación de poder militar, despreocupándose de desarrollar la base imponible de sus poblaciones. En segundo lugar, la Vía Intensiva en Capital de aquellas constelaciones de ciudades-estado, como el Norte de Italia o las Provincias Unidas holandesas, que se dedicaron continuadamente a la acumulación de riqueza mediante el comercio y las finanzas, invirtiendo mucha menor proporción presupuestaria al esfuerzo de guerra. Y, en tercer lugar, la Vía de Coerción Capitalizada, seguida por aquellos Estados centrales que invirtieron sus recursos en acumular a la vez tanto el capital financiero y productivo como el poder coercitivo y militar, como Inglaterra y Francia.

			Figura 4.1

			Vías de acumulación de poder y de capital, según Tilly
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			Fuente: Adaptado de Tilly, 1992, p. 95.

			En principio, parecería que, en la contienda bélica entre las dos vías extremas, debería de haberse impuesto la intensiva en coerción sobre la intensiva en capital, dada la mayor acumulación de fuerza armada de aquélla en términos absolutos. Pero no fue así, como revela el enfrentamiento bélico de casi un siglo entre la corona española y las Provincias Unidas, que finalmente acabó con la victoria de éstas. Es verdad que los españoles Tercios de Flandes eran más eficaces por su potencia bélica superior. Pero a cambio, los calvinistas holandeses fueron mucho más eficientes (en términos de eficacia por unidad de coste), innovando tanto en táctica, disciplina e instrucción militar como en coordinación logística bajo el liderazgo de Mauricio de Nassau, hijo de Guillermo de Orange. Es lo que Parker (1990) llamó «Revolución Militar», retomando así la hipótesis weberiana sobre la ética protestante y el espíritu del capitalismo para aplicarla al campo geopolítico.

			Pero al final, concluye Tilly, se impuso la tercera Vía de Coerción Capitalizada, seguida por aquellas grandes potencias como Francia y Reino Unido que supieron desarrollar al mismo tiempo tanto la base imponible de sus poblaciones, enriquecidas por altas tasas de crecimiento económico, como la eficiencia bélica de su maquinaria militar. De este modo, gracias a su saneada financiación, sus ejércitos y marinas lograron imponerse a las fuerzas imperiales de los Habsburgo (Inglaterra superando en el océano a España, tras la derrota de la Armada Invencible, y Francia superando en tierra al Imperio de los Habsburgo como gran vencedora continental de la Guerra de los Treinta Años). Pero al mismo tiempo, gracias a sus continuas victorias militares, estas potencias victoriosas lograron enriquecer todavía más a sus poblaciones civiles, reforzando así el crecimiento de su base imponible y por tanto también del presupuesto estatal. Con lo cual se realimentaba un círculo virtuoso autosostenido que potenciaba simultáneamente tanto la acumulación de poder estatal como del capital productivo que en definitiva lo financiaba.

			Y completando la lógica de su argumentación, Tilly concluye explicando el surgimiento de la democracia representativa como una consecuencia no prevista de este círculo virtuoso entre base imponible y financiación bélica. Para lograr que los titulares de dicha base imponible, fueran grandes hacendados y comerciantes o pequeños propietarios urbanos o rurales, aceptasen financiar con sus impuestos el esfuerzo de guerra, las autoridades debieron em- prender con ellos duras negociaciones, que a la larga dieron lugar al pacto no escrito de pagar impuestos de guerra a cambio de Derechos y Libertades: derechos civiles a la vida, la integridad y la propiedad, libertades personales protegidas por leyes de habeas corpus y procedimiento debido, y muy pronto derechos políticos. Así se fue logrando paulatinamente en el parlamentario Reino Unido, según acuerdo pronto aceptado como normativo que finalmente alumbró el estallido de la Revolución Americana, bajo el principio de No Taxation Without Representation: sin representación no hay impuestos.

			Y aquí surge una duda, que Tilly no acaba de despejar. ¿Qué guerra? O más bien, ¿de qué guerras, en plural, estamos tratando? ¿Todas ellas, de forma genérica sin especificar? A veces parece como si Tilly estuviera planteando una ley social del enfrentamiento bélico como motor de la historia, en sustitución de la «lucha de clases» de Marx o del por él denigrado «proceso de modernización» funcionalista. ¿Qué es eso de «la guerra»?: ¿quizás una institución civilizatoria a su pesar? ¿No cabe concretar algo más, y empezar a definir qué áreas de enfrentamiento bélico fueron las que activaron o catalizaron el desarrollo geopolítico de Europa? ¿Sólo la competencia y rivalidad internacional entre las grandes potencias, en disputa por la hegemonía militar y política del continente europeo?

			1.3. La revolución burguesa

			Es en este punto donde conviene recurrir a otro autor de la generación anterior a Tilly, pero además colega suyo y coautor de libros comunes: Stein Rokkan (2017), al que ya he citado profusamente en la Introducción del libro, y al que el propio Tilly reprocha, después de elogiar encarecidamente sus mapas conceptuales geopolíticos, que no tuviera suficientemente en cuenta el factor bélico como impulsor del desarrollo europeo (Tilly, 1990, p. 170). Pues bien, según el enfoque de Rokkan, el enfrentamiento inter territorial en Europa puede clasificarse, con independencia de las justificaciones alegadas por sus protagonistas (como las guerras de religión), en tres grandes tipos de arenas de lucha o campos de contienda donde se ventiló y a veces solventó la conflictividad geopolítica, a las que cabe llamar imperial/estatal, centralizadora/periférica y absolutista/parlamentaria.

			En primer lugar, tenemos la tensión diplomática entre los Imperios católicos supraterritoriales y las naciones-estado construidas en sus periferias, que defendían su independencia sobre todo si eran protestantes, según el ejemplo ya citado de los Países Bajos en rebeldía contra la Monarquía Hispánica, que los ocupaba desde que fue titular del Imperio de los Habsburgo. Este tipo de contiendas regionales solían extenderse después a otros varios países implicados que terminaban por participar en ellas. Ése fue el caso de la misma Guerra de Flandes (Smit, 1989; Tenenti, 1999, pp. 38-100), que también se internacionalizó hasta constituir un frente secundario de batalla en la Guerra de los Treinta Años (Parker, 2004). En su inicio, esta última parecía otra guerra de religión entre Reforma y Contrarreforma, pero al final fue mucho más compleja, desde que la católica Francia optó por alinearse con los luteranos nórdicos y los calvinistas holandeses contra los Austrias de Viena y de Madrid. De ahí que esa gran guerra inter europea, concluida con la paz de Westfalia (1648), deba ser entendida como la coyuntura crítica fundacional de la Europa moderna, dado que instituyó el principio de soberanía territorial por el que cada país renuncia a intervenir en los asuntos internos de los demás. Y por esta razón constituye el mejor ejemplo de equilibrio de poder entre las grandes potencias y las que se resistían a su hegemonía, causa del «milagro europeo» como se comentó páginas atrás.

			En segundo lugar, por seguir con el esquema de Rokkan, dentro del Imperio y de cada Estado independiente aparecía la tensión territorial entre la capital centralizadora y las áreas fronterizas periféricas que se resistían a su integración, como la simultánea rebelión contra la Monarquía Hispánica de las Provincias Unidas holandesas, iniciada en 1585, y de los reinos de Portugal, Cataluña y Nápoles incorporados a la sublevación hacia 1640 (Elliott, 1989), contiendas que concluyeron en torno a la paz de Westfalia con la independencia de los Países Bajos y Portugal pero el mantenimiento de la sujeción de los otros dos reinos. Y, en tercer lugar, dentro igualmente de cada Estado territorial, también podía crearse una fuerte tensión política entre la élite cortesana de la alta nobleza, que apoyaba el monopolio del poder ejercido por la corona absolutista, y las demás élites señoriales y urbanas, que se resistían a perder tanto su autonomía local como sus derechos estamentales de representación parlamentaria, como ocurrió a mediados del mismo siglo xvii con la Guerra Civil inglesa (Stone, 1989; Tenenti, 1999, pp. 101-152) y la Fronda francesa (Mousnier, 1989). Luego volvemos a esta tercera arena de contienda.

			¿A qué se debía que los conflictos bélicos se situasen en una u otra arena de contienda, o en varias a la vez? Según Rokkan, esto dependió de la combinación en cada territorio de seis variables estructuradas en tres dimensiones. Económicamente dependía de la estructura agraria (grado de concentración de la propiedad, derivado del pasado feudal) y urbana (tamaño y estructura monocéfala o policéfala de la red de ciudades). Políticamente (formación del Estado), de la distancia geopolítica (dependencia/independencia) respecto al Imperio Romano-Germánico y respecto al Cinturón de Ciudades (eje de Milán a Flandes) como fuente de financiación. Y culturalmente (construcción de la nación), de la distancia geopolítica (dependencia/independencia) respecto a la iglesia de Roma y de la estructura étnico-lingüística de cada territorio. Así se dibujaban los dos ejes cartográficos de su «mapa conceptual» europeo (véase supra, cuadro 1.2, p. 23).

			Ante todo, el eje Oeste-Este determinado por la distancia geopolítica al Cinturón de Ciudades, articulado por las cuencas del Po, el Ródano y el Rin. Al oeste de dicho Cinturón se produjo la formación de los grandes Estados centralizados como Inglaterra, Francia y España. En torno a dicho Cinturón se formaron las confederaciones policéfalas de ciudades, como las Provincias Unidas holandesas, la Confederación helvética y las repúblicas urbanas del norte de Italia. Y al este de dicho Cinturón se formaron los Imperios centrales y orientales: el romano-germánico, el prusiano, el austrohúngaro y el ruso.

			Y después, el otro eje Norte-Sur, determinado por la distancia geocultural en dirección a Roma, pues cuanto mayor era esa distancia (como en el caso de Inglaterra, que apenas estuvo romanizada, o los países nórdicos, que nunca lo estuvieron), más rápida y eficazmente se produjo la construcción de una identidad nacional independiente, hecha posible por la temprana fundación de una iglesia nacional reformada (protestante) que imponía en su culto la lectura en lengua vernácula unificada, lo que pronto daría lugar a una literatura nacional. Y en cambio, cuanto más próximo a Roma estuviera un territorio, más difícil y tardía fue la construcción de una identidad nacional propia (como en el caso de España, Italia o Alemania: el área de la Contrarreforma), dada su dependencia cultural de la Iglesia Católica, supraterritorial y cosmopolita por su propia naturaleza.

			Esto explica que el origen de la democracia parlamentaria surgiera en Inglaterra, un estado-nación surgido en la periferia del antiguo Imperio Romano, situado al oeste del Cinturón de Ciudades, con lengua vernácula independiente del latín y muy lejos de la influencia católico-romana, pues allí convergían y se reforzaban las tres arenas de conflicto: la imperial/estatal, la centralizadora/periférica y la absolutista/parlamentaria (o católica/protestante). Tres campos de contienda que al coincidir en la Guerra Civil inglesa (1642-1649) crearon la coyuntura crítica de la que habría de surgir el triunfo del parlamentarismo como precedente de la democracia representativa (Stone, 1989). Y aquí debe subrayarse el paralelo entre esa Guerra Civil y la contemporánea Fronda francesa (1648-1653), contienda armada entre la élite cortesana y la nobleza territorial aliada con el Tercer Estado del Parlamento (Mousnier, 1989), que bien pudo haber generado una situación análoga a la inglesa. Pero no fue así: mientras en la contienda británica se impuso el bando parlamentario que venció a la Corona absolutista, procediendo a ajusticiar al Rey Carlos I Estuardo en 1649, en Francia por el contrario el bando absolutista liderado por el regente Mazarino se impuso a la Fronda rebelde, señorial y parlamentaria.

			¿Qué hubiera pasado en Francia si la Fronda se hubiera impuesto a Mazarino? ¿Habría surgido el triunfo del parlamentarismo en Francia, antes de hacerlo en Inglaterra? Imposible saberlo. Pero resulta bastante explicable el triunfo del absolutismo en Francia aplicando las intuiciones de Rokkan, dado que, a diferencia de Gran Bretaña, este país fue completamente romanizado por el Imperio como una de sus mayores provincias durante varios siglos; además, su territorio era adyacente al Cinturón de Ciudades situado en su frontera oriental; y tanto por su lengua romance como por su fe católica (unificada con baño de sangre tras la eliminación del calvinismo hugonote en la Matanza de la Noche de San Bartolomé), parecía un candidato predestinado al absolutismo. Como así ocurrió, tras alcanzar la mayoría de edad Luis xiv, el Rey Sol: el gran constructor de un Estado absolutista destinado a servir de modelo a todos los posteriores absolutismos europeos.

			Según el modelo de Rokkan, esta predisposición al absolutismo o al parlamentarismo venía predeterminada por la ruptura o no de la continuidad histórica de la representación parlamentaria estamental, vigente en el feudalismo medieval. En efecto, hubo territorios donde esa continuidad representativa no se interrumpió más que por breves períodos, como en Inglaterra o Suecia, entre los Estados centralizados, o en las Provincias Unidas y la Confederación Helvética, en las confederaciones urbanas policéfalas. Mientras que en otros territorios sobre todo católicos dicha tradición se vio interrumpida o reducida al mínimo durante largos períodos, como en España, Francia, Prusia, Austria o el Imperio, gobernados durante mucho más tiempo por regímenes absolutistas. Pero además de esa predisposición heredada del pasado, para que el absolutismo fracasara o se reforzase hizo falta una guerra civil, como coyuntura crítica de la que dependió el curso futuro de la historia. En el caso inglés, dicha guerra civil supuso la derrota del absolutismo en 1649 seguida después por el triunfo de la Revolución en 1688, así llamada porque sus protagonistas entendieron que estaban restaurando los derechos de representación parlamentaria bloqueados por los monarcas absolutos a la francesa (Tenenti, 1999). Mientras que en el caso francés ocurrió a la inversa, venciendo la corona definitivamente a los intentos señoriales de restablecer la representación parlamentaria, con lo que el absolutismo quedó consolidó hasta 1789, actuando en ese siglo y medio como una fuente de irradiación absolutista sobre toda la política continental europea (Elias, 1982).

			Hay que entender el contexto temporal en que esta disputa entre la Corona y el Parlamento se está produciendo a mediados del siglo xvii. La centralización monárquica del absolutismo francés parecía un avance histórico puesto que implicaba abolir el tradicional parlamentarismo estamental, lo que para sus defensores resultaba algo «moderno» y «progresista» en tanto que impulsor de la soberanía y la «Razón de Estado». Mientras que la pequeña nobleza parlamentaria se oponía a su abolición en nombre tanto de una tradición secular como, en el caso inglés, en defensa de las sacrosantas «libertades de los ingleses» (es decir, de la pequeña nobleza local), que legendariamente se remontaban a la Carta Magna arrancada en 1215 a Juan I Plantagenet. De ahí que, en realidad, la rebelión parlamentaria de 1642 contra Carlos I Estuardo fuera una causa objetivamente reaccionaria, en el sentido regresivo de retorno al pasado. Lo que en el lenguaje de la época se entendía como una causa «revolucionaria», pues por entonces el concepto de «revolución» no significaba una ruptura en dirección al futuro sino una regresión de vuelta al pasado (según el sentido etimológico del término «revolución»). Sólo después del triunfo de la Revolución inglesa de 1688, cuando el anterior parlamentarismo estamental fue sustituido por el naciente parlamentarismo electoral (si bien reducido a una exigua minoría oligárquica), que sí era una auténtica novedad histórica en la Europa de entonces (aunque afín a las experiencias holandesa y suiza, también de origen calvinista), empezó a cambiar de sentido la expresión con su nuevo significado progresista de avance hacia el futuro.

			De ahí que la guerra civil, tanto en su versión inglesa (rebelión del Parlamento Largo) como francesa (la Fronda), aparezca históricamente como una coyuntura crítica o un experimento crucial, destinado a reforzar la trayectoria institucional previa en el caso francés, o a imprimir un cambio de rumbo al curso de la historia, en el caso inglés. Esta constatación está implícita en la obra maestra de Barrington Moore (1975), el maestro de Charles Tilly que sintetizó a Marx, Weber y Hintze para refundar en 1966 la sociología histórica. En la tradición marxista, Moore define el triunfo del parlamentarismo tras la guerra civil inglesa como una ruptura revolucionaria y violenta con el pasado, protagonizada por la gentry (pequeña y mediana nobleza terrateniente) como clase propietaria independiente, que permite coronar con éxito la primera revolución burguesa de la historia alumbrando así el nacimiento tanto del capitalismo industrial como de la democracia parlamentaria. Y una revolución violenta no sólo porque surge de una guerra civil, sino porque su base de poder procede de la privatización forzosa de los bienes comunales mediante las enclosures o cercamientos de tierras, registradas después por la gentry como propiedad privada bajo la protección jurídica del parlamento. Por eso mismo, ésta fue una de las causas de la guerra civil, dado que los campesinos y aparceros expropiados de sus tierras acudieron a reclamar ante los tribunales del monarca, que decidió prestarles su defensa contra los intereses de la gentry privatizadora. Pero todo fue inútil, pues tanto el Parlamento victorioso como después la Restauración legalizaron y extendieron la práctica de los cercamientos forzosos, expulsando de sus tierras a los campesinos para convertirlos así en los «trabajadores libres» de Marx, obligados a emigrar a la ciudad para contratarse como mano de obra asalariada en las nacientes manufacturas de la revolución industrial.

			En efecto, las violentas enclosures unilaterales constituyen la partida de nacimiento, y también el pecado original, del capitalismo moderno. Así consta en la versión marxista de la historia, pues forman parte principal, junto con la trata de esclavos y el expolio de las colonias, de aquella «acumulación primitiva» que después se capitalizó para invertirla productivamente en la explotación de las tierras comerciales y las manufacturas industriales. Pero también en la versión liberal, pues gracias a ellas se limitó la propiedad compartida (ya fuera feudal, aparcera o comunitaria) y se generalizó la nuda propiedad privada, susceptible de ser enajenada a discreción por voluntad individual, creándose de esta forma los incentivos necesarios para que a partir de entonces ya fuera rentable invertir recursos (tecnología, capitales y mano de obra asalariada) en la explotación comercial de la agricultura o la ganadería intensivas y en las manufacturas urbanas (North, 1984).

			Pero como demostró Barrington Moore, las enclosures también significaron la partida de nacimiento del parlamentarismo liberal, al crear la base de poder de una nueva clase social independiente de la corona: la gentry propietaria, capitalista y puritana, que empezó a competir por el poder frente a la alta aristocracia cortesana que rodeaba al monarca, protagonizando así la primera revolución burguesa. No obstante, según Moore, el pionero precedente inglés no fue más que el precursor de otros casos de revolución burguesa, como la francesa de 1789 o la Guerra Civil estadounidense (1861-1865), entendiendo los tres casos como un conflicto entre los grandes terratenientes proclives al absolutismo y la burguesía agraria, comercial e industrial, con victoria definitiva de ésta sobre aquéllos. Pero como veremos, estos tres casos de instauración democrática son diferentes entre sí, pues en muchos aspectos el modelo francés es inversamente opuesto al inglés, dada la propensión al centralismo jacobino de aquél, heredado del largo pasado absolutista, frente al liberalismo parlamentario de éste. Volveremos sobre esta distinción.

			1.4. Democracia y guerra civil

			Esas dos experiencias precursoras tanto del parlamentarismo como del absolutismo surgieron como subproducto aplazado de sendas guerras civiles, desencadenadas en pugna por el control del poder político del Estado, que finalizaron con resultados opuestos. La Fronda terminó con la victoria definitiva del absolutismo, sin que la causa de los vencidos pudiera recuperarse de la derrota durante siglo y medio. En cambio, la guerra civil inglesa, que tras el ajusticiamiento del monarca pareció decantarse por la derrota definitiva de la corona, estableciéndose la República parlamentaria (Commonwelth) bajo el dictado puritano de Cromwell, a la larga terminó en tablas, pues tras la muerte del dictador se produjo en 1660 la Restauración de la monarquía bajo el reinado de Carlos II. Pese a ello, la nueva corona tampoco logró estabilizarse, y menos imponer de nuevo el absolutismo, ya inaceptable para las élites dirigentes. Y así fue como en 1688 se expulsó a los Estuardo y se invitó a una dinastía holandesa para que ocupase el trono de una inédita monarquía parlamentaria como nuevo régimen estable destinado a perdurar, sirviendo de ejemplo precursor del naciente liberalismo occidental (Tenenti, 1999, pp. 153-174; Pipes, 2002, pp. 165-202; Zakaria, 2003, pp. 29-173).

			Y es que las élites inglesas, divididas entre el partido de la corona (precursor de los tories) y el de la gentry (antecesor de los whigs), habían acabado por comprender que ninguno de ambos podría imponerse al otro definitivamente, estableciéndose entre ellos una suerte de permanente equilibrio de poder. Ésa fue la situación de tablas o empate que determinó el pacto fundacional de alternancia en el poder mediante elecciones parlamentarias restringidas a las clases elevadas. Y como sugirió Norbert Elias (1992), ese pacto entre caballeros supuso la fundación de la democracia parlamentaria como continuación de la guerra civil por medios incruentos, pues de ese modo proseguía la lucha por el poder entre conservadores (tories) y liberales (whigs), pero ya no en el campo de batalla con las armas en la mano sino en el campo de juego de la pacífica competición electoral. Una competición sometida a las mismas reglas de juego limpio (fair play) que presidían la competición entre caballeros (gentlemen) del deporte moderno (sport), por entonces inventado por la misma gentry que estaba creando la jardinería paisajista, el capitalismo liberal y la revolución industrial, a la vez que el parlamentarismo. Y esa deportividad aplicada a la lucha por el poder implicaba respeto a los derechos del adversario y obediencia al juez-árbitro que aplica el reglamento electoral acordado en común.

			De este modo es la guerra civil, y no la guerra en general, la que aparece como matriz imprevista de la democracia electoral, donde el poder se concede al vencedor no de una guerra donde se impone el más fuerte sino de una competición desarmada entre aquellos aspirantes antagonistas que se disputan el favor de los electores. Como decía Linz (1990), la democracia se convierte en «el único juego en la ciudad», una vez definitivamente superados los juegos de guerra por el poder. O, dicho de otro modo, la democracia surge como el mejor modo de contener la conflictividad civil, en el doble sentido de que la civiliza definitivamente a la vez que la encauza de forma pacífica sublimándola. Pues la democracia es la institucionalización incruenta de la conflictividad política.

			Es el mismo esquema que tiempo después sería propuesto por uno de los teóricos más citados de las transiciones a la democracia, Dankwart Rustow (1970), que estableció su propia matriz genética de precondiciones favorables para que se iniciara la dinámica de la democratización. Ante todo, se requiere la existencia previa de una unidad nacional con base territorial e identidad cultural común, pero dividida por un conflicto político irresoluble que amenaza con reabrir la lucha civil recurrente. No todos los conflictos divisorios abren procesos democratizadores, pues los hay autodestructivos para ambas partes, como la Guerra de las Dos Rosas en Gran Bretaña, que sólo pudo superarse mediante el absolutismo de los Tudor. Pero también hay conflictos que dan lugar a soluciones contractuales de compromiso estable, como la Gloriosa revolución de 1688 que permitió superar definitivamente la propensión a la guerra civil de los ingleses, según acabamos de ver. O la transición española a la democracia, fundada en el común acuerdo de impedir el eterno retorno de la guerra civil (Cotarelo, 1992, p. 8).

			Así, una vez alcanzado un acuerdo pacificador de compromiso mutuo entre los antagonistas, ese acuerdo debe traducirse en la común aceptación de unas mismas reglas de convivencia política y competición electoral. Lo que significa acuerdo consensual en torno a las reglas de juego, pero rivalidad antagónica respecto al resultado del encuentro. Por último, para consolidar la coexistencia pacífica resulta necesario el aprendizaje de una cultura democrática compartida en común, basada en el respeto recíproco a los derechos del adversario. Lo que precisa el suficiente paso del tiempo para que se produzca su habituación, así como su transmisión socializadora a las siguientes generaciones. Y esta secuencia dinámica de instauración democrática propuesta por Rustow (1970) resulta análoga a la que se deduce de los procesos de pacificación de los conflictos armados, tal como los analiza Krumwiede (1999) a partir del hexágono civilizador de Dieter Senghaas.

			Pues bien, esta continuidad clausewitziana entre la guerra civil y la democracia, por la cual ésta se produce como la continuación de aquélla por métodos pacíficos e incruentos, hace de la democracia el mejor método institucional para la resolución de los conflictos civiles y políticos. Pero al mismo tiempo, la condena a basarse de forma permanente en la conflictividad y el antagonismo (Mouffe, 1999), recordando la vieja definición que hizo Schmitt (1991) de lo político como dialéctica del amigo y el enemigo. Y esto determina que la lucha electoral por el poder, con su terminología de campaña bélica, recuerde demasiadas veces a una guerra civil, afortunadamente desarmada, pero de agresiva violencia verbal, haciendo derivar la competición democrática hacia la confrontación política, la polarización ideológica y el enfrentamiento civil.

			2. TRES VÍAS DE INSTAURACIÓN

			Ese fue el caldo de cultivo, catalizado por los conflictos bélicos internacionales y civiles del siglo xvii, que alumbró las primeras instauraciones democráticas. En esta sección se describirán las etapas de su secuencia de desarrollo y las distintas vías divergentes que se abrieron entre unas y otras regiones en función del diferente procedimiento con que se desarrolló el proceso, lo que analizaremos a partir de Robert Dahl (1990).

			2.1. Fases del proceso de instauración

			Pero antes de distinguir dichas vías, conviene situarlas en perspectiva histórica, estableciendo la periodización de su desarrollo secuencial a largo plazo propuesta por Stein Rokkan (2017), según resumen de Peter Flora (2017) que consta de cuatro etapas: la formación del Estado, la construcción de la nación, la instauración democrática propiamente dicha y el establecimiento del Estado de bienestar. O dicho en la terminología de Rokkan: Fase I de «Penetración» del Estado en el territorio; Fase II de «Estandarización» lingüística de la población; Fase III de «Participación» de los ciudadanos en el proceso político; y Fase IV de «Redistribución» de los recursos y las oportunidades, según el esquema reproducido en el siguiente cuadro 4.1.

			Cuadro 4.1

			Fases del proceso democratizador según Rokkan

			
				
					
					
				
				
					
							
							Fase I (Coerción):

							Penetración.

							Formación del Estado.

						
							
							Instituciones extractivas de recursos para la defensa común, el mantenimiento del orden interno y el arbitraje de conflictos. Centralización territorial y erección de fronteras externas. Unificación política, económica y cultural de la élite central.

						
					

					
							
							Fase II (Cultura):

							Estandarización.

							Construcción de la identidad nacional

						
							
							Nacionalización: ejércitos con servicio militar obligatorio, escolarización obligatoria estandarizada en la lengua vernácula, medios de comunicación de masas estandarizados en la lengua vernácula, creación de canales de contacto directo entre la élite central y las poblaciones provincianas de las periferias

						
					

					
							
							Fase III (Política):

							Igualación del derecho de Participación.

							Proceso de instauración democrática

						
							
							Establecimiento de la ciudadanía política: reconocimiento del derecho de oposición, ampliación del electorado para los órganos de representación, formación de partidos organizados y de asociaciones en defensa de intereses corporativos, fomento de la participación activa de las masas subordinadas.

						
					

					
							
							Fase IV (Economía):

							Redistribución de los

							recursos/beneficios.

							Estado de bienestar.

						
							
							Establecimiento de la ciudadanía social: desarrollo de los servicios públicos de bienestar, desarrollo de políticas a escala nacional para la igualación de las condiciones económicas por medio de transferencias e impuestos progresivos.

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Peter Flora (2017), p. 91.

			En este punto conviene recordar una distinción teórica establecida al comienzo del libro a partir de Morlino (2009): Estado y régimen son dos entidades distintas y disímiles, pues mientras éste puede cambiar con relativa rapidez, aquél permanece estable con lentos cambios sólo graduales. Pues bien, en el esquema de Rokkan que aparece en el cuadro 4.1, las dos primeras fases se refieren a la lenta formación del genérico Estado nacional, mientras que la tercera remite a la instauración de un régimen específico como es la democracia representativa, y la cuarta se relaciona con la posterior democratización. Con esto se quiere decir que aquellas dos primeras fases son condición necesaria (aunque no suficiente) para que después se instaure una democracia, pero el que esto suceda no es algo necesario ni demasiado probable, como revela la longeva persistencia del absolutismo continental, aunque sí es desde luego posible, como sucedió tempranamente en el caso anglosajón. Pues una vez construido, un Estado nacional puede llegar a estar dirigido de forma contingente tanto por un régimen democrático (parlamentarismo, presidencialismo, federalismo, etc.) como por otro no democrático: absolutismo, autoritarismo, totalitarismo, autocracia...

			Esta puntualización resulta importante para disipar el malentendido que se desprende del cuadro 4.1, cuyo esquema parece dibujar una secuencia cronológica de desarrollo consecutivo en forma de historia natural, como si la democracia social fuera el único desenlace posible de un relato lineal de sentido único predestinado de antemano. Y no es así. La construcción del Estado nacional puede dar lugar finalmente a una pluralista democracia representativa, en efecto, pero también al totalitarismo soviético, al Tercer Reich alemán o a la tecnocracia china de partido único. Y la aparente predestinación democrática que se desprende del cuadro 4.1 es un efecto óptico debido a que su esquema está construido sobre la experiencia histórica de aquellos territorios europeos, como Gran Bretaña, los Países Bajos o Suecia, que improvisaron las primeras instauraciones democráticas. Y Rokkan fue consciente de este problema constatando la gran diferencia entre los países pioneros de desarrollo lento y prolongado (como los ribereños del Mar del Norte), que pudieron abordar sucesivamente las cuatro fases afrontando cada una a su debido tiempo, y los demás países de desarrollo tardío pero rápido (como los ribereños del Mediterráneo) que debieron acometer las cuatro fases a la vez con «acumulación de desafíos», por lo que su proceso de instauración democrática resultó más fracturado y conflictivo, con fracasos e interrupciones antidemocráticas (Rokkan, 2017, pp. 134-137).

			Vayamos pues con las distintas fases del esquema del cuadro 4.1. Al proceso de formación del Estado Rokkan le asigna el término de «penetración» porque ése era el sentido que tenía la creación de un centro político (la capital) dotado con capacidades fiscales y militares que proyectaba su poder coercitivo sobre la población y el territorio bajo su jurisdicción. Así, la penetración del poder estatal debía alcanzar hasta los territorios periféricos lindantes con sus fronteras exteriores, siendo capaz tanto de defenderlas como de evitar que poderes extranjeros pudieran invadirlas y sus súbditos evadirse a través de ellas. Y para sostener esto Rokkan se basaba en el célebre ensayo de Hirschman (1977) Salida, voz y lealtad, alegando que la supervivencia del Estado dependía precisamente de su poder para impedir tanto la salida de sus periferias (o la entrada de agentes externos) como la voz de protesta de sus poblaciones autóctonas. De ahí la importancia fundamental de las fronteras que controlan los flujos de entrada y salida, y la consiguiente tensión entre el centro estatal (la Capital) y sus periferias, que gracias a su proximidad a las fronteras podrían resistir con éxito los intentos estatales de asimilación e integración.

			Esta tensión entre el centro y las periferias será una constante en toda la historia europea, siendo aplicable tanto a las relaciones entre el Imperio y sus territorios fronterizos, donde nacerán los futuros Estados independientes, como a las que se dan entre la capital de cada Estado y sus provincias periféricas, tentadas de independizarse resistiendo a su integración. Así lo vimos antes con los tres tipos de conflictividad territorial que sirvieron de coyunturas democratizadoras. Una conflictividad aquí entendida como «penetración» del centro estatal en su territorio para reprimir las voces de protesta de aquellos sectores de la población, como la nobleza terrateniente local y periférica, que pudieran resistirse activamente contra dicha integración forzosa ejercida por el poder estatal.

			Y el Estado no sólo tenía que evitar por la fuerza la salida y la voz de protesta de sus poblaciones, sino que además debía ganarse su lealtad, dándoles voz propia. De esto se encargaría el proceso de construcción de la nación, que fue convirtiendo a las élites locales y a los campesinos potencialmente desertores o rebeldes en ciudadanos nacionales. En el cuadro 4.1 sólo aparecen los mecanismos nacionalizadores tardíos, iniciados por el servicio militar obligatorio establecido por la levée en masse de la Revolución Francesa (¡Aux armes, citoyens!), y seguidos por la enseñanza obligatoria en la lengua oficial, según el paradigma de la École Nationale de la III República francesa.

			Pero antes de que ocurriera eso ya actuaban los mecanismos nacionalizadores tempranos que más interesaron a Rokkan, que fueron la creación de una Iglesia territorial reformada, privativa de cada país, y la consiguiente imposición de la lengua vernácula estandarizada, impuesta contra el latín por el culto protestante que alfabetizó a las congregaciones autóctonas de fieles (Lutero como primer nacionalista alemán). Lengua vernácula que pronto alumbraría también una literatura nacional (Shakespeare en la Inglaterra Tudor, Goethe en la Alemania prerromántica) y ya en el siglo xix la prensa popular de masas. Aunque allí donde no hubo reforma protestante, o la fe religiosa era mixta, se retrasó la vernacularización de las masas, pues hubo que esperar a que el Estado liberal crease la escuela nacional laica, en conflicto con la enseñanza religiosa, para alfabetizar a la población en la lengua oficial con el consiguiente retraso de la prensa popular.

			2.2. El contenido de la instauración

			Así llegamos a las Fase III y IV, centradas en la instauración propiamente dicha del régimen democrático, que en los términos de Hirschman (1977) también implican darle voz incluyente a toda la población para obtener y recompensar su lealtad, en lugar de excluirla para reprimir tanto la resistencia de las élites locales como la recurrente protesta popular. En el Reino Unido esta instauración se inició de forma temprana, bastando como únicos ingredientes previos la penetración estatal y la nacionalización cultural. Pero en Europa continental esta Fase III sólo se difundió tras las dos revoluciones modernas que aduce Rokkan como grandes coyunturas críticas que actuaron de fuerzas catalizadoras: la revolución democrática que impuso el concepto de ciudadanía política, según el paradigma creado por la revolución francesa, y la revolución industrial que transformó la anterior población campesina en masas urbanas socialmente estructuradas.

			Y una vez iniciada esa nueva etapa de la política de masas, estas dos Fases III y IV de instauración democrática se desarrollaron según una secuencia de desarrollo bastante más detallada que la propuesta unos años antes de Rokkan por TH Marshall (1998), quien la secuenció para el Reino Unido en tres períodos: la protección de los derechos civiles (vida, propiedad, libertad) desde el siglo xviii, el reconocimiento de los derechos políticos (sufragio, manifestación, información) a lo largo del xix (Fase III de Rokkan) y la protección de los derechos sociales (educación, salud, pensiones) ya en el xx. Pero si dejamos estos últimos, que corresponden a la Fase IV de Rokkan, y nos centramos en la Fase III de los derechos políticos, veremos que ese desarrollo debió superar según Rokkan cuatro barreras o umbrales sucesivos, tal como se desprende del esquema del cuadro 4.2: legitimación, incorporación, representación y acceso al poder.

			Cuadro 4.2

			Los cuatro umbrales de la democratización según Rokkan

			
				
					
					
				
				
					
							
							Umbrales/Barreras

						
							
							Factores causales (Hipótesis explicativas)

						
					

					
							
							1) Legitimación de la oposición. Reconocimiento del derecho a oponerse al poder

						
							
							Cuanto más sólida es la continuidad de la tradición representativa, mayores son las oportunidades de legitimación temprana de la oposición, y más lento y continuado es el proceso de concesión gradual del derecho al voto.

						
					

					
							
							2) Incorporación.

							Ampliación progresiva del derecho al voto (sufragio activo)

						
							
							Cuanto más antigua es la historia de la construcción del centro de poder, más lento y continuo es el proceso de concesión del derecho al voto. Cuanto más elevada es la posición geopolítica del país, más súbito es el proceso de concesión del voto.

						
					

					
							
							3) Representación.

							Acceso electoral a la participación igualitaria en los órganos representativos

						
							
							Cuanto mayor es la heterogeneidad étnica o religiosa, mayor es la tendencia hacia la representación proporcional (RP). Cuanto más avanzada está la urbanización y la monetización, mayor es la tendencia hacia la RP. Y cuanto mayor es el tamaño del sistema político, mayor es la tendencia hacia la RP.

						
					

					
							
							4) Acceso al poder.

							Posibilidad efectiva de participar en los órganos de gobierno

						
							
							La probabilidad de que las minorías participen en el ejecutivo crece con la distancia del partido mayor a la mayoría parlamentaria, con la cercanía y negociabilidad de las alternativas, y con las presiones procedentes del entorno internacional.

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Peter Flora (2017), p. 39.

			El primer umbral supone reconocer la legitimidad que asiste a los representantes de la población, las élites económicas y los notables locales, para debatir e impugnar las decisiones del poder, lo que implica asignarles el estatus de «leal oposición», de acuerdo a la fórmula instituida en el parlamentarismo inglés. En un comienzo esto da lugar a sistemas bipartidistas escasamente representativos, sin más opción a elegir que el candidato mayoritario del poder o la oposición. Pero así se instituye el pluralismo competitivo, al comienzo reducido a la minoría propietaria y rentista, que oficializó la contienda electoral para dar lugar posteriormente a la alternancia en el poder. El segundo umbral implica la progresiva ampliación del derecho al voto (capacidad de elegir o sufragio activo), conforme se van ampliando los niveles de renta que habilitan para registrarse como electores hasta llegar finalmente al sufragio universal primero masculino y por fin femenino también. Esta ampliación del derecho al voto se fue concediendo como veremos tanto gradualmente, en el caso inglés, como súbitamente, en el caso francés.

			El tercer umbral implica la paulatina ampliación del derecho a ser elegido (sufragio pasivo), hasta entonces restringido a ciertas categorías sociales en función de la renta, la fe o el estatus. La consecuencia es la aparición de múltiples partidos políticos y el incremento del pluralismo en una representación parlamentaria que tiende a hacerse cada vez más proporcional, con la inclusión de minorías sociales, religiosas o étnicas hasta entonces no representadas. Y el cuarto y definitivo umbral es el acceso al poder ejecutivo de las minorías políticas hasta entonces excluidas, como representantes de las «clases peligrosas» potencialmente revolucionarias, que conforme amplían su representación parlamentaria logran acceder antes o después a su participación en gobiernos de coalición.

			2.3. Conflictividad y estructura de clivajes

			Es precisamente en la formación de los sistemas de partidos donde reside la más influyente contribución de Stein Rokkan a la sociología política, a partir de su célebre texto publicado en 1967 junto con S. M. Lipset sobre los «clivajes» (cleavages, que antes se traducían como «líneas de fractura»): aquellas divisorias estructurales marcadas por los conflictos sociales o territoriales de las que habrían de surgir los partidos políticos, enfrentados como defensores antagónicos de los intereses de cada parte (Lipset y Rokkan, 1992). La importancia del concepto de clivaje, entendido como eje de conflictividad política, procede de la estrecha relación que existe entre la democracia y el conflicto civil, según se comentó en la sección anterior. La democracia es el mejor método para contener y resolver conflictos porque procede originariamente de la superación de la guerra civil. De ahí que su institucionalización a través de los partidos políticos esté estrechamente vinculada a los clivajes o líneas de conflicto que se abren en cada comunidad política, pues la competición entre los partidos es el mecanismo que permite canalizar, y eventualmente superar, los conflictos latentes o manifiestos que se plantean en su seno.

			Aunque lo habitual es atribuir a Lipset la autoría de ese texto señero, según Peter Flora pertenece en lo fundamental a Rokkan, quien ya había propuesto ese concepto y profundizado en él desde hacía tiempo. Y en lo esencial se resume en cuatro grandes clivajes generadores de divisorias partidistas, aparecidos como consecuencia de las dos revoluciones modernas antes citadas: la nacional surgida de la Francia revolucionaria y la industrial de patente británica. De la revolución nacional habrían de derivarse los dos primeros clivajes, el conflicto centro/periferia y el conflicto Iglesia/Estado; y de la revolución industrial los otros dos clivajes, el conflicto rural/urbano y el asalariado/empleador. Todo ello de acuerdo al siguiente esquema del cuadro 4.3.

			Cuadro 4.3

			Coyunturas críticas y clivajes según Rokkan

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Coyunturas críticas

						
							
							Clivajes del territorio

						
							
							Clivajes de la población

						
					

				
				
					
							
							Reforma protestante: de 1517 a 1648

						
							
							Soberanía territorial y

							centralización estatal

						
							
							Iglesias nacionales

							independientes de Roma

						
					

					
							
							Revolución Nacional: de 1789 en adelante

						
							
							I. Clivaje centro-periferia:

							Conflicto entre la construcción de la nación y las poblaciones étnica y lingüísticamente periféricas

						
							
							II. Clivaje Iglesia-Estado:

							Conflicto entre el Estado liberal centralizador y las demandas corporativas de la Iglesia católica transnacional

						
					

					
							
							Revolución Industrial:

							de 1850 en adelante

						
							
							III. Clivaje rural-urbano:

							Conflicto entre los intereses de los propietarios agrarios y los empresarios urbanos

							(mercado de bienes)

						
							
							IV. Clivaje obrero-patrono:

							Conflicto entre empleadores por un lado y campesinos y asalariados por otro (mercados de trabajo)

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Flora, 2017, p. 51.

			En realidad son tres las coyunturas críticas generadoras de divisiones estructurales, pues a las dos revoluciones modernas, la burguesa y la industrial, hay que añadir el precedente premoderno de la reforma protestante, que catalizó el impulso centralizador de los Estados soberanos, universalmente reconocido en 1648 por la Paz de Westfalia, y que además sentó las bases culturales del proceso de nacionalización, al fundar las iglesias nacionales reformadas independientes de Roma: de esta división religiosa se derivó por efecto retardado una cascada escalonada de secuelas divisorias que todavía perduran a día de hoy, como revelan los enfrentamientos norte-sur en el seno de la Unión Europea.

			Respecto a los clivajes modernos propiamente dichos, derivados del volcán de innovaciones políticas abierto por la revolución francesa, poco hay que añadir sobre el primer clivaje centro-periferia, del que ya se ha escrito en abundancia páginas atrás. Baste recordar que este clivaje originó tanto la Guerra Civil inglesa y la Fronda francesa de mediados del siglo xvii, de cuyo opuesto resultado surgiría la contraposición entre el parlamentarismo liberal y el despotismo ilustrado, como los conflictos secesionistas que alumbraron nuevos Estados independientes: las Provincias Unidas se separaron de la Monarquía Hispánica y más tarde Noruega e Islandia se escindieron de Dinamarca, Finlandia de Suecia, Irlanda del Reino Unido, Bélgica de los Países Bajos, Polonia de los imperios alemán y ruso, y Checoslovaquia o Hungría del estallido del Imperio Austrohúngaro.

			Más complejo es el clivaje Iglesia-Estado, que sólo se dio como tal en los territorios de la Contrarreforma unitariamente católicos, pues la iglesia romana, en tanto que supraterritorial y transnacional, opuso una fuerte resistencia al avance de la nacionalista revolución liberal, sentando las bases de la división entre la derecha reaccionaria, los partidos conservadores que hicieron suya la defensa de los intereses eclesiásticos, y la izquierda progresista y anticlerical, al comienzo liberal y después también nacionalista (secesionista), radical (republicana) o socialista. En los países unitariamente protestantes (Inglaterra, Suecia, Prusia), este clivaje permaneció desactivado, dada la identificación de la Iglesia nacional con el Estado central. Mientras que en los países con mezcla religiosa este clivaje dio lugar a soluciones tanto federales (Alemania) o confederales (Suiza) como segmentarias, según la fórmula en los Países Bajos y Bélgica de la «pilarización» (verzuiling), que multiplicaba el número de partidos, corporaciones (sindicatos, patronales) y redes culturales (prensa, enseñanza) hasta hacerlos coincidir con el de confesiones religiosas.

			Tras el impacto transformador del capitalismo industrial, aparece ante todo el clivaje III, que opone a los terratenientes y propietarios rurales frente a la nueva clase burguesa de los comerciantes y propietarios de negocios industriales: es decir, el sector primario de la economía, liderado por la aristocracia terrateniente del Ancien Régime, frente al sector secundario característico de la nueva sociedad industrial, liderada por hombres de negocios y capitanes de empresa. Pero este clivaje actuó de diverso modo según el tamaño de la propiedad de la tierra, desde los grandes latifundios de Gran Bretaña o Prusia, cuyos titulares integraron el partido conservador, a las propiedades familiares de pequeño tamaño que dieron lugar a fuertes partidos agrarios como en Escandinavia. Finalmente, el clivaje IV reproduce la vieja lucha de clases teorizada por Marx, que habría de alumbrar los grandes partidos de masas trabajadoras: socialdemócratas unitarios en el norte protestante frente a socialistas, anarquistas y comunistas en el catolicismo mediterráneo. Con ello, los sistemas de partidos quedan «congelados» desde los años veinte del siglo xx, permaneciendo estables hasta los años setenta en que se «descongelan» para sufrir grandes transformaciones que darán lugar como veremos a la «nueva política» populista.

			2.4. Senderos de instauración

			Tras este rápido recorrido por los principales jalones de la primera democratización, ya es hora de fijar la atención en sus vías divergentes de instauración histórica. Y para ello procederemos, ante todo, adaptando el modelo de análisis propuesto por Barrington Moore (1975), a identificar el origen del que procede la iniciativa desencadenante de la posterior democratización, pudiéndose distinguir de modo cronológico tres tipos ideales opuestos (en el significado weberiano del término) de fuentes iniciadoras, según cual fuera la procedencia promotora de la instauración: desde abajo, desde arriba y desde fuera.

			Las instauraciones desde abajo son aquéllas producidas como consecuencia de un conflicto civil en el que el poder establecido pierde su capacidad de dominación, que pasa a ser ejercida por las fuerzas impugnadoras según la tesis de la revolución burguesa teorizada por el citado Moore (1975) cuyo mejor ejemplo es el caso británico. También hay que entender así las democratizaciones surgidas en América contra los imperios europeos que la colonizaban, desde el ejemplo pionero de la revolución americana de 1775 contra la corona británica hasta las subsiguientes revoluciones criollas que, siguiendo el modelo estadounidense, fueron independizando a los distintos países latinoamericanos tras liberarlos de la dominación española durante las primeras décadas del siglo xix.

			Las posteriores instauraciones desde arriba son aquellas lideradas por el poder estatal, que para conservar o reforzar su capacidad de dominación decide legitimarse ampliando su base de representación popular mediante elecciones por sufragio universal. Es el típico ejercicio del lampedusiano «es preciso que todo cambie para que todo siga igual», según el ejemplo de la «revolución desde arriba» teorizada por el mismo Barrington Moore (1975) a partir de los casos del Imperio bismarckiano, la revolución Meiji japonesa y la Turquía de Ataturk, que hipertrofiaron el Estado burocrático como motor y palanca de la modernización industrial. Y por fin, las instauraciones desde fuera son aquéllas importadas que se adoptan por influencia exterior, ya sea como imposición de los vencedores tras la derrota sufrida en un conflicto internacional (caso de las actuales democracias alemana, italiana y japonesa) o por efecto de las oleadas de cambio democratizador teorizadas por Huntington (1994; véase también Markoff, 1998) que veremos en la próxima sección, oleadas democratizadoras que las élites dirigentes autóctonas no saben resistir o prefieren reutilizar para instrumentalizarlas como apoyo y refuerzo de su propia dominación.

			Por supuesto, cada experiencia concreta de instauración histórica exhibe rasgos de varios tipos, si se iniciaron por ejemplo desde arriba y desde fuera a la vez, como en las instauraciones otorgadas por las élites dominantes con tutela exterior (caso del Japón democratizado bajo la supervisión del general MacArthur) o desde abajo y desde fuera, como en la oleada de revoluciones criollas que trasplantaron el modelo estadounidense. Lo que viene a indicar lo artificial que puede resultar esta tipología de vías democratizadoras clasificadas por la localización de su punto originario de partida, que no tiene por qué ser único y preciso sino múltiple y difuso. Por eso parece preferible adoptar otra tipología menos formalista y más sustancial, basada en el procedimiento de instauración adoptado. Es el caso del modelo propuesto por el célebre politólogo estadounidense Robert Dahl (1990), esquemáticamente representado en la figura 4.2.

			Figura 4.2

			Vías de instauración democrática según Dahl

			[image: ]

			Fuente: Adaptado de Dahl, 1990, p. 18.

			En este modelo se compara la sincronía de las dos variables determinantes de la democratización: el grado de pluralismo competitivo (equivalente a la «legitimación» de la oposición, de Rokkan), según cuál sea la distribución social del derecho a ser elegido (sufragio pasivo), y el grado de representación popular (análogo a la «incorporación» de Rokkan), según cuál sea la distribución social del derecho al voto (sufragio activo). El grado cero con ausencia de pluralismo y de representación es llamado por Dahl «hegemonía cerrada», donde el poder está monopolizado por el grupo dominante con exclusión tanto de aspirantes a ocupar cargos como de electores capaces de refrendarlos. A partir de ese punto ambas variables pueden empezar a crecer, apareciendo tres opciones posibles de instauración democrática según cuál tenga primacía con prelación sobre la otra.

			La vía I corresponde a aquellas instauraciones que anteponen la apertura del derecho a debatir las decisiones del poder y a competir electoralmente por la ocupación de los cargos, pero sin ampliar el derecho al voto, del que sólo disfruta un cuerpo reducido de electores privilegiados que sólo en el futuro se irá ampliando de forma lenta y gradual. Como el parlamentarismo británico del siglo xviii, que no era una democracia plena sino sólo censitaria (basada en la tenencia de propiedad y el pago de impuestos) pues todavía no existía sufragio universal, que tardaría un siglo en concederse. Un sistema que Dahl llama «oligarquía competitiva» porque ya existe pluralismo para competir por el acceso al poder, aunque esté restringido por reglas electorales de mayoría uninominal que limita la pluralidad al bipartidismo alternante entre conservadores (tories) y liberales (whigs).

			La vía II, contrapuesta a la anterior, es la seguida por aquellas instauraciones que anteponen la ampliación del derecho al voto para elegir a los representantes parlamentarios, pero sin abrir la opción de competir por los cargos ejecutivos, que siguen monopolizados por el bloque del poder. A este sistema ya representativo, pero todavía no pluralista ni competitivo Dahl lo denomina «hegemonía representativa», pero también cabría llamarlo «autocracia plebiscitaria» por cuanto los electores se limitan a refrendar la permanencia de los ocupantes del poder, pero sin poder postularse a competir con ellos. Y el mejor ejemplo es la II República francesa, que en 1848 extendió súbitamente el derecho al voto a la totalidad de los varones, instituyendo así por primera vez el sufragio universal masculino. Lo que aprovechó el presidente electo, sobrino de Napoleón I, para abolir la república y restaurar el Imperio mediante un golpe de estado refrendado plebiscitariamente que Marx glosaría en su célebre obra El 18 Brumario de Luis Bonaparte, fundando así el cesarismo bonapartista de larga tradición en las democracias latinas.

			Y queda por fin la otra posibilidad de la vía III, donde ambos parámetros de la instauración democrática se desarrollan a la par sincronizadamente, acrecentándose ambos al mismo ritmo sin que ninguno de ellos tenga antelación ni cobre ventaja relativa respecto al otro. Digamos que esta tercera vía de tipo mixto apuesta por el término medio aristotélico, lo que permite equilibrar y complementar entre sí ambos principios democráticos, el pluralismo de la competición por el poder y el universalismo de la representación popular, evitando de este modo el posible riesgo de que cualquiera de ellos pudiera neutralizar, debilitar o anular al otro. Y como veremos con Colomer (2001), el ejemplo histórico más próximo a la vía III de Dahl es el modelo nórdico que combinó la concesión súbita del sufragio universal masculino con reglas electorales de representación proporcional garantes del pluralismo competitivo.

			Pero antes de entrar a describirlo con mayor detalle, hay que formular una advertencia previa. En puridad, la vía I de Dahl es incomparable con la vía II y la vía III, pues estamos en uno y otro caso ante contextos históricos completamente diferentes. La oligarquía competitiva del parlamentarismo anglosajón correspondía a una sociedad estamental de antiguo régimen, como era la Europa preindustrial del siglo xviii, donde sólo había lugar para una política de élites de la que estaban excluidas las capas populares de campesinos y menestrales urbanos. Pero cuando comienza en 1848 la vía II de Dahl, ya se ha producido la revolución industrial, por lo que estamos en una sociedad burguesa donde ya no cabe hacer una política de élites sino una política de masas, catalizada por el temor a las «clases peligrosas»: el fantasma que recorría Europa según Marx. Esto explica que las élites dirigentes de la II República francesa, como hará dos décadas después Bismark en Alemania, opten por darles voice (Hirschman, 1977) a las masas urbanas, concediéndoles desde arriba el derecho al voto para buscar su legitimación lampedusiana.

			En todo caso, las tres vías de Dahl no dejan de ser tipos ideales o constructos teóricos, puesto que su autor evita relacionarlas con ejemplos concretos de su primera instauración histórica. Y para poder deducir a partir de ella una tipología operativa, aplicable a la experiencia empírica, hay que recurrir a otros autores posteriores. Como Josep María Colomer (2001), politólogo catalán que ha clasificado los diversos ejemplos históricos de instauración democrática en tres modelos análogos a las tres vías de Dahl: modelo anglo (vía I), modelo latino (vía II) y modelo nórdico (vía III). Con la ventaja añadida respecto a este último de que Colomer define en cada modelo las características comunes a toda una familia de democratizaciones históricas emparentas entre sí por afinidad geográfica y cultural, tal como se resume en el siguiente esquema del cuadro 4.4.

			Cuadro 4.4

			Los tres modelos de instauración de Colomer

			
				
					
					
				
				
					
							
							Modelos

						
							
							Reglas y efectos

						
					

				
				
					
							
							Modelo «Anglo»

							(desde 1716)

							Casos: Reino Unido, Estados Unidos,

							Irlanda, Canadá, Australia y

							Nueva Zelanda

						
							
							Concesión lenta del sufragio a nuevos grupos con reformas graduales que reducen las alternativas a un sistema mayoritario de dos partidos. Cada inclusión de nuevos grupos les fuerza a colaborar con uno de esos dos partidos, cuyos dirigentes controlan la agenda política. El resultado genera estabilidad a largo plazo, pero también restricciones de las nuevas preferencias y bajos niveles de participación electoral.

						
					

					
							
							Modelo «Latino»

							(desde 1848)

							Casos: Francia, Italia, España, Portugal y democracias latinoamericanas

						
							
							Salto brusco desde un electorado reducido al sufragio universal masculino con reglas electorales de un solo ganador. En condiciones de analfabetismo de masas y debilidad orgánica de los partidos, este modelo provoca inestabilidad electoral, lo que conduce a menudo a situaciones de conflicto civil y a restauraciones autoritarias.

						
					

					
							
							Modelo «Nórdico»

							(desde 1871)

							Casos: Alemania, Suecia, Dinamarca, Noruega, Finlandia y Países Bajos

						
							
							Concesión repentina del sufragio a un electorado amplio con reglas que favorecen el pluralismo político mediante la representación proporcional multipartidista. Gobiernos de coalición liderados por partidos centristas moderados. Esto reduce el riesgo de inestabilidad pues las minorías tienen la oportunidad de acceder al gobierno influyendo en el proceso político.

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado a partir de Colomer, 2001, pp. 56-57.

			Así, en el Reino Unido hasta 1832 sólo votaba el 3% de la población total (varones contribuyentes mayores de 21 años con alto nivel de impuestos), hasta 1867 el 4% (tras reducirse el umbral impositivo), hasta 1884 el 8% (con menor tributación), hasta 1917 el 15% (todavía menos impuestos), y sólo tras el fin de la Gran Guerra se alcanzó en 1918 el 44% (sufragio universal masculino), llegándose al 70% en 1928 con la inclusión del sufragio universal femenino. Pero en Estados Unidos el crecimiento del derecho al voto fue todavía más lento, pues los afroamericanos sureños no lo obtuvieron hasta 1968. En cambio, Francia pasó en 1848 del 1% del total, que votaba en la Monarquía constitucional de Luis Felipe de Orleans, al 27% (todos los varones adultos) en la II República, aunque el voto femenino hubiera de esperar otro siglo más. Y en el modelo nórdico, Alemania pasó en 1871 (con la unificación de Bismarck) de la nada al 22% del total (varones mayores de 25 años), alcanzando en 1918 el 68% (hombres y mujeres mayores de 20) con la República de Weimar. Pero la primera democracia en aprobar el voto femenino fue Finlandia, que pasó en 1907 del 9% del total (varones mayores de 25 con propiedad o ingresos) al 50% de sufragio universal de ambos géneros (Colomer, 2001, pp. 58-60).

			Este esquema de tres senderos democratizadores, correspondientes a comunidades políticas vinculadas entre sí por lazos geográficos y culturales, el anglosajón, el latino y el nórdico, lo volveremos a encontrar de nuevo en los próximos capítulos aplicado a otras áreas de comparación, aunque la nomenclatura propuesta para los respectivos senderos pueda variar según cual sea el autor. Así, por ejemplo, respecto a la comparación de los regímenes de bienestar, el danés Esping-Andersen (1993) presenta una tipología de tres modelos relativamente análogos: anglosajón, nórdico y conservador. Y en cuanto a la comparación de sistemas mediáticos, Hallin y Mancini (2008) ofrecen una tipología de tres modelos muy semejante: anglosajón, nórdico y mediterráneo. Pero pese a lo frecuente de esta trifurcación, lo cierto es que hay algo en la tríada de Colomer que resulta sorprendente por no decir discutible, y es el hecho de agrupar en el mismo modelo a Alemania con los países nórdicos, pues los demás autores suelen incluirlos en modelos distintos.

			Según Colomer (2001), el modelo nórdico garantiza moderación y estabilidad política incluyendo a los partidos extremistas en gobiernos de coalición. Pero el pasado de la democracia alemana se caracteriza por rasgos precisamente opuestos, dado que generó muy elevada conflictividad con la peor regresión antidemocrática (la autocracia totalitaria de Hitler) que hasta ahora hemos conocido. Tanto es así que, atendiendo a la clasificación de Colomer, más lógico sería incluirla en el modelo latino que en el nórdico. En efecto, Hitler llegó al poder por un golpe de cesarismo plebiscitario inspirado en el bonapartismo de Napoleón III. Y su régimen dictatorial ultranacionalista se improvisó como una imitación hiperbólica y expresionista del totalitarismo fascista italiano (Griffin, 2010). Lo más opuesto al racionalismo minimalista del modelo nórdico que se pueda imaginar. De modo que habrá que revisar y eventualmente matizar la tipología de Colomer.

			3. DEMOCRATIZACIONES CONTEMPORÁNEAS

			Una vez descrito el contexto histórico en que surgieron las primeras democratizaciones históricas, queda por analizar la evolución de los regímenes democráticos a lo largo de la era contemporánea, lo que se hará a partir de Huntington (1994) como obra académica de referencia. Pero como veremos, este modelo no resulta demasiado satisfactorio, por lo que habrá que completarlo con otras propuestas no referidas directamente a la democratización en sentido estricto sino a otras transformaciones políticas asociadas, como son las oleadas de reivindicaciones nacionalistas.

			En este sentido, hay que tener en cuenta que las primeras instauraciones que hoy definimos como democráticas no fueron percibidas por sus protagonistas bajo ese término, que durante el siglo xix resultaba infrecuente y peyorativo dado la mezcla de temor y desprecio que las élites culturales sentían por él, tras asociarlo al «populacho» excluido del parlamentarismo censitario. Y por eso, las primeras revoluciones liberales (la estadounidense y la francesa de finales del siglo xviii, y las europeas de 1820, 1830 y 1848) no se autodefinieron como «democráticas» sino como republicanas, en tanto que defensoras de la soberanía popular frente a la tiranía absolutista. Pero al hacerlo así, crearon los conceptos de «pueblo», «patria» o «nación» como nueva sede de la soberanía política, en sustitución de la abolida monarquía. Y ese nuevo sujeto colectivo, la nación o el pueblo soberano, sólo se llegó a entender como sujeto agente de un nuevo régimen político, al que se habría de llamar «democracia», mucho tiempo después, ya entrados en el siglo xx que presenció la doble victoria en ambas guerras mundiales de las potencias democráticas sobre las antidemocráticas. De hecho, fueron los estadounidenses que ocuparon Europa occidental en 1945 quienes acabaron por imponer un uso exclusivamente positivo y prestigioso del concepto de «democracia» y sus derivados. Pues hasta entonces las protestas y reivindicaciones no se hacían en defensa de la democracia sino de la libertad del pueblo y la nación. De ahí que para seguir la pista a los procesos de democratización haya que hacerlo también con los procesos de nacionalización estrechamente asociados.

			3.1. Oleadas democráticas y antidemocráticas

			Han sido varios los autores que han propuesto un interpretación cíclica, oscilatoria o pendular de la historia de las democracias. Así, por ejemplo, y aunque su interés sólo sea tangencial en este contexto, Arthur Schlesinger (1988) planteó la existencia de un ciclo pendular entre el predominio de uno u otro de los dos grandes partidos republicano y demócrata en los Estados Unidos. Un ciclo determinado tanto por el bipartidismo mayoritario típicamente anglosajón como por la limitación de dos únicos mandatos cuatrienales para ejercer la presidencia. Más interés intelectual posee uno de los ensayos centrales de Albert Hirschman (1986), aparecido originalmente en 1982 bajo el título de Shifting Involvements (o «compromisos cambiantes»), en el que planteaba la existencia de un ciclo ideológico de oscilación pendular en el que se alternaban el predominio de la busca del interés privado seguido del retorno a la entrega desinteresada al compromiso público. Y este ciclo hirschmaniano sí está relacionado con el ciclo democratizador.

			En efecto, interpretando libremente las propuestas de John Markoff (1999) sobre las oleadas democratizadoras, cabe sugerir que éstas se inician, cursan y se difunden por efecto dominó como si fueran auténticas epidemias ideológicas que contagian a los actores determinantes del proceso político: las élites estatales, las élites civiles y los activistas que dirigen los movimientos sociales, enfrentados todos ellos en un juego colectivo de interacción estratégica que se desenvuelve en múltiples tableros a escala local, regional, estatal y global. Esto explica que, cuando un experimento democrático tiene éxito en algún lugar del planeta, o cuando acontece alguna coyuntura crítica de la que se derivan consecuencias democratizadoras, inmediatamente su ejemplo empiece a circular viralmente por todas las redes de comunicación social, afectando por efecto demostración al cálculo de oportunidades que se les presentan a todos los actores que estén interesados ya sea en la democratización de su comunidad política o en resistirse a ella. Y entonces, en el caso de que la democratización se contagie y difunda con éxito, estaremos ante un ejemplo de «democratización desde fuera» inducido por una epidemia política.

			Ahora bien, estas epidemias democratizadoras actúan al modo del flujo de las mareas, cuya pleamar es seguida por su periódico reflujo hasta llegar a la bajamar. Y con el flujo de las mareas democratizadoras ocurre lo mismo, pues tras llegar a su cénit de máxima expansión comienza el reflujo antidemocrático y desdemocratizador. Esto es al menos lo que plantea el célebre modelo propuesto por Samuel Huntington (1994), de oleadas democráticas seguidas de contraolas antidemocráticas, que alcanzó amplia resonancia académica y popular. He aquí su esquema en el siguiente cuadro 4.5:

			Cuadro 4.5

			Olas de democracia según Huntington
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			[*]: Datos fechados en 1990.

			Fuente: Adaptado de Huntington, 1994, pp. 26-37.

			Por supuesto, la primera ola democratizadora corresponde a las instauraciones históricas de la democracia que acabamos de revisar en la sección anterior. Un conjunto heterogéneo que abarca desde la oligarquía competitiva del primer parlamentarismo censitario hasta la República de Weimar como ejemplo más acabado de democracia de masas con sufragio universal y representación proporcional, cuya constitución estuvo directamente inspirada por el propio Max Weber y fue promulgada en 1919, época en la que según Rokkan (2017, p. 247) se produce la «congelación» de los sistemas de partidos destinada a prolongarse y perdurar hasta bien entrada la tercera ola democratizadora.

			La primera ola antidemocrática se concentra en las quiebras de la democracia (Linz, 1987) que se produjeron en el período de entreguerras como reacción de protesta contra el parlamentarismo liberal responsable de los desastres de la Gran Guerra, con las revoluciones fascista y nazi en cabeza. La segunda ola democratizadora fue desencadenada por Estados Unidos como gran vencedor de la Segunda Guerra Mundial, que tras fundar la ONU impuso no sólo la democratización de los países derrotados (Alemania, Japón e Italia), sino además la descolonización acelerada de los imperios detentados tanto por los vencidos como por sus propios aliados victoriosos, franceses y británicos. La segunda ola antidemocrática también estuvo provocada por Estados Unidos, que embarcados en la guerra fría contra la URSS, y tras la proliferación en el llamado «tercer mundo» de guerrillas antiimperialistas de liberación nacional (inspiradas por el triple triunfo de las revoluciones indochina de 1954, cubana de 1959 y argelina de 1962), alentaron múltiples golpes de estado militares que impusieron férreas dictaduras anticomunistas por toda América Latina, como en los sangrientos casos de Pinochet y Videla en el Cono Sur.

			La tercera ola democratizadora consistió en realidad en tres oleadas asociadas: la triple transición a la democracia de las dictaduras del sur de Europa (Portugal y Grecia desde 1974, España desde 1975), de América Latina a finales de los setenta (en los países andinos) y mediados de los ochenta (en el Cono Sur), y del este de Europa tras la caída en 1989 del muro de Berlín que desintegró a la URSS. Y la tercera ola antidemocrática se inició en la Plaza de Tiannanmen en Pekín, cuando el comité central del PC chino decidió oponerse por la fuerza a la ola democratizadora que barría su país, sofocándola con sangre de forma permanente y definitiva. A partir de ahí, la democracia occidental sufrió una crisis de madurez y comenzó a entrar en decadencia, iniciándose la imparable desafección de su ciudadanía que daría lugar a la actual epidemia política de populismo antiliberal.

			En seguida se advierte que esta periodización está bastante desequilibrada, pues la llamada «primera ola democratizadora» se extiende a lo largo de un siglo mientras que las otras dos son mucho más breves, quizá por la supuesta aceleración de la historia: la segunda duró dos decenios, la tercera tres lustros. En cambio, las olas antidemocráticas son más homogéneas, al menos la primera y la segunda, casi igual de longevas, porque la tercera todavía pendiente de terminar parece ser de duración indefinida. Pues si tenemos en cuenta que no se ha producido todavía ninguna cuarta ola democratizadora (como pareció que podía empezar a suceder en 2011 con la llamada «primavera árabe»), cabría concluir que esta tercera ola antidemocrática dura ya más de treinta años, desde la matanza de la plaza de Tiannanmen hasta el auge actual del populismo antisistema (misógino, xenófobo, racista) y la pseudo democracia iliberal (Polonia, Hungría, Brasil…).

			Resulta tentador asociar esta periodización de Huntington (1994) con la secuencia de tres tipos de democracia que propuso Manin (1998), que ya se pudo comentar con detalle en el segundo capítulo de este libro (supra, pp. 47-53). Así, la primera ola democrática correspondería al parlamentarismo liberal, la segunda ola a la «democracia de partidos» y la tercera a la «democracia de audiencia». Y esta vinculación entre ambos modelos podría completarse añadiendo la conocida secuencia evolutiva entre tres tipos de partidos políticos (Katz y Mair, 2004; Montero, Gunther y Linz, 2007), tal como tuve ocasión de apuntar en un libro anterior (Gil Calvo, 2018, pp. 176-200). Así, la primera ola de Huntington estaría protagonizada por los «partidos de notables», típicos del parlamentarismo liberal censitario, carentes de afiliados y de aparato organizativo desarrollado, que sólo se limitaba a las oficinas electorales de los candidatos que se presentaban a los comicios.

			La segunda ola correspondería a los «partidos de masas», surgidos tras la ampliación del sufragio universal masculino, basados en el reclutamiento masivo de afiliados vinculados al partido por lazos de lealtad e identificación ideológica y dotados de una sólida maquinaria organizativa, así como de un programa político defensor de intereses clasistas en representación de propietarios (partidos conservadores) o asalariados (partidos socialdemócratas). Y la tercera ola coincidiría con los partidos «atrápalo-todo» interclasistas (Kirchheimer, 1980), que tratan de pescar en los caladeros electorales de los demás partidos seduciendo a sus votantes mediante campañas de marketing publicitario basadas en la imagen mediática de sus candidatos. Mientras que la actual tercera ola antidemocrática se debería al predominio de los «partidos-cártel» (Katz y Mair, 2004; Mair, 2015), que dejan de vincularse a sus electores para convertirse en organizaciones de profesionales y expertos que buscan capturar cargos administrativos e institucionales, causando la crisis de representatividad y desafección ciudadana que ha provocado la reacción contra el establishment de los nuevos partidos populistas (Gil Calvo, 2016).

			No obstante, las fechas propuestas por Huntington para su periodización no se ajustan demasiado a esta tipología, pues los partidos de masas comenzaron en la segunda mitad del siglo xix con el acceso al sufragio universal, mientras que los partidos «atrapalotodo» (catch-all-parties) ya se iniciaron en 1960 con la espectacularización de la política. Pero más inconsistente que estos desajustes, al fin y al cabo sólo cronológicos, resulta el hecho de que la primera oleada democratizadora consiste en un cajón de sastre donde se mezclan juntas y revueltas diversas instauraciones democráticas muy distintas entre sí, desde oligarquías competitivas como la británica hasta presidencialismos plebiscitarios como el francés, pasando por pseudo democracias de fachada como el caciquismo español de la primera Restauración monárquica. Además, en ese largo período de casi cien años, muchos regímenes que instauraron la democracia la hicieron abortar poco después, para volverla a restaurar un poco más tarde según el propio ejemplo francés: quiebra de la II República y restauración del segundo Imperio en 1852, caída del Imperio y restauración de la III República en 1870. Todo dentro de la misma ola democratizadora.

			El propio Huntington hubo de ser consciente de las inconsistencias de su modelo, que no le permitía explicar de modo convincente las razones de este eslabonamiento de democratizaciones arracimadas a lo largo del tiempo. Y en cuanto a los cambios de régimen, optó por el eclecticismo de proponer seis factores causales inconexos entre sí, deducidos únicamente de la tercera ola democratizadora: la pérdida de legitimidad de los regímenes autoritarios, el cambio de preferencias de las nuevas clases medias urbanas emergentes del desarrollo económico, el aggiornamento de la Iglesia católica que renunció a su tradicional oposición a la democracia liberal tras el Concilio Vaticano II, el cambio del contexto internacional con nuevos actores supraestatales como la OSCE y la CEE que favorecían la democratización, el «efecto bola de nieve» o «efecto demostración» (aquí llamado epidemia política) del atractivo democrático trasmitido por los medios audiovisuales de comunicación global; y finalmente, pero no menos importante, el cálculo estratégico y prospectivo del liderazgo transformador (Huntington, 1994, pp. 53-106).

			Lo que sí contamos es con una tipología de las transiciones a la democracia, aunque sólo referida a la segunda y tercera olas, propuesta por Alfred Stepan (1988), que las clasificó en tres grandes categorías según que la iniciativa democratizadora procediese «desde fuera», «desde arriba» o «desde abajo», tal como hemos comentado antes en varias ocasiones. Las «redemocratizaciones» desde fuera surgieron como efecto del conflicto bélico internacional, en este caso la Segunda Guerra Mundial, y fueron de tres tipos. La «restauración» interna, cuando se restableció el previo régimen constitucional anulado por la ocupación nazi: caso de Países Bajos, Bélgica, Noruega o Dinamarca. La «reformulación» interna, cuando se produjo una refundación de la democracia con importantes reformas constitucionales: caso de la IV República francesa que sustituyó a la III suplantada por el régimen de Vichy impuesto por los nazis. Y, por último, la «instauración» externa, cuando fueron los vencedores ocupantes quienes impusieron un régimen democrático de nuevo cuño: caso de Japón, Italia y Alemania, que adoptaron ex novo una exitosa constitución a instancias de Washington. Este último tipo sería después reproducido con nefastos efectos en Afganistán e Irak tras las respectivas invasiones de los estadounidenses en represalia por los atentados islamistas del 11 de Septiembre del año 2001.

			Las democratizaciones desde arriba propuestas por Stepan son también de tres tipos. Las desarrolladas por iniciativa de los dirigentes políticos civiles del régimen autoritario anterior: es el caso de la transición española dirigida por iniciativa de Adolfo Suárez, líder del partido único franquista. Las desarrolladas por los altos oficiales militares que actuaban en tanto que miembros dirigentes del gobierno autoritario: caso de Brasil y Chile, cuyas transiciones fueron otorgadas por el régimen de los «milicos». Y las organizadas por oficiales militares actuando no como gobierno sino como institución castrense: caso de Grecia tras el «golpe de los coroneles» y de Portugal tras la «revolución de los claveles», que abortaron la dictadura para alumbrar una democracia de nueva planta.

			Y queda la democratización desde abajo, que para Stepan presenta cuatro tipos. En primer lugar, la «sublevación social no violenta» protagonizada por una confluencia transversal de organizaciones cívicas de amplio espectro ideológico, que coincidan en exigir el fin del régimen autoritario para propiciar reformas que posibiliten el advenimiento o el retorno de la democracia: caso de la «revolución de terciopelo» (Checoslovaquia, 1989) y las demás «revoluciones de colores» («revolución rosa», Georgia 2002; «revolución naranja», Ucrania 2004; «revolución de los tulipanes», Kirguizistán 2005) que acompañaron o siguieron a la caída de las dictaduras comunistas dependientes de la antigua URSS. En segundo lugar, el «pacto partidario consociativo» entre el gobierno y la oposición, que alcanzan un compromiso mínimo para facilitar la transición pacífica desde el autoritarismo a la democracia, según el ejemplo clásico de la «Reforma» pactada en España entre las élites políticas del régimen saliente y de la oposición antifranquista.

			En tercer lugar, la «rebelión pacífica» de los partidos y sindicatos reformistas contra el gobierno saliente, al que logran doblegar obligándole a retirarse para ocupar su lugar, según el ejemplo de Polonia en 1989 protagonizado por toda la sociedad civil bajo el liderazgo del sindicato católico Solidaridad. Y, en cuarto lugar, la «insurrección violenta revolucionaria» contra el gobierno saliente, que tras derrocarlo instaura una democracia liberal (en lugar de una dictadura revolucionaria como era habitual), según el ejemplo de Nicaragua en 1979, tras el triunfo contra la dictadura de Somoza de la revolución sandinista que convocó (y ganó) las primeras elecciones democráticas en 1984 (aunque actualmente el gobierno sandinista haya degenerado en otra sangrienta dictadura populista).

			Ya volveremos más adelante a los procesos políticos de transición a la democracia, así como su inversión regresiva, las quiebras de la democracia. Pero antes debemos explorar la estructura del movimiento democratizador a partir de su concordancia con el paralelo movimiento nacionalizador que fue estrictamente contemporáneo. En efecto, ambos movimientos afirmaban fundarse en el pueblo soberano (o la soberanía nacional) y compartían un parecido concepto de ciudadanía entendida como participación igualitaria en la misma patria común, con la importante diferencia de que la ciudadanía democrática se fundaba en la igualdad de derechos ante la ley mientras que la nacionalidad lo hacía en la pertenencia a un territorio y una identidad común. Pero salvada esta distinción, cabe reinterpretar la trayectoria oscilante o cíclica de la democratización por su relación de semejanza o analogía con los paralelos senderos de la nacionalización.

			3.2. Oleadas nacionalistas y nacionalizadoras

			En efecto, durante el siglo xix las demandas democratizadoras estuvieron estrechamente relacionadas con las reivindicaciones nacionalistas, de tal modo que los contemporáneos no podían distinguirlas entre sí, pues sólo empezaron a divergir y a oponerse durante la primera contraola antidemocrática de Huntington, en el período de entreguerras del siglo siguiente, cuando el ultranacionalismo fascista y nazi se sublevó contra las democracias parlamentarias de Italia y Alemania (y poco después de España también), por entonces las únicas realmente existentes. De ahí que Rokkan rotulase como «nacional» a la revolución burguesa (véase supra, cuadro 4.3, p. 118). ¿Cómo entender este paralelo inicial entre democracia y nacionalismo, originario de las revoluciones americana y francesa que se rebelaron contra el absolutismo en defensa de la libertad del pueblo y la nación? Aquí no hay espacio para recorrer la historia comparada del nacionalismo, pero si conviene analizar algo mejor su relación de afinidad electiva con la democracia.

			Es habitual contraponer dos visiones teóricas sobre el nacionalismo: la primordialista, cuyo más autorizado exponente es Anthony Smith (1997), y la modernista, de la que Ernest Gellner (1988) es su más conocido defensor. Para entender la oposición entre ambos enfoques conviene partir de una metáfora propuesta por el propio Smith (1997a), que compara el primordialismo con la geología, ciencia que reconstruye el pasado de la corteza terrestre a partir de sus sedimentos estratificados, y el modernismo con la gastronomía, o arte culinario que crea diseños creativos a partir de alimentos naturales. Lo que lleva a preguntarnos: ¿es la nación, la identidad nacional, un invento construido por la imaginación creadora de los chefs de la nouvelle cuisine nacionalista? Así parece creerlo Gellner, tras advertir que sólo empieza a hablarse de naciones, y a creerse en su existencia real, a partir de 1800 en delante, cuando las inventan y propagan los nacionalistas revolucionarios. Lo que no impide que este mismo autor, tras postular la modernidad de esta construcción social, reconozca su evidente funcionalidad para la sociedad industrial, en la medida en que permite cohesionar las masas urbanas e integrar los nacientes mercados facilitando la comunicación entre todas las clases sociales y grupos de estatus.

			Y frente al constructivismo moderno de Gellner y asociados, como Anderson (1997) o Hobsbawm (2000), está el primordialismo de Smith o el propio Rokkan (2017), que consideran las naciones como identidades colectivas heredadas de las primigenias comunidades étnicas de pertenencia, preexistentes desde el völkerwanderung altomedieval (o transmigración y reasentamiento de los pueblos limítrofes y externos al imperio romano). Unas comunidades étnicas que después se fueron reconstruyendo, transformando y reafirmando o debilitando mediante procesos culturales (como la Reforma protestante) y políticos (como la formación del Estado). Pero que sólo «despertaron» como tales, cobrando conciencia de su propia identidad nacional, tras la doble revolución americana y francesa de 1775 y 1789, cuando fueron convocados para ello por los constructores de la nación, ya lo hicieran burócratas estatales desde arriba o agitadores nacionalistas desde abajo. De ahí la metáfora de la geología, pues cada identidad nacional es producto de múltiples sedimentos precipitados desde el pasado a lo largo de una trayectoria histórica no lineal sino quebrada, compleja, intermitente y tortuosa (tal como lo entiende hoy la perspectiva metodológica conocida como path dependence).

			Entonces, la nación ¿es una entidad real o construida? Pues las dos cosas a la vez, tal como reza el título de un artículo cuyo autor, Miroslav Hroch (2000), puede ser entendido como la síntesis dialéctica de las dos visiones enfrentadas: la tesis de Smith que postula la realidad de la nación y la antítesis de Gellner que desvela su carácter construido. Y esta naturaleza mixta y cruzada de las identidades nacionales determina que no haya un solo nacionalismo en singular sino una pluralidad de nacionalismos de muchos tipos, como tendremos ocasión de considerar. Pero antes hay que señalar que la naturaleza construida de toda realidad nacional hace que resulte perfectamente lógico y legítimo dudar de su misma existencia, sospechando de su carácter imaginario, mítico y ficticio. Algo que se predica de hecho de las naciones postuladas y defendidas por los nacionalistas, pero que también se puede predicar de otras entidades políticas, igualmente figuradas o ficticias. Como la propia democracia, fundada en la soberanía popular o soberanía nacional, que también es una ficción: una realidad construida por la imaginación de los demócratas que creen en su existencia (de acuerdo al célebre principio de Thomas: cuando las personas definen las situaciones como reales, éstas se convierten en reales por sus consecuencias), pero que deja de parecer real en cuanto se duda de su autenticidad.

			Esto hace que, del mismo modo que se han producido oleadas o epidemias democratizadoras, seguidas de contraolas de escepticismo, desconfianza y desafección democrática, como hemos visto antes, también aparezcan epidemias y oleadas de nacionalismos. Para advertirlo, nada mejor que recurrir al análisis de John Hall (1993), que postula la existencia de cuatro grandes oleadas nacionalistas, producto de la desintegración de los imperios territoriales o coloniales. Aunque, en realidad, deberíamos hablar de cinco oleadas, pues la primera eclosión del nacionalismo, que podríamos denominar «oleada cero», emergió como una epidemia propagada por toda Europa por las guerras napoleónicas: es decir, que también cursó como un subproducto de la súbita erección y posterior estallido del fugaz Imperio de Napoleón I. Y ello de un modo paradójicamente contradictorio, pues la ocupación militar del continente por los ejércitos imperiales franceses sirvió tanto para sembrar y difundir la semilla del naciente nacionalismo liberal, que prometía liberar del yugo absolutista a todos los pueblos de Europa, como para provocar una reacción de resistencia nacional contra el invasor, según el célebre ejemplo de la Guerra de Independencia española que significó la carta de nacimiento tanto del liberalismo democrático (Constitución de Cádiz) como del propio nacionalismo español.

			A partir de ese grado cero, la primera oleada nacionalista que considera Hall a comienzos del siglo xix, directamente inspirada por las nuevas ideas nacionalistas de las revoluciones francesa y estadounidense, es la rápida independencia de casi todas las nuevas naciones iberoamericanas sublevadas contra el dominio colonial del imperio español, que en pocos lustros se desintegró hasta quedar reducido a escasos residuos insulares en el Caribe (Cuba, Puerto Rico) y el Sudeste Asiático (Filipinas). La segunda oleada postulada por Hall corresponde a la desintegración de los imperios derrotados en la Primera Guerra Mundial (alemán, austrohúngaro, zarista ruso y otomano), que también alumbró la independencia de nuevas naciones en Europa Oriental (Austria, Hungría, Estonia, Letonia, Lituania, Polonia, Checoslovaquia y Yugoslavia), bajo el principio de «Autodeterminación de los Pueblos» impuesto en el Tratado de Versalles por el presidente estadounidense Woodrow Wilson. La tercera oleada nacionalista de Hall corresponde exactamente a la segunda ola democrática de Huntington, pues alude a la súbita eclosión de nuevas naciones sobre todo africanas tras la descolonización de los imperios coloniales europeos impuesta por el mesianismo estadounidense vencedor de la Segunda Guerra Mundial. Y la cuarta oleada nacionalista de Hall también se corresponde con la tercera ola democrática de Huntington, pues se refiere a la independencia de nuevas naciones europeas y asiáticas tras la desintegración del imperio soviético (la URSS y su zona de influencia dominada por el Pacto de Varsovia) tras la caída del muro de Berlín.

			Por ello, esta periodización es tan poco convincente como la de Huntington por análogas razones, pues entre la primera y segunda de sus oleadas se elude la serie de revoluciones nacionalistas que fueron sacudiendo Europa a lo largo del siglo xix. Así, la revolución de 1820 dio lugar al comienzo de la independencia de Grecia del imperio otomano, la de 1830 determinó la independencia de Bélgica de los Países Bajos, la unificación nacional de Italia se produjo en 1861 y la de Alemania en 1870. Bien es verdad que no por ello ignora Hall estos dos últimos procesos, pues, aunque no los considere en su secuencia de oleadas, sí lo hace en su tipología de nacionalismos. En efecto, el grueso de su texto se centra en clasificar la pluralidad de nacionalismos que cabe identificar a partir del autor que los definió, de entre los que aquí se destacarán siete (Hall, 1993).

			Los dos primeros no precisan aclaraciones pues corresponden a los ya citados modelos primordialista o étnico de Smith (y Rokkan) e industrialista o moderno de Gellner. El tercer tipo también ha sido comentado aquí, pues corresponde al nacionalismo surgido como subproducto de las recurrentes guerras internacionales que generaron «deudas de sangre» entre cada pueblo y sus rivales vecinos (por lo que los países neutrales, como España en la era contemporánea, tienen una conciencia nacionalista más débil que los demás): el autor característico de este modelo es Tilly (1992). Cabe destacar que estos tres tipos de nacionalismos surgieron espontáneamente como efecto imprevisto sin intervención deliberada de agitadores nacionalistas o agentes nacionalizadores. Y quedan los otros cuatro tipos, cuyo denominador común fue el estar desarrollados y organizados como efecto buscado por sus promotores, ya fueran agentes estatales o subversivos.

			El primero por orden cronológico es el «nacionalismo criollo» de las élites sociales que protagonizaron la independencia de las repúblicas latinoamericanas contra la dominación colonial de sus metrópolis, teorizado por el hispanista John Lynch (1976). Y la explicación de su surgimiento es estructural, por cuanto las élites criollas constituían una burguesía terrateniente e ilustrada, excluida del acceso a la cúspide del poder político, que se sentía emparedada entre dos grupos opuestos. La cima del sistema estaba dominada por el bloque del poder colonial, compuesto por militares y funcionarios de la metrópoli europea socialmente inferiores, económicamente improductivos y mucho más incultos que los propios criollos, que los despreciaban a la vez que les debían obediencia. Y en la base de la pirámide se agrupaba la mayoría de la población formada por campesinos indígenas y esclavos afroamericanos de las plantaciones, que subsistían doblemente excluidos tanto por los potentados criollos como por las élites coloniales. Eran el equivalente de «las clases peligrosas» que aterraban a sus contemporáneos europeos, sobre todo tras la revolución de los esclavos negros de la colonia francesa de Haití, que espoleados por el eco de la revolución francesa degollaron a los dueños de las plantaciones bajo el liderazgo del esclavo cimarrón Toussaint L’Ouverture. Y ante el temor de que los incompetentes colonos españoles fueran incapaces de evitar la temida revolución de indígenas y esclavos, los plantadores criollos optaron por expulsarlos para ocupar todo el poder siguiendo el ejemplo de la revolución estadounidense.

			El siguiente tipo es el «nacionalismo desde arriba», así bautizado por Hall en homenaje al ya citado Barrington Moore (1975), pero que a su vez se corresponde con la «nacionalización de las masas» teorizada por George Mosse (2005). Se trata de la fabricación deliberada por parte de las élites burocráticas estatales de una conciencia de identidad nacional que se busca inculcar a las poblaciones, mediante la escolarización (en una misma lengua vernácula), los monumentos (erigidos en honor a los padres de la patria), los mitos (leyendas sobre el origen y los héroes fundadores), los símbolos (himnos, escudos, banderas) y los rituales (desfiles, ceremonias conmemorativas), para que los ciudadanos de diversas clases y orígenes sociales se persuadan de formar parte igualitaria de un mismo pueblo-nación. También aquí el acicate para proceder a esta nacionalización oficial fue el mismo temor a las «clases peligrosas» potencialmente revolucionarias, ahora procedentes del amenazador movimiento obrero convocado por socialistas, anarquistas y comunistas: el «fantasma que recorre Europa» según el Manifiesto de Marx y Engels. Por tanto, para sofocar de raíz la lucha de clases antes de que prendiera y se propagase, nada mejor que inculcar la creencia de que todos, burgueses y proletarios, campesinos y ciudadanos, eran iguales por su común pertenencia a una misma patria consagrada. Éste sería el programa nacionalizador emprendido en Francia primero por el II Imperio de Napoleón III y después por la III República creadora de l’École Nationale, pero también en Alemania por el canciller de hierro Birsmarck unificador del Impero alemán.

			Así llegamos al nacionalismo tipo «Risorgimento» cuya mejor explicación teórica atribuye Hall al citado Miroslav Hroch (1985 y 2000), que es un nacionalismo «desde abajo» dirigido contra las élites estatales que excluyen del acceso al poder a una comunidad étnica segregada. A pesar de su rótulo, que alude a la unificación nacional italiana de 1861, este tipo de nacionalismo se aplica mejor a los secesionismos nacionalistas que proliferaron en los territorios europeos del este (países bálticos, Polonia, Bohemia, Hungría), del norte (Noruega, Finlandia) o del oeste (Irlanda, Escocia, País Vasco, Cataluña), pues todos ellos exhiben un mismo formato estructural común, que recuerda curiosamente al modelo criollo analizado antes. En efecto, aquí la burguesía nacionalista de un determinado territorio se ve excluida del acceso al poder estatal por su pertenencia étnica, sintiéndose emparedada entre dos bloques: el superior, formado por la burocracia estatal excluyente y la alta burguesía clientelar incluida en la coalición dominante; y el inferior, formado por las masas urbanas que incluyen a las temidas clases peligrosas de inmigrantes rurales y proletariado urbano. Y al tener bloqueado tanto su acceso al poder como el ascenso social, esa burguesía étnica inicia un proceso de agitación nacionalista que, a lo largo de una secuencia en tres fases cuya culminación es el adoctrinamiento y movilización de las masas, la conduce a adoptar un programa político cuyo objetivo último es la independencia pasando a través de la autonomía (Hroch, 2000).

			Y queda el último tipo de Hall, al que llama «nacionalismo integral» porque aúna en un mismo impulso movilizador tanto el nacionalismo desde abajo como el nacionalismo desde arriba, en un par de fuerzas enlazadas entre sí que se realimentan circularmente para conformar un círculo vicioso de radicalismo ultranacionalista, con los casos fascista y nazi como peor ejemplo hasta la fecha. En este caso, el excluyente bloque superior de la matriz estructural que explica este modelo está ocupado por la élite partidista del parlamentarismo liberal en presunta alianza con el judaísmo financiero internacional, contra los que se rebela una pequeña burguesía étnicamente pura («nosotros somos el pueblo») que consigue movilizar a su servicio a las clases más violentas de los excombatientes desmovilizados, con cuyas milicias armadas logra tomar el poder estatal para monopolizarlo al final. Y es a partir de este modelo integral cuando nacionalismo y parlamentarismo comienzan a divergir, iniciándose la primera oleada antidemocrática.

			A modo de resumen, cabe pensar que tanto la nacionalización como la democratización son procesos análogos, dirigidos a persuadir y movilizar a las poblaciones (sean comunidades rurales o masas urbanas), que admiten dos versiones opuestas según quiénes sean los actores políticos que las organicen: la versión integradora y estabilizadora, dirigida «desde arriba» por las élites burocráticas estatales, frente a la versión conflictiva y desestabilizadora, dirigida «desde abajo» por agentes impugnadores o revolucionarios. En ambos casos, el proceso se articula en torno a un conflicto potencial en disputa por el acceso al poder, ya sea para prevenirlo y evitarlo, como pretenden desde arriba los actores estatales interesados en restringir dicho acceso inclusivo, o para potenciarlo y agravarlo, como intentan desde abajo los agentes sociales interesados en abrir un mayor acceso incluyente al poder. Y la diferencia entre ambos es la naturaleza del conflicto en cuestión, territorial en el caso del proceso nacionalizador, representativo en el democratizador. Pero esta afinidad entre ellos, pues los dos parten del pueblo soberano como su base de poder, explica que las olas antidemocráticas recurran al nacionalismo para legitimarse.

			3.3. Democratización y desdemocratización

			Volvamos pues a las transiciones a la democracia, tal como las dejamos en la tercera ola democratizadora de Huntington. Como ya comenté antes, la investigación canónica comparada sobre las democratizaciones europeo-meridionales y latino-americanas fue la obra colectiva Transiciones desde un gobierno autoritario coordinada en cuatro volúmenes por O’Donnell, Schmitter y Whitehead (1988). Y en su cuarto volumen, O’Donnell y Schmitter (1988) resumieron en unos pocos rasgos el mínimo común denominador que se aventuraron a extraer de la comparación de todos los casos singulares analizados en la macro investigación. He aquí una síntesis esquemática de su resumen.

			El proceso sólo comienza si el régimen autoritario en cuestión sufre una crisis de gobernabilidad, ya sea por su propia ineficacia gubernamental, por los efectos sociales de una crisis económica o por la deslegitimación de sus justificaciones ideológicas, que le supone perder buena parte de su apoyo social. A partir de allí se inicia una época de malestar social con manifestaciones de protesta y reivindicación de demandas por parte de colectivos movilizados, lo que genera una fractura entre los miembros del bloque de poder, que queda dividido en dos bandos: los «halcones» que reclaman reprimir con dureza las protestas reivindicativas y las «palomas» partidarias de negociar con la oposición reformista y moderada. Mientras se impongan los «duros», la crisis se prolongará, pudiendo debilitarse o agudizarse en función de la coyuntura crítica. Pero si la crisis se agudiza, entonces terminarán por imponerse los «blandos», que abrirán negociaciones iniciándose así la «liberalización» del régimen autoritario, lo que implica la apertura de la Transición.

			Entonces se revitaliza la sociedad civil, proliferando una eclosión de nuevas movilizaciones de protesta en demanda de mayores concesiones en materia de derechos y libertades, con lo cual se produce una escalada en espiral de nuevas manifestaciones cada vez más radicales con apertura de conflictos laborales y civiles. Y tanto crece la tensión política que los halcones del régimen dan un ultimátum en forma de órdago o «póker golpista» (en palabras de O’Donnell y Schmitter), amenazando con dar un golpe de fuerza y defenestrar a sus rivales más tolerantes y permisivos a no ser que se detenga en seco el proceso de liberalización. Es el punto de no retorno de la Transición: si los duros del régimen ganan su pulso, el proceso se invierte y se regresa al punto de partida; pero si ceden y se imponen los blandos, entonces el proceso transicional se acelera y deja de ser reversible, avanzando de forma imparable hacia la futura democratización. Entonces comienzan las negociaciones entre los reformistas del régimen y la oposición moderada, se pactan por consenso nuevas reformas con reglas de juego provisionales, se convocan elecciones que de una forma u otra serán constituyentes y, tras celebrarse éstas, acaba felizmente la Transición, iniciándose a partir de ahí su proceso de consolidación.

			Este esquema descriptivo es muy gráfico pero quizá demasiado simple, por lo que debemos profundizarlo a partir de Morlino (2009) que propone un modelo genético inspirado en Rustow (1970) cuya dinámica fundadora de un régimen democrático se desarrolla sintéticamente como sigue. Su origen es el hallazgo de una solución estable a un conflicto civil preexistente (como el que enfrenta a un gobierno autoritario con la oposición democrática), ya sea la victoria completa de un bando (en nuestro caso el democrático) o el alcance de un compromiso pactado, que puede significar tanto la restauración de un régimen predemocrático anterior como la instauración de una democracia de nueva planta. En este caso, la instauración comienza por el inicio provisional del nuevo régimen improvisado, que se define por tres rasgos fundamentales: 1) la nueva coalición dominante (CD) o bloque de poder formado por los partidos fundadores del nuevo régimen, que asume la toma de decisiones; 2) el doble acuerdo fundacional por consenso entre los miembros de la CD sobre el reparto del poder y las reglas de juego que lo presidirán, con pacto informal sobre cómo resolver los conflictos de poder que aparezcan en su seno; y 3) las normas constitucionales que regularán la estructura de dominación del régimen: forma de gobierno, división de poderes, reglas electorales, órganos de representación parlamentaria, legalización de partidos y sindicatos, reconocimiento de derechos y libertades.

			A partir de ahí, la consolidación del nuevo régimen se produce si, pasado un tiempo de rodaje provisional, la nueva CD confirma su ocupación del poder estatal, reafirmando tanto el monopolio efectivo de la violencia legítima como el ejercicio de sus capacidades constitucionales, lo que implica el desarrollo ulterior de las estructuras institucionales de dominación, así como la creación de nuevas estructuras legitimadoras y movilizadoras del apoyo ciudadano, consistentes en órganos de justificación ideológica y socialización de las nuevas generaciones, así como en nuevos símbolos y rituales capaces de recabar la confianza y lealtad de los ciudadanos a la nueva comunidad política. Y si esa consolidación es efectiva y robusta, podrá llegarse a la estabilización del régimen si logra sobrepasar con éxito sus primeras crisis de gobernabilidad.

			En efecto, más pronto o más tarde aparecerán dificultades y surgirán problemas de inestabilidad política e ineficacia gubernamental, que erosionarán al régimen hasta el punto de deslegitimarlo si se deteriora la confianza de la ciudadanía. Eventualmente, esos problemas pueden resolverse si la CD logra enfrentarse a ellos reformulando sus bases de poder, lo que puede pasar por la inclusión en su seno de nuevos actores políticos que representen a los grupos sociales disconformes, desfavorecidos o desafectos. En tal caso, esas crisis de madurez pueden superarse reforzándose la estabilidad del régimen. Pero cuando no es así, si la CD no logra recuperarse ni reforzarse, sino que comienza a enfrentarse internamente amenazando con dividirse, entonces pueden aparecer desde abajo nuevas resistencias contra el régimen que impliquen la desautorización y la impugnación de la CD, con la posible emergencia de crecientes confrontaciones políticas capaces de polarizar la sociedad amenazando con provocar un conflicto civil. Entonces se abre una crisis de régimen, crisis que, como demostró Dobry (1988), se sabe cómo empieza pero no cómo termina, pues da lugar a un período de incertidumbre política en el que tanto las normas institucionales como las divisorias estructurales (clivajes) quedan en suspenso, apareciendo por sorpresa imprevistos cambios de alianzas que anulan los previos cálculos de expectativas. Y en tal caso sólo quedan dos salidas: o se reformula el régimen con la refundación de una nueva CD capaz de recuperar pleno control sobre el poder estatal (lo que incluye nuevos pactos por consenso entre sus nuevos miembros), o se abre una incierta transición hacia otro nuevo régimen político, eventualmente no democrático.

			Aquí aparece lo más lúcido, pero también lo más desesperanzador del análisis de Morlino. Pues todo el proceso dinámico que acaba de describirse sobre la trayectoria de un proceso de democratización puede aplicarse también del mismo modo sobre la inversa trayectoria de un proceso de desdemocratización, es decir, de quiebra de la democracia con transición hacia un gobierno no democrático (Morlino, 2009, pp. 60-115). Esto no siempre ocurre así en la realidad, pues como vimos con Colomer (2001, pp. 56-60), las trayectorias históricas de modelo anglosajón o nórdico son bastante estables, sin que se produzcan en ellas graves crisis que amenacen su continuidad. Pero en cambio, las trayectorias de modelo latino son muy inestables, con frecuentes quiebras de la continuidad democrática interrumpida por recurrentes episodios de autoritarismo. De modo que, en la práctica, aunque sea de modo contingente, no se puede descartar el eventual encadenamiento de un ciclo pendular oscilatorio entre procesos transicionales de democratización y desdemocratización, encadenados entre sí con arreglo a la figura siguiente:

			Figura 4.3

			La reversibilidad de la democratización

			[image: ]

			Este esquema hipotético sugiere que, por improbable que pueda parecer según el contexto, toda democracia está sometida al riesgo de su posible desdemocratización en un futuro próximo o lejano. Incluso las anglosajonas, que antes nos parecían tan estables e indestrutibles, hoy están en claro peligro de regresión, tras el Brexit y Trump. Y esta constatación realista permite comprender mejor dos evidencias. La primera es la confirmación de la existencia de ciclos alternantes entre oleadas democratizadoras y contraolas antidemocráticas, como los propuestos por Huntington (1994). Y la segunda es el hecho de que las actuales democracias occidentales se encuentran en riesgo evidente de su- frir un proceso de desdemocratización, dado el crecimiento de la desafección ciudadana y el paralelo surgimiento de graves divisiones políticas entre sus élites gobernantes (o en el seno de sus coaliciones dominantes, por decirlo en términos de Morlino), que amenazan con dividirse iniciándose un ciclo de creciente polarización.

			Recordemos en síntesis tres ideas centrales en torno al conflicto que hemos constatado en este capítulo. La primera es que el conflicto civil está en el origen de la democracia misma desde su aparición con el parlamentarismo inglés surgido de la guerra civil, como vimos con Moore (1975), Elias (1992) y Rustow (1970). La segunda es que el surgimiento de conflictos irresolubles es el principal factor explicativo tanto de la crisis de los regímenes autoritarios como de la quiebra de las democracias (Morlino, 2009). Y la tercera es que esos conflictos críticos son tanto externos al bloque de poder, cuando la sociedad civil se divide y polariza tornándose ingobernable, como internos al núcleo del régimen, cuando la coalición dominante se divide porque se rompen sus compromisos contraídos por consenso (ibidem). Pues bien, en la actualidad, las democracias occidentales sufren ambos tipos de conflictos críticos, tanto internos como externos.

			Respecto a los conflictos internos al bloque dominante, consideremos el caso de los Estados Unidos. Allí se ha roto el consenso fundacional entre sus dos grandes partidos alternantes desde que un ciudadano de etnia afroamericana alcanzó la presidencia, lo que llevó al Partido Republicano a romper el compromiso tácito de alternancia y a emprender una guerra sucia contra él, simbólicamente expresada por la emergencia del Tea Party pero judicial y políticamente consumada mediante el bloqueo ejercido por el Senado que impidió al presidente Obama ejercer la capacidad presidencial de proponer jueces para el Tribunal Supremo. A partir de ahí, con el control judicial asegurado, el presidente Trump acometió su obra destructiva violando todas las normas informales, y muchas de las formales, que impedían el abuso del poder presidencial, conduciendo así a la democracia estadounidense por la senda de su autodestrucción (Levitsky y Ziblatt, 2018). Pero algo parecido está ocurriendo en las demás democracias, sometidas casi todas ellas a una grave división de su clase política tras la ruptura de los consensos básicos que cohesionaban a sus élites dirigentes, desde el Brexit británico a la «crispación» española, cuya dividida coalición dominante (formada por sus dos partidos fundadores, PP y PSOE) es incapaz de resolver por consenso su múltiple crisis territorial e institucional.

			En cuanto a los conflictos externos al bloque de poder, las democracias decaen y amenazan con quebrar cuando sus élites dirigentes resultan incapaces de enfrentarse con eficacia a la desafección de una parte de la ciudadanía, que deja de confiar en su desautorizada clase política por considerarla incapaz e ilegítima. Pues bien, eso es lo que hoy está ocurriendo en la mayoría de las democracias occidentales: que demasiados ciudadanos rechazan a su élite política y dejan de sentirse representados por ella bajo la acusación de que se ha vuelto indigna de confianza tras haberles traicionado con reiteración y contumacia (Crouch, 2004; Mair, 2015; Gil Calvo, 2014). De ahí el surgimiento y proliferación de toda una nueva generación de partidos políticos antisistema, denominados «nacional-populistas» (Gil Calvo, 2016), que revelan la apertura de nuevos clivajes en la estructura social. Así se pone fin a casi un siglo de «congelamiento» del sistema de partidos, como lo llamó en su día Rokkan (2017, p. 247), iniciándose su «descongelación» hacia un nuevo multipartidismo cambiante y fluido, pero también más polarizado cada vez.

			Lo cual debería llevarnos a revisar la estructura de clivajes prevista por Rokkan como base de la representación parlamentaria. A los cuatro previstos por él, que se habían congelado en el primer tercio del siglo xx, habría que añadir algunos otros más, producto de los ingentes cambios socioestructurales que se han venido produciendo desde el último tercio de ese mismo siglo pasado. En este sentido, durante la segunda contraola antidemocrática de Huntington (1994) irrumpieron ante todo los «nuevos movimientos sociales» (Della Porta y Diani, 2011), aparecidos en las décadas de los años sesenta y setenta con reivindicaciones pacifistas, antinucleares, ecológicas y feministas, que dieron lugar a la fundación extraparlamentaria de múltiples partidos de la «nueva izquierda»: como los «verdes» alemanes que muy pronto competirían con los liberales para ocupar su lugar de partido bisagra en el Bundestag. Fue la «revolución silenciosa» de la nueva cultura «post-materialista» teorizada por Ronald Inglehart (1977, 1991 y 2001), que abrió nuevos clivajes identitarios y de género en la cultura pública y en la estructura social.

			Desde esa época antinuclear se mantuvo la continuidad del movimiento antiglobalización y altermundista, que ya entrado el siglo xxi, en plena tercera contraola antidemocrática de la periodización de Huntington, habría de dar lugar a la eclosión de nuevos movimientos de resistencia política contra el «austericidio»: ese recorte sistemático de los derechos sociales dictado por la Troika europea para gestionar el rescate financiero de los cuatro países mediterráneos (los «pigs») que habían caído víctimas de la crisis del euro (Gil Calvo, 2013a). Una resistencia contra la austeridad protagonizada por Syriza en Grecia, el Movimiento Cinco Estrellas en Italia y Podemos en España (Gil Calvo, 2013). Y en paralelo también creció por toda Europa una pléyade de partidos nacional-populistas de orientación ultraderechista con tintes reaccionarios y xenófobos centrados en la lucha contra la inmigración foránea, que alcanzaron importante presencia electoral en Francia, los Países Bajos, Alemania y Escandinavia.

			De este modo, para representar este «descongelamiento» del sistema de partidos europeos, y a título hipotético, cabría reformar el cuadro 4.2 (p. 116), que reflejaba los cuatro clivajes originales de Lipset y Rokkan (1992), para ampliarlos a otros cuatro clivajes adicionales, capaces de tipificar las múltiples variedades de populismo anti-establishment que hoy proliferan en los parlamentos europeos, algunos herederos de los NMS (nuevos movimientos sociales) surgidos de Mayo del 68, y otros más procedentes de la rebelión contra el establishment protagonizadaa por el populismo antisistema de izquierda y derecha, tal como se propone en el esquema del siguiente cuadro 4.6:

			Cuadro 4.6

			Nueva estructura de clivajes del siglo xxi
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			Fuente: Adaptado de la figura 4.4 (supra, p. 84).

			De los múltiples conflictos externos (es decir, sociales) que hoy proliferan en demasiadas democracias, buena parte de ellos pueden subsumirse en los clivajes tradicionales identificados por Rokkan. Así, dentro de los clivajes que afectan al territorio, el conflicto secesionista (como el británico respecto a la UE, o el escocés y el catalán respecto a sus Estados nodriza) se incluye claramente en el clivaje I (centro-periferia). Y la rebelión francesa de los gilets jaunes, o la desafección de la «España vaciada», también se inscriben en el clivaje III (rural-urbano). En cuanto a los clivajes que afectan a la población, el renacido conflicto religioso (planteado por la integración de los inmigrantes musulmanes, o por la segregación religiosa de la enseñanza privada y concertada) pertenece por derecho propio al clivaje II (Iglesia-Estado). Pero otros conflictos nuevos son inclasificables en semejante esquema, por lo que demandan nuevas categorías clasificatorias.

			Es lo que se sugiere en el cuadro 4.6 mediante las dos últimas filas de clivajes añadidos al modelo de Rokkan que ya vimos en su momento (supra, cuadro 4.3, p. 118). En la estela de Mayo del 68, se mantiene la continuidad movilizadora de los clivajes territoriales antiglobalización y ecológicos (tipo VI), que afectan a la contienda ambiental por los efectos del cambio climático, así como los derivados de la discriminación por género e identidad étnica (tipo VII), origen de una gran pluralidad de movimientos antirracistas, feministas y LGTBI englobados bajo la etiqueta woke (Ibarra y Tejerina, 1998; Martí, Ibarra y Sribman, 2021). Y en la última fila de clivajes surgidos tras la caída del muro de Berlín en 1989 que certificó el fin de la lucha de clases, aparecen las dos dimensiones políticas que constituyen el común denominador de los movimientos nacionalpopulistas, correspondientes a la ultraderecha (tipo VII) y a la izquierda radical (tipo VIII).

			Entre los clivajes del territorio, emerge hoy el tipo VII del conflicto entre los ciudadanos autóctonos (varones blancos de la etnia dominante) frente a los «alógenos» foráneos (extranjeros, inmigrantes, refugiados y miembros de etnias discriminadas), imaginariamente provenientes del exterior, aunque posean la ciudadanía desde varias generaciones atrás, a los que se segrega en virtud de la xenofobia culturalmente dominante. Este clivaje podría clasificarse como poblacional, pues divide a diversos grupos sociales entre sí; pero como también los segrega espacialmente (gentrificación, suburbanización, ghettificación), conviene incluirlo en los conflictos territoriales entre nosotros, los «de dentro», frente a ellos, los «de fuera». Y en cuanto al clivaje VIII, opone al Pueblo o la Gente frente al Establishment (Jones, 2015), uno de los encuadres (frames) o «significantes vacíos» (Laclau, 2005), como «la casta» o «la trama», que se usan para designar a las élites dirigentes denunciadas como «corruptas». Son muchos los autores que han analizado las potencialidades políticas de esta contraposición entre el pueblo y las élites, por lo que aquí sólo citaré a Pierre Birnbaum (2012), que analiza las bases del longevo populismo francés, y Ernesto Laclau (2005), el gran teórico enaltecedor del populismo latinoamericano.

			En cualquier caso, no hay duda de que este nuevo clivaje populista (el VIII), sobre todo cuando está vinculado al otro xenófobo (el VII), constituye la más formidable palanca de movilización política actual, capaz de hacer entrar en crisis a las democracias más duraderas, como EE UU. Se trata de un eje de conflicto civil, que enfrenta retóricamente a «los de Abajo» contra «los de Arriba», cuya matriz estructural es análoga al citado modelo Hroch (1985 y 2000) de «nacionalismo desde abajo», puesto que su base de movilización no procede de los estratos inferiores, que hoy ocupan los inmigrantes excluidos, sino de la pequeña burguesía desclasada que se siente bloqueada y emparedada entre una élite que les excluye y unas supuestas «clases invasoras» que presuntamente les amenazan.

			Y su peligrosidad procede de su potencial caída en la violencia antisistema, como ya ocurrió con los populismos nazi-fascistas de la Europa de entreguerras (primera contraola de Huntington) y con el terrorismo de ultraizquierda post Mayo del 68 (segunda contraola antidemocrática), cuyo mejor análisis estructural, inspirado en el modelo Hroch, llevó a cabo Peter Waldmann (1997). Lo que sucede cuando los agentes movilizadores, para poder acceder al poder, deciden coaligarse «hacia abajo» con los jóvenes excluidos de las clases populares, cuyo único recurso político y principal seña de identidad es la subcultura masculina de la violencia, dispuesta al sacrificio redentor de su comunidad étnica (véase también, en otro sentido, Sánchez-Cuenca, 2019 y 2021).

			Como corean las bases ultranacionalistas de Pegida y Alternative für Deutschland (AfD): «Nosotros somos el Pueblo». Y como hacen en Barcelona los CDR (Comités de Defensa de la República) de la CUP, aliados populares de la burguesía secesionista, cuando incendian las calles para prender una Rosa de Fuego en homenaje sacrificial a los héroes mitológicos de la independencia catalanista. También las milicias supremacistas blancas de EE UU que apoyan a Trump hacen de la violencia purificadora un sacrificio expiatorio capaz de resucitar la vieja causa perdida de la grandeza de América, como demuestra su última performance «patriótica» de asaltar el Capitolio el día de Reyes de 2021, en una insolente parodia de la Toma de la Bastilla que trataba de impedir la confirmación por el Congreso del falso «robo» electoral de Biden y Harris. Es la trompeta del juicio final que anuncia la crisis agónica de las democracias representativas.

		

	
		
			CAPÍTULO 5

			INSTITUCIONES:
LOS COMPONENTES DE LAS DEMOCRACIAS

			En este capítulo se analizan los diferentes elementos constitutivos de las democracias representativas: las variantes institucionales establecidas por la ingeniería constitucional que componen los sistemas democráticos actuales. Y para ello se distingue, siguiendo a Morlino (2009), entre los regímenes democráticos propiamente dichos (las instituciones que regulan el sistema de gobierno) y los Estados que constituyen su infraestructura política (el sistema administrativo que les sirve de soporte instrumental como maquinaria burocrática de gobernación). Así, el capítulo se organiza en dos secciones. La primera analiza las principales instituciones componentes del aparato del Estado que subyacen a los regímenes democráticos: sistema judicial, administración burocrática, hacienda pública, sistema del bienestar y Estado de derecho. Y la segunda se centra en las diversas formas de ingeniería institucional exhibidas por los regímenes democráticos: sistemas constitucionales, políticos, electorales, de partidos y territoriales, principalmente.

			Pero antes de comenzar hay que formular una advertencia. En el análisis institucional contemplado en este capítulo no se abordan las clásicas «formas de gobierno», monárquicas o republicanas, que postulaba la preceptiva decimonónica, distinguiendo entre monarquía constitucional (en la que el monarca todavía dispone de poder político, aunque esté constitucionalmente limitado) y monarquía parlamentaria (en la que el monarca no detenta ningún poder: «reina pero no gobierna»); y entre república presidencialista (en la que el presidente electo encabeza el poder ejecutivo), y república parlamentaria (en la que el presidente es nombrado por la asamblea careciendo de poder propio). Y esta distinción no se abordará porque no es pertinente, pues que la Jefatura del Estado sea hereditaria (monarquía) o electiva (república) es una disyuntiva por completo independiente de la naturaleza democrática o no del régimen considerado. Hay monarquías democráticas, como Suecia, y monarquías no democráticas, como Tailandia o Arabia Saudí. Y hay repúblicas democráticas, como Finlandia, y repúblicas no democráticas, como Cuba o Irán. Por eso, en este libro lo único que cuenta es la naturaleza del régimen, que ha de ser democrático; y no su forma de gobierno, monárquica o republicana. Con ello se sigue la práctica habitual de los manuales de ciencia política.

			Y por si quedasen dudas al respecto, quizá no sea ocioso aportar una observación adicional. Un autor muy influyente para la teoría política, el antropólogo británico de origen checo Ernest Gellner, publicó un texto delicioso donde observaba que las democracias que mejor funcionan, ocupando los primeros lugares en los rankings de calidad democrática, no son repúblicas sino monarquías: como Suecia, Noruega, Dinamarca, los Países Bajos o el Reino Unido. Y la explicación que ofreció Gellner (1989), pese a ser más provocativa y humorística que cínica o elitista, fue la siguiente. Allí donde existe una monarquía constitucional, el pueblo llano menos ilustrado dirige casi toda su atención política a la «pompa y circunstancia» de la realeza, dada la omnipresencia mediática de la corona y la corte que la rodea, desinteresándose en cambio de los lances y conflictos de la política institucional realmente existente, que es la que discurre en torno al gobierno y el parlamento. La atención mediática prestada a la familia real y los fastos de la corona permite distraer al personal de a pie, dejando la política para los expertos y los profesionales de los partidos que se centran en la lucha por el poder con relativa opacidad, al permanecer en los márgenes del campo visual. Así, la corona funciona como un espejismo mágico destinado a salvaguardar el trabajo entre bambalinas de los servidores públicos.

			Sin embargo, cabe otra interpretación que, partiendo del núcleo básico del argumento de Gellner (consistente en la mayor visibilidad mediática de la realeza respecto a la política), permite reelaborarlo con más profundidad analítica. Lo cierto es que, precisamente por su continuidad dinástica, la institución de la monarquía constitucional genera una Jefatura del Estado despolitizada e independiente de la lucha partidista que caracteriza a toda democracia, lo que permite manifestar y hacer visible la necesaria separación entre Estado perenne y Régimen alternante. Pues en efecto, como vimos en su momento, la calidad y solidez de la democracia exige que se mantengan incólumes ciertas distinciones básicas que deben estar separadas por líneas rojas o «murallas chinas». Es lo que sucede con la separación de poderes (ejecutivo, legislativo y judicial), con la separación entre lo público y lo privado (cuyo cruce genera corrupción), y con la separación entre el Estado y el régimen: es decir, con la necesaria separación entre el «buen gobierno» proveedor de bienes públicos y la política del antagonismo partidista. Y esta separación entre lo estatal y lo político se manifiesta y se visualiza mejor si la figura del Jefe del Estado es un monarca hereditario, símbolo institucional de la continuidad histórica, que si es un presidente de la república, producto coyuntural y contingente del proceso político.

			1. INFRAESTRUCTURAS ESTATALES

			Vayamos pues, con las estructuras básicas del Estado, como infraestructura burocrática subyacente que sirve de soporte al régimen democrático. Ahora bien, antes de entrar en materia, hay que comenzar por referirse al Estado mismo, una entidad demasiado abstracta para poder concebirla como un ente unitario. Como ya hemos visto, hay otras entelequias análogas casi igual de imaginarias, como la nación o el pueblo soberano, también muy difíciles de identificar y definir. Pero si estas últimas fueron concebidas y nombradas en torno a 1800, como subproductos de las revoluciones francesa y estadounidense, la noción de Estado es ciertamente anterior, por cuanto empezó a teorizarse en el Renacimiento italiano que inventó la «razón de Estado», y pasó a adquirir carta de naturaleza un siglo después con el Leviathan de Hobbes.

			Pese a lo cual, la cultura política anglosajona no posee un concepto acabado del Estado, al que ni siquiera se decide a nombrar como tal, pues para referirse al conjunto de los poderes públicos prefiere hacerlo bajo términos genéricos como el de Gobierno, confundiendo así el régimen con el Estado. Precisando más, en el Reino Unido se denomina a la burocracia estatal con el rótulo de «Servicio Civil» para diferenciarlo del servicio militar, y al Estado mismo como Reino. Y en EE UU con el termino de «Administración» o el de «República» (y también con el de «América», tomando así la parte por el todo para apropiarse del «Nuevo Mundo»), mientras que la voz «state» sólo designa cada uno de los cincuenta estados de la Unión federal. Pues como concepto de sentido común, el término inglés «state» recuerda más bien al de «estate»: los bienes raíces de propiedad inmobiliaria. Es decir, el territorio bajo jurisdicción estatal. Y si los anglosajones no quieren ni hablar del Estado (y mucho menos escribirlo con mayúscula) es porque lo consideran un invento francés, atribuyendo apócrifamente al Rey Sol la frase: «l’État c’est moi» (el Estado soy yo). Y no les falta razón pues, en efecto, fue la Francia revolucionaria la que creó el culto al Estado como heredero laico y secular de la sacralizada Corona dinástica (Bourdieu, 2005), encargándose Napoleón I de construirlo y desarrollarlo para exportarlo después a toda la Europa continental, y desde ésta hacia sus múltiples colonias extraeuropeas.

			Esta dicotomía entre las democracias anglosajonas alérgicas al concepto de estado, frente a las democracias continentales dependientes de un Estado hipertrofiado (con mayúscula, por supuesto), recuerda a la distinción entre el jardín paisajista inglés y el jardín geométrico francés que vimos al comienzo del libro. Y la analogía no es ociosa pues, en efecto, la estadofobia y la estadofilia son herederas del enfrentamiento entre el liberalismo anglosajón y el absolutismo continental que dividió a Occidente durante los siglos xviii y xix. Por eso los anglosajones son reacios incluso a pronunciar el odioso nombre del Estado, que les recuerda a la pasada tiranía absolutista, y puestos a manejarlo y padecerlo, sólo aceptan hacerlo una vez reducido a su mínima expresión del neoliberal «Estado mínimo». Mientras que los europeos continentales, herederos de tantos siglos de absolutismo, erigen a su majestuoso Estado burocrático en principal sujeto agente de la Historia, y desde luego en proyectista y promotor del cambio social progresista, ya sea reformista o revolucionario, como si fuera del Estado no pudiera haber salvación.

			De ahí se deduce igualmente la existencia en Occidente de dos clases opuestas de capitalismo (Albert, 1992): una variante atlántica o neoliberal, típica del mundo anglosajón, donde los actores privados compiten al margen del Estado buscando su propio interés aunque sea a costa del de los demás, frente a otra versión renana u ordoliberal (Foucault, 2009; Laval y Dardot, 2013), típica del eje París-Berlín, que prefiere coordinar su interés con el de los demás buscando el patrocinio protector del Estado. Y, sin embargo, por mucho que los liberales lo aborrezcan como innombrable, el Estado existe, pues incluso en las democracias anglosajonas, haberlo, haylo: ya sea el viejo Estado profundo de los cinco ministerios clásicos (Exteriores, Defensa, Justicia, Hacienda e Interior) o incluso el nuevo Estado de bienestar nacido tras la Segunda Guerra Mundial, aunque en las democracias de liberalismo recalcitrante el Welfare State esté reducido a su mínima expresión.

			Pero además de su opuesta actitud ante la existencia misma del Estado, un mal necesario para los anglosajones, un demiurgo providencial para los continentales, también conciben su función de forma antitética. Para los liberales, el Estado sólo es una mera instancia arbitral, destinada a reparar daños y resolver conflictos, pues no pasa de ser un mero guardián protector de los derechos individuales puesto al servicio de la primacía del interés privado, que en todo caso siempre ha de prevalecer sobre el interés público. En cambio, en la Europa continental heredera del absolutismo se concibe al Estado como una magistratura omnisciente y ubicua, una autoridad pública revestida de majestad y soberanía, situada por encima del orden social como si fuera el vigía maestro que define y salvaguarda el interés general. De ahí que su administración supervisora de los intereses privados siempre haya de estar ordenada para servir a la defensa prioritaria de la primacía del interés público. Por eso, para el sociólogo francés Pierre Bourdieu (1997a), los altos funcionarios son «la nobleza de Estado», depositaria del monopolio tanto de la violencia legítima como de la verdad legítima: es decir, de la violencia simbólica.

			1.1. Los sistemas judiciales

			La infraestructura jurídica de las democracias occidentales presenta dos grandes modalidades alternativas, cuya oposición equivale a la existente entre el jardín inglés y el jardín francés: el sistema de «common law», original del Reino Unido pero que también se extiende a todas las democracias anglosajonas procedentes de las antiguas colonas británicas, y el sistema de «civil law» heredero directo del Derecho Romano, que abarca todas las democracias de Europa continental así como las de sus antiguas colonias ultramarinas. Este cisma jurídico procede legendariamente de la Carta Magna que los barones sajones lograron imponer en 1215 al rey normando Juan I Plantagenet, por la que la Corona aceptaba respetar las libertades de los ingleses, y entre ellas el derecho al «habeas corpus» y al «proceso» debido, como mítico origen del sistema de common law que posteriormente se separaría aún más del sistema latino o romano-germánico tras la reforma religiosa de Enrique VIII Tudor. No obstante, la moderna historiografía ha relativizado en gran medida esta «invención» del common law atenuando las diferencias entre ambos sistemas, que comparten muchas más semejanzas de lo que podría parecer (Herzog, 2019, pp. 189-210). Pero, sin embargo, haberlas haylas, como revela el cuadro sinóptico 5.1.

			Cuadro 5.1

			Los sistemas jurídicos de «common law» y «civil law»

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							Common law

						
							
							Civil law

						
					

				
				
					
							
							Fuentes del Derecho

						
							
							—Jurisprudencia: respeto a las sentencias precedentes (stare decisis).

							—Costumbres: normas consuetudinarias interpretadas con flexibilidad

						
							
							—Ley escrita: fuerza legal de la legislación codificada por el parlamento

							—Rigidez dogmática en la aplicación de la ley sin capacidad interpretativa

						
					

					
							
							Magistratura

						
							
							Magistratura Profesional

							1: Reclutamiento tardío tras larga experiencia profesional

							2: Formación en la práctica profesional como abogados

							3: Nombramiento externo por decisión política o elección popular

							4: Ausencia de controles internos

							sin promoción ni jerarquía

							5: Cargos judiciales vitalicios

							During Good Behaviour

							6: Independencia judicial interna (respecto al sistema judicial) y externa (respecto al sistema político)

						
							
							Magistratura Burocrática

							1: Selección por concurso público entre licenciados sin experiencia

							2: Formación profesional dentro del cuerpo: Escuela Judicial y prácticas

							3: Nombramiento interno por los órganos superiores de la magistratura

							4: Carrera con ascensos por antigüedad y mérito por decisión jerárquica

							5: Rotación con gran movilidad a través de múltiples cargos generalistas

							6: Independencia política externa con dependencia interna de la alta magistratura evaluadora y supervisora

						
					

					
							
							Estructura del Sistema Judicial

						
							
							1: Jurisdicción única, con jueces de competencia civil, penal, administrativa y constitucional

							2: Uno o dos niveles de apelación con pocos recursos que se pueden rechazar a discreción

							3: Corte Suprema de pocos miembros y gran capacidad normativa con el precedente jurisprudencial de sus sentencias (stare decisis)

							4: Inexistencia de órganos superiores especializados

						
							
							1: Fragmentación jurisdiccional con múltiples pirámides especializadas en jurisdicciones ordinaria (civil y penal), administrativa, mercantil, etc.

							2: Tres niveles de apelación con admisión de todos los recursos

							3: Tribunal Supremo numeroso de múltiples salas con gran volumen de recursos sin revisión constitucional.

							4: Existencia separada de Tribunales Constitucionales y Consejos Superiores de la Magistratura

						
					

					
							
							Revisión de Constitucionalidad

						
							
							—Capacidad de Judicial Review en todos los niveles de magistratura hasta culminar en la Corte Suprema

						
							
							—Inexistencia en la jurisdicción ordinaria de Judicial Review, restringida al Tribunal Constitucional

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Guarneri y Pederzoli, 1999, pp. 31-125.

			No es lugar éste para profundizar en la distinción entre los sistemas jurídicos de common law y civil law (Aymerich, 2004; Ajani et alii, 2011; Herzog, 2019). Pero en síntesis, la justicia del civil law es rígida y burocrática, está hipertrofiada en términos tanto personales (multitud de jueces, abogados y personal subalterno que ocupan organigramas ramificados y jerarquizados) como normativos (sobreabundancia de textos legales de muy diferente género y rango), todos sus actos se basan en prolijos escritos y sus ejecutantes carecen de libertad interpretativa, pues se limitan a ser «la boca por la que habla la ley», según la conocida expresión de Montesquieu (Toharia, 2001, p. 38), actuando con inflexible rigidez: fiat iustitia et pereat mundus (que se haga justicia aunque se hunda el mundo). Todo ello de acuerdo a la tradición latina heredada tanto del derecho romano como de su continuación, el eclesiástico derecho canónico. Mientras que la justicia del common law tiende a exhibir rasgos opuestos: está poco poblada (la Corte Suprema de EE UU tiene nueve miembros, el Tribunal Supremo español ochenta y uno), es más verbal que escrita y muchas de sus normas están sin codificar (como la propia Constitución del Reino Unido, que carece de texto escrito) o son muy escuetas y prosaicas (como la breve Constitución de EE UU); tiende a ser muy flexible y pragmática, no obedece tanto a la ley como a los precedentes jurisprudenciales (según la doctrina del stare decisis: mantener lo decidido en las sentencias precursoras) y sus ejecutantes tienen libertad interpretativa, aplicando normas tanto consuetudinarias como escritas y llegando a enmendar las propias leyes sospechosas de inconstitucionalidad (capacidad de judicial review o revisión de constitucionalidad de las leyes aprobadas por las asambleas legislativas).

			Esto último es consecuencia de la revolución introducida por la constitución estadounidense de 1787 que, según Toharia (2001, pp. 39-40), introdujo en el sistema anglosajón del common law dos novedades decisivas: ante todo, la de dotar a cada juez de un poder soberano independiente, para lo que es elegido directamente por la ciudadanía o nombrado por los representantes electos de ésta (mientras que a los jueces británicos los nombraba el Lord Canciller, miembro del gobierno de SM); y además, la de atribuirle la función de interpretar las leyes y comprobar que éstas no vulneran la letra ni el espíritu de la Constitución fundacional, en lo que se conoce como judicial review o revisión de constitucionalidad (inexistente en Reino Unido hasta 2009), lo que implica la supremacía del poder judicial sobre el legislativo, evitando que prospere la tiranía de la mayoría.

			En cambio, las novedades introducidas por la revolución francesa en el sistema del civil law se encaminaron en un sentido diametralmente opuesto, colocando al sistema judicial bajo el control del poder ejecutivo y obligándole a aplicar al pie de la letra la legislación procedente de la asamblea parlamentaria, entendida ésta como supremo poder del Estado con capacidad para modificar a discreción la legalidad incluso constitucional como representante único de la soberanía popular. Unos cambios revolucionarios decididos por el Directorio que después el Imperio llevaría hasta su extremo, emprendiendo la codificación unificada del derecho para crear así el célebre modelo napoleónico de justicia universal y centralizada que después sus ejércitos sembrarían por toda la Europa continental, en cuyos Estados post-absolutistas se crearían sistemas judiciales burocratizados cortados a su medida según el patrón francés, que más tarde se extendería a los nacientes estados post-coloniales de América Latina y África (Toharia, 2001, p. 42).

			Así, a lo largo del siglo xix, por todas partes se fueron codificando códigos legales calcados del modelo napoleónico, como sucedió en los países latinos como España, o adaptados a las tradiciones legislativas germánicas, como ocurrió con la codificación alemana redactada sobre bases enteramente originales por los juristas de cátedra (Ajani et al., 2011, pp. 329-368; Herzog, 2019, pp. 292-298), o con la codificación de los países nórdicos, pretendidamente equidistantes entre los sistemas anglosajón y romano-germánico (Aymerich, 2004, pp. 47-48), pues al final, incluso los sistemas de common law terminaron por codificarse a la manera francesa (Herzog, 2019, pp. 299-316).

			Pero no sólo se trataba de la codificación unificada, pues el modelo napoleónico impidió que prosperase el concepto de poder judicial previsto por Montesquieu y Locke para convertirlo en mera Administración de Justicia sometida al poder del Estado, hasta el punto de que los conflictos entre éste y los ciudadanos no se resolvían por el arbitraje de tribunales independientes sino por una nueva jurisdicción contencioso-administrativa en la que el Estado actuaba como juez y como parte (Pro, 2019, p. 310), modelo éste de administración judicial como órgano del Estado que también se difundió por toda Europa continental y sus colonias ultramarinas.

			Sin embargo, este proceso de convergencia hacia el predominio burocrático del civil law alcanzó su límite en el siglo xx tras su evidente sumisión a los regímenes antidemocráticos italiano, alemán, portugués y español (y el chileno medio siglo después), que lograron legitimarse gracias a su pleno control del sistema judicial (Toharia, 2001, p. 42). De ahí que, tras la Segunda Guerra Mundial, se iniciase el proceso opuesto de convergencia hacia el predominio del modelo de common law impuesto por los vencedores anglosajones. Pero como esto no resultaba nada fácil, pues era como tratar de mezclar agua con aceite, hubo que proceder a injertar tribunales especiales en el sistema de civil law, a fin de que pudiera imitarse tanto la revisión de constitucionalidad (judicial review) como la independencia del poder judicial que caracterizaban a los EE UU.

			Y así fue como por toda la Europa romano-germánica se fueron instituyendo los Tribunales Constitucionales (según el ejemplo fundado por Kelsen en Viena en los años veinte) y los Consejos Superiores de la Magistratura (llamado en España Consejo Superior del Poder Judicial), a fin de garantizar la democratización de unos sistemas judiciales que se habían demostrado fácilmente manipulables por los regímenes autoritarios y totalitarios (Toharía, 2001, pp. 43-48). Incluso el tradicionalista Reino Unido adoptó por requerimiento europeo la judicial review en su reforma constitucional de 2005, fundando una nueva Corte Suprema con capacidad de revisión de la constitucionalidad de las leyes (en sustitución del Comité de Apelación de la Cámara de los Lores carente de ella) que entró en vigor en 2009 y se estrenó diez años después anulando una Ley aprobada por iniciativa del premier Boris Johnson que pretendía suspender el Parlamento para sacar adelante su primera propuesta de Brexit (aunque tampoco sirvió de mucho, como se vio después).

			No obstante, pese a esta creciente convergencia hacia el fortalecimiento de la independencia judicial, continúan manteniéndose significativas diferencias entre los dos sistemas de common law y civil law. La primera de todas es que la justicia anglosajona se concibe como un poder constitucional independiente del poder político con capacidad de arbitraje jurisdiccional sobre éste, mientras que la continental europea se conforma como un servicio público compuesto por funcionarios estatales orgánicamente sometidos al ministerio de justicia (Toharia, 2001, pp. 40-41). Y la segunda es que ambos sistemas siguen contando con dos tipos de magistraturas opuestas: profesional en el modelo anglosajón, burocrática en el continental (Guarneri y Pederzoli, 1999, pp. 63-65).

			Los jueces del common law son juristas de oficio que, con prestigio consolidado por su experiencia profesional en el ejercicio privado de la abogacía, son llamados o propuestos a edad madura para ocupar cargos en los tribunales. En el Reino Unido los selecciona y nombra el Lord Canciller, un juez a la vez speaker de la Cámara de los Lores y miembro del Gobierno. Pero la base de la pirámide está ocupada por los jueces de paz, magistrados honorarios sin remuneración asesorados por juristas y reclutados entre los notables locales herederos de la gentry. Y en Estados Unidos, a escala estatal son en parte propuestos por el Gobernador y nombrados por el Senado estatal o directamente elegidos por votación popular; mientras que a escala federal son siempre propuestos por el Presidente o su Fiscal General y elegidos o no por el Senado, que puede rechazar su nombramiento si no logran mayoría cualificada. Y tras su toma de posesión, todos los jueces ejercen su cargo de modo inamovible y vitalicio «mientras demuestren buen comportamiento» (during good behaviour) como forma de garantizar su independencia del órgano que les nombró. En la práctica, esto supone una auténtica privatización de la justicia, afín al sistema de jurado popular, con la sensible diferencia de que los jurados no pueden interpretar la ley, mientras que todos los jueces gozan del poder de judicial review.

			En cambio, la magistratura del sistema continental es siempre funcionarial, pues es reclutada mediante un duro concurso-oposición entre jóvenes sin experiencia licenciados en derecho que, tras obtener el título y antes de ocupar plaza, reciben un curso intensivo en la oficial Escuela Judicial combinado o no con prácticas en los tribunales. A partir de ahí inician una carrera judicial (inspirada en la carrera castrense) prolongada hasta la jubilación que les lleva a desempeñar por diversas jurisdicciones múltiples cargos en los que son supervisados y calificados por sus superiores jerárquicos de la alta magistratura, que también controlan y deciden sus ascensos en virtud de la antigüedad y el mérito. Esto hace que el ejercicio de la magistratura siempre esté orientado por la cúpula judicial, que es tanto la meta a la que apunta su carrera como el órgano que evalúa y califica su cumplimiento profesional. De ahí la escasa por no decir nula independencia de los jueces, sometidos como están al poder de sus superiores orgánicos (ibidem, pp. 46-62).

			Además de esta disyuntiva profesional/funcionarial, también la estructura organizativa difiere sobremanera en los sistemas de common y civil law. El modelo anglosajón presenta una sola pirámide jerárquica poco elevada con unificación jurisdiccional y sólo un nivel de apelación por debajo de la Corte Suprema, a los que llegan pocos recursos que en todo caso puede devolver o rechazar a discreción. Así, en EE UU, a la Corte Suprema sólo llegan unas 5.000 causas cada año, de las que se admiten 200 y sólo se resuelven 150 sentencias motivadas, cifra que en el caso británico no pasa del centenar anual. Mientras que los sistemas continentales presentan tantas pirámides jerárquicas como jurisdicciones especializadas (civil, penal, administrativo, mercantil, laboral, militar, etc.), con varios niveles de apelación en los que se admiten a revisión todos los recursos presentados, lo que hace que sus altos tribunales puedan llegar a tener centenares de miembros, frente a los nueve o doce de las cortes supremas estadounidense o británica (ibidem, pp. 73-83). En el caso francés el Tribunal Supremo tiene dos altos tribunales: la Corte de Casación, con 125 miembros y seis Salas (tres civiles más la criminal, la comercial y la del trabajo) y el Consejo de Estado, de jurisdicción contencioso-administrativa. Y aún existen otros tres altos órganos adjuntos: el Consejo Constitucional que carecía de judicial review hasta 1974, cuando una enmienda constitucional confirió el derecho de apelar al Consejo a partir de sesenta miembros de ambas cámaras (Lijphart, 2012, p. 211); la Cámara de Controversias Jurisdiccionales, y el Consejo Superior de la Magistratura.

			En España, el Tribunal Supremo tiene cinco salas (civil, penal, contencioso-administrativa, social y militar) con ochenta miembros más el presidente (que lo es también del Consejo del Poder Judicial). Por debajo existe otra jurisdicción especial, la Audiencia Nacional, que asume competencias cuasi federales con seis juzgados de instrucción penal (herederos del franquista Tribunal de Orden Público), catorce juzgados centrales y cuatro salas de apelación penal, contencioso-administrativa y social. A lo que hay que añadir otros dos altos órganos autónomos: el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) con veinte vocales más su Presidente (que lo es también del Supremo), de los que doce pertenecen al cupo de jueces y ocho al de juristas de reconocido prestigio, elegidos a partes iguales por ambas cámaras; y el Tribunal Constitucional con doce vocales (ocho nombrados por ambas cámaras, dos por el Gobierno y dos por el CGPJ), de los que la mitad «togada» son miembros de la magistratura y la otra «laica» son profesores de derecho o juristas de reconocido prestigio. Tribunal Constitucional que en 2010 anuló parte del Estatut d’Autonomia aprobado en 2006 por el Parlament y refrendado en las urnas por el pueblo catalán, desencadenando así el actual procés secesionista.

			Por lo demás, todos los miembros de la UE están sometidos al Tribunal Europeo de Justicia y al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que actúan como Cortes Constitucionales centralizadas con plenos poderes de judicial review sobre los diversos Estados miembros, lo que ha obligado a las legislaciones de los países que no la tenían (como Francia hasta 1974 o el Reino Unido hasta 2009) a dotar de judicial review a su respectivo sistema jurisdiccional (Lijphart, 2012, pp. 31 y 212).

			Aún existen otras diferencias relevantes entre ambos sistemas jurídicos, como la figura del jurado popular, originaria del common law y privativa de los países anglosajones hasta que la revolución francesa lo introdujo en el ámbito del civil law, donde siempre ha encontrado fuertes resistencias, sobre todo en los países católicos: en España fue instituido por la Constitución de 1978, entrando en vigor en 1995. Algo análogo, aunque inverso ocurre con otra institución mucho más tardía, la fiscalía o ministerio público, que no apareció hasta su introducción por Napoleón I para extenderse rápidamente por el área continental porque su naturaleza de cuerpo burocrático dependiente del gobierno, que actúa representando al Estado en defensa del interés público, resulta perfectamente coherente con el sistema de civil law. Y, sin embargo, dada su eficacia para el proceso penal, los anglosajones pronto adaptaron la fiscalía a su propio sistema para encabezar la policía judicial, donde se aclimató con sensibles diferencias respecto al modelo napoleónico, pues también aquí hallamos la misma oposición entre una fiscalía profesionalizada e independiente del gobierno, como es la anglosajona, y otra funcionarial y burocrática dirigida por el poder ejecutivo, como sucede con la continental europea (Guarneri y Pederzoli, 1999, pp. 92-102). Y en esta misma línea aparece dentro del área de la civil law la figura del juez instructor, inexistente en el common law, que dirige con genealogía inquisidora la investigación judicial en paralelo al ministerio fiscal.

			En el cuadro 5.2 aparecen resumidas las principales diferencias que hemos visto entre ambos sistemas representados por Reino Unido y EE UU, como exponentes del common law, y por Alemania, Francia y España, de parte del civil law. Allí se advierten algunas discrepancias entre los modelos francés y alemán pues, como se sugirió antes, la codificación prusiana fue más tardía y sensiblemente distinta de la napoleónica. Por eso, al tratar de los sistemas jurídicos comparados, tiende a diferenciarse entre cuatro y no entre dos. A un lado, el sistema anglosajón del common law. Pero al otro, el sistema continental europeo del civil law suele dividirse en tres subsistemas distinguibles entre sí: el sistema francés o latino, típicamente napoleónico, extensible a Italia, España y Portugal; los sistemas germánicos con cierta afinidad por el civil law, como el alemán, el austriaco o el suizo; y los sistemas nórdicos, que se entienden como más próximos al common law porque nunca estuvieron sometidos al derecho romano: el danés (con su Código de Jutlandia registrado en 1241: la «Carta Magna» nórdica), del que derivan el noruego e islandés, y el sueco del que procede el finlandés (Aymerich, 2004; Ajani et al., 2011).

			Cuadro 5.2

			La independencia judicial en los Estados democráticos
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			Fuente: Adaptado de Guarneri y Pederzoli (1999), pp. 48, 97 y 118.

			Concluiré este epígrafe señalando que el principal problema que plantea la institución jurisdiccional a los regímenes democráticos es el de la independencia de la magistratura. ¿Constituyen los jueces un auténtico poder del Estado, independiente de los otros dos, o son más bien una administración burocrática del Estado entre otras, como servicio público dirigido políticamente por el gobierno (Toharia, 1999, pp. 38-41)? Ésta es una pregunta de no fácil respuesta, pues de ella dependen dos grandes problemas que amenazan a la democracia: la politización de la justicia, cuando los jueces son excesivamente dependientes de los partidos o los poderes públicos que los instrumentan, y la judicialización de la política, si se extrema su independencia llegándose al gobierno de los jueces (Guarneri y Pederzoli, 2000). Por eso a veces se piensa que lo mejor es el ecuánime término medio entendido en sentido aristotélico, pero ni siquiera esto es seguro.

			En el caso del sistema estadounidense, que es precisamente mixto puesto que a los jueces se les nombra o elige por afinidad política (lo que implica dependencia judicial) pero a la vez se les dota de inviolabilidad vitalicia (para garantizar su independencia), no siempre resulta un modelo a imitar, como ha tendido a creer la justicia europea continental tras la americanización experimentada después de la Segunda Guerra Mundial. Pues en efecto, bien puede suceder que uno de los dos grandes partidos cope durante lustros la Corte Suprema politizando hacia un extremo el sistema jurisdiccional entero. Así ha ocurrido ahora, cuando el Supremo controlado por el partido republicano impidió a Barack Obama nombrar nuevos jueces para la Corte Suprema nueve meses antes de las elecciones, mientras que a su sucesor Donald Trump se le consintió en su primera legislatura que nombre su tercer juez a un mes de los comicios. Y esto, como señalan Levitsky y Ziblatt (2018), representa un grave peligro para la democracia. Algo que también resulta aplicable a España donde el partido conservador (el PP), a través de su afinidad ideológica con las asociaciones mayoritarias de la magistratura, viene logrando bloquear y controlar los altos órganos judiciales incluso bajo gobiernos progresistas.

			1.2. Los sistemas administrativos

			A los sistemas judiciales les siguen los administrativos por su común capacidad de dominar y obligar coercitivamente al ciudadano, en su calidad de instrumento orgánico del poder ejecutivo del Estado. Y también como los judiciales, los sistemas burocráticos o administrativos se dividen en dos grandes familias, la anglosajona y la continental europea, por afinidad con los modelos de common y civil law. Como señaló uno de los primeros comparativistas del sistema administrativo, Ferrel Heady (1984), en el Reino Unido y los EE UU la institucionalización del gobierno representativo fue anterior a la del servicio civil (que él denomina «sistema administrativo de cultura cívica»), lo que impidió que éste colonizase a aquél: la democracia fue anterior a la burocracia. Mientras que en Europa continental sucedió justo al revés, pues los sistemas administrativos heredados del Antiguo Régimen (a los que Heady llama «clásicos») precedieron a la instauración del parlamentarismo: la burocracia era más antigua que la democracia, por lo que llevó la iniciativa en la construcción «desde arriba» del moderno Estado-nación liberal.

			Aunque sucesor de la Casa patrimonial del Rey, de la que procede históricamente (Bourdieu, 2005), el Estado moderno es una invención fundamentalmente francesa, derivada de la revolución de 1789 que lo instituyó como «cuerpo político de la nación»: ésta es la acepción de la voz «Estado» que aparece por primera vez en la edición de 1791 del Diccionario de la lengua castellana compuesto por la Real Academia Española (Pro, 2019, p. 187). Pero una invención en realidad napoleónica, lo que explica su estructura organizativa inequívocamente castrense, donde las direcciones generales de los ministerios recuerdan a los regimientos agrupados en divisiones que componen los cuerpos de ejército comandados por los mariscales de campo. Y no es sólo una metáfora, pues como señala el mismo Pro (2019, p. 399), basta con fijarse en términos burocráticos como «cuerpo» (de técnicos o funcionarios), «jefes» (de negociado), «oficiales» (a cargo de subalternos), «hoja de servicios» (lista de cargos desempeñados) o «escalafón» (y su jerarquía de rangos) para advertir que la estructura funcionarial instituida estuvo directamente inspirada en la cadena de mando militar, trasplantada a la burocracia civil del Estado.

			Cuadro 5.3

			Modelo funcionarial napoleónico: España 1852

			
				
					
				
				
					
							
							En el caso de la administración pública española estudiada por Pro, a quien sigo en esto, su creación fue una copia deliberada del modelo francés y su primera ordenación administrativa fue establecida en 1852 por el antiguo Ministro de Hacienda, pero ya por entonces presidente del gobierno, Bravo Murillo, quien dictó su célebre decreto «de funcionarios» destinado a permanecer vigente hasta 1918 (cuando Maura sacó adelante la nueva Ley de Bases de los funcionarios de la Administración civil del Estado), sin más que añadirle pequeñas reformas que lo ampliaban respetando su misma lógica interna. Citemos a Pro (ibidem, pp. 389-392):

							«Los empleados civiles de la Administración central procedían en su mayor parte de los institutos de enseñanza media: no tenían titulación universitaria. Se integraban en los ministerios que estructuraban el Gobierno: primero seis, luego siete, ya en 1900 ocho. En cada uno de esos ministerios, por debajo del ministro, había un conjunto de directores generales que se encargaban de áreas administrativas definidas con arreglo a una lógica burocrática y política que fue cambiando con el tiempo. Las direcciones generales se dividían a su vez en secciones, y éstas en negociados, unidad mínima del funcionamiento administrativo. Negociados, secciones y direcciones tenían sus respectivos jefes y se estructuraban con arreglo a una estricta jerarquía de mando. Los empleados que trabajaban en todas esas oficinas estaban clasificados por cuerpos, según las características de cualificación profesional, régimen laboral y salarial de cada uno. Esta idea de organizar a los funcionarios por cuerpos procedía de la tradición militar y se extendió de manera generalizada a la burocracia civil. […] Se decretó (en 1852) que la totalidad de los funcionarios públicos se organizaran por ministerio y que se estructurasen con arreglo a una misma escala de cinco niveles: Jefes superiores, Jefes de Administración, Jefes de Negociado, Oficiales y Aspirantes a oficial. Había un sexto nivel, el de los Subalternos, que no tenían la consideración de empleados públicos, ni por tanto los derechos regulados para éstos, aunque estos subalternos eran importantes para entender la acción del Gobierno y su capacidad de patronazgo» (spoil system y cesantías).

							«Cada año, los ministerios anunciaban en la Gaceta de Madrid (actual BOE) la convocatoria para ingresar en la carrera administrativa mediante exámenes de acceso a la categoría de Aspirante a Oficial. Las plazas se ocupaban por orden de calificación y cuando estaban cubiertas se formaba (con los aprobados sin plaza) una lista de reserva con las que se cubrían las vacantes que se produjeran. Así se entraba en la carrera de funcionario del Estado. Posteriormente, los Aspirantes podían ascender a Oficiales mediante una oposición pública o por el reconocimiento de méritos excepcionales en el desempeño de su labor. Tras seis años de servicio como oficial, un funcionario podía pensar ya en ascender a jefe de Negociado, pero el ascenso a las tres categorías superiores no se realizaba por oposición sino mediante un sistema mixto que combinaba la antigüedad (dos tercios de las plazas) y la designación directa “por mérito sobresaliente” (el tercio restante). El principio de mérito ocupaba un lugar central en el imaginario liberal desde la época de la Revolución, (pues) el discurso contra los privilegios del Antiguo Régimen ponía en un lugar muy destacado la forma de reclutar a los servidores del Estado: la igualdad ante la ley exigía que los empleados públicos se reclutaran sin otra consideración que el mérito de cada uno».

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Pro, 2019, pp. 389-392.

			No obstante, además de este precedente francés pronto trasplantado al resto de países latinos, también Prusia logró construir el moderno Estado nacional mediante la poderosa eficacia de su maquinaria burocrática igualmente vertebrada con arreglo a la lógica militar, aunque con un claro retraso respecto al precedente francés como reacción a la completa derrota sufrida por el ejército prusiano frente al de Napoleón, lo que les llevó a reorganizarse de forma «científica» y eficiente. Y esa nueva lógica de la burocracia militar fue la que se extendió a una burocracia civil que ya era meritocrática mucho antes, pues desde 1775 todo candidato en su mayoría burgués tenía que superar dos exámenes, y desde 1794 se concedió a los funcionarios puesto en propiedad, carrera de ascensos y derecho a pensión (Dahlström y Lapuente, 2018, p. 68). Así se construyó la perfecta maquinaria de dominación legal-racional a partir de la cual Weber postularía después su tipo ideal de administración burocrática. Y fue con ese instrumento que Bismarck pudo lograr en 1871 la unificación alemana y su constitución como Imperio federal, organizando así la célebre «revolución desde arriba» analizada por Moore (1975).

			Cuadro 5.4

			El modelo weberiano de administración racional

			
				
					
				
				
					
							
							Recordemos lo esencial del tipo weberiano de administración racional a partir del resumen de un especialista como Joaquín Abellán (2004, pp. 60-62). «Sus características son las siguientes. 1) Es una organización de cargos, permanente y sometida a reglas. 2) Existe una delimitación de competencias en virtud de la división técnica del trabajo sancionada por la autoridad. 3) Los cargos están jerárquicamente ordenados reconociéndose a los subordinados un derecho de recurso a sus superiores. 4) Se requiere una cualificación técnica específica para el desempeño de cada cargo. 5) En la organización rige el principio de la completa separación entre el aparato administrativo y los medios materiales que emplean en su trabajo. 6) Los cargos o puestos de trabajo no son propiedad de quienes los desempeñan. 7) En la administración rige el principio del expediente escrito, incluso para aquellas actuaciones orales en las que tanto las solicitudes como las decisiones finales tienen que constar por escrito. 8) El aparato administrativo es de carácter burocrático al estar constituido por el funcionariado que ejerce la autoridad legal».

							«Los funcionarios individuales presentan las siguientes características. 1) Cumplen personalmente las obligaciones de sus cargos de forma libre y voluntaria. 2) Ocupan sus puestos dentro de una jerarquía de trabajos fijos. 3) Cada puesto está dotado de competencias establecidas. 4) La ocupación del puesto se realiza en virtud de un contrato. 5) El trabajo a desempeñar requiere una cualificación profesional cuya selección se realiza mediante exámenes y diplomas acreditativos. 6) Los funcionarios son remunerados con un sueldo establecido que incluye el derecho a percibir pensión. 7) Los cargos se desempeñan como un trabajo único o como la ocupación principal. 8) Los funcionarios tienen ante sí una carrera con promoción por antigüedad y mérito dependiendo del juicio de sus superiores. 9) Los funcionarios trabajan con separación completa de sus medios administrativos sin tener propiedad sobre su puesto de trabajo. 10) Los funcionarios están sometidos a control obedeciendo una disciplina uniforme y estricta».

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Abellán, 2004, pp. 60-62.

			De modo que en el sistema administrativo continental europeo contamos con dos modelos de dominación burocrática afines entre sí: el francés o napoleónico, extendido a Italia, Bélgica, España, Portugal, etc., y el alemán o prusiano, que también inspiraría los sistemas austriaco, suizo, neerlandés e incluso escandinavo, aunque éste con importantes variantes. Ambos modelos resultan igualmente legalistas, pues todos sus órganos y actos administrativos han de basarse en normas escritas codificadas, de acuerdo a la tradición del derecho romano en su doble variante del Derecho Administrativo francés y el Derecho Público germánico (Reichtsstaat: Estado de derecho). Pero también presentan claras diferencias, destacando algunas como las siguientes (Parrado, Colino y Olmeda, 2013, pp. 33-39, a quienes seguiré en todo este apartado).

			El sistema napoleónico se basa en los grandes cuerpos administrativos de élite, como el Consejo de Estado, el Tribunal de Cuentas, la Inspección de Finanzas, el Cuerpo Diplomático, los Cuerpos de Ingenieros y los Administradores Civiles, para cuya formación existen dos grandes centros de formación elitista y especializada: la Escuela Politécnica y la Escuela Nacional de Administración (ENA) fundada por De Gaulle, vivero de los célebres «enarcas» entre los que se reclutan los secretarios de Estado, los ministros y el presidente de la república. Mientras que el sistema prusiano carece de cuerpos y de escuelas administrativas porque es mucho menos elitista y su cúpula se basa en el predominio de jueces y juristas de cátedra. Incidentalmente cabe señalar que el sistema español ha imitado del prusiano la primacía del cuerpo de Abogados del Estado y del francés la del cuerpo de Técnicos Comerciales del Estado (los célebres «tecos»), versión provinciana y mucho menos exigente de los competitivos «enarcas» franceses.

			Además, el sistema napoleónico nació como revolucionario, haciendo tabla rasa de todos los privilegios y vínculos del Antiguo Régimen y aboliendo todos los cuerpos sociales intermedios entre el Estado y unos ciudadanos definidos como individuos libres e iguales, lo que implicaba unificar y centralizar Francia con decidido intervencionismo estatal, en lo que desde entonces se conoce como «jacobinismo». Mientras que el sistema prusiano y por extensión el alemán exhibía una clara continuidad con el Antiguo Régimen estamental, aunque pretendiera hacer una «revolución desde arriba», lo que le hizo proclive al corporativismo organicista estableciendo relaciones consensuales y cooperativas entre el Estado y los diferentes cuerpos organizados de la sociedad civil. Diferencias reforzadas por el contraste de su respectiva distribución territorial del poder administrativo: centralizada según el patrón del Estado unitario francés, descentralizada según la tradición federal del Estado compuesto alemán.

			En cambio, frente al estatalismo de los modelos continentales, los sistemas anglosajones nacieron como maquinarias administrativas subordinadas a la primacía de la política partidista. Es lo que se conoce como spoil system o sistema de botín, que distribuía los diversos puestos burocráticos entre las clientelas de los partidos mayoritarios. Y en un sistema electoral mayoritario de circunscripciones unipersonales, en el que «el ganador se lo lleva todo» (the winner takes it all), esto implicaba que tras cada contienda electoral se cesaba a todos los empleados públicos colocados por los derrotados (las célebres «cesantías» de las novelas de Galdós) para distribuir como recompensa sus cargos vacantes entre los simpatizantes afines a los vencedores. Sobre todo en los EE UU, pues en el Reino Unido todavía perduraba la práctica tradicional de que los miembros de la gentry se ocupasen «desinteresadamente» de la administración local. Y esta práctica de considerar la administración como un botín del vencedor se extendió incluso por la Europa liberal, pues los funcionarios de carrera no ocupaban la totalidad de los cargos, quedando siempre una fracción variable de puestos como recompensa a repartir.

			Y la clave de la diferencia entre ambos sistemas, a uno u otro lado del Canal de la Mancha y el Atlántico, residía en que los sistemas administrativos continentales eran «de carrera», en el sentido de que los funcionarios se comprometían de por vida con su entrega al servicio público esperando ascender por el escalafón, mientras que los anglosajones eran «sistemas de puestos» (o de cargos), que los empleados sólo ocupaban durante el corto período temporal en que desempeñaban su función. Todo del mismo modo en que sucedía con la judicatura: profesional en el sistema de common law, de carrera en el de civil law. E igual ocurría con el funcionariado, temporal y laboral con baja exigencia académica en la administración anglosajona, permanente y de carrera con elevada cualificación en la continental. Pues, así como en Europa servir al Estado era un destino respetado y responsable, que merecía una elevada formación con igualdad de oportunidades para todos, en los países anglosajones (en que el Estado no contaba ni apenas se le nombraba) el empleo público no era más que un trabajo entre otros, que podía repartirse entre las redes clientelares sin demasiados escrúpulos. Una de las razones que explica que el tamaño de la burocracia anglosajona fuera menor que el de la europea.

			No obstante, esta situación de menosprecio al funcionariado público, justificada y realimentada por la ideología liberal del Estado mínimo, no pudo mantenerse durante mucho tiempo, pues conforme las economías se industrializaron, las burocracias anglosajonas tuvieron que reformarse para contener una corrupción rampante (como la del neoyorkino Tammany Hall que subastaba los cargos controlados por el partido demócrata), adoptando sistemas administrativos análogos a los europeos continentales. Así, en 1855, el Reino Unido creó la Comisión del Servicio Civil, y en 1870 se establecieron los principios de mérito e igualdad en el acceso a la carrera funcionarial. Algo que en los EE UU hubo de esperar hasta 1883, cuando se aprobó la Pendleton Act que instauró por primera vez el sistema de mérito en el acceso al servicio civil. No obstante, pese a la convergencia hacia el modelo continental, subsisten claras diferencias entre ambos sistemas, profesional y de mercado el anglosajón, burocrático y de carrera el europeo, que se han agudizado tras la llegada de la NGP: Nueva Gestión Pública (New Public Management).

			Esta corriente normativa que se propuso reestructurar las administraciones públicas a finales del siglo pasado debe interpretarse en el contexto de la irrupción del neoliberalismo introducido por los mandatos de Thatcher en Reino Unido y Reagan en EE UU. Era la época de la crisis fiscal del welfare state, tras la gran inflación que barrió el keynesianismo en la década de los setenta, siendo sustituido por la hegemonía ideológica de los economistas neoclásicos conocidos como Chicago boys. Y en este clima intelectual nacieron teorías como la «elección racional», la «elección pública» y la «nueva economía institucional», que aconsejaron racionalizar la eficiencia introduciendo incentivos de mercado y reduciendo los costes de transacción. Pues bien, la aplicación de esta nueva corriente sobre las burocracias estatales dio lugar a la NGP, que se propuso reducir el tamaño y los costes de las administraciones públicas mediante su fragmentación, desjerarquización y descentralización. Lo que incluía separar las unidades ministeriales de planificación política de las unidades operativas de gestión y prestación de servicios, introduciendo incentivos salariales de mercado entre los empleados, definiendo objetivos cuantificados mediante indicadores y tratando a los usuarios de los servicios públicos como clientes titulares de derechos en tanto que consumidores soberanos (Olías, 2001).

			Para lo que aquí nos interesa, eso supuso ante todo invertir la convergencia hacia el modelo continental europeo que habían experimentado los sistemas administrativos anglosajones donde surgió la NGP, que no sólo adoptaron las nuevas tendencias privatizadoras de los servicios públicos, sino que además la exportaron con éxito a los sistemas europeos, que a su vez comenzaron a converger hacia la profesionalización mercantil de tipo anglosajón. Y en la práctica, esto se tradujo en la proliferación a ambos lados del Atlántico de las nuevas agencias ejecutivas independientes o autónomas, que se desgajaron y externalizaron de las administraciones públicas para constituir entidades híbridas (de titularidad pública, pero de ejercicio privado), encargadas de la prestación de servicios públicos al ciudadano (Parrado et al., 2013, pp. 116-134). Agencias multiformes que varían entre dos tipos, ya sean independientes del gobierno respondiendo sólo ante el parlamento (como muchos organismos reguladores), o tan sólo autónomas (los célebres «quangos» británicos: quasi autonomous non governmental organisations; en España: «chiringuitos»), si dependen de los ministerios que las contratan evaluando y controlando el grado de cumplimiento de los objetivos que les fijan de antemano (ibidem, pp. 108-115).

			Sin embargo, la adopción de las nuevas agencias ejecutivas que han jibarizado las administraciones públicas ha sido muy desigual. Su creación se atribuye al Reino Unido, Nueva Zelanda, Australia y los Países Bajos, pero en realidad ya preexistían de antemano en los países escandinavos, mucho antes de que la NGP se pusiera de moda, pues allí surgieron espontáneamente tras la Segunda Guerra Mundial como consecuencia del rápido desarrollo de su floreciente Estado de bienestar de tipo nórdico. Y, por otra parte, si bien Alemania se ha dotado de muchas agencias ejecutivas independientes, en los países de modelo napoleónico su impacto ha sido claramente menor. Veamos algunas cifras.

			Tabla 5.1

			Empleo público como % del empleo total, OCDE

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							2008

						
							
							2010

						
							
							2012

						
							
							2014

						
							
							2016

						
							
							2018

						
					

				
				
					
							
							Noruega

						
							
							29,2

						
							
							30,3

						
							
							30,3

						
							
							30,4

						
							
							30,8

						
							
							30,7

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							29,6

						
							
							29,2

						
							
							28,6

						
							
							28,6

						
							
							29,1

						
							
							28,7

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							27,8

						
							
							30,4

						
							
							29,7

						
							
							29,5

						
							
							28,5

						
							
							27,8

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							24,2

						
							
							25,0

						
							
							24,6

						
							
							24,8

						
							
							24,3

						
							
							24,1

						
					

					
							
							Francia

						
							
							22,3

						
							
							22,6

						
							
							22,0

						
							
							22,2

						
							
							22,1

						
							
							21,5

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							18,8

						
							
							21,2

						
							
							20,7

						
							
							21,6

						
							
							21,5

						
							
							19,6

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							19,3

						
							
							19,9

						
							
							19,5

						
							
							19,4

						
							
							19,4

						
							
							19,5

						
					

					
							
							Eslovaquia

						
							
							18,7

						
							
							19,3

						
							
							19,2

						
							
							19,5

						
							
							19,0

						
							
							18,5

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							18,4

						
							
							18,9

						
							
							18,7

						
							
							19,1

						
							
							18,6

						
							
							18,4

						
					

					
							
							OCDE

						
							
							17,9

						
							
							18,7

						
							
							18,4

						
							
							18,3

						
							
							18,0

						
							
							17,7

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							17,7

						
							
							18,3

						
							
							18,7

						
							
							17,9

						
							
							17,8

						
							
							17,7

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							16,7

						
							
							16,0

						
							
							16,7

						
							
							16,8

						
							
							16,7

						
							
							17,3

						
					

					
							
							Austria

						
							
							16,7

						
							
							17,1

						
							
							16,8

						
							
							16,8

						
							
							17,0

						
							
							16,8

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							15,9

						
							
							16,3

						
							
							16,1

						
							
							16,3

						
							
							16,2

						
							
							16,4

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							19,1

						
							
							19,6

						
							
							18,0

						
							
							16,9

						
							
							16,2

						
							
							16,0

						
					

					
							
							España

						
							
							13,7

						
							
							15,3

						
							
							16,3

						
							
							16,6

						
							
							16,0

						
							
							15,7

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							15,9

						
							
							17,1

						
							
							16,2

						
							
							15,6

						
							
							15,3

						
							
							15,2

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							15,3

						
							
							16,5

						
							
							16,1

						
							
							15,2

						
							
							14,9

						
							
							14,9

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							14,4

						
							
							15,2

						
							
							15,5

						
							
							15,2

						
							
							14,7

						
							
							14,3

						
					

					
							
							Italia

						
							
							14,4

						
							
							14,4

						
							
							13,9

						
							
							13,9

						
							
							13,7

						
							
							13,2

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							12,8

						
							
							13,4

						
							
							12,8

						
							
							12,7

						
							
							12,3

						
							
							11,8

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							11,3

						
							
							11,4

						
							
							10,9

						
							
							10,7

						
							
							10,6

						
							
							10,6

						
					

				
			

			Fuente: OECD.Stat, Government at a Glance 2019, https://stats.oecd.org/Index.aspx?QueryId=100603

			En seguida se advierte que el tamaño de las administraciones públicas depende del sistema burocrático: muy cuantioso en los países nórdicos, por el gran desarrollo de su régimen de bienestar, pero también en Francia, por la hipertrofia de su burocracia napoleónica; mientras que en los demás sistemas resulta bastante menor. También queda patente que la proporción relativa de empleo público creció por doquier en 2010 a causa de la gran recesión, que hizo caer sobremanera el empleo privado. Por otro lado, se diría que Alemania y Países Bajos no fueran administraciones continentales sino anglosajonas, dada su reducida proporción de funcionarios. Pero es que ambos países han desarrollado mucho la externalización de agencias ejecutivas independientes: en Países Bajos, el personal contratado en dichas agencias, que no figura en los datos de la figura 5.5, equivale a dos tercios del número de funcionarios; y en Alemania el empleo público es dual, compuesto en un 40% de funcionarios y un 60% de contratados (Parrado et al., 2013, pp. 149-156 y 277-284). Por tanto, si esos empleados públicos privatizados se incluyeran entre los funcionarios, obtendríamos un tamaño de su administración pública equivalente al de los países de su entorno. Veamos las cifras de gasto público para comprobarlo, tal como aparecen reflejadas en la siguiente figura 5.6:

			Tabla 5.2

			Gasto público como porcentaje del PIB

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							2000

						
							
							2009

						
							
							2015

						
							
							2017

						
							
							2019

						
					

				
				
					
							
							Francia

						
							
							51,6

						
							
							56,0

						
							
							56,8

						
							
							56,5

						
							
							55,6

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							48,3

						
							
							56,3

						
							
							56,5

						
							
							53,8

						
							
							53,3

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							49,1

						
							
							54,2

						
							
							53,7

						
							
							51,9

						
							
							52,2

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							42,3

						
							
							46,3

						
							
							49,3

						
							
							50,5

						
							
							51,8

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							53,7

						
							
							58,4

						
							
							54,5

						
							
							51,2

						
							
							49,6

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							55,1

						
							
							55,2

						
							
							49,5

						
							
							49,3

						
							
							49,3

						
					

					
							
							Italia

						
							
							46,2

						
							
							51,9

						
							
							50,3

						
							
							48,8

						
							
							48,7

						
					

					
							
							Austria

						
							
							52,1

						
							
							52,3

						
							
							51,1

						
							
							49,2

						
							
							48,2

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							46,7

						
							
							53,6

						
							
							53,6

						
							
							47,4

						
							
							46,3

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							46,8

						
							
							50,5

						
							
							50,6

						
							
							47,0

						
							
							46,1

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							45,1

						
							
							47,5

						
							
							44,0

						
							
							44,4

						
							
							45,4

						
					

					
							
							Eslovaquia

						
							
							52,1

						
							
							41,5

						
							
							45,8

						
							
							41,5

						
							
							42,8

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							41,1

						
							
							48,2

						
							
							48,2

						
							
							45,4

						
							
							42,7

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							41,1

						
							
							44,4

						
							
							41,7

						
							
							41,2

						
							
							42,0

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							41,9

						
							
							50,9

						
							
							41,4

						
							
							42,9

						
							
							41,9

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							44,2

						
							
							51,4

						
							
							44,6

						
							
							42,4

						
							
							41,9

						
					

					
							
							España

						
							
							39,1

						
							
							45,8

						
							
							43,9

						
							
							41,2

						
							
							41,9

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							41,8

						
							
							45,9

						
							
							41,7

						
							
							39,5

						
							
							41,9

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							41,1

						
							
							44,1

						
							
							40,0

						
							
							40,3

						
							
							40,7

						
					

					
							
							Media OCDE

						
							
							41,9

						
							
							46,2

						
							
							40,9

						
							
							40,4

						
							
							40,4*

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							39,1

						
							
							51,6

						
							
							42,3

						
							
							41,2

						
							
							41,0

						
					

					
							
							Nueva Zelanda

						
							
							38,3

						
							
							41,9

						
							
							38,9

						
							
							38,0

						
							
							38,7*

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							33,9

						
							
							42,2

						
							
							37,9

						
							
							38,0

						
							
							37,8*

						
					

					
							
							Australia

						
							
							35,5

						
							
							35,3

						
							
							37,4

						
							
							36,7

						
							
							36,5*

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							35,1

						
							
							33,7

						
							
							34,0

						
							
							34,2

						
							
							33,7

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							31,3

						
							
							48,9

						
							
							29,0

						
							
							26,1

						
							
							24,8

						
					

				
			

			(*): Datos de 2018.

			Fuente: OECD.Stat, Government at a Glance, 2019. https://stats.oecd.org/Index.aspx?QueryId=100603#

			En esta figura se compara el tamaño relativo de las administraciones no por la proporción del empleo público, sino por el montante del gasto público en proporción al PIB nacional, que es independiente del estatus funcionarial o laboral de los empleados públicos. Y eso permite diferenciar mucho mejor el ranking de los cuatro sistemas administrativos: el nórdico es el de mayor volumen (tras la napoleónica excepción francesa), seguido del continental europeo (con una Alemania de tamaño medio), después aparece el latino (descontado el extremo galo) y por último el anglosajón (con una Irlanda cuyo gasto respecto al PIB es el 40% del francés). Por otro lado, también aquí se advierte el sensible incremento del gasto público keynesiano que se produjo en 2009 para luchar contra la gran recesión iniciada un año antes, que también hizo disminuir además el montante del resto del PIB. Aunque con significativas excepciones, pues Suecia, Austria y Australia no aumentaron apenas su gasto relativo mientras que Suiza incluso lo redujo.

			En todo caso, para acabar con esta cuestión, queda claro que las administraciones públicas han experimentado un creciente dualismo entre el funcionariado de carrera y el personal contratado por efecto de la introducción de incentivos de mercado en la gestión pública, que ha resultado parcialmente privatizada: es la competencia entre «mandarines» (altos oficiales del servicio civil) y altos directivos (gestores de agencias y quangos) que dinamiza el caso británico (Parrado et al., 2013, pp. 227-262). Ahora bien, esta dualización resulta anecdótica frente al otro gran dualismo bastante más conflictivo que divide a los poderes públicos, que es el verdaderamente importante. Me refiero al que se establece en la cúspide del gobierno, de los ministerios y de los demás organismos públicos entre sus dirigentes políticos (cargos electos y personal de confianza nombrado por designación discrecional del gobierno, que en España incluyen secretarios de Estado, subsecretarios, directores generales y subdirectores, además de los gabinetes de asesores) y los altos funcionarios de carrera que cumplen sus instrucciones ejerciendo el poder administrativo. Es lo que Carles Ramió (1995) bautizó como «la extraña pareja» de políticos y burócratas, los dos oficios que encarnan la bisagra de unión entre el Estado y el régimen democrático.

			En efecto, tal como señala este autor al que parafraseo en lo que sigue, el liderazgo de las administraciones públicas tiene una naturaleza dual, por una parte, el líder político y, por otra, el burocrático, surgiendo un liderazgo con dos cabezas que tienen diferente forma de pensar y actuar porque proceden de culturas distintas y aun opuestas. El líder político aporta legitimidad democrática y una visión estratégica, el burocrático conocimientos técnicos de gestión y capacidad operativa. Ambos perfiles deberían sincronizarse y cooperar entre sí, pero hay muchos factores negativos que lo dificultan, destacando la radical asimetría que se da entre las dos cabezas. Por una parte, el político dirige y está por encima del funcionario. Pero por la otra, el funcionario conoce las complejidades técnicas y el político no. Resumiendo: el inexperto dirige al experto (Ramió, 2015). Esta relación asimétrica es explicable por la teoría neoclásica «agente-principal», pero en este caso el agente no es un mercenario sino un servidor del Estado, casi siempre orgulloso de serlo y que a veces mira con altanería al ignorante político que pretende mangonearle.

			De ahí que, a otro nivel más elevado, Pierre Rosanvallon haya señalado la doble legitimidad que reviste a los poderes democrático y administrativo. En efecto, a finales del siglo xix, «por todas partes se asiste al surgimiento de un nuevo poder administrativo cuya maquinaria burocrática permite edificar un Estado más fuerte y mejor organizado mediante los modelos de «servicio público» en Francia y de «administración racional» en EE UU. De esta forma, los regímenes democráticos acabaron sustentándose sobre dos bases: el sufragio universal y la administración pública. Ésta dejó de ser la correa de transmisión del poder político para adquirir un margen de autonomía basada en la competencia y el mérito. A la igualdad de expresión reconocida para el voto correspondía el principio de igualdad de admisión a la función pública. Dos tipos de pruebas paralelas fueron establecidas para designar a quienes se podría denominar representantes o intérpretes del interés general: la elección popular y el concurso-oposición. La elección como opción subjetiva guiada por el sistema de intereses y opiniones; el concurso como selección objetiva de los más competentes. En el caso francés, esas dos dimensiones de la «santa alianza» del sufragio universal y del servicio público superpusieron sus respectivos valores en la ideología republicana: los «jacobinos de excelencia» de la alta administración la encarnaron con los mismos títulos que los elegidos por el pueblo. Junto con la legitimidad establecida a través de las urnas apareció una segunda percepción de legitimidad democrática, identificada con el interés general» (Rosanvallon, 2010, pp. 24-25).

			Basta con esto para remarcar la difícil coexistencia no siempre pacífica entre esos dos poderes igualmente legítimos que están obligados a cooperar: el que dimana directa o indirectamente del voto popular y el que procede a aplicar las decisio- nes de aquél adecuándolas a la legalidad vigente. ¿Cómo se establecen las rela- ciones entre esos dos poderes, de forma que sirvan al interés general del conjunto de la ciudadanía? En principio, políticos y funcionarios están llamados a cooperar, pero una cooperación excesiva puede generar corruptelas, si se confunde o sobrepasa la separación entre ambos. Y, además, la ética del funcionario exige actuar con imparcialidad y ecuanimidad, mientras que el político persigue intereses partidistas y sectarios. De ahí que hayan corrido ríos de tinta sobre las vidriosas y confusas relaciones entre gobierno y administración, entre políticos y funcionarios, entre régimen y Estado (Román, 1997; Parrado et al., 2013, pp. 163-170).

			Esta dualidad del Estado democrático, que dispone de una maquinaria burocrática administrada por funcionarios, pero que está dominada y dirigida por una élite política electa instalada en la cúpula del poder, resulta decisiva, pues corresponde tanto a la separación teorizada por Weber entre los funcionarios y sus medios administrativos como a la distinción propuesta por Morlino (2009) entre el Estado y el Régimen, democrático en nuestro caso. Así, los funcionarios son el personal del Estado, y los políticos el personal del régimen democrático. Y las relaciones que se establecen entre ambos miembros de la ecuación varían en un amplio abanico de posibilidades, que Dahlström y Lapuente analizan en cuatro tipos ideales característicos como se advierte en el cuadro 5.5.

			Este cuadro de doble entrada cruza dos dicotomías. La primera distingue entre una función pública de tipo «profesional», abierta a los profesionales privados que se contratan temporalmente en ella con incentivos salariales de acuerdo a la normativa laboral del mercado de trabajo, y otra de tipo «funcionarial» o burocrático, restringida a los funcionarios de carrera con empleo permanente que ocupan puestos «en propiedad» protegidos por un estatuto privativo de la función pública. Esta distinción es en todo equivalente a la que ya vimos en el epígrafe anterior para los sistemas judiciales entre las magistraturas profesionales y las funcionariales o burocráticas. Y la segunda dicotomía diferencia a los sistemas integrados o comunicantes, que permiten el paso reversible del funcionariado a la política y viceversa, con retorno al puesto reservado como el español, frente a aquellos otros separados o estancos que lo impiden, prohibiendo a los funcionarios desembarcar en la política so pena de perder para siempre su plaza junto con los derechos adquiridos.

			Cuadro 5.5

			Tipos de Administración Pública

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Dimensiones

						
							
							Abierta (Profesional)

						
							
							Cerrada (Funcionarial)

						
					

				
				
					
							
							Integrada

							(Compatible con la actividad política)

						
							
							Tipo 1: Clientelista

							Países con spoil system como EE UU, UK antes de la reforma del civil service y otros del siglo xix o del siglo xx fuera de Europa

						
							
							Tipo 2: Corporativista

							Países con administración politizada y política burocratizada como Francia, España, Italia o Japón

						
					

					
							
							Separada

							(Incompatible con la actividad política)

						
							
							Tipo 3. Gerencial

							Países con cargos públicos abiertos a profesionales privados sin acceso a la política como Australia, Canadá o Suecia

						
							
							Tipo 4: Autónoma

							Países con carreras funcionariales cerradas y separadas sin libre acceso a la política como Alemania

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Dahlström y Lapuente, 2018, p. 60.

			Y del cruce de ambas variables surgen cuatro tipos ideales, aunque la mayoría de los sistemas reales incluyan un menú o un abanico de características variadas o mixtas. En principio, el sistema 1 corresponde a la tradición anglosajona del spoil system con cesantías, el 2 a la napoleónica o latina, el 3 a la escandinava y el 4 a la germánica. Pero dadas las continuas reformas que se han venido haciendo en todos los sistemas, con épocas de convergencia hacia la primacía del modelo anglosajón seguidas de otras en que se da la convergencia inversa hacia el modelo continental, tal como ya se ha visto, el resultado es que cada sistema real es mixto en la práctica, aunque conserve un cierto predominio de uno u otro tipo sin que pueda descartarse el cambio de un tipo a otro.

			1.3. Los sistemas tributarios

			Tras los sistemas administrativos hay que referirse a los sistemas fiscales, pues quizá la Hacienda Pública sea el corazón o el núcleo duro del Estado, dado que debe financiar a sus demás componentes políticos y administrativos. En cambio, no dedicaré atención a los demás aparatos heredados del Antiguo Régimen, que siguen formando parte de los Ministerios de Estado: la diplomacia y la fuerza militar, como agentes instrumentales de la ragione di stato. Y no lo haré porque ya los tuvimos en cuenta en la introducción y el capítulo anterior al hablar de la genealogía histórica de las instauraciones democráticas. Pues, además, una vez instaurada la democracia representativa, las fuerzas armadas ya están subordinadas al poder civil; y tras la Segunda Guerra Mundial han perdido su capacidad de garantizar materialmente la independencia de cada Estado soberano, hoy integradas (las FAS) en alianzas militares interestatales y supraterritoriales. Por eso, la única soberanía que hoy cuenta es la financiera, cuyo sujeto agente es la Hacienda pública.

			Al igual que hemos visto con los sistemas judiciales y burocráticos de las democracias, también los sistemas tributarios están genealógicamente divididos en dos grandes familias, la anglosajona y la continental europea, con la significativa diferencia de que el sistema fiscal prusiano, y por extensión el germánico, está alineado como veremos con la tradición anglosajona en mayor medida que con la continental. Y esta diferencia entre ambas familias de sistemas tributarios es relativamente reciente, pues se originó precisamente durante la época (el siglo xviii) en que se disolvió la hacienda patrimonial del Antiguo Régimen, que consistía en un abanico fragmentario de múltiples tributos recaudado por instituciones heterogéneas entre sí: la corona, la nobleza, la iglesia y las ciudades, cuyas respectivas haciendas estaban a su vez descompuestas en diversos compartimentos estancos que en ocasiones competían entre sí. Por eso, tras las revoluciones estadounidense y francesa, se comienza a edificar por doquier una nueva Hacienda estatal unificada e integrada, necesaria para financiar los grandes y duraderos conflictos internacionales que conocemos como guerras napoleónicas.

			Y es entonces cuando aparece la gran divergencia entre el «modelo tributario latino», originalmente diseñado en 1790 por la revolución francesa, y en seguida exportado a todos los países europeos que cayeron bajo la influencia napoleónica, y el modelo anglosajón y prusiano, surgido en los dos grandes poderes militares que contuvieron a Napoleón I. Y esa diferencia específica de su respectivo modelo fiscal se resume en la dicotomía entre dos tipos de imposición tributaria: la latina o napoleónica de tipo «real», pues gravaba los «objetos» o los «productos» (origen de la imposición indirecta), y la británica o germánica de tipo «personal», pues gravaba a los «sujetos» o las «personas» (inicio de la imposición directa), tal como explicó entre nosotros el célebre hacendista Enrique Fuentes Quintana, autor de la reforma impositiva que impulsó nuestra transición democrática, en un célebre artículo sobre el «estilo tributario latino» (Fuentes Quintana, 1978).

			En 1790, la Asamblea Constituyente instituyó en Francia el nuevo modelo unificado creando las figuras tributarias que se conocieron como les quattre vieilles (o «cuatro viejas»), la más importante de las cuales fue la Contribution Foncière (o tasa de bienes raíces), llamada en España Contribución Territorial (Pro, 2018, p. 224); las otras tres vieilles fueron la «tasa mobiliaria» sobre las viviendas, la «patente» o tasa profesional de comerciantes e industriales, y el impuesto de «puertas y ventanas» sobre los alquileres. Frente a esta opción por los impuestos indirectos, los británicos introdujeron en 1799 la Income Tax o Contribución General sobre la Renta, destinada a financiar la guerra contra Napoleón (ibidem, p. 225); y los prusianos hicieron otro tanto en 1820, para financiar su reconstrucción nacional tras las derrotas sufridas a manos del Emperador.

			En España, por influencia de la Armada Inglesa que defendía Cádiz, los constituyentes también introdujeron en 1812 una contribución general sobre la renta de tipo británico, que nunca llegó a prosperar pues Fernando VII restauró la disfuncional Hacienda Real del Antiguo Régimen. Y como los liberales progresistas fracasaron en sus intentos de introducir la contribución sobre la renta de tipo inglés, hubo que esperar a 1845 para que los Moderados instaurasen la primera Hacienda de tipo francés o napoleónico, con la Reforma del Ministro de Hacienda Alejandro Mon. Y siguiendo ese modelo indirecto o «de producto», se introdujeron cuatro impuestos: la Contribución de Inmuebles, Cultivo y Ganadería, que sería la pieza fundamental y se conocería como Contribución Territorial; la Contribución Industrial y de Comercio; la Contribución de Inquilinatos, que desaparecería al poco tiempo; y un Impuesto de Consumos que sería la otra pieza destinada a perdurar como modelo de tributación indirecta (ibidem, pp. 234-235). Este modelo de «estilo latino» perduró hasta bien entrado el siglo xx sofocando los intentos de introducir un impuesto directo sobre la renta, lo que no se volvió a formular hasta la II República con la reforma de Carner y de hecho no se implantó de manera eficaz hasta la Reforma Fiscal de Fuentes Quintana y Fernández Ordóñez de 1976-78 (ibidem, p. 225).

			Cuadro 5.6

			Tributación y oligarquía, España siglo xix

			
				
					
				
				
					
							
							«Después de muchos intentos fallidos para reemplazar la anquilosada Hacienda Real del Antiguo Régimen, la reforma de Mon hizo realidad en 1845 un nuevo sistema tributario más ajustado a los principios constitucionales de equidad proporcional. El modelo fueron los impuestos de producto que en Francia había creado la Revolución, especialmente el que gravaba las actividades agrícolas y la propiedad de la tierra: la Contribution Fonciére francesa de 1790 fue transformada en la Contribución Territorial española. Sin embargo, el sistema no fue completado con su pieza fundamental, que era el levantamiento de un catastro para conocer el reparto de la propiedad y hacer equitativas las cuotas de la contribución correspondiente. Y en lugar de levantar un catastro riguroso, una Comisión especial de Hacienda presidida por Javier de Burgos optó por el sistema de cupos territoriales; es decir, un reparto del impuesto entre las provincias, y de éstas a los municipios, dejando que en cada pueblo o ciudad fueran los poderes locales quienes repartieran la carga entre los vecinos. Para hacerlo, estos poderes de composición oligárquica elaborarían unas listas de propiedades sin medición objetiva ni valoración técnica llamadas “amillaramientos’. Los grandes propietarios y los poderosos locales adquirieron así la capacidad de eludir la carga fiscal que les correspondía y repartirla según una lógica clientelar que perjudicaba a los menos influyentes. Este mecanismo, que permaneció vigente durante toda la segunda mitad del siglo xix, era representativo del funcionamiento de hecho del nuevo Estado, en el que gran parte de las actuaciones administrativas descansaban sobre unos ayuntamientos de constitución oligárquica. En el caso de la tributación, la peculiar adaptación que consistía en copiar el modelo francés, pero sin el catastro que permitiría repartirlo de manera equitativa, significó la pervivencia de una ocultación fiscal masiva, una distribución de la carga fiscal marcadamente regresiva y una limitación de la capacidad recaudatoria de la Hacienda pública, en beneficio de los grandes propietarios atrincherados en el poder municipal y en detrimento de las posibilidades financieras de actuación del Estado en todos los terrenos. Modelo francés sí, pues, pero desvinculado de sus raíces revolucionarias y puesto al servicio del mantenimiento de un orden social y político que los moderados no deseaban poner en peligro» (Pro, 2018, pp. 330-332).

						
					

				
			

			De este modo, la Europa latino-mediterránea mantuvo la vigencia del «sistema tributario latino» hasta después de la Segunda Guerra Mundial, cuando el desarrollo de la CEE planteó la necesidad de proceder a la integración coordinada de los tres sistemas tributarios inglés, francés y prusiano. De su diseño se encargó en 1961 el Informe Neumark, que planteó el actual modelo basado en cuatro impuestos directos (sobre la renta de las personas, el de sociedades, el de patrimonio y el de sucesiones) junto con el indirecto del IVA sobre el consumo para hacer honor a la tradición latina integrándola en la cesta común europea (Neumark, 1973). No obstante, pese a ese intento de integración, que en efecto logró a largo plazo introducir una clara tendencia hacia la convergencia, lo cierto es que hasta finales del siglo xx seguían manteniéndose en Occidente claras diferencias entre cuatro modelos tributarios diferentes entre sí (anglosajón, nórdico, continental y latino), en función del predominio relativo de cada una de las figuras impositivas componentes de la cesta común (Gago, Álvarez y del Río, 1998).

			En efecto, para Gago y colaboradores, en la década de los setenta del siglo xx subsistían en los países de la OCDE cuatro clusters distintos de países, caracterizado cada uno de ellos por el tamaño diferencial y el predominio relativo de una u otra clase de impuestos. Así, el modelo anglosajón (Canadá, EE UU, Suiza, Gran Bretaña, Australia y Nueva Zelanda) «basa su caracterización en una presión fiscal reducida, asentada sobre un peso importante de la imposición sobre la renta (tanto personal como societaria) y sobre la propiedad; junto a ello, el peso de las contribuciones a la Seguridad social es reducido, y tiene una imposición indirecta muy débil con ausencia de IVA» (ibidem).

			El modelo continental europeo (Alemania, Holanda, Francia, Bélgica y Austria), a partir de una presión fiscal no muy alejada, parece caracterizarse por rasgos contrarios, destacando la traslación de parte del peso de la imposición directa hacia las cotizaciones sociales y el IVA. El modelo nórdico (Noruega, Suecia, Dinamarca y Finlandia) se caracteriza por una presión fiscal muy superior al promedio de la OCDE, apoyada sustancialmente en la imposición sobre la renta y el IVA, cuyo conjunto supera más del 80% del total, trasladando además el peso de las cotizaciones sociales a los empleadores. Por último, el modelo latino (Irlanda, España, Grecia, Italia y Portugal), a partir de una presión fiscal muy reducida, asienta su fiscalidad básicamente en la imposición indirecta distinta del IVA (impuestos especiales) y sobre la propiedad (Gago et al., 1998).

			No obstante, en la década siguiente de los ochenta la convergencia tributaria redujo la diversidad a tres clusters (anglosajón, europeo y latino), tras la integración de los modelos nórdico y continental. Y, finalmente, en la década de los noventa, la convergencia fiscal dio lugar a sólo dos clusters (anglosajón y europeo), tras la integración del modelo latino en el continental de la Comunidad Europea. Así, en el modelo anglosajón, «con una presión fiscal más reducida, se suaviza el peso de la imposición sobre la renta en un trueque con las cotizaciones sociales, que alcanzan un papel superior al históricamente observable en ese modelo. Además, se intensifica la traslación de los impuestos especiales hacia el IVA y se mantiene una mayor participación de la imposición sobre propiedad. En cuanto al enfoque continental, se distinguiría del anterior por una menor participación de la imposición sobre renta y propiedad, mayor peso de las cotizaciones sociales y del IVA y un mayor peso relativo de los impuestos especiales» (ibidem).

			Desde entonces se ha consolidado esta convergencia impositiva, aunque se mantengan ciertas diferencias entre los países como se advierte en la tabla 5.3. Allí aparecen los cambios de la presión fiscal total en el último decenio, con el ranking a partir de los datos de 2018 (tercera columna desde la izquierda), después desglosados en los componentes de la cesta tributaria de ese año con cuatro impuestos directos, IRPF (impuesto sobre la renta personal), IRS (impuesto de sociedades), IP (impuestos sobre la propiedad, que incluyen patrimonio, sucesiones e IBI o bienes urbanos) y CSS (cotizaciones a la seguridad social) y dos indirectos, IVA (impuesto sobre valor añadido) e IE (impuestos especiales, que incluyen las tasas sobre el alcohol, el tabaco y los carburantes).

			Tabla 5.3

			Presión Fiscal como % del PIB en países de la OCDE

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Impuestos totales

						
							
							Principales impuestos, % PIB, Año 2018

						
					

					
							
							2008

						
							
							2013

						
							
							2018

						
							
							IRPF

							[1100]

						
							
							IRS

							[1200]

						
							
							IP

							[4000]

						
							
							CSS

							[2000]

						
							
							IVA

							[5111]

						
							
							IE

							[5120]

						
					

				
				
					
							
							Francia

						
							
							42,3

						
							
							45,4

						
							
							46,1

						
							
							9,5

						
							
							2,1

						
							
							4,1

						
							
							16,1

						
							
							7,2

						
							
							3,8

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							44,8

						
							
							45,9

						
							
							44,9

						
							
							24,4

						
							
							2,9

						
							
							1,8

						
							
							0,0

						
							
							9,7

						
							
							3,8

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							43,3

						
							
							45,1

						
							
							44,8

						
							
							12,1

						
							
							4,4

						
							
							3,5

						
							
							13,5

						
							
							6,9

						
							
							3,4

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							44,0

						
							
							42,9

						
							
							43,9

						
							
							12,7

						
							
							3,0

						
							
							1,0

						
							
							9,7

						
							
							9,3

						
							
							2,6

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							41,2

						
							
							43,6

						
							
							42,7

						
							
							12,3

						
							
							2,6

						
							
							1,4

						
							
							11,9

						
							
							9,2

						
							
							4,6

						
					

					
							
							Austria

						
							
							41,4

						
							
							42,6

						
							
							42,2

						
							
							9,4

						
							
							2,7

						
							
							0,5

						
							
							14,7

						
							
							7,6

						
							
							3,0

						
					

					
							
							Italia

						
							
							41,7

						
							
							44,1

						
							
							42,1

						
							
							10,8

						
							
							1,9

						
							
							2,6

						
							
							13,1

						
							
							6,2

						
							
							4,2

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							41,4

						
							
							39,9

						
							
							39,0

						
							
							9,9

						
							
							6,0

						
							
							1,3

						
							
							10,1

						
							
							8,5

						
							
							2,7

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							35,9

						
							
							36,1

						
							
							38,8

						
							
							8,0

						
							
							3,5

						
							
							1,6

						
							
							14,0

						
							
							6,8

						
							
							3,4

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							31,8

						
							
							35,7

						
							
							38,7

						
							
							6,2*

						
							
							1,9*

						
							
							3,1*

						
							
							11,6*

						
							
							8,1*

						
							
							4,6*

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							35,4

						
							
							36,8

						
							
							38,2

						
							
							10,4

						
							
							2,1

						
							
							1,0

						
							
							14,4

						
							
							7,0

						
							
							2,5

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							34,5

						
							
							34,5

						
							
							36,7

						
							
							14,5

						
							
							2,5

						
							
							2,0

						
							
							3,5

						
							
							8,3

						
							
							2,8

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							39,5

						
							
							38,0

						
							
							36,6

						
							
							5,2

						
							
							1,2

						
							
							1,0

						
							
							12,1

						
							
							9,3

						
							
							4,4

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							31,7

						
							
							34,1

						
							
							35,4

						
							
							6,6

						
							
							3,4

						
							
							1,4

						
							
							9,5

						
							
							8,9

						
							
							4,4

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							34,1

						
							
							31,9

						
							
							35,0

						
							
							5,3

						
							
							2,1

						
							
							1,3

						
							
							13,1

						
							
							8,1

						
							
							4,2

						
					

					
							
							España

						
							
							32,1

						
							
							32,9

						
							
							34,4

						
							
							7,6

						
							
							2,5

						
							
							2,5

						
							
							11,6

						
							
							6,6

						
							
							2,7

						
					

					
							
							OCDE

						
							
							32,9

						
							
							33,4

						
							
							34,3

						
							
							8,3

						
							
							3,0

						
							
							1,9

						
							
							9,4

						
							
							6,9

						
							
							3,1

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							32,3

						
							
							32,2

						
							
							33,5

						
							
							9,1

						
							
							2,9

						
							
							4,1

						
							
							6,4

						
							
							7,0

						
							
							3,3

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							31,2

						
							
							31,1

						
							
							33,0

						
							
							12,0

						
							
							3,7

						
							
							3,9

						
							
							4,6

						
							
							4,5

						
							
							2,5

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							32,9

						
							
							30,5

						
							
							32,7

						
							
							12,1

						
							
							5,1

						
							
							2,0

						
							
							0,0

						
							
							9,8

						
							
							1,8

						
					

					
							
							Australia

						
							
							26,8

						
							
							27,1

						
							
							28,5*

						
							
							10,6*

						
							
							5,3*

						
							
							3,0*

						
							
							0,0

						
							
							3,5*

						
							
							2,8*

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							26,6

						
							
							27,0

						
							
							27,9

						
							
							8,5

						
							
							3,0

						
							
							2,1

						
							
							6,6

						
							
							3,3

						
							
							1,6

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							25,7

						
							
							25,6

						
							
							24,3

						
							
							9,9

						
							
							1,1

						
							
							3,0

						
							
							6,1

						
							
							0,0

						
							
							1,7

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							28,5

						
							
							28,3

						
							
							22,3

						
							
							7,0

						
							
							3,2

						
							
							1,3

						
							
							3,8

						
							
							4,4

						
							
							1,8

						
					

				
			

			Notas: IRPF: Imp. Renta. IRS: Imp. Sociedades. IP: Imps. Propiedad. CSS: Cotiz. Seg. Social. IVA: Imp. Valor Añadido. IE: Impuestos Especiales. Código OCDE entre corchetes.

			(*): Datos de 2017.

			Fuente: OECD.Stat, Global Revenue Satatistics Database, https://stats.oecd.org/Index.aspx?lang=en&SubSessionId=0eed5e2b-4683-44c4-8d01-dd630163d409&themetreeid=-200

			En seguida se advierte que la presión fiscal se ha incrementado en casi todos los países durante los últimos diez años, con un ascenso de algo más de un punto porcentual del PIB para el promedio de la OCDE, ampliándose la distancia que separa al país de mayor presión fiscal, que ahora es Francia tras sobrepasar a Dinamarca, y el de menor presión fiscal, que ahora es Irlanda cuando antes era EE UU. Pero ese ascenso general presenta las significativas excepciones de Dinamarca, Suecia y Nueva Zelanda, que se mantuvieron prácticamente constantes, y de otros cuatro países que la han disminuido: EE UU, que sólo redujo su presión fiscal en punto y medio porcentual; Noruega, con dos puntos de reducción, cuyo gobierno cambió de signo en 2003 pasando de socialdemócrata a centro derecha, con una coalición bipartita que incluye al partido populista del Progreso, de fuerte acento xenófobo, euroescéptico y neoliberal; Hungría, que redujo su presión fiscal en tres puntos, dado el giro ultraderechista e iliberal del partido gobernante desde 2010, Fidesz; e Irlanda, con seis puntos de reducción, que superó el rescate europeo sufrido tras la crisis del euro mediante su conversión en paraíso fiscal, logrando un gran incremento de su renta per capita hasta sobrepasar con creces la del Reino Unido.

			En cambio, las mayores subidas con 7 puntos de incremento corresponden a Grecia, que encadenó tres rescates europeos seguidos como única forma de superar su crisis abismal; Portugal, con cuatro puntos de ascenso, también debido al exitoso aprovechamiento del rescate europeo; Francia, que ha proseguido su escalada presidencial bonapartista, también con cuatro puntos de incremento; y Alemania junto a los Países Bajos, grandes beneficiarios de la crisis del euro, con tres puntos más de presión fiscal. Así vemos que los países con mayores ingresos tributarios son los nórdicos junto con Francia y Bélgica, seguidos a continuación de los continentales con Austria, Países Bajos y Alemania, después los mediterráneos con Italia, Grecia, Portugal y España, y por último todos los anglosajones, por debajo del promedio de la OCDE, junto con Suiza e Irlanda. Con lo que se confirma la hipótesis de convergencia propuesta por Gago y colaboradores (1998), pues vemos que Francia y Bélgica puntúan tanto o más que los nórdicos, y también Italia o Grecia adelantan a Noruega, Países Bajos o Alemania, en un todo continuo continental.

			En cuanto a la distribución de la presión fiscal entre los diferentes impuestos, también se confirma la hipótesis de convergencia, pues no hay clara preferencia por la imposición directa o indirecta entre unas familias u otras de países. Lo más significativo es quizá la concentración de las cotizaciones sociales en el modelo continental, con Francia, Austria, Alemania, Países Bajos y Bélgica puntuando en torno o por encima del 14%, mientras que los nórdicos se sitúan en torno o por debajo de la media porque su régimen de bienestar, mucho más desarrollado, se financia total (Dinamarca, Islandia) o parcialmente (Suecia, Noruega, Finlandia) con cargo a impuestos, y no tanto con cotizaciones. Esto también ocurre con los países anglosajones, aunque su régimen del bienestar sea el más bajo de todos, como veremos, y tampoco se financia con cotizaciones sino con impuestos, ya sea parcial o totalmente, como en Australia y Nueva Zelanda.

			1.4. Los Estados de bienestar

			Tras haber repasado las variantes internacionales del núcleo duro estatal (Justicia, Hacienda y Administración Pública), heredero remoto del Antiguo Régimen premoderno, llega el momento de prestar atención al desarrollo más reciente y admirable de la maquinaria estatal: el welfare state o Estado de bienestar, también llamado antes Estado providencia. Como demostró en su día Charles Tilly (1992), su eclosión tras la Segunda Guerra Mundial debe ser entendida como el pago diferido del esfuerzo de guerra exigido a la población civil para que soportase todo el coste material y humano de la guerra total, tal como revela la primera instauración británica del Welfare State por el partido laborista tras el Informe de Lord Beveridge en 1942. Pero esta evidencia no impide reconocer su dimensión de inversión pública keynesiana para financiar la expansión económica de posguerra mediante la provisión pública de un salario social en especie, los derechos sociales teorizados en 1950 por T. H. Marshall (1998) con sus cuatro pilares de salud, educación, pensiones y asistencia social, que permitió integrar en el sistema capitalista a las clases trabajadoras europeas para que no se dejaran seducir por el supuesto paraíso socialista, dada la apertura de la guerra fría contra la URSS tras el fin de la contienda. Pero sea como fuere su inicio, lo cierto es que, una vez edificado el Estado de bienestar, su potente sistema de protección social ha hecho de Europa el ansiado paraíso (esta vez sí) que atrae la migración global.

			Señaladas estas generalidades, en lo que sigue basaré mi análisis de los sistemas de bienestar en la novedosa propuesta que hizo en su día el sociólogo danés Gösta Esping-Andersen (1993), que pronto alcanzó gran aceptación. Su enfoque se basa en considerar los «regímenes de bienestar», encargados de asegurar a las personas «desde la cuna a la tumba» contra los riesgos contingentes de ignorancia, enfermedad, pobreza e infortunio, como el resultado de la interacción compleja entre cuatro factores institucionales separados entre sí: el Estado, los mercados, las familias y la sociedad civil, aunque se prescinda de este último en aras de la claridad expositiva. Y las variantes geopolíticas entre los diferentes tipos posibles de régimen de bienestar dependen de cuál sea el factor institucional sobre el que recaiga la responsabilidad última de proveer dicha protección a las personas desde su infancia hasta su muerte: si su familia, el Estado o los mercados.

			Así surgen tres modelos o tipos de sistema o Estado de bienestar. El anglosajón, que erige al mercado en principal y casi única agencia en la que adquirir protección que asegure contra el riesgo. El nórdico, que designa al Estado como la agencia responsable y garante de que cada persona pueda protegerse a sí misma. Y el continental, que por defecto relega al Estado al papel auxiliar de protector subsidiario, tras hacer de la familia la institución responsable en primera instancia de prestar su protección a las personas dependientes en situación de riesgo. En poco tiempo, esta tipología triádica alcanzó gran difusión hasta lograr bastante notoriedad. No obstante, una vez aceptada por la comunidad académica, pronto surgieron críticos que señalaron su insuficiencia reclamando añadir un cuarto tipo latino-mediterráneo (Moreno y Sarasa, 1995), tal como propusieron sociólogos italianos como Maurizio Ferrera (1995) y Chiara Sarrazeno (1995).

			Ante eso, el propio Esping-Andersen (2000) recogió el guante y aceptó lo más sustancial de la crítica; aunque no por ello rectificó, pues siguió insistiendo en su modelo triádico al entender que el tipo mediterráneo no era más que una variante extrema del tipo continental. Pese a lo cual, en la actualidad el modelo cuatripartito es de uso académico generalizado (Gallego, Subirats y Gomá, 2003; Sapir, 2009; del Pino y Rubio Lara, 2013), aunque Anthony Giddens (2009) haya propuesto la conveniencia de añadir un quinto tipo de Estado de bienestar para aplicarlo a los países del Este de Europa recién incorporados a la UE. Sin embargo, aquí me limitaré a exponer los cuatro modelos convencionales (que en realidad son tipos ideales, pues los sistemas empíricos son más complejos o incluso mixtos), cuyas diferencias teóricas más significativas se recogen en el cuadro 5.7:

			Cuadro 5.7

			Cuatro Tipos de Estado de Bienestar (EB)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo de EB

						
							
							Países

						
							
							Características

						
					

				
				
					
							
							Liberal o

							Anglosajón

						
							
							Reino Unido,

							EE UU, Irlanda, Canadá, Australia,

							Nueva Zelanda

						
							
							—Primacía del mercado autorregulado

							—Subsidiariedad del EB de tipo «asistencial» (con requisito de ingresos mínimos)

							—Individualismo competitivo (calvinista)

							—Desigualdad de clase, mercantilización

						
					

					
							
							Socialdemócrata

							o Nórdico

						
							
							Suecia, Finlandia,

							Islandia, Noruega, Dinamarca,

							Países Bajos

						
							
							—Primacía del ciudadano autorresponsable

							—Protección igualitaria del EB de tipo «universalista» (ajeno al nivel de ingresos)

							—Individualismo cooperativo (luterano)

							—Igualdad de clase, género y edad

							—Desfamiliarización, desmercantilización

						
					

					
							
							Conservador

							o Continental,

							(Cristiano-

							Demócrata)

						
							
							Francia, Alemania

							Bélgica, Suiza, Austria

						
							
							—Primacía de la familia bajo la protección del varón proveedor con salario familiar

							—Subsidiariedad del EB de tipo universalista con redistribución fiscal de la renta

							—Familiarismo católico, igualdad de clase, relativa desigualdad de género y edad

						
					

					
							
							Autoritario

							o Latino-

							Mediterráneo,

						
							
							Italia, España,

							Grecia, Portugal

						
							
							—Primacía de la familia bajo la protección del varón proveedor con empleo protegido

							—Subsidiariedad del Estado de bienestar de tipo mixto, universalista y asistencial

							—Asistencia religiosa (educación, Cáritas) con escasez de servicios sociales públicos

							—Familismo católico sin protección familiar

							—Dependencia juvenil y femenina del pater familias («Padre Padrone»)

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado a partir de Esping-Andersen (1993 y 2000) y Moreno y Sarasa (1995).

			El modelo liberal o anglosajón le debe su nombre al principio de que cada ciudadano es personalmente responsable de construir su propio destino individual, para lo que debe adquirir en el mercado tanto los servicios (sanitarios, educativos y financieros) de protección frente a los riesgos contingentes como las fuentes de rentas (empleo, profesión, actividad empresarial) necesarias para costearlos. Es un «sálvese quien pueda» de tipo calvinista (como el puritanismo que fundó la tradición liberal anglosajona), acorde con la mercantilización competitiva que hace a cada individuo merecedor tanto de su éxito como de su fracaso, que no debe delegar ni en el Estado ni en su familia. De ahí que el sistema de protección pública esté reducido al mínimo, al tratarse de un Estado de bienestar de tipo «asistencial», que sólo atiende a aquellas personas que, por su falta de medios (ingresos mínimos), no pueden costearse los servicios de mercado (seguros privados de vida y salud, etc.). Éste es el modelo vigente en EE UU, fundado en origen durante el New Deal del presidente Roosevelt, que hasta la presidencia de Obama, en la que se extendió algo más la cobertura del sistema pero sin alcanzar la universalidad, no contaba con más servicios de salud que los programas Medicare y Medicaid que atienden a mendigos y ancianos sin recursos, pues el resto está en manos de las aseguradoras privadas. En cambio, el Reino Unido cuenta desde 1948 con un pionero sistema de salud pública de tipo universal y gratuito, el HNS, que constituye una excepción a la regla en este tipo liberal.

			El modelo nórdico es también de tipo individualista, pues se considera que cada ciudadano es responsable de su propio destino, de acuerdo a la tradición luterana escandinava, pero aquí lo hace con una fuerte protección estatal que provee a las personas de las suficientes ayudas públicas (en forma de rentas familiares y juveniles de inserción, así como servicios de guarderías, salud, educación, etc.) para favorecer la igualdad de oportunidades sin padecer desventajas derivadas del género, la edad, el origen familiar o la inserción mercantil. De ahí que se trate de un Estado de bienestar de tipo universalista, que protege por igual a todos los ciudadanos con independencia de su sexo, su edad y su clase social, garantizando así tanto la «desfamiliarización» (es decir, la emancipación de la dependencia familiar) o incluso la «desmasculinización» (la emancipación de las mujeres de su dependencia de padres o maridos), como la «desmercantilización» (la liberación de la dependencia del mercado de trabajo). Este modelo es todavía más antiguo que el anglosajón, pues su origen es incluso anterior a la Segunda Guerra Mundial, gracias a la política de concertación social entre las centrales sindicales y las organizaciones patronales impulsada por los gobiernos socialdemócratas de Suecia, especialmente.

			El tercer modelo, conservador o continental, fue construido por los partidos demócrata-cristianos en los países de la CEE (antecedente de la actual Unión Europea) según el modelo de Francia y Alemania basado en el personalismo cristiano que hace de la familia nuclear la célula básica del orden social. De forma que la responsabilidad primera de proteger a los miembros de la familia, asegurándolos contra todo riesgo contingente, descansa sobre el varón proveedor del hogar bajo la supervisión del Estado-providencia como responsable público subsidiario. De ahí que esta protección estatal sea de tipo universalista con amplia cobertura de los derechos sociales (salud, educación, pensiones y asistencia social) dado que se basa en la redistribución de la renta mediante la política fiscal, lo que favorece una relativa igualdad de clase (no así de género ni edad) y un salario familiar a cada cabeza de familia suficiente para proteger a los miembros de su hogar.

			Finalmente, el cuarto modelo europeo meridional o latino-mediterráneo, tipificado como «autoritario» porque procede de la política social de los longevos regímenes corporativistas que siguieron el ejemplo fascista italiano, es una deformación extremada del modelo conservador continental. También se basa en atribuir la responsabilidad primera de la protección frente al riesgo al pater familias de la tradición latina, con plena potestad sobre su mujer e hijos (el «padre padrone» del filme de los hermanos Taviani), respaldado por el Estado como responsable público subsidiario. Pero el régimen mediterráneo de bienestar es mixto, universalista en teoría y asistencial en la práctica, pues en muchos aspectos el Estado se inhibe permitiendo que la iglesia católica (con instituciones como Cáritas o las órdenes de enseñanza religiosa) o las aseguradoras privadas suplan su clamorosa ausencia. Así, frente a la importante cobertura del Estado de bienestar de tipo continental, el meridional resulta comparativamente mucho más pobre y deficiente, destacando la fuerte escasez de la política familiar (en paradójico contraste con su filosofía familista) y de los servicios sociales, que casi siempre brillan por su ausencia. Y el resultado es una extrema desigualdad de clase, de género y de edad, con grave dependencia familiar de jóvenes y mujeres respecto de sus padres y maridos, lo que genera el bloqueo de la emancipación juvenil y una baja tasa de fecundidad (Esping-Andersen, 2000).

			De esta tipología se deducen grandes diferencias tanto cuantitativas como cualitativas en el tamaño y la distribución por funciones del gasto social invertido por el Estado en los servicios públicos que prestan su protección a la ciudadanía, en estrecha relación con cuanto ya vimos en un epígrafe anterior dedicado al tamaño relativo del gasto público respecto al PIB de cada país (supra, tabla 5.2, pp. 163-164). Por eso, a continuación aparece en la siguiente figura 5.11 el desglose por partidas funcionales de dicho gasto estatal, con datos de Eurostat sobre el gasto por países de la UE en Salud, Educación y Protección Social; y dentro de ésta, con dos partidas específicas del gasto en protección a las Personas Mayores y en Protección a la Familia, a los Menores y a los Jóvenes.

			Tabla 5.4

			Gasto Social en la UE como % del PIB, 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Gasto total

						
							
							Gasto en salud

						
							
							Gasto en educación

						
							
							Gasto en protección social

						
							
							Gasto en mayores

						
							
							Gasto en familia y juventud

						
					

				
				
					
							
							Francia

						
							
							56,0

						
							
							8,1

						
							
							5,1

						
							
							23,9

						
							
							13,3

						
							
							2,2

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							53,1

						
							
							7,0

						
							
							5,5

						
							
							24,1

						
							
							13,6

						
							
							3,0

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							52,1

						
							
							7,6

						
							
							6,2

						
							
							19,3

						
							
							9,2

						
							
							2,2

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							50,9

						
							
							8,3

						
							
							6,4

						
							
							21,9

						
							
							8,2

						
							
							4,3

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							49,8

						
							
							7,0

						
							
							6,9

						
							
							19,5

						
							
							10,5

						
							
							2,5

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							49,2

						
							
							8,2

						
							
							5,4

						
							
							19,1

						
							
							7,1

						
							
							3,4

						
					

					
							
							Austria

						
							
							48,6

						
							
							8,2

						
							
							4,8

						
							
							20,1

						
							
							12,4

						
							
							2,1

						
					

					
							
							Italia

						
							
							48,4

						
							
							6,8

						
							
							4,0

						
							
							20,8

						
							
							13,3

						
							
							1,0

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							47,0

						
							
							5,0

						
							
							3,9

						
							
							19,0

						
							
							13,2

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							46,7

						
							
							4,7

						
							
							5,1

						
							
							13,3

						
							
							6,7

						
							
							1,7

						
					

					
							
							Media UE

						
							
							45,8

						
							
							7,1

						
							
							4,7

						
							
							18,6

						
							
							10,1

						
							
							1,7

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							44,6

						
							
							7,2

						
							
							4,2

						
							
							19,4

						
							
							9,5

						
							
							1,7

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							43,5

						
							
							6,3

						
							
							4,5

						
							
							17,1

						
							
							11,5

						
							
							1,0

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							42,1

						
							
							7,6

						
							
							5,1

						
							
							15,5

						
							
							6,4

						
							
							1,4

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							42,0

						
							
							7,8

						
							
							7,3

						
							
							9,9

						
							
							3,1

						
							
							2,1

						
					

					
							
							España

						
							
							41,7

						
							
							6,0

						
							
							4,0

						
							
							16,9

						
							
							9,4

						
							
							0,8

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							41,6

						
							
							4,8

						
							
							5,0

						
							
							16,2

						
							
							9,2

						
							
							2,6

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							40,9

						
							
							7,5

						
							
							4,8

						
							
							14,9

						
							
							8,3

						
							
							1,3

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							40,7

						
							
							7,6

						
							
							4,6

						
							
							12,0

						
							
							7,4

						
							
							1,1

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							36,5

						
							
							5,0

						
							
							3,5

						
							
							12,0

						
							
							8,9

						
							
							2,3

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							34,9

						
							
							4,7

						
							
							3,2

						
							
							11,6

						
							
							8,6

						
							
							1,2

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							33,7

						
							
							2,2

						
							
							5,6

						
							
							13,3

						
							
							6,7

						
							
							0,5

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							25,4

						
							
							5,0

						
							
							3,2

						
							
							9,0

						
							
							3,2

						
							
							1,3

						
					

				
			

			Nota: Los Gastos de Mayores y Familia & Juventud están incluidos en Protección Social.

			Fuente: Eurostat, General Government Expenditure in the EU in 2018:

			https://ec.europa.eu/eurostat/documents/2995521/10474879/2-27022020-AP-EN.pdf/

			En seguida se advierte no sólo lo que ya sabíamos, que el gasto público en los países nórdicos y continentales es mucho mayor que en los anglosajones y latinos, sino algo más, y es que el gasto invertido en todas las partidas relativas al Estado de bienestar también es bastante más elevado. Así ocurre con el gasto en salud, que destaca en países nórdicos como Dinamarca o Noruega, o el gasto educativo, que descuella en Islandia, Suecia y Dinamarca, mientras que resulta mínimo en países anglosajones como Irlanda y latinos como España e Italia. Y también sucede algo semejante con el gasto en protección social, máximo en Finlandia, Francia y Dinamarca y mínimo en Irlanda.

			Pero dentro de esta última partida resulta de particular interés el gasto invertido en las políticas de género destinadas a corregir e invertir la desigualdad de las mujeres en materias como el acceso al poder, la segregación en el empleo, la discriminación salarial y los obstáculos a la conciliación del trabajo con la maternidad. Partidas todas ellas que constituyen una de las ventajas diferenciales del Estado de bienestar nórdico frente al anglosajón y latino-mediterráneo, tal como se desprende de los datos de la tabla 5.5:

			Tabla 5.5

			Índice de Brecha de Género, 2020

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Índice Global de Brecha de Género

						
							
							Índice de Participación Económica

						
							
							Índice de Empoderamiento Político

						
					

					
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
					

				
				
					
							
							Islandia

						
							
							0,887

						
							
							Islandia

						
							
							0,839

						
							
							Islandia

						
							
							0,701

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							0,842

						
							
							Noruega

						
							
							0,798

						
							
							Noruega

						
							
							0,598

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							0,832

						
							
							Suecia

						
							
							0,790

						
							
							Finlandia

						
							
							0,563

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							0,820

						
							
							Finlandia

						
							
							0,788

						
							
							España

						
							
							0,527

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							0,799

						
							
							EE UU

						
							
							0,756

						
							
							Suecia

						
							
							0,525

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							0,798

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,753

						
							
							Irlanda

						
							
							0,493

						
					

					
							
							España

						
							
							0,795

						
							
							Canadá

						
							
							0,751

						
							
							Alemania

						
							
							0,477

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0,787

						
							
							Suiza

						
							
							0,746

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,474

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							0,782

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,735

						
							
							Francia

						
							
							0,459

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0,781

						
							
							Irlanda

						
							
							0,732

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,421

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							0,779

						
							
							Portugal

						
							
							0,726

						
							
							Suiza

						
							
							0,407

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							0,772

						
							
							Alemania

						
							
							0,723

						
							
							R. Unido

						
							
							0,396

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							0,767

						
							
							Australia

						
							
							0,722

						
							
							Canadá

						
							
							0,365

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							0,750

						
							
							Bélgica

						
							
							0,714

						
							
							Austria

						
							
							0,344

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,744

						
							
							Polonia

						
							
							0,711

						
							
							Bélgica

						
							
							0,313

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							0,744

						
							
							R. Unido

						
							
							0,704

						
							
							Portugal

						
							
							0,278

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							0,736

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,702

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,276

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							0,736

						
							
							Francia

						
							
							0,691

						
							
							Italia

						
							
							0,267

						
					

					
							
							Australia

						
							
							0,731

						
							
							España

						
							
							0,681

						
							
							Polonia

						
							
							0,256

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							0,724

						
							
							Grecia

						
							
							0,675

						
							
							Australia

						
							
							0,231

						
					

					
							
							Italia

						
							
							0,707

						
							
							Austria

						
							
							0,659

						
							
							EE UU

						
							
							0,164

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							0,701

						
							
							Italia

						
							
							0,595

						
							
							Grecia

						
							
							0,164

						
					

				
			

			Fuente: World Economic Forum, Global Gender Gap Report 2020. https://www.weforum.org/reports/gender-gap-2020-report-100-years-pay-equality

			Como se ve, los tres indicadores de (des)igualdad de género escogidos están encabezados por los cuatro países nórdicos (con la curiosa excepción de España, que se cuela en el cuarto puesto de la igualdad de acceso al poder, como resultado de la nueva legislatura encabezada por un gobierno de coalición de izquierdas). Mientras que, en cambio, los puestos de cola están ocupados por países mediterráneos (Grecia, Italia) y anglosajones (EE UU, Australia) a excepción del indicador de actividad económica, en el que los anglosajones (EE UU, Nueva Zelanda, Canadá) ocupan una posición destacada dado el eficiente desempeño de los mercados de trabajo en este modelo.

			Una de las políticas públicas que más afectan a la desigualdad de género es la de protección familiar, por cuanto la conciliación entre el empleo y la maternidad dependen precisamente de la inversión pública en educación infantil a edad preescolar (lo que antes se llamaba guarderías o jardines de infancia). Pero la protección familiar no se destina sólo a combatir la desigualdad familiar, sino también la desigualdad juvenil, que depende de partidas presupuestarias como las dedicadas a rentas de inserción juvenil, vivienda pública en alquiler subvencionado destinada a los jóvenes, etc., políticas todas ellas en las que también destacan los Estados nórdicos. De ahí el interés de los datos que aparecen en la siguiente Tabla 5.6, que contiene los índices de desarrollo juvenil comparado en los países miembros de la UE (construidos a partir de datos homogéneos de Eurostat) que publica el Centro Reina Sofía de Adolescencia y Juventud de la Fad (Gil Calvo, 2019).

			Tabla 5.6

			Índices de Desarrollo Juvenil, 2020

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Índice Sintético de Desarrollo Juvenil

						
							
							Índice de Empleo Juvenil

						
							
							Índice de Emancipación Juvenil

						
					

				
				
					
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							0,826

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,946

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,958

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							0,813

						
							
							R. Unido

						
							
							0,869

						
							
							Finlandia

						
							
							0,885

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							0,780

						
							
							Austria

						
							
							0,866

						
							
							Suecia

						
							
							0,797

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							0,777

						
							
							Alemania

						
							
							0,835

						
							
							R. Unido

						
							
							0,648

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							0,735

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,811

						
							
							Alemania

						
							
							0,646

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0,710

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,810

						
							
							Francia

						
							
							0,633

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							0,701

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,780

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,623

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,689

						
							
							Finlandia

						
							
							0,752

						
							
							Austria

						
							
							0,502

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0,688

						
							
							Suecia

						
							
							0,751

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,483

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							0,682

						
							
							Irlanda

						
							
							0,744

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,449

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							0,680

						
							
							Polonia

						
							
							0,741

						
							
							Total UE

						
							
							0,415

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							0,671

						
							
							Hungría

						
							
							0,722

						
							
							Bélgica

						
							
							0,396

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							0,637

						
							
							Eslovaquia

						
							
							0,721

						
							
							Hungría

						
							
							0,379

						
					

					
							
							Total UE

						
							
							0,629

						
							
							Bélgica

						
							
							0,716

						
							
							Polonia

						
							
							0,363

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							0,567

						
							
							Total UE

						
							
							0,712

						
							
							Irlanda

						
							
							0,362

						
					

					
							
							Eslovaquia

						
							
							0,566

						
							
							Portugal

						
							
							0,656

						
							
							Grecia

						
							
							0,286

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							0,555

						
							
							Rumanía

						
							
							0,647

						
							
							Rumanía

						
							
							0,219

						
					

					
							
							España

						
							
							0,523

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,640

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,196

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							0,523

						
							
							Francia

						
							
							0,612

						
							
							Portugal

						
							
							0,160

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							0,427

						
							
							Grecia

						
							
							0,490

						
							
							España

						
							
							0,125

						
					

					
							
							Italia

						
							
							0,414

						
							
							España

						
							
							0,484

						
							
							Eslovaquia

						
							
							0,111

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							0,402

						
							
							Italia

						
							
							0,401

						
							
							Italia

						
							
							0,093

						
					

				
			

			Fuente: Centro Reina Sofía (FAD), Índice Sintético de Desarrollo Juvenil (ISDJ), 2020.

			https://www.adolescenciayjuventud.org/indices/indice-2020/

			También aquí se constata la misma preeminencia del Estado nórdico de bienestar en materia de protección juvenil, puesto que, de los tres índices aquí considerados, dos de ellos (el sintético de desarrollo juvenil, que combina todos los indicadores, y el de emancipación juvenil) están encabezados por Dinamarca junto con el resto de países escandinavos. No así el otro índice contemplado, relativo a la inserción juvenil en el empleo, que está encabezado por Holanda y el Reino Unido, países con mercados de trabajo más eficientes. En cambio, en los tres índices de la tabla 5.6 aparecen en los últimos lugares del ranking los países mediterráneos como Italia, Grecia o España, confirmando la tipificación de su Estado del bienestar como carente de políticas de juventud (Marí-Klose, 2012) e incapaz por tanto de favorecer o facilitar la emancipación juvenil.

			Del distinto tratamiento que los diferentes Estados de bienestar hacen de la desigualdad de género y del bloqueo de la emancipación juvenil también se deduce otra consideración bastante problemática, como es la caída de la fecundidad. En efecto, resulta bien curioso que los modelos de bienestar más familistas, como los mediterráneos, sean al mismo tiempo los que perjudican en mayor medida los factores que favorecen la natalidad, entre los que destacan una emancipación juvenil temprana, una política familiar protectora y facilidades para conciliar el empleo y la maternidad. En efecto, la tasa de fecundidad más alta de Europa, con datos de 2018, se da en Francia, con 1,88 hijos por mujer, seguida de Suecia (1,76), Islandia (1,75) y Dinamarca (1,73). Mientras que la más baja fecundidad aparece en España (1,23), seguida de Italia (1,29) y Grecia (1,35), debido como es lógico a la incapacidad de sus Estados de bienestar para corregir las carencias estructurales que penalizan el ejercicio del derecho a la maternidad.

			Finalmente, cabe concluir esta comparación de los distintos modelos de Estado de bienestar atendiendo a su capacidad de corregir las desigualdades producidas por los mercados de trabajo aplicando políticas de predistribución (mediante impuestos) y redistribución (mediante servicios y transferencias) de la renta. Pues hasta ahora hemos contemplado la desigualdad de las mujeres respecto a los hombres y de los jóvenes respecto a las demás edades, pero nos falta estimar el efecto del Estado de bienestar sobre la desigualdad de clase. Es lo que aparece en la siguiente tabla 5.7, que registra los índices de Gini (que miden la desigualdad de renta, variando desde el cero de máxima igualdad al cien de máxima desigualdad) en la distribución de ingresos para los países de la OCDE.

			Tabla 5.7

			Desigualdad de rentas (Índice Gini)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Índ. Gini 2014/2015

						
							
							Índ. Gini 2018/2019

						
							
							País

						
							
							Índ. Gini 2014/2015

						
							
							Índ. Gini 2018/2019

						
					

				
				
					
							
							Islandia

						
							
							24,6

						
							
							25,7

						
							
							Francia

						
							
							29,5

						
							
							29,2

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							26,3

						
							
							26,1

						
							
							Suiza

						
							
							29,6

						
							
							29,9

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							27,2

						
							
							26,2

						
							
							Canadá

						
							
							31,8

						
							
							31,0

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							26,8

						
							
							26,4

						
							
							Grecia

						
							
							33,9

						
							
							31,9

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							25,7

						
							
							26,9

						
							
							Portugal

						
							
							33,6

						
							
							32,0

						
					

					
							
							Austria

						
							
							27,4

						
							
							27,5

						
							
							Australia

						
							
							33,7

						
							
							32,5

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							27,8

						
							
							27,5

						
							
							España

						
							
							34,4

						
							
							33,3

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							29,1

						
							
							27,5

						
							
							Italia

						
							
							33,3

						
							
							33,4

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							28,8

						
							
							28,5

						
							
							Nueva Zelanda

						
							
							34,9

						
							
							34,9

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							28,8

						
							
							28,9

						
							
							Reino Unido

						
							
							35,6

						
							
							36,6

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							29,3

						
							
							28,9

						
							
							EE UU

						
							
							39,4

						
							
							39,0

						
					

				
			

			Fuente: OECD.Stat, https://stats.oecd.org/viewhtml.aspx?datasetcode=IDD&lang=en

			Y a partir de estos datos se confirma que, en efecto, el tipo nórdico de Estado de bienestar es el más eficaz para corregir la desigualdad de la renta, por cuanto esta clasificación está encabezada por los países escandinavos. Y en cambio, los tipos anglosajón y mediterráneo de Estado de bienestar son los más incapaces de favorecer la equidad, puesto que en los últimos puestos del ranking aparecen EE UU, Reino Unido y Nueva Zelanda como campeones de la desigualdad, inmediatamente seguidos de Italia y España.

			1.5. Los Estados de derecho

			Concluiré esta sección destinada a las instituciones estatales de los regímenes democráticos con un breve apunte sobre el Estado de derecho propiamente dicho, y sus distintas variedades en los países occidentales. Para ello me limitaré a reproducir unos pocos datos escogidos sobre tenencia de armas, violencia de género, imperio de la ley, ausencia de corrupción, transparencia administrativa, límites al poder ejecutivo y respeto a los derechos fundamentales. Y comenzaré por lo más básico, como es el monopolio estatal de la violencia legítima que, según la perspectiva weberiana, es condición necesaria para que pueda edificarse sobre dicho monopolio el imperio de la ley. Pues bien, en este aspecto, existe una flagrante excepción a la regla constituida por EE UU, única democracia representativa que viola ese principio weberiano puesto que el Estado no sólo consiente, sino que también ampara la tenencia civil de armas de fuego. En la siguiente figura 5.8 se reflejan las principales cifras extraídas de la Small Arms Survey (SAS):

			Tabla 5.8

			Posesión civil de armas en 2017 (por cien mil habitantes)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							%

						
							
							País

						
							
							%

						
							
							País

						
							
							%

						
					

				
				
					
							
							EE UU

						
							
							120,5

						
							
							Suiza

						
							
							27,6

						
							
							Italia

						
							
							14,4

						
					

					
							
							Montenegro

						
							
							39,1

						
							
							N. Zelanda

						
							
							26,3

						
							
							Croacia

						
							
							13,7

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							34,7

						
							
							Suecia

						
							
							23,1

						
							
							Bélgica

						
							
							12,7

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							32,4

						
							
							Portugal

						
							
							21,3

						
							
							Dinamarca

						
							
							9,9

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							31,7

						
							
							Francia

						
							
							19,6

						
							
							España

						
							
							7,5

						
					

					
							
							Austria

						
							
							30.0

						
							
							Alemania

						
							
							19,6

						
							
							Irlanda

						
							
							7,2

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							28,8

						
							
							Grecia

						
							
							17,6

						
							
							Reino Unido

						
							
							4,6

						
					

					
							
							Malta

						
							
							28,3

						
							
							Australia

						
							
							14,5

						
							
							Países Bajos

						
							
							2,6

						
					

				
			

			Fuente: Small Arms Survey, 2017: http://www.smallarmssurvey.org/fileadmin/docs/Weapons_and_Markets/Tools/Firearms_holdings/SAS-BP-Civilian-held-firearms-annexe.pdf

			Esta institución de referencia publica su cálculo del número de armas en poder de los ciudadanos agregando la cifra estimada de armas no registradas al dato oficial de armas registradas. Este último se debe sobre todo al número de licencias de caza, al que hay que añadir las que se conceden a los ciudadanos por motivos profesionales o de seguridad, una vez excluidas las armas privadas en poder del personal de las fuerzas armadas. Así, por ejemplo, en el caso español, SAS calcula un total de 3.464.000 de armas en manos de ciudadanos privados, cifra que se obtiene sumando las 780.000 armas registradas, de cazadores fundamentalmente, con las 2.684.000 no registradas que estima SAS.

			Tal como se advierte por las cifras seleccionadas para la tabla 5.8, EE UU triplica las armas en manos privadas del siguiente país de la lista, de acuerdo a su segunda enmienda constitucional que reconoce y garantiza el derecho a poseer armas y exhibirlas en público, lo que a todas luces implica que ese Estado no dispone del monopolio de la violencia legítima. Pero de entre los que sí cumplen dicho monopolio, destacan los países nórdicos que encabezan la lista tras EE UU y Canadá (cuya elevada posesión por comparación a los niveles europeos puede deberse al contagio por proximidad geográfica).

			A partir de aquí, y como no podía ser menos, las tasas de homicidio intencionado por 100 mil habitantes varían en proporción al número de armas privadas. Si descontamos los países campeones en crimen organizado, como los tres centroamericanos (Honduras: 43,6 homicidios por cien mil habitantes; El Salvador: 36,0 y Guatemala: 21,5), junto con Venezuela (56,3), Brasil (30,5) y México (27,2), no debe sorprender que entre las democracias liberales descuelle EE UU, con una tasa de 5,3 homicidios. A continuación figuran los países bálticos (Lituania 4,6; Letonia 4,2 y Estonia 2,2), Canadá (1,8), Finlandia (1,6), Francia (1,3), Suecia (1,1) y Alemania (1,0), mientras que España sólo arroja 0,6 homicidios, a un nivel análogo al de los demás países meridionales (todos los datos proceden de ONUDD: Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito). Pero más interesante, quizá, que el número de homicidios totales, resulta el de feminicidios o asesinatos de género, con datos siempre escasos, dudosos y difíciles de comparar, pero que puede estimarse entre una cuarta parte y un tercio del total de homicidios intencionados.

			En la siguiente tabla 5.9 aparecen los datos de Eurostat relativos al número de mujeres asesinadas por sus compañeros íntimos, lo que excluye el resto de feminicidios (homicidios de género) como son por ejemplo las prostitutas asesinadas y las mujeres a las que se mata después de violarlas para eliminar testigos de cargo. Son pocos los países de los que se conocen cifras, y éstas además son más que dudosas, razón por la que en la tabla 5.9 sólo parecen aquellos casos que pueden relacionarse con los datos de posesión de armas privadas que hemos visto en la tabla 5.8, lo que permite corroborar que, en efecto, ambas cifras están relacionadas entre sí. Y eso explica una aparente paradoja: ¿por qué los países con mayor igualdad de género, como los nórdicos, son a la vez los que presentan mayor número de asesinatos machistas, sobre todo si los comparamos con los países mediterráneos, con desigualdad de género bastante más elevada?

			Tabla 5.9

			Homicidios de mujeres por sus parejas en 2018 (por cien mil habitantes)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							%

						
							
							País

						
							
							%

						
							
							País

						
							
							%

						
					

				
				
					
							
							Malta

						
							
							0,85

						
							
							Lituania

						
							
							0,51**

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,29*

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							0,64

						
							
							Letonia

						
							
							0,47*

						
							
							R. Unido

						
							
							0,27

						
					

					
							
							Montenegro

						
							
							0,64

						
							
							Suecia

						
							
							0,44

						
							
							Hungría

						
							
							0,25**

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							0,61**

						
							
							Suiza

						
							
							0,37

						
							
							Francia

						
							
							0,24

						
					

					
							
							Ulster

						
							
							0,53*

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,32

						
							
							Italia

						
							
							0,24

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							0,52*

						
							
							R. Checa

						
							
							0,32**

						
							
							España

						
							
							0,20

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							0,51**

						
							
							Alemania

						
							
							0,30

						
							
							Grecia

						
							
							0,13*

						
					

				
			

			Notas: (*): 2017. (**): 2016.

			Fuente: Eurostat, Víctimas de homicidio intencional por relación víctima-delincuente y sexo: https://appsso.eurostat.ec.europa.eu/nui/show.do?dataset=crim_hom_vrel&lang=en

			En efecto, los asesinatos machistas de Finlandia triplican a los de Italia, España o Grecia, lo que sin duda está relacionado con el hecho de que la posesión de armas privadas en Finlandia triplica o cuadruplica la posesión en Italia o España, y algo parecido ocurre en Islandia o Suecia. Es verdad que ésta no es la única razón, pues también influye indudablemente el efecto backlash (rebote o revancha) denunciado por Susan Faludi (1993), que alude a la violencia de la nueva misoginia contra las mujeres que han osado independizarse de los hombres, prontos a vengarse de ellas con rencor y resentimiento al creerse emasculados y desposeídos de su anterior supremacía. Y como en los países nórdicos predominan las mujeres independientes e igualitarias, los varones supremacistas arden en deseos de castigarlas incluso con la muerte. Sobre todo si disponen de armas, siendo como es la caza deportiva una institución ya de por sí masculinista.

			Hasta aquí las excepciones al monopolio estatal de la violencia legítima y algunos de sus efectos. Pero como recordé antes, dicho monopolio es el fundamento a priori del imperio de la ley (rule of law), o respeto efectivo al principio de legalidad sobre el que descansa el Estado de derecho. A partir de aquí vamos a comparar algunas cifras internacionales sobre dicho imperio de la ley, lo que constituye el objetivo central de interés de una institución civil como es World Project Justice, una organización no gubernamental fundada en 2006 por la Asociación Estadounidense de Abogados (a la que se sumaron desde 2009 otras ONGes como Human Rights Watch, Abogados Sin Fronteras, la Unión Internacional de Abogados, el Colegio de Abogados de Noruega, etc.), que entre otras tareas publica periódicamente su Rule of Law Index: un índice compuesto por ocho factores o dimensiones (límites al poder ejecutivo, ausencia de corrupción, gobierno abierto, derechos fundamentales, orden y seguridad, cumplimiento regulatorio, justicia civil y justicia penal), cada uno de las cuales agrega diversos indicadores.

			En la siguiente tabla 5.10 aparecen las puntuaciones del citado índice del World Justice Project (WJP) obtenidas en 2020 por los principales países occidentales que venimos considerando en estas páginas, así como otros dos índices adicionales de «integridad» o ausencia de corrupción: el utilizado como segundo factor para construir dicho índice compuesto de Rule of Law y el mucho más conocido Índice de Percepción de la Corrupción que construye y publica anualmente la ONG Transparency International (TI).

			Como vemos, el índice de Rule of Law sigue una pauta que ya nos resulta familiar. Los países nórdicos ocupan los primeros puestos del ranking, seguidos a continuación por los continentales y los anglosajones, a excepción de EE UU, rezagado bajo la presidencia de Trump al nivel de los países mediterráneos, que junto con los europeos orientales ocupan los últimos lugares de la tabla. En cuanto a las dos clasificaciones de ausencia de corrupción, su ordenación resulta análoga, con dos advertencias. La primera es que en el ranking de TI aparecen tres países que no se encuentran en el de WPJ: Suiza, Islandia e Irlanda; de ahí que para hacerles lugar en la figura 5.17 hayan quedado fuera del índice de TI otros tres países: Eslovenia (0,60 puntos), Croacia (0,48) y Serbia (0,39). Y la segunda es que, en parte por eso mismo, ciertos países aparecen más rezagados en el ranking de TI que en el de WJP: es el caso por ejemplo de EE UU y de España.

			Tabla 5.10

			Índices del Imperio de la Ley (Estado de Derecho) y Ausencia de Corrupción (WJP y TI), 2020 y 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Imperio de la Ley

							(Estado de derecho), 2020

						
							
							Ausencia de corrupción

							World Justice Project, 2020

						
							
							Ausencia de corrupción

							Transparency International, 2018

						
					

				
				
					
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							0,90

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,95

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,88

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							0,89

						
							
							Noruega

						
							
							0,94

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,87

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							0,87

						
							
							Suecia

						
							
							0,91

						
							
							Finlandia

						
							
							0,85

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							0,86

						
							
							Finlandia

						
							
							0,89

						
							
							Suecia

						
							
							0,85

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							0,84

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,88

						
							
							Suiza

						
							
							0,85

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0,84

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,87

						
							
							Noruega

						
							
							0,84

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							0,83

						
							
							Canadá

						
							
							0,83

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,82

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,82

						
							
							R. Unido

						
							
							0,82

						
							
							Canadá

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							0,81

						
							
							Alemania

						
							
							0,82

						
							
							Alemania

						
							
							0,80

						
					

					
							
							Estonia

						
							
							0,81

						
							
							Austria

						
							
							0,82

						
							
							R. Unido

						
							
							0,80

						
					

					
							
							Australia

						
							
							0,80

						
							
							Japón

						
							
							0,82

						
							
							Australia

						
							
							0,77

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							0,79

						
							
							Australia

						
							
							0,82

						
							
							Austria

						
							
							0,76

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							0,79

						
							
							Bélgica

						
							
							0,80

						
							
							Islandia

						
							
							0,76

						
					

					
							
							Japón

						
							
							0,78

						
							
							Estonia

						
							
							0,79

						
							
							Bélgica

						
							
							0,75

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							0,73

						
							
							Francia

						
							
							0,74

						
							
							Estonia

						
							
							0,73

						
					

					
							
							España

						
							
							0,73

						
							
							EE UU

						
							
							0,74

						
							
							Irlanda

						
							
							0,73

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0,73

						
							
							Polonia

						
							
							0,73

						
							
							Japón

						
							
							0,73

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							0,72

						
							
							España

						
							
							0,73

						
							
							Francia

						
							
							0,72

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							0,70

						
							
							Portugal

						
							
							0,72

						
							
							EE UU

						
							
							0,71

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							0,69

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,66

						
							
							Portugal

						
							
							0,64

						
					

					
							
							Italia

						
							
							0,66

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,65

						
							
							Polonia

						
							
							0,60

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							0,66

						
							
							Italia

						
							
							0,63

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,59

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							0,63

						
							
							Croacia

						
							
							0,58

						
							
							España

						
							
							0,58

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							0,61

						
							
							Grecia

						
							
							0,56

						
							
							Italia

						
							
							0,52

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							0,61

						
							
							Rumanía

						
							
							0,56

						
							
							Rumanía

						
							
							0,47

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							0,55

						
							
							Hungría

						
							
							0,51

						
							
							Hungría

						
							
							0,46

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							0,53

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,44

						
							
							Grecia

						
							
							0,45

						
					

					
							
							Serbia

						
							
							0,50

						
							
							Serbia

						
							
							0,44

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,42

						
					

				
			

			Fuentes: World Project Justice: Rule of Law Index, 2020, disponible en: https://worldjusticeproject.org/our-work/research-and-data/wjp-rule-law-index-2020

			Transparency International: Corruption Perceptions Index, 2018, disponible en: https://www.transparency.org/en/cpi/2018/results

			Tabla 5.11

			Índices de Buen Gobierno (Rule of Law Index 2020)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Límites al Poder Ejecutivo

						
							
							Respeto a Derechos Fundamentales

						
							
							Gobierno Abierto (Transparencia)

						
					

				
				
					
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
							
							País

						
							
							Índice

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							0,94

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,92

						
							
							Noruega

						
							
							0,89

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							0,94

						
							
							Noruega

						
							
							0,91

						
							
							Dinamarca

						
							
							0,88

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							0,92

						
							
							Finlandia

						
							
							0,91

						
							
							Suecia

						
							
							0,86

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							0,87

						
							
							Suecia

						
							
							0,87

						
							
							Finlandia

						
							
							0,86

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							0,86

						
							
							Alemania

						
							
							0,85

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,82

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							0,85

						
							
							Austria

						
							
							0,85

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,82

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							0,85

						
							
							P. Bajos

						
							
							0,84

						
							
							Australia

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,85

						
							
							Bélgica

						
							
							0,84

						
							
							Estonia

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							0,84

						
							
							Canadá

						
							
							0,82

						
							
							Canadá

						
							
							0,81

						
					

					
							
							Estonia

						
							
							0,83

						
							
							Estonia

						
							
							0,82

						
							
							Alemania

						
							
							0,79

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							0,83

						
							
							N. Zelanda

						
							
							0,81

						
							
							R. Unido

						
							
							0,79

						
					

					
							
							Australia

						
							
							0,82

						
							
							Australia

						
							
							0,79

						
							
							Francia

						
							
							0.78

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							0,82

						
							
							R. Unido

						
							
							0,79

						
							
							EE UU

						
							
							0,78

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							0,78

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,79

						
							
							Bélgica

						
							
							0,76

						
					

					
							
							España

						
							
							0,74

						
							
							España

						
							
							0,79

						
							
							Austria

						
							
							0,71

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							0,73

						
							
							Portugal

						
							
							0,78

						
							
							España

						
							
							0,71

						
					

					
							
							Francia

						
							
							0,73

						
							
							Japón

						
							
							0,77

						
							
							Japón

						
							
							0,68

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							0,71

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,75

						
							
							Rep. Checa

						
							
							0,67

						
					

					
							
							Italia

						
							
							0,71

						
							
							Francia

						
							
							0,73

						
							
							Portugal

						
							
							0,66

						
					

					
							
							Japón

						
							
							0,71

						
							
							Italia

						
							
							0,73

						
							
							Eslovenia

						
							
							0,65

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							0,68

						
							
							EE UU

						
							
							0,72

						
							
							Italia

						
							
							0,63

						
					

					
							
							Eslovenia

						
							
							0,65

						
							
							Rumanía

						
							
							0,70

						
							
							Croacia

						
							
							0,61

						
					

					
							
							Rumanía

						
							
							0,62

						
							
							Croacia

						
							
							0,67

						
							
							Grecia

						
							
							0,61

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							0,58

						
							
							Grecia

						
							
							0,65

						
							
							Rumanía

						
							
							0,61

						
					

					
							
							Croacia

						
							
							0,58

						
							
							Polonia

						
							
							0,64

						
							
							Polonia

						
							
							0,60

						
					

					
							
							Bulgaria

						
							
							0,46

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,61

						
							
							Bulgaria

						
							
							0,56

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							0,40

						
							
							Hungría

						
							
							0,58

						
							
							Serbia

						
							
							0,47

						
					

					
							
							Serbia

						
							
							0,39

						
							
							Serbia

						
							
							0,57

						
							
							Hungría

						
							
							0,46

						
					

				
			

			Fuente: World Project Justice: Rule of Law Index, 2020, disponible en: https://worldjusticeproject.org/our-work/research-and-data/wjp-rule-law-index-2020

			Finalmente, cerraré sección y epígrafe con los datos de la tabla 5.11, que resume lo esencial del imperio de la ley que es consustancial al Estado de derecho: los límites legales, parlamentarios y judiciales que frenan los posibles abusos del poder gubernamental; el estricto respeto a los derechos fundamentales de todos los ciudadanos, incluidas las diversas minorías étnicas, religiosas o sexuales; y la transparencia del gobierno y demás administraciones públicas, cuya documentación esencial debe estar disponible para su permanente consulta por la ciudadanía, en lo que se viene llamando «gobierno abierto» (open govern). Como es evidente, los tres factores están encabezados por los Estados nórdicos, siguiendo a continuación los continentales; mientras que los anglosajones, y especialmente EE UU, aparecen más rezagados al nivel de los Estados europeos meridionales y orientales, sobre todo en materia de respeto a los derechos de las minorías, muy lesionados por el racismo en EE UU. Y hay que subrayar, para concluir, que las tres clasificaciones están cerradas por Estados «iliberales» como Hungría, que incumple sistemáticamente los valores democráticos que se espera de los Estados miembros de la UE.

			2. SUPERESTRUCTURAS DEMOCRÁTICAS

			En esta sección se van a considerar por fin las diversas variantes de las instituciones típicas de los regímenes democráticos, entendiendo por tales los sistemas constitucionales, políticos, electorales, de partidos, territoriales, etc. Aunque cabe advertir que esa tarea no se llevará a cabo sistemáticamente, sino tan sólo de forma sintética y descriptiva, pues hacerlo con alguna profundidad exigiría un espacio del que aquí no se dispone. Por eso, para ulteriores ampliaciones comparativas, hay que remitir al lector a las obras de referencia aquí utilizadas, que son el texto básico de Aren Lijphart (2012) y otros como los de Josep María Colomer (2001), Sartori (2000) y Morlino (2010).

			Pero antes de comenzar con los sistemas constitucionales, hay que hacer a título introductorio una advertencia previa. Al comparar las estructuras estatales, casi siempre nos hemos encontrado una misma distinción entre dos grandes familias, la anglosajona y la continental, con ésta a su vez subdividida en sus variantes latina (a veces napoleónica), germánica (o continental) y nórdica. Pues bien, eso ya no va a suceder aquí, al menos de una forma tan clara, si exceptuamos el sistema constitucional, que como vamos a ver sí está dividido en dos formas opuestas, derivadas de la oposición entre el sistema anglosajón de common law y el continental de civil law. Mientras que, en los demás sistemas institucionales, las tipologías que veremos no tienen por qué coincidir con esos tipos culturales o geopolíticos sino más bien al contrario, pudiendo diferir de uno a otro caso.

			Y la razón de que esto sea así se deriva de la distinta naturaleza del Estado y el régimen, democrático en lo que aquí interesa. Como ya vimos, mientras los Estados duran y permanecen, porque tienden a mantener una gran estabilidad en el tiempo, los regímenes por el contrario cambian y varían con gran rapidez y elasticidad impulsados por los acontecimientos políticos, pudiendo transformarse hasta invertir su sentido. Así, puede decirse que el Estado es fuente de continuidad y el régimen de cambio. Y por eso las diferencias entre los aparatos del Estado tienden a mantenerse a largo plazo, mientras que las diferencias entre las instituciones democráticas pueden variar, divergir o converger con súbita rapidez, por lo que resultan distintas o irreconocibles al cabo del tiempo.

			2.1. Los sistemas constitucionales

			Como vimos en su momento, los sistemas judiciales divergían, a partir de las revoluciones estadounidense de 1776 y francesa de 1789, en dos modelos de justicia, entendida bien como un poder estatal independiente, con capacidad de supervisar al legislativo procediendo a revisar la constitucionalidad de las leyes aprobadas por éste, o bien como un servicio público dependiente del ejecutivo y sometido al legislativo, en tanto que órgano administrativo cuya función se limitaba a aplicar las leyes aprobadas por la asamblea parlamentaria, órgano supremo de la soberanía popular (Toharia, 2001, p. 39). Pues bien, de esta dicotomía se deriva también la análoga disyuntiva que se establece entre dos formas de entender el sentido de una constitución democrática, que para un constitucionalista como Blanco Valdés (1998), «puede ser concebida bien como un documento meramente político, que se limita a organizar el ámbito funcional de los poderes del Estado, o bien como un documento jurídico que se conforma como auténtico derecho supremo del Estado» (Blanco Valdés, 1998, pp. 38-39).

			Y prosigue el profesor Blanco: «Pues bien, estas dos versiones del constitucionalismo se corresponden esencialmente con los modelos francés y estadounidense. El concepto constitucional toma en la Europa continental y en EE UU dos caminos divergentes que se traducen, en el primero de los casos, en la consideración de la Constitución, durante un largo período de tiempo, como mero documento político, y en el caso estadounidense en la afirmación de la Constitución como documento jurídico, con todas las importantísimas consecuencias que ello conlleva. En el primer supuesto triunfaría el concepto de supremacía de la ley y en el segundo el de supremacía de la Constitución, y lo que es «casi» equivalente, de control de constitucionalidad» (ibidem, p. 39).

			Para lo que aquí importa, esta divergencia alude al distinto lugar donde ha de residir la fuente última del derecho: si en el órgano legislativo que aprueba las leyes por mayoría, y que puede proceder a cambiarlas y sustituirlas por otras mediante una nueva mayoría política, según la tradición rousseauniana de la revolución francesa que identifica la Asamblea con la voluntad general, es decir, con la soberanía popular; o en la Constitución primigenia promulgada por los padres fundadores (en el caso estadounidense), como único fundamento de todo derecho al que debe adecuarse cualquier legislación posterior aprobada por la cambiante mayoría popular, y cuya adecuación constitucional ha de estar controlada y dictaminada por un poder judicial independiente de la mayoría parlamentaria y jerárquicamente superior a los poderes legislativo y ejecutivo.

			Y de esta disyuntiva originaria se derivan las dos grandes líneas evolutivas en que pueden clasificarse las diversas constituciones democráticas, que en términos conceptuales pueden adscribirse a la tradición continental europea, heredera de la revolución francesa, y a la descendencia de la revolución estadounidense inscrita en la tradición anglosajona, de la que constituyen excepción a la regla los casos británico y neozelandés porque carecen de constitución escrita. En el primer modelo de inspiración napoleónica, donde en el pasado (antes de adoptar el control de constitucionalidad por imperativo de la integración europea) los parlamentos modificaban a discreción la legalidad vigente, las constituciones resultaron cambiantes y efímeras porque las asambleas legislativas las reformaban y contra reformaban con cada cambio de mayoría parlamentaria. Y el mejor ejemplo es Francia cuya Constitución de 1958, a instancias del fundador de la V República, el general De Gaulle, estableció un nuevo sistema presidencialista y mayoritario de gobierno que venía a suponer un giro de 180° respecto al modelo anterior de la III y IV Repúblicas, cuyo sistema había sido parlamentario y proporcional. Y lo mismo cabe decir de las demás historias constitucionales de los países latinos como España, que desde 1812 hasta 1978 vio suceder tantas constituciones intermitentes y contradictorias como regímenes políticos liberales o conservadores se fueron alternando en el poder.

			Mientras que en el segundo modelo de matriz estadounidense y raigambre anglosajona sucede al revés, pues las Constituciones promulgadas en el pasado por sus fundadores están tan sacralizadas y petrificadas que resultan muy difíciles de reformar incluso por mayorías muy amplias del parlamento, dado que cualquier intento de reforma por mayoritario que sea ha de enfrentarse a posibles recursos de inconstitucionalidad difíciles de superar, pues están dictaminados por un poder judicial absolutamente independiente que tiene como profesión de fe ser celoso guardián de la intangible Constitución. Esta tradición de intransigente fundamentalismo constitucional casa muy bien con el estilo jurídico del common law, que hace del precedente jurisprudencial, expresado en la doctrina del stare decisis (atenerse a las decisiones previas), la regla de oro del debate jurídico. Y el principio de intangibilidad de la Constitución actúa como un seguro de vida que los padres fundadores establecieron para proteger a la República contra los posibles abusos de la tiranía de la mayoría, haciendo de la Constitución el palo mayor al que Ulises se ata para no dejarse seducir por los cantos demagógicos de las sirenas populistas.

			No obstante, por duraderas que sean, las tradiciones también pueden ser traicionadas, pudiendo los países que las adoptan cambiar de tradición a golpe de mayoría parlamentaria, como hemos visto que hizo De Gaulle al traicionar el parlamentarismo proporcional para adoptar el presidencialismo mayoritario. Con esto quiero decir que esa clasificación en dos tradiciones opuestas, la de origen estadounidense que somete el parlamento a la Constitución, y la de origen francés que somete la constitución a la Asamblea, sólo podemos encontrarla en estado puro en muy pocos países, como EE UU, pues en la mayoría de los casos, Francia incluida, hoy están indisolublemente mezcladas.

			Casi todos los países de tradición europea continental han acabado por adoptar dos mecanismos para proteger la intangibilidad de la constitución, preservándola de las irresponsables veleidades de las cambiantes mayorías parlamentarias. Uno de ellos es importar del modelo estadounidense la judicial review o control jurisdiccional de constitucionalidad, ya esté centralizado en un Tribunal Constitucional específico (como el primero que se estableció en Viena en 1920 por consejo de Kelsen) o difundido por el sistema judicial, lo que hace de la Corte Suprema (y en la Unión Europea el TEJ y el TEDH) el tribunal de último recurso de constitucionalidad. Y el otro mecanismo es proteger a la propia Constitución con un articulado específico que impida reformarla a la ligera, exigiendo por ejemplo dobles mayorías reforzadas con referendos de confirmación.

			Debido a eso, la clasificación que propone Lijphart (2012, pp. 203-216) es más compleja, pues distingue entre constituciones «escritas» y «no escritas», con tres países en este grupo: Reino Unido, Nueva Zelanda e Israel. Los dos primeros, mayoritarios, carecen de texto escrito porque el consenso sobre sus normas fundamentales lo hace superfluo, mientras el tercero, proporcional, no ha podido llegar a ningún acuerdo de consenso sobre su norma fundamental debido al irresoluble conflicto sobre el papel de la religión en el Estado judío. En cuanto al resto de democracias con constitución escrita, Lijphart las clasifica en cuatro grupos atendiendo a su flexibilidad o rigidez, según el tipo de las mayorías parlamentarias que se requieren para aprobar enmiendas constitucionales. Así, las constituciones más rígidas, como EE UU, son las que ponen el listón más alto para poder aprobar enmiendas, mientras que las más flexibles las aceptan por simple mayoría ordinaria. Distribuyendo las democracias analizadas por Lijphart (2012, p. 206) entre ambos extremos, aparecen cuatro grupos tal como se recoge en el cuadro 5.8:

			Cuadro 5.8

			Rigidez y flexibilidad constitucional

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tipos de Constituciones

						
							
							Mayorías exigidas para presentar enmiendas

						
							
							Democracias incluidas

						
					

				
				
					
							
							Rígidas

						
							
							Mayorías Superiores a

							Dos Tercios

						
							
							Alemania, Australia, Canadá,

							EE UU, Japón y Suiza

						
					

					
							
							Semirrígidas

						
							
							Mayorías de Dos Tercios

						
							
							Austria, Bélgica, Costa Rica, España, Finlandia, India, Jamaica, Noruega,

							Países Bajos, Portugal y seis más

						
					

					
							
							Semiflexibles

						
							
							Mayorías entre Ordinarias y de Dos Tercios

						
							
							Colombia (desde 1991), Dinamarca,

							Francia (desde 1974), Grecia,

							Irlanda, Italia, Suecia (desde 1980),

							Venezuela y dos más

						
					

					
							
							Flexibles

						
							
							Mayorías Ordinarias

						
							
							Colombia (antes de 1991), Francia

							(antes de 1974), Islandia, Israel,

							Nueva Zelanda, Reino Unido,

							Suecia (antes de 1980)

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 12.1, p. 206.

			Y Lijphart también clasifica las democracias según que dispongan, y en qué grado, o que no dispongan, de judicial review o revisión de constitucionalidad a cargo del poder judicial. Como ya se ha comentado antes, esta revisión judicial puede actuar de forma centralizada, si está encomendada a un Tribunal o Consejo específico, que suele estar compuesto tanto de magistrados togados como de catedráticos de derecho y juristas de prestigio reconocido, o descentralizada, si no existe ningún Tribunal Constitucional sino que es la justicia ordinaria, encabezada por la Corte Suprema como órgano de último recurso donde se revisan las apelaciones de inconstitucionalidad, la que asume como propia la función de revisión constitucional. Pero el que sus tribunales puedan ejercer la revisión judicial no implica que suelan hacerlo, y por eso Lijpart clasifica a sus 36 democracias en cuatro grupos por su grado de «activismo» en dicha revisión judicial, a partir del número de sentencias de inconstitucionalidad dictadas, como refleja el cuadro 5.9:

			Cuadro 5.9

			Capacidad de Revisión Judicial

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Tipos de Revisión Judicial

						
							
							Revisión Centralizada con Tribunal Constitucional

						
							
							Revisión Descentralizada sin Tribunal Constitucional

						
					

				
				
					
							
							Revisión Judicial

							Fuerte

						
							
							Alemania

						
							
							EE UU, India, Canadá (desde 1982)

						
					

					
							
							Revisión Judicial

							Semifuerte

						
							
							Austria, España,

							Bélgica (desde 1984), Francia (desde 1974),

							Italia (desde 1956)

						
							
							Australia, Canadá (hasta 1982),

							Colombia (desde 1981),

							Italia (hasta 1956) y dos más

						
					

					
							
							Revisión Judicial

							Débil

						
							
							Portugal

						
							
							Costa Rica, Colombia (hasta 1981),

							Dinamarca, Grecia, Islandia, Irlanda, Jamaica, Japón, Noruega, Suecia, Venezuela y seis más

						
					

					
							
							Sin Revisión

							Judicial

						
							
							
							Bélgica (hasta 1984), Finlandia, Francia (hasta 1974), Israel, Nueva Zelanda, Países Bajos,

							Reino Unido, Suiza

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 12.2, p. 213.

			Como observa Lijphart, el grupo más nutrido de las democracias, entre las que figuran todas las escandinavas, presenta una judicial review más bien débil, lo que puede ser debido a su temprana instauración. Pues la pauta general es que las democracias más antiguas (como el Reino Unido) o bien carecen de revisión judicial o la ejercen de forma débil, mientras que las democracias más recientes (como España), todas sin excepción poseen revisión judicial, o incluso la tienen centralizada en un activista Tribunal Constitucional: como el de Alemania (cuya democracia es posterior a la Segunda Guerra Mundial), que desde 1951 a 1990 invalidó el 5% de todas las leyes federales. Esto parece deberse a que los países recién democratizados redactan constituciones dotadas con los últimos adelantos innovadores en materia de calidad democrática. Y por la otra parte los miembros más antiguos, al carecer de órganos de revisión judicial, han adoptado como propios los que ofrece la Unión Europa: el TEJ y el TEDH (Lijphart, 2012, pp. 211-212).

			Pero si exceptuamos en un extremo los casos de Alemania, Italia (ambas derrotadas en la Segunda Guerra Mundial a las que se impuso una constitución aceptable por los vencedores anglosajones) y España (por razones análogas aunque mucho más tardías), que presentan fuerte revisión judicial, y en el otro extremo los casos de Reino Unido y Nueva Zelanda que, al carecer de constitución escrita, aparecen clasificados con débil revisión judicial, lo cierto es que, en casi todos los demás casos, las democracias de tradición anglosajona (o common law) tienden a figurar en el grupo de fuerte revisión judicial mientras que las de tradición europea (o civil law) lo hacen en el de débil revisión judicial. Y esto ha de ser relacionado con la disyuntiva de Blanco Valdés (1998) citada al comienzo de este epígrafe, según la cual, los países de constitución más rígida y difícil de enmendar corresponden a la tradición heredada de la revolución estadounidense, que somete el poder legislativo a la primacía del poder judicial; mientras que aquéllos de constitución más flexible, con facilidades para presentar enmiendas de reforma, se sitúan en cambio en la tradición heredada de la revolución francesa, que hace de las asambleas legislativas el poder supremo al que debe plegarse la administración de justicia. Pero estas dos herencias opuestas aparecen muchas veces reformadas y entretejidas sin que pueda saberse cuál predomina sobre la otra, por lo que la distribución de la rigidez constitucional y la revisión judicial entre las distintas democracias no corresponde exactamente a la división entre las familias culturales y geopolíticas anglosajona, nórdica, continental y latina.

			2.2. Los sistemas de gobierno

			En las democracias representativas, la soberanía política reside en la persona que monopoliza el poder ejecutivo, que una de dos: o es el presidente de la república o es el primer ministro. Así se establece la dicotomía básica entre los dos regímenes democráticos que resultan posibles, el presidencialismo y el parlamentarismo. También existe un régimen intermedio denominado «semipresidencial», que es un híbrido entre ambos porque coexisten ambas figuras del presidente electo y el primer ministro, aunque la titularidad del poder político reside en aquél, por lo que no es un régimen parlamentario sino presidencial. Y a la inversa, hay regímenes «semiparlamentarios» cuando, entre ambas figuras electas, la titularidad del poder resida en el primer ministro y no en el presidente.

			Hasta ahora hemos visto que las grandes divisorias democráticas estaban marcadas por la frontera del Canal de la Mancha, como ocurría con la civil law y la common law. Pues bien, esta nueva frontera entre los sistemas de gobierno, presidencial y parlamentario, está marcada no por dicho Canal sino por el Océano Atlántico, pues en el Nuevo Mundo todas las Américas del Norte, el Centro y el Sur están gobernadas con sistemas presidenciales, mientras que en el Viejo Mundo toda Europa con Gran Bretaña a la cabeza se gobierna con sistemas parlamentarios. Aunque hay ciertas excepciones en ambas vertientes atlánticas. La primera es Canadá, una democracia americana que se comporta como las demás anglosajonas, pues su gobierno es parlamentario. Y la otra excepción la aportan los regímenes ambivalentes o híbridos, que tienen lugar en suelo europeo: el semipresidencialismo de Francia, Finlandia y Portugal y el semiparlamentarismo de Austria, Irlanda e Islandia y otras democracias recientes de Europa oriental.

			Cuadro 5.10

			Las tres instituciones del gobierno democrático

			
				
					
				
				
					
							
							«En la teoría política clásica, tal como fue elaborada por Aristóteles, la distinción entre el gobierno de uno, de pocos o de muchos era suficiente para distinguir tres tipos de regímenes políticos: la tiranía, la oligarquía y la democracia». Pues bien, «la distinción numérica en tres categorías también puede ser útil para identificar diferentes relaciones interinstitucionales en regímenes democráticos más complejos. Los gobiernos de uno, de pocos y de muchos corresponderían a las instituciones del Primer ministro o Presidente unipersonal, el Gabinete con pocos miembros y la Asamblea con muchos miembros.

							Los procesos históricos han conformado una variedad de relaciones entre las tres instituciones mencionadas. Primero, tenemos la evolución inglesa que tuvo su correspondencia en varios países de Europa continental. En este caso, el Parlamento electo emergente desafió los poderes absolutos del Monarca, en un proceso que incluyó primero la limitación de los poderes legislativos del monarca, especialmente en impuestos; segundo la conquista de la independencia del Parlamento con respecto al Monarca para su convocatoria y disolución, así como la asunción de plenos poderes legislativos. Y tercero, la elección del Primer ministro y el control del Gabinete por el Parlamento. En la mayor parte de los países europeos que siguieron esta pauta, el proceso condujo a un régimen “parlamentario” mediante la extensión de los derechos de voto y la plena dependencia del Primer ministro y el Gabinete de los resultados de las elecciones parlamentarias.

							La segunda pauta de evolución institucional desde una monarquía absoluta se inició en EE UU, (e) incluyó la sustitución del Monarca por un Presidente electo que mantuvo el poder de nombrar y destituir al Gabinete, mientras que la Asamblea era elegida por separado. Las elecciones presidenciales directas según el modelo de EE UU fueron introducidas por primera vez en Honduras y Bolivia en 1841, pero sólo se generalizaron en América Latina a partir de 1848 bajo la influencia adicional de la Segunda República presidencial y el Segundo Imperio en Francia. Y la posterior ingeniería constitucional creó una fórmula intermedia en la que el Primer Ministro y su Gabinete dependen de la Asamblea (como en los regímenes parlamentarios), pero el Presidente es elegido directamente y tiene poderes ejecutivos importantes (como en los regímenes presidenciales). Esta fórmula “semipresidencial” fue experimentada en la República de Weimar, más tarde reinventada en Francia en 1958-1962 y reproducida en algunas democracias recientes.

							Podemos pues distinguir tres modelos básicos de relación formal entre las tres instituciones. En un modelo, la Asamblea electa nombra al Primer ministro, quien a su vez nombra al Gabinete. Este régimen parlamentario puede producir bien una mayoría unipartidista en la Asamblea y un Gabinete de un solo partido (como es habitual en el Reino Unido), bien una Asamblea multipartidista en la que ningún partido tiene una mayoría absoluta de escaños, lo que conduce a un Gabinete de minoría o en coalición (como en la mayor parte de los países de Europa occidental). En el segundo modelo, la Asamblea y el Presidente son elegidos por separado y el segundo nombra al Gabinete. Este régimen presidencial también puede producir bien una mayoría unipartidista tanto en la Asamblea como en la Presidencia, bien diferentes apoyos partidarios en cada una de las dos instituciones, como suele ocurrir en EE UU y América Latina. Y en el tercer modelo intermedio, la Asamblea y la Presidencia también son elegidas por separado, pero es la Asamblea la que nombra al Gabinete. Este régimen semipresidencial también puede producir una mayoría del partido del Presidente en la Asamblea o una mayoría de distinto signo partidario, lo que da lugar a la “cohabitación” entre el Presidente y el Primer ministro (con su Gabinete) que representan a partidos opuestos» (Colomer, 2001, pp. 161-163).

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Colomer, 2001, pp. 161-163.

			Podría pensarse que esta dicotomía entre presidencialismo y parlamentarismo se relaciona con la que se establece entre república (encabezada por un presidente electo) y monarquía (cuyo rey no gobierna, sino que lo hace el primer ministro electo), pero no hay tal. Es verdad que todos los regímenes presidenciales son formalmente repúblicas, pero el parlamentarismo aparece tanto en repúblicas como en monarquías, por lo que no hay correspondencia posible entre ambas parejas de conceptos. Además, según sostiene Lijphart (2012, pp. 137-139), en teoría resulta posible una monarquía presidencial, aunque en la práctica no se haya dado nunca. Pero sí podría haber, como se ha dicho del caso español, un «parlamentarismo presidencialista» (Aragón, 2002), pues las cautelas constitucionales contra la debilidad gubernamental blindan la primacía del primer ministro (que en España se llama «presidente del gobierno»). Pero en realidad, el modelo español consiste en un parlamentarismo mayoritario con predominio del ejecutivo sobre el legislativo, lo que una vez investido permite al primer ministro de turno gobernar en minoría mediante el abuso del decreto-ley (Colomer, 1998, pp. 171-181; 2018, pp. 212-219).

			La clave de la distinción entre parlamentarismo y presidencialismo reside en la celebración de una sola o de dos elecciones generales en cada mandato. En el sistema parlamentario no se produce en cada legislatura más que una sola votación por parte de la ciudadanía, que elige a los miembros del poder legislativo de cuya mayoría surge (con votación de investidura o sin ella) el primer ministro que formará gobierno (unipartidista o de coalición) en función de cómo esté distribuida la correlación de fuerzas entre los grupos parlamentarios que se formen en la cámara baja (aquella donde reside la soberanía popular). Mientras que en el sistema presidencial se convoca a la ciudadanía a dos votaciones distintas por separado, pues por un lado hay elecciones presidenciales en las que se elige (directamente o a través de un colegio electoral intermedio) a quien ocupará el cargo unipersonal de Presidente (que es a la vez Jefe del Estado y Jefe del Gobierno), que a su vez nombrará discrecionalmente a los miembros de su gabinete. Y por otro lado hay elecciones legislativas independientes en las que se elige a los miembros de la asamblea parlamentaria (unicameral o bicameral).

			De este modo, al tenerse que votar dos veces, el régimen presidencial asegura la separación de poderes entre el poder ejecutivo, ocupado por el Presidente y su gabinete, y el poder legislativo formado por todos los representantes parlamentarios. Así se garantiza que ambos poderes (ejecutivo y legislativo) sean independientes entre sí, puesto que proceden de distinta fuente electoral expresiva de la soberanía popular. Lo que resulta esencial para la teoría liberal de la democracia, que requiere la separación de ambos poderes independientes para que se controlen y equilibren entre sí, de acuerdo al esquema de checks and balances (frenos y contrapesos). Y esto no ocurre en el sistema parlamentario, en el que ambos poderes ejecutivo y legislativo se confunden e identifican porque proceden de la misma (y única) manifestación colectiva de la soberanía popular.

			Esta dicotomía entre ambos tipos de régimen, presidencial o parlamentario, no impide que haya ciertas características comunes a ambos, referidas claro está al funcionamiento de la asamblea legislativa. Tanto en un sistema como en el otro el poder legislativo puede disponer de una sola cámara, que se suele conocer como «asamblea», o de dos cámaras distintas: la cámara baja (Cámara de los Comunes en el Reino Unido, Cámara de Representantes en EE UU, Congreso de los Diputados en España), de representación popular, y la cámara alta, generalmente conocida como Senado (Cámara de los Lores en el Reino Unido), que ejerce la representación territorial. En la mayoría de las democracias bicamerales, parlamentarias o presidenciales, el poder legislativo reside casi totalmente en la cámara baja, siendo la cámara alta un órgano de segunda lectura que retrasa o a veces matiza, pero casi nunca decide, la tramitación de las leyes.

			Pero en ciertas democracias hay una efectiva duplicación paralela del poder legislativo. Como en Italia (sistema parlamentario) entre 1994 y 2020, donde las leyes han de ser aprobadas en ambas cámaras por separado. Y en otras como EE UU (sistema presidencial), hay división complementaria de funciones entre una y otra cámara, reservándose el Senado ciertos poderes esenciales muy específicos (como el de destituir al presidente tras la propuesta de impugnación procedente de la cámara baja y el de aprobar o no los nombramientos presidenciales de los miembros de los poderes judicial y ejecutivo). Y, además, el funcionamiento de todas las asambleas legislativas, presidenciales o parlamentarias y bicamerales o no, obedece al mismo procedimiento de debate contencioso entre el grupo parlamentario que representa a la mayoría y los que representan a la oposición.

			A partir de esta distinción básica entre el régimen parlamentario y el presidencial surgen otras diferencias características que describiré tal como lo hace Lijphart (2012, pp. 117-128). La primera es que, en un sistema parlamentario, el primer ministro y su gabinete son responsables ante el legislativo del que proceden y que les controla, en el sentido de que dependen del apoyo de la mayoría parlamentaria para acceder al cargo (lo que puede incluir una votación de investidura) y permanecer en él, así como para lograr la aprobación de sus propuestas legislativas, pudiendo ser destituidos de sus funciones por una moción de censura. En cambio, en un sistema presidencial, el jefe del gobierno (es decir, el presidente) es elegido para un plazo de tiempo establecido y ni él ni su gobierno son responsables ante el parlamento ni dependen de su apoyo dado que no les inviste ni les puede controlar, así como tampoco hacerles dimitir mediante mociones de censura (aunque en EE UU la cámara baja puede impugnar al presidente abriéndole un proceso de destitución en el Senado).

			La segunda diferencia es que los sistemas parlamentarios poseen ejecutivos colectivos o colegiados, formados por el jefe de gobierno junto con sus ministros, todos ellos responsables ante el parlamento, en tanto que los sistemas presidenciales poseen ejecutivos unipersonales, es decir, no colegiados, pues sólo gobierna el presidente junto con sus consejeros personales nombrados y destituidos discrecionalmente por él, que por lo tanto no son realmente «ministros» de un gabinete sino meros «secretarios» subordinados. Por eso, las decisiones más importantes pueden ser tomadas por el presidente sin el concurso o el consejo de su gabinete, e incluso en contra de éste. Esta radical asimetría entre el presidente y sus consejeros privados no se da en el régimen parlamentario, donde todos los miembros del gabinete, incluido el primer ministro, forman parte por igual del mismo ejecutivo común, cuyas decisiones deben ser tomadas por el conjunto del gobierno de forma colegiada, y no sólo por el primer ministro, cuya posición respecto a los demás miembros puede variar desde el predominio jerárquico (primus «supra» pares) hasta una relativa igualdad con el resto de ministros (primus «inter» pares).

			En tercer lugar, la separación de poderes en el régimen presidencial no sólo implica la independencia mutua entre el ejecutivo y el legislativo, sino que además impide que una misma persona pueda formar parte de ambos poderes a la vez. Ni el presidente ni quienes forman su gabinete pueden ser miembros de las cámaras legislativas (excepto el vicepresidente de EE UU, que sin ser senador electo también preside el Senado). En cambio, la ausencia de separación de poderes en el sistema parlamentario no sólo hace al ejecutivo responsable ante el legislativo que ejerce su control, sino que además permite al primer ministro y demás miembros del gabinete seguir formando parte del parlamento. Sin embargo, en este aspecto hay distintas opciones, pues en un extremo hay sistemas como el británico que requieren la doble pertenencia del jefe del gobierno y sus ministros a la cámara legislativa mientras que en el otro extremo hay sistemas como el neerlandés o el noruego en los que pertenecer al gabinete obliga a renunciar al escaño.

			En cuarto lugar, los presidentes no pueden disolver las cámaras legislativas, mientras que los primeros ministros sí gozan de la prerrogativa de hacerlo. La excepción está en el caso francés (semipresidencial), donde el presidente sí puede disolver la Asamblea Nacional mientras que el primer ministro no puede hacerlo: así lo decidió el presidente gaullista Chirac en 1997 con la pretensión de ampliar su mayoría parlamentaria, aunque sólo consiguió el efecto contrario, pues el socialista Jospin logró mayoría absoluta iniciando como primer ministro la tercera «cohabitación» hasta 2002 (tal como veremos). Pero en esta prerrogativa que tienen los primeros ministros de disolver las cámaras legislativas en los regímenes parlamentarios también hay mucha variedad. En los sistemas de modelo británico el poder de disolución es prácticamente ilimitado, en Alemania el parlamento sólo puede ser disuelto bajo ciertas circunstancias, y en Noruega la legislatura ha de durar cuatro años sin que el primer ministro pueda disolverla por anticipado.

			Finalmente, en los sistemas parlamentarios el poder ejecutivo está encabezado por una dualidad de jefaturas: la del jefe del Estado (el monarca o presidente de la república), cuya jefatura es poco más que protocolaria pues carece de poder real o lo tiene muy limitado (reduciéndose por lo general a conducir y moderar el proceso de formación de los nuevos gobiernos surgidos de las elecciones legislativas); y la del Jefe del gobierno (el primer ministro que dirige el Gabinete), que es el que ejerce en plenitud el poder ejecutivo real. Y esta dualidad de jefaturas asimétricas permite expresar simbólicamente la separación entre la continuidad del Estado, que permanece estable a lo largo del tiempo, y el cambio de gobierno, que puede variar por la alternancia electoral. Mientras que en los sistemas presidenciales el Presidente es a la vez el Jefe del Estado y el jefe del gobierno, lo que impide expresar la distinción entre Estado y gobierno, que se confunden e identifican al quedar unificados bajo la misma figura presidencial.

			Esta dicotomía entre dos sistemas opuestos de gobierno, el parlamentario y el presidencial, cuyas características diferenciales acabamos de revisar, está distorsionada por la existencia relativamente excepcional de un tercer sistema alternativo, que resulta intermedio entre ambos: el semipresidencial, cuyo ejemplo típico es la V República francesa fundada en 1958 por el general De Gaulle, aunque hay otros casos europeos como Finlandia y Portugal, y en menor medida Austria, Irlanda e Islandia. Aquí también hay doble elección, como en los regímenes presidenciales, pues por un lado se elige al Presidente unipersonal por votación popular y por otro a los miembros de la Asamblea legislativa. Pero lo novedoso de este tercer sistema es que, al igual que sucede en los regímenes parlamentarios, el Gabinete con su Primer ministro también surge de la cámara parlamentaria, aunque no lo hace de forma autónoma, elegido por la mayoría parlamentaria que se forme (unipartidaria o de coalición), sino designado por el Presidente, que es quien elige y nombra al Primer ministro. Así se rompe la separación de poderes que caracteriza al presidencialismo, pues el primer ministro del gabinete, escogido y nombrado por el presidente de entre los miembros del parlamento, actúa a modo de puente que enlaza y comunica a los dos poderes ejecutivo y lesgislativo, haciéndolos interdependientes entre sí.

			Y en este punto se plantea en torno al sistema semipresidencial la gran pregunta que se hace Lijphart: «¿quién es el verdadero jefe de gobierno, el presidente o el primer ministro? Hasta 1986, el presidente francés, que era elegido por vía popular, era claramente el jefe del gobierno y no el primer ministro. Sin embargo, el poder presidencial se basaba más en el apoyo de fuertes mayorías parlamentarias que en prerrogativas constitucionales, y dos renombrados politólogos, Raymond Aron y Maurice Duverger, predijeron que, si el presidente perdiera el apoyo de la mayoría, el sistema presidencial se transformaría en parlamentario o desarrollaría un modelo de alternancia entre fases presidenciales y parlamentarias. Y esto es justamente lo que ocurrió cuando gaullistas y republicanos lograron la victoria en 1986 y Jacques Chirac se convirtió en primer ministro». A partir de entonces, y hasta 1988, «salvo algunas cuestiones relativas a Defensa y Asuntos Exteriores, el presidente socialista Mitterrand ocupó una posición legislativa secundaria mientras Chirac ejercía el poder ejecutivo» (ibidem, pp. 121-122).

			Así se abrió por primera vez la célebre «cohabitación» entre un presidente francés sin mayoría parlamentaria y un primer ministro de signo político opuesto al que apoya la mayoría legislativa en la Asamblea Nacional. Tres son los períodos que se han dado en Francia hasta ahora de «cohabitación» entre un presidente privado del poder ejecutivo y un primer ministro que lo ejerce plenamente. El primero, acabamos de verlo, ocurrió en 1986 con el republicano Chirac de primer ministro y el socialista Mitterrand de presidente, quien recuperó la mayoría en 1988. La situación se repitió cinco años después, al final del segundo mandato de Mitterrand, cuando tuvo que nombrar primer ministro al republicano Balladur que había ganado las elecciones legislativas (1993-1995). Y en justa compensación, la tercera «cohabitación» la sufrió el propio Chirac tras alcanzar por fin la presidencia en 1995, pues a los dos años el socialista Lionel Jospin obtuvo mayoría en la Asamblea, lo que obligó a aquél a nombrarle primer ministro de 1997 a 2002.

			Lo cual pone de manifiesto, como observa Lijphart, que los presidentes no disponen por si mismos de excesivos poderes, pues en cuanto su partido pierde la mayoría parlamentaria se ven privados de casi todas sus capacidades, lo que ocurre tanto en el sistema presidencial como en el semipresidencial. Afirma Lijphart (ibidem, p. 127): «Los poderes presidenciales provienen de tres fuentes. Una es el poder del presidente definido en las constituciones, que consisten en poderes de «reacción», especialmente la facultad de vetar» los actos del legislativo, «y en poderes de “acción”, legislando por decreto en determinados ámbitos. La segunda fuente de poder es la fuerza y la cohesión del partido del presidente en el legislativo. Y, en tercer lugar, los presidentes obtienen gran poder de su elección popular directa, pues pueden invocar que son los únicos dirigentes públicos elegidos por el conjunto de la población» (mientras los primeros ministros en cambio sólo han sido personalmente elegidos como representantes parlamentarios en su circunscripción electoral). Pero a cambio de esto, y a diferencia de los presidentes, los primeros ministros aúnan en su persona (como jefes del gabinete colegiado) los poderes ejecutivo y legislativo, ya que suelen ser los líderes del primer partido del parlamento.

			Y esto plantea una interesante cuestión sobre la que habrá que volver más adelante, y es la del equilibrio de poder entre el ejecutivo y el legislativo. Si ambos poderes están separados, como ocurre en los sistemas presidenciales, esto debería favorecer un claro equilibrio de poder entre ambos, según predice el esquema de checks and balances. Pero eso depende claramente de que coincida o no la mayoría parlamentaria con el partido del presidente, pues si éste se queda en minoría (como le ocurrió por ejemplo a Barack Obama durante su segundo mandato), entonces sus poderes se ven reducidos al mínimo frente al predominio del legislativo. Y a la inversa, si el partido presidencial obtiene la mayoría parlamentaria, entonces el predominio del poder ejecutivo presidencial se hace absoluto. En cambio, esto no ocurre con el sistema de primer ministro, donde el ejecutivo siempre cuenta con mayoría parlamentaria; al menos en su versión mayoritaria, pues si se trata de un gobierno de coalición y ésta se rompe, entonces el ejecutivo queda en minoría y sólo puede disolver la legislatura o seguir gobernando por decreto. Eso demuestra que, aunque parezca más estable, el sistema parlamentario también presenta gran variedad de casos, desde modelos como el británico donde hay un claro predominio del ejecutivo sobre el legislativo hasta otros como Alemania e Italia donde sucede a la inversa. Y esta disyuntiva entre primacía del ejecutivo o del legislativo depende del sistema electoral.

			2.3. Los sistemas electorales

			El primer sistema institucional que hemos visto, el constitucional, decide la balanza de poder entre el judicial y el legislativo: en las constituciones herederas de la revolución estadounidense, aquél predomina sobre éste; en las de tradición napoleónica, el predominio lo ejerce la asamblea parlamentaria sobre la administración judicial. El segundo sistema que acabamos de ver, el de gobierno, decide si hay separación de poderes entre ejecutivo y legislativo, como en el modelo presidencial, donde los ciudadanos los eligen por separado, o no la hay porque ambos son interdependientes, como en el parlamentario, en el que los ciudadanos los eligen en común. Pues bien, ahora abordaremos un tercer sistema, el electoral, que determina la balanza de poder entre ambos, otorgando la primacía bien al ejecutivo, en el sistema electoral mayoritario, o bien al legislativo, en el sistema electoral proporcional. O, dicho de otra forma, hasta ahora hemos visto cómo se gobierna: según las reglas constitucionales; y quién vigila a los gobernantes: el poder judicial; por lo que ahora debemos ver cómo se elige a los gobernantes.

			De ahí la importancia de la ingeniería electoral. Esto no debe sorprendernos pues, tal como vimos al definir las democracias representativas, el criterio mínimo de demarcación democrática, que es condición necesaria (y para muchos suficiente) para reconocer a un régimen como democrático, es la existencia de elecciones libres y limpias. Lo cual exige que exista algún sistema electoral acordado en común y respetado por todos que regule y arbitre la competición pacífica por el poder. Ahora bien, ¿qué sistema? Porque haberlos hay muchos, y según cuál se adopte, la elección de gobernantes y legisladores será completamente distinta. Esto aconseja que la selección de dicho sistema forme parte del articulado constitucional aprobado por mayoría cualificada en la asamblea constituyente instauradora de toda democracia, como suele suceder en la mayor parte de los casos. Pero no siempre es así pues, por ejemplo, en la Constitución española de 1978 no se determina el sistema electoral adoptado (sólo figura la circunscripción electoral, que es la provincia), procedente de un Decreto-ley anterior (el 20-1977), provisionalmente promulgado por el primer gobierno Suárez para las primeras elecciones constituyentes de 1977, que por tanto resulta preconstitucional y ajeno, o al menos previo, al célebre «consenso» de la transición democrática (López Nieto, 1992; Colomer, 1998).

			Aquí resumiré lo esencial de la materia que nos ocupa, sin entrar en las complejidades técnicas de la ingeniería electoral (Nohlen, 1994; Colomer, 2004; Montero y Lago, 2005), basándome para ello en la obra de Lijphart (2012) que me sirve de guía para toda esta sección. Al igual que hemos visto en otros sistemas institucionales, también en los electorales aparece la disyuntiva dicotómica entre dos grandes familias enfrentadas: los sistemas «mayoritarios», predominantes en las democracias de tradición británica que siguieron el ejemplo del propio Reino Unido, y los sistemas «proporcionales» que se utilizan en casi todos los países del continente europeo. También Francia usaba tradicionalmente un sistema proporcional, pero la fragmentación parlamentaria y la debilidad gubernamental que hicieron fracasar a la III y IV Repúblicas aconsejaron traicionar dicha tradición para acogerse en 1958 (tras su desmoralizadora derrota en la guerra de Argelia) al sistema fuertemente mayoritario de la V República importado por el general De Gaulle.

			Los sistemas mayoritarios consisten en elegir en cada distrito (de tipo «uninominal», pues no envía al parlamento más que un diputado) al candidato más votado, aunque no tenga mayoría absoluta sino sólo relativa. Es la fórmula caricaturizada por la expresión the winner takes it all (el ganador se lo lleva todo), dado que los votos dirigidos a los demás candidatos resultan desperdiciados y sus votantes se quedan sin representación. Por eso corresponde a una concepción de la democracia entendida como «gobierno de la mayoría» en el que las minorías resultan relativamente excluidas. Pues en efecto, este sistema favorece a los grandes partidos, que quedan sobrerrepresentados en número de escaños, mientras que los partidos pequeños permanecen infrarrepresentados.

			En cambio, los sistemas proporcionales consisten en elegir varios diputados en distritos multinominales, de tal modo que la distribución entre los elegidos resulte proporcional a las distintas preferencias de los electores expresadas por su número de votos. Así, este modelo no busca decidir quien ha de gobernar, como el mayoritario, sino elegir un colectivo (la asamblea parlamentaria) que represente la composición del electorado, de acuerdo a la metáfora del espejo que refleja fielmente (es decir, proporcionadamente) la realidad popular. De ahí que deba representar no sólo a la mayoría, sino también a las diversas minorías, lo que se logra distribuyendo equitativamente los escaños entre las distintas listas electorales presentadas por los partidos en proporción al número de votos obtenido, sin que los pequeños puedan quedar comparativamente infra representados. No obstante, como veremos, siempre hay un margen mayor o menor para la desproporción, que beneficia a los grandes partidos en perjuicio de los más pequeños.

			Como parece lógico, los sistemas presidenciales tienden a ser mayoritarios, pues la elección del presidente ha de serlo forzosamente (no se puede repartir la presidencia en proporción a los votos obtenidos por cada candidato), y la necesidad de hacerlo así favorece por afinidad la aplicación del mismo método a las cámaras parlamentarias, cuyos miembros suelen estar también elegidos por el sistema mayoritario, como en EE UU o Francia. Pero no siempre es así, pues otros modelos presidenciales o semipresidenciales, como Colombia, Israel, Finlandia o Portugal, eligen a los miembros de sus asambleas legislativas por el método proporcional, en contraste con la mayoría presidencial. De este modo, la distribución de ambos sistemas entre los parlamentos de las principales democracias analizadas por Lijphart queda repartida tal como refleja el cuadro 5.11:

			Cuadro 5.11

			Fórmulas electorales de las asambleas legislativas

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Sistemas

						
							
							Fórmulas

						
							
							Países

						
					

					
							
							Mayoritario

						
							
							Mayoría relativa

							(a una vuelta)

						
							
							Canadá, Estados Unidos, India,

							Nueva Zelanda (hasta 1996), Reino Unido

						
					

					
							
							Mayoría relativa-absoluta

							(a dos vueltas)

						
							
							Australia (voto alternativo)

							Francia (desde 1958)

						
					

					
							
							Proporcional

						
							
							Listas electorales

						
							
							Austria, Bélgica, Colombia, Dinamarca, España, Finlandia,

							Francia (hasta 1958), Grecia,

							Italia (hasta 1994), Noruega,

							Países Bajos, Portugal,

							Suecia, Suiza

						
					

					
							
							Fórmula mixta

							Nominal-proporcional

						
							
							Alemania, Italia (desde 1994)

							Nueva Zelanda (desde 1996)

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, figura 8.1, p. 143.

			Por «fórmula electoral» se entiende uno de los principales atributos que caracterizan a las distintas variantes de los sistemas electorales, junto con la «magnitud del distrito» y el «umbral electoral» que veremos después. La principal fórmula electoral del sistema mayoritario es la de «mayoría relativa» en distrito uninominal, que elige en cada circunscripción al candidato más votado (first-past-the-post) aunque sólo obtenga una ínfima mayoría simple o relativa, tal como se comentó antes. Pero no es la única, pues otra fórmula igualmente mayoritaria pero menos frecuente es la que requiere mayoría absoluta para decidir la votación. Y cuando ningún candidato la obtiene, se celebra una segunda vuelta entre los dos candidatos que han obtenido más votos. Es una fórmula muy frecuente en elecciones presidenciales como las de Francia, Austria, Portugal o Finlandia, pero apenas se usa en las elecciones legislativas. Excepto en Francia, que establece un método casi idéntico para las elecciones a la Asamblea Nacional mediante una fórmula mixta de mayoría absoluta-relativa en distritos uninominales. Si ningún candidato obtiene mayoría absoluta en la primera votación, se pasa a la segunda vuelta donde basta con mayoría simple para ser elegido, una vez eliminados los candidatos que no llegaron al 12,5% de los votos en la primera vuelta. En la práctica, ese método hace que por lo general sólo queden dos candidatos, de modo que el resultado es el mismo (Lijphart, 2012, p. 144).

			Otra variante análoga es el método del «voto alternativo» que se usa en Australia y en las elecciones presidenciales de Irlanda. En las papeletas de voto hay que ordenar los candidatos señalando la primera preferencia, la segunda preferencia, etc. El que reciba la mayoría absoluta de los votos en primera preferencia, obtiene el escaño. Pero si ninguno la alcanza, se suprime el candidato con el menor número de votos en primera preferencia y sus votos se transfieren a las segundas preferencias. Y la operación se repite excluyendo a los candidatos menos preferidos para redistribuir sus votos a las siguientes preferencias, hasta que se obtiene un vencedor con mayoría absoluta (ibidem).

			Si pasamos a la representación proporcional (RP), el método más usado es la «fórmula de lista», por el que los partidos presentan listas de candidatos en distritos multinominales. Cada elector escoge una lista y los escaños se asignan a las listas de partido en proporción al número de votos obtenidos. Después hay que aplicar una fórmula para trasladar votos a escaños, y el método más frecuente es la fórmula d’Hondt usado en España, que favorece a los partidos grandes en perjuicio de los más pequeños. Además, las fórmulas de lista pueden ser abiertas, semiabiertas o cerradas. En los sistemas de lista cerrada sólo se puede votar a la lista en bloque sin asignar preferencias por los candidatos, que son elegidos en el mismo orden fijado por su partido, como ocurre en Israel y España. En los de lista abierta, como Finlandia, los votantes asignan preferencias a los miembros de la lista elegida y los candidatos quedan ordenados por los votos recibidos. Y las listas pueden estar parcialmente abiertas como en Bélgica y Holanda, donde los votantes pueden marcar preferencias, aunque prevalezca el orden fijado por el partido (ibidem, p. 145).

			Junto al sistema de listas, hay otra fórmula de RP que es la llamada «mixta nominal-proporcional», porque la mitad de los miembros del legislativo en Nueva Zelanda o Alemania y las tres cuartas partes en Italia son elegidos por mayoría relativa en distritos uninominales, mientras que el resto son elegidos mediante RP de lista. Aquí, cada elector cuenta con dos votos, uno para elegir candidato de distrito y otro para votar una lista de partido. De esta forma, los escaños procedentes de las listas compensan la falta de proporcionalidad resultante en los escaños de distrito (ibidem).

			En cuanto a los demás atributos de un sistema electoral, la «magnitud del distrito» se refiere no a su extensión geográfica ni al tamaño del censo electoral sino al número de candidatos que hay que elegir. Las fórmulas mayoritarias pueden aplicarse en distritos tanto uninominales como multinominales, pero las fórmulas de RP requieren distritos de más de un miembro, desde dos hasta el distrito único de ámbito nacional, como en Israel y Países Bajos. La magnitud del distrito es importante, aunque su efecto actúa en sentido opuesto según se trate de fórmulas mayoritarias o de RP. Al ascender la magnitud del distrito, en los sistemas de mayoría crece la desproporcionalidad en favor de los grandes partidos, mientras que en la RP favorece una mayor proporcionalidad en beneficio de los partidos pequeños. Así, los distritos con menor número de miembros penalizan a los partidos pequeños, dejándolos sin representación en las circunscripciones de cuatro escaños como ocurre en el caso español. En cambio, un distrito de ámbito nacional como el de Países Bajos permite la traslación proporcional de votos a escaños (ibidem, pp. 147-149).

			En este punto interviene el tercer atributo de los sistemas electorales antes citado: el «umbral electoral», destinado a limitar una excesiva proporcionalidad que puede multiplicar el número de partidos dificultando la formación de gobierno. Y para evitarlo, los países con distritos de gran tamaño o ámbito nacional exigen umbrales mínimos de representación, reservando el acceso al reparto de escaños sólo a partir de un porcentaje mínimo del total de votos emitidos. Esos porcentajes pueden ser mínimos, como el 0,67% de Países Bajos desde 1956. Pero cuando llegan al 4% de Suecia y Noruega, o al 5% de Alemania, levantan barreras inaccesibles para los partidos pequeños (ibidem, p. 150).

			El efecto político de todos estos atributos (fórmula electoral, magnitud del distrito y umbral electoral) es tanto la «desproporcionalidad» de los sistemas electorales como la reducción del número de partidos electos, que dejo para el siguiente apartado de esta sección. En cuanto a la desproporcionalidad, se pregunta Lijphart (2012, pp. 153-154): «¿Cómo podemos medir la distorsión global de la proporcionalidad de unas elecciones? Resulta fácil determinar la desproporcionalidad para cada partido en una elección particular: es simplemente la diferencia entre su porcentaje de votos y su porcentaje de escaños. La cuestión más difícil se plantea en cómo agregar las desviaciones entre votos y escaños para el conjunto de los partidos». Y para ello Lijphart recurre al índice Gallagher, cuyo método de cálculo no podemos reproducir aquí, pero cuyas estimaciones para las más importantes democracias de su muestra se reproducen en la tabla 5.12:

			Tabla 5.12

			Desproporcionalidad y sistema electoral (1945-1996)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Desproporcionalidad

						
							
							Sistema electoral

						
							
							País

						
							
							Desproporcionalidad

						
							
							Sistema electoral

						
					

				
				
					
							
							Países Bajos

						
							
							1,30%

						
							
							RP

						
							
							Grecia

						
							
							8,08%

						
							
							RP

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							1,83%

						
							
							RP

						
							
							España

						
							
							8,15%

						
							
							RP

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							2,09%

						
							
							RP

						
							
							Australia

						
							
							8,26%

						
							
							MA

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							2,52%

						
							
							RP

						
							
							Reino Unido

						
							
							10,33%

						
							
							MR

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							2,93%

						
							
							RP

						
							
							Nueva Zelanda

						
							
							11,11%

						
							
							MR

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							3,24%

						
							
							RP

						
							
							Canadá

						
							
							11,72%

						
							
							MR

						
					

					
							
							Italia

						
							
							3,25%

						
							
							RP

						
							
							EE UU

						
							
							14,91%

						
							
							MR

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							4,04%

						
							
							RP

						
							
							Francia

						
							
							21,08%

						
							
							MA

						
					

				
			

			Notas: RP: Representación Proporcional. MA: Mayoría Absoluta. MR: Mayoría Relativa.

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 8.2, p. 158.

			Tal como se observa por estos datos, la más baja desproporcionalidad se da en los Países Bajos, cuyas elecciones legislativas se celebran en distrito único de ámbito nacional, pero su puntuación no está muy alejada de los demás países con representación proporcional, entre lo que descuellan los nórdicos por su menor desproporcionalidad. En cambio, la máxima desproporcionalidad se da en los sistemas mayoritarios, sobre todo en los anglosajones y especialmente en Francia, dado su método de mayoría absoluta a dos vueltas ya comentado antes. La excepción a esta regla la proporcionan Grecia y España, países con sistema proporcional pero que son casi tan desproporcionales sin embargo como los mayoritarios. Y al respecto comenta Lijphart: «El sistema de España no es muy proporcional debido sobre todo a la pequeña magnitud de sus distritos. El sistema proporcional de Grecia es de “RP reforzada”, una etiqueta engañosa porque refuerza a los grandes partidos en lugar de la proporcionalidad» (Lijphart, 2012, pp. 157-159).

			2.4. Los sistemas de partidos

			Tecnicismos al margen, lo que más nos interesa de los sistemas electorales son sus efectos políticos, en especial la formación de mayorías parlamentarias y la creación de sistemas de partidos. En este punto intervienen tanto las célebres «leyes sociológicas» de Duverger (2005) como las no menos conocidas leyes de Rae (2005), que aquí comentaré siguiendo la interpretación propuesta por Lijphart (2012, pp. 160-164).

			A la cuestión de cómo se traduce el efecto de los sistemas electorales sobre los sistemas de partidos, Duverger respondió formulando sus tres leyes sociológicas. «Primera: la representación proporcional tiende a configurar un sistema de partidos múltiples, rígidos, independientes y estables. Segunda: el escrutinio mayoritario de dos vueltas tiende a crear un sistema de partidos múltiples, flexibles, dependientes y relativamente estables. Y tercera: el escrutinio mayoritario de una sola vuelta tiende a crear un sistema dualista», es decir, bipartidista; proposición que, según su autor, se aproxima a configurar «una auténtica ley sociológica» (Duverger, 1980, pp. 232 y 245).

			Esta propensión bipartidista del sistema mayoritario de una sola vuelta se debe según su autor a razones tanto «mecánicas» como psicológicas. Las razones mecánicas consisten en que el sistema mayoritario infra representa sistemáticamente a los partidos menores, generando por exclusión el bipartidismo. Y las psicológicas aluden al efecto que causa en los electores el desperdicio de sus votos a los candidatos no electos, lo que lleva a concentrar el «voto útil» en los dos partidos mayoritarios (Lijphart, 2012, p. 160). Aunque, por supuesto, hay más razones que explican esta tendencia hacia el bipartidismo, o caso contrario hacia el multipartidismo, al margen del efecto causado por el sistema electoral, que incluso podrían explicar que se haya elegido el mayoritario en lugar del proporcional, o viceversa. Especialmente, su estructura de clivajes (Lipset y Rokkan, 1992), la cultura política específica de cada país y su grado de pluralismo religioso y étnico-cultural, tal como veremos un poco más adelante. En cualquier caso, lo cierto es que si el sistema electoral importa tanto es porque influye sobre el sistema de partidos.

			No obstante, Douglas Rae (2005) corrigió las leyes de Duverger señalando no sólo que no son tales, pues para serlo tendrían que cumplirse siempre, sino algo más importante, como es el hecho de que todos los sistemas electorales, y no sólo los mayoritarios, tienden a favorecer a los partidos grandes y perjudicar a los pequeños. Y Lijphart (ibidem) resume las proposiciones de Rae de la siguiente forma. «1) Todos los sistemas electorales tienden a generar resultados desproporcionales. 2) Todos los sistemas electorales tienden a reducir el número efectivo de partidos parlamentarios (que acceden al legislativo) en comparación con el número de partidos electorales (que compiten en los comicios). 3) Todos los sistemas electorales pueden fabricar una mayoría parlamentaria para partidos que no han recibido el respaldo mayoritario de los votantes. Y estas tres tendencias son mucho más fuertes en los sistemas mayoritarios que en los proporcionales».

			La aportación más interesante de Rae fue, pues, señalar que todo sistema electoral puede «fabricar» mayorías artificiales, lo que sucede cuando un partido que no logra la mayoría ni siquiera simple de los votos es recompensado con la mayoría relativa de los escaños. Rae acuñó el término de «mayoría fabricada», es decir, artificialmente creada, para designar estos casos en que el sistema electoral hace posible la formación de un gabinete mayoritario sin que represente la mayoría de los votos emitidos. Las otras alternativas a ese caso extremo son las «mayorías ganadas», que se producen cuando un partido gana tanto la mayoría de escaños como la de votos, y las «minorías naturales», que se dan cuando ningún partido logra la mayoría de votos ni la de escaños (Lijphart, 2012, p. 161). Y el que se produzca una de estas tres posibilidades sí depende del tipo de sistema electoral, tal como se desprende de los datos de la tabla 5.13:

			Tabla 5.13

			Mayorías fabricadas y sistemas electorales (1945-1996)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Sistemas electorales

						
							
							Mayorías fabricadas

						
							
							Mayorías ganadas

						
							
							Minorías naturales

						
					

				
				
					
							
							Mayoritarios (14 países)

						
							
							43,7%

						
							
							39,1%

						
							
							17,2%

						
					

					
							
							Proporcionales (22 países)

						
							
							9,4%

						
							
							8,3%

						
							
							82,3%

						
					

					
							
							Todos los comicios (36 países)

						
							
							22,8%

						
							
							19,3%

						
							
							57,9%

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 8.3, p. 162.

			Este cuadro demuestra que los sistemas mayoritarios producen mayorías fabricadas o ganadas en el 83% de los casos, mientras que los sistemas proporcionales producen sobre todo minorías naturales casi en el mismo porcentaje (82%), lo que obliga a formar gobiernos de coalición o gabinetes en minoría. Lo que permite confirmar aproximadamente las leyes de Duverger pero también da la razón a Rae, al demostrar que tanto uno como el otro sistema son capaces ambos de crear mayorías fabricadas en mayor medida que aquella con la que producen mayorías ganadas, aunque los sistemas mayoritarios sean bastante más «artificiosos» y los proporcionales más «naturales».

			Pero lo más significativo es la reducción del número de partidos electos respecto a los que compiten en los comicios, en función del sistema electoral de que se trate. Así, las fórmulas mayoritarias son mucho más reductoras hasta el punto de forzar el bipartidismo, mientras las proporcionales lo reducen en menor medida dado que arrojan resultados multipartidistas. De modo que para confirmar las hipótesis de Duverger hace falta medir el número diferencial de partidos parlamentarios presentes en cada sistema electoral. Pero ¿cómo se cuenta el número de partidos? Lijphart (2012, pp. 73-84) parte del criterio postulado por Giovanni Sartori (2000), que establece un doble supuesto. Ante todo, propone eliminar los partidos extraparlamentarios para contabilizar exclusivamente los partidos que ganen un número mínimo de escaños, lo que plantea la cuestión del criterio de exclusión de los partidos menores a descartar por carecer de influencia real. Y su apuesta es que sólo deben contabilizarse los partidos que cumplen alguno de estos tres criterios: 1) capacidad de formar gobierno, 2) potencial de coalición y 3) potencial de chantaje o poder de veto. Estos últimos son muy significativos porque disponen de un poder de intimidación que les permite erigirse en árbitros de la situación (ibidem, p. 74).

			No obstante, dada la difícil operatividad de estos supuestos, Lijphart opta finalmente por recurrir al muy aceptado índice de Laakso y Taagepera, que parte no del tamaño absoluto sino de los tamaños relativos de los distintos partidos parlamentarios (ibidem, p. 76). El único matiz que introduce Lijphart en este método es contabilizar como partido y medio no sólo los casos de dos partidos afines «estrechamente aliados», como en Alemania la CDU o Unión Demócrata Cristiana, de alcance federal, y la CSU o Unión Cristiano Social de Baviera, sino también el de los partidos «internamente divididos», como la Democracia Cristiana italiana hasta su disolución o el Partido Demócrata de EE UU (ibidem, pp. 77-80). Y aplicando este método de cálculo a las democracias de su muestra entre 1945 y 1996, Lijphart obtiene el siguiente número efectivo medio de partidos en el parlamento de cada país que aparece en la tabla 5.14 (ibidem, p. 82):

			Tabla 5.14

			Número medio de partidos parlamentarios (1945-1996)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							N.º partidos

						
							
							País

						
							
							N.º partidos

						
							
							País

						
							
							N.º partidos

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							5,24

						
							
							Francia

						
							
							3,43

						
							
							EE UU

						
							
							2,40

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							5,03

						
							
							Noruega

						
							
							3,35

						
							
							Canadá

						
							
							2,37

						
					

					
							
							Italia

						
							
							4,91

						
							
							Portugal

						
							
							3,33

						
							
							Australia

						
							
							2,22

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							4,65

						
							
							Suecia

						
							
							3,33

						
							
							Grecia

						
							
							2,20

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							4,51

						
							
							Alemania

						
							
							2,93

						
							
							Reino Unido

						
							
							2,11

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							4,32

						
							
							España

						
							
							2,76

						
							
							N.ª Zelanda

						
							
							1,96

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, tabla 5.2, p. 82.

			Con independencia de que el número efectivo de partidos en ciertos países ya esté bastante desactualizado, los datos de la tabla 5.14 permiten comprobar que, en efecto, ese número varía significativamente de uno a otro país. A un extremo, las democracias del rokkaniano «cinturón de ciudades» (Suiza, Italia, Países Bajos y Bélgica), así como los nórdicos o escandinavos (Finlandia, Dinamarca, Noruega y Suecia) presentan un elevado multipartidismo, acorde con su sistema electoral parlamentario. Y en el otro extremo, las democracias anglosajonas (Nueva Zelanda, Reino Unido, Australia, Canadá y EE UU) revelan claramente su bipartidismo, acorde con su sistema mayoritario. Todo lo cual permite corroborar las «leyes» de Duverger, por discutidas que estén.

			Aunque por supuesto, este tamaño diferencial del número de partidos no se debe sólo al efecto del sistema electoral, pues también interviene otro factor de naturaleza tanto política como sobre todo social. Y el factor que mejor permite dar razón de esta sociogénesis del número de partidos es la existencia en cada democracia de diferentes clivajes o ejes de conflicto divisorios de su sociedad civil, por reintroducir aquí el conocido modelo de Lipset y Rokkan (1992 [1967]) que ya vimos en el capítulo anterior. El bipartidismo permite traducir políticamente muy bien la existencia de un único clivaje clasista o socioeconómico entre derecha e izquierda, es decir, entre propietarios y asalariados, como ocurre en el Reino Unido y las democracias anglosajonas. Mientras que el multipartidismo suele aparecer cuando a ese clivaje clasista se le añaden otros clivajes multiculturales de tipo étnico-lingüístico, territorial y religioso, como ocurre en Suiza, Bélgica, España, Irlanda, Finlandia o los Países Bajos. Así lo apunta Lijphart (2012, pp. 84-94), que ha clasificado su muestra de democracias según el número de clivajes o ejes de conflicto que dividan a su sociedad civil (puntuando con 1,0 a los que presenten elevada conflictividad y con 0,5 a los de conflictividad moderada), tal como muestra la tabla 5.15:

			Tabla 5.15

			Número de clivajes en 18 democracias (1945-1996)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							N.º clivajes

						
							
							País

						
							
							N.º clivajes

						
							
							País

						
							
							N.º clivajes

						
					

				
				
					
							
							Finlandia

						
							
							3,5

						
							
							Suiza

						
							
							3,0

						
							
							Reino Unido

						
							
							1,5

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							3,0

						
							
							Francia

						
							
							2,5

						
							
							Canadá

						
							
							1,5

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							3,0

						
							
							Portugal

						
							
							2,5

						
							
							Australia

						
							
							1,5

						
					

					
							
							Italia

						
							
							3,0

						
							
							Dinamarca

						
							
							2,5

						
							
							Grecia

						
							
							1,5

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							3,0

						
							
							España

						
							
							2,5

						
							
							N.ª Zelanda

						
							
							1,0

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							3,0

						
							
							Suecia

						
							
							2,5

						
							
							EE UU

						
							
							1,0

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, tabla 5.3, pp. 86-87.

			Cabe discutir el criterio seguido por Lijphart para reducir el número de clivajes de una sociedad tan compleja como la estadounidense a sólo dos ejes conflictivos (clasista y étnico) de intensidad media, mientras que Finlandia presentaría dos ejes de alta intensidad (clasista y étnico) y tres de intensidad media (religioso, urbano-rural y «de cuestionamiento del régimen democrático»). Pero al margen de las críticas que se le puedan formular, lo cierto es que esta tabla proporciona una aproximación relativamente apropiada a los fundamentos socio estructurales del bi o multi partidismo, más allá de su pretendida «fabricación» por los efectos reductores del sistema electoral.

			Así llegamos a los sistemas de partidos propiamente dichos, que Sartori (2000) clasificó en 1976 en siete tipos distintos: 1) de partido único, 2) de partido hegemónico, 3) de partido dominante, 4) bipartidismo, 5) multipartidismo moderado, 6) multipartidismo segmentado y 7) multipartidismo polarizado. Los dos primeros corresponden a regímenes totalitarios (tipo Corea del Norte) o autoritarios (como la Polonia comunista con partidos tolerados) y el tercero a la democracia electoral en que siempre gana las elecciones un mismo partido (como en México el PRI o Partido Revolucionario Institucional hasta el año 2000: la «dictadura perfecta» de Octavio Paz). Y el multipartidismo segmentado corresponde a la pilarización o Verzuiling que fragmenta los partidos según clivajes étnicos, lingüísticos o religiosos, como vimos con Lipset y Rokkan (1992).

			Quedan, pues, tres tipos mayores: bipartidismo y multipartismos moderado y polarizado, según reconoció el propio Sartori: «De la tipología que he desarrollado en otro lugar se pueden retomar, en una síntesis bastante reducida y comprimida, tres configuraciones sistémicas. I) La mecánica bipartidista, es decir, una alternancia en el gobierno de dos partidos monogobernantes. II) El pluralismo moderado, es decir, las oscilaciones bipolares entre gobiernos de coalición. III) El pluralismo polarizado, es decir, los sistemas caracterizados por una competición multipolar, por coaliciones unipolares (que gravitan en el centro) y por partidos anti-sistema. En esta tipología la variable decisiva es la «polarización sistémica», es decir, la distancia (ideológica o de otro tipo) que separa a los partidos relevantes más distantes entre sí» (Sartori, 1992, p. 258).

			En cuanto a los sistemas bipartidistas, sostiene este autor: «sólo tres países poseen únicamente dos partidos: EE UU, Malta y Sudáfrica (durante el apartheid). Los demás países generalmente considerados bipartidistas tienen con frecuencia, o siempre, más de dos partidos. En nueva Zelanda los partidos aumentaron a tres en 1966, 1978, 1981; Australia ha tenido siempre tres-cuatro partidos; Canadá produce con frecuencia cuatro partidos y ha llegado a cinco en 1968, 1972 y 1974, e incluso a seis partidos en 1965; Inglaterra tiene siempre más de dos, e incluso en 1979 llegó a diez; y Australia es, a todos los efectos contables, un caso consolidado de formato tripartidista. Por consiguiente, es evidente que quien habla de «sistemas bipartidistas» no cuenta nunca todos los partidos, y tampoco se limita a contar. Si se limitase a contar, no se podría explicar por qué Australia se considera bipartidista y Alemania o Irlanda no. ¿Cuál es la diferencia?».

			«La diferencia reside en las características de funcionamiento y no sólo en el número de los partidos relevantes». Y prosigue este autor: «Las características que definen al bipartidismo son tres: i) a largo plazo dos partidos superan de modo recurrente y ampliamente a todos los demás, de modo que ii) cada uno de los dos está en posición de competir por la mayoría absoluta de los escaños, y por tanto opera con la razonable expectativa de llegar a gobernar en alternancia, y iii) gobierna, cuando gobierna, solo. El bipartidismo es monogobernante, y por lo tanto rechaza las coaliciones. La diferencia entre Alemania e Inglaterra, ambas tripartidistas, reside aquí. Y si Canadá no creyese con fuerza en esta regla (hasta el punto de haber tenido de 1957a 1984 seis gobiernos minoritarios de un total de diez), dejaría de ser un sistema bipartidista» (ibidem, pp. 254-255).

			Llegamos así al multipartidismo (MP), que Sartori (2000) diferencia en dos tipos opuestos entre sí: el MP moderado y el MP polarizado (pues los segmentados pueden ser tanto moderados como polarizados). Las características comunes a ambos son basarse en sistemas electorales de representación proporcional y formar gobiernos únicamente de coalición. Y en cuanto a las diferencias, la más significativa es que los MP moderados tienen una sola oposición parlamentaria, ya esté formada por un único partido o por varios con diferente grado de oposición; mientras que la MP polarizada presenta dos oposiciones parlamentarias de signo ideológico contrapuesto, a derecha e izquierda.

			Por lo tanto, el MP moderado se asemeja al bipartidismo alternante, pero quienes se alternan en el acceso al gobierno no son partidos singulares sino coaliciones plurales ideológicamente enfrentadas a derecha e izquierda. Pero tanto el bipartidismo como el «bi-coalicionismo» tienden a la moderación, ya que los partidos o coaliciones antagonistas buscan atraer electores centristas cuyo voto vale doble, pues no sólo incrementan los votos propios, sino que además restan los del partido o coalición rival. Y por ello mismo, el MP moderado carece de un gran partido capaz de ocupar el centro del arco parlamentario, y en su lugar aparecen pequeños partidos-bisagra de centro-izquierda o centro-derecha que aspiran a entrar en gobiernos de coalición liderados por los partidos principales de la izquierda o la derecha. En cambio, el MP polarizado suele contar con un partido mediano que ocupa el centro del parlamento, alineándose los demás en dos frentes de oposición simétricamente enfrentados a derecha e izquierda, en cuyas alas extremas se sitúan partidos antisistema con alto potencial de chantaje que pugnan por radicalizar el debate político. La República de Weimar (1919-1933) es triste ejemplo de MP polarizado.

			El resto de características diferenciales de ambos tipos de MP son simétricamente inversas. Así, el MP moderado forma sistemas parlamentarios de competencia centrípeta que atraen a los partidos hacia el centro moderado; las plataformas de las dos grandes coaliciones alternantes presentan escasa distancia ideológica, lo que les hace relativamente afines y sustituibles entre sí; y su fragmentación no se debe tanto a razones ideológicas como a otros clivajes de naturaleza cultural o territorial. Buenos ejemplos de MP moderado son los parlamentos de Suiza, Dinamarca y Países Bajos, cuya gran fragmentación prolonga muchas veces el tiempo necesario para formar coaliciones de gobierno, como revela el caso de Bélgica que ha llegado a estar más de un año sin lograrlo. En cambio, otros sistemas de MP moderado evitan esa fragmentación mediante elevadas barreras o umbrales electorales que reducen el número de partidos, facilitando una fuerte cultura de coalición como la que adoptó Alemania para evitar la repetición del histórico fracaso de la polarizada república multipartidista de Weimar.

			Mientras que el MP polarizado aparece tensado por una intensa confrontación centrífuga, que impulsa a los partidos competidores hacia posiciones extremistas; sus plataformas ideológicas están fuertemente radicalizadas hasta caer en la conflictividad y el sectarismo excluyente, presentando en sus programas irresponsables «superofertas» políticas imposibles de llevar a la práctica; y todos los demás clivajes que estructuran la sociedad civil y la opinión pública resultan invadidos por esa conflictiva politización bipolar, lo que les lleva a alinearse en uno u otro bloque realimentando así la confrontación política. Cuando Sartori (2000) planteó en 1976 su tipología tenía en mente como ejemplo de MP polarizado la experiencia italiana, con un parlamento muy fragmentado presidido en su centro por el partido democristiano, un ala izquierda dominada por un partido comunista de gran tamaño y una ala derecha con importante presencia neofascista, todo ello radicalizado por la estrategia de la tensión que agitaban partidos extraparlamentarios muy violentos de extrema izquierda y extrema derecha.

			2.5. Los sistemas territoriales

			Con el sistema de partidos queda visto el núcleo central de todo régimen democrático, pero queda por ver ahora la distribución territorial de dicho poder. A este respecto, Lijphart (2012, pp. 177-188) distingue entre dos conceptos: la simple descentralización política y el sistema federal del Estado, cuyos conceptos opuestos son la centralización y el sistema unitario. Entre federación y descentralización puede haber una cierta confusión o al menos ambigüedad, como si su diferencia fuera sólo cuestión de grado. Pero no es así, pues se trata de dos modalidades de distribución geopolítica del poder cualitativamente distintas. La descentralización corresponde a la delegación geográfica del poder desde su sede central hacia sus subunidades regionales, de tal modo que el conjunto del sistema conforme una sola pirámide jerárquicamente escalonada en la que los peldaños inferiores disponen de suficiente autonomía política para tomar sus propias decisiones y aplicarlas sin intervención del poder central. Mientras que la federación implica la división territorial del poder en pirámides administrativas separadas entre sí, de tal modo que cada unidad territorial (llamadas «estados», «landër», «regiones», «provincias» o «comunidades autónomas») dispone de su propio poder ejecutivo, legislativo y judicial.

			Para mayor complejidad, a veces se distingue entre la «federación» y la «confederación», como dos modalidades distintas del Estado no unitario. En este sentido, la federación en su conjunto dispone de mayor poder federal o sistémico que la mera agregación de sus unidades federadas, lo que se traduce en que las decisiones colectivas tomadas mediante la regla de la mayoría son obligatorias para todos sus miembros. De ahí que el sistema federal disponga de una capital, llamada distrito federal, que no es un estado federado más sino la sede de la unión federal, con capacidad de aplicar ejecutivamente las decisiones colectivas sobre las unidades federadas. Mientras que, en cambio, el sistema confederal es aquel agregado de unidades territoriales confederadas cuyas decisiones colectivas se toman por consenso, lo que exige la unanimidad de todos sus miembros que disponen de libertad para oponerse a los demás o no alinearse con ellos. Y en tal caso, ni siquiera existe una sede central que pueda actuar como capital confederal, que de estar legalmente prevista sólo funciona a efectos protocolarios y administrativos.

			Pero esta distinción carece de respetabilidad académica, como prueba que Lijphart (2012, p. 55) escriba «confederal» entre comillas. De modo que este autor, al clasificar las democracias por su tipo de distribución territorial del poder, no toma en consideración la modalidad confederal, pues el tipo «semifederal» que utiliza es intermedio entre el tipo unitario y el federal. Así, cruzando esa variable con la dicotomía centralización/descentralización, se obtiene el siguiente cuadro 5.12:

			Cuadro 5.12

			Federalismo y descentralización

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Sistemas

						
							
							Descentralizados

						
							
							Centralizados

						
					

				
				
					
							
							Federales

						
							
							Australia, Canadá, Suiza, EE UU, Bélgica (desde 1993)

						
							
							Austria

							India

						
					

					
							
							Semifederales

						
							
							España, Bélgica (hasta 1993)

						
							
							Israel, Países Bajos

						
					

					
							
							Unitarios

						
							
							Dinamarca, Finlandia, Noruega, Suecia, Italia, Japón

						
							
							Islandia, Irlanda Nueva Zelanda, Reino Unido Francia, Grecia, Portugal

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 10.1, p. 180.

			En lo que sigue prescindiré de la descentralización para concentrarme en los sistemas federales, que Lijphart define (2012, p. 178) como la distribución igualitaria del poder entre una multiplicidad de centros territoriales separados entre sí, y no la mera devolución del poder desde un único poder central hacia abajo de la pirámide (eso es la descentralización). Por lo tanto, se trata de una de las dos modalidades que reconoce este autor de difusión del poder (por oposición a la concentración unitaria del poder en los sistemas mayoritarios): la primera aparece cuando el poder está compartido de forma conjunta entre una multiplicidad de actores que interactúan dentro de las mismas instituciones, como ocurre en los gobiernos de coalición de los sistemas multipartidistas de representación proporcional; y la segunda, la que aquí nos interesa, aparece cuando el poder está dividido entre instituciones separadas unas de otras, como sucede en los sistemas federales cuyas unidades disjuntas están separadas por fronteras lineales (ibidem, p. 177).

			A partir de aquí Lijphart distingue entre la característica primaria del principio federal y otras características secundarias que se derivan de aquélla. La característica primaria consiste en la división garantizada del poder entre el gobierno central (federal) y los gobiernos regionales (federados). Y las características secundarias se deducen de los mecanismos institucionales que hacen posible y aseguran dicha garantía en la división territorial del poder. Para poder garantizarla hace falta ante todo que esté expresamente estipulada así en la Constitución, de tal forma que no pueda ser anulada ni modificada por posteriores mayorías, lo que exige una suficiente rigidez constitucional. Además, también resulta preciso que exista un árbitro externo que pueda resolver los conflictos que se planteen en la división territorial del poder en dos niveles de gobierno, de lo que ha de encargarse un específico Tribunal Constitucional, o en su defecto un Tribunal Supremo con capacidad de revisión judicial. Por último, ha de haber una específica cámara federal de representación territorial (llámese o no Senado) dotada con suficientes poderes, lo que exige un sistema parlamentario bicameral de tipo simétrico (ibidem, pp. 15-16 y 179).

			¿De qué depende que existan sistemas unitarios o federales en la distribución territorial del poder, al margen de la soberana voluntad del legislador constituyente? Hay dos razones empíricas que suelen motivar, o al menos aconsejar, la adopción de un sistema de división federal del poder. La primera es el tamaño geográfico pues, lógicamente, los Estados de gran extensión territorial se administran con mayor eficiencia si existen dos niveles de gobierno, el central y los regionales separados entre sí. Ésta es la justificación del sistema federal establecido en EE UU, Canadá, Australia, Alemania, Brasil o India. Y la segunda es el pluralismo étnico-lingüístico o incluso religioso, como ocurre en Suiza, Bélgica, Países Bajos, España, Israel, India o Canadá (ibidem, pp. 185-187).

			Cuadro 5.13

			Grado de pluralismo cultural

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Sociedades plurales

						
							
							Sociedades semiplurales

						
							
							Sociedades no plurales

						
					

					
							
							India, Canadá, España, Bélgica, Suiza, Israel

						
							
							EE UU, Alemania, Francia, Países Bajos, Italia, Austria, Finlandia

						
							
							Japón, Portugal, Grecia, R. Unido, Australia, N. Zelanda, Irlanda, Islandia, Suecia, Dinamarca, Noruega

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 4.3, p. 66.

			Ahora bien, la vinculación del federalismo con el pluralismo cultural varía entre dos extremos opuestos, que Lijphart (ibidem, p. 185) califica con un término quizá no demasiado afortunado: de un lado, «el federalismo “congruente”, compuesto por unidades territoriales con características sociales y culturales similares en cada una de las unidades y en la federación como conjunto», de tal modo que «las unidades federadas son reflejos en miniatura del sistema federal. En cambio, las federaciones incongruentes tienen unidades territoriales con una composición social y cultural que difiere de las otras y del sistema federal en su conjunto». Dado que el atributo de congruencia contradice el significado de sentido común, y que la alternativa de simetría y asimetría podría dar lugar a confusión, puede ser más útil hablar de pluralismo «integrado» frente a pluralismo «segregado», lo que resulta bastante más descriptivo.

			Por supuesto, sólo son tipos ideales, pues todos los federalismos reales están relativamente integrados y segregados a la vez. Por ejemplo, en EE UU hay estados federados con predominio wasp y grandes minorías hispanas y afroamericanas como en el conjunto de la unión federal; pero simultáneamente hay estados en el medio oeste de cultura exclusivamente wasp, sin presencia apreciable de afros ni latinos; mientras que en Florida, California o Texas sobreabundan los hispanos, y en las grandes urbes los afroamericanos; pero en términos generales, puede admitirse que el federalismo estadounidense es de tipo congruente, simétrico o integrado. Mientras que en otros sistemas federales como Bélgica, Suiza y Canadá, y semifederales como España, el pluralismo cultural es incongruente, asimétrico o segregado, pues las minorías culturales se concentran cuasi homogéneamente en determinadas unidades federadas como Flandes y Valonia en Bélgica, los cantones en Suiza, la provincia de Quebec en Canadá, o Galicia, Cataluña y Euskadi en España. Y aún hay situaciones ambivalentes como en India, que modificó sus fronteras interiores para pasar de un federalismo integrado a otro segregado (ibidem, pp. 186-187).

			2.6. Otros sistemas institucionales

			El autor que inspira esta sección, Arend Lijphart, analiza en su célebre texto otras instituciones adicionales que varían de unas democracias a otras, y que no van a ser contempladas aquí. La más importante es la referente a los «gabinetes» o sistemas de gobierno, que varían desde la concentración a la división del poder ejecutivo, y cuyos tipos de gabinetes posibles son cinco: los «ganadores mínimos de un solo partido», que constituyen el 37% de todos los gobiernos habidos en sus 32 democracias analizadas en el período considerado (1945-1996); los «ganadores mínimos de coalición», con el 25% de todos los gobiernos; los gabinetes «monocolores minoritarios» (que en España se llaman «de geometría variable»), con el 11% de los casos; las «coaliciones minoritarias» (como la que gobierna en España mientras se escribe este libro), con el 6% del total; y las «coaliciones sobredimensionadas», que alcanzan el 21% de los gabinetes totales (ibidem, p. 103). Y esta variable no se ha incluido aquí para no sobrecargar las tintas, pues además resulta redundante con lo ya apuntado antes sobre los sistemas electorales y de partidos.

			Las demás variables de Lijphart excluidas aquí son tres. De un lado, las «Relaciones entre el legislativo y el ejecutivo: modelos de dominio y equilibrio de poder» (ibidem, pp. 117-139), que relaciona el sistema electoral mayoritario con el predominio del ejecutivo y el sistema proporcional con el equilibrio entre ejecutivo y legislativo. Después, el «Unicameralismo/bicameralismo: concentración frente a división del poder legislativo» (ibidem, pp. 189-202), que asocia el federalismo a la existencia de una cámara alta de representación territorial. Y también, los «Bancos centrales: independencia frente a dependencia» (ibidem, pp. 217-225), que relaciona los sistemas mayoritarios presidenciales o parlamentarios con la dependencia gubernativa del banco central. Y todavía hay otra más, a la que me voy a referir mínimamente aquí, aunque sea de pasada, pues reviste bastante interés y se comporta de modo antitético con el sistema de partidos, aunque esté íntimamente relacionada con éste. Me refiero a los «Grupos de interés: pluralismo frente a corporatismo» (ibidem, pp. 165-176).

			Como señaló en su día Rokkan (2017, pp. 262-269; Flora, 2017, pp. 61-64), históricamente han existido tres «canales de influencia ciudadana en las decisiones que afectan a la colectividad»: el «canal tradicional», caracterizado por el recurso a los lazos de parentesco y a los notables locales; el «canal electoral», caracterizado por el recurso a los derechos de participación y las reglas de representación a través de los partidos políticos; y el «canal organizativo», caracterizado por la acción colectiva a través de asociaciones corporativas organizadas como las patronales y los sindicatos. Si prescindimos aquí del canal tradicional, nos quedan los dos canales simultáneos, alternativos y complementarios: el «canal electoral-territorial», a través del sistema de partidos, y el «canal corporativo-funcional» mediante grupos de interés organizados (patronales y sindicatos).

			En epígrafes anteriores hemos analizado con ayuda de Lijphart el «canal electoral», y ahora nos queda por ver cómo analiza este mismo autor el «canal corporativo», basado en la estructura de grupos de interés organizados (patronales, sindicatos y asociaciones análogas). Para ello Lijphart (2012, p. 164) diferencia el viejo «corporativismo» autoritario, en el que los grupos de interés estaban dirigidos y controlados por el Estado (como sucedía con los «sindicatos verticales» del franquismo), del moderno «corporatismo» democrático (también llamado «neocorporatismo»), en el que los grupos de interés son organizaciones libres e independientes que participan en el proceso de formación de las políticas públicas mediante acuerdos tripartitos de «concertación» social negociados entre el Estado, la patronal y los sindicatos. Y fueron precisamente esos acuerdos de concertación social los que impulsaron la construcción y desarrollo del Estado de bienestar.

			Pues bien, al analizar la estructura de los grupos de interés en las diversas democracias (Sanz, 1994), Lijphart descubre que varían de forma inversa a como lo hacen los sistemas electorales y de partidos. En aquellas democracias mayoritarias caracterizadas por el bipartidismo, como las anglosajonas, la estructura de grupos de interés tiende al pluralismo fragmentado. Mientras que en las democracias multipartidistas con representación proporcional, como las nórdicas y continentales, dicha estructura tiende al corporatismo integrado y unificado. Un contraste muy interesante si tenemos en cuenta que las centrales sindicales suelen estar vinculadas a los partidos laboristas y socialdemócratas y las patronales a los partidos conservadores o democristianos.

			En este sentido, Lijphart (2012, p. 166) define el corporatismo continental europeo por los cuatro componentes clave que propuso Schmitter (1994): «1, grupos de interés poco numerosos y de gran tamaño; 2, coordinados entre sí en centrales organizativas de alcance nacional; 3, con periódicas consultas tripartitas de sus líderes estatales junto con los de sus interlocutores sociales y las autoridades públicas; y 4, capaces de alcanzar acuerdos de concertación social a escala estatal». En cambio, el pluralismo de los grupos de interés se puede definir por sus características opuestas: «multiplicidad de pequeños grupos de interés, inexistencia o debilidad de centrales organizadas a escala estatal, escasa o inexistente consulta tripartita y ausencia de acuerdos de concertación social». Y para constatar esta correlación inversa entre el multipartidismo electoral y el pluralismo de los grupos de interés, Lijphart (ibidem, p. 170) construye un «índice de pluralismo de los grupos de interés» cuyos valores se reflejan en la siguiente tabla 5.16:

			Tabla 5.16

			Corporatismo y pluralismo de los grupos de interés

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Democracias corporatistas

						
							
							Democracias pluralistas

						
					

					
							
							País

						
							
							Índice de pluralismo

						
							
							País

						
							
							Índice de pluralismo

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							0,44

						
							
							Australia

						
							
							2,50

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							0,50

						
							
							Francia

						
							
							2,84

						
					

					
							
							Austria

						
							
							0,62

						
							
							Irlanda

						
							
							2,94

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							1,00

						
							
							Nueva Zelanda

						
							
							3,00

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							1,00

						
							
							Portugal

						
							
							3,00

						
					

					
							
							Israel

						
							
							1,12

						
							
							Italia

						
							
							3,12

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							1,19

						
							
							España

						
							
							3,25

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							1,25

						
							
							EE UU

						
							
							3,31

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							1,31

						
							
							Reino Unido

						
							
							3,38

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							1,38

						
							
							Grecia

						
							
							3,50

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							2,25

						
							
							Canadá

						
							
							3,56

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, tabla 9.1, p. 170.

			Según evidencian estas cifras, el sistema de grupos de interés de las democracias nórdicas y continentales es de tipo corporatista, mientras el de las latino-mediterráneas, incluida Francia, es de tipo pluralista, aunque no tanto como las anglosajonas, que se llevan la palma por su grado extremo de pluralismo. Y si comparamos este índice, que mide el número de grupos de interés (patronales y sindicatos), con el índice del número de partidos que aparecía en la tabla 5.14 (p. 210), también calculado por Lijphart, comprobaremos que son inversamente proporcionales. Así, las democracias anglosajonas y continentales presentan el mayor número de partidos, de acuerdo a su multipartidismo proporcional, a la vez que el menor número de grandes grupos de interés, en correspondencia a su corporatismo. Mientras que en el otro extremo sucede a la inversa, pues las democracias anglosajonas cuentan con el menor número de partidos, de acuerdo a su bipartidismo mayoritario, y el mayor número de grupos de interés, como corresponde a su pluralismo.

			De modo que si el «canal electoral» (por decirlo a la manera de Rokkan) cuenta con pocos partidos, el «canal corporativo» dispone de muchas organizaciones sindicales y empresariales. Es lo que ocurre en los sistemas mayoritarios como los anglosajones donde se impone la cultura de que «el ganador se lo lleva todo», lo que determina tanto el bipartidismo excluyente como un pluralismo muy competitivo de grupos de interés descoordinados en el que cada cual va por libre. Y a la inversa, si el canal electoral es multipartidista, entonces el canal corporativo dispondrá de pocas centrales sindicales, tal como sucede en los sistemas proporcionales en los que se impone la concertación social entre grandes centrales integradas, patronales y sindicales, que negocian sin excluir a nadie.

			Y esto es también lo que descubrió en su día Mancur Olson (1986), al que no cita Lijphart, cuando al aplicar su teoría de la racionalidad colectiva a los grupos organizados de representación de intereses demostró que si éstos están muy fragmentados, como ocurre en el Reino Unido y los países anglosajones, no encuentran incentivos para contribuir al crecimiento de la renta nacional mediante pactos de concertación social, sino para tratar de medrar a costa de los demás aunque sea en detrimento del PIB. Y viceversa, pues cuando esos grupos de interés se integran en grandes centrales representativas del conjunto del mercado, la mejor forma de defender sus intereses colectivos es contribuir al crecimiento del PIB negociando acuerdos de concertación social. Es una brillante aplicación del dilema del gorrón o free rider (Olson, 1992) a la defensa de los intereses organizados a escala nacional: cuanto más fragmentados estén, como ocurre en los mercados de trabajo anglosajones, más convendrá comportarse como parásitos o free riders haciendo rancho aparte a costa de los demás (the winner takes it all); pero si se pertenece a una organización centralizada, como sucede en los mercados de trabajo continentales o nórdicos, la única forma de ganar es compartir la ganancia colectiva con todos en común.

			2.7. Tipos de democracias

			Tras el análisis, la síntesis: ¿cómo se integran en un mismo mapa común todas estas dimensiones institucionales clasificatorias que acabamos de distinguir en los diversos regímenes democráticos? Aquí vamos a revisar sólo tres tipologías de entre las propuestas, empezando por la más célebre, que es sin duda la del autor que venimos utilizando, Arend Lijphart, y siguiendo por las de Colomer y Morlino. Las dos primeras son dicotómicas, pues agrupan todas las variantes institucionales en dos únicos tipos polarmente contrapuestos, mientras que la de Morlino es múltiple, de seis tipos.

			Lijphart parte de una pregunta clásica: si la democracia es «el gobierno del y para el pueblo, ¿quién gobernará cuando el pueblo esté en desacuerdo y tenga preferencias divergentes? Una respuesta a este dilema es: lo que diga la mayoría. Ésta es la esencia del modelo mayoritario de democracia. La respuesta mayoritaria es simple y directa y desprende un gran atractivo puesto que el gobierno de la mayoría se acerca más al ideal democrático que el gobierno de una minoría». Pero otra «respuesta alternativa al dilema es: el mayor número posible. Éste es el punto capital del modelo consensual. En lugar de contentarse con mayoría estrechas, busca maximizar el tamaño de estas mayorías. Sus normas e instituciones pretenden una amplia participación en el gobierno. El modelo mayoritario concentra el poder político en manos de una mayoría escasa, y a menudo solo relativa, mientras que el modelo consensual intenta dividir, dispersar y limitar el poder de distintas formas» para poder compartirlo. Por consiguiente, «el modelo mayoritario es excluyente, competitivo y de confrontación, mientras el modelo consensual se caracteriza por la inclusión, el pacto, el compromiso y la negociación» (Lijphart, 2012, pp. 13-14). La contraposición de estos dos modelos dicotómicos, que pueden denominarse mayoritario y consensual o competitivo y consociativo, se desglosa para este autor en diez grandes diferencias institucionales que permite caracterizarlos por su recíproca oposición, tal como aparece resumido en el siguiente cuadro 5.14:

			Cuadro 5.14

			Tipología dicotómica de democracias, según Lijphart

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Diferencias institucionales

						
							
							Modelo mayoritario competitivo

						
							
							Modelo consensual consociativo

						
					

					
							
							Primera dimensión: Poder Ejecutivo y Sistema de Partidos

						
					

					
							
							Tipo de Gobierno

						
							
							Gobierno Monocolor

						
							
							Gobierno de Coalición

						
					

					
							
							Relación del Ejecutivo con el Legislativo

						
							
							Fusión de Poderes

							Dominio del Ejecutivo

						
							
							Separación de Poderes

							Equilibrio de Poderes

						
					

					
							
							Sistema Electoral

						
							
							Mayoritario

						
							
							Proporcional

						
					

					
							
							Sistema de Partidos

						
							
							Bipartidismo

						
							
							Multipartidismo

						
					

					
							
							Grupos de Interés (Patronal y Sindicatos)

						
							
							Pluralismo

							Fragmentación

						
							
							Corporatismo

							Concertación

						
					

					
							
							Segunda dimensión: Estructura Unitaria o Federal del Gobierno Territorial

						
					

					
							
							Organización del Estado

						
							
							Centralizado y Unitario

						
							
							Descentralizado y Federal

						
					

					
							
							Poder Legislativo

						
							
							Unicameralismo o Bicameralismo asimétrico

						
							
							Bicameralismo Simétrico

						
					

					
							
							Constitución

						
							
							Flexible o No escrita

							Enmendable por mayoría simple

						
							
							Rígida y Escrita

							Enmendable por mayoría reforzada

						
					

					
							
							Revisión Judicial

						
							
							Legislativo soberano sin revisión judicial

						
							
							Legislativo controlado por Poder Judicial o T.Const.

						
					

					
							
							Banco Central

						
							
							Dependiente del Ejecutivo

						
							
							Independiente

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, p. 15; y de Morlino, 2010, p. 101.

			Observa Lijphart (ibidem, pp. 17-18) que, por influencia de la ciencia política de tradición anglosajona, el modelo mayoritario de democracia, también llamado «modelo Westminster» en honor al parlamento británico, se beneficia de un prejuicio claramente favorable que tiende a sobrevalorarla. Entre las ventajas que se le atribuyen está la fortaleza y eficacia gubernamental, la existencia de una sólida oposición parlamentaria, la estabilidad de los gobiernos y la posibilidad de alternancia. En cambio, a las democracias consensuales se les atribuyen los defectos opuestos, deducidos de las tristes experiencias de la República de Weimar, la III y IV Repúblicas francesas y la partitocracia italiana, dada la supuesta debilidad congénita de los efímeros gobiernos de coalición, con recurrentes crisis y caídas seguidas de largos períodos sin gobierno.

			Pero frente a este adverso clima de opinión, Lijphart contrapone múltiples evidencias empíricas que favorecen a las democracias consensuales frente a las mayoritarias: una estabilidad gubernamental equiparable, mejores desempeños en gestión macroeconómica y control de la violencia, así como una clara superioridad en términos de calidad democrática y políticas públicas de bienestar (ibidem, p. 279). Por esa razón, este autor apuesta claramente por recomendar el diseño de medidas constitucionales consociativas para aquellos países que inicien procesos de reforma o transición democrática. Y la única prevención en contra que formula es el peso de la tradición cultural, pues todo hace indicar que la elección entre uno u otro modelo se debe no tanto a criterios racionales como a continuidades y predisposiciones culturales heredadas del pasado institucional (ibidem, p. 283). En el siguiente cuadro 5.15 se ofrece un mapa conceptual que distribuye las distintas democracias occidentales en función de las dos dimensiones consideradas.

			Cuadro 5.15

			Mapa bidimensional de las democracias, según Lijphart

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Sistemas

						
							
							Consensual (consociativo)

						
							
							Mayoritario (competitivo)

						
					

					
							
							Unitario

						
							
							Islandia, Finlandia, Suecia, Noruega, Dinamarca, Portugal, Italia

						
							
							Nueva Zelanda, Reino Unido, Grecia, Francia

						
					

					
							
							Semi Federal

						
							
							Países Bajos

						
							
							España

						
					

					
							
							Federal

						
							
							Bélgica, Austria, Suiza, Alemania

						
							
							Australia, Canadá, Estados Unidos

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Lijphart, 2012, figura 14.1, p. 231.

			En este cuadro sorprende la posición de Grecia y España, regímenes parlamentarios que aquí resultan situados entre los mayoritarios porque, en realidad, funcionan como tales dada su elevada desproporcionalidad: véase más atrás la tabla 5.12 (p. 206), con la oportuna cita de Lijphart que reprodujimos allí sobre el pequeño tamaño de la mayoría de los distritos electorales españoles, que favorece al bipartidismo, y la prima de mayoría que refuerza al partido vencedor en Grecia. Pero en lo demás refleja la geografía política de los dos modelos de Lijphart: el mayoritario, localizado en el Reino Unido y las antiguas colonias británicas, y el consensual, típico de las democracias continentales y nórdicas, con la consabida excepción francesa, la democracia mayoritaria más desproporcional de todas según la tabla 5.11, lo que desató la siguiente «maldad» de Lijphart: «considerando el profundo antagonismo que el presidente francés De Gaulle sentía y a menudo expresaba hacia les anglosaxons, resulta irónico que la república por él creada sea la más anglosajona de todas las democracias europeas continentales» (ibidem, p. 233).

			Y es que Lijphart, a la hora de interpretar esta «correspondencia entre los mapas conceptual y geográfico», aduce dos explicaciones para la primera dimensión (poder ejecutivo y sistema de partidos) del cuadro 5.14: la herencia británica (que induce al modelo mayoritario) y el grado de pluralismo cultural (que favorece el modelo consensual); mientras que en la segunda dimensión (Estado federal o unitario) aparecen otros dos factores explicativos: el tamaño y de nuevo el pluralismo cultural, que favorecen ambos al modelo consensual. De este modo, aunque el pluralismo cultural sea el factor explicativo más débil en ambas dimensiones, al combinar éstas entre sí aparece como el más significativo para explicar la varianza en el conjunto de las treinta y seis democracias analizadas, confirmando así la preponderancia atribuida por Lijphart al factor cultural como variable independiente (ibidem, pp. 233-235). Volveremos a ello en el próximo capítulo.

			Este modelo dicotómico de dos tipos de democracia, mayoritaria y consensual, nos devuelve de nuevo a la frontera marcada por el Mar del Norte, el Canal de la Mancha y el Océano Atlántico, que ya vimos con los sistemas judiciales, por ejemplo. Al noroeste de esa divisoria, el modelo mayoritario de Westminster; y al suroeste, si abstraemos la excepción francesa, el consensual. Pero por plausible que resulte, esta divisoria no siempre resulta convincente, pues la geografía no es el destino. Además, aunque las democracias no puedan cambiar de lugar geográfico, sí que pueden reformar o incluso modificar sus instituciones, pasando por ejemplo del sistema consensual al mayoritario, como hizo la Francia de De Gaulle en 1958. Y no sólo eso, pues además muchas democracias pueden funcionar alternativamente cambiando de uno a otro modelo, como sucede con el mismo caso francés semipresidencial, que a veces funciona como mayoritario y otras como consensual, en el caso de la «cohabitación» entre un presidente de un partido y un primer ministro del partido opuesto mayoritario en la Asamblea. Por lo tanto, para poder dar cuenta de todas estas situaciones que refutan la dicotomía de Lijphart, hay que acudir a otras tipologías democráticas, como la también dicotómica que propone J. M. Colomer (2001, pp. 161-184), cuyo esquema aparece resumido en el siguiente cuadro 5.16:

			Cuadro 5.16

			Gobierno unificado y dividido, según Colomer

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Condiciones Institucionales

						
							
							Gobierno Unificado:

							Un mismo partido concentra los poderes ejecutivo y legislativo

						
							
							Gobierno Dividido:

							Diversos partidos controlan o comparten el control de las distintas instituciones

						
					

					
							
							Regímenes Parlamentarios

						
							
							Un solo partido obtiene Mayoría en la Asamblea y forma Gobierno monocolor

						
							
							Ningún partido obtiene Mayoría en la Asamblea y se forma Gobierno de coalición

						
					

					
							
							Regímenes Presidenciales y Semipresidenciales

						
							
							El partido del Presidente obtiene Mayoría en la Asamblea parlamentaria

						
							
							El partido del Presidente queda en minoría en la Asamblea parlamentaria

						
					

					
							
							Regímenes Federales o Descentralizados

						
							
							El partido del Gobierno central controla la mayor parte de los Gobiernos Federados o Regionales

						
							
							El partido del Gobierno central no tiene el control en la mayor parte de los Gobiernos Federados o Regionales

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Colomer, 2001, pp. 164 y 179.

			En esta tipología no hay determinante alguno (ni histórico ni geográfico ni cultural), pues sea cual sea el diseño institucional del régimen democrático, los votantes deciden en cada convocatoria electoral si ha de funcionar como un «gobierno unificado», en el que un mismo partido controla ambos poderes ejecutivo y judicial, o como un «gobierno dividido», en el que ningún partido controla por sí solo ni el legislativo ni el ejecutivo, lo que obliga a formar mayorías parlamentarias multipartidistas y gobiernos de coalición tácita o explícita, en cuyo caso los poderes ejecutivo y legislativo están separados y/o compartidos. Pero esa «unificación» o «división» del gobierno electo no es unidimensional, sino que depende del diverso resultado habido en las distintas elecciones celebradas.

			Así, en los regímenes parlamentarios, todo depende del resultado de las elecciones parlamentarias y regionales. Para que el gobierno esté totalmente unificado, un solo partido ha de obtener mayoría absoluta en las elecciones legislativas y territoriales, pero puede estar sólo parcialmente unificado si obtiene mayoría absoluta en el parlamento, pero no en la mayor parte de las asambleas regionales o federadas, que en tal caso podrán actuar de freno y contrapeso haciendo oposición al gobierno central. En los regímenes presidenciales, en cambio, todo depende del resultado electoral en los tres comicios separados: presidenciales, parlamentarios y territoriales. Para que el gobierno esté totalmente unificado, hace falta que, una vez electo un presidente, su partido también obtenga mayoría absoluta tanto en la(s) cámara(s) parlamentaria(s) como en la mayor parte de las presidencias (o gobernadurías) y de las asambleas regionales o federadas. Una carambola a tres bandas que pocas veces se acierta a dar, pues lo más habitual es que los electores repartan su voto entre diversas candidaturas con lo que el resultado agregado arroja gobiernos sólo parcialmente unificados o divididos en grados distintos de escala. Es el sistema de frenos y contrapesos (checks & balances) realmente existente en la práctica.

			Por lo demás, el que el sistema electoral sea mayoritario o proporcional no impide que pueda funcionar tanto de modo unificado como dividido. Así, los dos sistemas más mayoritarios, el francés actual y el británico, a pesar de ser absolutamente desproporcionales, pueden estar obligados por el voto popular a actuar como «gobiernos divididos». Es lo que ya vimos en el caso francés con las dos «cohabitaciones» del presidente socialista Mitterrand con primeros ministros conservadores, primero con Chirac (1986-1988) y después con Balladur (1993-1995), así como la posterior del ya presidente Chirac con el primer ministro socialista Jospin (1997-2002). Y en el mayoritario modelo Westminster, tradicionalmente bipartidista, el premier David Cameron se vio forzado por los electores en 2010 a formar el primer gobierno de coalición desde la Segunda Guerra Mundial con los liberal-demócratas de Nick Clegg, que habían obtenido nada menos que un 23% del voto popular (57 escaños), frente al 36% del conservador Cameron (306 escaños) y el 29% del premier saliente (258 escaños), el laborista Gordon Brown, conformando así un «parlamento colgado» (hung parliament) sin mayoría absoluta.

			Y lo mismo ocurre en un sistema teóricamente proporcional como el español aunque mayoritario en la práctica, que desde la transición democrática ha funcionado casi tanto tiempo con gobiernos unificados de mayoría absoluta (González, 1982-1993; Aznar, 2000-2004; Rajoy, 2011-2015) que con gobiernos divididos de mayoría simple, lo que obligó a los presidentes que la obtuvieron (Suárez, 1977-1981; González, 1993-1996; Aznar, 1996-2000; Zapatero, 2004-2011; Rajoy, 2015-2018; Sánchez desde 2018 hasta el momento en que escribo esto) a gobernar en minoría con coaliciones parlamentarias implícitas de «geometría variable» o con coaliciones explícitas de gobierno como la formada en 2020 por el PSOE de Sánchez con la UP de Iglesias: el primer gobierno de coalición del régimen de 1978, que no sólo está dividido, sino que además gobierna en minoría, negociando cada vez el apoyo puntual de la frágil mayoría parlamentaria del voto de censura que en 2018 derribó a Rajoy para sustituirlo por Sánchez.

			Casuísticas al margen, lo cierto es que la tipología dicotómica de Colomer se basa en la única variable independiente realmente eficaz, las elecciones, que crean y derriban gobiernos unificados o divididos mediante el voto popular: único soberano político realmente existente que decide a cada momento el curso imprevisible de la historia, con independencia de todos los dispositivos artificiosamente introducidos por la ingeniería constitucional. Pero también debe observarse que la dicotomía de Colomer, aunque difiera de la de Lijphart en ser independiente de la geografía y la cultura, comparte sin embargo con ella el estar construida sobre la preferencia normativa de un polo respecto a su contrario. Pues de igual modo que Lijphart expresa su preferencia por el modelo consensual respecto al mayoritario, también Colomer prefiere el «gobierno dividido» al «gobierno unificado». Y ello por la misma razón, pues ante la pregunta de quién ha de gobernar, ambos optan por el mayor número frente a la mera mayoría. O lo que es lo mismo, por la difusión del poder compartido frente a su concentración monopolista.

			No obstante, simplificar la enorme variedad de formas democráticas complejas para reducirlas a una tipología bipolar o dicotómica, como hacen Lijphart o Colomer, puede parecer una simplificación abusiva muy poco realista, por lo que concluiré esta sección y este capítulo con la tipología múltiple propuesta por Morlino (2010, pp. 102-111), que parte de dos dimensiones con varios tipos cada una.

			La primera dimensión (A) se refiere a las instituciones que regulan los poderes ejecutivo y legislativo, así como el sistema electoral, y presenta seis combinaciones, ordenadas por grado decreciente de estabilidad política: A1) Presidencialismo con sistema electoral mayoritario (caso de EE UU), A2) Semipresidencialis- mo con sistema electoral mayoritario (caso francés), A3) Semipresidencialismo con sistema electoral proporcional (caso de Portugal o Finlandia), A4) Parlamentarismo con sistema electoral mayoritario (tipo Westminster) o proporcional reforzado (caso de España o Grecia), A5) Parlamentarismo con sistema electoral proporcional (caso de los países nórdicos), y A6) Presidencialismo con sistema electoral proporcional (el caso latinoamericano más frecuente).

			Y la segunda dimensión (B) es el sistema de partidos combinado con el tipo de gabinete, que adapta de Sartori (2000), con cuatro variantes: B1) Partido predominante cohesionado con líder fuerte y gobierno monocolor, B2) Bipartidismo con gobiernos de partido único, B3) Multipartidismo homogéneo con gobiernos de coalición, y B4) Multipartidismo heterogéneo con gobiernos de coalición. Combinando ambas dimensiones se obtiene una tipología múltiple con cinco «modelos empíricos de democracia» cuyo desglose simplificado aparece recogido con algunos cambios en el siguiente cuadro 5.17:

			Cuadro 5.17

			Modelos empíricos de democracia, según Morlino

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Modelos

						
							
							Características institucionales

						
							
							Casos empíricos

						
					

				
				
					
							
							Democracia

							Mayoritaria

						
							
							A1: Presidencialismo mayoritario

							A4: Parlamentarismo mayoritario o proporcional reforzado

							B2: Bipartidismo y gobiernos de partido único

						
							
							EE UU, Canadá

							Reino Unido

							Australia

							Nueva Zelanda

						
					

					
							
							Democracia

							Plebiscitaria

						
							
							A1: Presidencialismo mayoritario

							A2: Semipresidencilismo mayoritario

							A4: Parlamentarismo mayoritario o proporcional reforzado

							B1: Partido dominante cohesionado, líder fuerte y gobierno monocolor

						
							
							Francia

							México

							España, 1982-1989

							Populismo América Latina

						
					

					
							
							Democracia

							Semimayoritaria

						
							
							A6: Presidencialismo proporcional

							A3: Semipresidencial proporcional

							A4: Parlamentarismo mayoritario o proporcional reforzado

							B2: Bipartidismo y gobiernos de partido único

						
							
							Brasil, Argentina

							Colombia, Perú, Uruguay

							Venezuela, Bolivia

							Portugal, Finlandia

							España, Grecia

							Italia (2005-2013)

						
					

					
							
							Democracia

							Proporcional

						
							
							A5: Parlamentarismo proporcional

							A4: Parlamentarismo mayoritario o proporcional reforzado

							B3: Multipartidismo homogéneo con gobiernos de coalición

						
							
							Alemania Austria, Suiza

							Bélgica, Países Bajos

							Países Nórdicos

							Italia (hasta 2005)

						
					

					
							
							Democracia

							Contenciosa

						
							
							A4: Parlamentarismo mayoritario o proporcional reforzado

							A6: Presidencialismo proporcional

							B4: Multipartidismo heterogéneo con gobiernos de coalición

						
							
							Brasil

							Grecia (desde 2012)

							Italia (desde 2013)

							España (desde 2015)

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Morlino, 2010, pp. 110-111.

			Esta tipología también resulta discutible, como no podía ser menos, pero tiene la ventaja de incluir dos tipos impresionistas o intuitivos que expresan lo que podríamos llamar la degradación, cuando no «degeneración», de los dos tipos clásicos de democracia, la mayoritaria (de Westminster) y la consensual (multipartidista y proporcional). La democracia «plebiscitaria» de Morlino es un tipo algo más restringido que el propuesto por Weber en su día, que se refería sobre todo a la elección popular de un líder carismático, como el conservador Disraeli o el liberal Gladstone, en la democracia parlamentaria de tipo mayoritario, o modelo Westminster (Abellán, 2004, pp. 100-108), cuyos ejemplos actuales, tras Churchill, podrían ser Margaret Thatcher o Tony Blair. Mientras que Morlino está pensando en la dimensión cesarista o incluso bonapartista del presidencialismo francés (De Gaulle, évidemment, pero también Mitterrand), estadounidense (Kennedy, Reagan) y latinoamericano (Perón, Chávez, etc.), aunque también deben incluirse aquí las primeras legislaturas de Felipe González en la democracia parlamentaria española y quizás el período italiano de 1994 a 2011 en que Silvio Berlusconi actuó como césar mediático, aunque nunca presidió un gobierno monocolor sino gabinetes de coalición, pero que sirvió de ejemplo a imitar para posteriores experimentos plebiscitarios como el de Trump en EE UU y el de Boris Johnson en el Reino Unido. En cuanto a la democracia «contenciosa», se trata sin duda de una reformulación del tipo de sistemas de partidos clasificado por Sartori (2000) como «pluralismo polarizado», que incluye partidos radicales antisistema de ambos signos extremos con poder de veto y potencial de chantaje. Y con ello cabe dar por cerrada está tipología múltiple de formas de democracia institucional.

		

	
		
			CAPÍTULO 6

			CULTURAS PÚBLICAS:
LA IDENTIDAD PROPIA DE CADA DEMOCRACIA

			Tras el largo capítulo dedicado al hardware institucional de las democracias, hecho de reglas formales y códigos legales, llega el momento de prestar atención a su software cultural, consistente tanto en «normas y valores» o principios y actitudes (ese era el repertorio cultural investigado por el funcionalismo parsoniano), como en rutinas y rituales, en relatos y encuadres (frames) o en «usos y costumbres» (es decir, en arreglos oficiosos y en reglas informales), que es el repertorio de utensilios y artefactos hoy investigado por las ciencias sociales tras el «giro cultural» que desbancó al sociologismo infraestructural (Pérez Ledesma, 1994; Morán, 1997; Cruz, 1997). Pues como señaló Ann Swidler (1997, p. 127), «la cultura influye en la acción (pero) no mediante la provisión de los valores últimos hacia los que ésta se orienta sino mediante la configuración de un repertorio o «caja de herramientas» (tool kit) hecho de hábitos, habilidades y estilos a partir de los cuales la gente construye sus estrategias de acción».

			Dicho de otra manera, las formas culturales que se van a explorar aquí no son las variables dependientes que la «sociología de la cultura» explicaba como efectos causados por la posición ocupada en la estructura social (considerada como variable independiente), sino a la inversa, tal como lo entiende la «sociología cultural» de Jeffrey Alexander (2000), que interpreta los fenómenos culturales como una variable independiente que permite explicar la acción social reproductora y/o transformadora de las estructuras sociales. ¿En qué tipo de artefactos o fenómenos culturales estoy pensando, como condicionantes de la acción social? Desde los más elementales, que son los mensajes circulantes por los medios y las redes de comunicación, hasta los más complejos, que son los relatos, encuadres e identidades individuales y colectivas depositados en las memorias personales, grupales e institucionales (Gil Calvo, 2018, pp. 116-174).

			Por lo dicho hasta aquí, semejante programa cultural suena excesivamente teórico y abstracto, por lo que parece necesario y conveniente traducirlo a procedimientos más prácticos. ¿Qué pretendo hacer con este capítulo último? Muy sencillo: se trata de explicar, o al menos intentar entender, por qué nos hemos ido encontrando, en todos los capítulos previos, la misma o muy parecida distribución de frecuencias entre unas y otras variedades locales de democracia. Ya fuera que estudiásemos los sistemas judiciales, administrativos y electorales, o cualesquiera otras características distinguibles entre las diferentes democracias, siempre nos encontrábamos agrupados y distribuidos en un orden análogo a los mismos países: por un lado, los anglosajones, por otro, los continentales, más allá los nórdicos, más acá los meridionales. ¿A qué se debe este reparto geográfico? ¿Es producto de la casualidad o se debe más bien a cierta clase de causalidad?

			Para la ciencia política y la sociología política del período clásico funcionalista, el problema se reducía a identificar cuál era la «cultura política» específica de cada país, entendida como el modo en que los ciudadanos percibían sus instituciones políticas y orientaban su actitud ante ellas. Pero este planteamiento técnico de reducir la cultura política al papel de un mero manual de instrucciones para manejar el sistema institucional ha quedado superado hace tiempo, siendo sustituido por otros enfoques más variados o menos reduccionistas de las culturas políticas (Morán, 1997), como el de Ann Swidler (1997) que se ha citado antes. Por eso, aquí no me referiré a las culturas políticas definidas en su sentido técnico más restringido, sino a una serie de hechos culturales, entendidos en amplios términos, que definen la identidad singular de las democracias representativas, lo que permite clasificarlas por afinidad cultural y proximidad geográfica.

			En la primera sección abordaré la educación, el capital social, los sistemas mediáticos, las identidades culturales, los modelos familiares y el grado de pluralismo multicultural que define a cada área geográfica. Y en la segunda sección me centraré en las culturas públicas específicas de los países más representativos de su zona cultural, como el Reino Unido, EE UU, Francia, Alemania, Italia y España. Pero estos análisis de casos se abordarán no a partir de su cultura política entendida en sentido técnico, como ya se ha dicho, sino tratando de reconstruir la singularidad de su concepción política del mundo, entendida como resultado de su continuidad histórica según lo plantea la teoría de la path dependency (dependencia de la senda): es decir, su genius loci o genio del lugar.

			1. INTERPRETACIONES CULTURALISTAS

			En los años cincuenta y sesenta del siglo pasado, el determinismo infraestructural economicista, común a liberales y marxianos, supuso que los fenómenos culturales o ideológicos se debían explicar a partir del diferente grado de desarrollo económico (de las «fuerzas productivas», como rezaba la vúlgata marxista), y por eso se buscaban correlaciones entre la renta per cápita y la democracia (Lipset, 1987). Así fue como, en esta línea, Gabriel Almond y Sidney Verba (1970) propusieron en 1963 su conocido esquema de tres etapas consecutivas hacia la democratización, caracterizada cada una de ellas por su propio tipo de cultura política: la cultura parroquial o localista, cuyos agentes viven de espaldas al sistema político al que pertenecen pero en el que no participan; la cultura de súbditos, cuyos miembros obedecen la autoridad del sistema sin participar en él; y la cultura participante o cívica, cuyos sujetos evalúan críticamente las prestaciones del sistema político participando activamente en su devenir. Además, al evolucionar de uno a otro tipo, identificaron otros tres subtipos mixtos o ambivalentes de cultura política, denominados cultura parroquial de súbdito, cultura de súbdito participante y cultural parroquial-participante. Y estos autores aplicaban comparativamente su esquema evolutivo a cinco países concretos, EE UU, Reino Unido, Alemania, Italia y México, alineándoles como era de esperar en una misma secuencia de desarrollo teleológico cuya meta final o destino último era la cultura cívica que supuestamente caracterizaría a los EE UU.

			Pero hoy ya no podemos aceptar este ingenuo evolucionismo económico, pues todas las democracias analizadas en este libro presentan el mismo grado de desarrollo en orden de magnitud, al ser los países más evolucionados de la OCDE. Además, las posiciones respectivas se han mantenido prácticamente intactas a lo largo de los últimos decenios desde la Segunda Guerra Mundial, sin verse apenas modificadas por las ondas de crisis, recesión y reactivación habidas desde entonces que afectaron desigualmente a cada familia política. Por lo tanto, no parece lógico atribuir a causas económicas la diversidad de las democracias. De ahí la hipótesis de partida que orienta el desarrollo de este capítulo: la búsqueda de las causas culturales que, conjeturalmente, permiten explicar la yuxtaposición de peculiaridades geográficas de las democracias. ¿Posee cada área territorial una cultura política propia, que explica el desarrollo específico de sus instituciones democráticas?

			1.1. Sistemas de enseñanza

			Desde el llamado Siglo de las Luces, la educación pasa por ser la principal palanca liberadora y emancipatoria, a la vez que el más potente instrumento de desarrollo personal y colectivo, que hace posible tanto la movilidad social ascendente como el crecimiento económico autosostenido. Así lo proclaman múltiples formas de pensamiento enaltecedoras de la educación, desde la teoría del «capital humano», propuesta por el principal representante de los neoliberales Chicago Boys, Gary Becker (1983), hasta el principio motriz fundador de la cultura política alemana, que como veremos es el Bildung o «formación humana» (Lepenies, 2008), desde que lo propusiera Wolfgang Goethe en su célebre novela inaugural del Bildungsroman (novela de formación): Wilhelm Meisters Lehrjahre («Los años de aprendizaje de Guillermo Meister»), publicada en 1795.

			Y la democracia hizo también del programa educativo su principal seña de identidad cultural, aunque nada más sea porque el pueblo de la Antigüedad clásica fundador de la primera democracia, el ateniense, fue también el que hizo de la paideia o educación humanística la principal bandera de la virtud cívica (areté) y la libertad ciudadana (Jaeger, 1990), frente al ardor guerrero que caracterizó a su rival Esparta. No obstante, de esta identificación entre educación y democracia se deriva una inquietante paradoja, y es que cuanto más se democratiza la enseñanza, ampliándose al conjunto de la ciudadanía, menos capaz resulta de cumplir su función potenciadora de la excelencia selectiva.

			En efecto, cuando la educación es un bien escaso, porque son pocos los ciudadanos educados (las exclusivas clases ilustradas), entonces se confirma y verifica la profecía de que el estar educado es la mejor garantía del acceso (o el ascenso) al poder, el prestigio y la riqueza. Pero eso no es una democracia sino una aristocracia, entendida como gobierno excluyente de los mejores. Pues si la educación se democratiza y universaliza, hasta «masificarse» como se critica en términos peyorativos, entonces ya no proporciona ninguna clase de distinción selectiva dejando de servir de «ascensor social», ya que, si todos se educasen al máximo nivel, nadie podría ya destacar sobre los demás. Y esta paradoja de la imposible universalización de la excelencia selectiva se aplica tanto a escala individual como colectiva. Cuando los países más educados eran exclusivamente los democráticos (es decir, los occidentales), podía creerse que la educación era una fuerza democratizadora. Pero si todos los países, incluso los autoritarios y antidemocráticos, invierten en la educación masiva de sus pueblos, en tal caso deja de cumplirse la ecuación que identifica educación y democracia. Es lo que han demostrado los Informes PISA.

			Cuando la OCDE comenzó a realizar los informes PISA que evalúan la calidad de la enseñanza, medida por las prestaciones de los alumnos en las áreas más significativas, como son el aprendizaje de las matemáticas, la adquisición de conocimientos científicos y la capacidad de comprender la lectura, siempre aparecían en primer lugar del ranking los países nórdicos encabezados por Finlandia, cuya escuela pública quedó desde entonces enaltecida como paradigma de la calidad educativa. Y semejante nivel de excelencia escolar pareció confirmar la ecuación que identificaba educación y democracia, puesto que los países que encabezaban las clasificaciones de calidad democrática eran los mismos que lideraban también los rankings de calidad educativa. Pero al poco tiempo los llamados tigres asiáticos, liderados por la dictadura china, empezaron a invertir sistemáticamente en sus sistemas educativos como parte esencial de su programa de desarrollo económico intensivo y acelerado, que muy pronto se vio coronado por el éxito. Y al poco tiempo, los autoritarismos asiáticos, como el chino ocuparon la cabeza del Informe PISA, tal como revelan los datos del último aparecido hasta la fecha que recoge la tabla 6.1.

			Tabla 6.1

			Calidad de la enseñanza: Informe PISA (OCDE, 2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Índice

							Ciencias

						
							
							País

						
							
							Índice

							Matemáticas

						
							
							País

						
							
							Índice

							Lectura

						
					

					
							
							Primer nivel

						
					

					
							
							China

						
							
							590

						
							
							China

						
							
							591

						
							
							China

						
							
							555

						
					

					
							
							Singapur

						
							
							551

						
							
							Singapur

						
							
							569

						
							
							Singapur

						
							
							549

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							522

						
							
							P. Bajos

						
							
							519

						
							
							Canadá

						
							
							520

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							518

						
							
							Polonia

						
							
							516

						
							
							Finlandia

						
							
							520

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							511

						
							
							Suiza

						
							
							515

						
							
							Irlanda

						
							
							518

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							508

						
							
							Canadá

						
							
							512

						
							
							Polonia

						
							
							512

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							505

						
							
							Dinamarca

						
							
							509

						
							
							Suecia

						
							
							506

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							503

						
							
							Bélgica

						
							
							508

						
							
							N. Zelanda

						
							
							506

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							503

						
							
							Finlandia

						
							
							507

						
							
							EE UU

						
							
							505

						
					

					
							
							Australia

						
							
							503

						
							
							Suecia

						
							
							502

						
							
							R. Unido

						
							
							504

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							502

						
							
							R. Unido

						
							
							502

						
							
							Australia

						
							
							503

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							499

						
							
							Noruega

						
							
							501

						
							
							Dinamarca

						
							
							501

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							499

						
							
							Alemania

						
							
							500

						
							
							Noruega

						
							
							499

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							497

						
							
							Irlanda

						
							
							500

						
							
							Alemania

						
							
							498

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							496

						
							
							Rep. Checa

						
							
							499

						
							
							Bélgica

						
							
							493

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							495

						
							
							Austria

						
							
							499

						
							
							Francia

						
							
							493

						
					

					
							
							Francia

						
							
							493

						
							
							Francia

						
							
							495

						
							
							Portugal

						
							
							492

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							493

						
							
							Islandia

						
							
							495

						
							
							Rep. Checa

						
							
							490

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							492

						
							
							N. Zelanda

						
							
							494

						
							
							P. Bajos

						
							
							485

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							490

						
							
							Portugal

						
							
							492

						
							
							Austria

						
							
							484

						
					

					
							
							Austria

						
							
							490

						
							
							Australia

						
							
							491

						
							
							Suiza

						
							
							484

						
					

					
							
							Segundo nivel

						
							
							Italia

						
							
							487

						
							
							Segundo nivel

						
					

					
							
							España

						
							
							483

						
							
							Segundo nivel

						
							
							España

						
							
							Sin Datos

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							481

						
							
							España

						
							
							481

						
							
							Italia

						
							
							476

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							475

						
							
							Hungría

						
							
							481

						
							
							Hungría

						
							
							476

						
					

					
							
							Italia

						
							
							468

						
							
							EE UU

						
							
							478

						
							
							Islandia

						
							
							474

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							452

						
							
							Grecia

						
							
							451

						
							
							Grecia

						
							
							457

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de OECD, Pisa 2018, Insights and Interpretations. Disponible en: https://www.oecd.org/pisa/PISA%202018%20Insights%20and%20Interpretations%20FINAL%20PDF.pdf

			De todas formas, si prescindimos de los países no democráticos (y de otras democracias menores, como la báltica Estonia, situada por delante de Finlandia y Canadá, así como Japón y Corea del Sur, que pese a figurar en cabeza se han excluido también, como se ha hecho en casi todas las comparaciones de este libro), podemos reconocer la misma pauta que hemos visto en los otros sistemas estatales y democráticos del capítulo precedente. Los mejores sistemas educativos corresponden a los países escandinavos y anglosajones, seguidos de los continentales, mientras que los latinos y meridionales están relegados al segundo nivel de calidad (España carece de datos en comprensión lectora porque en esta oleada los alumnos no acertaron a responder con propiedad la encuesta, que quedó anulada). De modo que el mito de la escuela finlandesa puede mantenerse relativamente intacto, al menos si lo comparamos con las demás democracias occidentales. Y algo parecido puede decirse del relativo fracaso de los cuatro países mediterráneos.

			Y puestos a buscar las causas de estas diferencias en rendimiento escolar, destacan dos entre las más significativas de las propuestas. Primero, la disciplina académica del alumnado, que es máxima en los países asiáticos, sobre todo en los no democráticos, mientras resulta mínima en los latinos o mediterráneos. Y segundo, el grado de autonomía docente de que disponen tanto las instituciones educativas como sobre todo el profesorado individual, que se siente mucho más implicado y comprometido con su profesión cuando puede gestionar por sí mismo su relación personal y colectiva con el alumnado. Éste parece ser el factor que mejor explica el éxito de la escuela nórdica, mayoritariamente pública, y el relativo fracaso de la escuela latina, con gran peso de la privada. Veamos los datos de distribución entre la enseñanza pública, la privada y, dentro de ésta, la concertada (privada con financiación estatal), que aparecen recogidos en la siguiente tabla 6.2:

			Tabla 6.2

			Proporción (%) de alumnos matriculados por tipo de institución: OCDE, 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Enseñanza Primaria

							(Nivel 1 cine 2011)

						
							
							Secundaria 1.er grado

							(Nivel 2 cine 2011)

						
							
							Secundaria 2.º grado

							(Nivel 3 cine-2011)

						
					

					
							
							PUBL

						
							
							PRIV

						
							
							CONC

						
							
							PUBL

						
							
							PRIV

						
							
							CONC

						
							
							PUBL

						
							
							PRIV

						
							
							CONC

						
					

				
				
					
							
							Bélgica

						
							
							45,8

						
							
							54,2

						
							
							53,5

						
							
							41,4

						
							
							58,6

						
							
							58,1

						
							
							41,1

						
							
							58,9

						
							
							58,3

						
					

					
							
							España

						
							
							68,5

						
							
							31,5

						
							
							27,6

						
							
							67,6

						
							
							32,4

						
							
							28,5

						
							
							71,9

						
							
							28,1

						
							
							19,2

						
					

					
							
							Australia

						
							
							70,3

						
							
							29,7

						
							
							29,7

						
							
							54,9

						
							
							45,1

						
							
							0,0

						
							
							37,6

						
							
							62,4

						
							
							62,4

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							71,6

						
							
							28,4

						
							
							24,3

						
							
							32,0

						
							
							68,0

						
							
							62,7

						
							
							20,3

						
							
							79,7

						
							
							74,3

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							82,5

						
							
							17,5

						
							
							14,8

						
							
							81,8

						
							
							18,2

						
							
							15,5

						
							
							73,6

						
							
							26,4

						
							
							15,2

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							82,9

						
							
							17,1

						
							
							16,9

						
							
							69,9

						
							
							30,1

						
							
							29,5

						
							
							96,3

						
							
							3,7

						
							
							3,4

						
					

					
							
							Francia

						
							
							85,0

						
							
							15,0

						
							
							14,6

						
							
							77,8

						
							
							22,2

						
							
							21,8

						
							
							71,1

						
							
							28,9

						
							
							28,3

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							87,3

						
							
							12,7

						
							
							3,1

						
							
							87,1

						
							
							12,9

						
							
							4,8

						
							
							78,7

						
							
							21,3

						
							
							3,4

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							89,4

						
							
							10,6

						
							
							10,6

						
							
							82,7

						
							
							17,3

						
							
							17,3

						
							
							81,7

						
							
							18,3

						
							
							18,3

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							91,2

						
							
							8,8

						
							
							–

						
							
							91,1

						
							
							8,9

						
							
							–

						
							
							91,0

						
							
							9,0

						
							
							–

						
					

					
							
							Austria

						
							
							93,7

						
							
							6,3

						
							
							–

						
							
							89,0

						
							
							10,1

						
							
							–

						
							
							89,1

						
							
							10,9

						
							
							–

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							93,8

						
							
							6,2

						
							
							–

						
							
							91,2

						
							
							8,8

						
							
							–

						
							
							92,0

						
							
							8,0

						
							
							–

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							93,8

						
							
							6,2

						
							
							1,7

						
							
							92,7

						
							
							7,3

						
							
							2,1

						
							
							85,2

						
							
							14,8

						
							
							1,8

						
					

					
							
							Italia

						
							
							94,0

						
							
							6,0

						
							
							0,0

						
							
							96,4

						
							
							3,7

						
							
							0,0

						
							
							91,0

						
							
							9,0

						
							
							5,3

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							94,2

						
							
							5,8

						
							
							–

						
							
							95,3

						
							
							4,7

						
							
							0,0

						
							
							95,8

						
							
							4,2

						
							
							0,0

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							94,5

						
							
							5,5

						
							
							1,5

						
							
							91,4

						
							
							8,6

						
							
							2,6

						
							
							85,4

						
							
							14,6

						
							
							9,0

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							95,0

						
							
							5,0

						
							
							–

						
							
							89,7

						
							
							10,3

						
							
							–

						
							
							91,7

						
							
							8,3

						
							
							–

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							96,6

						
							
							3,4

						
							
							3,1

						
							
							95,7

						
							
							4,3

						
							
							4,0

						
							
							90,6

						
							
							9,4

						
							
							9,4

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							97,2

						
							
							2,8

						
							
							2,8

						
							
							98,3

						
							
							1,7

						
							
							1,7

						
							
							78,6

						
							
							21,4

						
							
							21,3

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							97,4

						
							
							2,6

						
							
							2,6

						
							
							96,3

						
							
							3,7

						
							
							3,7

						
							
							83,4

						
							
							16,6

						
							
							16,6

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							98,1

						
							
							1,9

						
							
							0,0

						
							
							94,8

						
							
							5,2

						
							
							0,0

						
							
							86,6

						
							
							13,4

						
							
							8,0

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							98,2

						
							
							1,8

						
							
							1,8

						
							
							94,7

						
							
							5,3

						
							
							5,3

						
							
							80,6

						
							
							19,4

						
							
							19,4

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							99,4

						
							
							0,6

						
							
							0,0

						
							
							100,0

						
							
							0,0

						
							
							0,0

						
							
							99,6

						
							
							0,4

						
							
							0,0

						
					

					
							
							P. Bajos (*)

						
							
							99,6

						
							
							0,4

						
							
							–

						
							
							98,4

						
							
							1,6

						
							
							0,0

						
							
							88,7

						
							
							11,3

						
							
							0,0

						
					

				
			

			Nota: PUBL: Enseñanza Pública. PRIV: Enseñanza Privada (incluida la concertada). CONC: Enseñanza Concertada (privada de financiación estatal).

			(*): Los datos de los Países Bajos son equívocos, pues la enseñanza pública se desglosa en un tercio de instituciones dirigidas por el Estado y dos tercios de financiación pública y dirección privada (religiosa o laica), de acuerdo al tradicional verzuiling (o «pilarización»).

			Fuente: Adaptado de OECD.Stat, Share of Students Enrolled by Type of Institution, 2018. Disp- onible en: https://stats.oecd.org/viewhtml.aspx?datasetcode=EAG_ENRL_SHARE_INST&lang=en

			Los países están ordenados por el tamaño decreciente de la enseñanza privada, que como se ve resulta mayoritaria en Bélgica y los Países Bajos (cuyas cifras en la fuente de la OCDE engañan, pues dos tercios de la enseñanza pública corresponden a centros dirigidos por instituciones privadas, como las iglesias calvinistas, católica o judía y las asociaciones laicas) y muy importante en España, Australia y el Reino Unido. Pero allí donde la enseñanza privada resulta significativa, su función actúa de acuerdo a dos lógicas distintas que pueden, o no, estar relacionadas. Por un lado, refleja la diversidad religiosa de la sociedad (verzuiling), que sirve de cauce actual al viejo conflicto entre la Iglesia y el Estado: el clivaje II de Lipset y Rokkan (1992). Y por otro, la enseñanza privada actúa como palanca o trampolín de ascenso social, allí donde la enseñanza pública, a causa de su degradación, ya no garantiza la selección meritocrática de oportunidades.

			Los Países Bajos son un ejemplo típico de sistema educativo que refleja la división religiosa del país, que es muy pluralista por su temprano disfrute desde el siglo xvii de la libertad de conciencia con amplia tolerancia confesional. Lo que se tradujo en un sistema de segmentación vertical del tejido organizativo, la «pilarización» (verzuiling), que generó la múltiple yuxtaposición de iglesias, partidos, sindicatos, órganos de prensa, asociaciones civiles y centros de enseñanza privativos de cada distinta confesión religiosa. Y algo análogo, aunque distinto sucede en el caso de Bélgica, con la diferencia de que el pluralismo de los centros no se debe a razones religiosas, pues el catolicismo sociológico resulta mayoritario, sino lingüísticas, dada la división de la sociedad en tres comunidades de hablantes en lengua flamenca, francesa y alemana.

			En cambio, la división escolar de los países anglosajones, como el Reino Unido, se debe sobre todo a razones clasistas, pues las clases propietarias tienden a escolarizar a sus hijos en centros privados de orientación confesional, en su mayoría dirigidos por la iglesia anglicana, aunque no lo hagan por motivos religiosos sino por pura segregación social. La escuela privada no sólo es más selectiva desde el punto de vista académico, sino que además resulta más «distinguida» porque protege contra las «malas compañías» de los compañeros de clase baja u origen foráneo que pueblan las escuelas estatales, proporcionando además interesantes relaciones sociales con compañeros de buenas familias que podrán utilizarse en el futuro con fines matrimoniales, meritocráticos y profesionales. La escuela privada, en suma, suministra no sólo capital humano sino además capital social.

			El caso de España, como el de Francia y otros países de mayoría católica, combina simultáneamente ambas lógicas, la religiosa y la clasista. En efecto, la elevada presencia de la enseñanza privada se debe a la importante capacidad de presión ejercida por el lobby de las órdenes religiosas, que para defender y ampliar sus intereses empresariales en la industria educativa no dudan en politizar la cuestión para vincularla con el viejo conflicto decimonónico entre la Iglesia y el Estado, que enfrentó durante muchas décadas al clericalismo cavernícola y la masonería librepensadora. Así, en alianza con los partidos políticos conservadores, el catolicismo eclesiástico incluye la defensa de la escuela concertada (financiada por el Estado) y del derecho de los padres a elegirla para sus hijos (incluso exigiendo la objeción de conciencia paterna frente a determinados contenidos docentes demasiado «laicistas») en el mismo programa integrista de su lucha contra el aborto («derecho a la vida»), contra el matrimonio homosexual y contra la «ideología de género».

			Pero además de ser la principal batalla de esa guerra de religión que se juega en el campo de la enseñanza, promovida por la santa alianza entre la derecha política y el episcopado integrista, la escuela privada también florece y prospera porque satisface la demanda de enseñanza clasista que interesa a las clases medias de los países latinos. Como hemos visto antes, la enseñanza pública logró escolarizar a todas las clases populares, inmigrantes incluidos, para poder democratizarse. Pero al hacerlo así se masificó y degradó, privando a las clases medias del instrumento meritocrático que antaño tenían para reproducir su inserción social selectiva. De ahí que, para recuperar sus canales privilegiados de ascenso social, las clases medias opten por apartarse de la infradotada enseñanza pública para buscar en la clasista enseñanza privada el mejor futuro para sus hijos. Y eso lo hacen incluso aquellas familias laicas o no practicantes que pese a ello eligen escuelas religiosas para que sus hijos no se mezclen con inmigrantes de origen musulmán, lo que podría perjudicar el futuro ascenso social de sus hijos. Como sostiene François Dubet (2012 y 2014), es la «preferencia por la desigualdad» contra la igualdad de oportunidades.

			Esto ha hecho que en España esté creciendo mucho la demanda y la oferta de enseñanza privada, favorecida por los gobiernos estatales y regionales de la derecha conservadora pese al predominio ideológico del centro-izquierda progresista. Y esto explica también que, en Francia, cuando el gobierno socialista intentó en 1984 por última vez unificar la escuela privada con la pública, la rebelión de las clases medias organizadas y dirigidas por el catolicismo integrista logró impedirlo con éxito completo tras las más multitudinarias manifestaciones de protesta habidas desde 1968 al menos. Sólo en Portugal se ha logrado imponer la reducción progresiva de la enseñanza concertada por parte del gobierno socialista de António Costa. Mientras cunde la impresión, a juzgar por los datos que vimos en la tabla 6.1, de que la enseñanza de mayor calidad se da en aquellos sistemas homogéneos que gozan de una sola red de enseñanza pública, y no en aquellos otros sistemas divididos que cuentan con una doble red de enseñanza, pública para las clases populares desfavorecidas, y privada para las clases medias selectas y acomodadas.

			1.2. Igualdad y felicidad

			A partir de la oposición entre enseñanza pública y privada se derivan otras dos cuestiones culturales a debate: el sentimiento percibido de satisfacción y felicidad personales, que abordaremos en este epígrafe, y el llamado «capital social», entendido como relaciones de confianza pública y privada, que dejo para el epígrafe siguiente. Pues ambas cuestiones están estrechamente asociadas con la «preferencia por la desigualdad», que como hemos visto antes citando a Dubet (2014), es el principal incentivo de la demanda de enseñanza privada. En efecto, cuando las familias envían a sus hijos a los colegios privados es para marcarlos con las credenciales de la desigualdad, a fin de que se distingan y destaquen del rancho común igualitario que la enseñanza pública sirve a la infancia normal y corriente. Ahora bien, según coinciden todos los expertos (Layard, 2005; Wilkinson y Picket, 2009; Smith, 2016; Bericat, 2018), la desigualdad social es precisamente el principal factor o fuente última de la infelicidad humana.

			Contra el estereotipo que identifica la infelicidad con la pobreza, pensando que «el dinero da la felicidad», lo cierto es que a partir de cierto umbral, una vez satisfechas las necesidades materiales de subsistencia, el sentimiento de bienestar y felicidad depende siempre de la comparación con los demás. Por eso, la envidia de los bienes ajenos nos hace sentirnos desgraciados, mientras que nos sirve de contento y consuelo el mal de los demás (schadenfreude). En consecuencia, el nivel de satisfacción y felicidad es mucho más elevado en las sociedades igualitarias, mientras que las más desiguales producen insatisfacción y generan infelicidad, en forma de esa «ansiedad por el estatus» que conduce a las familias a elegir para sus hijos las escuelas privadas más selectivas.

			En la siguiente tabla 6.3 aparecen los más recientes datos al respecto, extraídos de dos fuentes distintas. Por un lado, la base de datos de la felicidad mundial (WDH: World Database of Hapiness), dirigida por el más conocido experto en la materia, Ruut Veenhoven, de la universidad Erasmus de Rotterdam, cuyo índice anual utiliza una escala de 1 a 10. Y, por otro, la última oleada de la Encuesta Mundial de Valores (WVS: World Values Survey), de la que se reproducen dos preguntas del cuestionario relativas al sentimiento de felicidad y a la satisfacción con la propia vida, con respuestas expresadas en porcentaje de encuestados que declaran sentirse satisfechos y felices. Los países están ordenados según el último ranking de la universidad Erasmus.

			Tabla 6.3

			Felicidad y Satisfacción Personal (WDH y WVS, 2010-2020)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							World Database of Hapiness

						
							
							World Values Survey

							Wave 7: 2017-2020

						
					

					
							
							Ranking

							2019

						
							
							Promedio

							2010-2018

						
							
							Sentimiento

							de felicidad

						
							
							Satisfacción con la propia vida

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							7,77

						
							
							8,0

						
							
							88,9

						
							
							90,0

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							7,60

						
							
							8,3

						
							
							90,1

						
							
							89,2

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							7,55

						
							
							8,0

						
							
							94,1

						
							
							90,9

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							7,49

						
							
							8,0

						
							
							95,2

						
							
							91,8

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							7,49

						
							
							7,6

						
							
							91,6

						
							
							93,2

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							7,48

						
							
							8,1

						
							
							93,0

						
							
							89,5

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							7,34

						
							
							7,8

						
							
							93,8

						
							
							89,4

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							7,31

						
							
							7,4

						
							
							89,6

						
							
							82,9

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							7,28

						
							
							7,9

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Austria

						
							
							7,25

						
							
							7,7

						
							
							89,1

						
							
							87,7

						
					

					
							
							Australia

						
							
							7,23

						
							
							6,9

						
							
							89,6

						
							
							81,7

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							7,05

						
							
							7,3

						
							
							93,4

						
							
							88,6

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							7,02

						
							
							7,0

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							6,99

						
							
							7,3

						
							
							86,8

						
							
							87,9

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							6,92

						
							
							7,5

						
							
							—

						
							
							—

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							6,89

						
							
							7,1

						
							
							88,2

						
							
							80,5

						
					

					
							
							Rep. Checa

						
							
							6,85

						
							
							6,7

						
							
							88,5

						
							
							82,0

						
					

					
							
							Francia

						
							
							6,59

						
							
							6,7

						
							
							90,8

						
							
							81,3

						
					

					
							
							España

						
							
							6,35

						
							
							7,0

						
							
							88,8

						
							
							89,2

						
					

					
							
							Italia

						
							
							6,22

						
							
							7,1

						
							
							82,3

						
							
							86,3

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							6,18

						
							
							7,0

						
							
							90,9

						
							
							82,7

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							5,76

						
							
							6,1

						
							
							81,3

						
							
							79,1

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							5,69

						
							
							6,0

						
							
							87,8

						
							
							85,8

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							5,29

						
							
							6,0

						
							
							71,4

						
							
							66,1

						
					

				
			

			Nota: Las cifras corresponden a una escala de 0 a 10 (WDH) y de 0 a 100 (WVS). (–): Sin datos.

			Fuentes: World Database of Happiness, disponible en: https://worlddatabaseofhappiness-archive.eur.nl/hap_nat/nat_fp.php?mode=8

			World Values Survey, Online Data Analysis, disponible en: https://www.worldvaluessurvey.org/WVSOnline.jsp

			Como se ve, los países más felices son también los más igualitarios, tal como puede comprobarse comparando estos datos con la tabla 5.7 (véase supra, pp. 182-183) que reflejaba la desigualdad de ingresos medida por el índice Gini. Y, en efecto, destacan en cabeza como los más igualitarios y felices los países nórdicos, inmediatamente seguidos de Suiza y los Países Bajos, quedando a continuación los anglosajones y continentales mientras que los países católicos y latinos, desmintiendo el estereotipo cultural de que los pueblos del sur mediterráneo saben cómo saborear lo mejor de la vida, resultan ser los menos felices de todos los occidentales, dado el agravio comparativo que procura su frustrante desigualdad social.

			En cualquier caso, bien pudiera ser que las puntuaciones en los índices de felicidad, tanto si son comparativamente elevadas como reducidas, fueran simples promedios estadísticos que ocultasen fracturas internas con grandes diferencias entre grupos sociales favorecidos frente a los más desafortunados, tal como expresa el tópico de que si yo me como un pollo y tú ninguno, el promedio entre ambos es de medio pollo cada uno. Pues bien, para despejar esa incógnita, nada mejor que seguir los datos que proporciona Eduardo Bericat (2018, p. 152), que investiga la estratificación social de los excluidos de la felicidad. Para ello compara la desigualdad de ingresos con la desigualdad en el sentimiento de felicidad, medidos ambos indicadores por el índice de Gini, en el intento de averiguar si la desigualdad en la distribución social de la felicidad se corresponde o no con la existente en la distribución de la renta. En la siguiente tabla 6.4 aparecen sus datos, extraídos de la Encuesta Social Europea y ordenados por su grado creciente de desigualdad en la distribución de la felicidad correspondiente al año 2012.

			Tabla 6.4

			Distribución desigual de la felicidad y la riqueza

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Desigualdad de la felicidad

							Índices de Gini

						
							
							Desigualdad de ingresos

							Índices de Gini

						
					

					
							
							2006

						
							
							2012

						
							
							2006

						
							
							2012

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							10,1

						
							
							9,5

						
							
							29,2

						
							
							22,5

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							10,2

						
							
							9,5

						
							
							—

						
							
							28,8

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							10,7

						
							
							10,1

						
							
							25,9

						
							
							25,9

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							—

						
							
							10,5

						
							
							26,3

						
							
							24,0

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							10,6

						
							
							10,6

						
							
							23,7

						
							
							26,5

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							11,2

						
							
							10,9

						
							
							26,8

						
							
							28,3

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							11,0

						
							
							11,0

						
							
							26,4

						
							
							25,4

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							11,5

						
							
							11,1

						
							
							24,0

						
							
							24,8

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							11,2

						
							
							11,7

						
							
							31,9

						
							
							29,9

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							13,3

						
							
							12,1

						
							
							27,8

						
							
							26,5

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							12,5

						
							
							12,2

						
							
							32,5

						
							
							31,3

						
					

					
							
							Francia

						
							
							13,7

						
							
							13,2

						
							
							27,3

						
							
							30,5

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							14,7

						
							
							13,9

						
							
							33,3

						
							
							30,9

						
					

					
							
							Italia

						
							
							—

						
							
							14,1

						
							
							32,1

						
							
							32,4

						
					

					
							
							España

						
							
							12,6

						
							
							14,4

						
							
							31,9

						
							
							34,2

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							14,7

						
							
							14,8

						
							
							37,7

						
							
							34,5

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							14,4

						
							
							15,9

						
							
							33,3

						
							
							27,2

						
					

				
			

			Fuente Tabla: Adaptado de Bericat, 2018, tabla 4.4, p. 152.

			Fuente Felicidad: European Social Survey (ESS), 2006 y 2012.

			Fuente Ingresos: Eurostat.

			A simple vista se comprueba que la distribución de la felicidad es más igualitaria que la distribución de la renta, lo que indica que las diferencias de riqueza no se transmiten íntegramente al sentimiento de autosatisfacción, quizá porque éste depende no sólo de los ingresos relativos, sino también del prestigio social del estatus ocupado. Si se me permite una digresión personal, es lo que sucede con los profesores universitarios: percibimos menores ingresos que los directivos financieros, por ejemplo, lo que debería frustrarnos y hacernos infelices; pero como gozamos de mucho mayor prestigio, eso nos compensa con ventaja hasta hacernos sentir bastante más felices que muchos otros profesionales.

			Respecto a la distribución de la felicidad y los ingresos por países, se confirma que los nórdicos son los más igualitarios no sólo materialmente sino también moralmente, puesto que presentan el índice Gini más bajo respecto al reparto tanto de la renta como de la autoestima. Lo que también ocurre al otro extremo del arco, pues los países más desiguales en riqueza son también los que distribuyen la felicidad con mayor desigualdad.

			1.3. Confianza y capital social

			Llegamos así a la otra cuestión derivada de la preferencia por la desigualdad que revela la elección de centros de enseñanza privada: la desigual distribu- ción por países de la confianza personal y pública, a la que muchos definen como «capital social» en el sentido propuesto por Putnam (2012), entendi- do como relaciones universalistas de confianza y reciprocidad generalizadas, que constituyen el mejor cemento generador de civismo, prosperidad y cohesión social (Putnam, 2001). Pero en torno a este concepto existe un equívoco, pues en su sentido original, propuesto por Pierre Bourdieu (2001) y James Coleman (2001), el capital social sólo se refiere al conjunto de relaciones sociales que puede activar una persona o un grupo social para alcanzar sus fines de integración y ascenso social (Herreros y de Francisco, 2001). Y en este sentido, en efecto, el capital social está estrechamente relacionado con el capital humano (o inversión en educación formal), pues ambos constituyen instrumentos de acumulación de las otras formas de capital económico y cultural. Así, mientras la enseñanza pública sólo proporciona capital humano (títulos académicos o credenciales profesionales), la enseñanza privada proporciona además capital social, es decir, acceso a relaciones sociales que favorecen las estrategias matrimoniales, familiares, culturales, políticas y económicas.

			No obstante, por discutible que resulte (Martín Criado, 2012; Portes, 2013,), aquí me referiré en exclusiva al «capital social» entendido en el sentido de Putnam, es decir, a las relaciones universalistas de confianza y reciprocidad generalizadas. Es este concepto putmaniano de «capital social» el que Francis Fukuyama (1998) enalteció y popularizó en su célebre libro de 1995, Trust, que alcanzó resonante influencia pública. Pero es también lo que otro autor ideológicamente contrapuesto, como Charles Tilly (2010), denomina «redes de confianza», que constituyen para él un mecanismo fundamental en los procesos históricos de democratización y desdemocratización (Tilly, 2010a, pp. 115-142).

			Para analizar comparativamente las relaciones de confianza, podemos distinguir entre la confianza personal o privada (horizontal), que abrigan las personas individuales respecto a sus conciudadanos, y la confianza pública o institucional (vertical) que esas mismas personas otorgan a las autoridades. Y a partir de esa distinción podemos elaborar un cuadro de doble entrada que cruce las dos dicotomías: confianza frente a desconfianza y confianza pública frente a confianza privada, obteniendo cuatro tipos diferentes característicos de los distintos países, tal como se refleja en el siguiente cuadro 6.1, que a título de hipótesis clasifica las democracias aquí comparadas en uno u otro tipo ideal.

			Cuadro 6.1

			Tipología de relaciones de confianza

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Confianza pública (Vertical)

						
					

					
							
							Confianza

						
							
							Desconfianza

						
					

					
							
							Confianza personal

							(Horizontal)

						
							
							Confianza

						
							
							Países nórdicos

						
							
							Países anglosajones

						
					

					
							
							Desconfianza

						
							
							Países continentales

						
							
							Países mediterráneos

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.

			Así, las democracias nórdicas se caracterizarían típicamente porque sus ciudadanos confían tanto en las autoridades como en sus semejantes. Las anglosajonas también exhibirían altos niveles de confianza personal, según descubrió Tocqueville asombrado por el «arte de asociarse» que florecía en los EE UU, pero a cambio desconfían de sus autoridades sospechosas de cínica corrupción. Las democracias continentales presentarían características inversas, pues debido a su pasado absolutista confían reverencialmente en las autoridades, pero a cambio desconfían provincianamente de sus conciudadanos. Y, por último, las democracias meridionales desconfiarían tanto de las autoridades como de sus conciudadanos, de acuerdo a su característico «familismo amoral» (Banfield, 1958) heredado por la inercia histórica de su pasado autoritario. Pues bien, para constatar si estas conjeturas hipotéticas son empíricamente verosímiles, veamos los datos extraídos de la Encuesta Mundial de Valores que aparecen en la siguiente tabla 6.5:

			Tabla 6.5

			Confianza Personal y Pública (WVS, Fase 7)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Encuesta Mundial de Valores (WVS), Fase 7: 2017-2020

						
					

					
							
							Confianza Personal en:

						
							
							Confianza Pública en:

						
					

					
							
							La mayoría de personas

						
							
							Personas conocidas por 1.ª vez

						
							
							Personas

							de otra religión

						
							
							El Gobierno

						
							
							La Justicia

						
							
							El Parlamento

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							73,9

						
							
							75,3

						
							
							81,2

						
							
							39,1

						
							
							80,2

						
							
							46,3

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							72,1

						
							
							67,7

						
							
							82,3

						
							
							59,2

						
							
							85,9

						
							
							69,6

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							68,4

						
							
							60,1

						
							
							74,3

						
							
							41,6

						
							
							78,9

						
							
							44,7

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							62,8

						
							
							73,9

						
							
							85,4

						
							
							50,7

						
							
							76,1

						
							
							63,3

						
					

					
							
							Islandia

						
							
							62,3

						
							
							60,1

						
							
							84,0

						
							
							30,8

						
							
							60,1

						
							
							36,2

						
					

					
							
							P. Bajos

						
							
							58,5

						
							
							71,6

						
							
							77,0

						
							
							46,9

						
							
							54,6

						
							
							41,9

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							57,1

						
							
							51,3

						
							
							72,3

						
							
							65,2

						
							
							69,3

						
							
							56,4

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							56,6

						
							
							50,1

						
							
							62,6

						
							
							50,0

						
							
							67,9

						
							
							38,9

						
					

					
							
							Austria

						
							
							49,8

						
							
							38,8

						
							
							49,3

						
							
							38,4

						
							
							72,2

						
							
							43,6

						
					

					
							
							Australia

						
							
							48,5

						
							
							47,5

						
							
							71,5

						
							
							30,3

						
							
							58,9

						
							
							27,6

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							43,4

						
							
							31,6

						
							
							54,5

						
							
							38,6

						
							
							66,2

						
							
							40,0

						
					

					
							
							España

						
							
							41,0

						
							
							43,8

						
							
							60,6

						
							
							22,0

						
							
							47,0

						
							
							31,7

						
					

					
							
							R. Unido

						
							
							40,2

						
							
							55,0

						
							
							79,6

						
							
							29,3

						
							
							63,4

						
							
							32,4

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							37,0

						
							
							38,8

						
							
							73,1

						
							
							33,1

						
							
							56,3

						
							
							14,8

						
					

					
							
							Hungría

						
							
							27,2

						
							
							38,9

						
							
							58,5

						
							
							37,6

						
							
							48,4

						
							
							34,8

						
					

					
							
							Italia

						
							
							26,6

						
							
							26,4

						
							
							50,5

						
							
							23,8

						
							
							39,9

						
							
							27,5

						
					

					
							
							Francia

						
							
							26,3

						
							
							34,3

						
							
							62,5

						
							
							30,7

						
							
							58,3

						
							
							33,1

						
					

					
							
							Polonia

						
							
							24,1

						
							
							25,7

						
							
							40,1

						
							
							23,1

						
							
							35,0

						
							
							19,3

						
					

					
							
							R. Checa

						
							
							21,1

						
							
							35,5

						
							
							41,8

						
							
							17,6

						
							
							37,2

						
							
							13,3

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							16,9

						
							
							35,2

						
							
							56,4

						
							
							34,4

						
							
							49,4

						
							
							33,0

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							8,4

						
							
							9,7

						
							
							20,7

						
							
							12,9

						
							
							59,1

						
							
							14,2

						
					

				
			

			Nota: Las cifras corresponden a porcentajes de encuestados que responden afirmativamente.

			Fuente: World Values Survey, Online Data Analysis, Wave 7 (2017-2020), disponible en: https://www.worldvaluessurvey.org/WVSOnline.jsp

			Como se ve, esta tabla transcribe las cifras servidas por la última oleada (2017-2020) de la Encuesta Mundial de Valores correspondientes a tres preguntas relativas a la confianza interpersonal o privada y otras tres referidas a la confianza en las autoridades, estando los países ordenados por la confianza personal decreciente. Como es lógico, los encuestados confían más en la gente en general que en los desconocidos, pero también confían más en los creyentes de otras religiones, quizá por pensar que tener fe les hace más fiables. Respecto a las autoridades, la gente confía mucho más en la Justicia que en el Gobierno, con el Parlamento en posición intermedia. Y en cuanto a la variación por países, se confirman las hipótesis sugeridas en el cuadro 6.1, pues los nórdicos exhiben las mayores puntuaciones tanto en confianza personal como pública, mientras los latinos (y europeos del este) presentan la mayor desconfianza tanto vertical como horizontal. Respecto a los anglosajones, puntúan relativamente alto en confianza interpersonal, mientras su desconfianza hacia gobiernos y parlamentos (aunque no hacia la justicia) se acerca a la meridional. Y frente a eso, la confianza de los continentales en sus autoridades es relativamente elevada, siendo algo más baja la que depositan en sus conciudadanos.

			No obstante, a juzgar por determinados autores, encabezados por el propio Putnam (2002), se estaría produciendo en todas partes un aparente declive del capital social, es decir, un deterioro de la confianza tanto pública como privada, que en los EE UU se habría iniciado ya desde finales del siglo pasado para cobrar mayor gravedad cada vez desde el comienzo de éste. En su célebre libro de alarma, Solo en la bolera, Putnam descartaba que este crecimiento de la desconfianza pública se debiera al surgimiento de tensiones raciales y laborales entre la población autóctona blanca y las minorías segregadas, pues atribuía su causa principal al cambio generacional como principal factor (a partir del acceso a la vida pública de la generación «desertora» de los años 60, socializada en la contracultura audiovisual), y en menor media al deterioro institucional debido al efecto disolvente de los medios y las redes de comunicación (Putnam, 2002, pp. 382-383).

			Pero un lustro después Putnam rectificaba con un célebre artículo («E Pluribus Unum»), en el que atribuía al crecimiento de la inmigración de minorías culturales foráneas, causado por la globalización, el primer factor explicativo del deterioro de la confianza pública (Putnam, 2007). Una interpretación que recibió apoyo nada menos que de Anthony Giddens (2008), tras relacionar el incremento del número de extranjeros, inmigrantes o refugiados, con la rebelion fiscal de las clases medias contra el Estado de bienestar y el consiguiente aumento del voto xenófobo a la extrema derecha nacional-populista, fenómenos que se habrían producido incluso en el paraíso escandinavo. Sin embargo, pese a lo frecuente de este lugar común, no existe ninguna evidencia empírica de que en los países nórdicos se haya producido este supuesto descenso de la confianza pública y privada (Rothstein, 2003). Pues si consultamos los datos relativos a Suecia en las siete oleadas de la Encuesta Mundial de Valores habidas hasta la fecha, veremos que desde 1980 hasta 2020 no se ha producido ningún descenso de la confianza sino más bien al contrario:

			Tabla 6.6

			Confianza pública y privada: Suecia, 1980-2020

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Oleadas de la WVS

						
							
							Confianza en el Parlamento

						
							
							Confianza en la mayoría de las personas

						
					

					
							
							1.ª: 1981-1984

						
							
							52,5

						
							
							44,0

						
					

					
							
							2.ª: 1990-1994

						
							
							59,6

						
							
							45,4

						
					

					
							
							3.ª: 1995-1994

						
							
							56,6

						
							
							43,5

						
					

					
							
							4.ª: 1999-2004

						
							
							63,7

						
							
							50,2

						
					

					
							
							5.ª: 2005-2009

						
							
							65,2

						
							
							55,0

						
					

					
							
							6.ª: 2010-2014

						
							
							60,1

						
							
							59,3

						
					

					
							
							7.ª: 2017-2020

						
							
							62,8

						
							
							63,3

						
					

				
			

			Fuente: World Values Survey, Online Data Analysis, disponible en: https://www.worldvaluessurvey.org/WVSOnline.jsp

			Sin embargo, es evidente que no se puede decir lo mismo de las sociedades europeas meridionales y orientales, como hemos visto en las figuras precedentes. La crisis del euro ocurrida de 2008 a 2013, y los programas de recorte y austeridad que se impusieron en ellas por exigencia de la UE, determinaron un extraordinario crecimiento de la desigualdad económica y de la desafección política en los países mediterráneos (los tristemente célebres «pigs») que se vieron sometidos por la Troika a dichos programas de rescate y reformas estructurales (Gil Calvo, 2013 y 2014). En consecuencia, y como no podía ser de otra forma, la confianza pública y privada hubo de hundirse sin remedio.

			El problema es que el contraste entre los confiados nórdicos, dotados de elevado «capital social» (en el sentido de Putnam), frente a los desconfiados meridionales (y orientales), socialmente descapitalizados, recuerda demasiado a las dos versiones, positiva y negativa (como el colesterol bueno y malo), de dicho capital social que el mismo Putnam (2001 y 2012) distinguió entre el norte y el sur de Italia: el universalista o incluyente, fundado en el intercambio generalizado y la reciprocidad constructiva (norma de cooperación), típico de la tradición cívica de la Toscana, frente al particularista o excluyente, basado en la endogamia sectaria y la reciprocidad destructiva (norma de venganza) que caracteriza al Mezzogiorno de la Mafia y el familismo amoral (Banfield, 1958).

			Y para evitar semejante maniqueísmo posiblemente injusto, nada major que sustituirlo por las dos modalidades de las «redes de confianza» que propuso Tilly (2010 y 2010a): las segregadas y excluidas del acceso al poder, que se automarginan o se comportan de modo conspirador y antisistema, tal como sucede en los procesos históricos de «desdemocratización», frente a las integradas con acceso al poder, que cooperan con las demás participando en acuerdos cooperativos de consertación social, según ocurre en los procesos democratizadores. Lo que permite explicar la elevada confianza imperante en los países nórdicos como efecto de una temprana democratización que continua casi intacta en la actualidad. Y en sentido contrario, se puede entender la elevada desconfianza del sur y este de Europa como producto de una tardía democratización que actualmente atraviesa serias crisis sistémicas, con amenaza incluida de desdemocratización.

			1.4. Los sistemas mediáticos

			Tras considerar ciertos rasgos culturales de nivel microsocial, busquemos ahora interpretarlos con ayuda de otros rasgos macrosociales. Acabamos de ver que Putnam (2002, p. 383) explicaba el declive del «capital social» en EE UU a partir del efecto de los medios de comunicación, entre otros factores causales (sobre todo el acceso a la vida pública de la nueva generación «desertora» de los años sesenta, socializada en la contracultura audiovisual de «sexo, drogas y rock and roll»). Pues bien, generalicemos esta conjetura de causalidad mediática y tratemos de explicar las diferencias culturales que estamos viendo entre las distintas democracias (nórdicas, atlánticas, continentales, meridionales, etc.) a partir del efecto causado por los medios de comunicación.

			Para ello contamos con el modelo propuesto en un libro que, a pesar de su reciente aparición en 2004, ya se ha convertido en un clásico, Sistemas mediáticos comprados, de David Hallin y Paolo Mancini (2008), que tras cruzar las características de los diferentes sistemas políticos (analizados en el capítulo anterior) con sus respectivos modelos mediáticos, proponen una tipología de tres sistemas político-mediáticos: el Democrático Corporativo del Norte y Centro de Europa, que incluye a los países nórdicos y a los continentales de tradición germánica; el Liberal del Atlántico Norte, que integra a los países anglosajones junto con las antiguas colonias británicas; y el Pluralista Polarizado del Mediterráneo, que se refiere a los países latinos incluida Francia. He aquí el boceto esquemático de su distribución propuesta por Hallin y Manicini (2008, p. 65), que indica la relación entre los casos individuales y los tres modelos, reproducido en la figura 6.1:

			Figura 6.1

			Topología de modelos mediáticos de Hallin y Mancini

			[image: ]

			Fuente: Adaptado de Hallin y Mancini, 2008, p. 65.

			Como se ve por la asimetría del triángulo, existe una cierta continuidad entre el vértice polarizado y el corporativo, puesto que Francia, Alemania y algunos otros ocupan una posición intermedia entre ambos, hasta el punto de que podría transformarse el triángulo en un cuadrado sin más que introducir un cuarto vértice continental o «renano» que acogería al eje París-Berlín junto con Bélgica, Austria y los Países Bajos. Pues de hacerse así, el modelo triádico de Hallín y Mancini, que es una rareza semejante al ya visto modelo de Colomer (2001, pp. 56-60), también formado por los tres mismos vértices anglo, germánico y latino, resultaría comparable a las demás tipologías convencionales, formadas por las cuatro áreas nórdica, atlántica, continental y mediterránea. Pero volvamos a los tres tipos de nuestros autores que ellos deducen de una doble comparación, pues por un lado clasifican los sistemas políticos y por otro los sistemas mediáticos, sin que sepamos bien qué factor explica causalmente al otro. Aquí nos interesa sobre todo su clasificación mediática, pero antes conviene revisar por encima su tipología política.

			Cuadro 6.2

			Los tres sistemas políticos de Hallin y Mancini

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Modelos

						
							
							Pluralista

							polarizado

						
							
							Democrático

							corporativo

						
							
							Liberal

						
					

					
							
							Gobierno consensual o mayoritario

						
							
							Ambos

						
							
							Consensual

						
							
							Mayoritario

						
					

					
							
							Representación

							de intereses

						
							
							Pluralismo

							partidista politizado

						
							
							Corporatismo

							centralizado

						
							
							Pluralismo

							fragmentado

						
					

					
							
							Estado de derecho

							Imperio de la ley

						
							
							Incumplimiento legal

							Corrupción clientelar

						
							
							Cumplimiento

							legalidad

						
							
							Cumplimiento

							legalidad

						
					

					
							
							Historia política

						
							
							Democracia tardía

							Confrontación bipolar

						
							
							Democracia temprana Negociación

						
							
							Democracia temprana Negociación

						
					

					
							
							Papel del Estado

						
							
							Dirigismo interventor Estado bienestar pobre

							(excepto Francia)

						
							
							Regulación estatal

							Estado bienestar fuerte

						
							
							Desregulación

							Estado bienestar

							débil

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Hallin y Mancini, 2008, p. 63.

			Las dos primeras características, de las que aparecen resumidas en el cuadro 6.2, están escogidas del repertorio canónico que propuso Lijphart (2012), ya analizado en el capítulo anterior, pues se refieren a la contraposición entre los gobiernos mayoritarios o consensuales y a la representación de intereses, corporatista o pluralista. En este último campo, nuestros autores señalan la politización del pluralismo de los grupos de interés en el modelo mediterráneo, subordinados a los partidos políticos. Además, Hallin y Mancini destacan los distintos antecedentes históricos de los tres tipos, pues el mediterráneo procede de la democratización tardía de prolongados autoritarismos surgidos de guerras civiles, que han legado esa beligerante cultura de confrontación polarizada que da nombre al modelo. Y esto explica también el bajo respeto por la autoridad legal-racional heredado del régimen autoritario, con frecuente recurso a comportamientos ilegales o corruptos. Finalmente, se destaca el diferente intervencionismo estatal, muy bajo en el modelo liberal y muy alto en el polarizado, así como la desigual capacidad del Estado de bienestar, muy potente en el corporatismo democrático y en el singular caso francés.

			Cuadro 6.3

			Los tres sistemas mediáticos de Hallin y Mancini

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Modelos

						
							
							Pluralista

							polarizado

						
							
							Democrático

							corporativo

						
							
							Liberal

						
					

					
							
							Industria de la prensa

						
							
							Pequeñas tiradas

							Prensa elitista

						
							
							Grandes tiradas

							Prensa de masas

						
							
							Tiradas medias

							Prensa comercial

						
					

					
							
							Profesionalización

							periodística

						
							
							Baja profesionalización

							Instrumentalización

							Intrusismo partidista

						
							
							Alta profesionalización

							Autorregulación

							institucionalizada

						
							
							Alta profesionalización

							Autorregulación

							no institucional

						
					

					
							
							Alineamiento

							político-mediático

						
							
							Fuerte politización

							Pluralismo «externo»

							Prensa de opinión

						
							
							Baja politización

							Pluralismo «externo»

							Prensa corporativa

						
							
							Prensa neutral

							Pluralismo «interno»

							Prensa informativa

						
					

					
							
							Control estatal

							de los medios

							informativos

						
							
							Fuerte control estatal

							Censura (in) directa

							TV pública oficial con privatización salvaje

						
							
							Protección estatal de la libertad de prensa

							Prensa subvencionada

							RTV Servicio Público

						
							
							Desregulación

							Dominio del mercado Cierre empresarial

							TV espectacular

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Hallin y Mancini, 2008, p. 62.

			Más convincente resulta su tipología de tres sistemas de medios informativos, que aparece resumida en el cuadro 6.3, pues sus diferencias quedan bastante bien delimitadas. Respecto a la primera dimensión característica, que es la naturaleza empresarial de la industria periodística, las diferencias entre los tres modelos son muy nítidas. Los medios informativos más antiguos aparecieron ya en el siglo xvii en suelo británico de manos privadas como pasquines publicitarios que anunciaban el tráfico comercial, añadiendo además crónicas de sucesos, de tribunales, de sociedad y electorales, para dar lugar así a la prensa comercial anglosajona independiente del poder político y con escaso control estatal. En cambio, la prensa continental, aunque nació con origen oficial por iniciativa de la corte absolutista, sólo cobró auge tras la revolución industrial como prensa de masas editada por las cámaras de comercio, el movimiento obrero y las asociaciones civiles, profesionales y religiosas, dando así lugar a la prensa corporativa políticamente orientada. Pero de ambos modelos, el liberal anglosajón y el continental corporativo, este último fue el que logró alcanzar las mayores tiradas en el siglo xix como prensa popular de masas por su gran difusión entre las clases trabajadoras ya totalmente alfabetizadas.

			En cambio, en los países católicos del sur de Europa, a causa de su elevado analfabetismo, no logró cuajar la prensa popular de masas hasta después de la Segunda Guerra Mundial, y aun eso con tiradas mucho menores, por lo que su modelo de negocio continuó siendo el de una prensa elitista políticamente alineada que sólo leían los varones de clase media profesional y urbana, ya fueran propietarios, funcionarios o rentistas, así como la exigua aristocracia obrera de menestrales, impresores, «cuadros» y capataces. Y estas diferencias de origen entre los tres modelos se han venido manteniendo hasta el siglo xxi, tal como revelan los datos de lectura de prensa en el año 2000 (justo antes de que la llegada de las redes digitales hundiera la industria de prensa escrita) aportados por Hallin y Mancini que aparecen la siguiente tabla 6.7:

			Tabla 6.7

			Difusión de la prensa diaria en el año 2000

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Países

						
							
							Venta de Diarios

							por 1.000 adultos

						
							
							Ratio de Género

							Lectores/Lectoras

						
							
							Ratio TV/Lectura de Prensa a diario

						
					

					
							
							Noruega

						
							
							719,7

						
							
							1,02

						
							
							—

						
					

					
							
							Finlandia

						
							
							545,2

						
							
							1,04

						
							
							1,17

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							541,1

						
							
							1,01

						
							
							0,99

						
					

					
							
							Suiza

						
							
							453,7

						
							
							1,08

						
							
							—

						
					

					
							
							Reino Unido

						
							
							408,5

						
							
							1,06

						
							
							1,51

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							375,2

						
							
							—

						
							
							1,15

						
					

					
							
							Austria

						
							
							374,3

						
							
							1,07

						
							
							1,11

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							347,1

						
							
							1,06

						
							
							1,37

						
					

					
							
							Países Bajos

						
							
							345,9

						
							
							1,16

						
							
							1,28

						
					

					
							
							EE UU

						
							
							263,6

						
							
							1,13

						
							
							—

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							205,7

						
							
							1,17

						
							
							—

						
					

					
							
							Irlanda

						
							
							191,0

						
							
							1,05

						
							
							1,46

						
					

					
							
							Francia

						
							
							190,0

						
							
							1,07

						
							
							2,38

						
					

					
							
							Bélgica

						
							
							186,5

						
							
							1,21

						
							
							2,00

						
					

					
							
							España

						
							
							129,4

						
							
							1,79

						
							
							3,00

						
					

					
							
							Italia

						
							
							121,4

						
							
							1,68

						
							
							2,77

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							82,7

						
							
							2,41

						
							
							3,20

						
					

					
							
							Grecia

						
							
							77,5

						
							
							1,31

						
							
							5,00

						
					

				
			

			Fuente: Adaptado de Hallin y Mancini, 2008, pp. 21-23.

			Como se ve, la lectura de diarios varía mucho en función del área cultural, pues depende de dos factores: la tasa de alfabetización alcanzada cuando se inicia la prensa popular en el siglo xix (máxima en los países nórdicos, media en los continentales y anglosajones, mínima en los mediterráneos) y el índice de lectura alcanzado cuando aparece la televisión en 1950 (que todavía era muy bajo en los países mediterráneos, por lo que ya no pudo seguir creciendo hasta alcanzar la masa crítica necesaria para la prensa popular de masas). Esto último explica también que, a diferencia de la nórdica, la ciudadanía mediterránea se informe tres veces más (cinco en el caso griego) por los telediarios que por la prensa diaria. En cuanto a la tasa de masculinización de la lectura de diarios, es nula en los países nórdicos y muy elevada (del 70% al 150%) en los mediterráneos.

			De tales cifras se desprende que la prensa escrita ha sido fundamental para informar a la ciudadanía en las democracias germánicas y atlánticas, pero claramente secundaria o incluso insignificante para las mediterráneas. Lo cual explica muy bien las grandes variaciones que diferencian al resto de características (cuadro 6.3). En cuanto a la profesionalización periodística, está completamente institucionalizada en los países del centro y norte de Europa, con plena garantía legal de la independencia del periodista tanto respecto a su medio empresarial como respecto al poder político. También el periodista anglosajón tiene protegida su independencia profesional, aunque no tanto por las leyes como por la defensa sindical o colegiada. Mientras que no existe apenas independencia periodística en la prensa mediterránea, pues predomina el intrusismo externo y las presiones ineludibles tanto del poder político como de la dirección empresarial.

			Respecto al alineamiento político de los medios informativos, es máximo en el modelo mediterráneo, que está completamente politizado, y mucho menor en el atlántico, relativamente imparcial en términos comparados, ocupando el continental y nórdico una posición intermedia. Pero Hallin y Mancini señalan que ese alineamiento político no se practica en detrimento del pluralismo informativo, y para explicitarlo, introducen una diferencia conceptual entre dos clases de pluralismo: el «externo», que se da entre unos medios y otros de opuesto signo ideológico, y el «interno», que aparece en el interior de cada medio. Así, la prensa atlántica (o anglosajona) resulta relativamente imparcial porque practica el pluralismo interno en cada medio informativo, que acoge en sus páginas opiniones de diversos signos ideológicos. Mientras que la prensa continental (del centro y norte de Europa) practica el pluralismo externo, de modo que existen tantos medios informativos internamente homogéneos como posiciones ideológicas haya en la sociedad civil, en lo que podría llamarse «pilarización» (verzuiling) mediática de la prensa.

			Esto mismo es lo que podría parecer que sucede en los medios del modelo mediterráneo, pero en realidad no hay tal, pues su grado de partidismo informativo es mucho más pernicioso y tergiversador que el que pueda darse en la prensa corporativa del norte de Europa. Aunque esté políticamente alineada, esta última sigue anteponiendo el respeto por la verdad de los hechos informativos a la expresión de sus preferencias ideológicas; es decir, que prioriza las news (las noticias, los hechos) por encima de las views (las opiniones, las interpretaciones de los hechos). En cambio, la prensa mediterránea está tan sectariamente politizada que no duda en tergiversar la verdad de los hechos con tal de imponer sus interpretaciones ideológicamente más sesgadas. Practica el dictum «no dejes que la realidad te estropee un buen titular», entendiendo por tal el encuadre (frame) más favorable a los intereses del partido político patrocinado por cada medio: es decir, antepone las propias views en detrimento de las news. Y ello lo hace con «patriotismo de partido», pues en este modelo la prensa no es imparcial ni independiente, sino que está encuadrada y empotrada (embedded) en la guerra de trincheras que divide y polariza tanto a los partidos políticos como a los medios informativos (Gil Calvo, 2002 y 2019a).

			Finalmente, Hallin y Mancini abordan como última característica de los sistemas mediáticos el papel que desempeña el Estado (el gobierno, en realidad) respecto a los medios. El intervencionismo estatal o intrusión del gobierno en el campo mediático es mínimo en el modelo liberal que practica el laissez faire, laissez passer, con lo que la prensa de calidad ha sido sustituida por una televisión espectacular adicta al «infotainment» del reality show político. Moderado en el modelo continental corporativo, que se limita a distribuir con imparcialidad subvenciones públicas destinadas a garantizar y proteger la independencia periodística y las libertades de expresión e información. Y extremado en el modelo mediterráneo, que con maniobras indirectas (como las presiones informales y los «fondos de reptiles», o publicidad gubernamental selectiva que favorece a determinados medios en perjuicio de los otros) pretende continuar los viejos métodos autoritarios del pasado, cuando existía «censura de prensa» y una sola RTV oficial, después privatizada con una «desregulación salvaje» que ha creado grupos privados de medios semioficiales como los que son propiedad del cavaliere Berlusconi. Así se explica la extrema desconfianza pública y privada que reina en las democracias mediterráneas.

			Como corolario de su investigación, Hallin y Mancini plantean su sospecha de que las fronteras entre los tres modelos se estarían difuminando en favor de una creciente convergencia hacia el predominio de un único modelo, identificado con el comercial anglosajón (o atlántico liberal). Pero ¿de verdad estamos asistiendo a la «americanización» de los sistemas mediáticos? ¿No será más cierto el proceso opuesto de convergencia hacia el predominio del modelo de pluralismo polarizado? Desde que Barack Obama ganó sus primeras elecciones en 2008, EE UU se ha ido polarizando cada vez más, a impulsos del populismo mediático practicado primero por el Tea Party y después por la cadena Fox News que llevó a Trump al poder. Ahora mismo, el sistema de medios que rige en EE UU se corresponde mucho más con el modelo pluralista polarizado de Hallin y Mancini que con el liberal que le era propio. Pero no sólo EE UU, también las demás democracias occidentales están hoy igualmente sometidas al marketing electoral del nacional populismo que ha fracturado el sistema de partidos (Gil Calvo, 2016). Y esa creciente convergencia hacia el pluralismo polarizado se ha visto reforzada tras el declive de la prensa escrita en beneficio de las redes digitales, que han agudizado la polarización agravando todavía más la desconfianza ciudadana hacia la democracia (Sunstein, 2010 y 2017).

			1.5. Las identidades culturales

			Además de atribuirse al efecto de los medios informativos, otra explicación convencional de las diferencias entre unas y otras democracias es atribuirlas al efecto de su respectiva y singular identidad cultural. Esta interpretación, que podemos llamar culturalista o influida por el determinismo cultural, tiene un largo y amplio respaldo en la historia de las ciencias sociales, remontándose por lo menos al más influyente de sus padres fundadores, Max Weber, con su extensa investigación sobre la ética económica de las diferentes religiones, cuya más conocida muestra fue su célebre obra sobre la ética protestante (el ascetismo intramundano) como motor espiritual del capitalismo. Y en esta misma línea se manifestó el gran Stein Rokkan (2017), cuya perspectiva culturalista, fuertemente weberiana, ya se tuvo ocasión de comentar aquí en el primer capítulo introductorio.

			Esta es también la línea que se va a seguir ahora, en dos direcciones distintas. Una de ellas trata de localizar identidades culturales propias, distintas para cada democracia singular (el genius loci o espíritu del lugar), que dejo para la próxima y última sección. Y la otra aborda las especificidades que distinguen a cada área cultural en comparación a las demás, clasificando así a las democracias en diferentes familias políticas. Es lo que comentaré a partir de aquí recurriendo a tres autores recientes: Huntington (1997), Hofstede (1999) e Inglehart (y Welzel, 2006; y Carballo, 2008). Y dejo para después a Emmanuel Todd (1995), que aborda la misma cuestión con otro enfoque más original.

			El libro de Huntington, El choque de civilizaciones, alcanzó gran notoriedad porque se planteó como reacción crítica de respuesta polémica al previo manifiesto de Francis Fukuyama (1992) sobre El fin de la historia, que se había presentado como certificación de la victoria definitiva del liberalismo occidental sobre sus últimas alternativas políticas y económicas, tras eliminar primero al totalitarismo fascista en 1945 y después al soviético en 1989. Y frente a ello, Huntington (1997) postulaba que, tras el fin de la guerra fría contra el bloque comunista, lo único que cambiaba era la causa de conflicto del enfrentamiento geoestratégico, que a partir de entonces dejaría de ser ideológico y político-económico para comenzar a plantearse en términos culturales o «civilizatorios». Una profecía que se reveló acertada y clarividente cuando, ocho años después del artículo original en que presentó su argumento, el doble atentado islamista de 2001 contra las Torres Gemelas en Nueva York y el Pentágono en Washington pareció darle toda la razón por la vía de los hechos consumados, ya que la agresión se interpretó como otro Pearl Harbor que iniciaba una nueva guerra religiosa del Islam contra Occidente a escala global.

			Sin embargo, más allá de esta sesgada lectura islamófoba, la obra significaba también un giro en el pensamiento geopolítico, que dejó de centrarse en factores económicos y políticos, exclusivamente, como las guerras por los recursos o el poder a escala planetaria, para fijar su interés en el conflicto cultural entendido como factor causal (o variable independiente). Y es en este campo, el del determinismo cultural, donde la obra de Huntington (1997) ha tenido más profunda influencia, lo que explica que recurramos aquí a ella. Pues en efecto, la obra se inicia partiendo de un enfoque explícitamente weberiano que lleva a su autor a identificar las áreas culturales o «civilizatorias», potencialmente enfrentadas en conflicto geoestratégico, con las grandes religiones políticamente institucionalizadas. De ahí que Huntington (1997, mapa 1.3, pp. 28-29) establezca una relación de nueve «civilizaciones» complejas que incluyen varias «culturas» subordinadas.

			1: Occidental, es decir, cristiana, con dos variantes, «Europea» y «Norteamericana» (que incluye Australia y Nueva Zelanda). 2: Latinoamericana (que incluye a México, Centroamérica y el Caribe), desgajada de la anterior por su hibridación criolla con las culturas indígenas. 3: Africana (es decir, «Subsahariana»), en proceso de formación bajo el liderazgo de Sudáfrica. 4: Islámica, con diversas variantes culturales: «Árabe», «Turca», «Persa», «Malaya», etc. (habría que añadir «Magrebí», «Egipcia», «Pakistaní», «Afgana», etc., así como las antiguas repúblicas soviéticas de confesión musulmana). 5: Sínica (o «China»), con dos culturas subordinadas: «Coreana» y «Vietnamita». 6: Hindú (mejor «Indostánica»), que incluye otras subordinadas como la «Cingalesa», la «Nepalí», etc. 7: Ortodoxa, encabezada por la cultura «Rusa», que incluye a otras subordinadas de Europa oriental, pero que excluye la «Griega». 8: Budista, compuesta por las culturas «Tibetana», «Mongólica», «Birmana», «Tailandesa», «Camboyana» y «Laosiana». Y 9: Japonesa, históricamente desgajada de la «Sínica». Queda fuera de la lista la civilización «Judía», con la cultura «Israelí» o «Sionista» en cabeza y variantes subordinadas como las diversas culturas de la Diáspora, que Huntington no sabe cómo clasificar (ibidem, pp. 50-54).

			Las propuestas de Huntington no van mucho más allá, sin que sepamos cómo definir y mucho menos diferenciar cada una de estas unidades culturales o «civilizatorias». A pesar de lo cual, esta relación sigue siendo citada y reutilizada en multitud de obras, como podremos ver en seguida en el célebre «Mapa cultural del mundo» propuesto por Inglehart. Pero allí donde Huntington no llega, sí lo hacen otros autores que proponen definir mejor los parámetros o atributos culturales que definen a cada unidad política. Y entre ellos citaré al holandés Geert Hofstede (1999), en un estudio comparado sobre la cultura administrativa de cada país, mucho menos conocido que la famosa obra de aquél, pero de gran interés para los especialistas, pues en lugar de clasificar la lista o mapa de unidades culturales prefirió centrarse en comparar sus dimensiones valorativas para diferenciarlas entre sí. Para ello tomó cinco variables-pauta inspiradas en el modelo de Parsons (1999), todas ellas polarizadas por la tensión entre dos extremos opuestos, que permiten diferenciar comparativamente las culturas nacionales de cada país.

			Las cinco variables-pauta de Parsons (1999, p. 72) eran las siguientes: 1), el dilema entre afectividad frente a neutralidad afectiva; 2), el dilema entre interés privado (auto-orientación) frente a interés colectivo (orientación comunitaria); 3), el dilema entre universalismo frente a particularismo (que ya vimos respecto a la confianza o «capital social»); 4), el dilema entre adquisición (por méritos) frente a adscripción (por atribución) de los status; y 5), el dilema entre especificidad (concreta) frente a difusividad (genérica). Y las otras que en su lugar propuso Hofstede (1999, pp. 43-50), por ser mucho más operativas y evaluables, eran éstas: 1), el dilema entre jerarquía (elitismo) frente a igualdad; 2), el dilema entre individualismo frente a colectivismo (idéntico a la segunda variable parsoniana); 3), el dilema entre masculinidad frente a igualdad de género; 4), el dilema entre fatalismo (aceptación del riesgo) frente a control de riesgos (busca de seguridad); y 5), el dilema entre orientación a largo plazo frente a orientación a corto plazo.

			En la siguiente tabla 6.8 se ofrece un resumen de tres de los cinco indicadores, específicamente construidos por Hofstede (1999) para cada una de las dimensiones culturales que acaban de citarse, que aplicó a una amplia muestra de culturas nacionales. Se excluyen los dos últimos indicadores (de control de incertidumbre y de orientación a largo plazo) porque sus datos resultan ambiguos o están incompletos. Y los que sí aparecen son el IDJ o Índice de Distancia Jerárquica (ibidem, p. 64), el II o Índice de Individualismo (p. 105), y el MAS o Índice de Masculinidad (p. 151). Es de señalar que, al estar obtenidos mediante encuesta de opinión, dichos índices no miden el grado objetivo de igualdad social, de comportamiento gregario o de igualdad de género en la estructura de la sociedad, sino cuáles son las expectativas culturales de los encuestados sobre la desigualdad en el acceso al poder y su distribución social (IDJ), si esperan que la gente se valga por sí sola o recurra mejor al apoyo de su entorno comunitario (II), y si asumen que se asigne a los hombres el acceso a los puestos que exijan ambición, competitividad y capacidad de ascenso y superación (MAS). Adviértase además que, en la tabla 6.8, los índices IDJ y MAS (no así el II) se exponen en orden inverso (creciente) para visualizar mejor la preferencia cultural por el igualitarismo y la igualdad de género.

			Tabla 6.8

			Dimensiones de la cultura nacional, según Hofstede
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							Índice II:

							Individualismo
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							Dinamarca

						
							
							18

						
							
							EE UU

						
							
							91

						
							
							Suecia

						
							
							5

						
					

					
							
							N. Zelanda

						
							
							22

						
							
							Australia

						
							
							90

						
							
							Noruega
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							Irlanda

						
							
							28

						
							
							R. Unido
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			Fuente: Adaptado de Hofstede, 1999, pp. 64, 105 y 151.

			Como se ve, el índice de elitismo (IDJ) sitúa a los países nórdicos como los más favorables a la igualación de los estatus; a continuación aparecen los continentales y anglosajones; y, por último, los latinos y mediterráneos, con Francia como la cultura más jerárquica de todas. En cuanto al índice de individualismo (II), figuran ante todo los países anglosajones, con los competitivos EE UU en cabeza, después les siguen los continentales y nórdicos y, por último, los meridionales, con Grecia y Portugal como más colectivistas. Y respecto a las relaciones jerárquicas en función del género, vuelven a quedar claramente destacados los feministas países nórdicos, mientras figuran en la cola los anglosajones, con Alemania entre ellos, y Suiza e Italia como los más masculinistas.

			A partir de aquí, Hofstede podría haber procedido a caracterizar la singularidad de cada cultura nacional definida en función de las peculiaridades valorativas cifradas por sus cinco indicadores, lo que le hubiera permitido distinguirlas unas de otras y compararlas entre sí hasta lograr un repertorio de culturas alternativo al de Huntington. Pero no lo hizo así, y tampoco parece pertinente tratar de hacerlo en su lugar. Con lo que tenemos dos métodos inconexos de abordar el determinismo cultural: o se procede a elaborar listas de culturas distintas, a la manera de Huntington, o se analizan indicadores culturales que permitan diferenciarlas, como las dimensiones valorativas de Hofstede, herederas de las variables-pauta parsonianas. Pero ¿no podríamos aunar ambos métodos?

			Eso es lo que ha venido haciendo Ronald Inglehart desde hace algún tiempo, al frente del equipo de colaboradores que le ayudan a procesar las sucesivas oleadas de la Encuesta Mundial de Valores (World Value Survey: WVS). Y de la ingente cantidad de datos aportados en sus publicaciones, es preciso destacar sus célebres «mapas culturales» donde sitúa cada una de las sociedades encuestadas en un despacio bidimensional donde se cruzan las dos variables-pauta más significativas (análogas a las vistas en Parsons y Hofstede) que para él definen el cambio social contemporáneo: la contraposición entre los valores tradicionales frente a los legal-racionales, definitorios de la modernización, y la que opone a los valores materiales dominados por la lógica instrumental de la escasez y la supervivencia, típicos de la sociedad industrial de masas, frente a los valores post-materiales presididos por la lógica expresiva de la participación y la individualización, típicos de la sociedad de la información (Inglehart, 2001, pp. 88-113).

			Pues bien, tras situar a los 43 países encuestados en ese espacio bidimensional, su respectiva localización relativa permitió agruparlos en ocho áreas culturales que coincidían aproximadamente con las de Huntington antes citadas (ibidem, pp. 122-130; el mapa cultural en cuanto tal aparece como figura 3.5 en la página 123). Posteriormente, Inglehart construiría nuevas versiones de su mapa cultural para las sucesivas oleadas de la Encuesta Mundial de Valores, que al extender a 80 el número de países encuestados permitiría ampliar a nueve la lista de áreas culturales, haciéndolas coincidir mejor con las postuladas por Huntington (Inglehart y Welzel, 2006, p. 87; e Inglehart y Carballo, 2008, p. 35).

			Véase la comparación de los mapas culturales correspondientes a 1990 y 2006 que se reproducen en la figura 6.2 situada en la página adyacente, cuya interpretación explica Inglehart de la siguiente forma. «El eje vertical de nuestro mapa cultural refleja la polarización entre la autoridad tradicional y la autoridad secular-racional vinculada al proceso de industrialización. El eje horizontal refleja la polarización entre los valores de la supervivencia y los de la autoexpresión vinculada al surgimiento de la sociedad posindustrial. En esta figura, las líneas divisorias entre los grupos de países se trazan utilizando de guía las zonas culturales de Huntington» (Inglehart y Welzel, 2006, p. 86).

			Pero como podemos ver en la figura 6.2, la correspondencia entre las áreas culturales de ambos autores no es exacta. Allí donde Huntington postulaba Occidente como una sola «civilización» compuesta de dos «culturas», europea y norteamericana, Inglehart distingue tres zonas culturales distintas: Europa Protestante, situada en el cuadrante superior derecho con máximas puntuaciones en valores de autoexpresión y secular-racionales, con Suecia y los países nórdicos en el vértice extremo; Europa católica, situada en el centro de la mitad superior, con las mismas puntuaciones que los europeos protestantes en valores secular-racionales pero valores más equilibrados entre la supervivencia (europeos católicos meridionales) y la autoexpresión (católicos centroeuropeos); y Angloparlantes, situados en el cuadrante inferior derecho, con valores moderadamente tradicionales en el eje vertical y valores marcadamente individualistas en el eje horizontal.

			Figura 6.2

			Mapas culturales de Inglehart, 1990 y 2006

			[image: ]

			Notas: la ubicación de 43 sociedades sondeadas en las encuestas de valores de 1990-1992 respecto a dos dimensiones claves de variación transcultural. Las escalas en cada eje indican la calificación media de factores (mean factor score) de cada país en esa dimensión.

			Fuente: adaptado de Inglehart y Carballo, 1997: 38.

			Figura 6.2

			(Continuación)

			[image: ]

			Nota: Datos de la Encuesta Mundial de Valores.

			Fuente: Inglehart y Carballo, 2008, pp. 25 y 35; disponible en: https://www.redalyc.org/pdf/115/11503102.pdf

			Así pues, del trabajo de Inglehart y colaboradores (2006 y 2008) se deduce que, contra lo sostenido por Huntington, las culturas de los países «occidentales» no son homogéneas (en tanto que «cristianas»), sino que están divididas por clivajes religiosos (entre protestantes y católicos) y geopolíticos (entre europeos y norteamericanos). Por otra parte, y esta vez de acuerdo con Huntington, se confirma que la zona cultural latinoamericana es distinta y autónoma respecto a las europeas y norteamericana (Inglehart y Carballo, 2008). Y también cabe concluir, por último, que las diferencias valorativas que separan a unas zonas culturales de otras se mantienen intactas y estables a lo largo del período estudiado, sin que esto impida que se acentúen con el paso del tiempo.

			1.6. Los sistemas familiares

			¿De dónde procede la causa remota de estas diferencias valorativas entre unas áreas culturales y otras? ¿Cuál es el factor, o complejo de factores, que explica mejor esta divergente diversidad cultural? La interpretación culturalista más frecuente, acogida a la autoridad de Weber, lo atribuye al pluralismo religioso iniciado tras la cristianización del Imperio romano en 313, después multiplicado por la irrupción del Islam en 711, el cisma de Oriente y Occidente en 1054 y la Reforma protestante de 1517, como divisorias más señeras de esta genealogía religiosa simplificada. Pero tal como vimos con ayuda de Rokkan en los primeros capítulos, esta diversidad religiosa se ajustó a las líneas fronterizas preexistentes de naturaleza tanto étnica como lingüística. Y, de hecho, por recurrir a la terminología de Huntington e Inglehart, la Europa protestante viene a coincidir con las áreas geopolíticas donde se asentaron los múltiples pueblos de habla germánica en sus tres variantes del norte (los actuales escandinavos), el este (los actuales anglosajones) y el sur (los flamencos y germanohablantes actuales), mientras que la Europa católica viene a coincidir aproximadamente con las poblaciones de idiomas romances.

			¿Quiere esto decir que la diversidad actual de culturas nacionales procede de la pluralidad lingüística, preexistente a la división de la cristiandad? No se puede sostener ninguna explicación causal de ese hecho, puesto que la ingente proliferación de lenguas locales que había en la Europa temprana fue sometida a un feroz proceso de «selección artificial», impulsado tanto por la conquista militar como por la dominación política que actuaron a todo lo largo del proceso histórico de estatalización, industrialización y modernización. Lo que habría de dar finalmente lugar a una severa limitación del número de lenguas vernáculas con capacidad de convertirse primero en «lenguas literarias» y después, ya en el siglo xix, en «lenguas nacionales», creadoras de «comunidades imaginadas» (Anderson, 1987; Burke, 2006; véase también Rokkan, 2017, pp. 173-196).

			Sin embargo, además del lingüístico, existe otro factor, tangencialmente demográfico, que precedió en varios siglos a la reforma protestante y ha sido propuesto como causa explicativa (en interacción con los demás factores étnicos y culturales) Me refiero a las diversas «formas de familia» que Emmanuel Todd (1995) rastreó en el pasado premoderno europeo y cuyas fronteras espaciales vienen a coincidir, aproximadamente, con las que posteriormente se fueron abriendo entre las confesiones religiosas, las ideologías políticas y las identidades nacionales. Una interpretación «familiogénica» del devenir europeo cuyo carácter polémico y un punto provocador ha impedido que obtuviese aceptación, pareciendo a fin de cuentas una originalidad interesante pero especulativa. Y, sin embargo…, se non è vera, è bene trovata: aunque no fuera cierta, merecería serlo.

			Su autor, un intelectual francés que se hizo célebre por predecir en 1976 la caída del imperio soviético (y más tarde del estadounidense), es también un demógrafo histórico formado en el Grupo de Cambridge de Historia de la Población fundado por Peter Laslett, quien dirigió su tesis doctoral. Otros antropólogos históricos del Reino Unido que le influyeron fueron Jack Goody (1986) y Alan Macfarlane (1993), de quienes tomó su interpretación del origen premoderno pero modernizador de la familia nuclear. En efecto, la sociología funcionalista de la familia sostenía que la premodernidad estaba dominada en todas partes por la «familia extensa», y que sólo tras la industrialización, la urbanización y la modernización pudo surgir la «familia nuclear». Pues bien, los demógrafos históricos británicos demostraron que no fue así, pues en suelo británico preexistía, al menos desde la Carta Magna (1215), la familia nuclear como forma dominante, creadora del tradicional individualismo inglés (Macfarlane, 1993).

			Y todavía más, Goody (1986) demostró que esa forma premoderna de familia fue una creación estratégica de la iglesia cristiana, cuya exigencia del consentimiento personal para el matrimonio por amor entre libres e iguales permitió romper los lazos patriarcales de las redes familiares que pactaban matrimonios de interés contra la voluntad de los contrayentes, forzando a las viudas a casarse con sus cuñados. Y esa estrategia eclesiástica de oponerse al matrimonio por interés no sólo generó la familia nuclear del matrimonio por amor (síndrome de Romeo y Julieta), sino que facilitó el control de la natalidad (favoreciendo así el crecimiento maltusiano de la renta) por el alto celibato femenino que generó, lo que además sirvió a la Iglesia para convertirse en la primera propietaria de tierras, tras acumular la herencia de las solteras y viudas que morían sin descendencia. Lo que sería causa indirecta de la Reforma protestante, que desamortizó los dominios territoriales de la iglesia creando así la gentry británica.

			En este punto es donde E. Todd (1995) retoma el argumento para postular que no es privativo del Reino Unido pues también se aplica al resto del continente, caracterizado por la invención del «modelo europeo de matrimonio», cuya presencia primordial desde al menos la baja Edad Media y persistencia presente rastrea y registra en el conjunto del territorio (aunque su investigación prescinde de los grandes núcleos urbanos cuya mezcla heterogénea impide reconocer el predominio de un tipo u otro de familia). Pero con una extraordinaria variedad de formas en función de cómo sean las relaciones de sucesión entre padres, hijos y hermanos. Así surgen cuatro tipos ideales tras cruzar dos variables relativas al dominio de la propiedad de bienes raíces: de un lado, las relaciones autoritarias (dependencia) o liberales (emancipación) entre progenitores y descendientes; y del otro, las relaciones de igualdad o desigualdad en el reparto de la herencia entre hermanos. Es el esquema reproducido en el cuadro 6.4:

			Cuadro 6.4

			Los cuatro tipos de familia, según Todd
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			Fuente: Adaptado de Todd, 1995, p. 41.

			Esta tipología procede de la tradicional distinción entre la familia «extensa» o plurinuclear, en la que conviven varios núcleos conyugales vinculados por relaciones de descendencia (el patriarca, sus hijos, hermanos, sobrinos, nietos y demás parentela conviviente…), supuestamente premoderna según la errónea creencia difundida por la sociología funcionalista; y la familia «nuclear» (un solo núcleo conyugal emancipado de sus progenitores con su descendencia menor de edad), también llamada «parsoniana» en honor del sociólogo que la teorizó (Parsons, 1999), considerándola típica de la sociedad urbana industrializada como supuesto efecto del proceso de modernización. Y Todd mantiene esta distinción entre familia extensa y nuclear incluso en la premodernidad, pero en su clasificación cada uno de ambos modelos se divide en dos subtipos según cómo se produzca el reparto de la herencia paterna entre los hermanos.

			Así, la familia extensa es aquella en que los hijos siguen dependiendo del patriarca (o de su viuda) y conviviendo con él tras casarse, así como los demás descendientes que dependían de él, pero que se bifurca en dos modalidades. De una parte, la familia troncal (dinástica o «de linaje»), en la que un solo hijo o hija, el primogénito por lo general, hereda el estatus patriarcal titular del patrimonio, quedando sus hermanos subordinados a él como solteros o debiendo emigrar para buscarse la vida en la gran ciudad (como asalariados, profesionales o emprendedores), o en las colonias, la milicia o el sacerdocio. Y por la otra la familia comunitaria, donde todos los hijos y sus descendientes permanecen como buenos hermanos subordinados al patriarca tras casarse, dependiendo en común por igual del patrimonio familiar compartido (Todd, 1995, pp. 37-73).

			Y también la familia nuclear, que es muy anterior a la primera modernidad temprana, presenta otras dos variedades, cuyo común denominador es que en ambos casos los hijos deben abandonar el hogar de sus progenitores tras emanciparse para fundar su propia familia en un nuevo hogar. Pero en la modalidad absoluta (que cabe llamar diferencial o individualista), cada hijo debe buscarse la vida poniéndose a trabajar por cuenta propia o ajena hasta poder casarse sin que le asista derecho a recibir ayuda de sus hermanos ni de sus padres, que pueden repartir o enajenar la herencia como mejor les parezca, según el modelo británico (Macfarlane, 1993, al que cita Todd). Mientras que en la modalidad igualitaria (que también podría llamarse fraternal o latina), los hijos se emancipan en condiciones de igualdad, sabiéndose con derecho legítimo a recibir ayuda paritaria de sus padres y hermanos, entre quienes se reparte la herencia de aquéllos a partes iguales.

			Cada uno de estos cuatro tipos ideales, que aparecen mezclados en la práctica, predomina característicamente en diferentes regiones del espacio europeo, tal como figura en el mapa de la figura 6.3. Así, el tipo nuclear absoluto procede de los países ribereños del Mar del Norte (territorio vikingo) donde surgió la doble revolución parlamentaria y capitalista: Inglaterra, Países Bajos, norte de Dinamarca y sur de Noruega. El tipo nuclear igualitario es el dominante en la cuenca del Sena que rodea a la región parisina (l’Île-de-France), núcleo irradiador de la Revolución Francesa. Pero también es característico del centro y sur de la España liberal (los reinos de León y Castilla con su expansión meridional tras la Reconquista), así como de la Italia del noroeste cuna del Risorgimento (Liguria, Piamonte, Lombardía), del Lazio y del Mezzogiorno italianos.

			La familia troncal es prototípica de las áreas germano hablantes como Alemania y Escandinavia, así como del sur de Francia (Aquitania, Auvernia y Occitania) y de todo el territorio foral del norte español que protagonizó las Guerras Carlistas y hoy es proclive al nacionalismo secesionista: Galicia, País Vasco, Navarra, Aragón y Cataluña. Y la familia comunitaria es predominante en el Este eslavo de Europa, en los Balcanes ex-yugoslavos y en el centro-norte de Italia que entusiasmó como vimos a Putnam (2012) por su «capital social» creador de prosperidad y civismo: Toscana, el Véneto, Emilia-Romaña, Umbría y las Marcas. Así como en el suroeste de la Península Ibérica donde sobreviven residuos arábigo-andaluces del pasado musulmán (la cuna del cante jondo), pues el sistema familiar islámico es también de tipo «comunitario», aunque no exogámico como el europeo sino endogámico, ya que prescribe el matrimonio con la hija del hermano del padre, o prima paralela patrilineal (Courbage y Todd, 2009, p. 51).

			Figura 6.3

			Mapa familiar de Europa occidental, según Todd
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			Fuente: Adaptado de Todd, 1995, p. 51.

			Pero Todd no se limitó a distribuir sus cuatro sistemas familiares sobre el territorio europeo, sino que además dedujo de su respectivo predominio local la cuna originaria de cada una de las revoluciones culturales que habrían de generar el llamado «milagro europeo». Todo ello por la afinidad antropológica entre la ética familiar de cada tipo y el contenido filosófico-moral de dichas revoluciones modernas. Así, la Reforma luterana, con su responsabilidad personal y su respeto por la autoridad, se originó y asentó en las regiones alemanas y escandinavas con predominio de familia troncal; la calvinista, con su busca predestinada de éxito individual, lo hizo en las áreas británica y flamenca o neerlandesa con predominio de la familia nuclear absoluta (Todd, 1995, pp. 103-138); la contrarreforma católica se asentó en las áreas con predominio de la familia nuclear igualitaria; y las iglesias ortodoxas arraigaron en las áreas de familia comunitaria. La revolución de la lectura (bíblica), con la temprana alfabetización a que dio lugar, se concentró en las áreas de familia troncal, dado el mandamiento de Lutero de que cada padre fuera el sacerdote de su familia dirigiendo la práctica religiosa de leer en común la Biblia en lengua vernácula; de lo que se encargaron en la protofeminista Suecia las madres de familia, logrando ya en el siglo xvii la primera alfabetización masiva (ibidem, pp. 139-152). Y el primer control de la natalidad se inició en la Francia de la familia nuclear igualitaria para reducir el número de hermanos entre los que repartir la tierra (ibidem, pp. 193-206).

			En cuanto a los efectos sociales y políticos de los tipos familiares, la revolución capitalista en la calvinista Holanda y la revolución industrial en la puritana Inglaterra, con su temprana defensa de las libertades individuales que dio lugar a la invención del parlamentarismo, fueron facilitadas por el individualismo radical de su modelo de familia nuclear absoluta (ibidem, pp. 371-435). Por su parte, la familia nuclear igualitaria dio lugar a la revolución francesa, al liberalismo español y más adelante al anarquismo revolucionario generado por la secularización del catolicismo (ibidem, pp. 207-250). Igualmente, la implantación del nacionalismo autoritario en Alemania, y de la socialdemocracia del corporatismo afín al orden capitalista en los países nórdicos, surgieron como ideologías derivadas del respeto luterano por la ley paterna inducido por la familia troncal (ibidem, pp. 251 ss.). Y el predominio de un fuerte partido comunista en Rusia o en la Italia central (Toscana, Umbría, Emilia-Romaña) también se produjo por afinidad antropológica con la familia comunitaria (ibidem, pp. 333 ss.). Lo mismo que sucedió con el surgimiento de pulsiones secesionistas en los territorios españoles de familia troncal que iniciaron las guerras carlistas antiliberales en defensa de sus privilegios forales reacios a redistribuir igualitariamente la fiscalidad territorial (Canal, 1997, que cita a Todd). Todo ello de acuerdo al esquema que aparece reproducido en el cuadro 6.5:

			Cuadro 6.5
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			Fuente: Adaptado de Todd, 1995, p. 436.

			En efecto, según el célebre lingüista George Lakoff (2007), la capacidad de persuasión de las ideologías depende de la adecuación cognitiva de sus marcos mentales (frames) con las relaciones familiares, ya que la familia es la mejor metáfora de la comunidad política: por eso la paternidad representa el poder y la fraternidad el compromiso cívico. Pues bien, algo análogo planteó Todd (1995, pp. 197-439), al entender que el contenido de las ideologías, en tanto que religiones políticas secularizadas, depende de la estructura mental de las relaciones familiares interiorizadas con la socialización primaria.

			Así, el liberalismo anglosajón es afín a la familia nuclear absoluta, con sus dos versiones derivadas a izquierda y derecha, el laborismo fabiano y el conservadurismo burkeano; y su expresión nacionalista es el espléndido aislamiento común a UK y EE UU, como se ha visto con el Brexit y Trump. En cuanto a la familia nuclear igualitaria, su expresión política perfecta es la sagrada trinidad de la revolución francesa (liberté, égalité, fraternité), que se traduce por el socialismo en la izquierda y por el republicanismo jacobino en la derecha, siendo su expresión nacionalista el bonapartismo: «militarismo liberal» en expresión de Todd, fuente original del gaullismo; o el franquismo nacional-católico en versión castellana. De la familia troncal germánica ya hemos citado el respeto por la autoridad (paterna), pero hay que añadir el aprecio por la jerarquía (de edades) que se deriva de la primacía del primogénito y la prelación de los hermanos mayores sobre los menores: lo que da lugar políticamente al neocorporatismo y la democracia de partidos en su doble versión socialdemócrata a la izquierda y democristiana a la derecha, estando representado el nacionalismo por el patriotismo völkisch o étnico del nazismo. Y la familia comunitaria toscana o eslava se traduce en comunismo a la izquierda y populismo a la derecha, siendo el fascismo su expresión ultra nacionalista.

			Como he dicho antes, este modelo explicativo propuesto por Todd, basado en la cultura diferencial que se deriva de las distintas formas de antropología familiar procedentes del pasado remoto, no ha alcanzado demasiado reconocimiento académico, excepción hecha de ciertos autores con curiosidad intelectual que se sienten atraídos por las especulaciones heterodoxas. Ya he citado al historiador Jordi Canal (1997), que deduce la persistencia del conflicto territorial español entre foralistas periféricos y jacobinos centralistas de la oposición entre las dos formas del derecho civil sucesorio basadas en la familia troncal (primogenitura) o la igualitaria (reparto común entre hermanos). Pero también debe citarse al influyente sociólogo Ignacio Sánchez-Cuenca (2019 y 2021, pp. 252-267), quien explica la aparición, o no, del terrorismo revolucionario en la Europa de los setenta por la persistencia de una «cultura remota» basada en el familismo comunitarista o el individualismo liberal que deduce de los tipos de familia de Todd.

			Según su interpretación, en aquellos países con formas de familia comunitarias y nuclear-igualitarias contrarias al individualismo heredadas del pasado, como España e Italia, se produjeron desde el siglo xix fuertes resistencias al desarrollo modernizador del capitalismo industrial y la democracia liberal, que dieron lugar al terrorismo anarquista primero y a la guerrilla urbana izquierdista un siglo después: Brigadas Rojas en Italia, RAF en Alemania, GRAPO y FRAP en España (al margen del IRA y ETA que Sánchez-Cuenca deja fuera de su análisis por tratarse de conflictividad no de clase sino secesionista). Mientras que en aquellos otros países con formas de familia de tipo troncal y nuclear-absoluta proclives al individualismo, como Reino Unido, Países Bajos, Escandinavia o la Alemania luterana, no hubo resistencia popular contra el desarrollo capitalista ni la democracia liberal, así como tampoco apareció violencia terrorista (ibidem).

			La razón de esta diferente trayectoria histórica estriba en que, allí donde predominan los sistemas familiares igualitarios, los activistas radicales de izquierda se sienten desafiados y a la vez estimulados por sus grupos de pares o iguales, que actúan como redes masculinas de complicidad y encubrimiento, para que caigan en la práctica de la violencia política con frecuente reincidencia y relativa impunidad. Mientras que bajo los sistemas familiares individualistas esto no ocurre así, pues los jóvenes se emancipan pronto de sus redes de parentesco sin dejarse afectar por la presión social de sus grupos de pares o iguales, lo que les ahorra el contagio de la violencia política (ibidem). Una modélica aplicación del método comparativo basado en la path dependency que permite explicar las diferencias actuales del comportamiento político entre distintos países a partir de la influencia de la «cultura remota» procedente del pasado histórico.

			1.7. Democracias multiculturales

			Como hemos visto, en su investigación empírica Todd se vio obligado a prescindir de las capitales urbanas de medio y gran tamaño, donde las formas familiares aparecen heterogéneamente mezcladas. Tanto más, cuanto el crecimiento de la inmigración (Livi Bacci, 2012, pp. 92-135) ha multiplicado la diversidad de los sistemas familiares al combinar los europeos con la pluralidad extraeuropea, de tal modo que hoy las distintas democracias occidentales no se pueden considerar homogéneamente representantes de ningún tipo concreto de familia puesto que se caracterizan por el multiculturalismo y la hibridación cultural (Burke, 2010). Es verdad que la teoría de la «dependencia de la senda», sobre la que volveré, garantiza la continuidad e influencia presente de los marcos mentales derivados de los modelos familiares dominantes en el pasado remoto. Pero ello no obsta para que la fuerte presencia de diversas minorías culturales en las democracias occidentales plantee serios interrogantes sobre el destino futuro de sus culturas públicas.

			Esta creciente diversidad cultural ha realimentado la xenofobia racista del populismo ultraderechista que alerta contra la amenaza del llamado «gran reemplazo»: título francés de un oscuro intelectual, Renaud Camus, que fue utilizado para justificar sus masacres genocidas por supremacistas blancos como el noruego Anders Breivik en 2011 o el neozelandés Brenton Tarrant en 2019, y que hoy es reivindicado por la estrella ascendente del ultranacionalismo galo, Éric Zemmour. Una pretendida «gran sustitución» que alude a la futura deriva hacia el abismo que amenaza a las democracias occidentales, cuando supuestamente las culturas foráneas, con el islam político a la cabeza, fagociten a las culturas autóctonas hasta sofocarlas, disolverlas y sustituirlas por las suyas propias, quedando confundidas todas ellas juntas y revueltas en un discordante y cacofónico barullo que haría palidecer a la bíblica Torre de Babel. Pero no se trata sólo de la paranoia fascista de la extrema derecha, pues también muchas voces autorizadas del pensamiento social alertan contra los efectos disfuncionales del pluralismo cultural.

			En efecto, las actitudes académicas ante el multiculturalismo fluctúan entre dos polos opuestos que, parafraseando a Umberto Eco (1965), cabe denominar «apocalípticos» e «integradores». Entre los autores más contrarios al pluralismo cultural destaca, como era de esperar, el autor del Choque de civilizaciones (Huntington, 1997), que ocho años después volvía a insistir en la supuesta amenaza de las culturas exógenas para la identidad de los estadounidenses autóctonos en otro libro de amplia resonancia, ¿Quiénes somos? (Huntington, 2004), cuyos planteamientos xenófobos son la versión erudita de la teoría del «gran reemplazo» o la «gran sustitución». Aunque en su caso la presunta invasión apocalíptica de los nuevos bárbaros no procedería de Oriente (los islamistas) sino del Sur: los hispanos o latinos, que ya habrían colonizado culturalmente los estados de Florida, California y Nuevo México y se dispondrían a extenderse al resto de territorios expropiados a México en 1848, desplazando las propias señas de identidad nacional estadounidense prefijadas por la cultura wasp (blanca, anglosajona y protestante). También otro politólogo citado en estas páginas, Giovanni Sartori, publicó su propio panfleto catastrofista, La sociedad multiétnica (Sartori, 2001), en el que denunciaba los supuestos efectos perversos del pluralismo cultural emergente con argumentos académicos tales como la pérdida de los valores liberales (imperio de la ley, respeto a los derechos ajenos) consustanciales a la democracia. Y ya hemos visto que Robert Putnam alerta igualmente contra la erosión y pérdida del «capital social» que se deriva de la irrupción de grupos foráneos de inmigrantes y refugiados cuya diversidad cultural rompe las relaciones de confianza y reciprocidad (Putnam, 2007), argumento que posteriormente avaló el propio Anthony Giddens (2008).

			Pero también hay otros autores opuestos que, lejos de denunciar las disfuncionalidades del pluralismo cultural, por el contrario lo valoran en cuanto supone un crecimiento acumulativo del capital y la diversidad culturales (Gil Calvo, 2005). Es el caso de los filósofos liberales que defienden la «política del reconocimiento» de los derechos multiculturales oficialmente aplicada en Canadá, como Charles Taylor (1993) y Will Kymlicka (1996). Aunque quizá la más ecuánime argumentación favorable a la resolución de la conflictividad derivada del pluralismo cultural sea la de John Gray en su célebre texto «Modus vivendi» (Gray, 2001, pp. 123-169; reproducido en Gray, 2011, pp. 35-70), donde plantea la necesidad de acordar arreglos institucionales que intermedien entre las culturas en conflicto permitiendo su coexistencia pacífica. Como la exogamia (Lévi-Strauss, 1998; Glazer, 1999), que es la más arcaica institución inventada por el género humano para generar relaciones de confianza y reciprocidad entre grupos sociales alógenos.

			No obstante, como en la ingesta de sustancias psicotrópicas, todo es cuestión de dosis o grados. Quiero decir que la conflictividad planteada entre autóctonos e inmigrantes depende de la proporción relativa de los flujos de ingreso: un ritmo pausado resulta perfectamente asumible o incluso benéfico, mientras que un atracón súbito puede ser perjudicial y difícil de asimilar. De ahí que los autóctonos, e incluso los inmigrantes más antiguos, se resistan a aceptar a los recién llegados compartiendo con ellos unos bienes públicos que siempre resultan inevitablemente escasos (Collier, 2003).

			Este rechazo a los foráneos se debe sin duda al racismo xenófobo, pero también a la aplicación de una norma social, la de la antigüedad, que es tan importante o más que la norma de reciprocidad (en la que se funda la cooperación altruista pero también la rivalidad y la venganza). Los autóctonos se creen con mayor derecho que los foráneos porque ellos llegaron antes: es la norma de antigüedad basada en la «teoría de la cola» que, como señala el gran sociólogo noruego Jon Elster (1997), prohíbe saltarse, ceder o vender el puesto o el orden de acceso en toda fila o lista de espera. Y este mismo es el criterio que permite resolver los conflictos potenciales entre hermanos o entre funcionarios (militares, eclesiásticos o civiles) racionando el acceso a los cargos por orden de nacimiento, de escalafón o de antigüedad en el cargo.

			¿Cómo han resuelto las democracias occidentales el problema planteado por el incremento de su pluralista diversidad cultural? Por supuesto, eso depende de la magnitud del problema, dado que en este caso el tamaño importa, pues no es lo mismo integrar socialmente a un 3% de población alógena que a un 33%. Desgraciadamente, no se puede aportar aquí una relación de cifras comparables sobre esta cuestión, pues los datos de extranjeros, nacionalizados, inmigrantes y refugiados son demasiado heterogéneos entre sí, lo que aún se complica más al no poder distinguirse entre población foránea de primera, segunda o enésima generación. Pero en la práctica tampoco importa demasiado, pues lo que más cuenta no son las cifras objetivas sino la estimación percibida que se difunde a través de los medios informativos, que puede exagerar el problema hasta extremos alarmantes. Sobre todo cuando el presunto conflicto social es maniqueamente manipulado por el populismo xenófobo, como ha sucedido en todos aquellos países donde la extrema derecha populista ha crecido hasta transformar radicalmente el anterior sistema de partidos, como ha ocurrido en Francia, Alemania, los países nórdicos o los Países Bajos.

			Por eso conviene fijarse mejor en las políticas públicas que los diferentes gobiernos democráticos han implantado para tratar de integrar social, económica y culturalmente a sus bolsas urbanas de población alógena. En este sentido, una ilustrativa metáfora es la propuesta por Francisco Colom (2001), quien distingue tres modelos distintos de políticas integradoras a las que designa bajo los emblemas del espejo, el mosaico y el crisol. La metáfora del espejo alude a los sistemas políticos que proponen una identidad nacional integradora en cuya imagen común todas las demás identidades diversas puedan sentirse reflejadas, según el modelo francés de asimilación cultural basado en la Escuela Republicana. La metáfora del mosaico se refiere a una gestión de la complejidad étnica que intenta combinar integración y derecho a la diferencia, según el modelo multicultural canadiense basado en la política del reconocimiento antes citado. Y la metáfora del crisol expresa el ideal de aquella fusión de la heterogeneidad cultural capaz de alumbrar la eclosión de una nueva síntesis original, según el ejemplo del melting pot estadounidense (Glazer, 1999).

			Pero también podemos recurrir a la propuesta de Emmanuel Todd (1996), que deduce la política de integración multicultural según la simetría o asimetría de sus reglas sucesorias familiares, como se vio en el epígrafe anterior. En este sentido, distingue dos modalidades: sistemas universalistas o simétricos, que consideran a todos los miembros de la familia, y por extensión, a todos los miembros del género humano, como hermanos iguales entre sí; y sistemas diferencialistas o asimétricos que, al jerarquizar a los hermanos por su sexo y por su edad (es decir, según su «antigüedad» por orden de nacimiento) los diferencia sin considerarlos iguales entre sí.

			Francia, Italia, España o Portugal son universalistas en tanto que latinos y católicos (herederos de Roma), mientras que Inglaterra, Alemania, Cataluña o el País Vasco son sistemas diferencialistas en tanto que protestantes o al menos «troncales» (herederos de Atenas o Jesuralén). Pero Todd distingue a los sistemas de familia nuclear absoluta, como Inglaterra, que sólo considera a los hermanos como diferentes, frente a los sistemas de familia trocal, como Alemania, que además los considera desiguales. De donde se deduce, si lo aplicamos a la política de inmigración, que Francia y los demás países católicos plantean modelos de integración cultural de tipo universalista según la metáfora del espejo; los anglosajones adoptan modelos diferenciales que dan lugar al multiculturalismo de mosaico y crisol; y los germanos rehúyen la integración al no considerar a los alógenos como verdaderos conciudadanos iguales en derechos (Todd, 1996, pp. 21-40): de ahí el rechazo social a los migrantes foráneos expresado por el rampante ascenso de los partidos xenófobos anti inmigración o de los partidos nativistas y secesionistas.

			Sin embargo, confrontado con la realidad, este planteamiento no parece del todo verosímil, pues en la práctica cada país presenta comportamientos contradictorios. Es verdad que las democracias liberales anglosajonas tratan de defender el derecho a la diferencia protegiendo el multiculturalismo, de acuerdo a su pasado histórico como países de inmigración. Pero también la restringen mediante cuotas estrictas que privilegian a los más antiguos respecto a los recién llegados (el caso extremo es Australia), y tampoco hacen casi nada por evitar una evidente segregación discriminatoria debida a la desigualdad socioeconómica. En cuanto a EE UU, es verdad que se da una clara integración social mediante la exogamia de los matrimonios mixtos entre personas de orígenes culturales diferentes, confirmando así la utopía de la fusión en crisol. Pero ello sólo sucede con las identidades culturales europeas, asiáticas o incluso musulmanas, pero no con los nativos originarios ni con los descendientes de esclavos africanos, que nunca fueron inmigrantes (sino residentes originarios expropiados y trabajadores forzosos traficados) y que siguen discriminados y segregados en ghettos endogámicos, herederos de la «cultura de la plantación» segregacionista que sigue sobreviviendo tras su Guerra Civil (Glazer, 1999).

			Por lo que respecta al continente europeo, sus políticas integradoras fracasan en buena medida por su imposible universalismo, ya que el ascensor social de la enseñanza pública no consigue garantizar en absoluto la igualdad de oportunidades, con lo que sólo se logra la reproducción de la desigualdad y la discriminación, agravadas además por la existencia de redes privadas de enseñanza religiosa o concertada que realimentan la segregación, como ya vimos. Y con ello, el espejo europeo de la integración cultural amenaza con quebrarse, dejando un mosaico roto en mil pedazos. Aunque tampoco se debe generalizar, aplicando a cada país o grupo de países un modelo definido y acabado.

			Es posible que eso resultase plausible para los países nórdicos, los más coherentes por su mayoritaria adhesión a la luterana familia troncal. Pero en los casos francés, alemán y español, al menos, aparece una clara ambivalencia, a la vez universalista y diferenciadora, dicho a la manera de Todd. Y ello porque los tres cuentan con sistemas familiares duales: en el caso francés, la mitad norte es universalista (familia nuclear igualitaria), la mitad sur diferenciadora (familia troncal); en el caso español, ocurre al revés, el segmento nordeste se basa en la familia troncal (con mucha mayor presencia de escuela privada), el resto en la familia igualitaria; y en el caso alemán, la mitad nordeste es luterana (diferencialista), mientras la sudoeste es católica (universalizadora). Y semejante ambivalencia no parece lo más propicio para mantener la coherencia en materia de integración multicultural.

			En todo caso, lo más preocupante es que parece darse una paulatina convergencia en todo Occidente hacia una creciente discriminación de refugiados e inmigrantes, contra los que se erigen nuevas y cada vez más formidables barreras de entrada imitadas de Australia. Así se constató tras la crisis europea abierta en 2015, cuando acudieron a pedir asilo millones de refugiados por la guerra de Siria (Sanahuja, 2016). Es verdad que la canciller Merkel dio una lección de humanidad acogiendo a un millón en Alemania, lo que provocó en respuesta el auge del partido ultraderechista AfD. Pero ante el pánico xenófobo que afectó a la opinión pública europea, la UE sobornó a Turquía con 6.000 millones de euros para que aceptase retener dentro de sus fronteras a la mayor parte de los contingentes de refugiados a quienes se vetó el asilo en la fortaleza europea. Desde entonces, la agencia oficial europea Frontex erige un muro anti-inmigración coordinando el blindaje del Mediterráneo de Este a Oeste para impedir que lo atraviesen los refugiados procedentes de África y Oriente Medio. Pero muchos lo intentan, pereciendo ahogados al intentar cruzarlo por el mar Egeo, la isla de Lampedusa o el estrecho de Gibraltar.

			Y esta nueva política xenófoba ha pasado a ser oficial en toda Europa, como revela el anterior paraíso escandinavo que acogía a los prófugos del planeta expulsados por la miseria, la guerra o la dictadura, pero que ahora se ha convertido en una reserva xenófoba que veta la entrada a todos los refugiados, destacando la Dinamarca liderada por una primera ministra socialdemócrata que no ha dudado en imitar la política antimigratoria de Trump externalizando a Ruanda los centros de internamiento de solicitantes de asilo. Y a su vez la ministra de Interior del gobierno post-brexit de Boris Johnson se dispone a reforzar su política anti-inmigración combinando el modelo australiano de cuotas con el modelo danés externalizador de los refugiados. Con lo cual, la política de no-integración de migrantes y refugiados está llegando a ser el peor baldón de la democracia europea.

			2. ANÁLISIS DE CASOS: EL GENIUS LOCI

			Llega el momento de proceder al análisis cultural de las democracias más significativas de las analizadas aquí, comenzando por las tres democracias fundadoras, inglesa, estadounidense y francesa, que comparten los tres colores de sus banderas, para seguir después con las posteriores democracias alemana, italiana y española. Aquí se va a ofrecer un relato sintético de la cultura pública definitoria de cada uno de estos grandes países, a fin de que todas las familias geopolíticas estén representadas, a excepción de los países nórdicos por su menor tamaño. Para ello seguiré como guía interpretativa un ensayo de Alain Minc (2013) que trata de esbozar «el alma de las naciones» occidentales, que es otra forma de nombrar al genio del lugar. Lo que también podría entenderse como un retrato esquemático de su identidad política, o si se quiere, de su «ideología nacional», por utilizar la célebre expresión que acuñó Marx para definir la cultura pública específica de su país de origen, La ideología alemana (Marx y Engels, 1975), que para él residía en el «idealismo» (contrapuesto a su materialismo científico) de las clases ilustradas y las élites dirigentes alemanas. Pues bien, parafraseando al pensador de Tréveris, aquí se va a proponer un esbozo de la ideología pública que define a la ciudadanía británica, estadounidense, francesa, alemana, italiana y española. Unas ideologías adquiridas, reproducidas y transformadas a lo largo de las peripecias históricas por las que atravesaron sus respectivos países, que hoy siguen predisponiéndoles a conducirse de una forma determinada.

			Lo que también significa tratar de reconstruir la incomparabilidad de cada democracia singular. Hasta ahora hemos estado comparado las diversas características de los Estados y los regímenes democráticos occidentales, así como algunos de sus rasgos culturales. Y en todas las comparaciones nos hemos ido encontrando algunos parecidos, ciertas semejanzas y muchas diferencias, algunas de estas irreductibles. Pues bien, tras explorar la comparabilidad, ahora toca atender a la incomparabilidad. ¿Cuáles son las diferencias radicales que distinguen a cada gran país de los demás de su entorno, haciéndolo irrepetible en comparación a sus semejantes? ¿Cuál es su originalidad, su especificidad, su singularidad? De hecho, a juzgar por su propia ideología nacional, todos los países se toman a sí mismos como «excepcionales». Lo veremos a partir del «excepcionalimo» estadounidense, que les hace sentirse «el pueblo elegido» como antes que ellos se han creído siempre los hebreos. Pero lo mismo ocurre con el sonderweg o «camino especial» alemán, de igual modo que les sucede a los demás países, pues todos se sienten extraordinarios y excepcionales, aunque cada uno crea serlo a su manera, pues si todos fueran especiales por igual, ya no habría excepcionalidad alguna. De ahí que la incomparabilidad que buscamos para cada país sea aquella que no tiene par, que no tiene igual: el genio del lugar.

			Esto no debe entenderse en absoluto como una búsqueda del «carácter nacional», las «señas de identidad», los «orígenes primordiales» ni cualquier otro estereotipo esencialista que se le parezca, como tienden a hacer los nacionalismos étnicos. Pues la única excepcionalidad real y concreta que se va a investigar aquí para cada país, una vez descontada toda la fantasmagoría sobrenatural del espíritu del pueblo, es el resultado acumulado al que conduce el itinerario institucional de su irrepetible trayectoria histórica. Dicho de otra forma, en la sección anterior se buscaron las causas culturales de las diferencias encontradas entre unas democracias y otras, tratando de explicar la singularidad específica de cada familia política. Y como no lo encontramos en su lengua, sus valores ni en sus formas de familia, sólo nos queda recurrir a la historia como único factor explicativo de la incomparabilidad de cada país. Como nos enseñó Ortega y Gasset, los pueblos no tienen naturaleza, sólo tienen historia.

			2.1. «PATH DEPENDENCE»

			Esta búsqueda de la singularidad, determinada por el carácter irrepetible de la trayectoria histórica, es lo que preconiza el enfoque metodológico conocido como path dependence o «dependencia del trayecto» (Pierson, 2000 y 2017; Morlino, 2009, p. 111), que viene a postular lo siguiente: el campo de juego de los agentes que intervienen en el proceso político de un país está delimitado y predeterminado por todas las decisiones institucionales que se fueron adoptando en el pasado. Es decir, el pasado importa, el pasado cuenta. Y cuenta porque las decisiones precedentes restringen la libertad de acción de los actores presentes y futuros, imponiendo tanto frenos institucionales como prescripciones normativas. Es el equivalente político de la teoría del habitus de Bourdieu (2008, pp. 85-105), entendido como aquellas predisposiciones colectivas adquiridas en el pasado que se convierten en una segunda naturaleza, hasta el punto de que se siguen reproduciendo después con variaciones en cada nueva coyuntura institucional.

			He aquí los principales precursores de este enfoque metodológico que cabe citar. Ante todo, Edmund Burke en sus Reflexiones sobre la revolución francesa, cuando señaló que no se puede alterar libremente el curso de la historia con voluntarismo revolucionario como si fuera una página en blanco, pues la historia sólo cambia como resultado imprevisto del sedimento acumulado por los hechos pasados de las generaciones precedentes. Medio siglo después Alexis de Tocqueville (2004) subrayó, en su obra El Antiguo Régimen y la Revolución, la gran continuidad que se mantenía entre la Francia jacobina y el anterior absolutismo monárquico, como si la Revolución no hubiera sido capaz de cambiar la naturaleza profunda del orden institucional. Y otro siglo más tarde otros dos autores, Friedrich Hayek y Karl Popper, vinieron a coincidir cada uno a su modo en que la realidad histórica es siempre producto de un «orden espontáneo» (Hayek) que no se puede cambiar a voluntad, pues si se intenta hacerlo sólo surgen efectos perversos, y cuando cambia sólo lo hace como subproducto de otros propósitos (Popper).

			Como se ve, este razonamiento es genuinamente conservador cuando no reaccionario, pues como denunció Hirschman (1991), de aceptarse como inevitable nunca resultaría posible adoptar políticas públicas reformistas que pretendan impulsar el cambio social. Pero sí que puede hacerse (yes we can), pues siempre resulta posible impulsar el cambio, aunque sea como subproducto de un orden espontáneo, con la única precaución de prevenir las restricciones institucionales heredadas del pasado a fin de evitar en lo posible sus posibles efectos perversos. Dicho de otro modo, la historia es un proceso que fluye y fluctúa entre el cambio y la continuidad: ésta limita y constriñe a aquél, que a su vez la puede reformar con astucia suficiente para navegar contra la corriente (Gil Calvo, 1992). Es el reformismo posibilista que programa el cambio social a partir del aprendizaje de los errores cometidos en el pasado (Hirschman, 1991 y 1989, pp. 170-173).

			Esto explica que el método de la path dependence naciese al margen del pensamiento conservador, en el seno de la «nueva historia económica» cuyo principal exponente, Douglass North, lo planteó en su célebre obra Instituciones, cambio institucional y desempeño económico que le hizo merecedor del premio Nobel de economía (North, 1993). Y desde entonces ha adquirido carta de naturaleza en las ciencias sociales como principal esquema interpretativo de la evolución de los sistemas sociales, siendo también conocido bajo otros rótulos como el de «inercia institucional». Para lo que aquí importa, su principal aporte explicativo es constatar la persistencia de los efectos retardados que se derivan de los precedentes institucionales adoptados en el pasado. Pues como señala Morlino (2009, p. 111), «determinadas direcciones de acción, una vez tomadas, son imposibles de modificar, aunque las consecuencias sean evidentemente desastrosas».

			Aplicado a nuestro contexto, esto implica que las prácticas institucionales adoptadas por las élites dirigentes desde la formación de los Estados, y desde la instauración de los regímenes democráticos, son muy difíciles de rectificar con posterioridad, viéndose obligados sus clases políticas a seguir avanzando por el mismo sendero iniciado tiempo atrás aunque sea contra su voluntad o a su pesar, sin poder apartarse por completo del camino emprendido aunque se inviertan muchos esfuerzos tratando de lograrlo. Por eso parece como si cada país, cada régimen o cada estado poseyera su propio destino marcado de antemano, que le impulsase a seguir avanzando hacia donde sea que le conduzca en el futuro sin poder evitarlo. Un destino propio que adopta la forma del habitus colectivo al que me referí antes, por expresarlo a la manera de Bourdieu.

			Es lo que trataremos de identificar aquí: cuál es ese destino propio de antemano programado que parece conducir a británicos, estadounidenses, franceses, alemanes, italianos o españoles hacia un futuro cada vez más contingente. Pues por retomar la metáfora de la jardinería, el terreno de juego en que se encuentran y entrelazan las trayectorias respectivas de todos esos países conforma, dicho sea a la manera de Borges, «un jardín de senderos que se bifurcan». En efecto, contra toda lectura de la path dependence que la haga equivaler al determinismo del pasado movido por la necesidad histórica, lo cierto es que el destino personal y colectivo nunca está escrito de antemano, sino que permanece siempre abierto a confirmarse o refutarse a sí mismo. Y eso implica que los senderos de los que se depende pueden bifurcarse a la vuelta de la esquina, con lo que se reabre el dilema del otro poeta: caminante, no hay más camino que el que vas haciendo al andar. Un camino incierto y contingente, pero sin vuelta atrás.

			Igual sucede con el habitus de Bourdieu, ese complejo de formas de hacer, expectativas de acción y predisposiciones normativas que no marca un camino cerrado hacia una única salida, sino que está abierto a todas las contingencias. Es lo que planteó el sociólogo francés Bernard Lahire (2004) en su respuesta a Bourdieu, titulada El hombre plural, donde argumentó que los habitus personales y colectivos siempre son múltiples, cambiantes, contradictorios y alternativos, de tal modo que en cada encrucijada o «coyuntura crítica» (como se la denomina en la jerga de la path dependence) hay que optar por una u otra salida, como el Asno de Buridán ante el dilema del sendero que se bifurca.

			Y esto también ocurre con el destino propio de un país, de un régimen o de un Estado democráticos. No son unívocos y necesarios sino plurales y contingentes, abiertos como están a tous les azimuts. O, dicho de otro modo, sus destinos siempre son «senderos que se bifurcan», como si estuviesen recorridos por caminantes desgarrados en su interior por el debate entre su titular y un alter ego que trata de conducirle por otra dirección. Lo que viene a significar que el destino de cada país es bifurcado, ambivalente y dual, como si el genio del lugar poseyera una doble faz: un lado luminoso, que se presenta en público revestido con el ropaje de la dignidad, y una cara oscura, secreta e inconfesable, que se oculta en la sombra para volver a escena en cada coyuntura crítica. Un destino bífido, al que conduce la eterna lucha entre su genio benéfico y su genio maligno que habitan ambos en su pecho disputándose su corazón, como en el Fausto de Goethe (González García, 1992). La misma ambivalencia, a la vez venturosa y perversa, que habremos de ver en la ideología de cada país.

			2.2. El liberalismo inglés

			Comenzaré por el caso inglés por ser el pionero precursor de las democracias representativas, con la primera instauración de un régimen parlamentario tras la Gloriosa revolución de 1688, cuyo precedente sirvió de ejemplo a emular o refutar por sus competidores. Para sintetizar la continuidad de su trayectoria histórica, Alain Minc (2013, pp. 18-23) la define por cinco rasgos característicos. Ante todo, la insularidad geográfica, que le garantizaba un «espléndido aislamiento» adjunto a un continente de cuyos avances se supo aprovechar sin sufrir sus peligrosos contagios (del mismo modo que le ocurrió a Japón respecto al continente asiático), aunque no supiera evitar sucesivas conquistas de invasores como los romanos, los anglos, los sajones, los noruegos, los daneses y finalmente los normandos, que impondrían el dominio definitivo de su casta aristocrática creando para siempre el tradicional clasismo británico. Después, su vocación marinera heredada de su conexión periférica con la Liga Hanseática y de su rivalidad con los Países Bajos, cuya eficiencia naval supo emular y absorber hasta vencer al imperio español por la superioridad tecnológica de su marina de guerra (Cipolla, 1967), lo que le permitió construir con tan escasa base terrestre su propio imperio naval de alcance planetario.

			En tercer lugar, la revolución financiera también imitada de su rival Holanda (la primera Bolsa mundial se creó en Ámsterdam, y la segunda en Londres), que le permitió hacer de la City londinense el centro mundial del capital y los negocios. En cuarto lugar, el culto al Parlamento como sede del poder político (una invención específicamente británica como se analizó antes), que se irradió por doquier hasta consolidar el triunfo del liberalismo. Y last but not least, su obsesión de impedir que se constituyera una potencia imperial hegemónica sobre suelo europeo, para lo que formó y lideró sucesivas coaliciones con sus demás rivales continentales que finalmente lograron frenar y contener con éxito a formidables aspirantes como Felipe II, Luis XIV, Napoleón I y Adolf Hitler.

			Gracias a ello, el Reino Unido ascendió al papel de árbitro continental y primera potencia marítima en menos de dos siglos (desde 1588 en que vence a la Armada Invencible hasta 1763 en que gana la Guerra de los Siete Años), tras neutralizar al imperio naval español con sus corsarios, absorber a sus rivales holandeses con la alianza de sus coronas y arrebatar el imperio colonial francés de la India y Canadá. Así obtuvo una primacía planetaria como imperio global que mantuvo hasta 1900, y que sólo perdió tras ser superado por sus continuadores estadounidenses que tomaron su relevo tras haberlo perdido los británicos, tal como reclamó Rudyard Kipling en su célebre poema de 1899 La carga del hombre blanco: uno de los documentos que mejor expresa la ideología británica (y su posterior legado de imperialismo anglosajón) justificada como misión civilizatoria.

			De ahí el complejo de legítima superioridad que siempre ha animado a los ingleses, permitiéndoles dominar los mares y arbitrar Europa sin demasiada prepotencia y con mucho sentido del humor. Y digo «legítima» superioridad porque así lo han reconocido los demás pueblos occidentales, pese a sus ocasionales protestas contra las maldades de la «pérfida Albión», pues han aceptado y consentido de buen grado la dominación simbólica del poder británico. Así lo demuestra el hecho de que el idioma inglés se haya convertido en la lingua franca tanto de la Unión Europea como de la globalización planetaria. Incluso ahora, cuando ya hace casi un siglo que perdieron su imperio naval, siguen los británicos campando a sus anchas por el teatro europeo, ya sea actuando solos o con ayuda de sus «primos americanos», pues primero rechazaron la naciente integración europea, luego exigieron participar en ella, después renegociaron a la baja el precio de su adhesión, y por último decidieron abandonarla con su displicente Brexit: y todo ello contando siempre con la educada deferencia (excepción hecha del general De Gaulle) de sus socios continentales. Es el mejor saldo de soft power obtenido al menor coste de hard power.

			Todo gracias a la influencia ejercida por la «interpretación whig de la historia», esa deformación historiográfica denunciada en 1931 por el historiador de Cambridge Herbert Butterfield (2013), que practicaron ciertos autores victorianos inspirados por el optimismo histórico del ilustrado Hume, como Thomas Macaulay y William Stubbs, cuando reinterpretaban teleológicamente todos los acontecimientos del pasado inglés como jalones necesarios para el triunfo definitivo del sistema institucional británico, basado en las libertades individuales, el progreso científico, la representación parlamentaria, el gobierno constitucional y el libre mercado, en un claro precedente del «gran relato» sobre el Fin de la historia narrado mucho después por Francis Fukuyama (1992). Y con ello venían a proponer una versión alternativa a la «necesidad histórica» de Marx, pero esta vez inspirada por la filosofía de la historia del liberalismo doctrinario: una suerte de «historia sagrada» al estilo de Agustín de Hipona, donde la Civitas Dei que constituye el destino último de la senda de progreso unilineal coincide con el imperial designio de la pax britanica.

			Pues bien, el contenido ideológico de la cultura pública inglesa que pretendo resumir aquí es el mismo de esa versión whig de la historia, en el sentido de que viene a narrar los grandes acontecimientos fundadores de la civilización occidental, tal como después la entenderá Huntington (1997), como una invención singular del pueblo británico, históricamente enfrentado a los grandes poderes despóticos del papado y el imperio que dominaban el continente europeo. Y en el hilo argumental de la epopeya inglesa se cantan proezas como la Carta Magna, la common law, el individualismo, la propiedad privada, los cercamientos (enclosures) de las tierras comunales, el ascenso de la gentry propietaria y emprendedora como sujeto revolucionario de la historia (en lugar del proletariado de la vulgata marxista), el capitalismo comercial y financiero, la victoria del Parlamento contra el absolutismo, la Gloriosa revolución de 1688, la ciencia moderna, el parlamentarismo representativo, la revolución industrial, el Imperio victoriano propagador del libre comercio y las instituciones liberales por todo el planeta, la derrota del totalitarismo, y así hasta llegar al Brexit como resentido desenlace de la inconclusa narración (O’Toole, 2019).

			Ese gran relato hagiográfico de la empresa civilizatoria emprendida con gran éxito por los británicos puede reconstruirse en obras actuales de historiadores como Richard Pipes (2002, pp. 165-211) o Niall Ferguson (2005) o de politólogos como Fareed Zakaria (2003; pp. 29-61). Pero aquí voy a proponer otras dos fuentes más sugestivas, que condensan muy bien lo esencial del canon inglés. La primera es obra de un antropólogo histórico de Cambridge ya citado, Alan Macfarlane (1993), cuya reconstrucción del modelo británico titulada La cultura del capitalismo trata de demostrar que tanto el individualismo como la familia nuclear, la emancipación de los jóvenes y el matrimonio por amor (todo ello según el mito shakespeariano de Romeo y Julieta liberados del control de Capuletos y Montescos), además del capitalismo y la democracia, serían producto exclusivo de la creatividad inglesa, argumentándolo contra las generalizaciones canónicas que atribuye a científicos sociales del continente europeo como Marx y Weber.

			Y la segunda es del gran Norbert Elias, expatriado alemán fugitivo de Hitler que recaló finalmente en Leicester, en cuya universidad construyó casi toda su magna obra. Pues bien, en una compilación de artículos sobre sociología deportiva, coescrito con su discípulo Eric Dunning especializado en la materia, aparecen algunos textos suyos sobre la invención inglesa del deporte moderno (sport) por parte de la gentry burguesa, al que define por oposición a la práctica aristocrática de juegos de entrenamiento militar como la caza y la esgrima, en una contraposición que equivale a la creación del liberal jardín inglés frente al cortesano jardín francés. Y ese sport es entendido como una competición ritual que se comercializa como espectáculo público presidido por normas de control de la violencia y reglas de juego limpio que exigen deportividad y respeto recíproco a los derechos del rival. Lo que después habría de dar lugar a la «deportivización» de la política, entendida como lucha incruenta por el poder mediante la competición electoral con reglas de juego limpio (fair play). Pero al exponer el contexto socio-histórico en que se produjo la invención simultánea por la gentry británica del parlamentarismo, la industrialización, la democratización y la «deportivización», su autor construye a mi juicio una de las mejores síntesis sobre el significado de la ideología inglesa (Elias, 1992).

			Pero esta versión color de rosa del gran relato whig resulta insatisfactoria por su carácter anacrónico, edulcorado y unilateral, por lo que conviene contrastarla con otras versiones más complejas y contradictorias. Y aquí destacan dos autores con textos complementarios que proporcionan interpretaciones alternativas al canon del liberalismo. El primero es Hirschman, un autor cosmopolita cuya relación con Gran Bretaña no pasó de seguir los cursos de Keynes en Londres, pero que sin embargo sintetizó muy bien lo esencial del modelo británico en su célebre ensayo Las pasiones y los intereses (Hirschman, 1978), donde narra cómo los ilustrados escoceses argumentaron a partir de Hume el modo de utilizar un mecanismo racional, el cálculo del propio interés, como método para controlar las pasiones humanas más irracionales, destructivas e incontrolables: la violencia, la sed de gloria, la búsqueda de poder, la guerra… Es verdad que, definido como «codicia» o «afán de lucro», el propio interés también es una pasión peligrosa por adictiva. Pero presenta la ventaja de que, a diferencia de las demás pasiones, resulta racionalmente calculable, y por tanto puede ser sometido a control, lo que le convierte en el mejor instrumento para poder domar, dominar y sujetar a las demás pasiones. Es la tesis del «doux commerce» o «mercado apaciguador», derivada de Montesquieu, que James Steuart y Adam Smith llevarían a su culminación. Y así fue como los británicos aprendieron en el ilustrado siglo xviii el arte de hacer negocios en el mercado libre, como la mejor forma de sujetar y controlar las violentas pasiones que les habían llevado al límite de la autodestrucción en el barroco siglo xvii dominado por las guerras civiles.

			Esta lectura del alma inglesa (por decirlo a la manera de Alain Minc) es mucho más sugestiva, pues remite a un motivo que podríamos llamar «fáustico» a la manera de Goethe: «dos almas habitan mi pecho, queriendo separarse una de otra» (González García, 1992). Y cabe pensar que, de igual modo, también el liberalismo inglés está internamente desgarrado por dos fuerzas contradictorias que pugnan por arrastrarlo en direcciones opuestas (Gray, 1994 y 2001). El alma mercantil, que busca su propio interés racional, y su alter ego, el lado oscuro de la fuerza de los caballeros whig (los gentlemen o miembros de la gentry), dominados por pasiones desatadas que les sujetan imposibles de controlar. Según el canon liberal, el doux commerce logró domar para siempre ese lado siniestro y salvaje, pero también puede ocurrir a la inversa, o que ambos lados se alternen y se disputen el control, como en el relato del Dr. Jekyll y Mr. Hyde del escocés Stevenson.

			También se desprende otra ambivalencia análoga del lúcido ensayo del filósofo de Cambridge Michael Oakeshott, al que John Gray (2011, pp. 103-112) definió como liberal, aunque fuera miembro del partido conservador (pero contrario al radicalismo neoliberal de Thatcher), publicado póstumamente en 1996 bajo el título La política de la fe y la política del escepticismo (Oakeshott, 1998). Su contenido alude a la contraposición entre la filosofía política mesiánica de pensadores como Rousseau y Marx frente al escepticismo filosófico de otros como Montaigne y Hume. Pero entre líneas se sugiere que en realidad se trata de dos actitudes íntimamente imbricadas como componentes inversos de una misma ambigüedad ambivalente, que está presente tanto en la política de los tories como en la de los whigs, tal como argumentó su discípulo John Gray (2001) al develar «las dos caras» del liberalismo. Lo que viene a demostrar de nuevo que el alma inglesa tiene una doble faz, a la vez brillante y sombría, práctica y arbitraria, sensata y siniestra.

			El lado luminoso de la ideología liberal ya ha quedado claro con la versión whig de la historia. Pero, ¿cuál es su lado oscuro? Aquí podemos pensar por supuesto en todo aquello a lo que se refería Marx al proponer su concepto de «acumulación primitiva», para designar la exacción brutal por la fuerza de aquellos bienes que fueron motor de arranque o condición necesaria para el inicio y posterior desarrollo del capitalismo: la expropiación y desamortización de tierras mediante cercamientos (enclosures) aplicados manu militari, la deportación masiva de «trabajadores libres» expulsados del campo, la captura y trata de esclavos para venderlos a las plantaciones coloniales, las masacres de cipayos, sudaneses y zulúes, y así sucesivamente, hasta llegar a la matanza en masa de civiles con bombardeos aéreos incendiarios de ciudades alemanas indefensas como Dresde. Pero también podríamos pensar en la literatura gótica, de Horace Walpole y Charles Maturin a Mary Shelley y Bram Stoker, con sus fantasmales Otranto, Melmoth, Frankenstein y Drácula.

			Sin embargo, no hace falta recurrir a eso, pues allí está Shakespeare para mostrarnos en todo su esplendor la doble faz del alma británica. De hecho, sus obras completas constituyen la memoria basal o el compendio originario de la ideología inglesa, por lo que vienen a llenar el vacío de la inexistente constitución escrita del Reino Unido. Y para entenderlo así, nada mejor que el sugerente ensayo de Stephen Greenblatt (2019) sobre la concepción del poder y de la política que se deduce de las tragedias shakespearianas, donde resume en unos cuantos lances (muchos extraídos de la Guerra de las Dos Rosas, pues a causa de la censura el bardo no podía aludir al reinado de los Tudor) y en unos pocos personajes (como Lear, Macbeth o Ricardo III) los peores crímenes y las mayores bajezas cometidos por príncipes, señores, caballeros y demás miembros de la nobleza en su obscena lucha por el poder. Cuando Hirschman escribió Las pasiones y los intereses, bien pudo haber pensado en Shakespeare y en su definición de la historia que aparece en Macbeth, completamente opuesta al relato edificante de la versión whig: un cuento narrado por un idiota, lleno de ruido y de fuera, que no tiene sentido alguno.

			Pues en efecto, la política inglesa real se parece mucho más al ruido y la furia de la lucha shakespeariana por el poder que a los juegos florales del liberalismo de salón. Tal como hemos visto en el capítulo anterior, su arcaico sistema político de tipo mayoritario, emblema del modelo Westminster, no es nada «liberal», en su sentido de tolerante, civilizado y ecuánime, sino casi despótico por no decir tiránico (en términos de «tiranía de la mayoría»), dado que «el ganador se lo lleva todo» (the winner takes it all), en implícita confirmación de la «persistencia del Antiguo Régimen» (Mayer, 1984). Así, su sistema electoral es el más desproporcional de todos, sus gobiernos monopolizan el poder incluso estando en minoría del voto popular, y su constitución no escrita (por lo que resulta imposible alegarla ante los tribunales para exigir su cumplimiento) garantiza la primacía absoluta del ejecutivo sobre el legislativo y el judicial. De modo que el premier puede gobernar sin límites rozando a veces el abuso de poder, como buen heredero del Leviathan de Hobbes por mucho que se revista con la máscara de Locke. Y para expulsarlo del poder hay que recurrir a conspiraciones internas de su propio partido rayanas con la traición que no tienen nada que envidiar a las conjuras shakespearianas, dada la dificultad de lograrlo mediante la alternancia electoral con un vuelco en el voto popular.

			De ahí que Weber citase el parlamentarismo inglés como el mejor ejemplo de democracia plebiscitaria, donde líderes teatrales y shakespearianos como Gladstone, Disraeli, Churchill, Thatcher, Blair o el actual Boris Johnson, campeón escenográfico de la marrullería legislativa, seducen a las masas populares no por su buen gobierno sino por sus dramáticas performances escenificadas con hybris megalómana. Como señala Greenblath, los personajes más representativos y admirados de las tragedias shakespearianas son unos «villanos» en el peor sentido de la palabra, como Macbeth o Ricardo III, tiranos criminales, pero también consumados demagogos que seducen a la multitud. Como Maggie Thatcher, una líder tan peligrosa como Lady Macbeth que fue capaz de emascular al poder sindical y de privatizar el Estado de bienestar con la mayoritaria aprobación del pueblo británico. Esto no significa que Boris Johnson recuerde a Ricardo III con el asesinato político de Theresa May, pues más bien remite al bravucón Falstaff, pero lo cierto es que intenta por todos los medios pasar a la historia como un héroe shakespeariano. Ése es el modelo ideal que inspira a todo premier de Su Majestad cuando actúa ante las cámaras en el palacio de Westminster, esgrimiendo la doble faz ambivalente de los caballeros whig: tan liberales como prescribía Locke cuando representan al Dr. Jekyll y tan autócratas como preconizaba Hobbes cuando se conducen como Mr. Hyde.

			2.3. El excepcionalismo estadounidense

			Tras la Gloriosa de 1688, la siguiente revolución fundadora es la estadounidense de 1775, que da carta de nacimiento al excepcionalismo de los EE UU. Esto hace que la singularidad de su caso no se pueda deducir de la continuidad de su trayectoria, como en el ejemplo inglés, cuyo régimen parlamentario había nacido con un largo pasado histórico detrás, sino que la democracia americana se inició ex nihilo como una página en blanco, lo que ya de por sí constituye una excepción respecto a la regla de las demás democracias europeas, que llegaron a serlo tras superar el peso de su injusto pasado feudal y monárquico. Es el mito que hace de América el Nuevo Mundo que nace puro, inocente y sin contaminar (como el «buen salvaje» de Rousseau), por contraposición a la Vieja Europa, corrompida y pervertida por el pecado original del absolutismo y la aristocracia feudal.

			Así lo expresó por vez primera el gran poeta alemán Goethe, quien manifestó en 1818: «América, tú estás mejor que nuestro viejo continente, tú no tienes castillos en ruinas…». Este adanismo determina que la excepcionalidad estadounidense no pueda proceder de su pasado histórico sino del acontecimiento inaugural de su misma aparición. Tal como lo expresó en 1835 el aristócrata francés Tocqueville (2010), a quien se atribuye la primera constatación de su excepcionalismo: «La gran ventaja de los estadounidenses consiste en haber llegado a la democracia sin sufrir revoluciones democráticas, y haber nacido iguales en vez de llegar a serlo» (citados en Hirschman, 1989, pp. 132 y 133).

			Y esta ausencia de historia propia determina que el excepcionalismo estadounidense no pueda ser de naturaleza estructural sino exclusivamente ideológica. Así lo expresa su mejor analista actual, el sociólogo político estadounidense Seymour Lipset (2000, p. 15): «Estados Unidos es excepcional por ser “la primera nación nueva”, la primera colonia que se independizó, definiendo ideológicamente su razón de ser. Como ha observado el historiador Richard Hofstadter (1984): “ha sido nuestro destino como nación no tener ideologías sino ser una”. Al decir esto, Hofstadter reiteró el énfasis puesto por Emerson y Lincoln en la “religión política” del país, en el sentido de que hacerse estadounidense es un acto de fe religiosa, es decir, un acto ideológico. Otros países se definen por una historia común, como comunidades de nacimiento, y no por ideología».

			La ideología del excepcionalismo estadounidense es el «americanismo» (ibidem, pp. 40-45), también conocido como «sueño americano» (American Dream), y por eso son ignoradas como «antiamericanas» todas las ideologías políticas como el conservadurismo, el liberalismo y el socialismo, que no asuman su credo excepcional y excluyente. ¿Quiere esto decir que el excepcionalismo estadounidense es una fábula, un mito, una ficción, ya que no tiene contenido real o histórico sino tan sólo ideológico, como pura afirmación voluntarista de fe? No exactamente, pues como vamos a ver, sí que existen excepciones reales. Pero según Lipset, su carácter excepcional procede no de su contenido material sino de su autoafirmación ideológica. Es decir, de su profesión de fe en lo que Lipset llama el «Credo» estadounidense, que se caracteriza por cinco rasgos (ibidem, p. 33): libertad, igualitarismo, individualismo, populismo y laissez faire. Volveremos sobre esto.

			Pero antes consideremos el contenido material o empírico de la excepción estadounidense, que le hace ser una democracia cualitativamente distinta de las demás, constituyendo así una excepción a las reglas comunes a todas. Estas diferencias excepcionales son a menudo positivas, como su aislamiento continental, su alta capacidad innovadora y su crecimiento súbito en sólo dos siglos hasta convertirse en la primera potencia militar, económica, científica y cultural del planeta. Pero sobre todo son excepciones negativas, reconocibles tanto por la presencia de hechos patológicos como por la ausencia de otras propiedades venturosas y benéficas que caracterizan a las demás democracias. Entre las primeras aparecen la pena de muerte, la libre posesión y uso de armas por parte de los ciudadanos, la endémica criminalidad homicida, la desproporcionada población penitenciaria, la elevada tasa de familias desestructuradas, la extraordinaria desigualdad económica y sobre todo el patente racismo institucionalizado, que segrega y discrimina a las minorías excluidas de indígenas autóctonos y de afroamericanos descendientes de esclavos.

			Y entre las ausencias destacan, de una parte, tres componentes sistémicos que están presentes en todas las demás democracias: la estructura de clases, el movimiento obrero y el estado de bienestar. En efecto, los EE UU son una sociedad desestructurada (aunque estratificada por su desigual poder adquisitivo), atomizada (sin otros vínculos que los locales y religiosos), y carente de conciencia y solidaridad de clase, pues dado su igualitarismo de estatus (aunque no de ingresos) y su elevada movilidad social, todos sus ciudadanos se consideran miembros de la misma clase media, por extremas que sean sus desigualdades de renta y propiedad. De esta ausencia de estructura social se deriva la inexistencia de ideologías de clase, como el conservatismo tory, el liberalismo whig, la democracia cristiana, la socialdemocracia o el socialismo estatista, lo que explica que el término «liberal» se use para designar toda crítica del capitalismo descalificada como «antiamericana». Un rasgo que asombró al marxismo por resultar incomprensible en una sociedad industrial, dando origen hace más de un siglo al célebre libro ¿Por qué no hay socialismo en los EE UU? del colega de Weber, Werner Sombart (2009).

			Entre las razones aducidas para explicar esta ausencia de estructura de clases (Lipset, 2000, pp. 113-116), destacan algunas como las siguientes. Por supuesto, la inexistencia de aristocracia terrateniente, de la que se deriva la carencia del pensamiento tory conservador que profesa la magnanimidad del noblesse oblige. Además, la abundancia ilimitada de tierras a explotar mediante cercamientos privados, tras habérselas expropiado manu militari a sus usuarios originales, los indígenas masacrados en un genocidio a cámara lenta. Esta disponibilidad de tierras «libres» y abiertas atrajo una elevada movilidad geográfica realimentada por un sostenido proceso de masiva inmigración europea, lo que generó una sociedad piramidal de inmigrantes estratificados por su orden de llegada: primero británicos, después flamencos, alemanes y escandinavos, más tarde católicos irlandeses, luego polacos y eslavos y finalmente italianos, momento en que comenzó a cerrarse la libre acogida al providencial «sueño americano». Y esta pirámide social permitía una elevada movilidad ascendente, origen del american dream, garantizando que los recién llegados se considerasen de clase media al situarse por encima de la base segregada de la pirámide, poblada por las poblaciones excluidas de indígenas originarios, afroamericanos descendientes de esclavos e hispanos procedentes del territorio sudoccidental conquistado tras las guerras de agresión contra México entre 1836 y 1848.

			Y no habiendo solidaridad de clase tampoco hay en los EE UU neocorporatismo ni Estado de bienestar, como el generado en Europa a demanda del movimiento obrero, pues los incipientes servicios sociales desarrollados por el New Deal de Roosevelt o la Gran Sociedad de Johnson resultan insuficientes y precarios, destacando la clamorosa ausencia de una sanidad pública universal comparable a la europea, que ni Clinton ni Obama pudieron desarrollar adecuadamente por la frontal oposición del Congreso estadounidense. Ésta es quizá la más flagrante carencia institucional de los EE UU, pero casi tan grave resulta la inexistencia de otros procesos históricos que acompañaron a las demás instauraciones democráticas, pero que en EE UU continúan brillando por su ausencia: el proceso de civilización (o pacificación) analizado por Norbert Elias, el proceso de «conversión civil» (o desmilitarización) del Estado descrito por Charles Tilly y el proceso de secularización (o laicicización) teorizado por Max Weber.

			En cuanto al histórico «proceso de civilización» que redujo la propensión a la violencia en las demás sociedades occidentales (Elias, 1987), EE UU continúa siendo una sociedad armada y conflictiva donde no existen frenos culturales ni legales capaces de contener y controlar la violencia ciudadana, dada la licencia constitucional para esgrimir armas, lo que impidió alcanzar el monopolio estatal de la violencia legítima. Esto hace de los EE UU la principal excepción a la regla weberiana que cumplen como requisito a priori todas las demás democracias modernas. Y la explicación de por qué fue así la sugirió Hirschman (1989, pp. 132-135) en un certero texto titulado «Los Estados Unidos o los peligros de no tener un pasado feudal», pues al no haber en su pasado aristocracia feudal (que monopolizaba el señorial «servicio de armas» vedado a la población villana), tampoco pudo desarmarse a la inexistente nobleza de espada para reconvertirla en nobleza cortesana e ilustrada capaz de pacificar la sociedad con su ejemplo moral, aleccionando a la ciudadanía sobre la necesidad de adquirir e interiorizar el autocontrol de la violencia. Por eso la Segunda Enmienda de su Constitución «ennoblece» a todos los estadounidenses reconociendo y universalizando su inherente derecho a poseer y esgrimir armas.

			Lo mismo cabe decir del proceso de conversión civil del Estado (Tilly, 1992, pp. 185-191), que al no darse en los EE UU mantuvo un modelo estatal caracterizado por la insuficiente presión tributaria, la escasez de su raquítico servicio civil y la hipertrofia de su militarismo institucionalizado, lo que se manifiesta en la desconfianza hacia el gobierno, el desprecio por la burocracia del Estado y la percepción pública de que la autoridad del presidente sólo se funda en su calidad de comandante en jefe. Lo que paradójicamente se traduce a la vez en la popularidad del belicismo (Ehrenreich, 2000, pp. 322-333) y en el desprecio al Estado (Lipset, 2000, p. 47): «En un brillante artículo sobre “El estado como variable conceptual”, J. p. Nettl (1968) puso de manifiesto las enormes diferencias que hay entre la concepción europea del Estado y la estadounidense. Como él subrayó, esta última se caracteriza por una “relativa falta de Estado”. Ningún otro gobierno nacional elegido está tan limitado en sus facultades».

			En fin, muchas de estas carencias se derivan de la que quizá sea la más importante por estar en el origen de todas las demás: la ausencia del proceso de secularización, necesario según Weber para que se desarrolle la progresiva racionalización de todas las demás instituciones. Los EE UU conforman la democracia más religiosa del mundo como ya lo eran cuando los visitó Tocqueville (2010), dado que nacieron como un santuario: un refugio de los puritanos calvinistas que huían de las guerras civiles inglesas, generando una cultura política basada en el fundamentalismo religioso (Bercovitch, 1975). Y en buena medida continúan siendo un paraíso de las sectas religiosas congregacionistas (metodistas, presbiterianas y evangélicas), huérfanas de toda jerarquía eclesiástica y caldo de cultivo del más integrista y anárquico fundamentalismo bíblico, que sigue teniendo extraordinaria influencia sobre la acción política (Lipset, 2000, pp. 75-87).

			Un sectarismo fanático que permite explicar dos rasgos igualmente excepcionales, pero diametralmente opuestos. De un lado la efervescente propensión de los estadounidenses a asociarse para defender toda clase de causas por peregrinas que resulten, lo que tanto admiró a Tocqueville en su visita de 1831 a los EE UU y que hoy se considera el secreto del llamado «capital social» en el sentido de Putnam (2012). Y, por otra parte, la proliferación de toda clase de creencias irracionales, supersticiosas y oscurantistas que se disputan la credulidad de los estadounidenses, hoy exacerbadas hasta la hipertrofia por la velocísima facilidad con que circulan por internet inseparablemente mezcladas con bulos, trolas, fake news y demás supercherías «conspiranoicas». En EE UU no se ha dado el «desencantamiento del mundo», previsto por Weber como efecto de la racionalización secularizadora, pues continúan habitados por toda suerte de encantamientos mágicos, mistéricos y míticos, como se pudo constatar el Día de Reyes de 2021 cuando una abigarrada multitud de pintorescos peregrinos tomó por asalto la sede del Congreso en el Capitolio.

			Y hablando de persistentes residuos religiosos, volvamos al Credo estadounidense postulado por Lipset (2000, pp. 15 y 33), cuyos cinco mandamientos o artículos de fe (libertad, igualitarismo, individualismo, populismo y laissez faire) merecen alguna aclaración. La «libertad», concebida en el sentido negativo de Isaiah Berlin (1998), debe entenderse como libertarismo frente al Estado, sin reconocer más soberanía que la de las leyes defensoras del ejercicio irrestricto de los derechos individuales. El igualitarismo sólo lo es de estatus, no de renta ni de clase, pues ningún estadounidense, por pobre que sea y vulgar que sea su oficio, se considera menos que los demás, aunque sean potentados, aspirando a medirse con ellos en igualdad de condiciones: a diferencia de la aristocrática Europa, allí no hay lugar para la distinción, la deferencia ni la distancia social. Es la meritocracia del «sueño americano» (american dream), que exige tanto igualdad de oportunidades como desigualdad de recompensas y resultados: el rico y el vencedor se merecen personalmente el triunfo y la fortuna que se han ganado por el mismo artículo de fe que hace al pobre y al perdedor responsables de su propia desgracia infortunada.

			La consecuencia es el individualismo entendido como búsqueda personal de autonomía propia, lo que tiene dos caras (Bellah y otros, 1985, pp. 54-58): una utilitaria, innovadora y pragmática, derivada de Benjamin Franklin; la otra emocional, expresiva y vitalista, representada por Ralph Waldo Emerson y Walt Withman (ibidem, pp. 82-85). Ambas unidas conforman el centauro emprendedor y competitivo del self made man movido por la búsqueda del éxito, cuyo más reciente evangelio es la novela El manantial escrita en 1943 por Ayn Rand. El populismo remite al antielitismo igualitarista que desprecia el cultivo de la excelencia, lo que incluye la desconfianza hacia el gobierno, el Estado, la ciencia, los expertos, la prensa y la universidad. Y el laissez faire alude a la «tradición liberal» en el sentido de Locke que Louis Hartz (1994) definió en 1955 como característica de los EE UU, un país antiestatista y sacralizador de los intereses privados que rechaza pagar impuestos, reniega de las regulaciones burocráticas y aspira a tener manos libres para enriquecerse sin freno, como hicieron los robber barons del siglo xix.

			Pero este Credo resulta incompleto pues se echan a faltar otros componentes ideológicos que Lipset apenas atiende o ni siquiera desarrolla. El más conocido de todos es el célebre «mesianismo» estadounidense, que en seguida abordaré, pero quizá sea más importante otro del que deriva aquél: es el «absolutismo moral», íntimamente relacionado con el sectarismo religioso (Lipset, 2000, pp. 80-87). La ideología estadounidense no sólo es inflexiblemente moralista, sino además muy intolerante con la moralidad ajena, a la que combate con rígida intransigencia. En este sentido, de las dos tipos de ética definidas por Weber, la ética de la responsabilidad, que decide en función de las consecuencias de los actos, frente a la ética de las convicciones, que se rige únicamente por principios morales como en el axioma fiat iustitia et pereat mundus («hágase justicia aunque se hunda el mundo»), la ideología estadounidense fluctúa entre ambos extremos, pues si bien practica un flexible pragmatismo, sin embargo lo somete a principios inquebrantables, de acuerdo al axioma de que la sacralidad del fin justifica todos los medios prosaicos o profanos.

			De ahí que sus guerras tanto internacionales como domésticas (caso de la Guerra Civil de 1861 a 1865) no se declaren ni acometan por interés nacional ni económico sino como cruzadas del bien contra el mal, en la confianza de que «Dios está de nuestro lado». Y este absolutismo moral es el que da lugar al característico «mesianismo» estadounidense entendido en sentido amplio, que impulsa tanto la política exterior, intervencionista o aislacionista, como las políticas públicas a escala doméstica, cuyo debate técnico pronto abre polémicas ideológicas que en seguida degeneran en guerras culturales planteadas como luchas antagónicas entre las fuerzas morales del bien y del mal.

			En cuanto al mesianismo propiamente dicho y su reverso aislacionista, sus orígenes se remontan al célebre sermón que el peregrino puritano John Winthrop, que había de ser el primer gobernador electo de la colonia de Massachusetts, pronunció en 1630 a bordo de su barco antes de arribar a Salem, cuando describió «la ciudad en lo alto de la colina» («the City upon a Hill») que pensaban fundar como faro y guía de la humanidad (Bellah y otros, 1989, p. 49). Así nació lo que dos siglos después, para justificar las guerras de expansión y conquista contra México, se llamaría el «destino manifiesto» de los EE UU «a extendernos por todo el continente que nos ha sido asignado por la Providencia». Es el mismo «destino manifiesto» que siglo y medio más tarde se esgrimió también por los neocon del presidente Bush Jr. para justificar la invasión de Irak en su lucha contra el «eje del mal» con el pretexto de exportar la democracia a Oriente Medio (Pfaff, 2007).

			Ese mesianismo puede ser de tipo redentorista, enviado por la providencia con la misión de salvar de sí misma a la humanidad, lo que se manifiesta en el extremo por el intervencionismo militar; o únicamente proselitista, que se limita a dar ejemplo moral de excelencia y perfección invitando a los demás a que le sigan, pero sin forzarles a ello, lo que suele conducir al aislamiento. Es lo que ocurrió con el presidente Wilson, que tras su decisiva participación en la Primera Guerra Mundial propuso sus célebres «Catorce puntos» promotores de la autodeterminación nacional, aunque finalmente su Congreso rechazó el Tratado de Versalles y rehusó adherirse a la Sociedad de Naciones. Así se produce a lo largo de la historia estadounidense una oscilación pendular entre períodos intervencionistas seguidos de otros aislacionistas, cuyo último ejemplo ha sido la presidencia de Donald Trump. Y, de hecho, ése es el «doble ADN, mesiánico y aislacionista», que define el alma estadounidense, según Alain Minc (2014, p. 59): «el mesianismo por lo general es cosa de la Presidencia, el aislamiento corresponde a la naturaleza profunda del Congreso».

			Como comenta Lipset de pasada, intervencionismo y aislacionismo son dos caras de la misma moneda, en el sentido de que tanto en un caso como en el otro los EE UU se autodefinen por situarse «al margen», ya sea «por encima» de los demás, a los que se intenta salvar o reformar (como afirma el mesianismo), o «aparte» de los demás, para preservar el carácter «único» de la experiencia estadounidense permaneciendo puros sin contacto con ellos (como prefiere el aislacionismo). De la primera actitud de situarse a la cabeza de todos da cuenta la fundación de la ONU en 1945 o el Plan Marshall para la reconstrucción de Europa en 1948. Y de la postura opuesta de apartarse de los demás surge la negativa a suscribir el Tratado de la Corte Penal Internacional de 1998, a fin de que ningún funcionario estadounidense quede bajo jurisdicción foránea supraterritorial. Pues, en efecto, el excepcionalismo estadounidense se autodefine a la vez como «universal» (guía de la humanidad, destinado a sacarla de Egipto para conducirla a la Tierra Prometida) y como «único» (el pueblo elegido para salvarse como Noé del Diluvio frente a la condena de todos los demás). Lo que relaciona al excepcionalismo estadounidense, de origen calvinista, con el japonés y sobre todo con el hebreo (Lipset, 2000, pp. 27 y 217).

			Pero ese mesianismo bifronte no sólo se proyecta hacia el mundo exterior, sino también hacia la propia comunidad, cuyo destino se concibe igualmente como una lucha agónica por la salvación nacional. Es el supremacismo moral de quienes se arrogan la representación del pueblo como una misión redentora que ha de imponerse contra toda resistencia o disidencia internas, entendidas como «antiamericanas». De este supremacismo doméstico se deriva el racismo institucionalizado (ibidem, pp. 155-210), que excluye a todos los que no sean miembros de la fundadora comunidad wasp aunque compartan el mismo «Credo americano», como ocurre con los afrodescendientes según denunció en 1944 Gunnar Myrdal en su libro An American Dilemma (citado en Lipset, ibidem, p. 159).

			Y de ese supremacismo moral procede también la intransigencia ideológica con que se rechazan los argumentos de los adversarios en cualquier controversia pública, pues todas las causas a debate, desde la esclavitud a la sanidad pasando por la posesión de armas, la pena de muerte o el aborto, se afrontan con beligerante hostilidad conflictiva. Pues como señala Lipset (ibidem, p. 25) «EE UU se distingue por su énfasis en las relaciones adversas entre grupos, y por sus conflictos internos de base moral acerca de la política pública, precisamente porque su pueblo se querella enconadamente sobre cómo aplicar los principios básicos del americanismo que supuestamente comparte. Los conflictos que se definen en términos morales, como en EE UU, son más intensos que aquellos que se considera que reflejan intereses, como en Europa».

			De ahí que a lo largo de sucesivas crisis históricas, los EE UU hayan quedado divididos en facciones opuestas que pugnaban por imponer con hybris desmedida su respectiva visión del destino nacional. Así se producen espirales de confrontación y polarización, que pueden amplificarse cuando el supremacismo racista resulta realimentado por el ideológico, según ocurrió con la cruzada del Tea Party contra el presidente Obama de la que surgió en 2016 la increíble elección del presidente Trump. Eso sucede así porque, al defender su visión contrapuesta de cómo proseguir la busca de un destino común, cada uno de los intolerantes antagonistas se cree revestido de superioridad moral sobre sus adversarios, a los que trata de excluir como antiamericanos indignos.

			Así ocurrió en cuanto echó a andar la flamante Constitución, cuando se abrió un conflicto irresoluble entre los federalistas de Adams y los republicanos de Jefferson. Y mucho más en los acontecimientos que condujeron a la Guerra Civil de 1861, causada por el supremacismo esclavista cuya derrota nunca aceptaron los vencidos, lo que dio origen a la romántica reivindicación de la «Causa Perdida» que todavía hoy es una poderosa palanca de movilización antisistema, como se vio en la Toma del Congreso el Día de Reyes de 2001, que se realizó con la bandera del Viejo Sur a la cabeza de la vanguardia asaltante. Lo que demuestra, al igual que ocurre con el caso español, que la memoria de la Guerra Civil continúa siendo el principal eje vertebrador del excepcionalismo estadounidense (Bernecker, 1999). Que no es sólo ideología, como afirma Lipset, sino además historia común interpretada de forma divergente y antagónica, lo que conduce a una cada vez más polarizada confrontación civil que puede llevar a la ruptura de las reglas constitucionales para excluir al adversario tras violar sus derechos, amenazando así con quebrar la estabilidad del sistema democrático (Levitsky y Ziblatt, 2018).

			En resumen, el excepcionalismo estadounidense es capaz de lo mejor y lo peor. De lo primero dan cuenta las tres guerras mundiales del siglo xx, dos letales y una fría, que salvaron la democracia como senda de progreso para la humanidad; así como la ejemplar ejecutoria del presidente Roosevelt, creador del incipiente Estado de bienestar, y la sorprendente por excepcional elección del afroamericano presidente Obama, ilegítimamente bloqueado por el partido republicano. Y como muestra de lo segundo están los bombardeos nucleares sin objetivos bélicos contra las ciudades de Hiroshima y Nagasaki ejecutadas como venganza por el ataque a Pearl Harbor, lo que se reproduciría tiempo después cuando el presidente Bush Jr. invadió Afganistán e Irak como represalia por el atentado islamista contra el Pentágono y las Torres Gemelas; o la incalificable presidencia de Donald Trump que ha supuesto el peor ataque moral que ha sufrido nunca la democracia estadounidense, del que no sabemos si podrá recuperarse. Es la perversa culminación de la «historia negra» de los EE UU (Zinn, 2021), tan maldita como patológica.

			Y ni siquiera los demócratas que hoy pasan por progresistas están libres de ese lado oscuro, como revela el «infame Compromiso de 1877» que puso fin a la Reconstrucción de la posguerra civil, estableciendo la antidemocrática privación del derecho al voto para los afroamericanos recién emancipados (ibidem, p. 146). También el presidente Roosevelt abusó antidemocráticamente de su poder, cuando pretendió acabar con la independencia del Tribunal Supremo ampliando por decreto el número de sus miembros (ibidem, pp. 139-140). E incluso el presidente Obama abusó igualmente de su poder, al no cerrar la ilegal prisión de Guantánamo como había prometido hacer, al ordenar la ejecución extrajudicial de Osama Bin Laden, y al iniciar la táctica militar de bombardeo selectivo mediante drones que causan daños colaterales a civiles inocentes.

			Pero quizás lo más sombrío del lado oscuro que mancha el «credo» y el «sueño» americanos sea el racismo estructural institucionalizado, que siempre resurge y se reactiva de forma criminal y ominosa pese a todos los avances en la reconquista de derechos civiles que puedan producirse, como ha ocurrido tras la frustrada presidencia de Obama. Un racismo específicamente dirigido contra los descendientes de los dos grupos demográficos que fueron víctimas de sistemáticas violaciones masivas de sus derechos humanos: los indígenas autóctonos, expoliados y masacrados durante la llamada «Conquista del Oeste», y los esclavos africanos traficados y explotados como ganado subhumano, que hicieron posible la «acumulación primitiva» del capitalismo estadounidense mediante la «economía de plantación», y cuya posterior abolición desencadenó la Guerra Civil que todavía perdura en su memoria colectiva. Un continuado crimen de lesa humanidad que ha generado múltiples secuelas perversas (desde la desestructuración de las familias matrifocales negras convertidas en matrices del fracaso escolar de sus miembros hasta la hipertrofia de un sistema policial y penitenciario específicamente centrado en la represión de los varones afroamericanos), todas ellas dirigidas a perpetuar la dominación WASP sobre los afrodescendientes para reducirlos a la impotencia; lo que el movimiento defensivo del «Black Lives Matter», lejos de impedirlo, sólo ha logrado agravar e intensificar.

			Y es tan sistémico y estructural este racismo institucionalizado que ni siquiera genera mala conciencia entre los estadounidenses blancos, orgullosos como se sienten de su «credo americano» que les absuelve de todo mal que hayan perpetrado y puedan llegar a causar. Es el mismo supremacismo mesiánico situado por encima del bien y del mal que autoriza a los estadounidenses a arrogarse el papel de salomónicos jueces de la horca, distribuyendo a discreción sus inapelables sentencias con poder absoluto para absolver con la benevolencia del Dr. Jekyll y para condenar con la impiedad de Mr. Hyde. Una ambivalencia sobrehumana de hybris desmedida cuya mejor metáfora es la ambigüedad moral de esa obra excepcional del estadounidense Herman Melville que es Moby Dick: la cara oscura de la «fuerza vital» (vital force) del sabio de Concord, Ralph Waldo Emerson.

			2.4. El jacobinismo francés

			Toca analizar ahora el caso francés asociado a la tercera revolución burguesa, la francesa de 1789, que acabó por erigirse en el acontecimiento definitorio de su cultura pública singular y exclusiva: el «jacobinismo», entendido como extrema centralización estatal que fagocita a la sociedad civil absorbiéndola tras fusionarse con ella (Jaume, 1990). Como acabamos de ver, el excepcionalismo estadounidense fue así definido ante todo por observadores extranjeros como Tocqueville. Pues bien, lo mismo ocurre con el excepcionalismo francés, cuya primera caracterización procede del primer crítico de la Revolución francesa: el gran filósofo liberal-conservador Edmund Burke, cuyas Reflexiones sobre la revolución en Francia aparecen al año siguiente de su estallido, en 1790.

			Como señala Rosanvallon (2007, p. 92), a quién seguiré en todo este apartado, la crítica de Burke partió de atacar el carácter abstracto y especulativo de la legislación y la política revolucionarias, que pretendían hacer tabla rasa de las instituciones anteriores para fundar un orden nuevo racionalista y cartesiano, artificial y geométrico, fundado en la igualdad abstracta de los ciudadanos a costa de prescindir de sus particularidades concretas. Todo ello en contraposición al parlamentarismo representativo inglés, que respeta el orden natural basado en las tradiciones consuetudinarias, el pragmatismo de sentido común y el «ahínco en repartir a los hombres en diferentes clases», respetando la identidad de cada uno basada en la pertenencia a un «cuerpo social» (ibidem, p. 90). Y alega Burke contra los revolucionarios: «Se han vanagloriado de que por la adopción de esta disposición geométrica todas las ideas locales estarían sumergidas; que el pueblo ya no sería conocido bajo el nombre de gascones, picardos, bretones, normandos; que no habría más que una sola denominación, un solo corazón, una sola patria y una sola asamblea. Pero lo que probablemente ocurra es que en vez de ser todos franceses, los habitantes de ese país no tardarán en no tener ya una patria» (citado en Rosanvallon, 2007, p. 91).

			También Hegel formuló una crítica parecida del sometimiento de la particularidad a la generalidad practicado por la Revolución francesa. Como observa Rosanvallon, «el rasgo distintivo de la modernidad, para Hegel, consistía en un proceso de liberación de las potencialidades de la particularidad, que no es otro que el movimiento de afirmación de la libertad y de la autonomía de los individuos. Ese «momento de la subjetividad» se identifica con el desarrollo de la sociedad civil, espacio de las diversas actividades privadas. A partir de estos conceptos, Hegel desarrolla un análisis que presenta muchos puntos comunes con el de Burke. Él también denuncia la consagración de una «individualidad abstracta», pero no idealiza el modelo inglés, ni mucho menos. En efecto, Hegel sugiere que Francia e Inglaterra constituyen los dos polos de un incumplimiento de la modernidad. La Revolución Francesa supo destruir el Antiguo Régimen, pero no fue capaz de construir una comunidad política distinta del universalismo abstracto. Inglaterra, a la inversa, supo valorizar una comunidad concreta, pero al precio de renunciar a la ruptura con el viejo universo de los privilegios» (ibidem, pp. 98-99, cursivas suyas).

			Años después, ya a mediados del siglo xix, el más célebre pensador liberal francés, Alexis de Tocqueville, al que ya hemos visto definir por primera vez el excepcionalismo estadounidense, proporcionó la segunda gran interpretación de la Revolución Francesa, y lo hizo partiendo además de la propuesta por Burke, al criticar su «cultura política de la generalidad» basada en el pensamiento abstracto y la denegación de los «cuerpos sociales intermedios». Pero a diferencia de Burke o Hegel, Tocqueville supo advertir que ese vaciamiento de la sociedad civil no suponía ninguna ruptura con el Antiguo Régimen, pues la Revolución no hizo sino continuar y desarrollar, hasta llevarlo a sus últimas consecuencias, el proceso de disolución de los cuerpos sociales intermedios que ya había iniciado mucho antes el absolutismo monárquico francés (ibidem, p. 92).

			Es decir, existe una clara continuidad histórica entre la obra centralizadora del Antiguo Régimen absolutista iniciada por el colbertismo del Rey Sol, que allanaba los poderes secundarios y disolvía las particularidades corporativas del orden estamental, y la desarrollada por el jacobinismo revolucionario, que no hará tiempo después sino proseguir por la misma senda institucional (recuérdese la path dependence), profundizando en ella hasta vaciar por completo la sociedad civil. Pues sostiene Tocqueville: «el poder central en Francia todavía no adquirió en el siglo xviii esa constitución sana y vigorosa que le hemos visto luego; no obstante, como ya logró destruir todos los poderes intermedios, y entre él y los particulares no existe más que un espacio inmenso y vacío, ya aparece de lejos frente a cada uno de ellos como el único motor de la máquina social, el agente único y necesario de la vida pública» (citado en Rosanvallon, ibidem, p. 93).

			Es de nuevo la metáfora del «jardín francés» utilizada al comienzo del libro, que impone un nuevo orden geométrico sobre el allanamiento del viejo orden feudal, y que culmina con la «ideología jacobina» de 1789 aunque procede de mucho más atrás, a partir de los «decretos de nueva planta» (valga la paráfrasis hispano-catalana) que van dictando los sucesivos agentes soberanos del absolutismo borbónico, desde el Renacimiento hasta la Revolución: La Francia Moderna de Denis Richet (1997). En consecuencia, no debería hablarse de «Antiguo Régimen» sino de «Régimen Precursor», en la medida en que sentó las bases de la futura Francia jacobina que se desarrolló después para llegar hasta hoy, en que permanece fundamentalmente intacta como para dar la razón a la «persistencia del Antiguo Régimen» planteada por Arno Mayer (1984). O ¿qué otra cosa parece el jupiterino presidente Macron, más que un continuador posmoderno del apolíneo Rey Sol y del imperial Bonaparte, revividos mucho tiempo después por el general De Gaulle?

			¿Cuáles son las claves del «sendero histórico» francés, recorrido primero por los soberanos absolutistas, después por los «constituyentes» jacobinos y por último por los presidentes bonapartistas? Alain Minc (2014, pp. 65-70) las resume en dos conceptos: «la geografía y el poder (puissance)». La geografía por su expuesta localización en el cruce de caminos situado entre las cuatro esquinas de Occidente, emparedado entre los británicos al norte, al otro lado del Canal de la Mancha; los germanos al este, al otro lado del Rin; los italianos al sureste, al otro lado de los Alpes; y los hispánicos al sur, al otro lado de los Pirineos. De ahí la obsesión desde Carlomagno por levantar y defender las fronteras del Hexágono, que acumula poder militar coercitivo para proyectarlo con éxito primero contra los británicos (Guerra de los Cien Años) y después contra los Austrias españoles (Guerra de los Treinta Años), pero con fracaso final contra los alemanes tras la derrota de Sedan (1870) y la imposición nazi del régimen de Vichy (1940).

			Ese determinismo geopolítico es el que explica la compulsión por construir un Estado territorialmente centralizado, capaz de extender y defender con éxito sus fronteras exteriores mediante el dominio absoluto de la población que habitaba en su interior, la más numerosa de Europa hasta la revolución industrial, reprimiendo y controlando toda posible resistencia interna de sus distintos estamentos sociales: la nobleza, el clero y el «tercer sector» formado por la burguesía y el pueblo llano, que finalmente se sublevaría con éxito haciendo la revolución que acabaría con la aristocracia y la corona mediante el uso intensivo de Madame la Guillotine. Pero no por eso cesó el monopolio estatal del poder, que por el contrario prosiguió su escalada centralizadora a manos de gobiernos controlados por los juristas jacobinos de la Asamblea, la Convención y el Primer Imperio, que acabó de definir el modelo político francés mediante los Códigos Civil y Penal.

			Volvamos pues al libro de Rosanvallon (2007), que analiza a lo largo de sus páginas el desarrollo contemporáneo de 1790 a nuestros días de esta conflictiva dialéctica entre el dominante Estado centralizador y la subordinada Sociedad Civil, que desde entonces ha venido pugnando infructuosamente por emanciparse de su tutela política. En un comienzo, el allanamiento social ejecutado por los jacobinos resulta total, pues arranca de raíz y suprime definitivamente toda clase de «cuerpos sociales intermedios» (corporaciones nobiliarias y estamentales, comunas locales, congregaciones religiosas, gremios profesionales, instituciones civiles, etc.) que se sitúen entre el Estado central y los ciudadanos individuales, en cuyo agregado aritmético reside teóricamente la soberanía política.

			Y en seguida, para luchar contra la Reacción contrarrevolucionaria, se prohíbe taxativamente mediante la ley Le Chapelier de 1791 la fundación y funcionamiento de cualquier clase de nuevos «cuerpos sociales intermedios» que puedan crearse, incluso aunque fueran ideológicamente favorables a la revolución, a fin de que evitar el peligro fraccionalista y disgregador de que se conviertan en un contrapoder: un «estado dentro del Estado». Un arrasador allanamiento de la sociedad civil a manos de la República que culminará en el Terror revolucionario del Comité de Salut Public. Es el mismo «universalismo» igualitarista, disgregador y nivelador de todos los particularismos y diferencialismos sociales, que un siglo después nacionalizará a los campesinos franceses mediante la Escuela Republicana, del mismo modo que dos siglos después procurará hacer lo mismo con la integración y asimilación de los inmigrantes, dando la razón a Todd (1995 y 1996) que deduce ese universalismo del modelo de familia nuclear igualitaria que se irradia desde l’Île de France. Pues el dogma jacobino es concluyente: nada debe haber entre el Estado, representante del «interés general» entendido a la manera de la «volonté générale» de Rousseau, el gran ideólogo del jacobinismo, y los ciudadanos atomizados, únicos titulares de sus propios intereses individuales, lo que queda estatuido en el célebre artículo 291 del Código Penal napoleónico que regula restrictivamente la libertad de asociación.

			Lo cual abre un largo período de un siglo de luchas y conflictos entre la sofocada Sociedad Civil que pugna por sobrevivir y el Estado central que porfía en reprimirla y ahogarla, atravesado por múltiples pronunciamientos reaccionarios (como las guerras de la Vandea y de los Chuanes, a finales todavía del siglo xviii), continuas conspiraciones monárquicas y eclesiásticas (que pugnan por hacer revivir las congregaciones religiosas), nuevas revoluciones (en 1830, 1848 y 1870) y cambios de régimen: desde Termidor, el Imperio y la Restauración monárquica a la Monarquía de Julio y la II República, seguida del coup d’État de Luis Bonaparte que le llevó a crear por sufragio universal el II Imperio como Napoleón III, hasta concluir con la derrota de Sedán en 1870 tras la que adviene la III República de nuevo jacobina que habrá de durar hasta la invasión nazi. Pero entretanto se mantiene intacto el artículo 291 del Código Penal, que prohíbe toda asociación no autorizada de más de veinte personas.

			Y el único conato de liberalización, señala Rosanvallon (ibidem, pp. 275-303), lo aporta el régimen imperial bonapartista que, en la década de 1860, para potenciar el desarrollo del mercado y la industria, amplía la autonomía de la sociedad civil otorgando una cierta libertad a las corporaciones económicas (con la creación de cámaras de comercio y leyes como la que legaliza las sociedades anónimas) y a las asociaciones profesionales y sindicales (con la legalización de sindicatos en 1865). Pero este «liberalismo económico y social», que favorece cierto renacimiento de la Sociedad Civil, se promueve sin ninguna concesión al «liberalismo político», pues está contrapesado por el férreo mantenimiento de una estricta prohibición en materia de libertad de prensa, asociaciones culturales y partidos políticos. Así se conforma un régimen ambivalente y «polarizado», tal como lo llama Rosanvallon: «El Segundo Imperio multiplicó las reformas, articulando en esta perspectiva una autorregulación incrementada de la sociedad civil con el mantenimiento de un poder político fuertemente centralizado: liberalismo social e iliberalismo político [sic] fueron en este marco estrictamente articulados» (ibidem, p. 289).

			Y este dualismo ambivalente se extendería a la reinstauración democrática tras la caída del II Imperio manteniéndose hasta hoy: «La Tercera República hereda ese modelo sin modificar su estructura general. El único cambio, y a todas luces de envergadura, consiste en la ampliación de las libertades públicas. Comités electorales y partidos políticos, para no citar más ejemplos, en adelante se multiplican sin trabas. Pero esta ampliación no modifica sustancialmente la concepción de la democracia que sustenta el edificio. Sólo hay un deslizamiento desde una democracia iliberal a una democracia polarizada» (cursiva de Rosanvallon, ibidem, p. 289). Y polarizada en un doble sentido. Por una parte, se mantiene la desconfianza del poder político republicano hacia la permanente desestabilización procurada por las organizaciones civiles de la derecha clerical y monárquica, como revela el caso Dreyfus que a punto estuvo de derribar al régimen.

			Esto hace que, cuando el movimiento republicano logra superar el desafío antidreyfusard, sigue manteniendo bajo sospecha a la sociedad civil, a la que aspira a controlar mediante dos leyes de «jacobinismo enmendado» (tal como lo llama Rosanvallon), formalmente permisivas, pero en la práctica restrictivas. No tanto en materia de libertad sindical, pues la ley de 1884, promulgada antes del caso Dreyfus siendo Waldeck-Rousseau ministro del Interior, permitirá un amplio desarrollo de las organizaciones obreras. Pero sí en cuanto a la famosa Ley de Asociaciones de 1901, que por fin derogó el artículo 291 del código penal napoleónico todavía en vigor, siendo ya Primer Ministro el mismo Waldeck-Rousseau (que acumula la cartera de Interior) a la cabeza del gobierno dreyfusard de Défense Républicaine promovido por el presidente Félix Faure. Pues esa Ley de 1901, cuyo espíritu se mantuvo intacto durante todo el siglo xx, siguió manteniendo un férreo control y una vigilante desconfianza sobre el movimiento asociativo, aunque formalmente regulase la libertad de asociación. Así, aunque atenuado y enmendado, el jacobinismo permanece como clave del modelo político francés: máxima centralización política y libertad condicional, otorgada y vigilada desde arriba, para la sociedad civil.

			De ahí que continúen las resistencias sociales de un pueblo francés largamente escarmentado por varios siglos de centralización estatal jacobina. Es el segundo sentido de la «democracia polarizada» al que me refería antes, pues si el Estado central desconfía de la sociedad civil, ésta no desconfía menos de aquél, tratando de subvertirlo en la práctica de acuerdo a la tradición revolucionaria iniciada con la Fronda del siglo xvii, culminada con la Toma de la Bastilla de 1789 y proseguida después, como se ha dicho antes, en múltiples ocasiones: 1830, 1848, 1870 y así sucesivamente. Y como ejemplos más recientes destacan la recurrente rebelión de las banlieues donde se hacinan los ghettos segregados de inmigrantes excluidos (Mauger, 2007) y el ciclo de protesta de los «chalecos amarillos» (gilets jaunes) que hasta el confinamiento causado por la pandemia de covid venían protestando violentamente desde las rotondas de la Francia periférica.

			Su origen hay que buscarlo en el desclasamiento, la precariedad laboral y el vaciado estatal de los «cuerpos sociales intermedios» que todavía hoy sigue denunciando el geógrafo Christophe Guilluy (2019). Y el resultado es ese «archipiélago francés» que también denuncia el politólogo Jérôme Fourquet (2019): una «sociedad milhojas» en la que avanza la fragmentación entre comunidades segregadas, en vez de aquella «sociedad-silo» como contenedor único de grupos sociales integrados que pretendió construir el jacobinismo. Pues lo que falla no es sólo la «asimilación» de los linajes de inmigrantes foráneos, sino la integración política forzada desde arriba de la desestructuración social, cada vez más fragmentada como consecuencia del desclasamiento y la precariedad laboral.

			De ahí la dialéctica polarizada entre el Estado central y el Pueblo francés, también surgido en 1789 como sujeto histórico revolucionario, que no sólo se resiste a la administración centralizadora, sino que además pretende imponer a aquél su rousseauniana volonté générale. Es la «contrademocracia» («democracia negativa» o «democracia de control») ejercida por el «pueblo vigilante» o el «pueblo juez», de la que habla el propio Rosanvallon (2007a, pp. 30-34) en otro libro inmediatamente posterior, para referirse a este activismo resistencial y «censor» del «contra-poder» antiestatal ejercido por la soberanía popular, que arranca precisamente de la propia Convención Constituyente de 1792 de la que igualmente emergió el jacobinismo del Comité de Salut Publique.

			Hoy, este antiestatalismo resentido y exigente que anida en el corazón de la sociedad francesa está siendo políticamente rentabilizado por el Front National (hoy Rassemblement National) de la familia Le Pen hasta erigirse en el primer partido de Francia, aunque hasta ahora haya sido incapaz de alcanzar la presidencia por el cordón sanitario que contra él establecen los demócratas antifascistas. Pero en su gestación hay que remontarse mucho más atrás, mereciendo destacarse dos fenómenos en especial. Ante todo, el populismo antielitista heredero de los sans culottes de 1792 que se sigue esgrimiendo contra «les gros» (los «peces gordos», en traducción libre): la nueva aristocracia de esas «200 familias» que controlan desde hace mucho tiempo la mayor parte de la riqueza nacional en valores bursátiles y bienes raíces, a cuyo servicio trabajan, de creer al populismo, los «enarcas», es decir, los altos funcionarios egresados de la ENA (École Nationale d’Administration) fundada en 1945 por el gobierno provisional del general De Gaulle: el selecto vivero de los actuales «jacobinos» neoliberales que manejan los resortes del poder centralizado actuando como nueva Nobleza de Estado (Birnbaum, 2010).

			El otro motor del polo antijacobino procede del nacionalismo francés, pero no de su versión oficial, identificada con Ernest Renan y su concepto de nación entendida como «plebiscito de todos los días», lo que resulta afín al universalismo jacobino que tratará de nacionalizar a los franceses «desde arriba» mediante l’École Républicaine, sino en su sentido más fuerte de autoafirmación diferencial (es decir, unilateral y excluyente) del pueblo francés frente a toda imposición ajena, superior o externa. La genealogía de este nacionalismo francés arranca de la reacción contrarrevolucionaria de monárquicos y católicos en los dos primeros tercios del siglo xix. Pero cobra su principal impulso como reacción frente al «Désastre de Sedán» (la gran derrota infligida por el ejército prusiano en 1870), que humilló el orgullo nacional francés de modo equivalente a lo que sucedería en España con el «Desastre de 1898» (la gran derrota infligida por EE UU en la Guerra de Cuba). A partir de ahí se rearma un nuevo nacionalismo antigermano, antisemita y antirrepublicano, que cobra extraordinario impulso con el caso Dreyfus que a punto estuvo de desestabilizar la III República jacobina. Es entonces cuando Charles Maurras se hace con la dirección de Action Française, la unifica con el monarquismo clerical y antisemita y la convierte en el principal movimiento de extrema derecha nacionalista y republicano, que se prolongará hasta erigirse en el sostén ideológico de la Francia de Vichy.

			Así se constituye lo que Bernard-Henry Lévy (1981), jefe de filas de los nouveaux philosophes post-sesentayochistas, denominó polémicamente La Ideología Francesa, definiéndola como la gran alternativa del pensamiento nacional francés contrapuesto tanto al idealismo alemán (la Ideología Alemana de Marx) como al jacobinismo republicano. Y frente al universalismo abstracto de aquéllos, la ideología francesa sería radicalmente diferencialista, concretándose en el «impulso vital» del pueblo francés (el élan vital de Bergson, inspirado en la «fuerza vital» de Emerson) al que se reinterpreta en términos racistas como descendiente de los galo-romanos, y como tal contrapuesto a los francos de origen germano. Filosóficamente, esta ideología francesa procedería de Bergson y de toda su escuela: Charles Péguy, Daniel Halévy, incluso Jean Sorel. Y políticamente se expresaría por la «revolución nacional» propuesta por Maurras que trataría de aplicar el gobierno del Mariscal Pétain al frente de la Francia de Vichy impuesta por los nazis, de acuerdo a las tesis del historiador estadounidense Robert Paxton (1974). Una «ideología francesa» netamente fascista, aunque antigermánica, cuyo nacionalismo étnico llegaría a contaminar subliminalmente a la izquierda francesa, incluidos los comunistas. Y una ideología francesa, cuyos portadores se sienten herederos de la pasada gloria colonial indochina y africana, hoy encarnada por los descendientes de los pieds noirs (y la OAS) que se sienten traicionados por el Estado jacobino que otorgó la independencia argelina.

			Esta tesis de B.-H. Lévy, publicada tiempo antes del ascenso político del Frente Nacional, fue rechazada como una provocación diletante por dos razones: primero, porque acusaba al régimen de Pétain, en línea con Paxton (1974), de ser tan fascista y antisemita como los propios nazis (contra la interesada creencia exculpatoria que interpreta Vichy como un simulacro que hacía doble juego siendo indulgente con los judíos y con la Resistencia, tal como sostiene todavía hoy el ideólogo ultranacionalista Éric Zemmour); y además, porque acusaba a grandes santones de la izquierda de ser partícipes de dicha «ideología francesa», lo que tanto socialistas como comunistas rechazaron airados. Hoy este libro está olvidado, pero sin embargo tiene bastante más sentido del que parece, si tenemos en cuenta que, al hilo de las propuestas de Emmanuel Todd (1996), da cuenta de la existencia de dos Francias: la jacobina o republicana universalista, basada en la familia nuclear igualitaria, y la fascista o nacionalista diferencial, basada en la familia troncal, que de entonces a hoy ha alumbrado el ascenso del Front National (RN).

			Sin embargo, carece de sentido llamar «ideología francesa» sólo al nacionalismo bergsoniano y maurrasiano, como hace Lévy tomando la parte por el todo, puesto que tan francesa es la ideología jacobina o republicana como la nacionalista diferencial: las dos almas jánicas (Jekyll y Hyde) que habitan el mismo cuerpo del pueblo francés. Y este dualismo ambivalente explicaría tanto la «democracia polarizada» entre el liberalismo socioeconómico y el «iliberalismo» político, de la que habla Rosanvallon (2007, pp. 275-303), como la «cohabitación» que caracteriza excepcionalmente al presidencialismo francés (tal como vimos en el capítulo anterior), cuando el pueblo soberano elige dos mayorías políticas, la presidencial y la legislativa, de signo político contrario.

			Este dualismo entre las dos almas de Estado-nación francés, la estatal-jacobina y la nacional-populista, correspondientes a sus dos formas «toddianas» de familia, la nuclear-igualitaria versus la troncal, da lugar a la oscilación pendular entre períodos históricos sucesivos de predominio alternante de una u otra variante ideológica: la jacobina radical, como en la Convención republicana de 1791 a 1795, o la nacionalista radical, como en la colaboracionista Francia de Vichy de 1940 a 1944. También se expresa mediante la alternancia política entre las mayorías de izquierda y derecha, que remiten en última instancia a las dos almas, igualitaria y universalista la izquierda, diferencial y segregacionista la derecha. Y hoy mismo esa dualidad está perfectamente representada por la polarización actual entre el macronismo presidencial, jacobino y elitista, y el nacionalismo xenófobo del Front National (hoy RN), populista, etnocéntrico y euroescéptico.

			Esto hace a la cultura pública francesa capaz de lo mejor y de lo peor: lo mejor se expresa por la ciudadanía universal del Código Civil napoleónico, obra cumbre del jacobinismo exportable a todas las democracias inspiradas por el derecho romano; y lo peor se manifiesta por la cruzada xenófoba y antisemita del nacionalismo francés radical, como en el caso Dreyfuss, la Francia de Vichy y el terrorismo de Estado practicado durante la Guerra de Argelia. Pero esas dos almas también pueden fundirse en un mismo impulso común (élan vital) de raíz napoleónica o bonapartista, como simboliza muy bien la ejecutoria política del General De Gaulle tanto a la cabeza de la «Francia Libre», entre 1940 y 1946, como sobre todo en su posterior fundación y larga presidencia de la Quinta República, a la vez jacobina y nacionalista, entre 1958 y 1969. Por eso, el término de «ideología francesa», aunque le pertenezca por derecho propio a su inventor Napoleon I, el gran creador de la Francia moderna, hoy le corresponde con la mayor propiedad al gaullismo, entendido como jacobinismo centralizador que busca desarrollar la «grandeur» de Francia dirigiendo «desde arriba» la revolución nacionalista mientras pretende integrar a la heterogénea inmigración multicultural mediante su asimilación al espejo universal republicano, roto ahora en mil pedazos por los gilets jaunes o la rebelión de las banlieues (Mauger, 2007), y desafiado por el nacionalismo antisistema del RN y Éric Zemmour.

			2.5. El «SONDERWEG» alemán

			Tras las tres revoluciones burguesas que se vieron coronadas por el éxito, la inglesa de 1688, la estadounidense de 1775 y la francesa de 1789, pasamos ahora a las otras tres experiencias análogas cuya burguesía no logró hacer la revolución a tiempo: la alemana, la italiana y la española. El caso alemán, cuya revolución liberal fracasó en 1848 para dar lugar al poco tiempo a su contrario, la «revolución desde arriba» del canciller Bismark teorizada por Barrington Moore (1975), parece hermano gemelo del francés, por antitéticos que resulten, y no es extraño que sea así, si tenemos en cuenta que sus unidades políticas originarias nacieron al dividir como herencia en el tratado de Verdún (843) el imperio de Carlomagno a uno y otro lado del Rin. Pero la gran diferencia histórica entre ambos reside, al decir de Minc (2014, pp. 25-34), en que el reino occidental francés llegó a convertirse en un Estado unificado y centralizado en París, capaz de fijar, defender y consolidar sus fronteras territoriales, mientras que el espacio oriental quedó configurado como un Imperio descentralizado sin capital fija ni fronteras definidas, cuyo único cemento de cohesión política era la cultura germánica compartida en común, sobre todo tras la unificación lingüística lograda por la Biblia de Lutero impresa en lengua vernácula. Esto hará de la «Cultura», su seña de identidad nacional (Lepenies, 2008), y de ahí la Ideología alemana que Marx y Engels definieron en 1845 como excepción germana fundada en el idealismo.

			Entre ambos senderos históricos a uno y otro lado del Rin, el alemán y el francés, se puede establecer una suerte de vías o «vidas paralelas» análogas a las de Plutarco, caracterizadas tanto por sus sorprendentes semejanzas como por sus abismales diferencias. Durante la Edad Media, el Reino de Francia se constituyó frente al desafío secular contra el Reino de Inglaterra que ocupaba buena parte de su territorio, lo que terminó con la victoria del lado francés tras la Guerra de los Cien Años. Y de modo análogo, el Imperio alemán que ocupaba parte de la península italiana se constituyó como tal en lucha secular contra el Papado, que terminó por superarle obligándole a convertirse en Imperio romano-germánico. Durante los siglos xvi y xvii, Francia se vio desgarrada por una división fratricida entre católicos y hugonotes (correspondiendo al dualismo de sus dos formas de familia, troncal y nuclear igualitaria), que acabó finalmente con la expulsión del calvinismo tras la unificación dictada por Luis xiv. Y durante el mismo período, los principados alemanes se dividieron entre católicos y luteranos hasta dar lugar a la cruenta Guerra de los Treinta años que determinó la superioridad final del bando protestante, confirmando a Lutero como precursor del nacionalismo alemán. En el siglo xviii, la Ilustración francesa se construyó en torno al principio neoclásico de la Razón universalista, con la Enciclopedia como nuevo evangelio civilizador. Y por la misma época, la Ilustración alemana (Aufklärung) se construyó en torno al principio neoclásico de la Kultur (cultura), con la revolución de la lectura centrada en la Bildung («formación» entendida como desarrollo humanístico personal y colectivo) como nuevo evangelio pietista, que oponía la Kultur nacional alemana a la Civilisation francesa (Sala Rose, 2007, pp. 61-86).

			Y así llegamos a 1789, el parteaguas histórico de la Revolución francesa, que es la fecha que se aduce para justificar el momento en que se «torció» el sendero histórico alemán. Desde la perspectiva secuencial de los acontecimientos, allí comienza la oposición alemana liderada por Prusia al avance de las ideas revolucionarias exportadas a toda Europa por los victoriosos ejércitos napoleónicos, que derrotaron varias veces a los prusianos hasta que éstos lograron vencer a Napoleón primero en Leipzig y después en Waterloo (1815), iniciándose a partir de entonces la eclosión del nacionalismo alemán bajo el liderazgo de Prusia que condujo a la derrota definitiva de los franceses en Sedán y a la fundación por el canciller prusiano Bismark del II Imperio alemán con capital en Berlín (1871), lo que habría de dar lugar al ascenso definitivo de Alemania como primera potencia europea. Pero desde la perspectiva de larga duración de la sociología histórica, en 1789 se inicia también el Sonderweg (sendero especial o camino específico) que convertiría a Alemania en una excepción (es decir, una «anormalidad») respecto a las demás naciones europeas.

			¿Qué se entiende por Sonderweg alemán? Técnicamente, es un concepto introducido por los historiadores alemanes con perspectiva infraestructural, como Hans-Ulrich Wehler, para referirse a los múltiples efectos de largo plazo causados por la ausencia de revolución burguesa en Alemania, a diferencia de lo ocurrido en Inglaterra y Francia, lo que generó un proceso histórico de modernización socioeconómica truncado y desequilibrado: es decir, «anormal» o excepcional por comparación a la «norma» occidental europea (Bernecker, 1992). Y esta anormalidad o excepcionalidad del proceso de modernización alemán se debería a la congénita debilidad política de la burguesía alemana llamada a protagonizar la doble revolución liberal e industrial, que ante el vacío causado por la falta de impulso burgués «desde abajo» fue protagonizada por la iniciativa burocrática de la élite estatal que ocupó su lugar, dando origen a la «revolución desde arriba» (from above) liderada por Bismark que teorizó Barrington Moore (1975). Pero el sendero torcido (Sonderweg) no se detuvo ahí, sino que siguió avanzando en su recorrido por esa vía tortuosa, desviada o patológica para terminar en el excepcional, a fuer de monstruoso, Tercer Reich.

			Como teoría explicativa del curso alemán de la historia, el Sonderweg está desacreditado por varias razones. Es verdad que en Alemania no se dio una Revolución liberal como la inglesa o la francesa porque la burguesía alemana era débil y apolítica, como en seguida veremos, pero lo mismo sucedió en muchas otras partes de Europa. También es verdad que la revolución industrial se produjo en Alemania por iniciativa burocrática de la élite estatal, pero lo mismo ocurrió en muchos otros países de modernización tardía que, por su atraso relativo, no pudieron sumarse a la primera industrialización protagonizada por pequeñas empresas de iniciativa privada, como había ocurrido en Inglaterra, Países Bajos, Bélgica y el norte de Francia; mientras que aquellos otros que iniciaron su desarrollo en la segunda industrialización, surgida tiempo después, debieron hacerlo basándose en empresas a gran escala con patrocinio y protección estatal, lo que les permitió adelantar en poco tiempo, como hizo Alemania, a los pioneros de la industrialización temprana: es la «ventaja del retraso» teorizada por Alexander Gerschenkron (1968). Así que en el proceso de modernización histórica de Alemania no hubo nada «anormal», pues fue tan excepcional como en cada uno de los demás países de industrialización tardía.

			Lo que viene a indicarnos que la «anormalidad» que se atribuye al Sonderweg se debe no tanto a su específica modernización histórica sino al monstruoso Holocausto que advino al final del camino alemán, como si aquélla tuviera que conducir necesariamente a éste. Ahora bien, no existe ninguna determinista «necesidad histórica» que lleve de la primitiva derrota militar de Prusia ante Napoleón, después revertida con creces en Leipzig, Waterloo y Sedán, y del posterior II Imperio bismarkiano, que proyectó a Alemania al papel de primera potencia económica sólo superada por EE UU, al Tercer Reich, pues éste se produjo por la concatenación fortuita de una serie de circunstancias históricas, todas ellas contingentes, que coincidieron en hacer posible la subida de Hitler al poder, pero que también hubieran podido causar otro resultado completamente distinto o aun opuesto.

			Lo que no obsta para que la monstruosidad del Holocausto haya contaminado todos los hechos del pasado inmediatamente precedentes, como si fueran los factores «culpables» de causarlo: ésa es la «maldición» predestinada que fatídicamente perseguiría al Sonderweg alemán impulsándole hacia su autodestrucción, como analizó Enzo Traverso (2002) para desmitificarla. Pues, además, el Holocausto no es la meta de llegada a la que conduce el Sonderweg al final del camino, ya que después del genocidio advino la desnazificación, el «milagro económico» alemán, precisamente protagonizado por su burguesía o clase empresarial, y por último el éxito indiscutible de la democracia federal, que no sólo ha completado la reunificación alemana, sino que se ha convertido en líder indiscutible y convincente de la Unión Europea: una historia de éxito con final feliz, sin duda alguna.

			Y, sin embargo, aunque le despojemos de toda esa metafísica del determinismo histórico que le conduciría hacia un destino fatal, las dudas sobre el Sonderweg alemán persisten, como si tuviera una cara oculta de naturaleza sombría, que acechase a la vuelta del camino en cada una de sus bifurcaciones y encrucijadas. ¿Qué tiene, pues, de excepcional, el modelo alemán, que lo distinga de sus equiparables modelos vecinos? Veamos qué nos dice Alain Minc (2014) acerca de la naturaleza profunda del alma alemana: «El ADN de Alemania mezcla dos fuerzas». De una parte, «un pueblo-nación moldeado por su identidad lingüística, cultural, mística incluso». Y de otra, «el culto al «Estado-racional», que ha tomado al hilo de los siglos el rostro de Prusia encarnado en un nacionalismo de «sangre y hierro» que no forma cuerpo con el mito del «pueblo-nación», pero que hoy «se expresa por el «patriotismo constitucional» de Habermas, que sustituye el culto militar a la autoridad por la devoción al Estado de derecho, el desarrollo de poderes y contrapoderes y la afición al compromiso y al consenso» (ibidem, pp. 25 y 34).

			Ahora bien, esos dos componentes, el «pueblo-nación» y el «Estado racional», son simétricamente análogos a las dos almas que acabamos de ver en el modelo francés: el Estado (jacobino) y la nación (soberanía popular). En cuanto al estatalismo, ambos modelos, napoleónico y prusiano, tienen origen castrense, como vimos en el capítulo anterior (pp. 112 a 121), y coinciden en encarnar cada uno a su manera la «administración burocrática racional» teorizada por Max Weber. La diferencia entre ambos reside, ante todo, en el carácter unitario y centralizado del modelo francés frente al modelo compuesto y federal del sistema alemán. Y también en que el Estado jacobino francés está muy politizado por ejercer como administración interventora de la sociedad civil, según acaba de verse, mientras que el RechsStaat o Estado de derecho alemán es mucho más juridicista y respetuoso de las prerrogativas institucionales y corporativas de la sociedad civil.

			Pero hay algo más que los diferencia, según Rosanvallon (2007, p. 95): «La historia del Estado aparece como un «proceso de racionalización» del que Weber describió sus principales características. Pero esa historia es también la de un «proceso de democratización» que somete la administración burocrática a las directrices de un gobierno representativo de la voluntad de la mayoría. En Gran Bretaña y Francia (en ésta perturbado por contradictorias rupturas), el proceso de democratización precedió al proceso de racionalización estatal, mientras que en Alemania ocurrió a la inversa». He ahí pues, una clave de la excepción alemana: el que la revolución estatal o burocrático-administrativa se hiciera antes que la revolución liberal-democrática, y por tanto en perjuicio de ésta a la que se opuso, reprimió y bloqueó durante muchas décadas, haciendo de Alemania un gigante estatal-racional a la vez que un enano político-democrático: de ahí el fracaso de Weimar.

			Respecto a la especificidad del nacionalismo alemán, Alain Minc reproduce el consabido tópico que opone el nacionalismo cívico francés de Renan, basado en el «plebiscito de cada día» de los ciudadanos, frente al nacionalismo étnico alemán de Herder, fundado en el «espíritu del pueblo»: «Frente a la concepción francesa de la nación-contrato se desarrolla la visión alemana de una nación entendida como fuerza vital (volkgeist). Ésta se afirma oponiéndose al cosmopolitismo de las élites de finales del siglo xviii, los Lessing y los Goethe para quienes «el patriotismo es una heroica debilidad», como éste había escrito» (ibidem, p. 28). Pero este contraste tan maniqueo esconde una simplificación. Ya hemos visto antes, con Bernard-Henry Lévy (1981), que el nacionalismo francés no es sólo cívico y racional sino también étnico e irracional, basado en la xenófoba «fuerza vital» del pueblo francés (el élan vital de Bergson), lo que desembocará en el fascismo de Vichy, en el radicalismo ultra de Éric Zemmour y en la actual adhesión de las clases populares al Frente Nacional (hoy RN).

			Y de igual modo, el nacionalismo alemán también resulta ambivalente, pues no sólo produjo el irracional nacionalismo volkisch (tan populista como populachero) inducido por los patrioteros junker, sino también el nacionalismo cultural de la burguesía alemana, cultivada e instruida en el ideal del Bildung. Así lo reconoce el propio Alain Minc, cuando subraya la influencia de Fichte con su Discurso a la nación alemana de 1807, en el que destacó el papel de la lengua como matriz de la nación. «La lengua fundamenta la cultura, la cultura define la nación alemana, la nación alemana tiene el encargo de regenerar el mundo. Ése es el credo de Fichte: cree en la elección divina del pueblo alemán definido como Kulturnation. Fichte es un Lutero sin la Reforma, pues se considera profético sobre la capacidad de Alemania para encargarse de la redención del mundo. Y semejante regeneración de la nación sólo puede proceder de la educación» (ibidem, p. 29; véase también Sala Rose, 2007; y por supuesto, Lepenies, 2008).

			Así llegamos de nuevo al enigma de la burguesía alemana, la más culta del mundo y sin embargo la más pasiva también, pues asistió como espectadora conforme y partícipe a la vez del trágico destino del Sonderweg alemán. La explicación de por qué fue esto así procede de las características del sistema político alemán, que era un imperio confederal formado por múltiples principados y Estados heterogéneos cada uno de los cuales disponía de su propia corte absolutista, rígidamente jerarquizada en estamentos impermeables que excluían a la burguesía ilustrada de cualquier acceso al poder político. En esas condiciones, la burguesía excluida aprendió a alimentar un sordo desdén teñido de resentimiento contra una aristocracia monopolizadora de los poderes públicos (Imperio, Estados y Ejército) a la que despreciaba por inculta y por afrancesada. Así fue como surgió la célebre oposición entre la «cultura» alemana (Kultur), profesada por la burguesía como mecanismo de defensa, y la «civilización» cosmopolita que practicaban los incultos cortesanos aristócratas, entregados a los juegos de guerra (como la práctica del duelo) y al «politiqueo» en las diversas cortes del imperio. En esas condiciones, la burguesía pronto se «nacionalizó» al convertirse en propagandista de la superioridad de la «cultura» nacional alemana, que ellos dominaban y profesaban, frente a la «civilización» cosmopolita de la nobleza afrancesada (Elias, 1987, pp. 57-82; y 1999, pp. 149-204).

			Y esa superioridad moral que experimentaba la burguesía frente a la nobleza titular de los poderes públicos la condujo hacia la despolitización. Su patriotismo exclusivamente cultural les hizo comprometerse tan sólo con la alta cultura alemana de las artes y las letras, aunque también con la ciencia y el derecho, sobre todo desde que la burocracia dejó de estar restringida a la nobleza y se abrió a los hijos de la burguesía, que ingresaron en ella al superar con creces las pruebas de mérito, tal como vimos al analizar la construcción weberiana del Estado racional. Pero respecto a la política propiamente dicha, continuaron ignorándola con desprecio por considerarla poco digna de una mente cultivada. Con lo que la preocupación por los asuntos públicos, y más aún su participación en ellos, siguió quedando fuera de su centro de interés, aunque ya no por exclusión estamental sino ahora por propia elección. De ahí que abandonaran a su suerte a la República de Weimar, a la que menospreciaron como turbio asunto de politicastros, dejándola inerme ante los ataques cruzados de los revolucionarios izquierdistas y los contrarrevolucionarios nazis. Esta despolitización de los cultos es la clave del problema alemán.

			El resultado fue la indiferencia y el conformismo apolíticos que les llevó a tolerar cualquier abuso de poder sin criticarlo ni intervenir en ello, al considerarlo como algo propio del injusto e impuro mundo de la política. Pero como el que calla, otorga, eso equivalió a avalar las arbitrariedades del régimen imperial guillermino, a abandonar a su suerte a la débil democracia de la república de Weimar, y a dar por buenos, o al menos por inevitables o ajenos, los crímenes perpetrados por el partido nazi. Y mientras tanto siguieron obedeciendo con diligencia pietista las órdenes dimanadas de la autoridad instituida, tal como exigió el fundador de la moderna nación alemana, el profeta de la Reforma Martin Lutero, al prescribir la estricta obediencia al orden legal establecido por mandato divino: a Dios lo que es de Dios y al César (el Kaiser, el Führer) lo que es del César. De ahí a la «banalidad del mal» de Hanna Arendt (2003), asumido en orden a la «obediencia debida», no había más que un paso que la burguesía dio sin saberlo evitar.

			Así tenemos una nueva versión del «Sonderweg» alemán que culpa a la burguesía alemana del trágico destino de su propio pueblo, pero esta vez no por ser incapaz de protagonizar la revolución burguesa sino ahora por su complicidad por omisión con las atrocidades cometidas por el nazismo. Es la tesis del burgués como «Mitläufer» (seguidor o compañero de viaje que se deja llevar por la corriente), que ha popularizado un reciente best seller de una periodista francoalemana, Géraldine Schwartz (2019): el mitläufer sería quien por ofuscación, por indiferencia, por apatía, por conformismo o por oportunismo, se convierte en cómplice de prácticas e ideas criminales. Sin embargo, esta interpretación es quizá demasiado injusta, o al menos simplificadora, pues la burguesía alemana se encontraba ante una encrucijada moral con pocas salidas y todas ellas moralmente ambiguas. Así lo supo ver Norbert Elias (1999) en una serie de escritos cuyo común denominador es tratar de explicar, y explicarse a sí mismo, cómo llegó a producirse el proceso de «descivilización» en que se vio incursa la burguesía alemana, la más civilizada del continente europeo en su época. He aquí su cita por extenso (ibidem, pp. 156).

			Para muchos miembros de las clases medias educadas, «cultura» continuó significando un espacio de retraimiento y de liberación de las opresivas restricciones de un Estado que los trataba, en comparación con la nobleza, como ciudadanos de segunda clase, y que les negaba el acceso a sus puestos de dirección y a aquellas responsabilidades vinculadas con el poder y el prestigio. Retirarse a la esfera apolítica de la cultura les permitía mantener una actitud de reserva, a veces muy crítica, frente al orden social existente, sin tener que oponerse activamente al régimen ni embarcarse en un conflicto abierto con sus representantes. Ésta era una de las soluciones posibles al dilema fundamental al que se enfrentaban muchas clases medias, un dilema que en la Alemania del siglo xix y principios del xx se presentaba en una sola variante especial: cualquier oposición activa y decidida al régimen y sus grupos hegemónicos se veía obstaculizada y con frecuencia paralizada por el temor a que un derrocamiento del orden existente, producto de una lucha contra la posición privilegiada de las clases más altas, pusiera en peligro la propia posición de encumbramiento sobre las clases más bajas.

			Se advierte en este párrafo un dispositivo estructural análogo al que ya vimos (en el capítulo anterior) que bloqueaba a los criollos de América Latina, laminados en torno a 1800 entre las élites coloniales españolas, más pobres e ignorantes, que les excluían de su acceso al poder, y las masas populares de campesinos, indígenas y esclavos africanos, que amenazaban con rebelarse (Lynch, 1976; citado en Hall, 1993). Y también es el mismo mecanismo estructural que bloqueaba a la burguesía nacionalista centroeuropea analizada por Hroch (2000), al emparedarla entre la élite imperial excluyente y las masas urbanas revolucionarias. Pues bien, según Elias, el dilema estructural que bloqueaba a la burguesía alemana era idéntico, laminada como estaba entre la élite imperial de los junkers prusianos y las masas populares urbanas potencialmente revolucionarias, ya procedieran del socialismo o del nacionalismo volkisch. Y sigue Elias:

			A este dilema se le daban principalmente dos respuestas. Uno se podía identificar con el régimen, a pesar de sus aspectos opresivos y humillantes: ésta es la vía que elegiría un número cada vez mayor de miembros de las clases medias alemanas después de 1871. Pero uno podía también exiliarse en el ámbito apolítico de la «cultura», que ofrecía todas las oportunidades compensatorias de la creatividad, el interés y el disfrute de la vida, además de dejarle a uno la posibilidad de preservar su «libertad interior», su integridad como persona y su propia autoestima. Ésta fue la solución comúnmente elegida por aquellos intelectuales y otros representantes de las clases medias alemanas que podemos llamar «liberales». Su aversión al orden hegemónico se suavizaba porque su fuerza de voluntad política se hundía en una resignación pasiva al no tener ninguna alternativa libre de riesgo para un cambio de la situación (Elias, 1999, p. 157).

			De modo que la cultivada pero apolítica burguesía alemana pudo utilizar la cultura (la Kultur: el pensamiento, las artes y las letras), como una «habitación del pánico» que permitía evadirse de la trampa existencial que les asediaba, estrechados hasta la asfixia entre el despótico belicismo junker y la insurgencia callejera de clase baja, roja o völkisch. Y ante tan trágico dilema, la mayoría acobardada optó por vender su alma como Fausto al Mefisto nazi que ofrecía saciar su voluntad de poder (González García, 1992, pp. 143-187), mientras la impotente minoría se refugiaba en el exilio interior o exterior, como hizo Thomas Mann. Ésa fue la diferencia específica que singularizó el Sonderweg alemán frente a las demás burguesías europeas situadas ante encrucijadas análogas, que no tuvieron más opción que someterse a «los de arriba» o sumarse a «los de abajo». Mientras que las clases medias del Imperio guillermino, la República de Weimar y el Tercer Reich dispusieron de la opción adicional de elevarse au dessus de la melée para buscar confortable refugio y patriótica coartada en el nebuloso limbo del idealismo alemán, esa zona de confort estético donde las «almas bellas» que soñara Schiller (ibidem, pp. 87-104) podían entregarse como espíritus exquisitos a los líricos encantos de la sublimación cultural.

			En el resto de su libro Los alemanes, Elias (1999, pp. 205-464) se dedica a seguir la progresiva «descivilización» de aquellos miembros de las clases medias que, situados ante tan incómoda encrucijada, optaron por sumarse a la cultura bélica de violencia purificadora que fue dominando a la opinión pública, llena de resentimiento revanchista por las onerosas condiciones del Tratado de Versalles, que se dejó seducir por la impunidad con que los frei korps («cuerpos francos»: milicias ultraderechistas de excombatientes de la Gran Guerra) libraban una clandestina guerra sucia contra la izquierda revolucionaria durante la República de Weimar. Una regresión hacia la violencia sin control protagonizada por miembros de las clases bajas que pretendían reproducir, vulgarizándola a la manera völkisch, la estética de la violencia heroica de que había hecho gala la nobleza junker del ejército imperial guillermino, tal como el propio Weber (1972) se encargó de denunciar. Fue el caldo de cultivo en el que arraigó el fascismo nazi, también escenificado con espectacular coreografía pretenciosamente «cultural», por lo que llegó a ser definido en 1936 por Walter Benjamin (2008, pp. 44-47 y 83-85) como «estetización de la política».

			Pero todo este proceso de descivilización en el que participaron las cultivadas clases medias, a veces de buen grado y otras a su pesar, no pudo desarrollarse sin una morbosa sensación de mala conciencia que, como no podía ser de otra forma, también se manifestó expresándose en términos de Hoch Kultur (alta cultura), siendo quizá su mejor ejemplo la célebre novela de Thomas Mann Doktor Faustus, escrita en pleno cénit del nazismo pero publicada en 1947, que remite a su vez a la «doble alma» alemana así definida por Goethe en su tragedia Fausto escrita entre y 1808 y 1832 (González García, 1992, pp. 188-212; véase también Berman, 1988, pp. 28-80). Es la metáfora weberiana del pacto con el diablo que permite alcanzar la plenitud del poder a cambio de renunciar al «alma bella» sin responsabilizarse de las consecuencias perversas sobre los demás. Pero que termina encerrando a sus agentes junto con sus víctimas en una burocrática «jaula de hierro», denunciada como inhumana tanto por Weber como por Kafka (González García, 1989), que es la matriz totalitaria de la «banalidad del mal» (Bauman, 1997; Arendt, 2003).

			Dos almas habitan pues, metafóricamente, en el corazón del pecho germano: la que podríamos llamar alma universalista del «Fausto imperial», creador del weberiano RechsStaat (Estado de derecho) capaz de desarrollar la «revolución desde arriba», el «milagro económico alemán» y la integración europea, todo ello administrado con ordoliberalismo mercantilista, neocorporatismo consensual y patriotismo constitucional a lo Habermas; y el alma particularista del diferencial «Mefisto prusiano», capaz de imponer su voluntad de poder para ampliar su espacio vital (lebensraum) «con el hierro y la sangre» como pedía Bismarck, de acuerdo a la «dialéctica del amigo y el enemigo» a lo Carl Schmitt. Y ambas almas conviven en el mismo suelo y comparten el mismo pueblo disputándose la despolitización del ambivalente mitläufer, que continúa habitando en su limbo cultural apolítico tras su desnazificación biempensante (Lepenies, 2008). Lo que aplicado a la actualidad se traduce en la polarización de sus dos almas políticas: la de Fausto representada por la «gran coalición» democristiana y socialdemócrata, o por la «coalición semáforo» entre el SPD, los liberales y los verdes; y la de Mefisto que hoy simboliza el emergente populismo völkish de Alternative für Deutschand (AfD).

			¿Significa el ascenso de AfD el eterno retorno del mal alemán? Aplicando las categorías de Emmanuel Todd (1996) sobre la integración de los inmigrantes, que vimos en páginas atrás, no cabe duda de que la agenda política antiinmigración que defiende AfD es bastante más afín al «diferencialismo» del electorado alemán, enraizado en la desigualdad antropológica de la familia troncal (la dominante en los estados federados del prusiano este alemán que antaño conformaron la República Democrática de obediencia estalinista, y que son la principal bolsa de votos de AfD), que al «universalismo» igualitario aplicado por Angela Merkel en la crisis de los refugiados de 2015, afín a la familia comunitaria (vigente en los estados federados del oeste renano). Pues aplicando el criterio de antigüedad que prohíbe saltarse la cola de espera, que ya vimos páginas atrás, no hay duda de que los alemanes autóctonos del este, con mucho menor nivel de renta que los del oeste, se sienten con más derecho que los inmigrantes y refugiados «recién llegados» a beneficiarse de las políticas públicas que comparten igualitariamente con ellos. Un conflicto social de difícil solución que augura el crecimiento electoral de la agenda anti inmigración de AfD, en cuanto la canciller Merkel se retire del escenario. En esas condiciones, no se puede predecir cuál de las dos almas alemanas llevará el timón en el futuro: si la fáustica del consenso multipartidista o la mefistofélica de AfD. Habrá que verlo.

			2.6. La ideología italiana

			El caso italiano resulta en cierto modo análogo al alemán, puesto que ambos vieron retrasada su unificación territorial hasta el último tercio del siglo xix tras haber fracasado en su común intento de hacer la revolución liberal en la oleada de 1848; y en ambos casos, el agente unificador fue un reino periférico relativamente atípico, como fue Prusia para el Imperio guillermino y Piamonte para el reino de Italia. La diferencia entre ambos es que cuando por fin lograron unificarse, el resultado fue divergente: la prusiana «revolución desde arriba» no fue en absoluto liberal sino antidemocrática, y la italiana presuntamente liberal resultó al final un simulacro seudodemocrático, de acuerdo al célebre dictum lampedusiano (en El gatopardo de Tomasi): «es preciso que todo cambie para que siga siendo igual». Habrá que volver sobre esto. Pero otra diferencia todavía más importante es que, desde el siglo xviii, primero Prusia y después Alemania estaban construyendo un formidable aparato de Estado racional y burocrático; mientras que en Italia no se logró construir nada parecido, pese a la grandilocuencia del «totalitarismo» fascista, pues los aparatos estatales continuaron siendo débiles, divididos, ineficaces y corruptos.

			Tanto la prolongada fragmentación territorial como la insuficiencia de las capacidades estatales italianas constituyen, según Alain Minc (2014, pp. 47-51), su principal hándicap geopolítico: «Italia no es “contradictoria”, como muchos creen: es paradójica. En términos de poderío clásico, es un “objeto” de la historia, según la terminología hegeliana; en cambio, con el rasero de su influencia intelectual, cultural, financiera incluso, es un “sujeto” de la historia» (ibidem, p. 47). De esta paradoja se deriva el alma del modelo político italiano: es un gigante en términos de soft power (ingeniería simbólica, diseño de marcos mentales aplicados a la política, capacidad de influencia intelectual) con pies de barro en términos de hard power (capacidad de coerción militar y estatal).

			Pero no siempre fue así. Durante los cuatro siglos largos que duró la hegemonía del poder romano (primero la República, después el Imperio), los latinos, ese «pueblo de militares, ingenieros y abogados», como los definió Borges, dominaron las cuatro orillas del mundo bañado por el Mare Nostrum, y lo hicieron tanto con el hard power de sus legiones (y su ingeniería) como con el soft power de su lingua franca (el latín), de su Derecho (público y privado) y de su «modo de dominación» política, basado en cuatro instituciones que hoy perduran todavía: la ciudadanía universal en términos cosmopolitas (aunque no fuera incluyente, dada la gran proporción de esclavos), a diferencia de la griega, que era localista; el clientelismo (relaciones asimétricas de confianza entre el patriciado influyente y su séquito dependiente), con su multiforme secuela de corrupción política; la magistratura de los «tribunos de la plebe» (causa de guerra civil que dio lugar a la dictadura de Julio César y su posterior deriva hacia la dominación imperial), origen remoto del actual populismo; y el «panem et circenses» (tal como lo definió el poeta Juvenal: «se domina a los romanos mediante subvenciones y espectáculos»), precursor de la contemporánea espectacularización de la democracia.

			La dominación material (hard power) desapareció para siempre, pues desde las invasiones germánicas Italia ha sido periódicamente invadida por conquistadores procedentes de todos los puntos cardinales que establecieron en varias partes de su territorio dominios políticos subordinados al exterior: carolingios, germanos imperiales, catalano-aragoneses, borbones franceses (Carlos VIII), Austrias españoles (Carlos I), Habsburgos austriacos, Borbones españoles, Napoleón. Como resultado de tanta conquista, hay por lo menos cinco Italias, en pugna unas con otras: la afrancesada del Piamonte (Casa de Saboya) y la Liguria, la austriaca del Véneto (tras la caída de la República Serenísima) y la Lombardía, la hispánica del Reino de las dos Sicilias (más Campania y Calabria), los irreductibles Estados Vaticanos (depositarios de la ciudadanía romana en términos de catolicismo universal) y el corazón del Bel Paese, inventor del Renacimiento y por tanto de la Modernidad: la Toscana de Maquiavelo (más Umbría, las Marcas, Emilia Romaña). Que se resumen en dos, separadas por el ombligo de Roma: la rica y culta Italia del Norte, con capital económica en Milán y cultural en Florencia; y el Mezzogiorno, con su trampa de la pobreza explotada por las mafias de Palermo, Nápoles y Reggio Calabria.

			Pero la dominación moral italiana (soft power) perdura todavía, tanto para bien como para mal. Para bien porque gran parte de las innovaciones europeas en materia económica (finanzas, comercio a gran escala y larga distancia), jurídica (desde Bolonia), artística (desde Florencia y Roma) y política (la Ragione di Stato de Maquivelo, Guicciardini y Botero) son de autoría inequívocamente italiana. Entre sus grandes logros hay que citar la propia idea de Imperio y su permanente nostalgia por los venturosos efectos de la añorada Pax Romana, que ha seguido guiando los intentos de unificar políticamente Europa. La propia Unión Europea, procedente del originario Tratado de Roma (1957), es un intento de reproducir con finezza italiana el Sacro Imperio Romano Germánico, esta vez en versión incruenta, diplomática y civilizada. Pero además de la nostalgia imperial, también se derivan otras bendiciones del software latino que continúan vigentes hoy, como el Estado de derecho con su exigencia del Imperio de la ley, o el concepto mismo de ciudadanía universal, matriz del catolicismo hoy traducido por la universalidad de los derechos humanos. Y aún hay otras secuelas igualmente favorables: ya he citado al Renacimiento y la Modernidad (afines al «jardín italiano» comentado en la Introducción), de las que derivan otras como el Racionalismo (afín al «jardín francés»), así como la Ciencia moderna a partir de Giordano Bruno y Galileo. A lo que debe añadirse el concepto de Arte de autor, autónomo de la religión y la política; el Turismo surgido del Grand Tour que la nobleza europea debía celebrar visitando Italia como rito de paso; la Ópera como fuente de la cultura europea (Figes, 2020), etc.

			Y esa dominación moral del software italiano perdura también para mal. Acaban de citarse más arriba tres instituciones latinas que continúan pervirtiendo nuestros sistemas políticos sobre todo en Italia, en el sur de Europa y en Latinoamérica, pero también en los demás regímenes democráticos en diferentes grados: me refiero al clientelismo, al panem et circenses y al populismo. El primitivo clientelismo (Gellner y otros, 1985) ha dado lugar al contemporáneo tráfico de influencias fuente de corrupción, ejercido por los mediadores políticos (del caciquismo al lobbyng) que colonizan las instituciones favoreciendo con selectivo particularismo a sus redes de confianza (Robles Egea, 1996; Blanco Valdés, 2001; Gil Calvo, 2013). Hoy se extiende por todas las democracias, pero se agudiza especialmente en las latinas, con la italiana «Tangentòpoli» en cabeza, que ocupa siempre los últimos lugares en el ranking europeo de integridad o ausencia de corrupción.

			En cuanto al panem et circenses, institución que Paul Veyne (1975) denomina «evergetismo» (o mecenazgo), alude a la tradición helenística institucionalizada en el Imperio romano que exigía de toda autoridad pública el comportarse como «donante magnánimo», financiando monumentos y espectáculos públicos (fiestas, teatro y juegos como las luchas de gladiadores) para ganarse la aprobación ciudadana. Así se generó en la cultura latina un concepto «cesarista» de la autoridad identificada no con el magistrado íntegro (como en la tradición franco-germana) ni con el juez árbitro (como en la británica) sino con el «mecenas» o benefactor público, al que se juzga por su capacidad de hacer feliz al pueblo satisfaciendo sus necesidades materiales, emocionales y festivas. De ahí se deriva tanto la actual espectacularización de la política que convierte a los ciudadanos en espectadores, común a todas las democracias electorales que hacen del marketing político su principal arma de lucha por el poder (Debord, 1977; Edelman, 1991; Postman, 1991; Gil Calvo, 2018, pp. 153-174), como el «cesarismo» plebiscitario, cultura política que continúa vertebrando hoy las democracias del sur de Europa y América Latina.

			Lo que llamamos populismo, aunque lo hagamos descender de la revuelta estadounidense contra los Robber Barons de finales del siglo xix (Laclau, 2005), proviene en realidad de la magistratura del «tribuno de la plebe» instituida por la República romana, cuya lógica funcional es afín al «evergetismo» del panem et circenses (Veyne, 1975). Y en su formato actual, entendido como agitación demagógica del pueblo llano contra las élites políticas y el establishment oligárquico, designa el modo de ascenso al poder por aclamación popular gracias al método de otorgar subvenciones (derechos sociales) y montar espectáculos (reedición de los fastos imperiales romanos) que Mussolini patentó bajo el rótulo del fascismo (Gentile, 2004 y 2005). Y esta herramienta política de conquista del poder resultó tan eficaz que pronto se difundió por toda Europa hasta propiciar el ascenso del nazismo (Griffin, 2010), y más tarde por América Latina a partir del peronismo (Freidenberg, 2007; Malamud, 2010). Pues en el fondo populismo y fascismo son los dos extremos de un todo continuo, aquel incruento y a veces relativamente democrático, aunque sea una iliberal democracia de fachada que utiliza violencia simbólica de baja intensidad; éste criminal, antidemocrático y violador de los derechos humanos, por más que el fascismo italiano nunca llegase al extremo genocida del fascismo nazi, ya que carecía para ello de la máquina burocrática administradora de la banalidad del mal.

			Setenta años más tarde, tras la crisis de corrupción de tangentòpoli en 1992 y la operación mani pulite que acabó con el sistema de partidos de la II república, el empresario mediático e inmobiliario Silvio Berlusconi ascendió al poder con una nueva versión posmoderna de populismo, siendo imitado por una legión de seguidores cuyo peor ejemplo ha sido el estadounidense Donald Trump, también empresario inmobiliario y mediático, que en sus poses telegénicas prefería remedar la altanera y petulante gestualidad facial del duce Musolini. Y veinte años después, tras el «austericidio» decretado por la UE ante la crisis del euro causada por la «gran recesión» de 2008, surgió en Italia otro nuevo tipo de populismo antisistema, el Movimento 5 Stelle de Beppe Grillo, nuevo tribuno de la plebe asambleariamente congregada mediante el uso intensivo de las redes digitales en santa cruzada contra la oligarquía política de «la Casta» (Rizzo y Stella, 2015), que pronto alcanzaría la mayoría electoral terminando por formar gobierno en coalición con la populista Lega del xenófobo Salvini. Y el éxito mediático de los grillini pronto despertó multitud de imitaciones, como Podemos en España a partir de 2014.

			Además del fascismo y el populismo, la otra invención política de carácter negativo surgida en la Italia contemporánea ha sido la de las mafias: organizaciones criminales de protección armada que suplen y explotan la incapacidad de los poderes públicos para garantizar el imperio de la ley y la seguridad ciudadana (Catanzaro, 1992; Gambetta, 2000). Su origen hay que buscarlo en la destrucción de la confianza pública en el Mezzogiorno italiano por la política de divide et impera ejercida por la dominación española (primero los Austrias y después los Borbones), que al enfrentar a las casas nobiliarias entre sí y a éstas con sus estamentos subordinados, generó ese caldo de cultivo caracterizado por el «familismo amoral» (Banfield, 1958; Pagden, 1988) en el que surgieron las bandas de extorsionadores que explotaron esa desconfianza pública para ofrecer sus servicios mercenarios de protección privada (Gambetta, 1990). Lo que hace de la mafia la mejor metáfora, aunque cruel y cruenta, de la lucha política a la italiana (Linde, 2006).

			Y la eclosión de esas mafias se produjo en 1860, precisamente: el momento en que Garibaldi desembarcaba en Sicilia precipitando el triunfo definitivo del Risorgimento, tal como se narra casi un siglo después en El gatopardo de Tomasi di Lampedusa, con su célebre axioma de cambiar todo para que nada cambie. Como en efecto sucedió con la mafia, pues el divide et impera implantado por la dominación española es desde entonces aplicado por la extorsión de las bandas mafiosas. Unas empresas criminales vendedoras de protección privada contra la desconfianza pública que los emigrantes huidos de Italia exportarían después a los EE UU, pero que más tarde florecerían también por toda América Latina, territorio igualmente explotado en el pasado por la dominación española donde el Estado resulta incapaz, como en el Mezzogiorno italiano, de implantar con éxito el imperio de la ley basado en el monopolio de la violencia (Waldman, 2006).

			En suma, el excepcionalismo italiano es un soft power político que presenta dos caras, brillante la una, pues está hecha de racionalismo, universalismo (católico), libertad de acción e imaginación creadora, diseñada con la fantasía de un «jardín italiano» (como vimos en la Introducción de este libro); y siniestra la otra, pues se basa en el recurso al fraude, el soborno, el latrocinio e incluso el crimen como eficientes armas de poder. Un corpus moral ambivalente que un conocido historiador y filósofo del derecho, Massimo La Torre (1998), tratando de explicar la autoría intelectual del escándalo de Tangentòpoli perpetrado por la partitocracia italiana, atribuyó a la continuidad histórica de una cultura política de origen latino a la que bautizó con el rótulo de ideología italiana, cuyo principal inspirador fue Niccolò Machiavelli que también tenía dos caras: la luminosa del republicanismo cívico, que aparece en los Discursos sobre la primera década de Tito Livio, y la siniestra del maquiavelismo cínico, codificada en El príncipe. Como guías intelectuales de la ideología italiana, La Torre cita a filósofos como Vico, Labriola o Croce, y a novelistas como Manzoni, Pirandello o Lampedusa, deduciendo a partir de ellos lo que podríamos entender como aquella concepción del mundo (Weltanschauung) usada por los italianos para definir, interpretar y gestionar sus relaciones de poder. He aquí las características, citadas casi literalmente, de tan excepcional ideología (ibidem).

			Ante todo, una antropología negativa, contrarreformista y barroca, que entiende al ser humano como malvado y condenado al mal, obsesionado por el provecho personal y la búsqueda de poder y la gloria tanto para sí como para los suyos. De este modo, se piensa a las personas no en términos individualistas y contractuales sino familiaristas y sectarios. Pero la relación entre familias es conflictiva, lo que induce la unión clientelar entre familias, dándose lugar a un particularismo amoral (Banfield, 1958) que sustituye la piedad cristiana por la virtud (virtù), entendida por Maquiavelo como destreza y capacidad de iniciativa audaz. Esto genera un sesgo antinormativo que desprecia el «deber ser» en beneficio de «lo que hay», deduciéndose un historicismo justificador de aquellos poderes por injustos que sean que han alcanzado éxito por cualquier medio. Así se reduce la política a mera razón de Estado entendida como conquista y mantenimiento del poder: «no pueden existir Estados acordes con la conciencia porque considerando su origen todos son violentos» (Guicciardini). De este modo, «realismo político más historicismo» es la fórmula con que se presenta y que define a la ideología italiana (La Torre, 1998).

			Pero este extremado realismo político no busca el poder como un fin en sí mismo sino en términos de un puro relativismo que predispone tanto al compromiso como a la defección y al sacrificio de cualquier principio, aunque sea el ideal del poder, en nombre del beneficio personal, sin escrúpulo para cambiarlo todo para que nada cambie. A lo que se añade el culto a la fortuna o el azar y una concepción de la gloria como pompa y vanidad, haciendo gala de un gusto estético barroco que busca asombrar, sorprender e impresionar a los demás, como en la escenografía fantástica del jardín italiano. El resultado agregado es la combinación de un oportunista cinismo político junto con un ficticio formalismo jurídico, que encubre la adaptación interesada a la componenda material bajo el manto fingido de un huero respeto por la legalidad. De este modo es como el Estado social creció de modo anómalo a lo largo del siglo xx, y creció no de acuerdo a las reglas generales de las que emanan derechos legítimos, sino de modo arbitrario y graciable, como concesión otorgada mediante el favor de intermediarios políticos: primero el partido fascista durante la dictadura de Mussolini, después la partitocracia democristiana (ibidem), y hoy habría que añadir finalmente, como discrecionales conseguidores intermediarios, al populismo de Berlusconi, la Lega de Salvini y el M5S de los grillini.

			¿Qué lectura cabe extraer de esta síntesis que propone La Torre de la «ideología italiana»? La de que la ciudadanía del Bel Paese estaría poseída por el cinismo político analizado por Maquiavelo, lo que le lleva a ponerse en manos de aquellos mafiosos políticos que mejor les recompensen y protejan, pero sin confiar en ellos en ningún momento, sustituyéndolos por otros a la primera ocasión. Esto hace de la italiana la democracia de tamaño medio con menor calidad de todo Occidente, tal como vimos en el capítulo correspondiente, enferma como está de una extrema politización sectaria sólo compensada por un ácido sentido del humor que permite tomarla como una farsa burlesca: una ópera bufa a mitad de camino entre la tragedia romántica a lo Verdi (como en el «Va, pensiero» de Nabucco que sirvió de banda sonora al Risorgimento) y la Commedia dell’Arte representada por la máscara de Il Capitano, el espadachín bravucón. Pues si el problema de Alemania era el apoliticismo pasivo del burgués cultivado que deja el campo libre a la clase política lavándose las manos, el de Italia es la politización nihilista del burgués resabiado que siempre desconfía del figurón populista de turno, pero al que no duda en secundar con descreído cinismo para poder lucrarse de sus políticas demagógicas.

			2.7. La crispación española

			Lo que podemos llamar, a la manera de Massimo La Torre, «ideología española», es una variante de la ideología italiana mucho más brutal, grosera, agresiva y carente de sentido del humor, suplantado por la broma pesada, la burla hiriente y la ira rabiosa, donde no hay espacio para la comedia festiva pues todo lo ocupa el truculento melodrama de la farsa macabra. Es la llamada «crispación», esa forma incruenta de «furia española» aplicada a la lucha sin cuartel de la confrontación política que todo lo politiza sin que ninguna institución escape al sectarismo excluyente, y en la que todo vale con tal de excluir al rival de la competición (Gil Calvo, 2008 y 2015). De ahí la sensible diferencia estilística que se establece entre ambas formas, italiana y española, de comportamiento político. El mismo cinismo escéptico, la misma politización invasiva, el mismo sectarismo divisor; pero en lugar de comedia bufa, «auto de fe» iconoclasta; y en lugar de ingenio, fantasía y finezza, intransigencia, descalificación infamante y fanatismo polarizador.

			Esta clara semejanza entre la cultura pública de ambas penínsulas, matizada por el opuesto tono vital que se estila, lúdico y hedonista en la italiana, amargo y hostil en la ibérica, se debe por supuesto a la evidente afinidad de sus trayectorias históricas, que han seguido vías siamesas más que paralelas. En efecto, durante la antigüedad, la península ibérica formó parte del Imperio romano durante varios siglos, quedando dividida en tres provincias administrativas: Bética, Lusitana y Tarraconense; en la Edad Media, todo el Mezzogiorno más Sicilia y Cerdeña fue ocupado del siglo xiii al xv por la Corona de Aragón; y ese dominio político prosiguió después bajo los Austrias en los siglos xvi y xvii y bajo los Borbones desde el siglo xviii hasta el Risorgimento en el xix, cuando se unificó Italia. En total, diez siglos de estrecha vinculación política entre ambas penínsulas. Y si a eso le sumamos su común identidad religiosa como santuarios de la contrarreforma católica, sin sombra alguna de pluralismo confesional desde que los Reyes Católicos expulsaran a los judíos y los Austrias a los moriscos, tenemos una clara continuidad por su idéntica pertenencia al mismo tronco común de una misma cultura pública hispanoitaliana. Por eso Nápoles y Palermo parecen ciudades gemelas de Valencia o Málaga, urbes en cuyas áreas de influencia campan hoy a sus anchas las mafias italianas.

			Y, sin embargo, en términos geopolíticos, el destino histórico español, sintetizado por Colomer (2018) en cuyo resumen me basaré aquí, ha venido siendo muy distinto del italiano. Pues si éste estuvo dividido hasta 1860 en unidades políticas separadas entre sí, algunas dependientes de potencias extranjeras, el español mantiene desde 1492 una constante unidad política, aunque dislocada en cinco grandes fases o etapas discontinuas con arquitectura institucional diferente al estar importada de distintos modelos foráneos. Una primera fase de «construcción del Imperio» con modelo germánico, iniciada en 1520 por la nueva dinastía de los Austrias españoles, que implantó un modelo descentralizado de confederación territorialmente dispersa, el llamado «austracismo» (Lluch, 1999), que fracasó en 1648 con la independencia de las Provincias Unidas flamencas y la derrota en la Guerra de los Treinta Años, entrando a partir de entonces en decadencia.

			La segunda fase de formación del Estado se inició en 1715 con el trasplante del modelo centralizador francés en dos versiones sucesivas, absolutista en el siglo xviii y liberal en el xix, separadas una de otra por la Guerra de Independencia, la Constitución de Cádiz y las luchas entre absolutistas y liberales que derivaron en las sucesivas Guerras Carlistas. Esta fase aplicó a partir de 1830 el nuevo modelo burocrático de corte napoleónico de administración centralizada del territorio, iniciada con la Desamortización de Mendizabal (Pro, 2019, pp. 311-337). Pero la continua sucesión de pronunciamientos militares y golpes de Estado, con alternancia pendular entre moderados y progresistas, la hizo fracasar, concluyendo con la Revolución Gloriosa de 1868 y la quiebra de la I República. A partir de 1875 comenzó una tercera fase de «parlamentarismo liberal» con modelo británico, la Restauración canovista, que trató de edificar una democracia de fachada con alternancia entre conservadores y liberales que se fundaba en la manipulación electoral propiciada en connivencia con el caciquismo clientelar de los «notables» locales. Esta fase hizo posible compaginar la industrialización del noroeste peninsular con una relativa estabilidad política, aunque entró en crisis tras los dos «Desastres» concatenados de la Guerra de Cuba en 1898 y de Anual en la Guerra del Rif de 1921. Esto hizo despertar como reacción de protesta el movimiento ideológico del Regeneracionismo elitista, que demandaba un giro político ejecutado por un «cirujano de hierro».

			Así se inició en 1923 la cuarta fase de «dictadura cívico-militar» con modelo fascista italiano, que tuvo dos etapas muy distintas, separadas por la II República (1931-1939) de retorno al jacobinismo y por la cruenta Guerra Civil (1936-1939): la cuarta en cien años, tras las tres guerras carlistas del siglo anterior. La Dictadura de Primo de Rivera (1923-1931) resultó breve y relativamente pacífica, concluyendo bruscamente por la inesperada victoria republicana en las elecciones municipales del 14 de abril. Mientras que el prolongado Franquismo (1939-1975), primero genocida y autárquico, después oligárquico y desarrollista, solo concluyó con la muerte del dictador. En esta cuarta fase franquista se construye un régimen institucional corporativista inspirado en el modelo fascista italiano, que sienta las bases para la gran similitud actual entre las sociedades mesocráticas de ambas penínsulas: régimen de bienestar familiarista, dependencia de esposas e hijos del pater familias, bloqueo de la emancipación juvenil, con los índices de vivienda en propiedad más elevados de Europa, herencia de la fascista «vivienda social»…

			Finalmente, en 1977 comienza la quinta fase de «transición a la democracia» con modelo institucional alemán, aunque tratando de preservar bajo cuerda una cierta continuidad con el franquismo sociológico y la Restauración canovista. Ese modelo se consolida tras el triunfo socialista por mayoría absoluta en 1982, precipitado tras la catarsis que supuso el fallido golpe de Estado militar. Y desde entonces se sucede una conflictiva alternancia entre los dos polos del bipartidismo imperfecto, que entró en crisis desde 2010 por la doble quiebra del modelo territorial y el sistema de partidos. ¿Qué tipo de continuidad histórica puede deducirse de una trayectoria que ha venido dando bandazos estratégicos de uno a otro modelo político de los que parecían ir a cada momento en cabeza de la competición geoestratégica europea?

			Para Alain Minc (2014, pp. 41-45), el ADN del modelo español es el complejo de ineluctable «Decadencia» sobrevenido tras la ruina y la pérdida del Imperio, con su consiguiente «obsesión del declive» que marca con altibajos el triste destino de nuestro país hasta 1978, cuando la transición democrática le permitirá refundarse renaciendo de sus cenizas. Pero a ese lamento por lo que pudo ser y no fue hay que añadir toda la ingente literatura sobre «el fracaso de la revolución burguesa» en España, tras los célebres libros de Jordi Nadal (1975) y Josep Fontana (1979). Así surgió la «fracasomanía» entendida como excepcionalismo negativo: una especie de «sonderweg» aplicado al caso español que parte de la Decadencia imperial, prosigue por el Fracaso de la revolución burguesa, continúa con el Desastre de 1898 y termina con la Dictadura franquista tras la Guerra Civil. A lo que hoy se añade el Desencanto por la declive y la crisis del Régimen del 78.

			Y durante todo este entrecortado período de continuos cambios de régimen político, del absolutismo borbónico al liberalismo jacobino, de éste al parlamentarismo británico, de éste otro al fascismo a la italiana, de éste al desarrollismo franquista de corte bonapartista, y de éste al «parlamentarismo presidencialista» con el «federalismo competitivo» del fallido Estado autonómico, también se frustra la construcción nacional de la identidad española, en lo que constituye el tercer fracaso del sendero histórico español, tras el doble fiasco de la construcción del Imperio y del Estado: el fracaso del proceso de nacionalización (Colomer, 2018, pp. 135-191). Un déficit en la construcción de la nación que debe ser atribuido sobre todo al cambio de régimen producido en 1875, cuando la Restauración canovista renuncia a completar la centralización administrativa para sustituirla por el regionalismo provinciano oligárquico disfrazado de nacionalismo historicista con fachada parlamentaria británica (Pro, 2019, pp. 507-520).

			En la misma época en que la III República francesa está nacionalizando a los franceses mediante la asimilación cultural inducida por la Escuela Republicana, la Restauración canovista por el contrario está renunciando a hacerlo en beneficio de la escuela religiosa y el caciquismo localista; lo que en los territorios forales de predominio carlista (País Vasco, Navarra y Cataluña) dará lugar a la eclosión de los nacionalismos periféricos vocacionalmente secesionistas (Canal, 1997). Así surgen dos nacionalismos en España, como corresponde a la división del territorio en dos modelos de familia. Al norte del Ebro, el nacionalismo identitario periférico a la alemana correspondiente a la familia troncal. Y en la Meseta, el débil nacionalismo liberal afín a la familia castellana igualitaria, que después del Desastre de 1898 fue sustituido por un doliente «regeneracionismo» más tarde reconvertido en nacional-catolicismo maurrasiano de tipo fascista. Un conflicto de identidades territoriales que se superpone al otro gran clivaje, el conflicto de clase entre propietarios y asalariados, amenazando con desestabilizar la democracia española.

			En suma, el destino histórico español carece de un modelo propio, pues el sendero recorrido está atravesado por crisis y encrucijadas históricas que le hacen cambiar bruscamente de dirección, para tomar otros desvíos procedentes de modelos foráneos: austracismo germano, centralismo francés, liberalismo inglés, dictadura fascista, federalismo alemán... Todo ello tratando de mantener intacto el poder excluyente, cerrado a cal y canto a las clases populares y medianas, de una misma casta dominante de grandes propietarios rentistas, que hacen suya sin saberlo la máxima del príncipe de Salina (es preciso cambiar de régimen para que el bloque de poder se mantenga), cualquiera que sea el precio que el interés general de los españoles deba pagar por ello (Villacañas, 2015).

			Con esta trayectoria histórica tan entrecortada y contradictoria, ¿qué tipo de cultura pública ha podido sedimentarse en la conciencia colectiva de la ciudadanía española? Es difícil decirlo, pues no hay un «jardín español» original, como tampoco lo hay germano, y su vacío lo ocupa un mosaico de parterres cultivados con injertos trasplantados de jardines moriscos, italianos, franceses y británicos. Pero puestos a especular, parece que su diseño dominante procede de la jardinería italiana: el modelo de país más afín al español, por ser congénitamente semejante y casi «consanguíneo», como hemos visto al comienzo de este apartado. Volvamos, pues, a la «ideología italiana» rastreada por La Torre (1998), y deduzcamos de ahí como derivada suya la «ideología española» (Gil Calvo, 2006).

			Recordemos los rasgos principales de aquella matriz latina: realismo político, antropología negativa, familismo amoral, particularismo sectario, clientelismo arribista, desprecio por la legalidad, relativismo ético, cinismo interesado, formalismo esteticista…, y por supuesto el dictum de Lampedusa: que todo cambie para que pueda seguir igual. Unos rasgos que perviven en la cultura política de los españoles, caracterizada según María Luz Morán y Jorge Benedicto (1995) por el «cinismo político», consistente en descargar sobre el Estado la responsabilidad de valerse por sí mismos a la vez que se abriga una profunda desconfianza hacia él, lo que ha derivado en el actual crecimiento de la desafección política hacia todas las instituciones democráticas, especialmente los partidos (Montero, Günther y Torcal, 1998; Toharia, 2012; Gil Calvo, 2014; Pérez Díaz, 2017). Pero este poso actual es el sedimento depositado por una tradición cultural que presenta algunas diferencias respecto a la italiana, entre las que destacan las siguientes.

			Ante todo, la «novela picaresca» (forma narrativa emparentada con la italiana Commedia dll’Arte), cuyo mejor ejemplo es el Buscón de Quevedo: un género literario de invención española que no por caricaturesco deja de ser costumbrista y revelador de los atajos normativos recomendados para medrar. Después, el «casticismo» populista adoptado por las élites sociales y nobiliarias que, despreciando la cultura ilustrada que tanto admiraban sus contemporáneos europeos, gustaban de rodearse de «majas» y toreros cuyo rancio ritualismo sainetero remedaban, como forma de ostentar «limpieza de sangre» propia de «cristianos viejos» que los distinguiera de las castas advenedizas de «cristianos nuevos», descendientes de judíos y moriscos perseguidos por la Inquisición y expulsados de España. Y, además, el «esperpento» de Valle-Inclán que caracteriza al «ruedo ibérico»: ese reñidero español de pronunciamientos militares donde politicastros y espadones se enfrentan a cara de perro con distorsionadas pantomimas goyescas. Es lo que he llamado «lidia de Leviatán»: forma española de hacer política que trata de torear las embestidas del poder estatal intentando abatirlo como David a Goliat, según la metáfora de la corrida de toros como «fiesta nacional» (Gil Calvo, 2001 y 2007).

			Mucho antes que Valle-Inclán, el primer autor que usó las corridas de toros como metáfora de la lucha por el poder fue Quevedo (1995), en un romance de 1629 titulado Fiesta de toros literal y alegórica, que compara el acoso de gentiles caballeros al noble animal en la lidia de la Plaza Mayor con el acoso de los aspirantes a ocupar cargos que asediaban al privado del Rey, el valido Conde-Duque de Olivares que por entonces protegía al poeta como propagandista suyo, aunque luego conspirase contra aquél. La figura de los toros como metáfora de la lucha política será después desarrollada por otros autores como Ortega Gasset y Tierno Galván, pero aquí sólo he de indicar su significado principal: al político se le juzga en España como si fuera un «matador de toros» capaz de burlar, torear y lidiar a un poder muy superior, valorándose sobre todo la astucia, destreza y maestría con que elude y desvía las acometidas del noble bruto hasta acabar con él. Y ello de igual forma que se valora a un hombre por su capacidad de comportarse como un «tenorio»: un conquistador de mujeres y por ello un «burlador» de sus padres o maridos. Es el mito de Don Juan Tenorio creado por Tirso de Molina, el otro gran autor, con su contemporáneo Quevedo, de la ideología española inventada en el Siglo de Oro.

			El deporte o la fiesta nacional de la política española es el arte de burlar, acosar y derribar gobiernos con maestría torera. El propio Quevedo, que se consideraba a sí mismo el Anti Maquiavelo español, participó en las conspiraciones cruzadas entre los duques de Lerma, Osuna y Olivares, en una época como el Siglo de Oro donde todo el que era alguien en la Corte, como lo fue Quevedo, participaba en una u otra conspiración contra la privanza del valido del rey, mientras la Monarquía Hispánica perdía definitivamente las Guerras de Flandes y de los Treinta Años (Benigno, 1994). Y de entonces a hoy, la partida de caza política, emprendida contra el primer ministro de turno, es la pieza mayor a cobrar en la lucha por el poder, cuyas reglas de juego también regulan la caza de las piezas menores, adversarios de otros partidos o rivales internos dentro del propio bando.

			De ahí la secular feria de pronunciamientos civiles y militares que se han prodigado desde el siglo xix, el siglo de la tauromaquia caricaturizado como «Ruedo Ibérico» por Valle Inclán, donde cada temporada se asistía a la faena torera de alguna conspiración contra el gobernante de turno. Pues en España el valor o el carisma de un político se mide por la destreza mostrada toreando a sus rivales, sobre todo cuando resulta capaz de burlar y torear al poder del Estado mismo. Se trata por tanto de una especie de cesarismo invertido, transgresor y subversivo, que construye el liderazgo por oposición al poder estatal establecido. Por eso incluso ahora muchos admiran a Franco, el militar que acosó y derribó a la II República; a Suárez, que toreó y burló al franquismo; a Aznar, que acabó con el cesarismo felipista; a Sánchez, que supo torear a Rajoy hasta derribarle del poder; a Díaz Ayuso, que ha sabido lidiar con destreza al gobierno socialcomunista; y también a Artur Mas o Puigdemont, catalanes que osaron burlar al poder español con astucia torera; o a Pablo Iglesias, que supo torear al Régimen del 78, al que acosaba esperando derribarlo y acabar con él hasta que se cortó la coleta.

			Ya hemos visto con Quevedo que su origen precursor se sitúa en el barroco Siglo de Oro, como festejo público restringido a los caballeros de la nobleza. Pero es en los albores de la Edad Moderna cuando el toreo de a pie se institucionaliza como espectáculo de masas protagonizado por cuadrillas dirigidas por un «matador» profesional que compite con sus rivales por el favor del público, haciendo de los más diestros y afortunados los grandes héroes de la cultura popular. La primera Tauromaquía moderna de Pepe-Hillo es de 1796, y la definitiva de Paquiro de 1836: el lapso de tiempo que media entre la caída del Antiguo Régimen y el triunfo del liberalismo, lo que hace de las corridas un sucedáneo vicario de la frustrada revolución burguesa, que entronca con la tradición latina del panem et circenses para sustituirla por el casticista «pan y toros».

			Por eso hay que considerar a la invención española de las corridas de toros como el equivalente funcional de la contemporánea invención británica del deporte competitivo que ya vimos con Norbert Elias (1992). Pues de igual modo que el sport inglés se convirtió en una metáfora de la lucha parlamentaria por el poder, también las corridas españolas pasaron a entenderse como la mejor metáfora de la lucha por el poder en el ruedo ibérico, donde se ovaciona con admiración entusiasta la faena torera del político que logra lidiar al gobernante. Con una diferencia fundamental: mientras el democrático sport inglés estaba presidido por reglas de juego limpio (fair play) basadas en la deportividad que exige simétrica igualdad de oportunidades entre los competidores, lo que obliga a respetar de igual a igual los derechos del adversario, las corridas de toros, en cambio, representan una lucha desigual y asimétrica donde la parte físicamente más débil ha de vencer con astucia, destreza y malicia a un poder muy superior hasta acabar con él. Y esto equipara al torero matador con la figura del «guerrillero» insurgente que, durante la misma época en que se estaba inventando la tauromaquia moderna, fue capaz de torear, burlar y derrotar a los invencibles ejércitos napoleónicos: David contra Goliat.

			El guerrillero como héroe torero que decidió la Guerra de Independencia: esa contienda asimétrica que pasa por ser la matriz que alumbró la identidad nacional española (Álvarez Junco, 2001). Y de esa misma figura del pueblo insurgente capaz de desafiar y humillar a un poder superior procede la otra institución que resulta esencial para entender la ideología española, que es la «iconoclastia» (Cruz, 1997; Delgado, 1997): la furia española manifestada por la quema de conventos que simbolizan la sagrada majestad de la santa madre iglesia. Una iconoclastia tan subversiva como anticlerical cuyas primeras manifestaciones, después reproducidas en las demás intentonas revolucionarias del siglo y medio siguiente, se produjeron con la toma del poder por los liberales al comienzo de la I Guerra carlista (1933-40), con la matanza de 70 frailes en Madrid en 1934 y otros tantos de Aragón (Zaragoza) y Cataluña (Reus y Ripoll) en 1935.

			Mientras los franceses inventaban la revolución, con su santa trinidad de libertad, igualdad y fraternidad, sus pares españoles equivalentes, los liberales revolucionarios, practicaban la violencia anticlerical iconoclasta. De ahí procede el odio sacrílego y blasfemo contra el Poder como encarnación del mal absoluto, cualquiera que sea el color político de quien domine a Leviatán, lo que daría origen tanto al ideal anarquista antiestatal como al secesionismo de los nacionalismos periféricos, así como al insolente desprecio transgresor por el principio de legalidad. Y de esa misma pulsión iconoclasta surgiría después el terrorismo violento, primero anarquista (Casanova, 2010), finalmente etarra (Sánchez Cuenca, 2001): una provocación directa contra el Estado (como hace el torero con el astado), que busca la respuesta policial represora para iniciar una espiral de acción-reacción (como la faena torera que enlaza series de pases encadenados) capaz de deslegitimar al gobierno para tratar de hacerlo caer. E igualmente proceden de la tradición guerrillera otras formas menores de activismo iconoclasta, como la violencia callejera de baja intensidad (desde la kale borroka en Euskadi hasta las cuadrillas de pirómanos del procés secesionista en la barcelonesa «Rosa de Fuego», que incendian comisarías por no quemar conventos), o incluso la «revolución de los indignados» del 15M de 2011.

			De modo que ya tenemos la dualidad ambivalente de la ideología española: del «vivan las cadenas» en el bando diestro absolutista (y su secuela carlista del «dios, patria, rey»), que era precisamente defensor de la tauromaquia como casticista fiesta nacional, al «ni dios ni amo ni patria» de la violencia iconoclasta más siniestra, que pretende subvertir el principio de legalidad violando la razón de Estado. Con esto no quiero decir que los políticos contemporáneos sean una mezcla de cavernícolas montaraces y anarquistas revolucionarios, como podríamos deducir de los dos polos extremos que se enfrentaron en las guerras civiles de los dos últimos siglos. Antes al contrario, el político español siempre se presenta como un servidor impecable de su pueblo soberano, llenándose la boca con las sagradas palabras del correcto canon democrático: libertad, igualdad y derechos sociales, a la vez que se erige en debelador implacable de los esbirros del poder.

			Sin embargo, si juzgamos su conducta con abstracción de su retórica, pronto se trasluce su vocación antipolítica de tenorio torero, con desplantes como aquél de Felipe González en el cierre del debate de la primera moción de censura del 30 de mayo de 1980 contra el presidente Suárez, cuando le espetó: «Es peligroso hacer símiles taurinos porque yo, ayer, no es que tuviera que entrar a ningún trapo, es que tenía que lidiar muchos toros y esperaba a veces que saliera el sobrero para acabar», provocando «rumores» en el hemiciclo tal como anota el Diario de Sesiones del Congreso (n.º 95, p. 6286). Desplantes como éste que después se repetirían muchas veces en la crispada democracia española con la pretensión de burlar y humillar al rival para deshonrarlo y emascularlo despojándole de su poder y autoridad, del «¡váyase Sr. González!» de Aznar en el debate del estado de la nación de 1994 al «¡no es no!» de Sánchez en enero de 2016 contra Mariano Rajoy.

			Pero más allá de estos desplantes retóricos, ¿en qué consiste la lidia de Leviatán en concreto? Es una práctica política centrada en el acoso y derribo del rival con objeto de excluirlo de la arena de juego. Recordemos el requisito minimalista de democracia propuesto por Juan Linz (1990): que las elecciones sean «el único juego en la ciudad». Es decir, que la competición política por el poder se juegue exclusivamente mediante elecciones libres y limpias. Pues bien, la lidia política consiste no tanto en falsear las elecciones, según instituyó la Restauración canovista, como en eludirlas para tratar de expulsar del poder al rival por otros medios espurios. Así ocurrió en la célebre «conspiración» contra el presidente González promovida por la AEPI (asociación «antifelipista» de periodistas), en connivencia con la «pinza» formada por los líderes del PP, José María Aznar, y de IU, Julio Anguita, revelada por uno de los conspiradores, el director del diario ABC Luis María Ansón, para descabalgarle del poder ante la imposibilidad de lograr la alternancia por medios electorales. Es el primer episodio de lo que se conoce como «la crispación», que se viene repitiendo después en múltiples ocasiones contra los ulteriores presidentes electos, pero cuya primera aparición avant la lettre se produjo mediante las diversas conspiraciones que se cruzaron a diestra y siniestra contra el presidente Suárez, en la antesala del golpe de estado del 23 de febrero de 1981, hasta derribarlo del poder.

			Se trata pues de luchar contra el rival por otros medios distintos de los electorales, aunque no necesariamente ilegales sino por lo general centrados en la llamada «política del escándalo» (Thompson, 2001; Castells, 2009). Es la cara oculta del sectario partidismo que desprecia el interés general, del politiqueo tacticista carente de estrategia y ajeno al buen gobierno, del juego sucio ventajista que rompe las reglas de fair play, del discurso infamante que busca la descalificación personal para destruir la reputación del adversario, de una extremada politización tanto partidista como mediática que invade todas las demás esferas institucionales…, por no hablar de la clandestina corrupción procedente del saqueo de las arcas del Estado, esquilmadas como recompensa por la lidia de Leviatán. En definitiva, una forma de hacer política que se finge en público un benefactor Dr. Jekyll, como si fuera el Quijote de Cervantes, mientras en la trastienda actúa de transgresor Mr. Hyde, como el Buscón de Quevedo y el Tenorio de Tirso de Molina.

			La causa de esta compulsión nihilista por burlar y deshonrar al rival, que aqueja a la ideología española, procede de su trayectoria histórica atravesada por múltiples guerras civiles, que han depositado como sedimento cultural un poso de hostilidad beligerante que tiñe de resentimiento y agresividad todos los discursos políticos descalificadores e infamantes. En consecuencia, no existe más cultura de Estado que la anárquica y destructiva que lo toma como rehén para esgrimirlo de ariete contra el adversario designado como enemigo del pueblo. Y en esta compulsión por burlar al rival y lidiar a Leviatán todos los políticos se parecen, sin demasiada diferencia entre socialistas, conservadores y liberales, entre fascistas y comunistas, o entre castellanos, catalanes y vasconavarros.

			Ya lo vimos con Hallin y Mancini (2008), que sitúan a España en el extremo de su modelo mediterráneo de «pluralismo polarizado», cuya cultura política de la confrontación (Maravall, 2008) procede tanto de su pasado autoritario como del habitus adquirido tras su permanente enfrentamiento en guerras civiles recurrentes. Con ello, la ideología española cumple la hipótesis clausewitziana de continuidad entre la guerra y la política, expuesta en el capítulo cuarto, que hace de la democracia la continuación de la guerra civil por medios incruentos. De este modo, en suma, la confrontación conflictiva se convierte en el destino último del modelo político español (Bernecker y Maihold, 2007), pues sus agentes no entienden la política como un medio para producir bienes públicos de interés general sino como una arena de combate y un campo de juego donde retar al rival y burlarle con marrullero ventajismo hasta deshacerse de él. Y entretanto el Estado se desarticula, desintegra y descompone, sin nadie que asuma como propia su razón de ser.

			Metáforas aparte, el hábito adquirido por los agentes políticos españoles de utilizar su poder público para acosar y derribar al rival tratando de excluirle del espacio público conforma el principal rasgo del excepcionalismo español: la diferencia específica de nuestra democracia respecto a las demás comparables de nuestro entorno. Es lo que ha constatado un cualificado observador externo, participante desde hace tiempo en nuestro mundo académico, como Robert Fishman (2021), para quien la cultura política española, comparada con la portuguesa (país cuya reciente trayectoria histórica ha trazado un evidente paralelo con la nuestra), presenta dos características diferenciales. Ante todo, la de presentar una práctica política (unos hábitos adquiridos o una «manera de hacer», por decirlo al modo de Ortega) que contradice y desvirtúa las normas consensuales y los compromisos compartidos que regulan la vida democrática. Así se burla de facto el espíritu de la ley, aunque de iure se cumpla su letra, como forma de «torear» la legalidad vigente de acuerdo al espíritu de la lidia de Leviatán. Es el célebre axioma del «pase foral» practicado en territorio carlista (de familia troncal), que sostenía: «la ley se acata pero no se cumple», contagiado por extensión al conjunto de la ideología española.

			Y, en segundo lugar, la otra característica de esa práctica democrática española consiste para Fishman en el permanente intento de excluir del juego político a los rivales internos, a los adversarios externos y a los extraños ajenos (outsiders procedentes de los sectores populares de bajos ingresos) mediante procedimientos retóricos antinormativos. Y Fishman atribuye la especificidad de esa práctica singular al «legado del camino recorrido hacia la democracia» (ibidem, p. 87), es decir, a las secuelas perversas del proceso de transición democrática, lo que no es sino una aplicación del principio teórico de la «dependencia de la senda». Pero por ello mismo, habría que remontarse no sólo a la democratización sino mucho más atrás, buscando en el pasado anterior o más remoto los antecedentes de esa predisposición a las prácticas excluyentes.

			Es lo que hizo José Luis Villacañas (2015), quien rastreó en la historia española las huellas recurrentes de dicho dispositivo excluyente, practicado por las clases dominantes que siempre han tratado por todos los medios de blindar los sucesivos regímenes políticos que controlaban para hacerlos inaccesibles a los representantes de las clases populares. Y cuando las coyunturas críticas amenazaban con desbloquear su sistema cerrado de poder, no dudaban en transformar el régimen político al modo de Lampedusa para sustituirlo por otro más controlable pero igualmente excluyente: como sucedió durante la transición a la democracia, cuando se creó la bipartidista coalición dominante del «Régimen del 78». Una continua práctica excluyente común a todos los sistemas sucesivos que sigue caracterizando hoy incluso a los movimientos sociales y políticos que pretenden transformar el régimen todavía vigente. Es lo que ha ocurrido tanto con el Movimiento 15M después catalizado por Podemos, que fantaseó con excluir a lo que denominaba «la casta» o la «trama» para iniciar un proceso «destituyente», como al secesionismo catalán, que también ha pretendido excluir de la arena política catalana a la mitad «españolista» de su ciudadanía (Fisher, 2021, pp. 237-245 y 179-223).

			Esto revela que el defecto congénito del sendero institucional español es la incapacidad de procesar el pluralismo político de la heterogénea sociedad española, dada la compulsión de sus coaliciones dominantes por excluir políticamente a las clases populares y periféricas, lo que también se transmite a los representantes de estas últimas induciéndoles a responder con inverso odio excluyente contrario al consenso y al compromiso transversal. Un rechazo del pluralismo propenso a derivar hacia la tentación autoritaria (dada la distinción de Linz entre democracia y autoritarismo) que se esgrime tanto contra los adversarios o aspirantes a serlo como contra la disidencia interna de cada partido, movimiento social o colectivo político, así como contra los sujetos foráneos ajenos a la propia cultura autóctona (inmigrantes, refugiados, etc.). Por eso se rehúyen las coaliciones multipartidarias, denunciadas como traición o cobardía, y se persigue con saña toda desviación interior (el que se mueva no sale en la foto) en defensa del cierre de filas. Es el encierro numantino en el búnker asediado, al grito de quien no está conmigo está contra mí, pues fuera de la Iglesia no hay salvación.

			En efecto, este tabú antipluralista es heredero de la cruzada contrarreformista emprendida por el catolicismo en los siglos xvi y xvii, dada la conflictiva coexistencia en la península ibérica durante la baja Edad Media de las tres religiones monoteístas, que rivalizaban entre sí por monopolizar a su propia divinidad unilateral excluyente de las demás. Una coexistencia abolida manu militari por los Reyes Católicos y demás Austrias hispánicos que impusieron la unanimidad de la ortodoxia católica, persiguiendo inquisitorialmente a sangre y fuego toda disidencia herética. Lo cual creó el habitus colectivo (entendido a la manera de Bourdieu) de considerar a los demás conciudadanos ajenos a la propia fe, o sospechosos de no tener «limpieza de sangre», como infieles con los que no se puede pactar ni alcanzar compromiso alguno, sino que se les debe estigmatizar y deslegitimar con discursos infamantes para poder excluirlos del espacio público. Es el «casticismo» denunciado por Américo Castro (1956), pecado original de la ideología española.

			Y para ello se recurrió además a la sectaria instrumentalización de los diversos poderes institucionales tanto civiles como estatales, tratando de mediatizarlos sesgadamente para esgrimirlos contra los infieles proscritos según el modelo de la Santa Inquisición. Esto explica la ausencia histórica de una cultura de Estado capaz de valorarlo por su doble capacidad de producir bienes públicos y proteger los derechos de todos los ciudadanos, propios y extraños, pues sólo se le apreciaba por su potencia represora y punitiva como si fuera un bruto irracional al que torear. De ahí se deriva el fracaso cosechado en el proceso histórico de construcción del Estado, considerado una ciega maquinaria administrativa a la que explotar con ventajismo en beneficio de la propia clientela. Por eso se desprecia el servicio al Estado pues se prefiere servirse de él para dirigirlo contra los demás, en una guerra de todos contra todos en disputa por el control amañado de su poder.

			Es la lidia de Leviatán, que ha dejado a la clase política encerrada en la burbuja de la recurrente confrontación incivil, ajena tanto a los problemas reales de la ciudadanía como a la razón de Estado. Una versión perversa de la weberiana «autonomía de la política» que convierte a los políticos profesionales en ludópatas compulsivos entregados a sus juegos de poder, cualquiera que sea el daño por acción u omisión que puedan sufrir sus representados. Con ello se invierten las relaciones entre agente y principal que constituyen el compromiso implícito que debiera vincular a la clase política y la ciudadanía (Maravall, 2003), de tal modo que las autoridades electas dejan de ser servidores públicos para convertirse en una casta dominante que se sirve de sus votantes sólo para legitimarse tomándolos como árbitros de sus luchas de poder, a modo de gran jurado popular.

			Y entretanto el Estado permanece cautivo, «okupado» por los partidos políticos y sus redes clientelares que colonizan y parasitan todos los escalones de las administraciones públicas, como revela el escándalo del poder judicial y demás autoridades reguladoras teóricamente independientes, cuya cúspide ha de negociarse entre los dos grandes partidos capaces de bloquear su renovación mediante el chantaje de su poder de veto. Una politización del Estado por parte de intereses partidistas, unilaterales y excluyentes que quiebra la independencia requerida de los servidores públicos haciéndoles servir intereses de parte, lo que constituye la peor «faena» de la lidia de Leviatán. Eso viola el tabú que prohíbe cruzar la frontera que separa al Régimen político del Estado, al que se toma por asalto para invadirlo y «okuparlo». Con la perversión añadida de que son los propios cuerpos de altos funcionarios del Estado quienes se prestan a servir como gladiadores de élite al sectario servicio de las cúpulas de los partidos. Así se riza el rizo de la lidia de Leviatán mediante su perversa e irracional reducción al absurdo.

			2.8. La diversidad europea

			Concluye aquí este apresurado recorrido por las culturas públicas de las democracias occidentales de mayor tamaño. Como es obvio, para hacerse una buena idea del conjunto haría falta revisar también, aunque fuera más brevemente, las de menor población, como por ejemplo Polonia, Canadá o Australia. Pero por falta de espacio, y de tiempo para revisar la literatura especializada, se ha optado por reducir a sólo seis los casos más significativos. Con ello se plantea una grave carencia cuanto menos: la de los países nórdicos que, junto con los Países Bajos y los demás anglosajones, ocupan los puestos más elevados en todos los rankings de calidad democrática, lo que debería aconsejar dedicarles una mayor atención. Pero no ha resultado posible tratar de incluirlos por la escasez o difícil disponibilidad de las fuentes requeridas para su análisis.

			Y aún existe otra razón adicional que ha aconsejado ni siquiera intentarlo, y es que los países nórdicos, el mejor espejo en que puedan mirarse, y admirarse, las demás democracias contemporáneas, no constituyen una sola unidad política (aunque sí existe el Consejo Nórdico: una organización interparlamentaria de cooperación entre los cinco países y las tres regiones autónomas que la conforman), ni por tanto presentan una sola cultura pública que pueda considerarse común o integrada. Es verdad que sus sistemas democráticos son muy parecidos, con monarquías parlamentarias de tipo consensual (es decir, proporcional, multipartidista y consociativo) y sistema neocorporatista y concertado de representación de intereses. Pero al mismo tiempo sus cinco Estados son muy celosos de su propia independencia política, sin dejarse dominar por sus vecinos.

			Una opción hubiera sido escoger un solo país como ejemplo mínimamente representativo del conjunto, lo que habría significado menospreciar a los demás relegados. Y como toda cultura pública es resultado de su trayectoria histórica, los mejores candidatos posibles habrían sido Dinamarca, que unificó a los países nórdicos en buena parte de la Alta Edad Media (y a sus colonias británicas de aquella época), o Suecia, que a punto estuvo de hacer lo mismo, pero sin lograrlo, en la Edad Moderna. Pero claro, hoy resultaría políticamente incorrecto tomar a cualquiera de los dos países como el principal ejemplo, pues el otro se sentiría con razón injustamente postergado y preterido.

			Dicho de otro modo, la principal característica de la cultura pública de los países nórdicos es su desunión política, que les impide constituir un solo sistema democrático compartido en común. Ahora bien, esto puede que no sea tanto un problema como una ventajosa oportunidad. En el capítulo cuarto referente al proceso histórico de instauración democrática me referí al llamado «milagro europeo»: la explicación de por qué había ocurrido en el occidente continental la eclosión de la modernidad en vez de hacerlo en cualquier otro lugar (véase supra, pp. 98-101). Y allí se atribuyó ese «milagro» al permanente mantenimiento de la división territorial, que impidió constituir un imperio o «súper-Estado» europeo, garantizando así la independencia política de cada país. Y al estar Europa formada por unidades políticas separadas, ello les permitía competir y rivalizar entre sí (además de cooperar parcialmente) como si formasen un mercado político de empresas nacionales independientes, lo que generó un impresionante ritmo de innovación y desarrollo institucional. Pues bien, la desunión de los países nórdicos puede significar igualmente otro «milagro» análogo (el milagro nórdico), capaz de explicar muy bien su impresionante liderazgo democrático no sólo en Europa, sino también en el mundo.

			No obstante, si desarrollamos esta analogía entre Europa y el «milagro» nórdico, deberíamos encontrar el mismo dispositivo dual que se establece a escala continental: división territorial en Estados independientes y además integración cultural en una misma civilización común, heredera del derecho romano primero imperial y después cristiano (canónico). O si se quiere: infraestructura política dividida y superestructura cultural unificada. ¿Se podría trasladar este mismo dispositivo dual a los países nórdicos? Estando políticamente divididos, ¿cabe pensar que compartan cierta unificación cultural?

			Como latino-mediterráneo, carezco de elementos de juicio (y de información suficiente) para poder considerarlo así. Pero vista la cuestión desde fuera, existen algunos elementos que podrían sugerir algo parecido. Ante todo, el hecho de no haber sido nunca romanizados en absoluto durante la Antigüedad, al ser sus habitantes originarios los pueblos más distantes en todos los sentidos de la capital del imperio, manteniendo intacta su cultura, su derecho y su religión, sin contacto alguno con el sincretismo de la latinidad primero imperial y después cristiana. En segundo lugar, el estar fundados sus reinos medievales por confederaciones vikingas de bandas depredadoras inmunes al cristianismo, que crearon redes de comercio y saqueo en la periferia nororiental de Europa desde el mar de Irlanda al Mar Negro, con santuario centrado en la salida del Báltico al Mar del Norte. De hecho, el originario mito vikingo, cuyo estilo cultural admiró al propio Borges (1965), continúa siendo hoy la principal seña de identidad común a los países nórdicos.

			En tercer lugar, tras ser cristianizados sus reinos para administrarlos con arreglo al derecho romano-canónico, su común vinculación a la Liga Hanseática, cuya importancia geopolítica ya tuvimos ocasión de ponderar en la Introducción de este libro a partir del noruego Stein Rokkan (2017). Y, por último, su común adhesión a la Reforma luterana, lo que hizo posible su alfabetización en lengua vernácula, la más temprana de Europa como vimos con Todd (1995). Esta unificación religiosa con arreglo a una ética a la vez individualista y respetuosa con la autoridad es quizá el principal elemento cultural que hoy impregna en común al conjunto de los países nórdicos, explicando el éxito de su «paraíso socialdemócrata» hecho de confort biempensante (hygge), concertación y pragmatismo (Lapuente, 2015, pp. 191-230). Pero que encierra una cara oculta (Booth, 2007), tal como refleja el éxito literario y televisivo del «nordic noir», hecha de etnocentrismo, crimen organizado, violencia de género y autodestrucción masculina, lo que arroja elevadas tasas de voto a partidos populistas de ultraderecha xenófoba. De ahí su elevado euro-escepticismo, que les hace ser muy renuentes al proceso de integración europea.

			Dejemos, pues, a los países nórdicos y volvamos a Europa, este «milagroso» continente políticamente dividido y culturalmente unificado. ¿Es posible pensar que la UE, en vías de integración política, posea una cultura pública propia digna de este nombre compartida en común, en la línea sugerida por Orlando Figes (2020)? El experimento de pensar a la UE como una sola democracia multiestatal o multinacional ya se ha hecho antes muchas veces, como es el caso del propio Arend Lijphart (2012, pp. 52-57), que la analiza como si fuera un buen ejemplo de democracia «consensual» consociativa: una confederación en la que sólo pueden tomarse decisiones ejecutivas por unanimidad de los países miembros. Pero para considerar a la UE como una cultura política unificada haría falta que dispusiera, en efecto, de una percepción colectiva de identidad común, lo que está lejos de producirse. Su lema es «unida en la diversidad», pero resulta evidente que la divergencia se impone a una unidad que sólo es percibida como burocrática, pues no se siente como cultural, nacional ni emocional. De ahí el euroescepticismo que se extiende por los países que son contribuyentes netos, como revela el amargo ejemplo del Brexit, y del que sólo escapan aquellos otros países para los que su adhesión continúa siendo un interesado «buen negocio».

			Es un lugar común sostener que esa falta de «sentimiento europeo» se debe al déficit democrático de las instituciones de la UE. Pero no está claro que sea así, pues como Lijphart demuestra en las páginas que acaban de citarse, su entramado institucional es más democrático que el de algunos de sus países miembros. Y no parece ciencia ficción imaginar que si el gobierno de la UE fuese elegido por su Parlamento y tuviera que responder ante él, el bloqueo y la cacofonía resultantes socavaría todavía más el ya de por sí débil y escaso sentimiento de orgullo, satisfacción y entusiasmo por pertenecer a ella. De ahí que muchos sostengan que sin una cultura pública común, más sólida que la que hoy existe, resultará difícil mantener activo y en marcha el proceso de integración europeo.

			Pero no está claro que esto sea siquiera posible. He hablado más arriba del milagro europeo entendido como yuxtaposición de diversidad política e integración cultural. Al hacerlo así me refería al concepto de cultura como «civilización», pues en este sentido sí puede hablarse de una cultura europea común, hecha de derecho romano, cristianismo sociológico, ciencia moderna, imperio de la ley, derechos ciudadanos, administración racional y Estado de derecho, por no añadir otros contenidos culturales más convencionales (Figes, 2020), lista de conceptos que puede entenderse como el mínimo denominador común de todas las culturas públicas de los estados miembros. Pero al margen de este marco civilizatorio, es difícil aceptar que exista una «cultura pública» europea en el sentido en que he venido analizando aquí las culturas públicas inglesa, estadounidense, francesa, alemana, italiana y española.

			Incluso podría aceptarse que los países nórdicos posean una «cultura pública» común, pues comparten con ciertas excepciones (sobre todo finesas) un mismo pueblo fundador (los míticos vikingos), un mismo tronco lingüístico (germánico del norte), una misma religión unificada (el luterarismo), un mismo sistema democrático (parlamentarismo proporcional multipartidista) y una misma representación de intereses (neocorporatismo consociativo). Y también podríamos decir lo mismo de las demás «familias culturales» que agrupan a los estados miembros, como la latino-mediterránea formada por Italia, España, Francia y Portugal ya comentada en páginas atrás; o las diversas «familias orientales», como los países bálticos, los «hanseáticos» (el Benelux), los balcánicos o el grupo de Visegrado (Polonia, Hungría, Chequia y Eslovaquia). Pero eso no ocurre a escala continental, por lo que parece misión imposible lograr algún día la unificación cultural europea. Y esta fragmentación cultural de la UE quizás explique su difícil integración política en mayor medida que otros factores divisorios, estructurales e ideológicos.

			Tres son los principales problemas que hoy dificultan el proceso de integración europea: la imposibilidad de establecer una política fiscal común que incluya la mutualización de la deuda mediante «eurobonos», cuyos únicos avances se han debido a la necesidad de financiar el fondo de recuperación contra la pandemia de covid; el fracaso de la política de acogida y asilo a inmigrantes y refugiados, que aconseja devolverlos a sus países de origen ante la falta de acuerdo sobre su distribución entre los países miembros; y la deriva populista de muchos gobiernos euroescépticos hacia la extrema derecha xenófoba, autoritaria e iliberal, con politización de la justicia, intervencionismo de los medios informativos y flagrantes violaciones de los derechos ciudadanos (Murray, 2017). Pues bien, todos esos problemas están relacionados, en una u otra medida, con la diversidad cultural de una Europa policéntrica que parece incapaz de llegar a acuerdos supranacionales de mínimos, dada su evidente fractura en familias culturales heterogéneas y segregadas que resultan aparentemente incompatibles entre sí, tal como se ha visto con la caótica descoordinación habida en las políticas de lucha contra la «covid», aunque después se haya corregido en la respuesta comunitaria a la invasión rusa de Ucrania.

			¿Por qué ha de ser así? Creo que la razón ha de buscarse en el pluralismo de valores en conflicto, puesto de relieve por autores como Max Weber o Isaiah Berlin. Un conflicto de valores que se traduce en un triple conflicto de intereses (entre deudores y acreedores), de derechos (entre contribuyentes y receptores) y de identidades (entre autóctonos y foráneos); y que se manifiesta, sobre todo, para lo que aquí estamos tratando, en la cuestión del universalismo, dado que no parece posible alcanzar un acuerdo por consenso sobre cuáles son los valores universales europeos compartidos en común. A este respecto, y según el planteamiento de Todd (1996) ya descrito en la primera sección de este mismo capítulo (véase supra, pp. 270-272), antropológicamente existen dos Europas opuestas entre sí: una «universalista», con reglas sucesorias igualitarias vigentes en los países de cultura romance con predominio católico, como Francia, Italia, el centro y sur de España y parte de Alemania; y otra «diferencialista», con reglas sucesorias desiguales vigentes en los países de religión protestante y cultura anglosajona o germánica, como el Reino Unido, la otra parte de Alemania, los países nórdicos y los Países Bajos. Y ambas concepciones del mundo, universalista y diferencial, serían incompatibles entre sí, como lo eran el jardín geométrico francés, típicamente universalista, y el jardín paisajista inglés, respetuoso del genio diferencial de cada lugar, como vimos al inicio del libro.

			Esta contraposición es análoga a la cada vez más difícil integridad territorial de España, dividida en dos zonas culturales separadas por el río Ebro, al norte la catalana y vasconavarra de familia troncal y tradición foral, que defiende sus «hechos diferenciales» históricos y rechaza el llamado «café para todos», o reparto igualitario de la «caja común» tributaria entre todos los territorios; y al oeste y el sur la castellana, manchega y arábigo-andaluza, con familia igualitaria que reparte la herencia a partes iguales entre todos los hermanos y defiende por tanto el régimen común de financiación territorial con reparto solidario de la tarta fiscal. Pues bien, otro tanto ocurre a escala continental, con el territorio europeo dividido por fronteras culturales marcadas por el Mar de Norte, los Alpes y los ríos Rin, Danubio y Oder-Neisse, que oponen a católicos y protestantes, nórdicos y meridionales, latinos y anglos, germanos y eslavos, occidentales y orientales, y así sucesivamente. Y por eso también en Europa hay oposición entre los pueblos igualitarios que defienden políticas integradoras de mutualización de la deuda mediante «eurobonos», frente a los pueblos diferenciales (como los brexiters, los nórdicos y los «frugales» hanseáticos) que se resisten a sufragar los dispendios deudores para no incentivar el free riding (parasitismo) y el moral hazard (riesgo moral) de los «pródigos» meridionales.

			Pero las cosas son más complejas, pues además de este universalismo familiar o antropológico, existen otros tipos de universalismo compatibles con el diferencialismo sucesorio. Es el caso de la cultura anglosajona, basada en la ideología del «liberalismo» como vimos al comienzo de esta sección. Ahora bien, según la interpretación de John Gray (2001), existen dos versiones del liberalismo. Una es universalista, pues considera a partir de Locke que todo comportamiento humano es explicable como libre elección individual de cuyo agregado contractual emerge un orden social integrado, según la teoría de la «mano invisible» del mercado postulada por Adam Smith. Este liberalismo utilitarista conduce al universalismo del libre mercado que, llevado hasta su extremo, dará lugar a la ideología neoliberal (Steger y Roy, 2011). Pero hay otro liberalismo no universalista más problemático, pues considera a partir de Hobbes que el agregado de la libre elección individual no conduce al orden social sino al conflicto, de lo que se deduce la necesidad de que intervenga el Estado para corregir los fallos del mercado. Es la teoría del conflicto pluralista de valores postulada por Isaiah Berlin (Gray, 1996, pp. 55-101).

			Por lo demás, ese universalismo liberal derivado de la teoría del contrato social de Locke poco tiene que ver con el universalismo jacobino derivado de la volonté générale de Rousseau, que emerge de la asamblea republicana de ciudadanos libres e iguales. Así que en Europa tendríamos al menos cuatro filosofías políticas incompatibles entre sí: el universalismo inglés, practicado por el liberalismo de mercado; el universalismo francés, postulado por el jacobinismo republicano; el diferencialismo germánico, fundado en el espíritu del pueblo; y el pluralismo británico, deducido del conflicto intercultural de valores. A lo que deben añadirse tres concepciones divergentes de la nación (Pro, 2019, pp. 507-522): la francesa plebiscitaria de Renan, construida por la voluntad política del pueblo entendido como sujeto de la historia; la germánica identitaria de Herder, que emerge de la especificidad cultural de cada pueblo (volkgeist); y la inglesa historicista de Burke, espontáneamente sedimentada por la divergente acumulación institucional.

			En tales condiciones, ¿cómo podría emerger o construirse una sola cultura pública europea, cuando ni siquiera existe un idioma oficial europeo compartido en común (Basurto y Domínguez, 2121)? Para ello habría que reducir todas las culturas públicas de cada país a un mismo denominador común, a ser posible universalista. Pero ¿qué universalismo se impondría?: ¿el liberal anglosajón de tipo mayoritario, el republicano francés de tipo tecnocrático o el consociativo germano de tipo consensual, que no es universalista sino diferencial? El único modo de acercarse a ello sería partir del pluralismo de valores, a lo Max Weber e Isaiah Berlin, para tratar de encauzar su inevitable conflicto mediante un modus vivendi que garantice la coexistencia pacífica como el postulado por John Gray (2001, pp. 123-159), lo que equivale en la práctica a la solución confederal arbitrada por el Tribunal de Estrasburgo (TEDH), el Banco Central (BCE) y el eje París-Berlín. El problema es que Angela Merkel se ha retirado y la populista AfD aguarda al acecho, mientras la presidencia de Macron está en peligro por el auge ultraderechista de Éric Zemmour y el RN de la dinastía Le Pen. Y entre tanto Europa parece incapaz de resolver la salida de la pandemia, la mutualización de la deuda y la integración de inmigrantes y refugiados. Con lo que la UE semeja un jardín de senderos que se bifurcan, pero sin la poética de Borges, pues la path dependence sólo augura un destino divergente y desunido.

		

	
		
			CAPÍTULO 7

			EPÍLOGO:
LA DERIVA DE LAS DEMOCRACIAS

			Aquí finaliza este estudio cuya principal conclusión es que la pluralidad institucional de las democracias analizadas, que combinan de diversas formas los dos modelos polarmente contrapuestos que propuso Lijphart (2012), el mayoritario y el consensual, es resultado de las distintas trayectorias históricas recorridas por cada población («dependencia de la senda»), cuya convergencia y divergencia debe ser entendida por razones tanto geopolíticas (relaciones de proximidad y comunicación entre sus sedes territoriales) como culturales (representaciones colectivas y hábitos adquiridos), según cuál sea lo que puede llamarse el «genio de cada lugar». Así aparecen las diversas democracias occidentales agrupadas por familias culturales relativamente heterogéneas entre sí: nórdicas, anglosajonas, germánicas, eslavas, latinas, mediterráneas… Y dentro de cada familia, sus miembros también presentan diferencias históricas y culturales que los distinguen localmente de los demás, definiendo su forma específica de práctica democrática.

			Pero más allá de esta evidencia retrospectiva, ¿qué perspectiva de futuro cabe deducir de esta selectiva comparación de las principales democracias? Existe la percepción común de que su calidad democrática se está deteriorando aceleradamente, como si el incremento cuantitativo del número de democracias, por efecto de la democratización global del modelo, se lograse al precio de reducirse cualitativamente su calidad cada vez más cuestionada (Colomer y Beale, 2021), en un proceso análogo al de pérdida de calidad en la enseñanza como consecuencia perversa de su democratización masificada. Pero no hace falta recurrir a esa discutible analogía pues lo cierto es que, con independencia del estado que atraviesa la democratización global, las democracias occidentales se están degradando por sí mismas (Fukuyama, 2016; Levitsky y Ziblatt, 2018).

			Una degradación hacia la llamada «posdemocracia» (Crouch, 2004) que se atribuye a la crisis de representación causada por la decadencia de los grandes partidos del establishment institucional, paulatinamente intervenidos y colonizados por la lógica neoliberal de los mercados internacionales (Mair, 2015). La consecuencia es la desafección política de unos ciudadanos cada vez más «desclasados» por la creciente precariedad laboral (Peugny, 2009; Maurin, 2009; Cowen, 2013; Nachtwey, 2017), que desconfían y se distancian de los viejos partidos de masas que ya no les representan para optar por el «iliberal» populismo antisistema tanto de izquierdas como de derechas (Müller, 2017; Mudde y Rovira, 2017; Mudde, 2021). Un proceso de degradación democrática que resulta impulsado y reforzado por la crisis de los medios informativos, cuyo modelo de negocio está siendo suplantado y sustituido por la explotación de la ignorancia y la credulidad ciudadanas que lleva a cabo el oligopolio de la industria digital mediante la distribución compartida de bulos, falacias y demás mensajes infamantes que circulan por las llamadas redes sociales con perversos efectos divisivos y polarizadores (Sunstein, 2010 y 2020).

			Y esta transformación del sistema de partidos y el ecosistema informativo impulsa la deriva de las democracias representativas hacia dos tipos de crisis, que pueden combinarse entre sí. De un lado, su extrema polarización en dos bloques mutuamente excluyentes de partidos elitistas y antisistema. Y del otro, cuando estos últimos alcanzan la mayoría por sí solos o en coalición, el común sometimiento del tercer y cuarto poder, la Justicia y los Medios, a la fusión de los dos primeros, el Gobierno y el Parlamento, que pasan a imponer sin frenos ni contrapesos liberales la tiranía populista de la mayoría electoral.

			A esta «degradación de las relaciones entre elegidos y electores», debida al «mal funcionamiento de las instituciones», cabe llamarla «entropía representativa» (Rosanvallon, 2007, p. 30; véase también Rubio-Carracedo, 2005) o entropía democrática, que puede definirse como la pérdida progresiva de capacidad de representación de las instituciones democráticas (como el Gobierno o el Parlamento), y en especial de los partidos políticos, en lo que podríamos denominar «segunda ley de la dinámica electoral» por analogía con la segunda ley de la termodinámica, vigente en la ciencia física, que postula el crecimiento irreversible de la entropía de un sistema definida por su grado de desorden o disponibilidad energética. Se recordará que la primera ley de la termodinámica sostiene que la energía constante de un sistema ni se crea ni se destruye, sólo se transforma; y cuanto más se transforma, más se degrada también, incrementándose su entropía por la pérdida de su capacidad de transformación (energía potencial disponible).

			Pues bien, si planteamos en términos heurísticos un símil analógico entre la termodinámica de los sistemas físicos y la dinámica de los sistemas democráticos, cabría postular otras dos leyes funcionalmente equivalentes. La primera ley vendría a sostener que el poder democrático, definido por su sistema político-electoral, es una constante que ni se crea ni se destruye, sólo se transforma mediante la alternancia electoral de una mayoría de gobierno a otra. Esto sucede así porque el proceso político es un juego de suma cero en que las ganancias netas de los vencedores se igualan a las pérdidas de los demás (a diferencia del proceso económico que es un juego mixto, con ciclos alcistas de suma positiva seguidos de ciclos recesivos de suma negativa). Sobre todo en los sistemas políticos mayoritarios y bipartidistas, que son siempre juegos de suma cero, pues en los proporcionales resulta posible que surjan coaliciones multipartidistas de suma positiva en que todos sus miembros ganen algo, aunque incluso en este caso sea a costa de los demás.

			Y la segunda ley postularía que, conforme se van sucediendo las alternancias políticas consecutivas, se va degradando paulatinamente su capacidad de representación democrática, incrementándose en consecuencia la entropía democrática del sistema, entendida como desconfianza pública, desafección ciudadana, abstencionismo participativo y volatilidad electoral. Un proceso de crecimiento de la entropía representativa que está sin duda reforzado por el análogo proceso de crecimiento de la entropía informativa (si tenemos en cuenta que la «cantidad de información» se define precisamente por la entropía negativa o improbabilidad de aparición de un suceso), pues una vez emitidas las noticias se devalúan a causa de la redundancia, y por eso hay que elevar su sensacionalismo para que vuelvan a interesar al público, iniciándose espirales de escándalo cada vez más redundantes. Esta ley del rendimiento decreciente tanto de la democracia representativa como de la eficacia informativa es en todo equivalente a la célebre ley que propuso el marxismo sobre la caída tendencial de la tasa de ganancia en el sistema capitalista.

			Además, este ineluctable proceso de creciente degradación democrática se ve intensificado y realimentado por los esfuerzos realizados por los actores políticos para neutralizarlo y tratar de revertirlo. Una forma extrema de lograrlo sin recurrir al golpe de Estado es romper las reglas institucionales para sustituirlas por otras, que se esperan inicialmente favorables para los intereses de sus promotores: es preciso que todo cambie para que pueda seguir igual. Como sucedió en el caso italiano, que desde la crisis de Tangentòpoli en 1992 ha improvisado sucesivas reformas electorales, como la célebre «guarrada» (porcata) de la ley de 2005 denominada Porcellum, que se mantuvo en vigor diez años hasta la siguiente reforma sin lograr detener un deterioro que se agravó todavía más. Pero otra manera de intentarlo sin cambiar las reglas es recurrir al juego sucio o al juego duro, como hace la «turbopolítica» que, aun respetando la letra de la ley, fuerza o incluso viola su propio espíritu, realimentándose la degradación hasta generar un círculo vicioso que encierra al sistema en una dinámica de destrucción autosostenida.

			Es lo que han detallado Levitsky y Ziblatt (2018) al desgranar las dos «reglas no escritas» o normas informales que sostienen la funcionalidad de una democracia y cuya violación la deslegitima gravemente hasta hacerla peligrar. La primera es «la tolerancia mutua: siempre que nuestros adversarios acaten las reglas constitucionales, aceptamos que tienen el mismo derecho a existir, competir por el poder y gobernar que nosotros; podemos estar en desacuerdo con ellos, e incluso sentir un profundo desprecio por ellos, pero los aceptamos como contrincantes legítimos» (ibidem, p. 122). Esta norma de mutua tolerancia equivale al «principio del compromiso» entre los partidos polarmente contrapuestos que para Kelsen (2009; citado en Manin, 1988, pp. 258-262) constituye el a priori o condición de posibilidad para que la democracia funcione como tal. Este compromiso de reconocimiento y no exclusión es la regla de oro del juego democrático que obliga al gobernante a respetar los derechos de la oposición, de igual modo que ésta habrá de hacer lo mismo en justa reciprocidad cuando se produzca la alternancia y llegue a gobernar. Una suerte de «pacto de no agresión», basado en la expectativa de reciprocidad, que compromete a las partes a renunciar al poder de dañar al rival por el peligro cierto de que conduzca a la degradación democrática por la «destrucción mutua asegurada».

			Y la segunda «regla no escrita», o «norma crítica para la supervivencia de la democracia», postulada por Levinsky y Ziblatt (ibidem, p. 126), es la «contención institucional», que significa el «autocontrol» y la capacidad de «refrenarse» a la hora de «ejercer un derecho legal, evitando realizar acciones que, si bien respetan la ley escrita, vulneran su espíritu». Al igual que el liberalismo impone límites por escrito al poder del gobernante, esta segunda regla implica imponerse tácitas autolimitaciones a uno mismo para no excederse en el ejercicio del poder. Equivale pues al efecto-Ulises de «atarse al palo mayor» de la nave, como compromiso asumido de autocontención o abdicación limitada para no incurrir en extralimitaciones y abusos de poder (Elster, 1989, pp. 150-174).

			Y si esta norma de autocontención es beneficiosa para la correcta funcionalidad democrática, la práctica inversa de excederse y extralimitarse en el ejercicio del poder, violando las reglas no escritas de tolerancia mutua y contención institucional, genera las peores consecuencias opuestas, disfuncionales y lesivas para la viabilidad democrática. Es lo que Levitsky y Zimblat (ibidem, p. 130) denominan «táctica dura constitucional», también definible como «juego sucio» o «juego duro», pues equivale a «jugar según las normas, pero intentando ensanchar sus límites» hasta el punto de «jugar para ganar», lo que viola la máxima del juego limpio entre caballeros que tienen a gala un exquisito respeto a los derechos del rival. Pues cuanto todos juegan para ganar, como exige la competición maximalista por el poder en una democracia donde el ganador se lo lleva todo, y el perdedor queda excluido fuera del campo de juego, entonces se impone el más sucio juego duro, en el que vencen a corto plazo los jugadores más ventajistas. Pero a la larga todos salen perdiendo, y en especial la democracia, herida de muerte por la desafección política que anuncia el incremento ineluctable de la entropía representativa.

			En efecto, cuantas más rondas de competiciones electorales se van celebrando en una democracia dada, en mayor medida se van imponiendo los competidores que juegan más duro, usando y abusando de tácticas de campaña cada vez más negativas, escandalosas, falaces, equívocas y transgresoras, que van erosionando y socavando la confianza pública en las instituciones democráticas hasta el punto de destruir su legitimidad, bloquear su funcionamiento y anular su viabilidad, en un bucle circularmente realimentado de anomia y entropía políticas. Pues endurecer el juego político parece muy eficaz al comienzo, porque acaba con los rivales más blandos, pero al poco tiempo sólo provoca otra respuesta todavía más dura. Así se inicia una espiral de excesos mutuos y una escalada de confrontación polarizada (es decir, una «carrera de armamentos» antidemocráticos cuya intensificación conduce a la destrucción mutua asegurada) que sólo ensucia el juego político sin proporcionar mayores ventajas, pues su eficacia pronto se devalúa y hay que acentuar la dureza hasta caer en la exageración hiperbólica y la estéril desmesura, aumentando en consecuencia la entropía de la democracia representativa.

			Y en esta espiral autodestructiva impulsada por la codicia que conduce a forzar el juego duro inconstitucional, cuyo peor ejemplo es la «lidia de Leviatán» que hemos visto como ideología española, sus más importantes impulsores, y a la vez sus principales víctimas, son los partidos políticos, que van quedando paulatinamente desacreditados para ser sustituidos por otros nuevos liderazgos de ejecutoria mucho más agresiva e infamante, cuya conflictiva confrontación acelera todavía más el incremento de la polarización social. Como ocurre en el caso español, donde cada ciclo de acoso y derribo al presidente de turno, desde el «todos contra Suárez» al «todos contra Sánchez», es más violento y autodestructivo que el anterior. Es la cronificación agudizada de la crisis democrática, que siempre cursa como sustitución de la guerra civil emprendida por medios incruentos.

			¿Qué esperanzas hay de encauzamiento y eventual resolución de esta crisis regresiva? No demasiadas. Las reglas escritas que gobiernan las democracias se pueden modificar y rediseñar con cálculos de ingeniería constitucional, estimando con relativo acierto sus previsibles efectos. Pero las reglas no escritas, que son determinantes en última instancia de los resultados democráticos efectivos, no se pueden cambiar voluntariamente a discreción por decreto, pues sólo se adquieren e interiorizan como propias tras habituarse a ellas como subproducto imprevisto del correcto cumplimiento institucional. Es inútil penalizar el juego duro o prohibir el juego sucio, pues siempre podrán surgir tahúres y fulleros dispuestos a jugar con ventaja maniobrera y mala fe demagógica, abusando de sus rivales entre las ovaciones inciviles de sus fanáticos seguidores. Es el circo democrático, donde los leones del populismo mediático que juega duro siempre se ceban y encarnizan con los cristianos indefensos que sólo saben jugar limpio por puro civismo.

			¿Hay margen para el optimismo? Es verdad que la dinámica temporal reconocible en el pasado tiende a resultar cíclica o pendular, alternándose fases de democratización y desdemocratización, de restauración y degradación, de expansión y declive, por lo que no puede descartarse que en un futuro próximo, quizá por efecto de alguna coyuntura crítica que sirva de catarsis o elemento catalizador, como pueda ser el agravamiento del calentamiento climático, se invierta la tendencia y se inicie una cierta desescalada de la crisis democrática. Pero incluso en tal caso, todo dependerá de cuál sea y cómo varíe la correlación de fuerzas en juego que se establezca entre las diversas estrategias adoptadas por unos y otros actores políticos para enfrentarse a los acontecimientos críticos.

			Como hemos visto, recientemente se han producido una serie de hechos históricos, con la gran recesión de 2008 como elemento catalizador, que han precipitado a las democracias hacia su degradación actual, evidenciada por fenómenos como el Brexit y la emergencia del populismo antisistema de izquierdas o derechas, ejemplificado por el ascenso de Trump en EE UU o de Podemos y Vox en España. Ahora bien, en 2020 se ha producido la imprevista emergencia de la pandemia del covid-19, cuyo impacto económico (en términos de pobreza, desempleo y desigualdad) y demográfico (ascenso de la mortalidad, colapso sanitario, caída de la fecundidad, freno de la migración) bien pudiera suponer un cambio súbito en las tendencias evolutivas hasta ahora en vigor. Y en este sentido, ¿podría esperarse un vuelco en la deriva democrática sufrida hasta ahora? Algunos hechos recientes, como la pérdida por Trump de la Casa Blanca tras su primer mandato presidencial, y el retroceso demoscópico del populismo europeo por efecto de la pandemia, parecen sugerirlo así. También resulta posible que la crisis geopolítica desatada por la invasión rusa de Ucrania provoque como reacción un rearme moral de las democracias occidentales, obligadas a coaligarse contra la autocracia rusa de Putin, pero cuando concluyo este libro nadie sabe todavía qué puede llegar a ocurrir.

			En todo caso, el destino de la actual deriva democrática dependerá del seguimiento de las reglas no escritas de Levitsky y Ziblatt. ¿Seguirán los electores apoyando a las opciones políticas que practican el polarizador juego duro sin rehuir el falaz juego sucio, como hasta ahora, lo que acentuaría la desestabilización democrática defraudando todavía más la confianza ciudadana? ¿O recuperarán su cordura, pasando a preferir la deportividad del juego limpio, generador de confianza pública y mucho más acorde con la estabilidad del sistema? Sólo el tiempo lo dirá. Y entretanto, habrá que seguir adaptándose a la incertidumbre, con posibilismo voluntarista, pero sin renunciar por eso al escepticismo de la razón cívica.

		

	
		
			ANEXO

			GUÍA DE LECTURAS

			Dado que este libro está pensado para que pueda servir también de manual académico, incluye una extensa bibliografía de referencias citadas que no es exhaustiva pero sí lo suficientemente amplia para que ocupe un número de páginas demasiado elevado para resultar manejable. Por eso conviene sintetizar en esta guía las pocas obras fundamentales en que se basa su contenido como principales fuentes de autoridad. Pero antes de desglosarlas por capítulos, añadiré un par de textos esenciales que no se han citado aquí, pero cuya importancia aconseja recomendarlos como obras de consulta en las que se pueden ampliar las materias de este libro supliendo sus inevitables carencias.

			La primera es todo un clásico dada su relativa antigüedad, pues su primera edición francesa apareció en 1990. Se trata de Política comparada, de Bertrand Badie y Guy Hermet (1993), este último especializado además en la sociología política española y latinoamericana. La obra incluye el análisis comparado tanto de los regímenes democráticos como de los patrimoniales y autoritarios, sin restringirse al ámbito de los países occidentales, como se optó en estas páginas, sino abarcando también a las demás áreas no europeas del planeta, por lo que su información resulta de obligado conocimiento. Y para actualizar su contenido nada mejor que el manual del mismo título de Todd Landman (2011), con un enfoque de estilo anglosajón mucho más analítico e institucional.

			Respecto a los libros imprescindibles en que se fundan estas páginas, el más importante de todos es la compilación de textos esenciales de Stein Rokkan (2017), el gran sociólogo noruego que contribuyó a fundar la sociología política e histórica vigentes en la actualidad. Por lo tanto, su inspiración cubre todo este libro, pero especialmente la «Introducción» y el capítulo cuarto, en todo cuanto concierne al proceso de instauración democrática así como a la dinámica evolutiva de las democratizaciones contemporáneas.

			El análisis del objeto de estudio, que son las democracias representativas (capítulo segundo), se apoya sobre todo en el célebre libro Modelos de democracia, de David Held (2009), así como en Los principios del gobierno presentativo de Bernard Manin (1998) y en Disonancias de Guillermo O’Donnell (2007). Y en cuanto al método comparativo (capítulo tercero), está basado en Grandes estructuras, procesos amplios, comparaciones enormes, de Charles Tilly (1991); el libro colectivo La comparación en las ciencias sociales, compilado por Sartori y Morlino (2002); y dos obras de este último: Democracias y democratizaciones (2009) e Introducción a la investigación comparada (2010).

			Del capítulo cuarto referente a la dinámica histórica ya he citado la influencia de la obra de Rokkan (2017), a lo que debe añadirse otra obra de Tilly (1992), Coerción, capital y los estados europeos, para las primeras instauraciones democráticas, así como la compilación de O’Donnell, Schmitter y Whitehead (1988) Transiciones desde un gobierno autoritario, unida a La tercera ola de Huntington (1994), y el libro de Morlino (2009) ya citado antes, para las democratizaciones contemporáneas.

			Respecto al capítulo quinto de análisis institucional, la comparación entre los distintos modelos estatales se basa en la obra de Esping-Andersen (2000) Los tres mundos del Estado de bienestar, así como en la obra de Guarneri y Pederzoli (1999) Los jueces y la política. En cuanto a la comparación de los sistemas político-electorales, la referencia más importante es la célebre investigación de Lijphart (2012) Modelos de democracia, a la que debe añadirse Instituciones políticas de J. M. Colomer (2001).

			Y en cuanto al capítulo sexto, que analiza la diversidad cultural de las democracias, hay que citar entre las referencias generales el célebre «mapa cultural» de Inglehart y Welzel (2006), que aparece en su estudio de la Encuesta Mundial de Valores Modernización, cambio cultural y democracia, así como el análisis Sistemas mediáticos comparados de Hallin y Mancini (2008) y la originalísima investigación de Emmanuel Todd (1995) sobre los cuatro tipos de sistemas familiares en su ensayo La invención de Europa.

			Respecto a las culturas públicas específicas de las democracias occidentales, el análisis de caso británico se basa en los libros de Alan Macfarlane (1993), La cultura del capitalismo, y de Norbert Elias (1992) sobre la invención inglesa del deporte moderno, a los que se añade Las dos caras del liberalismo de John Gray (2002). La discusión del caso estadounidense parte del célebre ensayo de S. M. Lipset (2000) sobre El excepcionalismo norteamericano, y utiliza también Hábitos del corazón, de Robert Bellah y otros (1989) y Solo en la bolera, de Robert Putnam (2002).

			El jacobinismo francés se funda en el ensayo de Pierre Rosanvallon (2007) El modelo político francés, usando como contrapunto L’Idéologie française de Bernard-Henry Lévy (1981). El estudio de la vía especial alemana se apoya en el libro de Norbert Elias (1999) Los alemanes y en el de Wolf Lepenies (2008) La seducción de la cultura en la historia alemana. El comentario sobre la ideología italiana parte del texto homónimo de Massimo La Torre (1988), así como de los libros de Putnam (2011) Para que la democracia funcione y de Diego Gambetta (2007) La mafia siciliana.

			Y el análisis del caso español procede de mi libro La ideología española (2006), así como del ensayo de Colomer España: la historia de una frustración (2018), a los que deben añadirse los diagnósticos críticos de Villacañas (2015), en su libro Historia del poder político en España, y de Fishman (2021) en su análisis comparativo Práctica democrática e inclusión. Finalmente, el «Epílogo» sobre la actual deriva anti democrática se funda en el lúcido estudio de Levitsky y Ziblatt (2018) Cómo mueren las democracias.
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